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1.
Petición


-
Petición de 50 señores diputados quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República y el artículo 297 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una Comisión Especial Investigadora “sobre el funcionamiento, transparencia y denunciada colusión en el mercado de los pollos, que comprende los productos fabricados, procesados y comercializados, tanto a nivel nacional como internacional, y para lo cual deberá recabar información y determinar las responsabilidades involucradas. Para el cumplimiento del propósito, la referida Comisión Especial deberá rendir su informe en un plazo no superior a 90 días y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional”. En Tabla.


2.
Oficio 


-
De la Comisión de Salud, por el cual solicita recabar el acuerdo de la Sala, con el objeto de remitir a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, el proyecto iniciado en mensaje, que “Autoriza la venta de medicamentos que tengan la condición de venta directa en establecimientos comerciales que cumplan los requisitos que indica.” boletín N° 7274-11, con el propósito que emita un informe sobre la constitucionalidad de esa iniciativa presidencial. En Tabla.


3.
Comunicaciones


-
Del diputado señor Álvarez-Salamanca, quien acompaña licencia médica por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de 3 días, a contar del 3 de enero pasado. Se tomó conocimiento.


-
Del jefe de bancada de diputados de la Unión Demócrata Independiente, por la cual informa que procedió a elegir al señor Felipe Ward como titular y a la señora María Angélica Cristi como suplente del Primer Comité; al señor Javier Hernández como titular y al señor Felipe Salaberry como suplente del Segundo Comité; al señor Romilio Gutiérrez como titular y a la señora Andrea Molina como suplente del Tercer Comité, y al señor Gustavo Hasbún como titular y al señor Carlos Vilches como suplente del Cuarto Comité. Se tomó conocimiento.


-
Del jefe de bancada de Diputados de Unión Demócrata Independiente por la cual informa que procedió a elegir a los señores Diputados Ward y Hernández, como jefe de bancada y subjefe de bancada, respectivamente. Se tomó conocimiento.



Respuestas a oficios



Contraloría General de la República:

-
Diputado Rincón, Se sirva informar a esta Cámara acerca de la legalidad del contrato de prestación de servicios celebrado entre la municipalidad de Mostazal y la señora Rocío Omegna Seitz, funcionaria de planta de la Municipalidad de Recoleta, para realizar labores de asesoría y fomento de organizaciones comunitarias, cuya copia se acompaña. (79871 al 4891).


-
Diputado Burgos, Solicita se requiera al señor Ministro de Relaciones Exteriores detallada información, -remitiéndola, a su vez, en su oportunidad, a esta Cámara-, respecto de la fecha de inicio de la investigación solicitada en oficio que se anexa, destinada a establecer la eventual transgresión de sus deberes funcionarios por parte del embajador señor Adolfo Zaldívar Larraín, las medidas adoptadas en razón de aquella, su resolución, o la fecha en que se estima la habrá. (80103 al 5192).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita una investigación en torno a eventuales vínculos entre el Director del Servicio de la Vivienda y Urbanismo de la región de Los Lagos , y el Coordinador del Programa de Desarrollo de Barrios de Los Lagos (80654 al 3018).



Ministerio de Interior:


-
Diputada Molina doña Andrea, Informe acerca de la situación laboral en que se encuentra el carabinero señor Gonzalo Marcial Rojas Ahumada, su hoja de vida y si es efectivo que se inició un sumario interno para determinar su responsabilidad en un accidente automovilístico. (25603 al 4627).


-
Diputado Torres, Revise los antecedentes de la solicitud de pensión de exonerado político por parte del señor Nelson Rafael Ramírez Acevedo. (25604 al 2618).


-
Diputado Torres, Informe respecto al estado de tramitación de los expedientes de exonerados políticos de los señores Gregorio del Carmen Toro Messina y Juan Francisco Valladares Azócar. (25605 al 4728).


-
Diputada Cristi doña María Angélica, Posibilidad de estudiar una iniciativa legal destinada a modificar la Ley Orgánica de Municipalidades con el objeto de introducir como causal de remoción de concejales, la incitación o participación en incidentes como los que describe (25606 al 4819).


-
Diputada Turres doña Marisol, Número de centros de cultivo de salmones que se encuentran sin uso y abandonados en las comunas de Cochamó, Puerto Montt, Calbuco y Maullín; las medidas dispuestas para fiscalizar y caducar las concesiones acuícolas abandonadas que generan contaminación en el borde costero, el mar y el fondo marino; y, los recursos humanos, técnicos, científicos y de infraestructura con que cuentan la autoridad marítima y el Servicio Nacional de Pesca para cumplir con sus labores de fiscalización del correcto desarrollo ambiental de la salmonicultura. (25620 al 4263).


-
Diputado Sandoval, Copia de varios documentos suscritos por Diputados y Alcaldes de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, en reunión sostenida en la localidad de Puerto Tranquilo y que se refieren a temas que estima de la mayor relevancia (25621 al 1813).


-
Diputado Vargas, Remite copia de su intervención relativa a la situación de la Región de Arica y Parinacota (25622 al 972).


-
Diputado Álvarez-Salamanca, Solicita informe sobre las acciones que se emprenderán en torno a la situación que afecta a los sectores de Queri, Mariposas, Quebrada de Agua, Bajo Perquin y Corralones, de la comuna de San Clemente, respecto de la fallida construcción de un sistema de alcantarillado y planta de tratamiento de aguas servidas (25623 al 3899).


-
Diputada Sabat doña Marcela, Tome en consideración los antecedentes de robos en el cuadrante comprendido entre las calles Antonio Bellet, Manuel Montt, Andrés Bello y Providencia, gracias a datos que serían proporcionados por los cuidadores irregulares de autos, los que han provocado el abandono de los residentes y comerciantes del sector; con el objeto de disponer las medidas para garantizar la seguridad. (25624 al 2632).


-
Diputado Robles, Responsables de las órdenes institucionales que permitieron practicar detenciones, en la ciudad de Copiapó, el día 5 de agosto recién pasado, en el marco de las manifestaciones pacíficas realizadas por dirigentes sociales con ocasión de la visita de S. E. el Presidente de la República a la mina San José. (25625 al 4307).


-
Diputado Rincón, Por su intermedio al General Director de Carabineros de Chile se sirva informar a esta Cámara, sobre la situación de 2 casa fiscales, abandonadas, en el Pasaje Pedro León Ugalde, Nos. 216 y 226, Villa México, Comuna de Quillota. (25626 al 4861).


-
Diputado Chahín, Solicita informar sobre la fiscalización del proyecto para instalar un sistema de casetas sanitarias y abastecimiento de agua, ejecutado en la comunidad Quinquén, en la comuna de Lonquimay. (6741 al 5064).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:


-
Diputada Turres doña Marisol, Disponga un estudio de impacto ambiental sobre la solicitud de ampliación de biomasa del centro de cultivo de salmones ubicado en el sector de Punta Chaica, seno de Reloncaví, presentada con el N° 206101139 por la empresa Granja Marina Tornagaleones S. A., en atención a que afectaría los caladeros naturales de pesca artesanal de la zona, informando a esta Cámara. (3341 al 4503).



Ministerio de Justicia:


-
Diputado Monckeberg don Cristián, Informe acerca del plazo y el procedimiento de instalación de mecanismos bloqueadores de señales celulares al interior de los recintos penitenciarios, con el detalle de los recintos en que ya hayan sido instalados. (9135 al 4591).


-
Diputado Robles, Solicita atender las demandas formuladas por la Fundación Instituto de Educación Popular (IEP), y, en definitiva, procurar un aporte adicional, que permita satisfacer adecuadamente las necesidades de los niños, niñas y adolescentes, en situación de vulnerabilidad social, que residen en los hogares administrados por aquella institución. (9177 al 2902).


-
Diputado De Urresti, Informe sobre las acciones que realiza el Ministerio de Justicia para proteger los derechos de los trabajadores de la empresa Bauen, mandatada para construir el Tribunal de Garantía de Los Lagos. (9178 al 5020).



Ministerio de Defensa Nacional:


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita marginar de la investigación por la muerte del conscripto señor Esteban Saitz Villanueva, perteneciente al Regimiento de Infantería N° 12, “Sangra”, acaecida el 16 de agosto de los corrientes, al Fiscal militar, señor Rodrigo Cuadra. (10990 al 2641).


-
Diputado Jaramillo, Estudie el límite definitivo de aguas máximas y mínimas de los lagos Ranco, Panguipulli, Riñihue y Calafquén, para resolver los conflictos entre propietarios ribereños y ciudadanos que quieren acceder a las playas. (11018 al 2580).


-
Diputado Rincón, Ingreso, por el puerto de Antofagasta, de aproximadamente 30 toneladas de armamento, durante la madrugada del martes 23 de agosto, recién pasado; la habitualidad de dicho procedimiento; y, la posible omisión de trámites aduaneros. (11206 al 4605).


-
Diputado Cerda, Investigue las circunstancias en que se realizó el ejercicio militar en el Liceo Agrícola de Longotoma, comuna de La Ligua, región de Valparaíso, e informe a esta Corporación.. (11218 al 5099).



Ministerio de Obras Públicas:


-
Diputado Tuma, Solicita informar acerca de la respuesta a la petición formulada por la Municipalidad de Carahue, relacionada con la necesidad de realizar labores urgentes de conservación en el puente Frei Montalva; y, además, hacer presente que de estas obras, cuyos estudios de pre-inversión se habrían realizado, sólo estarían pendientes el cronograma y el sistema de financiamiento. (3186 al 4291).


-
Diputado Urrutia, Solicita informe sobre el estado del proyecto de asfaltado del camino que une la Ruta 5 Sur con el sector de Villaseca, comuna de Retiro, Provincia de Linares (3188 al 2897).


-
Diputado Sandoval, Solicita se remita un informe sobre las condiciones de seguridad del tramo de la carretera austral, entre Coyhaique y Puerto Montt, de conectividad bimodal, recientemente inaugurada; sin perjuicio de disponer una revisión del estado general de seguridad de la ruta antes referida. (3189 al 2308).


-
Diputado Delmastro, Solicita informe sobre la factibilidad de considerar la remodelación y mejoramiento del tramo de la antigua Ruta 5 Sur, que atraviesa la ciudad de Lanco (3190 al 3327).


-
Diputado De Urresti, Solicita se informe las circunstancias en que se produjo la colisión del catamarán Márquez de Mancera colisionó con restos hundidos de una embarcación en la Bahía de Corral (3191 al 2420).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita instruir al señor director de Vialidad de la Región de Los Lagos, el pronto mejoramiento de las condiciones de los caminos rurales de la comuna de Ancud, en especial aquel que une la ciudad de Ancud con el sector de Faro Corona; además, para que informe a esta Corporación sobre el estado del proyecto de asfaltado del camino Fresia-Polizones, como del camino de Guayusca en la comuna de Purranque y de Colonia Sagal, que unirá las comunas de Purranque y Fresia. (3236 al 3940).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita información al MOP (Director de Obras Hidráulicas) sobre el estado de avance de dos proyectos sanitarios en la comuna de Vicuña (3311 al 182).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Recaba antecedentes acerca del estado de avance de los proyectos sanitarios en la comuna de Vicuña, Región de Coquimbo. (3311 al 1390).


-
Diputado Torres, Reitera solicitud de información sobre construcción de pasarela en el sector de Lo Vásquez, comuna de Casablanca, región de Valparaíso . (3312 al 1073).


-
Diputado Sandoval, Estudie la posibilidad de regular de mejor forma el cobro de derechos por el ingreso al aeropuerto de Balmaceda, de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, en especial cuando no se hace uso de las playas de estacionamiento de referido recinto, e informe a esta Corporación. (3313 al 5129).


-
Diputado Monsalve, Solicita informar sobre la etapa en que se encuentran los procesos de los proyectos de inversión para los puentes La Máquina, Caupolicán, Estero Plegarias y Prat, ubicados en el centro urbano de la comuna de Curanilahue, en la provincia de Arauco; asimismo, acerca de las eventuales dificultades que afectan a los señalados proyectos y, en su caso, de las acciones que emprenderá el ministerio a su cargo para resolverlas. (3314 al 4966).


-
Diputado Pérez don José, Situación que afecta al río Biobío y otros de la VII Región, por la extracción indiscriminada de áridos, que merman sus bordes y modifican los lechos; y, adopte las medidas que procedan para que las autorizaciones se concedan con criterios técnicos, informando a esta Cámara. (3315 al 4881).


-
Diputado Sauerbaum, Reparación de dos puentes en sector Hijuelas de la Mancha, comuna de Cabrero, y arreglo de camino Licura Bajo, comuna de Quillón. (3316 al 4326).


-
Diputado Jarpa, Posibilidad de disponer la pronta ejecución del proyecto de pavimentación del tramo de camino que une el sector de Las Trancas con las Termas Minerales de Chillán, en la ruta 55, con una extensión de 7,8 kilómetros, en las comunas de Chillán y Pinto, cuya aprobación se efectuó el 23 de mayo de 2008 y cuenta con un compromiso de aportes para el financiamiento de la hotelera Somontur, de la hotelera Ñuble Limitada, de los empresarios de Las Trancas y de las municipalidades involucradas. (3317 al 4017).


-
Diputado Marinovic, Solicita una visión de Estado que integre a todos los habitantes del territorio nacional, especialmente a los que viven en la Patagonia (3318 al 1069).



Ministerio de Agricultura:


-
Diputado De Urresti, Informe sobre eventuales actos de discriminación respecto de parlamentarios de oposición, en actos oficiales organizados por el Ministerio de Agricultura. (966 al 5104).


-
Diputado Venegas don Mario, Informe acerca de los criterios adoptados por la Corporación Nacional Forestal de Chile para la licitación y adjudicación de los servicios de transportes en helicópteros del personal encargado de combatir los incendios forestales en la Novena Región. (988 al 4974).



Ministerio de Bienes Nacionales:


-
Diputado Urrutia, Analice -desde el punto de vista jurídico- la posibilidad de transferir el dominio o, en su defecto, de constituir un comodato por un plazo no inferior a 20 años de un terreno de propiedad estatal, ubicado en el sector Santo Toribio, comuna de Cauquenes, Región del Maule, a la junta de vecinos del sector, con el propósito de construir allí una sede social, e informe a esta Corporación. (978 al 5230).


-
Diputado Sandoval, Informe a esta Cámara sobre la solicitud de regularización del dominio de un terreno de 1.000 hectáreas, presentada por el señor Guillermo Orellana Troncoso, poblador del sector fronterizo de Lago 
O'Higgins, de la comuna del mismo nombre, objetada por la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, y reevaluar para acceder a ella. (979 al 4774).



Ministerio de Trabajo y Previsión Social:


-
Diputado Robles, Considere la posibilidad de dejar sin efecto los sumarios ordenados instruir, por el ex Director Nacional del Instituto de Previsión Social, señor Juan Bennett Urrutia, que afectan a funcionarios que adhirieron al paro de actividades convocado por la Asociación Nacional de Empleados Fiscales y la Central Unitaria de Trabajadores, en la provincia de Huasco, los días 24 y 25 de agosto recién pasados. (328 al 4582).


-
Diputado Marinovic, Informe sobre el estado de avance del proyecto de ley -que el Gobierno ha anunciado presentará al Congreso Nacional- sobre reducción de la jornada laboral y otros beneficios otorgados a las trabajadoras de casa particular. (330 al 5281).


-
Diputado Jaramillo, Instruya que se fiscalice a la empresa Bauen Ltda., que realiza la ampliación de los Tribunales de Justicia de Los Lagos, por incumplimientos de la normativa laboral. (4919 al 2568).


-
Diputado De Urresti, Informe sobre las medidas adoptadas por la Inspección Provincial del Trabajo de Valdivia contra la empresa Bauen en Los Lagos y las que la Dirección del Trabajo y la Secretaría Regional Ministerial del Trabajo de Los Ríos hayan hecho en resguardo de los derechos de sus trabajadores; además de informar si se ha dado conocimiento de la situación al Ministerio de Justicia. (4920 al 5015).


-
Diputado Andrade, se sirva ordenar a la Dirección del Trabajo que informe sobre la notificación realizada a Chilecompra respecto de empresas que han sido sancionadas por prácticas antisindicales, y remita copia de los oficios pertinentes a esta Corporación. (5028 al 5202).


-
Diputado Ascencio, Investigue las prácticas antisindicales y el despido de 108 trabajadores por parte de la empresa Salmones Antártica, y tome las medidas necesarias para subsanar a la brevedad esta situación. (5124 al 2785).



Ministerio de Salud:


-
Diputado Chahín, Solicita evaluar la adquisición de una ambulancia de tecnología avanzada, con equipos de reanimación y demás recursos necesarios para su adecuada operación y funcionamiento, destinada a la red del Sistema de Atención Médica de Urgencia que atiende la comuna de Vilcún. (3890 al 2771).


-
Diputado Melero, Informe acerca de la situación que afecta al señor Jorge Godoy Insunza, quien habría sido víctima de errores médicos durante su atención en el Hospital Base de Osorno, donde ingresó en junio de 2008, para ser operado de una hernia inguinal, considerando al efecto el documento anexo. (5027 al 5315).



Ministerio Secretaría General de Gobierno:


-
Diputado Ascencio, Solicita informe acerca de los antecedentes que posea relativos al eventual aterrizaje programado, en la localidad de Cobquecura, Quilicura Norte, Región del Bibío, que protagonizara el helicóptero en que se desplazaba el señor Presidente de la República, el día 22 de enero del año en curso. (30 al 2440).


-
Diputado De Urresti, Solicita informar acerca de las razones por las que la Secretaría Regional Ministerial de Gobierno de la Región de los Ríos solicita, para proveer un reemplazo por licencia de maternidad, ser periodista de una determinada universidad; también, sobre si esta exigencia se corresponde con la política ministerial en la materia; además, si se remitieron a otras instituciones de educación superior, amén de la señalada, antecedentes para la postulación; y, finalmente, de las medidas e instrucciones dispuestas para evitar estos hechos, eventualmente discriminatorios, y de las resueltas para aclarar el caso materia de este oficio. (30 al 3775).



Ministerio Medio Ambiente:


-
Diputado Araya, Solicita informar, -en consideración al estudio de la Organización Mundial de la Salud, hecho público recientemente, que sitúa a la mencionada ciudad como una de las mas contaminadas del país-, sobre las acciones que el Ministerio del Medio Ambiente propondrá y ejecutará para disminuir los altos índices de contaminación ambiental en la mencionada ciudad. (114145 al 4839).


-
Diputado Walker, Contaminación acústica y por emisiones que generan las aeronaves en el aeropuerto de La Florida, ubicado en la ciudad de La Serena. (114172 al 4269).


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe acerca del estado de avance de los planes de mitigación de contaminación en las zonas saturadas de Calama, Tocopilla y María Elena. (114230 al 4977).


-
Diputada Molina doña Andrea, Informe acerca de los estudios de impacto ambiental realizados para la instalación de una planta de reproducción avícola de la empresa Sopraval en la localidad de Villa Huaquén; sus conclusiones; las medidas de mitigación adoptadas; las instancias de diálogo con los vecinos de los sectores involucrados; el tiempo que la empresa se encuentra funcionando en la zona, y la calificación de su actividad productiva. (114235 al 4897).



Empresas del Estado:


-
Diputado Carmona, Solicita informar sobre las razones por las que la Corporación del Cobre de Chile no dio cumplimiento al “Addendum Complementario” al Convenio Colectivo de Trabajo, 2004-2007, Trabajadores Rol B, División El Salvador, suscrito con cinco organizaciones sindicales, que estableció el Programa de Desvinculación Asistida; y, además, para instar a esa Corporación a acoger la sentencia del Primer Juzgado de Letras de Santiago, que dio lugar a la demanda presentada por el Sindicato de Trabajadores N° 2 de Potrerillos, Codelco Chile, División El Salvador y, en definitiva, dar cumplimiento al mencionado acuerdo. (11 al 5304).


-
Diputado Bauer, Solicita informar sobre el costo del proyecto para la automatización, en las vías ferroviarias, de los pasos a nivel para tránsito vehicular y, asimismo, acerca de las razones por las que el mencionado sistema no funciona. (125 al 4829).



Intendencias:


-
Diputado Carmona, Fiscalización, mediante la aplicación de exámenes médicos, e informe a esta Cámara, sobre el estado de salud de los trabajadores de fundiciones metalúrgicas, quienes se encuentran expuestos a químicos y metales pesados en sus faenas diarias. (1313 al 1854).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita remitir los planos que señalan el acceso a los cerros y al río en el Valle de Elqui; y, además, tenga a bien disponer se realice una adecuada señalización de los accesos públicos a los mencionados bienes. (1585 al 5188).


-
Diputado Carmona, Se sirva informar a esta Cámara acerca de su posición formal frente a la autonomía de los establecimientos educacionales para definir, de acuerdo a su realidad, los mecanismos que estimen pertinentes para el cierre del año escolar 2011. (7037 al 5225).



Servicios:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita informar las razones por las que no se ha entregado la totalidad de los dineros adjudicados para la ejecución del proyecto denominado “Recuperación de Los Sarmientos”, folio 1282746, año 2011, con un coste de $10.000.000 (diez millones de pesos), presentado por la junta de vecinos del sector Villaseca, en la comuna de Vicuña; y, asimismo, respecto de la manera en que se subsanará la situación, sin mermar las posibilidades de la agrupación vecinal para postular, en tiempo y forma, a un nuevo proyecto. (112305 al 5322).


-
Diputado Pérez don José, Situación que afecta al río Biobío y otros de la VII Región, por la extracción indiscriminada de áridos, que merman sus bordes y modifican los lechos; y, adopte las medidas que procedan para que las autorizaciones se concedan con criterios técnicos, informando a esta Cámara. (3315 al 4879).



Varios:


-
Diputado Silber, Se sirva informar a esta Cámara sobre las acciones adoptadas por Carabineros de Chile, en casos similares al ocurrido el pasado 19 de octubre, en la Cámara de Diputados, ya sea a favor o en contra de parlamentarios y el resultado de los respectivos sumarios administrativos. (2942 al 5089).


-
Diputada Rubilar doña Karla, Solicita disponer se investiguen hechos relacionados con eventuales irregularidades ocurridas en el Banco del Estado de Chile. (4152 al 2246).



Municipalidad de Rengo:


-
Diputado Rincón, Solicita informar acerca de los recursos aportados por el Ministerio de Educación en virtud de lo establecido en la ley N° 20.248, sobre Subvención Escolar Preferencial; y, respecto de la forma en que dichos dineros han sido utilizados por el municipio. (1181 al 3031).


-
Diputado Rincón, Solicita reiterar oficios Nos. 1245 y 3031, de 12 de agosto de 2010 y 20 de abril de 2011, respectivamente. (1181 al 4708).



Municipalidad de Vicuña:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita instruir la realización de mediciones topográficas al terreno donado por el señor Rubén Callejas a la junta de vecinos de la población Tocopilla II, en la comuna de Vicuña; y, en definitiva, una vez cumplido el trámite, agilizar los demás necesarios para la efectiva transferencia del dominio de la propiedad mencionada a la organización vecinal, que lo destinará a un proyecto de áreas verdes. (985 al 2908).


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (114)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Alinco Bustos René
IND
XI
59

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PRI
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Delmastro Naso, Roberto
IND
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

kort Issa, Garriga Farid
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
60

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PRI
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Letelier Aguilar, Cristián
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
PPD
XV
1

Velásquez Seguel, Pedro
IND
IV
8

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Asistió la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet.-


II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.41 horas.

El señor MELERO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión. 

III. ACTAS

El señor MELERO (Presidente).- El acta de la sesión 121ª se declara aprobada. 

El acta de la sesión 122ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta. 

-El señor LANDEROS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

-o-

El señor MELERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por cincuenta señoras y señores diputados, quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c), de la Constitución Política de la República y en el artículo 297 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una comisión especial investigadora “sobre el funcionamiento, transparencia y denunciada colusión en el mercado de los pollos, que comprende los productos fabricados, procesados y comercializados, tanto a nivel nacional como internacional, y para lo cual deberá recabar información y determinar las responsabilidades involucradas. Para el cumplimiento del propósito, la referida Comisión Especial deberá rendir su informe en un plazo no superior a 90 días y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional.”. 

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo. 

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 30 votos; por la negativa, 12 votos. Hubo 1 abstención. 

El señor MELERO (Presidente).- Rechazada la petición. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Rincón González Ricardo; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Cardemil Herrera Alberto; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Kast Rist José Antonio; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Rojas Molina Manuel; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvo el diputado señor Pérez 
Lahsen Leopoldo.

El señor MELERO (Presidente).- Para su aprobación, la solicitud requería 48 votos afirmativos.

REMISIÓN DE PROYECTO A COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN Y JUSTICIA. 

El señor MELERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por la Comisión de Salud para remitir a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, el proyecto iniciado en mensaje, que “Autoriza la venta de medicamentos que tengan la condición de venta directa en establecimientos comerciales que cumplan los requisitos que indica”, boletín N° 7274-11, con el propósito de que esa Comisión emita un informe sobre la constitucionalidad de dicha iniciativa.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE INTENDENCIA DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO Y FORTALECIMIENTO DE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL. Primer trámite constitucional.

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde ocuparse, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, del proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones.

Diputados informantes de las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Hacienda son los señores Issa Kort y José Miguel Ortiz, respectivamente.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín N° 7829-13, sesión 61ª, en 2 de agosto de 2011. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, sesión 92ª, en 6 de octubre de 2011. Documentos de la Cuenta N° 6.

-Informe de la Comisión de Hacienda, sesión 109ª, en 16 de noviembre de 2011. Documentos de la Cuenta N° 3.

El señor MELERO (Presidente).- Para rendir el informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, tiene la palabra al diputado señor Issa Kort.

El señor KORT.- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, paso a informar a esta Sala, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones, con urgencia calificada de “suma”.

A las sesiones que la Comisión destinó al estudio de la presente iniciativa legal asistieron la ministra del Trabajo y Previsión Social, doña Evelyn Matthei Fornet; el subsecretario de Previsión Social, don Augusto Iglesias Palau, la superintendenta de Seguridad Social, doña María José Zaldívar Larraín, y el asesor de esa Secretaría de Estado, don Francisco Del Río Correa, el presidente de la Asociación Gremial de Cajas de Compensación, don Eusebio Pérez Gutiérrez; el director Nacional del Instituto de Seguridad Laboral, don Héctor Jaramillo Gutiérrez, y el presidente de la Asociación de Mutuales A.G., don Rodolfo García Sánchez.

El proyecto que la Comisión de Trabajo y Seguridad Social somete al conocimiento de esta Sala tiene por objeto adecuar nuestra legislación y mejorar las condiciones de seguridad y salud en los lugares de trabajo.

Señala el mensaje que el derrumbe de la mina San José, ocurrido el jueves 5 de agosto de 2010, que dejó atrapados por setenta días a 33 mineros a unos 700 metros de profundidad, ha resaltado la necesidad de mejorar la protección de la vida y salud de los trabajadores y ha impulsado a realizar cambios en el sistema de seguridad laboral para tener un Chile más seguro, para lo cual se ha estimado prioritario revisar las atribuciones de las distintas entidades que hoy tienen responsabilidades en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo.

Por ello, con el objeto de avanzar rápidamente en la actualización de los mecanismos existentes y en la mejora de las condiciones de seguridad y salud en los lugares de trabajo, durante 2010, el Gobierno convocó a una Comisión Asesora Presidencial, a la que se pidió preparar un diagnóstico del sistema de seguridad y salud laboral y elaborar propuestas que contribuyan a su perfeccionamiento.

Planteó, entre otros cambios, fortalecer el rol de la Superintendencia de Seguridad Social en el ámbito de la seguridad y salud laboral. Para esto, sugirió la creación de una Intendencia de Seguridad y Salud Laboral para coordinar la elaboración de propuestas de estándares en materia de seguridad y salud en el trabajo. Además, indicó que dicha Intendencia debe preparar normas en la materia, realizar estudios y campañas de prevención, manteniendo la función de fiscalizar a los organismos administradores de la ley N°16.744.

Dichas propuestas, señala el mensaje, fueron recogidas por el Gobierno en el presente proyecto de ley, cumpliendo, de este modo, el compromiso adquirido de promover aquellas reformas que sean necesarias para asegurar a todos los chilenos un empleo digno, con las debidas condiciones de seguridad y salud en sus puestos de trabajo.

Es así como se ha estimado necesario revisar y actualizar, dentro de los estándares de exigencia aplicables a los servicios públicos, las funciones que corresponde a la Superintendencia de Seguridad Social.

Por otra parte, también se otorga particular realce a aquellas facultades que se relacionan directamente con la seguridad y salud en el trabajo, por lo que se incorporan como nuevas funciones de esta Superintendencia. 

Asimismo, el mensaje expresa que la Superintendencia de Seguridad Social se estructurará orgánica y funcionalmente en la Fiscalía, la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo y la Intendencia de Beneficios Sociales.

Además, el superintendente, el fiscal e intendentes, serán designados mediante el Sistema de Alta Dirección Pública.

A su vez, de conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el superintendente, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la entidad en análisis y determinará las denominaciones y funciones que corresponda a cada una de sus unidades.

Agrega que, con el objeto de optimizar el desempeño de la Superintendencia de Seguridad Social y en consideración a las variadas materias que se encuentran en el ámbito de sus atribuciones, se ha considerado necesario establecer dos Intendencias que actúen como las instancias ejecutivas de las funciones de dicho Servicio.

Recogiendo las propuestas de la Comisión Asesora Presidencial, se crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, la cual, entre sus funciones principales, deberá realizar el estudio, análisis, evaluación, examen y fiscalización de los organismos administradores de la ley N° 16.744, sobre Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, y sistematizar y proponer la estandarización de la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo.

Por su parte, a la Intendencia de Beneficios Sociales le corresponderá realizar el estudio, análisis, evaluación, examen y fiscalización de las entidades y regímenes fiscalizados por la Superintendencia, por ejemplo, de las cajas de compensación de asignación familiar, de las licencias médicas y los subsidios por incapacidad laboral y de la administración de los Fondos Nacionales de Prestaciones Familiares y Subsidio Familiar.

Asimismo, señala que, para el ejercicio de las funciones que se le otorgan en el marco de su reformulación y, en particular, en lo que se refiere a la seguridad y salud en el trabajo, se ha estimado necesario establecer que la Superintendencia deberá administrar el Sistema de Información de Seguridad Social contra Riesgos por Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales. Cabe destacar que, por mandato legal, la Superintendencia deberá adoptar todos los resguardos necesarios para asegurar la privacidad de los datos personales y sensibles contenidos en el referido Sistema de Información.

Se establece que en el ejercicio de la labor fiscalizadora, la Superintendencia deberá informar a la entidad respectiva acerca de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente.

Para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, la Superintendencia podrá inspeccionar una serie de documentos y requerir explicaciones. Igualmente, podrá solicitar la entrega de antecedentes, sin alterar el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado.

Además, la Superintendencia podrá requerir a los organismos fiscalizadores que le proporcionen la información a través de medios electrónicos, como asimismo, que se le otorgue acceso a los sistemas de información que posean estas instituciones, en los casos que determine a través de sus instrucciones y adoptando todas las medidas para asegurar el resguardo de la confidencialidad de la información sensible.

Respecto de la modernización de los procesos de fiscalización y sanción que debe implementar la Superintendencia, se ha estimado pertinente otorgarle la facultad de ordenar que se realicen auditorías o instruir los procedimientos sancionatorios que correspondan a las instituciones públicas sometidas a su fiscalización para acreditar las infracciones y las responsabilidades en los hechos investigados, sin perjuicio de las facultades que sobre la misma materia tienen los jefes de servicios respectivos.

En el caso de las demás entidades fiscalizadas, la Superintendencia podrá ordenar que se realicen auditorías o instruir los procedimientos sancionatorios pertinentes para acreditar las infracciones y las responsabilidades en los hechos investigados.

Al efecto, la entidad fiscalizada deberá informar los resultados de dicha auditoría y las medidas correctivas aplicadas en caso de ser necesarias, conforme a lo instruido por la Superintendencia.

El sentido de estas auditorías es otorgar a las entidades fiscalizadas la posibilidad de detectar y corregir por sí mismas las irregularidades, aplicando todas las medidas que sean necesarias. Lo anterior, siempre y cuando las mismas no revistan la gravedad suficiente como para requerir que, ya sea después de completarse la auditoría interna o, incluso, sin que ella llegue a realizarse, la Superintendencia resuelva que debe aplicarse un procedimiento sancionatorio.
Asimismo, se asegura que el proceso sancionatorio se desarrolle considerando las garantías que se desprenden de la Constitución Política de la República.

Adicionalmente, se ha estimado necesario eliminar la obligación de consignar el monto de la multa aplicada como requisito previo para recurrir de reclamación en contra de lo resuelto por la Superintendencia ante la corte de apelaciones respectiva, teniendo presente lo resuelto por el Tribunal Constitucional, y que se ha actualizado el procedimiento de ese recurso.

Por último, se entrega a la Tesorería General de la República la facultad para proceder a la cobranza de aquellas multas impagas.

Con la finalidad de adecuar el texto de la ley orgánica de la Superintendencia de Seguridad Social a sus nuevas funciones y estructura, como asimismo, a los cambios que se han producido en nuestro sistema de seguridad social en los últimos 44 años, se ha estimado oportuno derogar en forma expresa aquellas disposiciones que hacen referencia a entidades gestoras de la seguridad social o instituciones públicas o privadas que ya no existen -como la Confederación Mutualista de Chile, la Comisión Central de Reclamos de Medicina Preventiva, la Comisión de Reclamos a que se refiere el artículo 9° de la ley N° 10.383- o cuya fiscalización corresponde a otras entidades públicas, por ejemplo, las ex cajas de previsión social y sus organismos auxiliares y las compañías de seguros.

En el mismo sentido, se derogan expresamente todas aquellas disposiciones de la ley N° 16.395, que se refieren a la planta de la Superintendencia de Seguridad Social, en consideración a que resultan inaplicables por encontrarse actualmente definida la planta de este Servicio en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2008, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Con el objeto de enfrentar nuevas funciones y complementar la estructura definida, se ha estimado necesario modificar la planta de la Superintendencia y crear un cargo de intendente. Asimismo, se aumenta la dotación de esa institución en catorce funcionarios profesionales.

Para tales fines, el proyecto se estructura sobre la base de dos artículos permanentes. El artículo 1° contiene 38 numerales, por los cuales se introducen diversas modificaciones a la ley N° 16.395, y el artículo 2°, incluye cuatro numerales, por los que se introducen modificaciones al artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2008, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Por último, el proyecto tiene cuatro artículos transitorios. 

El artículo primero transitorio indica que el mayor gasto fiscal que represente esta iniciativa, se financiará con cargo al presupuesto de la Superintendencia y, en lo que faltare, con el traspaso de recursos de la partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos.

El artículo segundo transitorio aumenta la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Seguridad Social en 15 cupos.

Los artículos tercero y cuarto transitorios precaven la situación de los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social que se encuentran desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública. 

Durante la discusión general, los representantes del Ejecutivo, aparte de refrendar los fundamentos contenidos en el mensaje que dio origen al proyecto en informe, hicieron hincapié en que este proyecto fortalece el rol de la Superintendencia en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo, a la que se le otorgan nuevas atribuciones y funciones. Además, es el primero de un conjunto de proyectos de ley que tenderán a modernizar la seguridad laboral y la salud en el trabajo.

Del mismo modo, tanto el presidente de la Asociación de Cajas de Compensación como el director nacional del Instituto de Seguridad Social y el presidente de la Asociación de Mutuales manifestaron diversas apreciaciones que constan en el informe, por lo que no me referiré a ellas. 

Por su parte, las señoras diputadas y los señores diputados integrantes de esta instancia legislativa concordaron con la pertinencia de esta iniciativa, toda vez que viene a reforzar el rol de la Superintendencia de Seguridad Social, con la modernización de su normativa orgánica y el otorgamiento de nuevas atribuciones y funciones, de manera de fortalecer su rol en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo.

El proyecto en informe fue aprobado en general por la Comisión en su sesión ordinaria de 4 de octubre de 2011, con el voto favorable de las diputadas señoras Goic, doña Carolina; Muñoz, doña Adriana; Nogueira, doña Claudia, y Vidal, doña Ximena, y de los diputados señores Andrade, Baltolu, Bertolino, Jiménez, Kort, Salaberry y Vilches. No hubo votos en contra ni abstenciones.

Por último, hago presente a la Sala que, a juicio de la Comisión, no existen normas de carácter orgánico constitucional ni que requieran ser aprobadas con quórum calificado. Asimismo, la Comisión determinó que los artículos primero, segundo y cuarto transitorios requerían ser conocidos por la Comisión de Hacienda, por incidir en materias financiera y presupuestaria del Estado.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para rendir el informe de la Comisión de Hacienda, ofrezco la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre el proyecto de ley que moderniza la normativa orgánica de la Superintendencia de Seguridad Social 
(Suseso), con el otorgamiento de nuevas atribuciones y funciones, de manera de fortalecer su rol en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo.

El proyecto fue tratado por la Comisión de Hacienda en tres sesiones, porque era necesario escuchar una completa exposición de los cambios contenidos en su texto: las sesiones del 12 y 19 de octubre y del 8 de noviembre del año recién pasado.

Durante el estudio del proyecto, expusieron en la Comisión el señor Augusto Iglesias, subsecretario de Previsión Social; la señora María José Zaldívar, superintendenta de Seguridad Social, y otros funcionarios del Ministerio que dirige la ex colega diputada y ex senadora, señora Evelyn Matthei, que dieron respuesta a muchas de nuestras inquietudes; entre ellos, asistió el señor Francisco del Río, conocido asesor legislativo de varios ministros del Trabajo y Previsión Social, la señora Lucy Marabolí, de larga trayectoria como fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social, y el señor Gabriel Ortiz, abogado de la Superintendencia mencionada.

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos señala que el proyecto conlleva el incremento de la dotación máxima de personal en 15 funcionarios, con el consiguiente gasto operacional 

El primer año, los gastos en personal se financiarán con un presupuesto de 469,6 millones de pesos; el segundo año y siguientes, se repite la misma suma.

El primer año, el gasto en bienes y servicios de consumo, será de 41,4 millones de pesos, el segundo y siguientes, 16,4 millones de pesos.

El primer año, la adquisición de activos no financieros alcanzará 4,8 millones de pesos, el segundo y siguientes, figura sin presupuesto.

Es decir, el primer año tendrá un costo total de 515,8 millones de pesos, que serían necesarios para aumentar la dotación de personal en 15 cargos, el segundo año y siguientes, un presupuesto de 486 millones de pesos. 

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del proyecto se financiará con cargo al presupuesto vigente de la Superintendencia de Seguridad Social y, lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

En el debate de la Comisión, el señor Augusto Iglesias explicó que este proyecto forma parte de la modernización del Sistema de Seguridad Laboral, que comprende la tramitación de cinco iniciativas legales y la promulgación de tres decretos. Estos últimos crean un Comité de Ministros y un Consejo Consultivo de Seguridad y Salud en el Trabajo, en tanto que los proyectos de ley incluyen la reforma de la Superintendencia de Seguridad Social y la creación de una Superintendencia de Minería, que ya están en tramitación, y la ratificación del Convenio 
N° 187 de la OIT, que ya es ley. Faltan todavía tres proyectos que apuntan a reformar la Ley de Accidentes del Trabajo, el Código del Trabajo y el Estatuto Orgánico de las Mutualidades, que el Ejecutivo espera presentar antes de fin de año.

Agregó que el objetivo central de la iniciativa en comento es fortalecer las capacidades de la Suseso, fundamentalmente, en lo que se refiere a la fiscalización de las entidades administradoras del seguro (de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales) y a la generación de información sobre el Sistema de Seguridad Laboral, otorgándole facultades para mantener convenientemente actualizadas las normas que rigen esta materia y asegurar que ellas operen de manera coherente.

La señora María José Zaldívar hizo presente que el proyecto que reforma la ley orgánica de la Suseso surge del mandato presidencial que plantea la reformulación de dicho organismo, para fortalecer su rol en el desarrollo de normativas y estándares de seguridad laboral, sistemas de información y políticas de prevención de riesgos.

En ese contexto, la iniciativa comprende, en primer lugar, la reorganización de la Superintendencia, pues actualmente está dividida en departamentos que no tienen la especialización necesaria en las distintas materias que debe solucionar. Por ejemplo, cuando se deben resolver reclamos sobre licencias médicas, entran al Departamento Médico, sin distinguir si se trata de licencias comunes o por accidentes del trabajo.

En segundo lugar, la Suseso tendrá la misión de desarrollar y administrar un Sistema Nacional de Información de Seguridad Laboral y, en base a esta, preparar una memoria anual sobre la materia.

Por último, tendrá también la labor de coordinar la preparación y propuesta de normas y estándares en materia de seguridad laboral, ya que actualmente existe una amplia dispersión de normas dictadas por diversos organismos públicos, la cual ha dado lugar a un gran trabajo de sistematización que, sin embargo, se verá facilitado con esta nueva facultad legal.

Sin perjuicio de las tres grandes modificaciones, la Superintendencia mantendrá todas sus otras funciones, que comprenden la resolución en última instancia del contencioso sobre licencias médicas y la fiscalización de las cajas de compensación, los fondos nacionales y los servicios de bienestar del sector público, entre otras.

Los diputados Pablo Lorenzini, Alberto Robles y Carlos Montes plantearon diversas inquietudes relacionadas, entre otras materias, con la aplicación del sistema de Alta Dirección Pública a la Suseso, la necesidad de recabar la opinión de la Subsecretaría de Salud Pública sobre esta iniciativa, dado que las seremis de Salud también tienen facultades en materia de salud ocupacional, y la conveniencia de legislar tanto para que la Suseso tenga un cuerpo directivo colegiado como para que las entidades fiscalizadas por ella sean obligadas a publicar las remuneraciones de sus ejecutivos, especialmente tratándose de cajas de compensación.

La señora Zaldívar explicó que el proyecto incorpora a la Suseso al sistema de Alta Dirección Pública, pero quienes ejercen hasta ahora los cargos de primer y segundo nivel jerárquico se mantienen indefinidamente en ellos, debiendo proveerse éstos conforme a la ley Nº 19.882, cuando sus actuales titulares cesen en sus funciones por cualquier razón. 

El subsecretario de Previsión Social complementó lo anterior, puntualizando que la norma de transición establecida al respecto es similar a la prevista en la ley que incorporó al sistema de Alta Dirección Pública a la Superintendencia de Pensiones, y que solo el nuevo cargo de intendente de Seguridad y Salud en el Trabajo deberá ser provisto de inmediato conforme a este, manteniendo los de superintendente, fiscal -actual subdirector fiscal- e intendente de Beneficios Sociales -actual subdirector- en el régimen laboral que actualmente los rige.

La Comisión de Trabajo y Seguridad Social dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de los artículos primero, segundo y cuarto transitorios del proyecto. 

Por su parte, la Comisión de Hacienda agregó a su conocimiento los números 1), 2), 4), 6), 8) y 33) del artículo 1°, en conformidad con el inciso segundo del número 2° del artículo 220 del Reglamento de la Corporación. 

En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:

El diputado Joaquín Godoy, Presidente de la Comisión, propuso someter a votación separada el articulado con indicaciones y luego el resto de las disposiciones de competencia de esta Comisión.

Se presentaron indicaciones de los diputados señores Jaramillo, Lorenzini, Robles y Silva, las que fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión, por versar sobre materias de competencia exclusiva de su excelencia el Presidente de la República. 

Por otra parte, el diputado señor Silva solicitó votar separadamente el párrafo tercero de la letra b) del artículo 2º de la ley 
Nº 16.395, que se sustituye por el número 2) del artículo 1º del proyecto, por ser partidario de que el proceso de consulta previo a la dictación de circulares e instructivos de carácter general de la Suseso sea obligatorio.

Puesto en votación el referido párrafo tercero de la letra b) del artículo 2º de la ley en enmienda, que se sustituye por el número 2) del artículo 1° del proyecto, fue aprobado por 8 votos a favor, 4 en contra y una abstención. 

El resto del artículo 2º, que se sustituye por el numeral 2) del artículo 1° del proyecto, fue aprobado por 11 votos a favor y dos abstenciones. 

Puesto en votación el número 4) del 
artículo 1º del proyecto, fue aprobado por 9 votos a favor y 4 en contra.

Sometido a votación el número 33) del artículo 1º del proyecto, fue aprobado por 8 votos a favor y 4 votos en contra. 

Puestos en votación los números 1), 6) y 8) del artículo 1º permanente y los artículos primero, segundo y cuarto transitorios, fueron aprobados por unanimidad. 

Para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, cabe consignar que este tema fue ampliamente debatido en las tres sesiones de la Comisión de Hacienda y salvo la última votación, que alcanzó unanimidad, el resto fue aprobado por mayoría.

Estuvieron presentes los diputados señores Joaquín Godoy, Presidente de la Comisión; Pepe Auth, Enrique Jaramillo, Pablo Lorenzini, Javier Macaya, Miodrag Marinovic, quien fue reemplazado en una sesión por el diputado Pedro Velásquez; Carlos Montes, José Miguel Ortiz, Carlos Recondo, Alberto Robles, Alejandro Santana, Ernesto Silva y Gastón von Mühlenbrock, quien fue reemplazado en una sesión por el diputado Carlos Vilches.

También concurrió a un par de sesiones el diputado Nicolás Monckeberg.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.

La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, me interesa participar en esta discusión, porque como miembro de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, revisamos el proyecto junto a la ministra.

En el mundo de las tecnologías de la información y las comunicaciones, es imperativo actualizar las legislaciones, puesto que son la base jurídica de las políticas públicas. De eso se trata el proyecto que hoy analizamos en la Sala. 

En la Comisión de Trabajo no hubo una voz obstruccionista al proyecto, como dirían nuestros colegas de la Alianza, porque cuando existen propuestas que benefician a los trabajadores para mejorar los sistemas de control frente a los posibles abusos de los empleadores o al incumplimiento de normas, sin discusión, estamos disponibles con nuestro voto.

Los cambios que consagra el proyecto se relacionan sobre todo, como han dicho los diputados informantes de las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Hacienda, con más control y fiscalización para asegurar el mejor cumplimiento de las normativas vigentes.

La iniciativa crea una nueva institución y fortalece la que ya existe, es decir, nos estamos haciendo cargo de lo que hoy sucede, de los problemas que surgen desde la dimensión laboral.

La Superintendencia tendrá nuevas facultades de fiscalización. Podrá inspeccionar todos los documentos de las instituciones sometidas a su supervigilancia que estime conveniente para los fines de fiscalización y requerir las explicaciones que juzgue necesarias para su información. Es decir, se está trabajando de acuerdo con las necesidades reales.

A raíz de los múltiples accidentes laborales que suceden a diario, mediáticos o no, a veces se malinterpreta el trabajo legislativo y se argumenta que esos temas se tratan solo cuando ocurren tales hechos. Ello no es verdad, porque, lamentablemente, los accidentes suceden en forma continua, son parte de la vida.

Por eso, cuando una legislación se pone al día respecto de sucesos de los cuales todos somos testigos, se está actuando correctamente.

La realidad es más fuerte que la fantasía, decimos en el espacio teatral. Así es, a través de los medios podemos observar dramáticos accidentes, como el de la mina San José, otros en que se pierden vidas y también a trabajadores afectados por enfermedades que los marcan a ellos y a su familia. De ahí la importancia de actualizar la legislación de protección y control en la seguridad y salud en el trabajo.

Se puede y se debe reducir la tasa de accidentes. Según datos internacionales, nuestro país está en un pie en que puede abordar ese desafío mucho mejor, y es lo que está haciendo. Por lo tanto, se pueden salvar más vidas.

Este proyecto va en esa dirección. A veces, perdemos la proporción de las cosas por su costo, el modo de hacer la instalación, etcétera. Ese es el problema de fondo.

Por último, me gustaría puntualizar que si no se invierte en un adecuado plan de información y comunicación dirigido a los actores principales, trabajador y empleador, en este caso, cualquier esfuerzo legislativo será letra muerta.

La dimensión cultural sobre el cambio de conducta social y laboral es fundamental para avanzar integralmente en el desarrollo que buscamos.

La ministra del Trabajo y Previsión Social ha puesto el acento en ello para avanzar en los temas que nos preocupan, pues el país todavía juega al debe en esta materia. Además, para ser concordantes con lo dispuesto por la OIT y con todo lo que nos falta para tener más trabajo decente y no precario, como ocurre en la actualidad.

Como nos faltan muchas cosas por realizar, debemos reconocer que el proyecto representa un avance y que nos pone un poco al día en seguridad social y la fiscalización que se necesita.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Eugenio Bauer.

El señor BAUER.- Señor Presidente, el proyecto en discusión, en primer trámite constitucional, me parece absolutamente necesario. Lo destaco como iniciativa presidencial, dentro de las variadas medidas que el Gobierno está adoptando para fortalecer el sistema de seguridad social en nuestro país.

El distrito que represento pertenece a una región con gran capacidad productiva en las actividades minera, agrícola y turística, entre otras. Todos ellas requieren de una fuerza laboral muy importante de mujeres y hombres de esfuerzo, que para llevar a cabo sus labores necesitan de un ambiente laboral digno, sano y seguro.

Por eso, me identifica plenamente este proyecto impulsado por el Ejecutivo y es de mi total interés que se materialice y contribuya al fortalecimiento de la seguridad social en nuestro país.

Después de revisar los informes de las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Hacienda, destaco la reformulación que se pretende realizar en la Superintendencia de Seguridad Social, para fortalecer su rol en el desarrollo de normativa y estándares de seguridad laboral, sistemas de información y políticas de prevención de riesgos.

La creación de la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, separada de la Intendencia de Beneficios Sociales, permitirá una mayor y más eficaz fiscalización a los órganos administradores de los subsistemas de seguridad social, como son las mutuales que administran el seguro social obligatorio contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y las cajas de compensación de asignación familiar, entre otros.

Quiero, sin embargo, llamar la atención sobre un punto del proyecto que me parece razonable discutir en esta Sala, referido al monto de las multas que la Superintendencia de Seguridad Social podrá aplicar a las instituciones sometidas a su fiscalización, así como a sus directores, jefes de servicio, gerentes generales y ejecutivos relacionados con la administración superior de las mismas, que incurrieren en infracciones a las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que rijan o a las instrucciones o dictámenes emitidos en uso de sus atribuciones legales.

El numeral 33) del artículo 1° del proyecto de ley en discusión aumenta de 1.000 a 15.000 unidades de fomento las multas a las que se refiere el artículo 57 de la ley 16.395, el cual a su vez hace reenvío a las sanciones establecidas en el artículo 28 del decreto ley 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, específicamente, cuando se trata de la multa del N° 2 de dicha disposición legal.

Esta inquietud fue planteada por el diputado Ernesto Silva en la Comisión de Hacienda, quien formulo una indicación al numeral 33), la cual en su oportunidad fue declarada inadmisible. Sin embargo, y más allá de la argumentación dada por la superintendenta de Seguridad Social en la Comisión de Hacienda, es relevante que el Ejecutivo se pronuncie al respecto, para que los diputados tengamos mayor claridad sobre si es factible un aumento tan significativo de estas multas.

En una mirada general, aparecen como algo excesivas, en consideración a que las mutuales y cajas de compensación son entidades sin fines de lucro, y que sus administradores probablemente no tienen la capacidad económica para asumir multas de 15.000 unidades de fomento.

Quiero ser claro. Me interesa profundamente que la Superintendencia realice una eficaz fiscalización a todas las entidades sujetas a su control y que, con todo el rigor de la ley, se apliquen las sanciones pertinentes por sus eventuales infracciones a las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas. Sin embargo, es relevante reestudiar el punto que se busca consagrar en el numeral 33) del artículo 1° del proyecto.

Para terminar, de nuevo quiero destacar esta iniciativa, cuya promulgación será, sin duda, una importante medida para aumentar la fiscalización de la Superintendencia de Seguridad Social, como también contar con un completo y acabado sistema de información, que permitirá a las autoridades pertinentes llevar a cabo políticas de prevención en las áreas o sectores productivos que se detecten como más riesgosos.

El proyecto convertido en ley, al contribuir a disminuir las tasas de accidentabilidad y de fatalidad en el trabajo, será una herramienta valiosa para alcanzar las metas y objetivos que el Gobierno se ha propuesto en materias tan sustanciales, como la seguridad, salud y bienestar de todos los trabajadores y trabajadoras.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Carlos Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero señalar que valoro el proyecto. Es muy importante modernizar la Superintendencia de Seguridad Social y fortalecer sus capacidades, especialmente en cuanto a fiscalización. Comparto la iniciativa y anuncio mi voto a favor. Pero me asisten dos preocupaciones, que planteé en la Comisión y ahora me referiré a ellas en esta Sala.

La primera, la forma en que se toman las decisiones en esta y en las demás superintendencias. En el caso de la Superintendencia de Valores y Seguros, hay una discusión abierta acerca de que debe existir un consejo, una instancia colectiva con capacidad de procesar y tomar ciertas decisiones, por lo menos, en las cuestiones más permanentes, de modo que no todo quede centrado solo en una persona.

De hecho, la Superintendencia de Seguridad Social tiene facultades y funciones muy importantes, entre otras, interpreta normas legales, dicta circulares, instrucciones y resoluciones, resuelve las presentaciones, apelaciones y reclamos que le hacen desde distintos lugares.

En verdad, puede haber una superintendenta, como la actual, que uno la ve como una persona muy seria y sólida por la manera de plantear los contenidos del proyecto, que conoce muy bien, pero, de repente, puede que no sea así.

A estas alturas, me parece muy complejo y delicado que toda la responsabilidad recaiga sobre una persona. Debe pasarse a un cuerpo colegiado, por lo menos en ciertas materias, con una persona que administre y que cumpla un rol directivo claro, sobre todo en el orden interno.

Por eso, insisto a la señora ministra que no tiene sentido postergar esta decisión cuando se está reestructurando una instancia como ésta.

Ayer, en la Comisión de Hacienda, el superintendente de Valores y Seguros nos dijo que querían apresurar proyectos relacionados con la creación del Consejo de la Superintendencia de Valores y Seguros. A lo mejor ello se debe a razones más complejas, pero bastante similares. 

Por eso, es necesario que, en el trámite en el Senado, se considere, al menos para ciertas materias, un consejo asesor encaminado en la dirección de una instancia de otras características. 

Por otra parte, se planteó la idea de hacer consultas a la opinión pública o a distintas instancias, pero eso no es suficiente. Lo que finalmente importa es la interpretación.

Existen otras instituciones fiscalizadoras que para un caso adoptan una decisión, pero para otro caso idéntico, optan por una diferente. Es una inconsistencia que hay que hacer ver. Entiendo que la evolución a nivel internacional es crear cuerpos colectivos, colegiados, que tengan que ver, por lo menos, con lo más permanente. Ésa es mi primera preocupación.

La segunda se refiere a la relación que existe con las instituciones fiscalizadas. Entiendo que con esto se fortalecen las capacidades de la superintendencia respecto de esas instituciones, especialmente las cajas de compensación y las mutuales, son tremendamente importantes. Estamos hablando de instancias que administran recursos de todos los imponentes que tienen una lógica privada de funcionamiento y están sometidas a la fiscalización de instituciones públicas.

Les recuerdo que tanto las cajas de compensación como las mutuales, además de administrar recursos de los trabajadores, operan una inversión acumulada de grandes proporciones, que cuenta con servicio y capacidad de administrar hospitales, lugares de recreación, etcétera, a lo largo del país. 

Ahora bien, junto con fiscalizar, el problema es cómo maximizar ese aporte que hacen a la sociedad. También me preocupa lo desarticulado que está el sistema de mutuales con el de salud. Pregunté a distintas personas del Ministerio de Salud sobre el particular y me manifestaron que el problema es que el cobro era muy elevado. A veces, hay períodos en que existe capacidad ociosa, por ejemplo en traumatología. No tiene sentido esa desarticulación puesto que debería existir un vínculo natural entre el sistema de salud y de seguridad en el trabajo, cuando haya capacidad de ese tipo.

En cuanto a los planes de inversión, podemos decir que existe algún nivel de coordinación. Ahora que estamos en una etapa de reconstrucción de hospitales que resultaron destruidos por el terremoto, algún nivel de coordinación debiera existir, por lo menos en ciertas especialidades. Por ejemplo, en el sector público de salud, traumatología es una de las áreas que está más atrasada y, paradójicamente, hay bastante capacidad en las mutuales.

Hay que pensar y repensar no sólo en las facultades fiscalizadoras, sino también en estas instituciones: las cajas de compensación como las mutuales.

Por otra parte, me preocupa -no sé si se ha producido una reflexión mayor al respecto- esta diversificación de negocios de las cajas de compensación. Encuentro muy complejo el tema. No sé si alguien está mirando en su conjunto estos verdaderos holdings que se han creado. Por ejemplo, veo que la Caja de Compensación Los Héroes paga a los pensionados del INP en todo Chile. Hace poco me correspondió conocer a una de las personas que organizó el tema y pude constatar que se trata de una operación tremendamente compleja que puede cometer errores y perjudicar al conjunto del sistema si no se hace de manera adecuada. Entiendo que se ha hecho bien, pero esto implica riesgos.

También me llama la atención el tema de la Universidad La Araucana. No me calza que algo que surge como una caja de compensación finalmente termine transformándose en un holding que maneja negocios en diferentes mercados. Creo que, al menos, debería ser claramente fiscalizado en su conjunto, pues estamos hablando de los mismos directivos y de las mismas condiciones.

En educación, la gran novedad es que en el Crédito con Aval del Estado (CAE), también participarán las cajas de compensación. No sé si eso responde a un análisis mayor, porque sabemos que las cajas de compensación no son las mejores alternativas para efectos de pedir un crédito. Si una persona cae en mora, la situación que deberá enfrentar será bastante difícil. No sé si reúnen las condiciones o es el mejor lugar, porque en otros casos ya hemos ampliado ciertas funciones de las cajas de compensación. 

Creo que es necesario revisar estos holdings.

Hace muchos años, en la Comisión de Hacienda -incluso, estaba presente la propia ministra, que en ese entonces era parlamentaria-, discutimos algunas modificaciones a las mutuales. Recuerdo que en aquella oportunidad concordamos en que era un sistema que funcionaba, que estaba bien, pero que debía evolucionar en el tiempo en una dirección de mayor integración y de mayores funciones públicas dentro de su lógica privada. Sin embargo, con la información que tengo -que es limitada-, no veo que haya evolucionado en esa dirección.

En cuanto a las instituciones fiscalizadas, creo que los niveles de transparencia deben ser mayores. Después de revisar el proyecto, no me queda claro si es obligatorio que los sueldos de los directivos de una caja de compensación sean públicos o no. Me informaron que el sueldo de un directivo de una caja de compensación es de 23 millones de pesos mensuales. Estamos hablando de recursos públicos. Por lo menos, la transparencia ayudaría a que exista un mayor autocontrol o una mayor autorregulación al respecto. 

Debemos tratar de perfeccionar este punto en el Senado, a fin de asegurar mayor proactividad y más claridad en lo que respecta a los sueldos, tanto del personal como del directorio y saber cómo se genera el excedente, qué se hace con él, etcétera. La transparencia resulta fundamental en un sistema que maneja recursos de todos los trabajadores. Por ello, es importante aprovechar el avance contemplado en el proyecto respecto de la superintendencia, para dar mayor transparencia y claridad al sistema.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO - Señor Presidente, no nos vamos a equivocar en aprobar un proyecto que apunta a lo que esta Cámara de Diputados siempre tuvo en mente.

No me cabe duda de que nuestra ministra del Trabajo y Previsión Social, que fue nuestra colega y que está haciendo una gran labor, hará todo lo que esté a su alcance para que finalmente el proyecto se convierta en ley. 

Por otra parte, no puedo dejar de reconocer que se hacía lo posible por fiscalizar, a pesar de que quienes estaban a cargo de ello no contaban con las autorizaciones legales correspondientes. 

Nos preocupaba el tema de las licencias médicas, en que sí había sanciones, pero sin hacer distinciones, que es un tema importante para quien habla en relación con el proyecto en discusión. No había licencias comunes, por un lado, o por accidentes del trabajo, por otro. No existía esa distinción que hoy conocemos en cuanto a las licencias médicas.

En segundo lugar, la Superintendencia de Seguridad Social desarrolla y administra un sistema de información de seguridad laboral. A lo mejor, podemos abordar el tema que planteó el diputado Montes y que no deja de preocuparnos, pues es algo que está en el ambiente y no lo hemos tocado; incluso, en el propio proyecto no se menciona. Me refiero al hecho de que las cajas de compensación participen en el tema de la educación, tan discutido y complicado en el último tiempo, que motivó las movilizaciones que todos conocemos. Es un tema que también deberemos tratar en el futuro.

Por otra parte, lamento que no hayamos concordado en algunas indicaciones que presentamos, para aplicar sanciones en aspectos que hoy no son sancionados. Actualmente, sólo el superintendente corre riesgos en cuanto a la fiscalización, pero la superintendencia no es sancionada. Lamentablemente, la indicación que presentamos fue declarada inadmisible y el Ejecutivo tampoco la acogió.

El proyecto fortalece la fiscalización de las entidades administradoras de seguros, tanto del trabajo como de enfermedades profesionales. Ése es el punto. 

Por lo tanto, la información sobre el sistema de seguridad laboral otorga facultades convenientemente actualizadas, con normas que rigen en esta materia y que espero operen de la forma tan necesaria y esperada por todos. 

Finalmente, anuncio que votaré favorablemente el proyecto. Sin embargo, lamento que no se admitieran las indicaciones presentadas, que buscaban abordar puntos trascendentales. A lo mejor, también se podría haber tratado el tema de educación, que están abordando las cajas de compensación.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.

El señor VILCHES.- Señor Presidente, tengo el privilegio de integrar las comisiones de Minería y Energía y de Trabajo y Previsión Social, en las que nuestra preocupación central -parece obvio lo que voy a decir- siempre han sido los trabajadores. 

En el debate, algunos parlamentarios han manifestado su preocupación por algunos ejecutivos muy bien pagados y por las cajas de compensación. Pero quienes hemos tenido la oportunidad de observar la labor que realizan esas instituciones, hemos podido comprobar que es espectacular, por la atención y preocupación que brindan a los trabajadores y por los planes y programas que presentan, que han sido muy positivos para el país.

Por lo tanto, el proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo constituye una modernización en la búsqueda de evitar los accidentes y las enfermedades profesionales. Ése es el gran objetivo que se persigue, por lo que debemos tener claridad al respecto, porque, de lo contrario, nos vamos a confundir. 

Estamos ante una gran iniciativa del Gobierno del Presidente Piñera, y por eso me llama la atención que algunos parlamentarios de gran experiencia y larga trayectoria pongan el énfasis en algunos detalles que son perfectibles. Lo más importante es que el proyecto permite difundir las nuevas formas y normas relativas a la seguridad laboral.

Durante mi trayectoria como parlamentario, me ha tocado conocer trabajos increíbles en la minería, y muchos creen que es increíble que se realicen. Por ejemplo, en la minería del carbón, los mineros trabajaban de rodillas. Por lo tanto, en dicha actividad, las rodilleras y las tobilleras constituían herramientas profesionales. En la actualidad, eso no se permite. 

Por ello, quiero destacar la gestión de la ministra del Trabajo y Previsión Social, especialmente en cuanto a fiscalizar, por ejemplo, el trabajo de los choferes de buses. Estimo que su actuación va por el camino correcto. Hoy las exigencias son mayores, pero la preocupación central debe ser el hombre que trabaja. Por lo tanto, se deben difundir las normas relacionadas con el desenvolvimiento de los trabajadores, para evitar los accidentes y las enfermedades profesionales. ¡Ése es el gran objetivo de la modernización que persigue el proyecto en discusión! 

Se dice que se otorgarán nuevas atribuciones a la Superintendencia de Seguridad Social para elaborar normas de seguridad y de salud en el trabajo, propendiendo a su uniformidad y revisión periódica. Ésa es la clave de una modernización. Por ejemplo, la jornada de los choferes se ha reducido, porque el agotamiento y el estrés a que son sometidos los operadores de buses eran muy altos. Por lo tanto, al contar con normas claras y precisas, con menos horas de trabajo y más tiempo de descanso, redunda en beneficio de la seguridad de los choferes y de las personas transportadas. Ése es el tono de este proyecto; por ello considero tan importante que la Sala le dé su aprobación.

También se contemplan multas. Al respecto, quiero manifestar que cuando éstas son muy altas, muchas veces se transforman en un foco de corrupción, porque un funcionario tiene la discrecionalidad para decidir si se aplica o no. Entonces, no estoy muy seguro de la efectividad de esas normas.

El mismo problema se presentó en la pequeña minería, ya que se fijaron multas tan altas que, al final, resultaron imposibles de pagar, por lo que la normativa pasó a ser letra muerta. En consecuencia, este punto requiere, por lo menos, una revisión.

En la medida en que los jefes, superintendentes y supervisores tomen conocimiento de la modernización de esta legislación, se llevará mayor seguridad a los trabajadores. La difusión de las normas debe ser un trabajo permanente en el mundo laboral, especialmente en las grandes, medianas y pequeñas empresas. 

Como esta iniciativa persigue un gran objetivo, la modernización de la normativa de seguridad social y del trabajo, anuncio que voy a votarla favorablemente.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, estamos discutiendo un buen proyecto, que voy a votar favorablemente.

Sin embargo, he pedido a la Secretaría la votación separada de los artículos segundo y cuarto transitorios.

El proyecto se hace cargo de un compromiso que se encuentra pendiente, que debe cumplirse cabalmente, que tiene relación con el mejoramiento de la normativa legal en materia de seguridad e higiene en el trabajo.

Desde ese punto de vista, modernizar y mejorar el funcionamiento de una entidad como la Superintendencia resulta relevante, ya que debe velar por el cumplimiento de los compromisos. Por eso, el proyecto va en la línea adecuada.

No obstante, me interesa puntualizar algo. Entiendo que este proyecto forma parte de un paquete de iniciativas que considera también efectuar una modificación sustantiva a la ley sobre accidentes del trabajo y, por cierto, del ámbito de las mutualidades. Sé que es un tema difícil para algunos parlamentarios, pero, querámoslo o no, reconociendo que, en general, se ha administrado adecuadamente el sistema de los accidentes del trabajo, no cabe ninguna duda de que, así como la Superintendencia requería un mejoramiento sustantivo, el sistema de mutualidades también lo necesita. Por lo demás, es parte importante del compromiso de mejoramiento del Gobierno para mejorar la situación de la accidentabilidad laboral. Por lo tanto, no vería tal materia con prejuicios, ni menos con prevenciones a priori; esperemos a desarrollar la discusión porque, en una de ésas, las mutualidades también se hacen parte de ella.

También considero necesario mencionar que esto debe ir acompañado con un mejoramiento de las facultades de la Dirección del Trabajo y una cierta centralización de estas facultades y prerrogativas. La vieja discusión sobre quién llega primero ante la ocurrencia de un accidente atenta contra una adecuada y eficiente forma de enfrentar los accidentes del trabajo. Por lo tanto, formalizar y centralizar las facultades de la Dirección del Trabajo apunta en una misma dirección. Además, entiendo que es parte del compromiso asumido por el Gobierno.

Quiero formular dos o tres observaciones. Estoy consciente de que es difícil salir de ciertos ADN, pero pensar que hay un excesivo aumento de las sanciones por la vía de las multas me parece una exageración, porque lo único que persigue el proyecto es nivelarlas con las de la Superintendencia de Pensiones o Superintendencia de Valores y Seguros. 

Se hace referencia a que se trata de organizaciones sin fines de lucro -perdonen, pero todos sabemos lo que es formal y lo que es real, y debemos reconocer esa diferencia-; entonces, que haya una multa que tenga un efecto disuasivo me parece muy relevante. Por eso, estoy de acuerdo con que se mantenga la propuesta en cuanto a las multas, en el sentido de que deben ser significativas. Por lo tanto, debemos votar a favor esa disposición.

Por último, sin perjuicio de que entiendo que no es un tema que forma parte de este paquete de medidas de seguridad e higiene en el trabajo, no cabe ninguna duda de que tenemos un problema pendiente con las cajas de compensación, instituciones que requieren una mirada más cercana.

Las cajas de compensación se han transformado en entidades para el otorgamiento de créditos. En ese sentido, pareciera ser -lo digo autocríticamente- que la aspiración que tuvimos en la administración pasada, en el sentido de entregarles la posibilidad de otorgar créditos a sus afiliados, no ha surtido el efecto de abaratar costos ni, menos aún, de ser actores capaces de competir con la banca en mejores condiciones. Creo que eso, que pudo haber sido un error, debería ser reparado en forma adecuada. Entiendo que no es materia de este proyecto, pero me parece oportuno mencionarlo, aprovechando que está presente la señora ministra, porque es una tarea que debiéramos afrontar en el corto plazo.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ernesto Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, quiero hacer algunas reflexiones generales sobre el proyecto de ley, así como del proceso que condujo a su elaboración, y algunos comentarios específicos relacionados con el debate efectuado en la Comisión de Hacienda.

Desde el punto de vista general, me parece que la iniciativa es el reflejo de un proceso bien hecho, en términos de cómo se debe generar una política pública.

En 2010, se produjo el lamentable accidente en la mina San José, que dejó atrapados a 33 mineros, que podría haber sido abordado de manera desordenada; que pudo no haber sido abordado -una autoridad incompetente habría actuado así-, o, por último, podría haberse encarado de buena manera. En este caso, creo que se llevó a cabo un buen proceso, gracias al liderazgo del Presidente de la República, de la ministra del Trabajo y Previsión Social y de otras autoridades. De hecho, la ministra señora Evelyn Matthei -a quien saludo, por su intermedio, señor Presidente- tomó parte del liderazgo de ese proceso una vez que había avanzado la muy buena labor desarrollada por la Comisión Asesora Presidencial, que permitió sentar las bases.

Asimismo, quiero destacar el excelente trabajo que desarrolló, de manera sistemática y rigurosa, el subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias. Esas cosas pagan en la vida; hacer las cosas bien rinde frutos. Esa forma de proceder nos permitió contar con los antecedentes que se requerían para elaborar un conjunto de medidas muy relevantes.

Desde el punto de vista de la política pública, quiero destacar la forma en que surgió la propuesta de proyecto de ley. Entiendo que también se está trabajando, con una lógica similar, en temas asociados a capacitación. Espero que pronto podamos tener noticias relevantes, para el país y para las personas, relacionadas con ese ámbito, tanto en su operación como en cambios institucionales.

Aprovecho esta oportunidad para mencionar a la ministra del Trabajo y Previsión Social otros temas, asociados con la relación laboral, con el término del contrato del trabajo y con la posibilidad de que más jóvenes y más personas se incorporen al mundo del trabajo, porque estimo que también en esos ámbitos tenemos oportunidades muy relevantes, desde el punto de vista del proceso de la política pública.

Otro aspecto planteado por los diputados informantes, que vale la pena recordar, es que el proyecto de ley en discusión no se entiende de manera aislada. El diputado que me antecedió en el uso de la palabra señaló que la norma legal que se propone no se entiende aislada, sin relación con el Comité de Ministros que se creo, sin pensar en el consejo consultivo, en la reforma a la Superintendencia de Seguridad Social, en la Superintendencia de Minería que se discute, en la eventual aprobación del Convenio N° 187 de la OIT, cuyo avance no conozco bien, y sin pensar en otros proyectos de ley que están pendientes y que habrá que trabajar en algún momento, sobre accidentes del trabajo, el Código del Trabajo y el Estatuto Orgánico de las Mutualidades.

Desde ese punto de vista, se debe entender que el proyecto en debate forma parte de la modernización del sistema de seguridad laboral, que consta de distintas partes, y ésta es una de ellas. Por lo tanto, hay que analizarlo en ese contexto.

Creo que el diputado Carlos Vilches acertó cuando planteó cuál era el tema de fondo. Aquí podemos discutir sobre facultades más o facultades menos, pero lo que queremos es que haya más seguridad en el trabajo, menos accidentes, más prevención y más cultura laboral. Al final, los ciudadanos son los que tienen que evaluar lo que hacen las autoridades y los gobiernos sobre esa materia.

En esa perspectiva, quiero destacar algo que no se ha mencionado con suficiente detalle, respecto de lo cual la ministra podría entregarnos más antecedentes. El proyecto propone la creación del Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo, aspecto sobre el que quiero compartir lo planteado por la diputada señora Ximena Vidal, en cuanto a que la difusión es clave. O sea, por muy creativos que seamos en la dictación de normas, tal como también lo señaló el diputado señor Vilches, si no logramos que los jefes y los trabajadores conozcan sus deberes y derechos y que se hagan responsables de lo que sucede en el trabajo, costará mucho avanzar. Por eso, valoro que se establezca que la Superintendencia de Seguridad Social deberá elaborar la Memoria Anual del Sistema Nacional de Seguridad y Salud Laboral, la que tendrá que ser entregada en mayo de cada año, porque eso permitirá avanzar en que haya mayor difusión. Por intermedio del señor Presidente, quiero señalar a la ministra del Trabajo que, a mi juicio, esa tarea es demasiado importante y debe ser abordada con fuerza.

También, deseo destacar algunos puntos generales, aunque existen ciertas discrepancias con las opiniones de algunos colegas.

Me parece importante y una buena noticia que se establezca que los cargos de superintendente, de intendentes y de fiscal deberán ser designados mediante el Sistema de Alta Dirección Pública, porque es un paso más para profundizar la modernización del Estado y dar señales de competencia. Si bien quienes hoy ocupan esos cargos lo hacen muy bien, más adelante también deberían ser reconocidos y validados mediante concursos.

Quiero referirme ahora a aspectos específicos respecto de los cuales tengo algunas inquietudes, pero que para mí no ponen en cuestionamiento el proyecto, porque creo que es una excelente iniciativa.

En la Comisión de Hacienda pedí votación separada del inciso tercero de la letra b) del numeral 2) del artículo 1°, que se refiere a las facultades de la Superintendencia de Seguridad Social para dictar circulares o instrucciones de carácter general.

Asimismo, solicité votación separada de la letra a) del numeral 33) del artículo 1°, el cual dice relación con los montos de las multas.

El fundamento para la primera petición de votación separada que formulé tiene que ver con la institucionalidad de supervisión. El diputado Montes planteó el tema en la Sala, tal como lo debatimos en la Comisión de Hacienda, el cual tiene que ver con que en el caso de la Superintendencia de Valores y Seguros está pronto a entrar a trámite legislativo el proyecto asociado a la Comisión de Valores, que establece un cuerpo colegiado para definir aspectos de supervisión.

En la Comisión de Hacienda consulté al subsecretario de Previsión Social si se estaba estudiando la posibilidad de establecer un cuerpo directivo colegiado para la Superintendencia de Seguridad Social, quien me informó que se ha analizado la posibilidad para la Superintendencia de Pensiones, como proceso de estudio, pero que no está contemplado, al menos en esta etapa de análisis, para la Superintendencia de Seguridad Social y sus intendencias asociadas.

Debido a eso, quiero volver a insistir en la Sala en que la facultad contenida en el inciso tercero de la letra b) del numeral 2) del artículo 1° del proyecto, el que establece un procedimiento que debería transformarse en obligatorio. El inciso expresa: “Previamente a dictar circulares o instrucciones de carácter general, la Superintendencia podrá convocar a un proceso de consulta pública y recepción de comentarios.”. Si se avanzara hacia el establecimiento de una institucionalidad colectiva y colegiada, no tendría problema con ese proceso facultativo de consulta, pero si las autoridades serán unipersonales, prefiero que la consulta sea obligatoria.

Quiero señalar a la ministra del Trabajo y Previsión Social que se podría trabajar y discutir ese punto. El argumento que nos dio la superintendenta en la sesión de la Comisión de Hacienda, que fue un buen argumento, es que algunas veces hay urgencias que obligan a que se deba dictar una norma en 24 horas. Si es así, propongo que se califique esta norma para que se establezca que, excepcionalmente y en casos fundados, se podrá saltar esa consulta cuando la premura así lo requiera. Creo que de esa forma se cumplen dos objetivos: abrir la posibilidad de consulta y, al mismo tiempo, resguardar la autonomía de las autoridades.

Por lo tanto, para no pedir votación separada de esa normativa y votarla en contra, solicito que la ministra nos dé a conocer su disposición a evaluarlo como parte del debate en el Senado.

El segundo punto que planteé en la Comisión, que a mi juicio también tiene alguna relevancia, es que se propone un cambio en el monto de las multas, aspecto cuya revisión el diputado que me antecedió en el uso de la palabra planteó como un tema ideológico que estaría en el ADN de algunos diputados.

Si vamos a homogeneizar en cuanto a las multas, como se quiere, también debiéramos homogeneizar los criterios, como lo hace la Superintendencia de Valores y Seguros en sus artículos 27 y 28, los cuales, en forma concreta, establecen normas para evitar que una autoridad única y sin limitaciones colegiadas pueda ejercer discrecionalmente una facultad. En ese caso, el artículo plantea que el monto de la multa se determinará apreciando fundadamente la gravedad y las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si éste hubiera cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en forma reiterada.

Este criterio lo planteé como una indicación, que fue declarada inadmisible, y en su momento el Ejecutivo planteó en la Comisión que iba a estudiar el tema. Me gustaría escuchar la disposición del Gobierno a trabajar el tema en las instancias siguientes, porque no hay inconvenientes en aumentar las multas en la medida en que haya una lógica o criterio para ser aplicado.

Éste es un proceso bien hecho, en términos de diseño institucional sobre cómo abordar un problema, que se podría repetir en otras áreas. 

Además, me gustaría avanzar en otras áreas de la agenda laboral con más fuerza todavía y espero la visión del Ejecutivo respecto a cómo se pueden mejorar estos puntos y otros que han sido planteados en este debate en la discusión que debe proseguir en el Senado.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Claudia Nogueira.

La señora NOGUEIRA (doña Claudia).- Señor Presidente, en primer lugar, saludo cariñosamente a nuestra ministra Evelyn Matthei.

Sin duda alguna, el accidente laboral de la mina San José, ocurrido a fines del 2010, ha significado un antes y un después en el enfoque que debemos tener como sociedad en materia de prevención de riesgos y también a la hora de determinar las responsabilidades asociadas a la actividad empresarial, especialmente en áreas como la minería, en que las tasas de accidentabilidad son sustancialmente mayores que en otros sectores productivos.

En este sentido, la respuesta del gobierno ha transitado desde la reacción inmediata para ir en ayuda de los mineros, que finalmente pudieron ser rescatados, hacia la propuesta de una política pública sólida y consistente en materia de prevención de riesgos.

En una primera etapa de esta política pública, el Gobierno creó una comisión asesora presidencial, que agrupó a expertos en prevención, a trabajadores y empleadores multisectoriales, a fin de que se propusieran medidas administrativas y legales que significaran una modernización real y efectiva de nuestro sistema de prevención de riesgos y administración del seguro por accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. El resultado de esta instancia ha significado contar con una propuesta consistente en un conjunto integral de iniciativas legales y administrativas que apuntan a modernizar nuestro sistema de protección del trabajador. 

Este conjunto de medidas considera, en primer término, la ratificación del Convenio N° 187 de la OIT, el cual ya fue aprobado por este Congreso. Constituye un marco normativo en que se deben encuadrar las políticas de un país en esta materia. Este Convenio determina que el Estado debe estimular la creación de una cultura de prevención de accidentes en el trabajo, promoviendo un esquema permanente de diálogos e instancias en que los diferentes sectores puedan desarrollar medidas para disminuir las tasas de accidentes.

Una segunda iniciativa es la que nos ocupa precisamente esta mañana. El proyecto que hoy vamos a aprobar constituye un salto cualitativo de enorme importancia en una nueva institucionalidad para la prevención de accidentes. Es así porque, hoy, las facultades de la Superintendencia de Seguridad Social no guardan simetría alguna con sus posibilidades institucionales de ejercer plenamente un rol eficaz en materia de prevención de riesgos.

Si observamos la actual situación de la Superintendencia de Seguridad Social, constataremos que asume la tutela sobre la administración del seguro social contra riesgos por accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, pero también múltiples otras funciones, como la fiscalización del sistema de prestaciones sociales de las cajas de compensación de asignación familiar; la administración del sistema de licencias médicas y subsidios por incapacidad laboral; el régimen de salud común; los subsidios maternales; el sistema único de prestaciones familiares; el subsidio familiar; el subsidio al empleo para los trabajadores jóvenes, establecido en la ley N° 20.338; el subsidio para personas con discapacidad mental menores de dieciocho años de edad, contemplado en el artículo 35 de la ley N° 20.255; el sistema de servicios de bienestar de la administración pública e, incluso, el bono que se otorga a quienes cumplan cincuenta años de matrimonio, conforme a la ley 
N° 20.506. 

En este contexto, con una planta de personal abiertamente insuficiente para responder a los desafíos de la prevención de riesgos y la coordinación de una política sólida en el área de accidentes del trabajo, la creación de la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo permitirá contar con una herramienta idónea para coordinar las acciones de diferentes servicios en la materia, lo que significará, sin duda, un mejoramiento de los estándares de accidentabilidad en el sistema productivo.

Al respecto, debo precisar que, conforme al ordenamiento jurídico vigente, se encuentran sometidas a la fiscalización integral de la Superintendencia de Seguridad Social las mutualidades de empleadores de la ley 
N° 16.744, el Instituto de Seguridad Laboral, las cajas de compensación de asignación familiar, los servicios de bienestar del sector público, los comités paritarios de higiene y seguridad del sector público, y la Comisión Médica de Reclamos de la ley N° 16.744, así como también la Comisión Revalorizadora de Pensiones. 

Entonces, recogiendo las propuestas de la Comisión Asesora Presidencial, se crean dos nuevas intendencias para racionalizar la labor de este organismo. Por una parte, la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, la cual deberá, entre sus funciones principales, realizar el estudio, análisis, evaluación, examen y fiscalización de los organismos administradores de la ley N° 16.744, sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y sistematizar y proponer la estandarización de la norma sobre seguridad y salud en el trabajo.

Además, se crea la Intendencia de Beneficios Sociales, que se encargará de realizar el estudio, análisis, evaluación, examen y fiscalización de la entidades y regímenes fiscalizados por la Superintendencia, como, por ejemplo, las cajas de compensación de asignación familiar, las licencias médicas y los subsidios por incapacidad laboral, y de la administración de los fondos nacionales de prestaciones familiares y subsidio único familiar. 

En otro orden de ideas, cabe mencionar que, en Chile, una de las legislaciones más exitosas de las últimas cinco décadas ha sido el establecimiento de la ley N° 16.744, sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. Hoy, cabe recordar en esta Sala a su creador, a quien varios conocimos en el debate de múltiples proyectos laborales y de seguridad social, el profesor Patricio Novoa Fuenzalida. 

Sin embargo, dicha ley requiere urgentes modificaciones, no porque su texto haya sido mal concebido, sino porque en las últimas décadas el mundo productivo ha cambiado dramáticamente de paradigma, tanto a través de la creación de nuevas formas de empleo como de nuevos riesgos asociados a ellas, y también por la incorporación de nuevas tecnologías que están a disposición de las empresas y trabajadores.

Es en este contexto en que debemos observar este proyecto de ley; es decir, debemos hacernos cargo de la necesaria modernización y actualización de conceptos y medidas que permitan mayor protección al trabajador en su empleo. 

Finalmente, se trata de una labor realmente de todos: legisladores, trabajadores, empleadores, Gobierno y prevencionistas. 

Por lo anterior, llamo esta mañana a aprobar esta iniciativa legal, entendiendo que ella forma parte de un conjunto integrado de modificaciones que involucran a la Dirección del Trabajo y a los organismos administradores del seguro, como las mutualidades y el Instituto de Seguridad Laboral.

Felicito y agradezco a la ministra Evelyn Matthei su entusiasmo y dedicación para sacar adelante esta iniciativa tan necesaria para nuestros trabajadores.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, he escuchado varias intervenciones y he revisado el proyecto de ley, y me asalta una pregunta relacionada con los usuarios, con lo que le pasa a la gente cotidianamente. Si esas personas nos estuvieran escuchando desde las tribunas, probablemente estarían pifiando y diciendo que esto no sirve para nada. 

En mi opinión, lo relativo a las superintendencias ha sido un fracaso tremendo, porque la gente se siente absolutamente desamparada, vulnerada, y siente que sus derechos son pasados a llevar permanentemente.

Como comenté al diputado Saffirio, uno votará a favor el proyecto por una cuestión de conciencia, pero no porque tenga la convicción de que esta institucionalidad realmente puede mejorar, aunque uno lo analice sistémicamente. 

A lo mejor, a la ministra del Trabajo y Previsión Social le puede parecer mal esta opinión, porque estima que éste es un proyecto brillante y complementario. Pero ¿qué le pasa a la gente todos los días, cuando no recibe sus licencias médicas, cuando no recibe su sueldo, cuando permanentemente tiene que estar peleando ante las Compin? ¿Qué ocurre con las personas con discapacidad que deben enfrentar estos problemas permanentemente? ¡Todos los meses presento diez reclamos ante la Superintendencia, pero recibo cero respuesta! Y las resoluciones que emite este organismo son “copias felices del Edén” unas de otras. Y son tan “copias felices del Edén”, que hasta se equivocan en las fechas. 

En consecuencia, me parece que la Superintendencia de Seguridad Social no tiene nada de seguridad, menos de social, porque no llega a la gente, ni nada de superintendencia, porque no sé a quién está cuidando.

Pero debemos mantener la esperanza de que las instituciones puedan mejorar, y por eso votaré favorablemente el proyecto. Pero si se realiza un análisis objetivo, se encuentra con que aumentará y se fortalecerá la institucionalidad, se crearán cargos de intendentes, habrá quince funcionarios más y se dispondrá que se elabore una memoria anual que permitirá saber cuántos accidentes laborales se produjeron. Se dirá que hubo uno; pero los diez o los quince restantes se pasarán por “debajo”.

No obstante, aprobaremos el proyecto, diputado Silva. Ayer escuché su intervención; fue brillante y me encantó. Reitero: vamos a aprobar la iniciativa. Pero ¿llegará a la gente lo que en ella se dispone? ¡No! Lo que ocurrirá es que todos nos quedaremos tranquilos, en la convicción de que tratamos de hacer algo un poco mejor. A lo mejor, las comunas del distrito que representa el diputado Ernesto Silva son un poco mejores que las de mi distrito, desde el punto de vista de la protección. Pero si veo la situación de una trabajadora agrícola o frutícola en ese aspecto, me encuentro con que esto significará nada. ¡No significará nada para esa gente!

Haré un listado completo de todos los reclamos que he presentado ante la Superintendencia. Personalmente concurro a la Superintendencia con todos los problemas de los trabajadores. ¡He ido cinco, seis, siete, diez veces… y nada! Entonces, cuando me hablan de superintendencias como la de Bancos, la de Valores y Seguros o la de Salud, para mí es un chiste, porque no hay quien defienda a la gente.

El señor LORENZINI.- ¡Pero ganan buen billete!

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Efectivamente, diputado Lorenzini, ganan buen billete. Pero ese billete deberían ganarlo ayudando a las familias.

Más allá del aspecto intelectual y conceptual, en términos de la modernización, de la protección laboral, de la prevención, me preocupa -porque para eso estoy aquí, gracias a los votos de la gente- lo que les está pasando a las personas. Por ello, le pido a la ministra que coloque fuerza a la Superintendencia, pero para que sus funcionarios se apliquen, para que hagan la pega, para que salgan a trabajar, para que fiscalicen efectivamente.

Anuncio que votaré a favor la iniciativa sólo por una cuestión de conciencia y de esperanza en que esta institucionalidad alguna vez mejorará. Pero si me preguntan si efectivamente creo que este proyecto será una mejora y que sus disposiciones llegarán a las personas que están pidiendo su licencia médica o que están pidiendo la protección de la Superintendencia, respondo que no, para nada.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei.

La señora MATTHEI, doña Evelyn (ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, quiero comenzar expresando mi agradecimiento a todos los diputados miembros de las comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Hacienda. 

Este es el primer proyecto de ley, dentro de un conjunto de iniciativas elaboradas con muchísimo cuidado a partir de las recomendaciones de la Comisión Asesora Presidencial -que funcionó en forma espectacular-, que trata de abordar lo relativo a la seguridad de manera muy general. Tenemos claro que no podemos seguir permitiendo la muerte y los accidentes de muchos trabajadores. A pesar de que las cifras en ese aspecto han disminuido desde que se implementó la ley N° 16.744, todavía estamos muy lejos de los mejores estándares existentes en el mundo. Nuestra meta debe ser que el país se parezca a Finlandia y a Singapur, cuyas cifras de accidentes laborales son muy inferiores a las nuestras.

Tampoco puedo dejar de agradecer el trabajo tanto del subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, quien hizo la arquitectura de todo el proyecto y coordinó a los sectores involucrados en la materia, como de los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social, liderados por María José Zaldívar, quienes desarrollaron una labor espectacular.

Escuché muy atentamente a los diputados José Miguel Ortiz, Issa Kort, a la diputada Ximena Vidal, a quien agradezco sus palabras; a los diputados Montes, Jaramillo, Vilches, Andrade y Silva, y a las diputadas Claudia Nogueira y Alejandra Sepúlveda. Cada uno de ellos planteó temas muy importantes.

Cuando hablamos de modernizar y de cambiar la cultura, como señalaba la diputada Ximena Vidal, nos referimos a que la Superintendencia de Seguridad Social cumplirá, entre otras, la labor de ordenar las normativas dispersas sobre la materia. En la medida en que sepamos bien dónde y por qué se producen los accidentes y las enfermedades laborales, tendremos mayor información y más herramientas para hacer prevención.

El diputado Carlos Montes planteó una serie de temas realmente interesantes, entre ellos, si las decisiones al interior de la Superintendencia de Seguridad Social deberían ser tomadas por un consejo o por una sola persona, y cuál es la relación de este organismo con las instituciones fiscalizadas. También apuntó a un tema muy importante, que mencionaron otros parlamentarios, como el diputado Enrique Jaramillo, cual es la situación de las cajas de compensación. Es una materia que tendremos que abordar, pero que escapa a los objetivos de este proyecto y de los otros que se presentarán a tramitación en materia de seguridad y salud en el trabajo.

Quiero hacer presente que defiendo lo relativo a la aplicación de multas. Necesitamos multas altas, porque en materia de seguridad pueden cometerse actos muy complejos. No obstante, el diputado Ernesto Silva tiene razón en el sentido de que, al no existir un cuerpo colegiado, se deberían homogeneizar los montos, pero también los criterios. Por lo tanto, como Ejecutivo, nos comprometemos a presentar una indicación en el Senado, que disponga exactamente lo que manifestó el señor diputado; esto es, que el monto específico de la multa se determinará apreciando fundadamente la gravedad y las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si este hubiera cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en forma reiterada. Nos parece absolutamente razonable y es lo que existe en otras leyes.

También tendremos que analizar lo referente a las consultas. Efectivamente, hay ciertas ocasiones en que el proceso de consultas debería llevarse a cabo. En otras ocasiones, por haber algún tipo de urgencia, podría omitirse ese proceso. Pero es una materia que nos comprometemos a tratar en el Senado.

Aquí se han abordado muchos temas. Trataremos de considerarlos en este proyecto o en otros. 

Respecto de las críticas que hace la diputada Alejandra Sepúlveda, la invito a conocer el trabajo que viene realizando María José Zaldívar, superintendenta de Seguridad Social, para que las licencias se paguen bien y a tiempo, y para evitar las licencias fraudulentas. Debo destacar que está realizando esta impresionante labor de la mano del Colegio Médico. La superintendenta trabajó arduamente en la implementación de la licencia electrónica, que está en etapa piloto en varios establecimientos de salud públicos de Santiago, porque en los privados se utiliza desde hace muchos años. Esperamos tenerla implementada en todo el sector público al término de este Gobierno. Con la licencia médica electrónica esperamos evitar abusos en la emisión de estos documentos. Actualmente, basta un poder notarial simple de un médico para retirar un talonario de licencias médicas. Incluso, en algunos de estos instrumentos ni siquiera figura el nombre del médico, nadie sabe quien firma la licencia. Tal vez, esta sea una de las causas por las cuales aumentaron enormemente las licencias médicas fraudulentas, que desde el año 2005 se dispararon. 

Por eso, en la medida en que logremos evitar que se entreguen licencias que no corresponden, podremos preocuparnos de acortar los tiempos para pagar las que sí corresponden. Tenemos un proyecto piloto que permite pagar las licencias en diez días, en lugar de los dos meses que demora actualmente. Podemos poner a disposición de la diputada todos los antecedentes que muestran cómo, en dos o tres días, hemos resuelto reclamos por rechazo de licencias médicas por reflujo, y también por alargue del permiso posnatal parental.

Repito, me llaman la atención las críticas de la diputada, porque precisamente uno de los temas en que más ha trabajado la superintendenta es en la agilización y sistematización del pago de las licencias. 

Nos hemos encontrado con que no existe ningún criterio, bien hecho y por escrito, que señale tiempos de licencia para hacer frente a una determinada patología. Por una amigdalitis, por ejemplo, un médico puede indicar tres días de reposo; otro, quince días, y un tercero, treinta días. Es decir, no hay criterios estandarizados. Sabemos que una amigdalitis se puede complicar, y el criterio de reposo estándar de tres días puede terminar en tres meses, como me paso a mí. Pero esa es una complicación que tiene que tratarse en forma aparte, como tal. Ese criterio estándar respecto de los días de permiso, que es algo obvio, no existe, y en ello se está trabajando con el Colegio Médico. Hago un paréntesis para destacar que estamos encantados con el trabajo serio que ha llevado a cabo el Colegio Médico, liderado por su presidente, el doctor Enrique Paris. 

Invito a la diputada Sepúlveda a conocer en lo que están trabajando la superintendenta de Seguridad Social, María José Zaldívar, y el subsecretario de Previsión Social. Ellos están trabajando en cómo evitar los fraudes, y en cómo pagar las licencias que corresponde pagar, en el más breve plazo posible, porque lo que ocurre en la actualidad en las Compin es inaceptable. Hago el alcance de que las Compin no dependen de nosotros, no dependen de la Superintendencia de Seguridad Social. Sin embargo, hemos estado tan preocupados de esta materia, que enviamos cerca de 20 o 30 funcionarios del IPS en comisión de servicio para fortalecer el trabajo de las Compin y sacar más rápido el pago de las licencias médicas, porque una persona que está enferma no puede estar dedicada a pelear el pago de su subsidio por incapacidad laboral.

Por otra parte, es obligación de la autoridad velar por que se paguen las licencias que corresponden y no las fraudulentas. Entre 2004 y 2010 se duplicó el número de licencias médicas, pero no se duplicó el número de trabajadores no ha habido epidemias ni nada que lo justifique. Por eso, se había ido avanzando en un sistema de manga ancha, de dar licencias médicas, por ejemplo, porque la persona perdía el empleo o porque alguien quería estar seis meses, en vez de tres, con su guagüita, lo cual es muy lindo, pero para ello se requería ley y no licencias médicas fraudulentas. 

En definitiva, estamos trabajando para pagar más rápido, para implementar en todo el sector público la licencia médica electrónica, para establecer criterios estandarizados para la asignación de días de permiso, y todo esto lo estamos haciendo en conversación permanente con el Colegio Médico, cuyos integrantes tienen los criterios que nosotros debemos dejar claros.

Con todo, nos importa mucho lo que dijo la mayoría de los diputados y diputadas que intervinieron, es decir, que se puedan evitar accidentes que causan dolor, que dejan secuelas y que, en algunos casos, causan la muerte, y esto lo tenemos que hacer entre todos.

Por eso, agradezco muy sinceramente el gran trabajo que se ha hecho aquí, en ambas comisiones. También agradezco las intervenciones de sus señorías, porque en sus discursos cada uno aportó algún punto de vista valioso, que tendremos en cuenta en este proyecto de ley o en otros. En el fondo, se trata de proteger algo tan preciado como es la vida y la salud de los trabajadores de Chile.

Repito, muchas gracias a todos por el trabajo y la colaboración.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Cerrado el debate. 

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones. 

Hago presente a la honorable Cámara que todas las normas del proyecto son propias de ley simple o común. 

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 101 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvo el diputado señor Lorenzini Basso Pablo.

El señor MELERO (Presidente).- corresponde votar en particular el texto propuesto por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, con excepción de los artículos segundo y cuarto transitorios, cuya votación separada fue solicitada por el diputado señor Andrade.

En votación

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; 



Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Gutiérrez Gálvez Hugo; Lorenzini Basso Pablo; Rincón González Ricardo.

El señor MELERO (Presidente).- En votación el artículo segundo transitorio.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 45 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Torres Jeldes Víctor; Vidal Lázaro Ximena.

El señor MELERO (Presidente).- En votación el artículo cuarto transitorio.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 46 votos. Hubo 1 abstención.


El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Vidal Lázaro Ximena.

El señor MELERO (Presidente).- Despachado el proyecto.

-Aplausos en la Sala.

PROYECTO APROBATORIO DEL ACUERDO DE ASUNCIÓN SOBRE RESTITUCIÓN DE VEHÍCULOS AUTOMOTORES TERRESTRES Y/O EMBARCACIONES QUE TRASPONEN ILEGALMENTE LAS FRONTERAS ENTRE LOS ESTADOS PARTE DEL MERCOSUR, BOLIVIA Y CHILE. Primer trámite constitucional.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo de Asunción sobre restitución de vehículos automotores terrestres y/o embarcaciones que trasponen ilegalmente las fronteras entre los Estados parte del Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito en Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 7 de diciembre de 1999.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana es el señor Eugenio Bauer.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín N° 8058-10, sesión 114ª, en 23 de noviembre de 2011. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, sesión 126ª, en 3 de enero de 2012. Documentos de la Cuenta N° 10.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor BAUER (de pie).- Señor Presidente, en mi calidad de diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, paso a informar sobre el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de Asunción sobre restitución de vehículos automotores terrestres y/o embarcaciones que trasponen ilegalmente las fronteras entre los Estados parte del Mercosur, la Republica de Bolivia y la Republica de Chile, suscrito en Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 7 de diciembre de 1999, el cual se encuentra sometido a la consideración de esta Cámara, en primer trámite constitucional, con urgencia calificada de “simple”, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15, y 54, N° 1), de la Constitución Política de la República.

Según señala el mensaje, el Consejo del Mercado Común, considerando que era necesario promover la cooperación en el área de seguridad, a fin de combatir ilícitos relacionados con el tráfico ilegal de vehículos y/o embarcaciones, aprobó, mediante la decisión 17/99, el Acuerdo de Asunción sobre restitución de vehículos automotores terrestres y/o embarcaciones que trasponen ilegalmente las fronteras, el 7 de diciembre de 1999, en Montevideo.

Agrega que el acuerdo tiene por objeto implementar diversas medidas de orden regional destinadas a combatir acciones que dicen relación con el desplazamiento forzoso de vehículos sin documentación o con documentación falsa, desde el territorio de uno de los países signatarios hacia otro Estado signatario, con el fin de ser enajenados en forma ilícita en este último.

Finalmente, señala que este instrumento entró en vigor internacional el 23 de junio de 2004, con las ratificaciones de la República Argentina y de la República de Bolivia.

El Acuerdo consta de un preámbulo, el cual consigna los motivos por los cuales las partes decidieron suscribirlo, y veintiséis artículos, distribuidos en seis capítulos, donde se despliegan las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo, cuya lectura o referencia voy a omitir en atención a que constan en el informe que mis distinguidos colegas tienen en sus pupitres electrónicos.

Durante el estudio del proyecto de acuerdo, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor subsecretario de Relaciones Exteriores, don Fernando Schmidt Ariztía; del señor Pablo Urria Hering, jefe del Departamento de América Latina de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacional de la Cancillería, y del señor Hernán Salinas Burgos, director del Departamento Jurídico de la Cancillería.

El señor subsecretario de Relaciones Exteriores, además de refrendar los fundamentos del mensaje que le da origen, explicó que el Acuerdo busca promover la cooperación en el área de seguridad del Mercosur, a fin de combatir los ilícitos relacionados con el tráfico ilegal de vehículos y de embarcaciones, y que es parte de un objetivo estratégico que tiene por finalidad facilitar la integración regional en diversas materias, lo que constituye un eje fundamental en la política diplomática en dicha región.

Asimismo, el señor subsecretario agregó que el robo y la posterior internación a Bolivia de vehículos robados en Chile, Brasil, Perú y Argentina es un problema serio. Se calcula que existen 124.804 vehículos indocumentados en Bolivia. Asimismo, se han identificado 1.469 vehículos encargados por robo en Chile que se encontrarían en territorio boliviano. De ellos, sólo 557 han sido identificados por la Aduana boliviana como efectivamente robados desde Chile.

En este contexto, añadió, este acuerdo tiene por objeto establecer un mecanismo que busca la restitución administrativa o judicial de todos los automóviles de los países signatarios, que puedan haber ingresado o transitado por el territorio de otro de los países parte del acuerdo.

Asimismo, señaló que si bien este tratado fue firmado por Chile en 1999 y entró en vigor internacional el 23 de junio de 2004, con las ratificaciones de la República Argentina y de la República de Bolivia, no ha sido aún ratificado por nuestro país, razón por la cual han fracasado los intentos diplomáticos por recuperar los vehículos robados en Chile.

Por su parte, los señores diputados presentes al momento de su votación expresaron unánimemente su decisión favorable a la aprobación del proyecto de acuerdo, pues viene a facilitar la restitución de los vehículos y embarcaciones robados en nuestro país e internados ilegalmente en Argentina, Bolivia, Brasil y Perú, y viceversa, y a profundizar los lazos con los países del Mercosur.

Por ello, por seis votos a favor, cero voto en contra y cero abstención, prestaron su aprobación al proyecto de acuerdo en informe.

Cabe hacer presente a la Sala de la Corporación que vuestra Comisión analizó la pertinencia de solicitar a la Excelentísima Corte Suprema el informe a que aluden el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, por cuanto el proyecto de acuerdo que se somete a su aprobación contiene normas, en su capítulo II, respecto de la restitución judicial de los vehículos y embarcaciones objetos del mismo, que podrían hacer pertinente dicha consulta. Sin embargo, a la luz de un informe emitido por la Dirección Jurídica de la Cancillería, entregado a la Comisión por su director, don Hernán Salinas Burgos, el que se encuentra a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados en la Secretaría de la comisión, finalmente acordó no realizar tal consulta.

Me permito hacer presente a la Sala que vuestra Comisión no calificó como normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado ningún precepto contenido en el proyecto de acuerdo en informe, como asimismo que ella determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.

Por todo ello, la Comisión decidió por la unanimidad antes señalada, recomendar a la honorable Cámara la aprobación de dicho instrumento, para lo cual propone adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo, cuyo texto consta en el informe ya indicado.

Es cuanto puedo informar a la Sala sobre la materia.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Orlando Vargas.

El señor VARGAS.- Señor Presidente, el acuerdo viene a mitigar el gran vicio que existe en diferentes regiones, en donde bandas organizadas han hecho estragos con los robos de vehículos, desde motos y automóviles hasta camiones. Hemos visto que desde el norte de Chile, Antofagasta, Calama, Iquique y Arica, se traslada la mayor cantidad de vehículos al extranjero por los pasos Sama, hacia Argentina y Paraguay; Colchane, a Bolivia, y, por qué no decirlo, por el sector de Chungará, donde hay grandes espacios abiertos que resultan incontrolables para la policía. 

El año pasado fuimos testigos de que el Presidente de Bolivia promulgó una ley de saneamiento de vehículos indocumentados, que permitió ingresar una gran cantidad de vehículos robados en la zona central de Chile, especialmente en Santiago, los que terminaban con otras patentes y otros números de motores. En Bolivia y en Paraguay hay cientos y cientos de vehículos chilenos que han sido internados ilegalmente.

Por lo tanto, considero que es un buen proyecto de acuerdo, por lo que debemos aprobarlo, ya que permitirá establecer en la ley medidas de seguridad que mitiguen el robo de vehículos.

Finalmente, anuncio mi respaldo al proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, tal como ha señalado en su informe el diputado Eugenio Bauer, el proyecto de acuerdo soluciona en parte una preocupación que tiene el Gobierno de Chile, especialmente las autoridades de los sectores limítrofes con Bolivia, por donde, como muy bien señaló el diputado informante, ha pasado ilegalmente una gran cantidad de vehículos a dicho país. Se calcula que en Bolivia hay más de 124 mil vehículos indocumentados, pero sólo se han identificado 1.469 encargados por robo en Chile que se encontrarían en territorio boliviano. De ellos, sólo 557 han sido identificados por la Aduana boliviana como efectivamente robados desde Chile y que podrían ser restituidos administrativa o judicialmente.

Como lo han señalado el diputado informante y el colega Vargas, representante de la Región de Arica y Parinacota, el acuerdo tiene dos objetivos: solucionar el problema del robo de vehículos -lo que ha dado lugar, si mal no recuerdo, a la aprobación de proyectos de acuerdo en nuestra Cámara, que buscan la restitución de esos vehículos a sus dueños, por vía administrativa o judicial- y facilitar una mejor integración de Chile, Bolivia y los países que integran el Mercosur.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Nino Baltolu.

El señor BALTOLU.- Señor Presidente, llama la atención que el proyecto haya sido suscrito en 1999, pero que sólo hoy se ponga en debate en la Cámara.

La verdad es que no sacamos nada con entregar mejores elementos a la policía 
-treinta y seis vehículos nuevos para Carabineros y tres vehículos nuevos para la Policía de Investigaciones, para controlar nuestras fronteras- ni con firmar tratados de esta naturaleza si los países parte no cumplen los compromisos adquiridos. Al respecto, hemos visto que en Bolivia, el Presidente Evo Morales hizo un blanqueo para todos los vehículos ingresados ilegalmente a su país.

Ojalá que nuestras autoridades, que han hecho un esfuerzo enorme para entregar elementos materiales que contribuyan a la labor de Carabineros e Investigaciones, logren que los pueblos entiendan que es un derecho de cada uno de nosotros tener y mantener nuestros bienes. No vamos a eliminar a las personas que cometen los ilícitos, pero sí podemos decir a las autoridades correspondientes que respeten los acuerdos que, con su firma, se han comprometido cumplir.

Ojalá en el Congreso Nacional aprobemos el proyecto de acuerdo en discusión, de manera de ratificar el Acuerdo firmado en 1999.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Hales.

El señor HALES.- Señor Presidente, este tipo de proyectos son un avance extraordinariamente importante, por lo que considero que debemos aprobarlo.

El proyecto de acuerdo aprueba el Acuerdo de Asunción sobre restitución de vehículos automotores terrestres y/o embarcaciones que trasponen ilegalmente las fronteras entre los Estados partes del Mercosur, la República de Bolivia y la República Chile. Se trata de casos, en muchos de los cuales se ha visto la existencia del tráfico de drogas y la actuación de organizaciones de ese tipo.

En esta sesión de Sala, en que se abre la oportunidad de debatir sobre esta materia, manifiesto mi preocupación porque esto sea complementado con una orientación correcta del Estado, en particular del Gobierno, en el uso de todos sus recursos y de su fuerza. Lo digo porque es la oportunidad para hacer presente la confusión que tiene el Ministerio del Interior respecto de las funciones de las Fuerzas Armadas en lo que se refiere a interceptación de vehículos. El subsecretario del Interior ha tenido un tiempo de casi tres meses para corregir los errores que ha cometido en la orientación del llamado Plan de Frontera Norte, que pretende establecer una participación de las Fuerzas Armadas con las policías para este tipo de situaciones.

Sé que el ministro del Interior no entiende de defensa, sé que no entiende el rol de las Fuerzas Armadas; pero el ministro Hinzpeter no ha sido capaz de corregir. 

Ahora vamos a aprobar un proyecto de acuerdo aprobatorio de un Acuerdo que, por supuesto, no valida la intervención de las Fuerzas Armadas en la interceptación de vehículos. Sin embargo, a mi juicio, es la oportunidad de llevar a cabo un debate sobre este tema, que hasta la fecha no ha sido aclarado.

En forma unánime, la Comisión de Defensa, en pleno, aceptó mi proposición de enviar un oficio al señor ministro de Defensa, para plantearle que rebatiera al ministro del Interior y al subsecretario de esa cartera. 

¿Qué dice el subsecretario? Que el Plan de Frontera Norte establece que las Fuerzas Armadas colaborarán con la policía, especialmente en aquellas zonas de difícil acceso, con material aéreo y otros materiales de operación; que las instituciones armadas van a trabajar para asegurar la rapidez en las operaciones. ¿En qué? ¿Las Fuerzas Armadas de Chile, el Ejército chileno, van a participar haciendo la tarea de policía o con la policía? Fíjense la confusión que tiene el ministro del Interior. Primero, no debe haber leído nunca la ley orgánica de las Fuerzas Armadas, en la que se establece la tarea de estas. No es su misión hacer interceptación policial. Continúa: para producir una capacidad de reacción de interceptar a quienes están cometiendo delitos. 

Aquí vamos a ratificar un Acuerdo que va en la línea de esto; no es para esto, pero va en la línea de esto. 

¿Qué van a hacer? Interceptación. ¿De qué? ¿Con vehículos militares? ¿Con qué vehículos militares? ¿Los manejará la policía o personal de las Fuerzas Armadas? La patrulla que hará la interceptación, ¿irá en el 
vehículo acompañada de oficiales de las Fuerzas Armadas o estará integrada sólo por oficiales de la policía? ¿Serán vehículos de las Fuerzas Armadas? ¿El Ejército le pasará los vehículos a la policía? ¿Conducirá los vehículos personal armado? Y cuando intercepten, ¿cómo reaccionarán? Porque se trata de soldados preparados para la guerra, de suboficiales preparados para la guerra, de oficiales preparados para el combate, de personal con armamento de guerra, para desarrollar funciones policiales. 

¿Entiende algo el señor ministro del Interior de lo que está haciendo con este Plan de Frontera Norte?

Fíjense que las declaraciones del señor subsecretario han sido insistentes respecto de esto y no ha querido corregir. Además, específicamente dice que será en la Región de Tarapacá y en el complejo fronterizo de San Pedro de Atacama, es decir, en toda la cercanía de la frontera con Bolivia, país con el cual, entre otros, estamos aprobando este Acuerdo. La estrategia se llama “vigilancia, control y reacción”.

Señor Presidente, esta es una tarea de policías, no de soldados, no de militares. ¿Sabe qué significará? Que mientras nosotros aprobamos este proyecto aprobatorio de un acuerdo que se inserta en la línea del Mercosur -se trata de un acuerdo de carácter policial y diplomático, de armonía con las partes-, se colocará a soldados preparados para el combate para hacer interceptación. ¿Cómo van a reaccionar estos soldados? Recordemos que ellos no saben reaccionar como policías, sino que saben disparar en el combate. ¿Van a balear al supuesto narcotraficante para interceptarlo?

Señor Presidente, si alguna cosa buena heredamos de la dictadura del general ese 
-creo que no hemos heredado nada nuevo-, si hay algo que puedo nombrar es que esa dictadura no aceptó nunca, en diecisiete años, obedecerle a la DEA ni al gobierno norteamericano cuando exigían que el Ejército de Chile, con su personal de combate, se dedicara a enfrentar el tráfico de drogas. Eso es crear confusiones en las funciones de las Fuerzas Armadas, abrir caminos a la corrupción, generar superposición de funciones y desnaturalizar la función para la cual ellas existen.

Si nuestra institucionalidad, por iniciativa del Presidente de la República y con aprobación de ley por el Congreso Nacional, resuelve cambiar la naturaleza de las Fuerzas Armadas y transformarlas en organismos policiales para el combate de la droga, hágalo; pero no coloquen a las Fuerzas Armadas en esta tarea dedicada a la interceptación.

Cuando hay incidentes en la frontera lo que parece una medida inocente y una acción suave cuando es ejecutada por policías frente a quienes ingresan en el territorio nacional, tiene resultados muy distintos cuando se ejerce por las Fuerzas Armadas.

Coloco estos argumentos en el debate, porque a la hora en que se firme este proyecto, cómo me gustaría que el ministro de Relaciones Exteriores supiera que en este Parlamento le han advertido que mientras él está firmando un acuerdo para que funcionen adecuadamente los tratados para resolver el problema de robo de vehículos, paralelamente en el Ministerio del Interior se fragua un estilo equivocado, confundiendo la función de las Fuerzas Armadas y llamando a estas a participar en labores de tipo policial, que puede traer efectos brutales, que, además, pueden ser brutales desde el punto de vista de las relaciones internacionales.

Cuando hoy un policía detiene o intercepta a quienes viajan en un vehículo robado que viene de Bolivia o en el cual se está traficando droga desde Bolivia, o quienes arrancan con vehículos robados en Chile, no hay confusión respecto de las tareas. Sin embargo, cuando eso se haga con una patrulla militar y, por un determinado error en la operación, se termine atravesando la frontera, será un incidente internacional totalmente innecesario que creara dificultades a nuestro país en materia de relaciones internacionales, de las Fuerzas Armadas y entre la policía y nuestro Ejército.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ignacio Urrutia.

El señor URRUTIA.- Señor Presidente, durante ocho minutos y medio el diputado Hales habló de cualquier cosa menos del proyecto de ley en discusión. Para eso está Incidentes, diputado, por intermedio del señor Presidente; creo que deberían haberle llamado la atención. Si se está tratando un proyecto de ley, se tiene que hablar de él y no de lo que se le venga en ganas, porque para eso tenemos otras instancias. Lo que hizo con eso fue acortar el tiempo que restaba del Orden del Día, que se acabó y, por lo tanto, ya no queda tiempo para poder seguir hablando. 

El señor HALES.- …

 El señor URRUTIA.- Señor diputado, hable todo lo que quiera, pero en Incidentes…
El señor HALES.- …

El señor MELERO (Presidente).- ¡Señor diputado, …!

El señor URRUTIA.- En relación con el proyecto de ley, en primer lugar, felicitar al diputado informante, señor Eugenio Bauer, por lo bien que lo ha hecho.

Asimismo, deseo llamar la atención respecto de algo que mencionó el diputado Baltolu, que a mi juicio se debe destacar con más fuerza. ¡Qué curioso que un proyecto de acuerdo de tanta importancia como este, aprobatorio de un Acuerdo suscrito en diciembre de 1999, sea conocido recién hoy por la Cámara de Diputados para su ratificación. Este instrumento entró en vigor en 2004, tras ser ratificado por Argentina y Bolivia, y recién ahora, en 2012, eventualmente sería ratificado por esta Cámara de Diputados. ¡Me parece realmente insólito! No sé si la falla es del Ejecutivo o de la Cámara de Diputados. 
Este proyecto es de una importancia gigantesca. Otros parlamentarios, independientemente del diputado Hales, así lo han planteado, precisamente por la cantidad de robos de vehículos que tenemos en nuestro país, que luego se trafican principalmente hacia Bolivia, Paraguay y otros países. 

Reitero, el proyecto es de una importancia gigantesca, pero ha sido abandonado, no sé por qué parte, pero abandonado. Así de simple. Ahora, después de 12 ó 13 años, recién lo está tratando la Cámara de Diputados. 

Quería plantear eso, señor Presidente, porque no vaya a ser que tengamos otros proyectos o acuerdos de esta naturaleza, de la importancia del que conocemos hoy, que hayan quedado abandonados en el tiempo. 

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Diputado señor Matías Walker, ¿va a hacer uso de la palabra? 

El señor WALKER.- Sí, señor Presidente. 

El señor HALES.- Señor Presidente.

El señor MELERO (Presidente).- Diputado señor Hales.

El señor HALES.- En el tiempo que resta de mi segundo discurso, quiero hacer uso sólo de un minuto.

El señor MELERO (Presidente).- Ha terminado el tiempo del Orden del Día, señor diputado.

El señor HALES.- Me basta un minuto.

El señor MELERO (Presidente).- Le 
reitero que ha terminado el tiempo del Orden del Día, señor diputado.

El señor HALES.- Bueno. 

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, simplemente quiero resaltar la necesidad de este Acuerdo.

Señor Presidente, no sé si puedo concederle un minuto de mi tiempo al diputado Hales.

El señor MELERO (Presidente).- Concedí el uso de la palabra a su señoría, pues se encontraba inscrito para intervenir.

Puede continuar, señor diputado.

El señor WALKER.- Señor Presidente, brevemente, deseo señalar la importancia de la aprobación del proyecto de acuerdo, ya que la Cámara de Diputados acaba de aprobar y despachar al Senado una iniciativa de ley que aumenta las penas del delito de robo de vehículos motorizados. 

Este año se han perpetrado más de 32 mil casos de robos de vehículos motorizados en nuestro país. Tenemos un promedio de cien vehículos robados diariamente, cifra que, por cierto, aumenta durante la temporada estival. 

Sin duda, uno de los grandes alicientes para este significativo aumento del robo de vehículos motorizados - delito que, sobre todo, afecta a la clase media de nuestro país, porque sus vehículos no cuentan con la tecnología para evitar sus sustracción- es la legalización, por parte del gobierno boliviano, de los vehículos que entran robados a dicho país y la falta de fiscalización que ello conlleva.

Por cierto, el presente proyecto de acuerdo viene a vincular a los Estados parte en la acreditación de la propiedad de los vehículos. Para que este proyecto de acuerdo no sea letra muerta, esperamos que la República de Bolivia adecue su legislación interna y los decretos dictados por su gobierno que han facilitado -digámoslo derechamente- el blanqueamiento de los vehículos sustraídos en nuestro país, situación de la que las regiones del norte de Chile son las principales víctimas. 

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Honorable Cámara, hemos llegado… 
El señor HALES.- Señor Presidente, es inaceptable que usted me haya negado el uso de la palabra, en circunstancias de que el señor Walker me concedió un minuto, de acuerdo con la respectiva facultad reglamentaria. 

Me sobraban minutos para intervenir. Además, el diputado Walker me ofrecía la posibilidad de hacer uso de la palabra durante su intervención. Por lo tanto, no había terminado el tiempo del Orden del Día. 

No me parece justo su procedimiento, señor Presidente. 

El señor MELERO (Presidente).- Muy bien, señor diputado.

El señor URRUTIA.- Señor Presidente, ¿por qué le da la palabra a él? Si es por eso, a mí también me queda mi segundo discurso. Esta cuestión tiene que ser equitativa para ambos lados. 

El señor MELERO (Presidente).- ¡Señor diputado!

¿Habría unanimidad para que el diputado Hales pueda hacer uso de la palabra, pese a que terminó el tiempo del Orden del Día?

No hay unanimidad.

-Hablan varios diputados a la vez.

El señor DÍAZ.- ¡Por qué pide la unanimidad, si tenía la palabra el diputado Walker!

-Hablan varios diputados a la vez.

El señor MELERO (Presidente).- Señores diputados, el señor Walker intervino cuando ya se había terminado el tiempo del Orden del Día. Respetamos su derecho a hacer uso de la palabra por encontrarse inscrito para ello. Por tanto, correspondía que interviniera. 

En cuanto a las interrupciones, el Reglamento expresa que deben ser relativas a la materia que se está aludiendo en determinado momento y dentro del Orden del Día. En este caso, estaba terminado el tiempo del Orden del Día para conceder el uso de la palabra a otro parlamentario.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo de Asunción sobre Restitución de Vehículos Automotores Terrestres y/o Embarcaciones que Trasponen Ilegalmente las Fronteras entre los Estados Partes del Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito en Montevideo, República Oriental de Uruguay, el 7 de diciembre de 1999. 

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 103 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado en general y particular.

Despachado el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; 



Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Hales.

El señor HALES.- Señor Presidente, …
El señor MELERO (Presidente).- Señor diputado, la Mesa va a revisar los términos usados por el diputado Ignacio Urrutia. Obviamente, si ha vertido términos descomedidos que no corresponden, serán excluidos del acta.

Diputado, usted tendrá todas las garantías de que la Mesa va a revisar los términos utilizados por el diputado señor Urrutia. Repito, si éstos son descomedidos, van a ser retirados de la versión y el señor diputado va a ser llamado al orden por su actitud. Repito, le doy garantías de que la versión taquigráfica será revisada.


-Los puntos suspensivos corresponden a expresiones eliminadas de acuerdo con el artículo 10 del Reglamento.
VI. PROYECTOS DE ACUERDO

MEDIDAS PARA ENFRENTAR CON MAYOR EFICIENCIA INCENDIOS FORESTALES. (Preferencia).
El señor MELERO (Presidente).- En virtud de lo resuelto por los Comités, corresponde considerar, en primer término, el proyecto de acuerdo N° 527, relativo a la situación de emergencia que afecta a las provincias de Última Esperanza y Ñuble, a raíz de los incendios forestales que han ocurrido en esas zonas.

El señor Prosecretario va a dar lectura a su parte dispositiva.

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 527, de los diputados señores De Urresti, Cornejo, Gutiérrez, don Romilio; Browne, Auth, Teillier, Ward, Monckeberg, don Cristián, y de la diputada señora Goic, doña Carolina, cuya parte dispositiva señala:

“La Cámara de Diputados acuerda:

1.- Oficiar a los Ministros del Interior y Seguridad Pública, de Medio Ambiente y de Agricultura, con el siguiente propósito:

a) Se impulse la creación de un fondo especial, que tenga por objeto específico contar con la infraestructura y recursos humanos especializados para la gestión de emergencia en este tipo de eventualidades y catástrofes;
b) Se revise nuestra legislación en lo que atañe a la protección y conservación del medio ambiente, con el fin de impulsar las modificaciones que permitan crear un sistema de protección de los parques nacionales, atendida las características esenciales relati-



vas a una rica flora y fauna a lo largo de la diversidad del territorio y a su alto potencial turístico;
c) Que se entregue ayuda inmediata a los pobladores afectados por las llamas, los que han sufrido pérdidas materiales;
d) Que se implemente un sistema de emergencia con brigadas helitransportadas en el Parque Nacional Torres del Paine, considerando los recursos necesarios para mantener operativo este servicio, especialmente, durante la temporada turística, y
e) Iniciar una campaña agresiva de promoción turística de la Patagonia destinada al público, con la finalidad de potenciar los atractivos turísticos adicionales al Parque Nacional Torres del Paine en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.”.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado don José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, solicito que recabe el acuerdo de la Sala para votar el proyecto de acuerdo sin discusión.

El señor MELERO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a la solicitud del diputado señor Ortiz?

Acordado.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 76 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Carmona Soto Lautaro; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urrutia Bonilla Ignacio; Va-



llespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, sólo quiero agradecer que este proyecto de acuerdo se haya tratado sobre Tabla, y a mis colegas por haber dado la unanimidad para su aprobación.

REVOCACIÓN DE ADJUDICACIÓN A ARRENDADOR ÚNICO DE VEHÍCULOS DEL SERVICIO AGRÍCOLA Y GANADERO (Votación).

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo N° 493.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 62 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Burgos Varela Jorge; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Jaramillo Becker Enrique; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

SOLICITUD DE NO APLICACIÓN DE LEY DE SEGURIDAD INTERIOR DEL ESTADO A GREMIOS DE TAXIS COLECTIVOS.

El señor MELERO (Presidente).- El señor prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo N° 494.

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N°494, de los diputados señores De Urresti, Schilling, Ojeda, Hasbún, señora Denise Pascal; señores Lemus, Robles, Auth, Vallespín y Jarpa, cuya parte dispositiva señala:

“La Cámara de Diputados acuerda:

1.- Se oficie al ministro del Interior y Seguridad Pública a fin de solicitar deje de inmediato sin efecto los requerimientos por ley sobre Seguridad Interior del Estado en contra de los detenidos en la última paralización de los taxis colectivos, atendido a que no ha existido la intención de subvertir el orden constitucional y más bien han ejercido una modalidad de reclamo ante las alzas de los precios de los combustibles y del impuesto asociado.

2.- Que a consecuencia de lo anterior, se hace indispensable eliminar el impuesto específico a los combustibles, o transitoriamente en subsidio, y establecer una bonificación o rebaja focalizada en el precio de la bencina para este segmento.

3.- Que se hace indispensable que en la discusión presupuestaria actualmente en desarrollo, los Ministerios involucrados consideren medidas a objeto de recoger las legítimas demandas de los gremios de taxis colectivos.”.

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.

Tiene la palabra el diputado don Marcelo Schilling.

El señor SHILLING.- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo, como se explica de su lectura, solicita al ministro del Interior y Seguridad Pública que se desista de aplicar la Ley de Seguridad Interior del Estado al gremio de los taxis colectivos, a consecuencia de la movilización que llevaron a cabo como una forma de reclamar por el alza del precio de los combustibles.

Dicha manifestación -como consta a todos los parlamentarios- fue completamente pacífica, no alteró el orden público y no puso en cuestión el orden constitucional ni nada que se le parezca, por cuya razón parece completamente excesiva la pretensión de que se les aplique la Ley de Seguridad Interior del Estado.

Por ello, a través de este proyecto de acuerdo, pedimos que se deje sin efecto esta medida, aun cuando puede ser comprensible que, por el cuadro general en que se dio esta movilización, el ministro del Interior haya estado un poco agitado y nervioso, pero la naturaleza y esencia misma de la movilización no tiene nada que ver con que en algún momento se haya puesto en riesgo el orden público. 

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, en Chile, quienes hacen uso del transporte público son por lo general las personas de menores recursos. Eso ocurre tanto en Santiago como en las regiones, sobre todo en las provincias donde el transporte público se basa principalmente en colectivos, en automóviles que llevan a las personas a sus trabajos y a los escolares a sus colegios o liceos. 

La gente de menores recursos y los trabajadores se transportan principalmente en taxis colectivos. Por ello, parece completamente absurdo que mientras en Santiago existe un sistema de transporte público como el Transantiago, en el cual el Estado gasta miles de millones de pesos para subsidiarlo, quienes utilizan los colectivos en las regiones terminen pagando el aumento del precio de los combustibles. Es más, quienes “pagan el pato” en las regiones -por decirlo así- son las personas de menores recursos.

Por eso, es absolutamente lógico que se entregue un subsidio especial a los vehículos de transporte de pasajeros que utilizan gasolina. Si los vehículos de transporte público mayor tienen ciertos beneficios relacionados con el precio del petróleo, ¿por qué no puede haber una fórmula parecida que evite que los colectivos tengan que subir el pasaje a la gente de menores recursos?

Creo que es fundamental que los pasajeros de las regiones no paguen precios tan altos para transportarse a sus lugares de trabajo, sobre todo si consideramos que el Transantiago es subsidiado fuertemente por el Estado.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 54 votos; por la negativa, 0 voto. No hubo abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Auth Stewart Pepe; Carmona Soto Lautaro; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Zalaquett Said Mónica.

INCORPORACIÓN DE PRINCIPIOS DE ACCESIBILIDAD UNIVERSAL EN LA ORDENANZA GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES. 

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo, que solicita la incorporación del principio de accesibilidad universal en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. 

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 495, de los diputados señores Sandoval, Vilches, Ulloa; señora Zalaquett, doña Mónica; señores Von Mühlenbrock, Letelier; señora Molina, doña Andrea; señores Ward, Marinovic, Salaberry y señora Nogueira, doña Claudia, que en su parte dispositiva señala:

“La Cámara de Diputados acuerda:

Oficiar a su excelencia el Presidente de la República, don Sebastián Piñera, para que estudie y modifique la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, incorporando en ella los principios de accesibilidad universal en los estándares de diseño de los espacios públicos y habitacionales, a fin de facilitar la autonomía y utilización de estos espacios por parte de los adultos mayores.

Dichos principios de accesibilidad universal son los siguientes:

Igualdad de uso: el diseño debe ser fácil de usar y adecuado para todas las personas, independientemente de sus capacidades y habilidades.

Flexibilidad: el diseño debe adecuarse a un amplio rango de preferencias y habilidades individuales.

Simple e intuitivo: el diseño debe ser fácil de entender, independientemente de la experiencia, los conocimientos, las habilidades o el nivel de concentración del usuario.

Información fácil de percibir: el diseño debe ser capaz de intercambiar información con el usuario, independientemente de las condiciones ambientales o las capacidades sensoriales del mismo.

Tolerante a errores: el diseño debe minimizar las acciones accidentales o fortuitas que puedan tener consecuencias críticas o no deseadas.

Escaso esfuerzo físico: el diseño debe poder ser usado eficazmente y con el mínimo esfuerzo posible.

Dimensiones apropiadas: los tamaños y espacios deben ser apropiados para el alcance, manipulación y uso por parte del usuario, independientemente de su tamaño, posición y movilidad.”.

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo. 

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo es muy sencillo y básico, razón por la cual llamo a los colegas a que lo aprueben en forma mayoritaria.

En la actualidad, existen muchas obras del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y de los municipios relacionadas con construcción, mejoramiento y diseño de espacios públicos, incluso, en materia habitacional. La idea fundamental es que existe la urgente necesidad de adecuar la normativa, en particular, la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de asegurar que en el diseño de éstas se considere el hecho de que los adultos mayores están utilizando cada día más estos espacios. En las plazas públicas se construyen muchas obras complementarias para recreación de los niños, lo que está muy bien; pero, los adultos mayores también están requiriendo estos espacios públicos.

Por eso, éste es un proyecto de acuerdo muy sencillo, que interpreta cabalmente los planteamientos formulados por los clubes y organizaciones de adultos mayores en la Comisión Especial del Adulto Mayor de la Cámara; lo han planteado en reiteradas oportunidades, a fin de que en las obras públicas se consideren los espacios y las condiciones para que también puedan ser usados por ellos.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, felicito al diputado David Sandoval por la presentación de este proyecto de acuerdo.

Junto con el diputado Jorge Sabag, en nuestra calidad de miembros de la Comisión Especial de Discapacidad, que esperamos que se reactive lo antes posible, hemos estado preocupados permanentemente de esta materia, esto es de lo relacionado con la incorporación del concepto de acceso universal en las políticas públicas, no sólo en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, sino también en las políticas públicas que se están llevando a cabo. 

Actualmente, hay una política habitacional, en virtud de la cual se están entregando 20 UF adicionales a las personas con discapacidad y 80 UF adicionales a las personas con discapacidad móvil. La idea es ver la forma de crear espacios comunes que tengan acceso universal, porque lo que hacemos, en definitiva, es aislar a las personas en sus propias casas. Entonces, ¿cómo hacemos para que puedan ocupar los espacios públicos y para que las viviendas de las personas que no tengan capacidades especiales también puedan ser visitadas?

El concepto de acceso universal -por lo demás, está incorporado en diversos tratados internacionales suscritos por nuestro país- también forma parte de la legislación relacionada con las personas con discapacidades especiales. 

También es necesario que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establezca que los edificios y los establecimientos educacionales que se construyeron con motivo de la aplicación de la Jornada Escolar Completa deben incorporar este concepto que tiene que ver con la dignidad de las personas.

Por eso, vamos a votar favorablemente este proyecto de acuerdo e invito a los colegas a que también lo apoyen.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 39 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- No hay quórum. Se va a repetir la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 44 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alinco Bustos René; Araya Guerrero Pedro; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Carmona Soto Lautaro; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Melero Abaroa Patricio; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Zalaquett Said Mónica.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx

VII. INCIDENTES

DENEGACIÓN DE MATRÍCULA A ALUMNOS DE ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES DE REGIÓN DE ATACAMA. Oficios.

El señor MELERO (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Mixto Partido Radical Social Demócrata, Partido Comunista e Independientes.

Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, quiero llamar la atención sobre un hecho lamentable que se está produciendo: el alcalde de Providencia ha ordenado no matricular a algunos alumnos en los colegios que dependen de ese municipio, situación que se está repitiendo en otros lugares del país, incluyendo la Región de Atacama.

Algunas familias están recibiendo comunicaciones de los directores de distintos establecimientos educacionales, en las cuales se les niega la matrícula a sus hijos. Quiero dar un ejemplo concreto. Un joven de 15 años, Allan Díaz Rubio, estudiante de primero medio de la Escuela Industrial Salesiana Cristo Redentor, de Copiapó, postuló a una matrícula para segundo medio en el mismo establecimiento, la cual le fue denegada, junto a otros diez estudiantes.

Según denuncia el alumno y su apoderada, su madre, señora Susana Rubio, las razones esgrimidas en su contra por haber trasgredido el manual de convivencia, según señala documento adjunto en dicho formulismo, deben entenderse bajo el prisma de haber participado en la toma del colegio en el transcurso del movimiento de protestas de 2011.

Adjunto dos cartas, una del propio menor y otra de puño y letra de sus padres, en las que se comprometen, como una forma de ser oídos, y piden derogar dicha medida.

Además, la escuela ha oficiado a otros establecimientos educacionales sobre la situación de estos jóvenes estudiantes.

Similar acción han emprendido otros colegios y escuelas, ejerciendo una vergonzosa e inmoral presión, contraria a todo código ético, basado en lo que debe sustentar un educador.

Estamos ante un caso de persecución de alumnos que adhirieron al movimiento estudiantil durante 2011.

He recibido esta denuncia de su madre, la cual, por cierto, entrega un relato propio, tratando de revertir la medida.

El Gobierno de Chile, encargado de garantizar el derecho a la educación de todos los jóvenes y niños del país, debiera adoptar medidas y hacerse responsable de acciones como la descrita, que son una suerte de vendetta o venganza contra el consciente e ilustrador derecho que los estudiantes ejercieron durante el año pasado, poniendo a la educación pública como tema de primer orden dentro de las demandas de la comunidad nacional, y ubicando a su vocera más importante -me refiero a Camila Vallejo- como una figura de la actividad nacional, reconocida nacional e internacionalmente y quien tuvo expresiones distintas a lo largo de todo Chile.

En esas circunstancias, la autoridad no puede ejercer acciones de persecución en contra de quienes se incorporaron activa y solidariamente a un tema de carácter nacional.

Por ello, solicito que se oficie al ministro de Educación y a la Seremi de Educación de la Región de Atacama, para que indiquen cuáles son las medidas que se están implementando para evitar que la discreción de autoridades, tanto a nivel de establecimiento como de comuna, impida que los jóvenes sigan estudiando, cuestión que debe ser garantizada por el Estado.

Asimismo, que se envíe copia de esta intervención al gobierno regional, a los consejeros, a la intendenta, a los alcaldes y concejales, así como a la Asociación de Padres y Apoderados, a la CUT provincial, a la Unión de Juntas de Vecinos y a la familia de este joven.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de las diputadas señoras María Antonieta Saa, Denise Pascal, Cristina Girardi y de los diputados señores Monsalve, Auth, Díaz, González, Lemus, Alinco, Ortiz y Latorre.

INVESTIGACIÓN DE CORTES DE SUMINISTRO DE AGUA EN COMUNA DE LOS ÁNGELES. Oficios.
El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- En el tiempo del Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el diputado José Pérez.

El señor PÉREZ.- Señor Presidente, en esta ocasión me quiero referir a la empresa sanitaria Essbio, recientemente privatizada, cuya obligación es abastecer de agua potable a la Octava Región, donde se encuentra, entre otras, la comuna de Los Ángeles.

La mencionada empresa no ha cumplido bien su obligación en el último tiempo; vastos sectores de Los Ángeles se vieron afectados por cortes frecuentes de agua potable, entre ellos Villa Los Jardines, Villa Galilea, Villa Filadelfia, Parque Lauquén, entre otros. Muchos otros sectores de la ciudad de Los Ángeles se vieron afectados por baja presión de agua durante el mes de diciembre, especialmente entre el 25 de diciembre de 2011 y el 1 de enero de 2012, lo que produjo una situación desastrosa en la ciudad de Los Ángeles.

Esta empresa tiene la obligación de entregar un servicio adecuado a sus clientes, sobre todo porque los cobros a los usuarios muchas veces son excesivos.

De ahí, entonces, que hago mío el malestar manifestado por los vecinos.

Solicito que se oficie a la Intendencia Regional, para que tome conocimiento de la situación, y a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, para que investigue este hecho ocurrido en la ciudad de Los Ángeles y curse las infracciones que correspondan a dicha empresa.

Las empresas que administran agua potable a la población nunca debieran estar en manos privadas, porque cuando ello ocurre no hacen el trabajo en forma adecuada, y si se trata de un vital elemento como el agua potable, no se puede estar jugando ni haciendo negocios escandalosos, puesto que las cuentas son bastante elevadas y el servicio que se presta no es de los mejores.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

IMPLEMENTACIÓN DE TURNOS PERMANENTES EN LABORES DE PREVENCIÓN Y VIGILANCIA DE LA CONAF. Oficios.

El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, la prolongada sequía que afecta al país, las altas temperaturas y los fuertes vientos están creando las condiciones para que se generen los incendios más grandes que se hayan registrado en los últimos años.

Nunca habíamos tenido situaciones de emergencia como las actuales, de gran importancia en todo el país, puesto que la sequedad del material combustible, las temperaturas altas y los fuertes vientos favorecen el inicio de incendios que pueden abarcar muchas miles de hectáreas, y la Conaf no está cumpliendo su trabajo adecuadamente. 

Hay un trabajo de coordinación entre la Conaf, bomberos, Carabineros y el sector de las empresas forestales. La Conaf debe instalar observadores en las torres de control que abarcan una importante cantidad de kilómetros a la redonda.

Hay ocasiones en que dichos encargados trabajan desde las 10 de la mañana hasta las 6 de la tarde, y después se retiran; luego, cuando les corresponden los días de descanso, quedan tres días sin que se cumpla el trabajo de observancia en las respectivas torres.

A mi juicio, las torres de observación debieran contar con vigilancia durante las 24 horas del día, los siete días de la semana, no sólo durante ocho horas diarias, porque un incendio puede iniciarse a cualquier hora del día o de la noche. Si se produce después de las 6 de la tarde, al no haber personal en las torres de observación, los encargados de controlar los incendios se darán cuenta de los incendios cuando ya se han desplegado y es imposible controlarlos.

Hay que detectar a tiempo los focos de incendios, hacer los contactos que corresponden con las instituciones mencionadas, que están coordinadas para sofocar cualquier amago de incendio y, así, prevenir situaciones que después estamos lamentando y que pueden afectar a decenas de miles de hectáreas de terreno.

Hoy, hay más de 25 mil hectáreas consumidas por el fuego, con grandes pérdidas económicas para el sector privado y para el país.

Por consiguiente, exijo que personal de la Conaf controle las torres de observación las 24 horas del día. Para ello, tendrá que poner tres o cuatro funcionarios, y si le faltan recursos, el Gobierno tendrá que asignarlos, porque no es posible que se esté trabajando con tal grado de irresponsabilidad en un momento crucial y de tanta gravedad como el que hoy vive el país. Permanentemente estamos siendo informados de los estragos que ocasionan los incendios a lo largo de Chile.

Solicito que se oficie al ministro de Agricultura, al director de la Conaf y al intendente de la Octava Región, para que adopten las medidas que sean necesarias para prevenir la nueva ocurrencia de incendios.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de las diputadas Cristina Girardi y Denise Pascal, y de los diputados José Miguel Ortiz, Manuel Monsalve, Luis Lemus, Fidel Espinoza, Rodrigo González y Pepe Auth.

REINTEGRACIÓN DE TRABAJADORES A PROGRAMAS DE EMPLEO DE EMERGENCIA EN COMUNAS DE LA OCTAVA REGIÓN. Oficios.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- En el tiempo correspondiente al Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el diputado señor Manuel Monsalve.

El señor MONSALVE.- Señor Presidente, en esta oportunidad quiero que se oficie a la ministra del Trabajo y Previsión Social y al intendente de la Región del Biobío, señor Víctor Lobos, para que dejen sin efecto una decisión que ha generado mucha indignación, porque es injusta e incomprensible.

El Gobierno decidió despedir a un conjunto de trabajadores que se desempeñaban en el Programa de Empleos de Emergencia de la provincia de Arauco, en particular de las comunas de Lota, Curanilahue, Los Álamos y Lebu.

De esta manera, se incumple un compromiso formal del Gobierno, el cual, por escrito, se comprometió con los trabajadores a no despedir a nadie; sin embargo, lo primero que hizo comenzando 2012 fue incumplir la palaba empeñada.

Por otro lado, las personas despedidas -no todas, pero la mayoría- tienen la calidad de exonerados y acreedoras de los beneficios Valech. O sea, se trata de personas que fueron víctimas de violaciones a los derechos humanos y hoy el Estado de Chile de nuevo los persigue y busca perjudicarlos a través del despido.

Espero que el Ejecutivo comprenda que debe corregir esta situación, porque se comprometió a no despedir a nadie. Siempre se cree en la palabra de una autoridad de gobierno, sobre todo cuando es empeñada por escrito. El Presidente siempre ha hablado de su respeto por los derechos humanos, y aquí hay gente que fue duramente castigada durante la dictadura y hoy, en democracia, de nuevo es perseguida.

Por eso, pido oficiar a la ministra del Trabajo y al intendente de la región, a fin de que se corrija y se deje sin efecto esta medida de despidos injusta.

Pido enviar copia de mi intervención a los concejos de Lota, Curanilahue, Los Álamos y Lebu.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención, con la adhesión de los diputados José Miguel Ortiz, Fidel Espinoza y de la diputada Denise Pascal.

FISCALIZACIÓN A MUNICIPALIDAD DE LOS ÁLAMOS POR CONDICIONES LABORALES DE TRABAJADORES ADSCRITOS A PROGRAMA LABORAL. Oficio.

El señor MONSALVE.- Por otro lado, pido enviar oficio a la directora nacional del Trabajo para pedirle que se fiscalice la situación de los 406 trabajadores que se desempeñan en el Programa de Mejoramiento Urbano (PMU), de la comuna de Los Álamos, de la provincia de Arauco. Hasta hace una semana, 300 de ellos laboraban al interior de instituciones públicas, como apoyo en consultorios, postas, escuelas, salas cuna.

El empleador, es decir, el municipio, que ejecuta los recursos del Estado, decidió sacarlos de esos lugares y enviarlos a la calle sin seguridad alguna, ni protección solar, ni jockeys, es decir, carentes de las condiciones necesarias para ejecutar el trabajo para el que fueron contratados, quedando expuestos a las diferentes condiciones climáticas de la zona. ¡Ésta es una situación impresentable!

Por eso, pido a la directora nacional del Trabajo que garantice una fiscalización urgente, a fin de evitar que el alcalde y la municipalidad de Los Álamos sometan a los trabajadores a condiciones inaceptables.

Solicito enviar copia de mi intervención al concejo de Los Álamos.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención, con la adhesión de los diputados José Miguel Ortiz, Fidel Espinoza y de la diputada Denise Pascal.

DISPOSICIÓN DE VEHÍCULOS PARA TRASLADO DE PACIENTES A CENTRO DE DIÁLISIS DE MELIPILLA. Oficios.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, en noviembre conversé telefónicamente con el director del Fondo Nacional de Salud (Fonasa), don Mikel Uriarte, sobre la situación que ocurre en Melipilla en un centro de diálisis al cual concurren los enfermos de Curacaví.

En años anteriores, ese centro ponía a disposición movilización para el traslado de pacientes, según el convenio con esa entidad.

El director me contestó en esos mismos días. Me agradeció que le hubiera dado los antecedentes de ese centro y, a su vez, me expresó que trataría de resolver la situación, debido a que Fonasa paga la movilización para el traslado de los enfermos que deben dializarse en diferentes lugares de la comuna.

Ayer, recibí un correo de la hija de don Iván Castañeda, mediante el cual me comunica que no sólo no se ha solucionado el problema de los traslados, sino que, además, en el Centro de diálisis Mendoza, donde se atiende su padre, hoy los pacientes están siendo tratados de manera inadecuada debido al reclamo que se formuló; incluso, casi maltratados por las enfermeras, dado que Fonasa ordenó una inspección.

Por eso, pido oficiar al director del Fonasa, al ministro de Salud, al subsecretario de Salud Pública y al subsecretario de Redes Asistenciales, a fin de que resuelvan el problema de los centros de diálisis, ya que el Fonasa dice que en las propuestas y en las licitaciones que realizan se considera el traslado de pacientes, atendidas sus condiciones de salud.

Los pacientes a que me refiero pertenecen a la zona de Cerrillos de la comuna de Curacaví. Deben caminar o ser llevados por tierra, en sillas de ruedas, a través de una distancia de dos kilómetros, porque viven en el mundo rural campesino. Incluso, uno de ellos utiliza sonda.


Éste no es un buen trato a esos pacientes del Fonasa, quienes deberían tener una mejor atención.

Hasta 2010, se iba a buscar a esos pacientes a sus casas para luego trasladarlos a los centros de salud, como corresponde. En cambio, desde 2010 a la fecha deben trasladarse por sus medios hasta un punto que queda a tres kilómetros y medio de sus hogares. Eso es sumamente negativo para ellos, por el calor que hace en verano y por el frío y la lluvia en invierno.

Ojalá que los oficios sean respondidos lo más pronto posible y tengamos conclusiones positivas, debido a que la Clínica Mendoza está haciendo mal uso de los fondos que recibe del Fonasa en relación con este tema.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican, de lo cual Secretaría toma debida nota.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.37 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas.

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que modifica el Decreto con Fuerza de Ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas.

I. ANTECEDENTES
El 17 de febrero de 2004, se publicó el Decreto con Fuerza de Ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (LGC), que integra en una sola norma legal las reformas legales introducidas a la legislación de cooperativas por la Ley N° 19.832, de 2002.

El mensaje que acompañó a la modificación de la citada ley explicitaba la necesidad de generar niveles de modernidad que permitieran asumir las exigencias del medio actual, efectuando una mayor contribución al desarrollo nacional. Todo ello en el marco de respetar los valores y principios del cooperativismo como un modelo de empresa de naturaleza propia, privada y distinta a las formas de empresas del Estado o privadas capitalistas tradicionales.

En esa oportunidad, se tuvo en consideración la gran contribución realizada por el cooperativismo chileno en cuanto a generar empresas en áreas en que otros modelos no intervenían por su baja rentabilidad económica, pero que, sin embargo, eran de suyo importantes para el desarrollo del país.

Asimismo, se valoró el hecho que la sociedad se organice participando de las decisiones que incidirán en la satisfacción de sus necesidades, como son las cooperativas campesinas, de servicios de agua potable, de distribución de energía eléctrica, etc.
A la fecha, a más de 8 años de la última modificación legal en el ámbito de las Cooperativas, existe un claro interés de la ciudadanía en participar en ellas.
Actualmente, estas empresas llegan a tener más de 1.300.000 socios, lo que constituye al menos un 16% de la población activa.

La promulgación de la Ley N° 19.832 fue un gran avance para el sector cooperativo. No obstante, con el transcurso de los años, se ha observado que el texto de la ley deja abierta la posibilidad para que se establezcan restricciones al desarrollo del cooperativismo y se dificulten las labores del órgano fiscalizador –Departamento de Cooperativas-. Por su parte se ha detectado que es posible perfeccionar la normativa para permitir un mayor resguardo del capital social.

II. APORTES DE LAS COOPERATIVAS

Las cooperativas, han hecho importantes aportes al desarrollo del país, entre los que se cuentan los siguientes:

a) Han contribuido a la superación de la pobreza, mediante el mejoramiento de las actividades productivas y el mejor aprovechamiento de los recursos naturales, humanos, materiales y financieros. Por otra parte, han permitido que los sectores de bajos ingresos aprovechen mejor sus recursos en el uso de los servicios o en la compra de bienes, pudiendo compensar en parte dichos gastos debido a que las utilidades, si se producen, retornan a los socios que participaron en su creación;

b) Han contribuido a la generación de empleo a través de la creación de actividades productivas o de servicios, integrando pequeñas economías, generando economías de escalas, con el fin de hacerlas viables;

c) Han contribuido a la formación y a la participación ciudadana, mediante el ejercicio democrático, el que es periódicamente practicado por los socios de las cooperativas, a lo menos una vez al año;

d) Han ayudado a mejorar la distribución del ingreso, por cuanto su propiedad y, por ende sus resultados, se distribuyen entre muchos asociados en forma equitativa, y

e) Han generado importantes aportes al desarrollo local y regional, como lo demuestra la existencia de múltiples organizaciones de diverso tipo y tamaño en barrios y poblaciones urbanas o en pequeños pueblos o localidades rurales donde no existen los incentivos económicos necesarios para la instalación de otro de tipo de empresas.

Por otra parte, las cooperativas, en sus distintos tipos, entregan soluciones reales y concretas en diversas materias, entre las que se cuentan las siguientes: a) el acceso al crédito e incremento del ahorro; b) el acceso a la vivienda; c) la adquisición de bienes de uso y de consumo a menores precios; d) el abastecimiento de insumos, maquinarias y equipos, principalmente en áreas rurales; e) en la comercialización de los productos; f) en la prestación de servicios de salud, y g) en el abastecimiento de servicios básicos, como agua, electricidad y servicios sanitarios.

III. FUNDAMENTO DE LA INICIATIVA.

Durante la vigencia de la actual Ley General de Cooperativas ha sido posible identificar una serie de falencias en su marco regulatorio.

La primera de ellas dice relación con la excesiva burocratización respecto de la exigencia de un número determinado de socios para constituir cooperativas distintas a las de ahorro y crédito; falta de resguardo del patrimonio de la entidad; excesiva formalidad en las convocatorias a junta de socios; dificultad en la toma de decisiones al interior del gobierno corporativo; y problemas de interpretación en diversas disposiciones de las cooperativas de ahorro y crédito.

El incremento del patrimonio de las organizaciones constituye un elemento clave en el desarrollo y crecimiento de las empresas. Por lo anterior, el proyecto que se somete a la consideración del H. Congreso Nacional establece que todas las cooperativas constituyan e incrementen cada año un fondo de reserva legal, con el 20% de los remanentes del ejercicio, el cual no será susceptible de repartir. Lo anterior, aportará fortaleza financiera y estabilidad en el tiempo a la organización.

Consecuentemente con la naturaleza de carácter instrumental de su capital, los socios no tendrían un derecho individual sobre ningún tipo de reservas, ni siquiera al momento de su retiro.

Asimismo, se pretende fortalecer la regulación y fiscalización de las cooperativas. Para esto es necesario el fortalecimiento de la acción reguladora, a fin de garantizar que las exigencias de transparencia en el gobierno corporativo y los flujos de información se cumplan; y que, por otra parte, los derechos individuales de los socios se respeten.

El proyecto establece un catálogo especial de sanciones para los miembros de los estamentos directivos que incurrieren en algunas de las infracciones que se describen en el articulado. Se pretende corregir la falta de atribuciones del Departamento de Cooperativas para que cuente con un catálogo de sanciones más amplio, no limitado sólo a multas o la disolución forzada de la cooperativa. De esta forma, no se permitirá que malas prácticas de los administradores puedan ser perpetuadas en el tiempo.

Considerando la importancia de las cooperativas, el volumen de sus operaciones y los recursos que pueden llegar a tener o administrar y el necesario resguardo del bien común, el proyecto propone dotar al Departamento de Cooperativas, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de facultades adecuadas a una correcta, eficaz y oportuna fiscalización.

Asimismo, se pretende incentivar el desarrollo de las cooperativas de ahorro y crédito. En particular, el proyecto pretende otorgar nuevas facultades a las cooperativas de ahorro y crédito que se encuentren supervisadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF). Así por ejemplo, se pretende establecer la facultad de constituir o tener participación en sociedades filiales.
Respecto de las cooperativas de ahorro y crédito que superen las 400.000 UF de patrimonio, se propone como único órgano fiscalizador a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, solucionando de paso diversos problemas de interpretación de la norma actual, y regulando asimismo un procedimiento formal de traspaso desde una entidad fiscalizadora a otra, cuando fuere el caso.

Finalmente, se proponen diversas correcciones a la legislación actual, en cuanto a errores de referencia y remisión de artículos.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO


Los cambios que se proponen a la Ley General de Cooperativas se pueden resumir en los siguientes:

1.- Flexibilizar los requisitos necesarios para la constitución de las cooperativas y fortalecer su capacidad de gestión preservando su carácter participativo; 

2.- Incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema, otorgándole estabilidad patrimonial; e incorporando la participación de socios inversionistas;

3.- Actualizar y modificar el marco normativo de las Cooperativas de Ahorro y Crédito;

4.- Mejorar las facultades otorgadas por la Ley al Departamento de Cooperativas, para sancionar adecuadamente las conductas que puedan afectar la sana administración cooperativa; y

5.- Corregir errores de referencia y aclarar interpretaciones equívocas que han surgido con la aplicación de la Ley General de Cooperativas.

A continuación se detallan los contenidos de los cambios que se proponen:

1. Flexibilizar los requisitos necesarios para la constitución de las cooperativas y fortalecer su capacidad de gestión preservando su carácter participativo.

a. Número mínimo de socios.

Se propone, en primer término, modificar los artículos 13, 60, 84 y 91 de la LGC, los cuales establecen el número mínimo de socios que requiere una cooperativa para su constitución.
En efecto, desde el año 2008 a la fecha, se han constituido 248 cooperativas. De ellas sólo se ha creado una cooperativa abierta de vivienda y ninguna cooperativa de consumo. Por su parte, las cooperativas que requieren un número bajo de socios, como son las cooperativas de trabajo, con 5 socios como mínimo, alcanzan aproximadamente el 50% de las cooperativas constituidas -130-.
Se suma a ello que otros modelos societarios, como son las sociedades de responsabilidad limitada, en comandita, sociedades anónimas, abiertas o cerradas, exigen la participación de, a lo menos, 2 socios, por lo cual la exigencia de contar con un número elevado de socios dificulta la formación de cooperativas. 

Por lo expuesto, se propone modificar las normas legales que regulan estas materias, disminuyendo el número de socios exigido para la constitución de una cooperativa, salvo en lo que respecta a las cooperativas de ahorro y crédito, las cuales mantendrán como exigencia, contar con 50 socios como mínimo inicial.

Al efecto, se propone modificar el artículo 13 que ordena que, salvo los casos expresamente establecidos en la Ley General de Cooperativas, el número de socios de una cooperativa será ilimitado a partir de un mínimo de 10, rebajándolo a 5 socios requeridos para formar una Cooperativa, lo que constituirá la regla general.

En este mismo sentido, se deroga el inciso tercero del artículo 60, el cual establece que las cooperativas de trabajo deberán tener un mínimo de cinco socios. Lo anterior, a fin de hacer concordante esta normativa con la modificación propuesta al artículo 13.
En la actual Ley General de Cooperativas se establecen normas especiales respecto del número mínimo de socios que se requiere para formar una cooperativa abierta de vivienda y una cooperativa de consumo. El proyecto busca modificar el inciso primero del artículo 84, a fin de disminuir el número mínimo de socios de una cooperativa abierta de vivienda, de 300 a 200, y derogar en el artículo 91, el inciso segundo, que ordena que las cooperativas de consumo deben constituirse con 100 socios, a lo menos.

De esta forma, las cooperativas de consumo deberán constituirse con el mínimo de socios establecido en el artículo 13, como regla general para toda cooperativa.

Mediante estas reformas se pretende rebajar el número de socios necesario para constituir una cooperativa, incentivando la creación de este tipo de organizaciones como alternativa de desarrollo empresarial en Chile. Por su parte, la disminución del número de socios de las cooperativas abiertas de vivienda a 200, pretende incentivar este tipo de cooperativas, las que, en definitiva, solucionan el problema habitacional de gran parte de la población del país, logrando que familias de escasos recursos puedan acceder efectivamente a una solución habitacional.

En el caso de las cooperativas de vivienda abiertas, el monto establecido por Ley pretende que cada socio que ingrese a este tipo de cooperativas tenga un ahorro previo de UF 30, suma de dinero que se condice con la actual legislación habitacional, que requiere de montos similares para la entrega de subsidios.

Las reformas antes propuestas pretenden fomentar y promover el cooperativismo, mediante la disminución de las barreras de entrada y de organización de las cooperativas, en los términos antes expuestos. 

b. Adopción de decisiones en Cooperativas de 20 socios o menos.

En segundo término, a fin de flexibilizar el modelo cooperativista, se propone facilitar la adopción de decisiones en cooperativas con 20 socios o menos. En efecto, la actual normativa de cooperativas obliga a todas aquellas con más de 10 socios a constituir tres órganos sociales, a saber, un Consejo de Administración, una Junta de Vigilancia, y un Gerente.
El Consejo de Administración está conformado por regla general, por 5 miembros titulares y 2 miembros suplentes. Por su parte, la Junta de Vigilancia, se encuentra conformada, por regla general, por 3 personas. Si a ello sumamos el gerente de la Cooperativa, nos encontramos actualmente que, a lo menos, el 50% de los socios de estas cooperativas tienen participación en su dirección, generándose, de esta forma, una carga innecesaria en la administración, lo cual parece atentar contra las normas básicas de organización empresarial. A ello se debe sumar, el hecho que, como ha constatado el Departamento de Cooperativas de las actas de juntas de socios enviadas anualmente, existe dificultad para integrar los estamentos directivos, lo cual perjudica gravemente la conformación de tales órganos sociales.
Para solucionar el problema planteado, se propone otorgar a las cooperativas que tengan 20 socios o menos, la facultad de omitir la designación de un consejo de administración y de una junta de vigilancia, designado en su caso, sólo a un gerente administrador y a un inspector de cuentas, los cuales tendrán las facultades que la Ley confiere al consejo de administración y junta de vigilancia, respectivamente.
Tal facultad será materia de junta de socios, al incorporarla como la nueva letra d), del artículo 23, de la LGC.
La solución antes descrita, ya se encuentra incorporada en la actual LGC, artículo 61, pero sólo aplicable a las cooperativas de trabajo con 10 socios o menos.

Con la modificación propuesta, se logra el objetivo perseguido, es decir, disminuir los costos de cooperativas consideradas pequeñas y flexibilizar su capacidad de respuesta y de toma de decisiones.
c. Formalidades para la convocatoria de Juntas Generales de Socios.

En tercer lugar, se hace necesario adecuar la legislación de cooperativas, en cuanto a las formalidades exigidas para la convocatoria a juntas generales de socios. La actual legislación establece que, para citar a una Junta General de Socios, debe enviarse una citación por correo a cada socio, además de publicar un aviso en un diario de circulación en la zona donde la cooperativa tenga operaciones o bien, en un diario de circulación nacional.

Las formalidades de convocatoria antes señaladas, aumentan considerablemente los costos operacionales de las cooperativas, tanto para las entidades con un número importante de socios, como para aquéllas con un número reducido de ellos, pues ambas deben, actualmente, convocar a juntas de socios por citación en un diario y citación por correo. Se suma a lo anterior, lo elevado de esos costos (aproximadamente $300 pesos por carta y $50.000 pesos un aviso), lo que desincentiva a las administraciones de las cooperativas el convocar periódicamente a junta de socios para conocer su impresión respecto de diversas materias de orden social, limitándose su celebración a la asamblea anual contemplada en la Ley General de Cooperativas.
Por lo anterior, se propone introducir en el inciso final del artículo 23 de la LGC, la posibilidad de publicar el aviso de citación en un medio de comunicación social, que para el efecto, debe entenderse en los términos del artículo 2° de la Ley N° 19.733, esto es, “aptos para transmitir, divulgar, difundir o propagar, en forma estable y periódica, textos, sonidos o imágenes destinados al público, cualesquiera sea el soporte o instrumento utilizado”. Además de ello, proponemos consagrar legalmente, la posibilidad de citar a junta de socios a través de correo electrónico.

La misma disposición es aplicable a las cooperativas especiales agrícolas y de abastecimiento de energía eléctrica.

Estas modificaciones tienen su fundamento en que las nuevas formas de notificación amparadas y reconocidas por nuestro ordenamiento jurídico, permiten la intimación por correo electrónico y en la conveniencia de establecer procedimientos que faciliten una fluida comunicación entre la cooperativa y sus socios, junto con reducir los gastos de administración de las cooperativas.

d. Fecha de celebración de la Junta General de Socios.

La actual legislación, en su artículo 6°, letra f), obliga a las cooperativas a celebrar, a lo menos una junta general de socios, dentro del cuatrimestre siguiente a la confección del balance.
Tal obligación ha presentado durante su vigencia dos problemas principales. El primero, dice relación con la dificultad de establecer con precisión el momento en que la cooperativa confecciona su balance, para así contabilizar el cuatrimestre siguiente para la celebración de la junta general de socios.
El segundo, de orden práctico, es que las cooperativas celebran sus juntas generales de socios, por regla general en el mes de abril, sin contar en muchas oportunidades con sus estados financieros presentados al Servicio de Impuestos Internos, ya que para cumplir tal obligación tienen como plazo fatal el último día del mes de abril.
Por lo anterior, y para hacer concordar los estados financieros presentados a la junta general de socios con aquellos presentados ante el Servicio de Impuestos Internos, se propone modificar el artículo 6°, letra f), estableciendo que la junta general de socios anual debe celebrarse dentro del primer semestre de cada año.
Con esta reforma, se establece con claridad, y certeza un plazo límite para la realización de la junta general de socios, evitándose en consecuencia problemas de interpretación, además de permitir a los socios el examen de los estados financieros debidamente presentados a los entes fiscalizadores respectivos.

e. Facilitar la formación y el financiamiento de Cooperativas mediante la figura de socio inversor.
El presente proyecto establece como novedad dentro de la legislación cooperativa, determinadas normas que permiten que una cooperativa pueda obtener financiamiento de sus propios socios, a través de un aumento de capital. De igual forma, se permite que las cooperativas puedan constituirse desde su inicio con un socio inversor, que sobrepase los límites de capital establecidos en la Ley General de Cooperativas.
En este orden de ideas proponemos las siguientes reformas:

La legislación actual establece que cada socio tiene derecho a un voto –artículo 1° de la LGC-, lo anterior, sin importar el capital que el socio mantenga en la cooperativa. A su vez, el artículo 17 de la LGC, limita el porcentaje máximo de capital que puede mantener un socio, estableciendo dicho límite en un 20%, como regla general y 10% en las cooperativas de ahorro y crédito.
Durante la vigencia de la actual normativa, se ha detectado que innumerables emprendimientos requieren en su inicio de un socio inversor que posibilite la constitución y puesta en marcha de un negocio en particular. Sin embargo, bajo la actual legislación, ningún socio puede comprometerse en la cooperativa más allá de los porcentajes antes citados de capital, es decir con un tope de 10% o 20%, según sea el caso. Lo referido, constituye una limitante, ya que, frente al financiamiento de un negocio, o la puesta en marcha de una cooperativa, no es posible obtener recursos de socios que sobrepasen los límites de capital citados.

Por su parte, durante la vigencia de la entidad, y a fin de obtener financiamiento para futuros proyectos, se obliga a la cooperativa a recurrir a los medios tradicionales de endeudamiento (banca), por cuanto al exigir que ninguno de los socios sobrepase el 10% o 20% del capital, no se posibilita que un socio determinado -creyendo en el proyecto-, pueda aumentar su capital en la cooperativa más allá de los límites establecidos, incurriendo por tanto la cooperativa en un alto costo financiero, si lo obtiene, el que es más elevado que el proveniente de un socio inversionista.
Por lo anterior, creemos necesaria la modificación del artículo 17 de la LGC, estableciendo que ningún socio podrá ser propietario de más de un 40% del capital de una cooperativa. No obstante lo anterior, se permitirá sobrepasar este porcentaje hasta el doble sólo para efectos de su constitución y por un plazo que no podrá exceder de un año contado desde su constitución.

Asimismo, se aumenta el porcentaje de capital contemplado en el inciso segundo del artículo 95 de la LGC, de 30% a 40%. Este porcentaje se refiere al máximo de capital que podrá pertenecer a un socio en las cooperativas especiales agrícolas y de abastecimiento de energía eléctrica.
Con la modificación propuesta, y dada las dificultades que tienen las cooperativas y las Mipymes en general para obtener fuentes de financiamiento, se persigue que, a través de los aportes que uno o más socios puedan realizar a través de capital, estas cooperativas puedan contar con los recursos necesarios para realizar inversiones, manteniendo la premisa de un socio un voto y sin que adquieran la calidad de mayoría absoluta en términos de capital.

Además de ello, se posibilita que sólo para la constitución de una cooperativa, un socio pueda aportar hasta el 80% del capital, de forma de no entrabar la formación de la entidad. No obstante lo anterior, tal inversionista tiene el plazo de un año para rebajar su capital al máximo permitido en la Ley.
Sin perjuicio de lo anterior, y dada la posibilidad de concentración del capital en las cooperativas de ahorro y crédito, es necesario incorporar como limitante para ellas que los socios que superen el 10% del capital, deberán cumplir los requisitos del artículo 28 de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 3, de 1997. En este caso, el Departamento de Cooperativas o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en su caso, verificaran el cumplimiento de estos requisitos.

Esta limitante tiene por objeto incorporar requisitos preventivos de solvencia e integridad a los socios que sobrepasen un porcentaje del capital, y así salvaguardar la fe pública comprometida en las operaciones que realiza una cooperativa de ahorro y crédito.

f. Modificaciones en cuanto a la designación de miembros del Consejo de Administración por personas jurídicas de derecho público o privado.

El presente proyecto de ley propone derogar los incisos 3 y 5 del artículo 24 de la LGC.

Las disposiciones antes señaladas confieren a personas jurídicas de derecho público o privado, el derecho a designar un número de miembros en el Consejo de Administración. Tal derecho, se encuentra limitado a un máximo de 40% de los integrantes titulares y suplentes del Consejo. Bajo estas normas, se ha establecido una modalidad que permite a socios personas jurídicas tomar el control de una cooperativa, sin posibilitar que los socios ordinarios puedan tener injerencia en las decisiones de la administración, vulnerando con ello, el principio básico de toda cooperativa, esto es, un socio un voto.

En efecto, durante la vigencia de la actual normativa se ha observado que los estatutos de las cooperativas crean distintas calidades de socios, posibilitando que un grupo de ellos tome el control de la cooperativa.

Tal control se logra, en la práctica, con la creación de tres estamentos: el primero de ellos está compuesto por las personas jurídicas a que alude el artículo 24 de la LGC -40% del consejo-, el segundo estamento lo componen sólo un exclusivo número de socios, generalmente designados por las mismas personas jurídicas que mantienen el 40% del consejo, y el tercero grupo, constituido por los socios comunes.

La situación antes descrita produce, en la práctica, que los socios que pertenecen a los estamentos dos y tres antes indicados, deban ser aceptados por el consejo de administración, razón por la cual ese órgano determina qué socios pertenecerán a uno u otro estamento.

Por lo anterior, concertados dos estamentos de socios, en la práctica, éstos toman el control de la administración de la cooperativa, imposibilitando que los socios comunes puedan tener injerencia en las decisiones de la administración de la entidad.

A fin de resolver el problema antes planteado, se propone la derogación de los incisos tercero y quinto del artículo 24 de la LGC, ya que no existe razón para mantener una atribución como ésta, que en definitiva constituye un verdadero privilegio que rompe el principio de igualdad entre los socios.

2. Incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema, otorgándole estabilidad patrimonial; y la participación de socios inversionistas

a. Limitaciones temporales para el retiro del capital social.

Atendido a que como se indicó anteriormente, el presente proyecto posibilita que un socio pueda alcanzar hasta el 40% del capital de una cooperativa, y que en el caso de un socio inversor, al momento de la constitución de la entidad dicho porcentaje pueda duplicarse, se hace necesario fijar determinadas limitaciones a objeto de impedir una descapitalización inesperada de la cooperativa, y que, con ello, se afecten los derechos de los demás socios y el sustento futuro de la misma.

Para lo anterior, se propone agregar en el artículo 19 de la LGC que aquellas personas que, habiendo perdido la calidad de socios, tengan un porcentaje mayor al 20% del capital, podrán solicitar la devolución de sus cuotas de participación hasta un monto total del 20% del capital social de la cooperativa, en la forma y plazos contemplados en los estatutos, en la LGC y en su reglamento. El saldo que sobrepase el 20% podrá retirarse sólo una vez transcurridos 24 meses desde la pérdida de la calidad de socio o en su defecto, hasta que se enteren nuevos aportes equivalentes al del acreedor ex socio que supere el 20% antes señalado.

En este sentido, se agrega además que en el caso que el socio disidente tuviese un porcentaje mayor al 20% del capital, se aplicará lo dispuesto anteriormente.

Con la reforma propuesta se minimiza el riesgo de descapitalización de una cooperativa con altas concentraciones de capital, en el evento de que el socio que tenga dicha calidad, decida retirarse de la entidad.

b. Fortalecimiento de la estabilidad patrimonial.

La actual Ley General de Cooperativas, en su artículo 38 obliga sólo a las cooperativas de ahorro y crédito y a las abiertas de vivienda a constituir e incrementar cada año un fondo de reserva legal, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes. Estas cooperativas son actualmente, según datos del Departamento de Cooperativas, 45 empresas.
En este contexto, la reserva legal, según lo dispuesto en la legislación cooperativista, tiene como fundamento principal proporcionar una mayor estabilidad económica a la cooperativa, conservar su capital, y dar mayor garantía a los acreedores y socios de la cooperativa. En definitiva, la reserva legal es un incremento efectivo de patrimonio y cubre eventuales pérdidas que pueda generar la explotación del negocio de la empresa.
En la actualidad, las cooperativas distintas de las de ahorro y crédito, y abiertas de vivienda, tienen plena libertad para acordar el destino de sus remanentes. Al efecto, estas cooperativas pueden constituir fondos de reserva voluntaria, mientras que pueden distribuir el excedente en dinero entre sus socios o emitir cuotas de participación liberadas de pago, lo que en normativa de sociedad anónima se denominan crías.

Cabe señalar que los fondos de reserva voluntaria, la distribución de dinero, y las cuotas liberadas de pago, aumentan en definitiva el patrimonio personal del socio, pero no contribuyen a dar solidez patrimonial a la cooperativa. Vale decir, cuando un socio se retira de la cooperativa, tiene derecho a la devolución de los montos actualizados de sus cuotas de participación, montos que incluyen su porcentaje en las reservas voluntarias, y el aumento de capital producto de las cuotas liberadas de pago.

De esta forma, no existe para la gran mayoría de las cooperativas la obligación de constituir anualmente un fondo para solventar futuras pérdidas ni el incentivo para los socios de constituir este tipo de incrementos de patrimonio de la cooperativa, por cuanto el mismo afecta directamente su patrimonio personal.

Lo anterior, se contrapone con el éxito que ha demostrado tal obligación en las cooperativas de ahorro y crédito. Al efecto, tal disposición ha obligado a estas entidades a mantener constantemente un mecanismo de resguardo ante futuras pérdidas y ante las fluctuaciones del mercado, lo que en definitiva protege la empresa, y el fin social que ésta persigue.

Este proyecto propone obligar a todas las cooperativas a constituir e incrementar cada año un fondo de reserva legal no susceptible de reparto hasta su disolución, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes. Lo anterior permitirá, por una parte, solucionar el problema antes planteado, obligando a todas las cooperativas a constituir este fondo, y por el otro, posibilitar que anualmente los socios puedan disponer del 80% restante del remanente, para distribuirlo conforme a la voluntad de la asamblea de socios.

Por lo expuesto, se logrará incrementar permanentemente el capital de la cooperativa y, por ende, su propia responsabilidad social. A su vez, aumentará el respaldo financiero de las cooperativas como actor ante el sistema financiero, otorgándole estabilidad y proyección. Se exceptúan de tales disposiciones, las cooperativas abiertas de vivienda, las que deberán constituir el 100% del excedente generado (remanente) como fondo de reserva no susceptible de repartir hasta su disolución y posterior liquidación, dado que, en este caso, por la permanente entrada y salida de socios debido a que su permanencia está ligada al tiempo que dure la solución habitacional, -lo que, por regla general, no alcanza el año-, los socios no necesariamente participarán de la distribución de remanentes o pérdidas generadas mientras forman parte de la cooperativa.

Atendiendo lo anterior, no resulta conveniente que los socios tengan participación en la distribución de los excedentes o en absorber eventuales pérdidas generadas, por cuanto los mismos se generarán en un período posterior al que el socio perteneció a la cooperativa.

c. Participación del socio en el patrimonio.

La participación de los socios en el patrimonio de la cooperativa, se expresa en cuotas de participación. Sin embargo, bajo la actual legislación, existen diversas normas que dificultan una interpretación clara y expresa de lo que debe entenderse por cuotas de participación y cuándo debe establecerse su valor.
Al respecto, cabe recordar que es de suma importancia contar con una normativa que regule con claridad este tipo de materias, en cuanto ella permitirá al socio apreciar, sin dificultades ni interpretaciones, si su porcentaje en el patrimonio se ha incrementado, o por el contrario ha decrecido, y en consecuencia, apreciar de mejor forma los resultados económicos de la administración de la cooperativa.

En efecto, el artículo 31 de la LGC establece como componentes de la cuota de participación, entre otros, el ajuste monetario señalado en el inciso tercero del artículo 34 de la LGC, y los excedentes del ejercicio. Ambos conceptos dificultan la interpretación de las cuotas de participación. En cuanto los excedentes del ejercicio, en conformidad al artículo 38 de la LGC, pueden o no capitalizarse, caso en el cual ya forman parte del capital del socio (primer componente de la cuota), o pueden distribuirse en dinero, caso este último en el que no forman parte del capital del socio en la cooperativa. Asimismo, por expresa disposición del artículo 34 de la LGC, el ajuste monetario no conforma parte de la cuota porque al primer día hábil siguiente al cierre del periodo contable, el ajuste redistribuye proporcionalmente entre las cuentas del patrimonio.

En este mismo sentido, actualmente no existe claridad si el socio que ingresa a una cooperativa tiene derecho o participación sobre todas las reservas voluntarias que mantenga la cooperativa, o sólo sobre aquellas constituidas con posterioridad a su ingreso.
Por lo anterior, se propone que el socio que ingresa a la cooperativa sólo pueda tener participación en las reservas voluntarias creadas con posterioridad a su ingreso. En efecto, determinar lo contrario, sería otorgar a un socio los beneficios originados por el esfuerzo de otros socios en un ejercicio anterior a su ingreso a la cooperativa. Vale decir, el nuevo socio aumentaría el valor de su cuota de participación sin existir causa para ello.
Refuerza lo planteado, el hecho de que si los socios en el ejercicio en que se originó la reserva voluntaria, hubiesen tomado una decisión distinta a formar la reserva, por disposición legal, tales fondos habrían incrementado el capital de cada socio existente a la fecha, o distribuidos en dinero en efectivo a los socios, posibilidades estas últimas, en las cuales el socio nuevo que ingresa no tiene derecho alguno.
En este mismo contexto, tampoco se encuentra determinado el periodo de tiempo en que debe actualizarse el valor de las cuotas de participación.
Por todo lo expuesto previamente, se propone establecer diversas modificaciones al 
artículo 31 de la LGC. En primer término, se modifica la definición de cuotas de participación, eliminando los conceptos de excedentes y ajuste monetario. Además, se agrega un nuevo inciso cuarto con la finalidad de establecer que los socios sólo tendrán derecho a las reservas voluntarias efectivamente enteradas por ellos y/o aquéllas que se generan a contar del ejercicio anual de su ingreso. Finalmente, se establece en el inciso quinto que, anualmente, se debe actualizar el valor de las cuotas de participación de los socios.

Con las modificaciones antes expuestas se intenta establecer con claridad la conformación de las cuotas de participación de los socios, y el periodo en el cual deben actualizarse.
3. Actualizar y modificar el marco normativo de las Cooperativas de Ahorro y Crédito.

a. Modificación al patrimonio mínimo de las Cooperativas de Ahorro y Crédito.

La actual legislación de cooperativas establece que el patrimonio mínimo de las cooperativas de ahorro y crédito no podrá ser inferior a 1.000 unidades de fomento.

La experiencia de la actual LGC ha demostrado que una cooperativa no puede comenzar sus operaciones con menos de 10.000 UF, por cuanto es necesario tener recursos para operar y cubrir eventuales contingencias y contar con un capital mínimo necesario, que permita y respalde las operaciones propias del giro, es decir, otorgar créditos y captar fondos.
Por contrapartida, mantener como monto mínimo 1.000 UF, seguiría incentivando la creación de cooperativas de papel, que inmovilizando sólo 1.000 UF, crean instituciones financieras cuyo único objeto es evitar las regulaciones más exigentes que impone la Ley General de Bancos, las cuales requieren de cantidades importantes de capital para su constitución -800.000 U.F.-.

Por lo anterior, el presente proyecto propone un aumento del capital mínimo para la constitución de este tipo de cooperativas desde 1.000 UF a 10.000 UF. Lo anterior, se fundamenta en la necesidad de aumentar el límite de capital para permitir un mínimo de solvencia a este tipo de cooperativas, con el fin de otorgar mayor confianza a los socios y disminuir la posibilidad de fraudes.
b. Facultad de constituir o tener participación en sociedades filiales para cooperativas de ahorro y crédito fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF).

La actual legislación faculta a las cooperativas de ahorro y crédito para realizar las operaciones que describe el artículo 86 de la LGC. De ellas, la LGC reserva las facultades que se listan a continuación sólo a cooperativas de ahorro y crédito con un patrimonio pagado igual o superior a 400.000 unidades de fomento y que se encuentren sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: (a) Emitir bonos y otros valores de oferta pública; (b) Otorgar mutuos hipotecarios endosables; (c) Emitir letras, órdenes de pago y giros contra sus propias oficinas o corresponsales; (d) Conceder a sus socios, previa autorización de la SBIF, préstamos en moneda nacional, mediante la emisión de letras de crédito, de conformidad con lo dispuesto en el Título XIII del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, que contiene el texto refundido y sistematizado de la Ley General de Bancos; (e) Efectuar cobranzas, pagos y transferencias de fondos; (f) Emitir y operar tarjetas de crédito, para sus socios.
Estas cooperativas fiscalizadas por la SBIF, compiten directamente con la banca dentro del segmento de los créditos de consumo inferiores a 200 UF. Es más, a nivel de colocaciones a empresas, tanto las cooperativas, bancos especializados y divisiones especializadas de crédito poseen participaciones similares respecto al total de colocaciones de su tipo (BBVA Express, Banco Nova, Banco Credichile, Banefe, Banco Condell, Atlas).

Sin embargo, se observa que en la actualidad, la competencia entre bancos e instituciones financieras y cooperativas de ahorro y crédito fiscalizadas por la SBIF no es equitativa. Lo anterior, debido a que los bancos e instituciones financieras tienen la facultad de constituir sociedades filiales, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 69 N° 15 de la Ley General de Bancos, facultad que por no disponerlo el artículo 86 de la LGC, no pueden desarrollar las cooperativas sometidas a supervisión y fiscalización de la SBIF.

Esta asimetría se manifiesta en que los bancos e instituciones financieras, al tener la posibilidad de constituir sociedades filiales, obtienen ingresos en aquellas áreas donde una cooperativa debe externalizar sus servicios, derivando en consecuencia en mayores gastos para la cooperativa y para sus socios.

Basta señalar que los diversos seguros asociados a los créditos de consumo en la banca son prestados por entidades filiales de los bancos (a tasas o primas menos gravosas que en el mercado), y que en las cooperativas tal servicio debe contratarse a empresas externas a la cooperativa, muchas veces, de propiedad de la misma banca.

Por tanto, y a fin corregir esta diferencia, proponemos otorgar a las cooperativas de ahorro y crédito supervisadas y fiscalizadas por la SBIF, la facultad de constituir o tener participación en sociedades filiales, conforme al Título IX, de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 3, de 1997.

c. Supervisión y fiscalización de cooperativas de ahorro y crédito con un patrimonio superior a las 400.000 UF.

Respecto de esta clase de cooperativas, se propone, además, que su fiscalización quede entregada en forma íntegra a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Lo anterior, en atención a que, en la actualidad existe una doble fiscalización a este tipo de cooperativas.
Por un lado, se encuentra la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que fiscaliza únicamente las operaciones económicas que realice este tipo de cooperativas, y por otro, el Departamento de Cooperativas que fiscaliza y supervisa los aspectos legales societarios de la entidad.

Durante la vigencia de la actual legislación, han existido casos en que se ha presentado una contraposición de fiscalizaciones respecto de un mismo hecho, lo cual se explica debido a las diversas interpretaciones sobre el contenido de sus operaciones económicas. En este sentido, se propone, a fin de evitar interpretaciones contradictorias, establecer un único órgano regulador a objeto de unificar criterios de fiscalización.
Con la actual legislación, también se han originado problemas de interpretación respecto de aquellas cooperativas que, encontrándose fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, por diversas razones de mercado, disminuyen su patrimonio por debajo de las 400.000 UF.
Atendido a que esta situación ha originado interpretaciones diversas entre dos órganos públicos, como son la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y el Departamento de Cooperativas, se propone modificar el artículo 87 de la LGC, en el sentido de establecer que aquellas cooperativas de ahorro y crédito sometidas a la supervisión y fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, lo serán hasta su total y entera liquidación.

Lo expuesto, tiene pleno sentido, considerando que este tipo de cooperativas pueden, por tener un patrimonio superior a las 400.000 UF, realizar operaciones, tales como el otorgamiento de tarjetas de crédito, las que, pese a bajar el patrimonio antes señalado, podrían seguir operándolas. Se agrega a lo anterior el hecho de que las cooperativas fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, cuentan con la garantía estatal a los depósitos, de modo tal de que se perdería dicha garantía sólo porque la entidad disminuye su patrimonio.

Por su parte, para las cooperativas de ahorro y crédito que superan las 400.000 UF de patrimonio, el presente proyecto establece con claridad que el único requisito para su traspaso a la Superintendencia es superar tal barrera patrimonial.

Los requerimientos contemplados en la LGC, no son de implementación inmediata, y traen aparejados elevados costos que deben soportar las cooperativas, por lo que es de especial importancia preparar el traspaso entre los órganos fiscalizadores, cuando la cooperativa proyecte superar el monto de 400.000 UF.
Para acreditar el cumplimiento del requisito antes señalado, los estados financieros de la cooperativa de ahorro y crédito deberán ser auditados por auditores externos inscritos en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, o en la Superintendencia de Valores y Seguros.
Por lo expuesto, proponemos incorporar un artículo 87 bis, a fin de evitar cualquier posible interpretación respecto al organismo público encargado de la supervisión y fiscalización de este tipo de cooperativas.
Asimismo, se propone incorporar como incisos segundo y tercero del artículo 87 bis, que el administrador provisional que se designe en conformidad al artículo 24 de la Ley de Bancos, esté facultado para enajenar todo o parte sustancial de los activos de la referida entidad, previo informe a la Junta General de Socios de la Cooperativa de Ahorro y Crédito, sobre su conveniencia económica y sus efectos en la estabilidad financiera de la cooperativa. 

4. Otorgar al Departamento de Cooperativas mejores facultades para sancionar las malas práctidas de las administraciones.

Por expreso mandato legal se ha entregado la fiscalización y supervisión de las cooperativas al Departamento de Cooperativas, dependiente del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, sin perjuicio de aquellas cooperativas que son fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.
A fin de cautelar el cumplimiento de los estatutos, de la LGC, de su reglamento y las demás normas legales pertinentes, se han entregado al Departamento de Cooperativas dos tipos de facultades sancionatorias. La primera de ellas, contemplada en el artículo 58 de la LGC, es la de cursar una multa a quien detenta la administración de la entidad, si se incurre en infracciones a las leyes, al reglamento, a los estatutos y a las demás normas que rigen a las cooperativas, o en incumplimiento de las instrucciones que les imparta el Departamento de Cooperativas.

La segunda, contemplada en el artículo 43, de la LGC, es la de solicitar la disolución forzada de la entidad, basada en el incumplimiento reiterado de las normas que se fijen o de las instrucciones que imparta el Departamento de Cooperativas o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, por contravención grave o inobservancia de la LGC, de los estatutos sociales de la cooperativa o de otras causales contempladas expresamente en otros cuerpos normativos.
En la actualidad, el Departamento de Cooperativas tiene diversos problemas en cuanto a la aplicación de este régimen de sanciones.

a. Monto de las multas aplicadas por el Departamento de Cooperativas.

Cabe indicar que el artículo 58 de la LGC establece que las multas que puede aplicar el Departamento de Cooperativas tienen un tope de 25 UTM, como monto global por cooperativa, y en caso reiteración un tope de 50 UTM.
Asimismo, la regla general para un Consejo de Administración compuesto por 5 consejeros y un gerente, es que a cada uno de ellos el Departamento de Cooperativas puede multarlos con un máximo de 4 UTM, lo que atendido el carácter de las actuaciones merecedoras de sanción, resulta insignificante para el patrimonio de la cooperativa.

Por lo demás, tales montos no producen el efecto de sancionar efectivamente a quien cometió tales conductas, por cuanto, por su baja cuantía tienen más un efecto testimonial que correctivo.
b. Facultad del Departamento de Cooperativas para disolver una cooperativa.

El segundo problema es respecto a la facultad del Departamento de Cooperativas de solicitar la disolución forzada de la entidad, lo cual perjudica a todos los socios de la Cooperativa y no a sus malas administraciones. A modo de ejemplo, cabe tener en consideración aquellas cooperativas en que resulta nefasta su disolución para los socios, por los servicios que prestan, como es el caso de las de ahorro, abiertas de vivienda, o las que proveen servicios básicos como la electricidad y el agua. En estos casos resulta más conveniente establecer otro tipo de sanciones, posibles de aplicar, que solicitar la disolución forzada.

Por lo antes expuesto, se propone modificar el artículo 43 de la LGC, en orden a incorporar dos nuevas causales de disolución, a saber: la no celebración en dos años consecutivos de la Junta General de Socios, y la de mantener un socio más del 40% del capital social, transcurrido un año desde la constitución de la cooperativa.

La primera causal posibilitará al Departamento de Cooperativas sanear una serie de cooperativas que se encuentran, en la actualidad, sin operación, desconociéndose su última directiva, distorsionando la información que se maneja al respecto. A la fecha, en los registro del Departamento de Cooperativas, figuran aproximadamente 1.200 cooperativas no disueltas legalmente, y que no presentan actividad comercial.
La segunda causal que se propone introducir a la LGC tiene como objeto cautelar que un socio no sobrepase el 40% del capital de la cooperativa, posibilitando a otros socios a participar en las operaciones de dicha cooperativa.

c. Falta de graduación de las sanciones por parte del Departamento de Cooperativas.

El tercer problema de la actual normativa, lo constituye la falta de graduación en el sistema de sanciones, debido a que el actual artículo 58 no lo permite, por lo que el Departamento de Cooperativas debe pasar de cursar multas de muy bajo monto a solicitar la disolución de la Cooperativa, medida esta última, que, tal como se señaló anteriormente, perjudica a todos los socios, los que muchas veces no tiene conocimiento de los motivos o causas que originan la solicitud de disolución.

Para resolver este problema, se propone la derogación del artículo 58 y su reemplazo por una nueva disposición que establezca las actuaciones que constituyen infracciones a las obligaciones contempladas en la LGC.
Por lo anteriormente expuesto, proponemos el siguiente catálogo de infracciones:
a) Dificultar o impedir el ejercicio de cualesquiera de los derechos reconocidos en esta ley; b) Impedir u obstruir el ejercicio de las funciones fiscalizadoras y de inspección del Departamento de Cooperativas; c) Denegar la entrega de información al Departamento de Cooperativas y/o a los socios, cuando éstos tengan facultades para solicitarlo; d) Realizar acciones que atenten o puedan atentar contra el prestigio, patrimonio y buen funcionamiento de la cooperativa; e) Incumplir las instrucciones impartidas por el Departamento de Cooperativas; y f) Infracción a cualquiera de las obligaciones a que hace referencia esta Ley y su Reglamento que no estén tipificadas y sancionadas en una norma especial.

Para hacer coherente lo antes señalado, se propone insertar un artículo 58 bis nuevo, el cual, en lo esencial, contendrá al antiguo artículo 58 de la LGC, pero aumentando la cuantía de las multas a 100 UTM, y en el evento de reiteración a 1000 UTM.
Del mismo modo, este nuevo artículo 58 bis, contempla la facultad de que, en caso de infracciones a los estatutos, a la LGC y/o a su reglamento, el Departamento de Cooperativas podrá remover a uno o más de los miembros del consejo de administración y/o al gerente general. Lo anterior permitirá que el Departamento de Cooperativas no tenga que aplicar medidas extremas como es la disolución de la cooperativa, sino sancionar a las malas administraciones sin causar un daño o perjuicio a los socios de la cooperativa.

Por su parte, se propone que el artículo 58 bis establezca una facultad para que el Departamento de Cooperativas, en caso de remover a la totalidad de los miembros del Consejo de Administración o al Gerente, instruya la celebración de una Junta General de Socios, la que deberá realizarse en un plazo de 30 días contado desde la notificación del oficio respectivo. El Departamento de Cooperativas podrá, además, nombrar a un funcionario de su dependencia, que tendrá la facultad de recopilar la información relevante de la cooperativa, la que será presentada ante la Junta General de Socios.
Mediante estas modificaciones, se logrará sancionar a aquellos consejeros o gerentes, que incumplan la normativa legal, sin afectar al resto de los socios de la cooperativa, y que, en el evento de acreditarse que todo el consejo ha actuado irregularmente, se pueda remover en pleno la dirección de la cooperativa. En tales circunstancias, se convocará a una Junta General de Socios, donde se deberá elegir en pleno a las nuevas autoridades, Junta en la que un funcionario del Departamento de Cooperativas presentara la información de la cooperativa que motivo la remoción de las autoridades respectivas.
El nuevo artículo 58 bis, dispone, además, que las personas removidas de sus cargos no podrán ser elegidas dentro de los estamentos directivos de la cooperativa dentro del plazo de diez años, contado desde la fecha de la notificación de su remoción.

Todo lo anterior, pretende otorgar gobernabilidad, estabilidad y que malas prácticas sean sancionadas con el suficiente rigor. Además, se faculta al Departamento de Cooperativas para intervenir oportunamente en la administración de una cooperativa cuando se detecte que existe riesgo cierto de inestabilidad o pérdida patrimonial, por la vía de recopilar información relevante para ponerla en conocimiento de la Junta General de Socios.

Con las reformas incorporadas, se otorga al Departamento de Cooperativas un abanico más amplio de atribuciones para actuar frente a infracciones de cooperativas. Lo anterior es concordante con la legislación comparada. Así, por ejemplo, la Ley Española de Cooperativas, al regular las sanciones por parte del organismo de control estatal respectivo, establece sanciones que van desde la multa hasta la descalificación, esta última, una vez firme, significará la disolución de la cooperativa.

Respecto de esta materia, proponemos por último, señalar expresamente que el Jefe del Departamento de Cooperativas deberá comunicar al Ministerio Público los hechos que revistan caracteres de delito que tome conocimiento con motivo del ejercicio de su función fiscalizadora en alguna institución sometida a su vigilancia.

5. Corrección de errores de referencia e interpretación en la Ley General de Cooperativas.

a) Se adecuan las referencias de la LGC a la actual denominación del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y a la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño.

A tal efecto, se propone modificar las alusiones contempladas en los artículos 12, 40, 43 y 111 de la LGC.

b) Se aclara en el inciso primero que la distribución de los excedentes por operaciones de sus socios se realiza a prorrata de ellas, pero de acuerdo con lo señalado en los estatutos, en esta ley y en su reglamento.

Lo anterior evita dejar al libre albedrío interpretaciones sobre este punto, salvo lo expresamente señalado en los propios estatutos, en la Ley de Cooperativas y en su reglamento.

c) Se propone agregar que las personas que pueden ser socias de una cooperativa pueden ser nacionales o extranjeras.

Lo anterior, pretende dejar claramente establecido que, tanto personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, pueden participar como socios de cooperativas.
d) Se propone modificar el reenvío del artículo 29 al artículo 123 de la LGC.

Se ha constatado un error en el actual artículo 29, el que hace mención a un "inciso precedente" que no existe. En efecto, el numeral 44 del artículo 1° de la Ley N° 19.832 contiene el texto del antiguo artículo 48 en el que figuran unidas las disposiciones que el Decreto con Fuerza de Ley N° 5, de 2003, separó en los artículos 29 y 123, generando la referida contradicción.

e) En el artículo 85, se propone eliminar en el inciso final, la frase “un máximo de 300 socios”, limitándolo sólo a aquellas cooperativas abiertas de vivienda que tengan un solo programa habitacional.

Con lo anterior, se logra salvar una contradicción que existe entre los artículos 84 y 85 de la LGC. Ella se observa al analizar que, en tanto el artículo 84, en la parte final de su inciso primero dispone que las cooperativas abiertas de vivienda tendrán un número de, a lo menos, 300 socios, el inciso final del artículo 85 se refiere a las cooperativas abiertas de vivienda que tengan un máximo de 300 socios. Esto es, para la primera norma no pueden existir estas cooperativas si no alcanzan a tener como mínimo 300 socios y para la otra, sólo podrán celebrar sus Juntas Generales si tienen un máximo de 300 socios.

El inciso final del artículo 85 parece liberar a las cooperativas de vivienda abierta del cumplimiento de ciertas exigencias que este mismo artículo establece para este tipo de cooperativas. Así, podría entenderse, por ejemplo, que una cooperativa abierta de vivienda que sólo tiene un programa habitacional, pueda eximirse de ciertas obligaciones, como por ejemplo la establecida en el inciso tercero de este artículo que obliga a estas entidades, cada vez que se cita una Junta General de socios, a convocar a las asambleas de programa con a lo menos 30 días de anticipación para analizar los temas que se tratarán y a elegir a sus representantes.

f) Se propone sustituir en el inciso primero del artículo 7° transitorio, el vocablo final de “deudor” a “acreedor”.
El artículo 7° transitorio de la LGC, incurre en un error al determinar que si la cooperativa mantiene una deuda, ésta se denomina en la contabilidad como “saldo deudor”, en efecto, corresponde bajo las normas contables generalmente aceptadas, denominar tal cuenta como “saldo acreedor”.

g) Se propone eliminar del artículo 86, inciso final, la expresión “pagado”, después de patrimonio. Lo anterior, tiene plena validez atendido a que es incorrecto actualmente referirse a patrimonio pagado. En efecto, las cuentas de patrimonio no se componen necesariamente por cuentas pagadas, sino también por las que la integran, como es la del capital suscrito y no pagado.

Por lo anterior, resulta erróneo referir tal disposición a patrimonio pagado, lo que se soluciona con la eliminación de tal palabra.

h) Se propone eliminar el artículo 115, toda vez que se ha comprobado que el mecanismo de elaboración de listado de árbitros no ha tenido aplicación durante el periodo de vigencia de la LGC. Dado lo anterior, y para regular un procedimiento de reemplazo, se propone sustituir el inciso final del artículo 116, en el sentido de establecer que, en caso que las partes no lleguen a acuerdo en la designación de un árbitro, corresponda a los tribunales de justicia directamente su designación, sin recurrir a un listado de árbitros a cargo de una determinada organización de cooperativas.

En mérito de lo expuesto y en uso de mis facultades constitucionales, someto a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Incorpóranse las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas:


1) Agrégase en el inciso tercero del artículo 1°, a continuación de la expresión “a prorrata de aquéllas” la expresión “de acuerdo con lo señalado en los estatutos, en esta Ley y en su reglamento”, precedida de una coma (,).


2) Sustitúyese en la letra f), del artículo 6°, a continuación de la expresión “una vez al año”, la frase “dentro del cuatrimestre siguiente a la confección del balance” por “dentro del primer semestre”.


3) Reemplázase en el artículo 12 la expresión “Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la expresión “Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño.”.


4) Modifícase el artículo 13 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “diez” por la expresión “cinco”.


b) Agrégase en el inciso final, a continuación de la expresión “personas jurídicas de derecho público o privado”, la expresión “nacionales o extranjeras”.


5) Sustitúyese el artículo 17 por el que sigue:


“Artículo 17: Ningún socio podrá ser propietario de más de un 40% del capital de una cooperativa. No obstante lo anterior, se permitirá sobrepasar este porcentaje hasta el doble sólo para efectos de su constitución y por un plazo que no podrá exceder un año contado desde la constitución de la cooperativa.


En las Cooperativas de Ahorro y Crédito, los socios que superen el 10% del capital, deberán cumplir los requisitos del artículo 28 de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 3, de 1997. El Departamento de Cooperativas o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en su caso, verificarán el cumplimiento de estos requisitos, para lo cual deberán solicitar que se les proporcionen los antecedentes que señalen.”.


6) Modifícase el artículo 19 en los siguientes términos:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión “los estatutos”, la frase “en esta Ley y en su Reglamento”, precedida de una coma (,).


b)
Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, cambiando los demás su orden correlativo:

“Para el caso de aquellas personas que habiendo perdido la calidad de socios tengan un porcentaje mayor al 20% del capital social de la cooperativa, tendrán derecho a la devolución de sus cuotas hasta el 20% antes señalado en la forma y plazos contemplados en los estatutos, en esta ley y en su reglamento. El saldo que sobrepase el 20% podrá retirarse luego de transcurridos 24 meses desde la pérdida de tal calidad o una vez que se enteren nuevos aportes equivalentes a esta diferencia, si esto ocurriere con anterioridad.”.


c) Agrégase en el inciso quinto, que pasa a ser sexto, luego del punto aparte, que pasa a ser seguido, la oración “Si el socio disidente tuviese un porcentaje mayor al 20% del capital, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo. Sin perjuicio de lo indicado precedentemente, tratándose de cooperativas de ahorro y crédito, continuarán siendo aplicables las disposiciones dictadas o que establezca el Consejo del Banco Central de Chile.”.


7) Modifícase el artículo 23 en los siguientes términos:


a) Intercálase la siguiente letra d) nueva, cambiando las demás su orden correlativo:


“d) La elección o revocación del gerente administrador y del inspector de cuentas, en el caso de las cooperativas con 20 socios o menos.”


b) Sustitúyese en el inciso segundo, a continuación de la expresión “las letras”, la frase “d), e), g), h) i), j), k), l), m) y n)”, por “e, f), h), i) j), k), l), m), n), y ñ)”. 


c) Sustitúyese el inciso final, por el siguiente:

“La citación a junta se efectuará por medio de un aviso de citación que se publicará en un medio de comunicación social, con una anticipación de no más de 15 días ni menos de 5 días de la fecha en que se realizará la junta respectiva. Deberá enviarse, además, una citación a cada socio, por correo regular o correo electrónico, al domicilio o dirección de correo electrónico que éste haya registrado en la cooperativa, con una anticipación mínima de 15 días a la fecha de celebración de la junta respectiva, la que deberá contener una relación de las materias a ser tratadas en ella y de las demás menciones que señale el Reglamento”.


8) Modifícase el artículo 24 en los siguientes términos:


a) Elimínanse los incisos tercero y quinto, cambiando los demás su orden correlativo.


b) Intercálanse a continuación del inciso sexto, que pasa a ser cuarto, los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“Las cooperativas que tengan 20 socios o menos, podrán omitir la designación de un consejo de administración, y en su lugar podrán designar a un gerente administrador, al cual le corresponderán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren al consejo de administración.


Las cooperativas señaladas en el inciso anterior tampoco estarán obligadas a designar una junta de vigilancia, en cuyo caso deberán designar un inspector de cuentas titular y un suplente, que tendrán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren a la junta de vigilancia.”.


9) Reemplázase en el inciso primero del artículo 25 la frase “el inciso primero del artículo 61” por “la letra d) del artículo 23”.


10) Sustitúyese en el artículo 29, a continuación de la expresión “mencionados en”, la frase “el inciso precedente” por “el artículo 123”.


11) Modifícase el artículo 31 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese el inciso tercero por el que sigue:


“La participación de los socios en el patrimonio se expresará en cuotas de participación, cuyo valor será el que resulte de la suma del valor de sus aportes de capital, más las reservas voluntarias, menos las pérdidas existentes dividido por el total de cuotas de participación emitidas al cierre del período.”.


b) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo, cambiando los demás su orden correlativo:


“Los socios que ingresen a una cooperativa sólo tendrán derecho a las reservas voluntarias efectivamente enteradas por ellos y/o aquellas que se generan a contar del ejercicio anual de su ingreso.”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, a continuación de la expresión “actualizará”, la palabra “periódicamente” por “anualmente”.


12) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto, del artículo 38, por los siguientes:


“Las cooperativas deberán constituir e incrementar cada año un fondo de reserva legal no susceptible de reparto hasta su disolución, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes.

Se exceptúan de las disposiciones anteriores a las cooperativas abiertas de vivienda las que constituirán el 100% del excedente generado como fondo de reserva no susceptible de reparto hasta su disolución y posterior liquidación.”.


13) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 40 la expresión “Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la expresión “Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño.”.


14) Modifícase el artículo 43 en los siguientes términos:


a) Reemplázase el literal c) del inciso primero por los siguientes literales c), d) y e), nuevos:


“c) Por la no celebración en dos años consecutivos de la junta general de socios contemplada en la letra f) del artículo 6° de esta ley. Para ello, el Departamento de Cooperativas, deberá emitir la resolución administrativa correspondiente declarándola disuelta. En los casos que proceda, esta resolución deberá ser sub inscrita al margen de la inscripción respectiva del Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces respectivo.

d) Por mantener un socio más del 40% del capital social, en contravención a lo dispuesto en el artículo 17.


e) Por las demás causales contempladas en los estatutos”.


15) Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:


“Artículo 58: Constituirá infracción a las obligaciones contempladas en este ley las siguientes: a) Dificultar o impedir el ejercicio de cualesquiera de los derechos reconocidos en esta ley; b) Impedir u obstruir el ejercicio de las funciones fiscalizadoras y de inspección del Departamento de Cooperativas; c) Denegar la entrega de información al Departamento de Cooperativas y/o a los socios, cuando éstos tengan facultades para solicitarlo; d) Realizar acciones que atenten o puedan atentar contra el patrimonio y buen funcionamiento de la cooperativa; e) Incumplir las instrucciones impartidas por el Departamento de Cooperativas; y f) Infracción a cualquiera de las obligaciones a que hace referencia esta Ley y su reglamento que no esté descrita y sancionada en una norma especial”.


16) Agrégase el siguiente artículo 58 bis:


“Artículo 58 bis: Los consejeros, gerentes, liquidadores, inspectores de cuentas, integrantes de la junta de vigilancia, de la comisión liquidadora y del comité organizador y los socios de las cooperativas con los cuales el gerente deba ejercer sus atribuciones en mérito de lo establecido en el artículo 24, que incurran en infracciones descritas en el artículo anterior, o en incumplimiento de las instrucciones que les imparta el Departamento de Cooperativas, podrán ser objeto de la aplicación por éste de una multa a beneficio fiscal, la que deberá ser cumplida solidariamente por los infractores, hasta por un monto global por cooperativa equivalente a 100 unidades tributarias mensuales. Si se tratare de infracciones reiteradas de la misma naturaleza, la multa podrá alcanzar hasta un monto equivalente a 1.000 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las establecidas en otras leyes y de su disolución por aplicación de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 43 de esta ley, en su caso.


En caso de infracciones reiteradas a los estatutos, a esta ley y/o a su reglamento, el Departamento de Cooperativas podrá remover a uno o más de los miembros del consejo de administración y/o al gerente general. El Departamento de Cooperativas, en caso de remover a la totalidad de los miembros del consejo de administración o al gerente general, deberá instruir la celebración de una junta general de socios, la que deberá realizarse en un plazo no superior a 30 días contado desde la notificación del oficio respectivo.


El Departamento de Cooperativas podrá nombrar a un funcionario de su dependencia que tendrá la facultad de recopilar la información relevante de la cooperativa, la que será presentada ante la junta general de socios.

Las personas removidas de sus cargos no podrán ser elegidas dentro del plazo de diez años contado desde la fecha de la notificación de su remoción.


El Jefe del Departamento de Cooperativas, deberá comunicar al Ministerio Público los hechos que revistan caracteres de delito de los cuales tome conocimiento con motivo del ejercicio de su función fiscalizadora en alguna institución sometida a su supervisión y fiscalización.”.


17) Derógase el artículo 61.

18) Reemplázase en el inciso primero del artículo 84 el guarismo “7.000” por “6.000” y el guarismo “300” por “200”.


19) Elimínase en el inciso final del artículo 85, a continuación de la expresión “que tengan”, la frase “un máximo de 300 socios y las que tengan.”


20) Modifícase el artículo 86 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese la letra o), por la siguiente:


“o) Previa autorización del organismo fiscalizador respectivo, podrán constituir en el país sociedades filiales, ser accionistas o tener participación en una sociedad o cooperativa de apoyo al giro, en conformidad al Título IX de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.”.


b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 


“Para la realización de las operaciones establecidas en las letras b), g) en lo referente a mutuos hipotecarios endosables, h), i), k), n), y o) en lo relacionado a la constitución de sociedades filiales, las cooperativas de ahorro y crédito deberán contar con un patrimonio igual o superior a 400.000 unidades de fomento y encontrarse sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.”.

21) Sustitúyese el artículo 87 por el siguiente:


“Artículo 87: Las cooperativas de ahorro y crédito que se constituyan o cuenten con un patrimonio que exceda las 400.000 unidades de fomento, quedarán sometidas íntegramente a la fiscalización y control de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Para acreditar el cumplimiento del requisito antes señalado, los estados financieros de la cooperativa de ahorro y crédito deberán ser auditados por auditores externos inscritos en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, o en la Superintendencia de Valores y Seguros.

Las cooperativas sometidas a la supervisión y fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, lo serán hasta su total y entera liquidación.


El resto de las cooperativas de ahorro y crédito deberá someterse a la supervisión y fiscalización del Departamento de Cooperativas, en conformidad a las facultades que la Ley le otorga.”.


22) Agrégase el siguiente artículo 87 bis, nuevo:


“Artículo 87 bis: Asumida la supervisión y fiscalización por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento deberán acreditar, a satisfacción del organismo indicado, contar con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones. En lo que sea compatible con su naturaleza, quedarán sujetas a las disposiciones de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el Decreto con Fuerza de Ley Nº3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, con exclusión de sus artículos 123, inciso quinto, y 132, inciso segundo, y sus administradores deberán cumplir los requisitos de integridad contemplados en la letra b) del artículo 28 de la referida ley.


Asimismo, el administrador provisional que se designe en conformidad al artículo 24 del citado cuerpo legal, estará facultado para enajenar todo o parte sustancial de los activos de la referida entidad, previo informe a la Junta General de Socios de la Cooperativa de Ahorro y Crédito, sobre su conveniencia económica y sus efectos en al estabilidad financiera de la cooperativa. También será aplicable a estas cooperativas, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 58 bis de esta ley. En tal caso, las facultades señaladas en dicho artículo deberán ser ejercidas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


En todo caso, las observaciones que formule la Superintendencia sobre cualquiera de los aspectos mencionados en el inciso primero, deberán ser resueltos dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se comunique el plan de regularización correspondiente y, si así no lo hiciere, se podrán aplicar a la cooperativa cualquiera de las medidas previstas en el artículo 20 y 24, del referido cuerpo legal y, en último término, resolver sobre su disolución anticipada conforme al artículo 130 del mismo, y decretar su liquidación forzada.”.

23) Sustitúyese en el artículo 89, por el siguiente:


“Artículo 89: Las Cooperativas de Ahorro y Crédito no podrán tener un patrimonio inferior a 10.000 unidades de fomento, el que al momento de su constitución deberá ser acreditado mediante un capital pagado equivalente en pesos, calculado al valor de la unidad de fomento al último día del mes anterior al que se presenta el Estudio Socio Económico al Departamento de Cooperativas.”. 


24) Elimínase el inciso segundo del artículo 91.


25) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 95 el guarismo “30%” por “40%”.


26) Agrégase en el artículo 98, a continuación de la frase “domicilios en la cooperativa” la frase “o por correo electrónico a la dirección de correo electrónico que cada socio haya registrado en la cooperativa”.”.


27) Derógase el artículo 107.


28) Reemplázase en el numeral 3) del artículo 109, la frase “el artículo 61” por “la letra d) del artículo 23”.


29) Reemplázase en el inciso final del artículo 111 la expresión “Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.”.


30) Elimínase el artículo 115.


31) Sustitúyese el inciso final del artículo 116, por el siguiente:


“A falta de acuerdo de las partes, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos.”.


32) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 7° transitorio la expresión “deudor” por “acreedor.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero.- La exigencia de un patrimonio mínimo de 10.000 unidades de fomento a las cooperativas de ahorro y crédito, no será exigible a las cooperativas ya constituidas. Sin embargo, éstas deberán mantener como patrimonio el mínimo exigido por el Decreto con Fuerza de Ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas.
Artículo Segundo.- Las cooperativas de importancia económica deberán adecuar sus estatutos a lo establecido en la presente Ley dentro de un plazo de tres años a contar de su entrada en vigencia. El resto de las cooperativas, junto con la primera reforma de estatutos que acuerden, deberán adecuar los mismos a las normas de la presente ley.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; TOMÁS FLORES JAÑA, Ministro de Economía, Fomento y Turismo (S); FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda.”
INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DFL N°5, DE 2003, DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y RECONSTRUCCIÓN, QUE FIJA TEXTO
REFUNDIDO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY GENERAL DE COOPERATIVAS.

I. ANTECEDENTES

El proyecto de ley en su artículo único y disposiciones transitorias, tiene por objeto:


1. Flexibilizar los requisitos necesarios para la constitución de las cooperativas y fortalecer su capacidad de gestión preservando su carácter participativo.


2. Incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema, otorgándole estabilidad patrimonial; e incorporando la participación de socios inversionistas.


3. Actualizar y modificar el marco normativo de las Cooperativas de Ahorro y Crédito.


4. Mejorar las facultades otorgadas por la Ley al Departamento de Cooperativas, para sancionar adecuadamente las conductas que puedan afectar la sana administración cooperativa; y


5. Corregir errores de referencia y aclarar interpretaciones equívocas que han surgido con la aplicación de la Ley General de Cooperativas.

II. EFECTO DEL PROYECTO SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL.


El proyecto de ley en su nuevo artículo 87 y 87 bis, entrega íntegramente la fiscalización y control de las cooperativas de ahorro y crédito, cuyo patrimonio sea superior a las 400.000 Unidades de Fomento, a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF). Se soluciona así el problema de la doble fiscalización que existe hoy. Esta fiscalización es realizada actualmente por el Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía (Decoop), al fiscalizar el cumplimiento de normas societarias de las cooperativas (cumplimiento de estatutos sociales, y relación con el socio en su calidad de tal), y además por la SBIF que fiscaliza las operaciones económicas (básicamente operaciones de colocación y captación).


El efecto de entregar la fiscalización de estas cooperativas a la SBIF, tiene efectos marginales para el Decoop y para la SBIF. Las cooperativas cuyo patrimonio excede de UF 400.000 son sólo cinco (Capual, Coopeuch, Detacoop, Coocretal, Orientacoop), quedando bajo la tuición de ese Departamento la fiscalización de las 42 cooperativas de ahorro y crédito restantes y que no sobrepasan dicha barrera. Se suma a lo anterior que en lo que va de l año 2011, se han constituido tres cooperativas de ahorro y crédito, cuya fiscalización corresponde exclusivamente al Departamento, y que actualmente esta entidad fiscaliza al resto de las cooperativas constituidas legalmente (1.143).


Por tanto, el proyecto de ley no tiene efectos relevantes sobre el gesto fiscal.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos.”

2. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	7903-07
	Modifica el Código Penal con el objeto de establecer el ocultamiento como una circunstancia agravante.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales –incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple“.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”

3. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley, a fin de que sea considerada durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

Al artículo 1º

1) Para reemplazar en el inciso primero la palabra “será” por la expresión “estará constituido por”.

Al artículo 2°

2) Para reemplazar en el inciso primero la palabra “constituido” por “conformado”.

3) Para agregar un nuevo inciso segundo, que disponga:


“Para efectos de esta ley se entenderá por:


1) Riesgo de desastre: la probabilidad de que se presenten consecuencias desfavorables en lo económico, social o ambiental en un sitio particular y durante un tiempo de exposición determinado derivadas de un fenómeno o accidente provocado por la naturaleza o el hombre. La determinación del riesgo se obtendrá de la relación entre la amenaza de concreción del desastre y la vulnerabilidad de la población, el territorio o el medio ambiente potencialmente afectado.


2) Vulnerabilidad: las condiciones determinadas por factores o procesos físicos, sociales, económicos y ambientales que aumentan la susceptibilidad y exposición de una comunidad al impacto de amenazas.


3) Amenaza: un evento físico potencialmente perjudicial, un fenómeno o actividad humana que puede causar pérdida de vidas o lesiones, daños materiales, grave perturbación de la vida social y económica o degradación ambiental.”.

Al artículo 4°

4) Para reemplazar en la letra f) del inciso primero la expresión “Declarar y difundir la alarma” por “Difundir las alertas”.

Al artículo 5°

5) Para eliminar en la letra d) la expresión “, facultándose la gestión de donaciones internacionales para la prevención y manejo de la emergencia”.

6) Para agregar la siguiente letra e), nueva, pasando las actuales letras e) y f) a ser f) y g) respectivamente: “e) Gestionar las donaciones internacionales para la prevención y manejo de emergencias;”.

7) Para reemplazar en la actual letra e) que pasó a ser f), la expresión “a que se refiere la letra k) del artículo precedente” por “que contempla esta ley”.

Al artículo 8°

8) Para reemplazar, en el inciso primero el punto (.) que sigue a la expresión “organización y administración de la Agencia”, por la expresión “y será el representante judicial y extrajudicial de la Agencia Nacional de Protección Civil.”.

9) Para suprimir su inciso segundo.

Al artículo 9°

10) Para reemplazar en el inciso segundo la expresión “a nivel regional” por “al nivel correspondiente”.

Al artículo 10°

11) Para agregar a continuación de la expresión “así como en las labores de” la frase “apoyo a la”.

Al artículo 11°

12) Para suprimir su actual inciso segundo.

Al artículo 12°

13) Para reemplazar en su actual inciso segundo la expresión “enfrentar la emergencia y proveer de alivio a los damnificados o a la población afectada por una emergencia” por la expresión “enfrentarla y proveer de alivio a los damnificados o a la población”.

Al artículo 13°

14) Para suprimir sus incisos tercero y cuarto.

Al artículo 14°

15) Para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 14°.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 12°, el Ministerio de Defensa Nacional designará a Autoridades Militares de Enlace, quienes asesorarán al Comité de Operaciones de Emergencia y al Ministerio de Defensa Nacional durante la emergencia y dirigirán las fuerzas militares existentes en la zona afectada por la emergencia. Para estos efectos, deberán recopilar y centralizar toda la información relacionada con la emergencia en dicha zona, especialmente en el ámbito de las Fuerzas Armadas.


Las Autoridades Militares de Enlace reaccionarán en apoyo de la emergencia y dirigirán los medios de las Fuerzas Armadas que se encuentren a su disposición, en conformidad a los planes, protocolos y acuerdos establecidos conforme a lo dispuesto en el artículo 11° de esta Ley.”.

Al artículo 15°

16)
Para agregar la siguiente letra s), nueva, al inciso segundo, pasando la actual a ser letra t), ”s) El presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades; y “.

Al artículo 16°

17) Para agregar en el inciso primero entre las expresiones “podrá invitar a integrar el Consejo” y “a personas naturales” la expresión “, por el tiempo que estime necesario,”.

18) Para reemplazar en el inciso segundo el número “21” por el “22”.

Al artículo 17°

19) Para reemplazar en la letra b) del inciso primero, la expresión “del Consejo” por “este Consejo”.

20) Para reemplazar en la letra c) del inciso primero, la expresión “los miembros del Consejo” por “sus miembros”.

Al artículo 20°

21) Para reemplazar la palabra “el” que precede a la expresión “funcionamiento del Consejo Nacional de Protección Civil” por la palabra “de”.

22) Para reemplazar la expresión “será establecida” por “serán establecidos”.

Al artículo 21°

23) Para reemplazar la expresión al final del inciso primero “del Interior y Seguridad Pública” por “de la mencionada cartera”.

24) Para reemplazar en el inciso segundo la expresión “La Estrategia Nacional de Protección Civil”, por “Dicha Estrategia Nacional de Protección Civil”.

25) Para modificar el inciso tercero, de la siguiente manera: 


a) Modifícase la expresión “aprobación de la Estrategia Nacional de Protección Civil” por “aprobación de tal Estrategia”.


b) Reemplázase la palabra “acuerde” por “designe”.

26) Para reemplazar en el inciso cuarto la expresión “momento y de las proposiciones que en tal sentido formule el Consejo” por “, por propia iniciativa o a instancias del Consejo”.

27) Para modificar el inciso quinto, de la siguiente forma:


a) Elimínase la expresión “Nacional de Protección Civil”.


b) Reemplázase la expresión “de su aprobación” por “contados desde su aprobación”.

Al artículo 22°

28) Para agregar el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:


“Los órganos de la administración del Estado, individualizados en la Estrategia Nacional de Protección Civil, deberán generar y poner a disposición del Sistema Nacional de Protección Civil la información que recopilen para la elaboración de los planes sectoriales.”.

29) Para suprimir en el inciso tercero, que con la modificación anterior pasó a ser cuarto, la palabra “sectoriales”.

Al artículo 23°

30) Para agregar a continuación de la expresión “por el Intendente Regional respectivo” la frase”, y presentada al Consejo Regional, dentro de los 30 días siguientes a su aprobación.”.

Al artículo 24°

31) Para reemplazar la expresión “Créase el” por la expresión “Existirá un”.

32) Para suprimir la palabra “eventual”.

Al artículo 25°

33) Para reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 25.- La Ley de Presupuestos del Sector Público determinará cada año los recursos que se destinarán al Fondo. La misma ley efectuará la distribución del Fondo, asignando cuotas regionales para cada una de las regiones, y estableciendo además la cuota de carácter nacional. La distribución deberá considerar la Estrategia Nacional de Protección Civil y las respectivas Estrategias Regionales.”.

Al artículo 26°

34) Para reemplazar en el inciso segundo, la expresión “No podrán destinarse recursos del fondo a” por la expresión “No obstante lo anterior, no podrán destinarse recursos del fondo para”.

Al artículo 28°

35) Para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 28°. La Agencia Nacional de Protección Civil deberá desarrollar, coordinar y dirigir un Sistema Nacional de Alerta Temprana cuyo objeto será difundir a la población en forma oportuna y suficiente las alertas declaradas por los organismos técnicos competentes, a través de las instituciones que integran el Sistema. El Sistema Nacional de Alerta Temprana deberá contar con la infraestructura y sistemas comunicacionales necesarios para su adecuado funcionamiento. Asimismo deberá contemplar protocolos que establezcan procedimientos destinados a:


a) Comunicarse, de manera rápida y oportuna, con los organismos técnicos responsables de monitorear los diversos factores de riesgo y de declarar las respectivas alertas;


b) Difundir las alertas de emergencia a la población; y


c) Informar y/o convocar a las autoridades competentes a fin de evaluar la situación y decidir respecto a las acciones inmediatas que sean necesarias adoptar.”.

Al artículo 29°

36) Para reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 29°.- Ante un riesgo de emergencia, los organismos técnicos competentes para la vigilancia de las respectivas amenazas de origen natural, tales como la Dirección Meteorológica de Chile, el Servicio Hidrográfico de la Armada, el Servicio Nacional de Geología y Minería y la Corporación Nacional Forestal, deberán declarar la alerta, su nivel, amplitud y cobertura, y comunicarla a la Agencia en la forma que determine el reglamento de esta Ley.”.

37) Para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“Los organismos técnicos competentes y la Agencia deberán desarrollar protocolos de emergencia que determinen el procedimiento que se utilizará una vez declaradas las respectivas alertas, y difundirlos públicamente.”.

Al artículo 30°

38) Para reemplazar la expresión “y/o fallas eléctricas generalizadas, u otras de riesgo colectivo,” por “, fallas eléctricas generalizadas o en situaciones de catástrofe”.

39) Para agregar entre las expresiones “dispuesto en” y “Ley N°18.168” el artículo “la”.

Al artículo 31°

40) Para reemplazarlo por el siguiente: 


“Artículo 31°.- Por emergencia se entenderá cualquier desastre, derivado de un fenómeno o accidente provocado por la naturaleza o el hombre, que produzca o pueda producir alteración o daños en las personas, bienes o medio ambiente y que requiera de una acción inmediata para resguardar la integridad de éstos.”.

Al artículo 32°

41) Para modificar el inciso segundo, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el encabezado del inciso segundo por el siguiente: 


“El decreto supremo que se dicte al efecto, deberá incluir los siguientes aspectos:”.


b) Reemplázase en la letra b) la expresión “Si los Comités de Operaciones fueren más de uno” por “Si estos Comités fueren dos o más”.


c) Agrégase entre las expresiones “y jerarquía” y “entre estos” la palabra “existentes”.

Al artículo 33°

42) Para reemplazar en el inciso primero la palabra “provocado” por “originado”.

43) Para reemplazar en el inciso segundo, la expresión “La situación de emergencia nivel 1” por “Esta situación de emergencia”. 

Al artículo 34°

44) Para reemplazar la expresión “señaladas en el artículo 3°, letras a) y c), y en el artículo 10°” por “señaladas en los artículos 3°, letras a) y c), y 10°”.

Al artículo 35°

45) Para modificar el inciso final, de la siguiente manera:


a) Reemplázase la conjunción “o” que se encuentra entre las expresiones “de carácter voluntario” y “sin fines de lucro” por una coma (,).


b) Agrégase a continuación del punto (.) final, la expresión “Los costos de alimentación y movilización, por persona, no podrán exceder a los que corresponderían por concepto de viáticos, al Director Nacional de la Agencia Nacional de Protección Civil.”.

Al artículo 36°

46) Para reemplazar la expresión “La situación de emergencia nivel 2” por “Esta situación de emergencia”.

Al artículo 37°

47) Para suprimir la expresión “auto-rizar la modificación, transformación, entrega en comodato o préstamo de uso de in-muebles fiscales, así como el traslado de una unidad operativa, mediante condiciones especiales diversas a las dispuestas en el Decreto Ley N°1.939 del año 1977 y su reglamento, que deberán ser establecidas en el mismo decreto. Asimismo, podrá”.

Al artículo 38°

48) Para suprimirlo, pasando los siguientes a modificar correlativamente su numeración.

Al artículo 39°, que pasó a ser 38°

49) Para reemplazar en el inciso segundo, la expresión “podrá destinar a otras personas en comisión de servicio o cometido funcional” por “enviar en misión a personas que no sean funcionarios públicos, por un máximo de 30 días,”.

Al artículo 40°, que pasó a ser 39°

50) Para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión “y los gastos médicos a consecuencia” la palabra “directa”.

51) Para agregar en el inciso segundo entere las expresiones “Este seguro” y “no obsta a” la expresión “es complementario, y por lo tanto”.

Al artículo 41°, que pasó a ser 40°

52) Para reemplazar la expresión “su ingreso” por “el acceso”.

53) Para suprimir la expresión “Nacional de Protección Civil”.

54) Para reemplazar la palabra “amenaza” por “peligro”.

Al artículo 42°

55) Para suprimirlo, pasando los siguientes a modificar correlativamente su numeración.

Al artículo 44°, que pasó a ser 42°

56) Para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 42°.-La Dirección General de Aguas, en los lugares declarados en esta situación de emergencia nivel 2, podrá ejercer las facultades señaladas en el artículo 42° de la Ley 
N° 16.282.”.

Al artículo 46, que pasó a ser 44°

57) Para reemplazar en el inciso primero la expresión “artículo 39” por “artículo 38°”.

58) Para reemplazar la expresión “ser enviado al domicilio del empleador dentro de las 24 horas siguientes al inicio de la misión respectiva.” por “, para el solo efecto de notificar a su empleador, al domicilio de éste dentro de los 3 días siguientes al inicio de la misión respectiva.”.

Al artículo 47, que pasó a ser 45°

59) Para reemplazar la expresión “a la colectividad” por “sufridos por la colectividad”.

Al artículo 48°, que pasa a ser 46°

60) Para reemplazar en el inciso primero la expresión “comercialice con bienes” por “comercialice bienes”.

61) Para reemplazar al final del inciso tercero la expresión “se aplicará dicha pena.” por “se aplicará esta última.”.

Al artículo 50°, que pasó a ser 48°

62) Para reemplazar la expresión “no acarreará la pérdida de vigencia del decreto que declaró la emergencia”, por “no producirá la pérdida de vigencia del decreto que declaró la emergencia de que trata esta ley”.

Al artículo 52°, que pasó a ser 50°

63) Para agregar el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“Para los efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, los alcaldes deberán elaborar una propuesta de composición del Comité de Operaciones de Emergencia local, dentro de los 180 días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones, la cual deberá ser considerada por el Presidente de la República en el decreto respectivo.”.

Al artículo 53°, que pasó a ser 51°

64) Para suprimir, en el encabezado de la norma la expresión: “el Comité de Operaciones de Emergencia respectivo”.

65) Para reemplazar en la letra d) la expresión “para atender la emergencia” por “al efecto”.

66) Para suprimir en la letra e) la expresión “para la emergencia”.

67) Para suprimir en la letra f) la expresión “en la zona afectada por la misma”.

Al artículo 54°, que pasó a ser 52°

68) Para suprimir la expresión “de Operaciones de Emergencia”.

Al artículo 55°, que pasa a ser 53°

69) Para reemplazar en el inciso primero el punto (.) por la expresión “, salvo en el caso de aquellas ayudas internacionales que sean gestionadas directamente por organizaciones internacionales de ayuda humanitaria.”

70) Para agregar entre las expresiones “disponer de” y “apoyo, mediante,” la conjunción “su”.

Al artículo 58°, que pasó a ser 56°

71) Para suprimir del número 7, la expresión “25°, 26°, 27°, 28°, 29°,”.

Al artículo 60°

72) Para agregar el siguiente artículo 60°, nuevo:


“Artículo 60°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 20.304, Sobre Operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas y otras medidas que indica:


1. En el artículo 8°, reemplázase la expresión “Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior (Onemi)” por “Agencia Nacional de Protección Civil (ANPC)”.


2. En el artículo 9°:


a) Reemplázase la expresión “La Onemi” por “La DGA”.


b) Agrégase a continuación del punto final (.) la expresión ”La declaración de alerta deberá ser comunicada por la DGA a la Agencia Nacional de Protección Civil en forma oportuna y suficiente.”.


3. En el artículo 10°:


a) Para reemplazar la expresión “Onemi” por “ANPC”.


b) Para suprimir la expresión “a la DGA,”.


c) Para reemplazar la expresión “el plan” por “la estrategia”.”.

Al artículo 61°

73) Para agregar el siguiente artículo 61°, nuevo:


“Artículo 61.- Corresponderá a la Corporación Nacional Forestal declarar la alerta de amenaza en caso de incendio forestal que pueda afectar a la población, su nivel y cobertura, y comunicarla en forma oportuna y suficiente a la Agencia Nacional de Protección Civil.”.

Al artículo 62°

74) Para agregar el siguiente artículo 62°, nuevo:


“Artículo 62°.- Introdúcese la siguiente modificación a la Ley N° 16.752, que fija Organización y Funciones y establece disposiciones generales a la Dirección General de Aeronáutica Civil:


Agrégase al artículo 3º una nueva letra z:


“z) Declarar las alertas de origen hidrometeorológico, su nivel y cobertura, y comunicarla en forma oportuna y suficiente a la Agencia Nacional de Protección Civil.”.”.

Al artículo 63°

75) Para agregar el siguiente artículo 63°, nuevo:


“Artículo 63º.- Introdúcese la siguiente modificación al Decreto Ley Nº3.525 de 1980 del Ministerio de Minería que crea el Servicio Nacional de Geología y Minería:


Agrégase al artículo 2º que enumera las funciones del SERNAGEOMIN un nuevo numeral 16:


“16) Declarar las alertas derivadas de actividad volcánica o erupción, su nivel y cobertura, y comunicarla en forma oportuna y suficiente a la Agencia Nacional de Protección Civil.”.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; RODRIGO HINZPETER KIRBERG, Ministro del Interior y Seguridad Pública; ANDRÉS ALLAMAND ZAVALA, Ministro de Defensa Nacional; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; RODRIGO PÉREZ MACKENNA, Ministro de Vivienda y Urbanismo.”

INFORME FINANCIERO

INDICACIÓN AL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL SISTEMA
NACIONAL DE EMERGENCIA Y PROTECCIÓN CIVIL Y CREA LA
AGENCIA NACIONAL DE PROTECCIÓN CIVIL.

I. ANTECEDENTES.


1. La Indicación tiene por objetivo perfeccionar aspectos relacionados con la prevención, las alertas tempranas, su forma de declararlas y establece definiciones conceptuales de emergencias.


2. Agrega nuevos artículos que modifican cuerpos legales, específicamente las leyes N°s 20.304 y 16.752 y el Decreto Ley N° 3.525.


3. Introduce cambios en el ámbito del sistema de alerta temprana que debe desarrollar la Agencia Nacional de Protección Civil, la forma de declarar las emergencias por los órganos técnicos competentes, el rol de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile y establecer los respectivos protocolos de actuación.

II. EFECTO DEL PROYECTO DE LEY SOBRE LOS GASTOS FISCALES.


Dado que esta indicación no crea nuevas funciones ni aumenta personal, no irroga mayor gasto fiscal, por lo tanto, no modifica el Informe Financiero N° 25 de 21.MAR.2011.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos.”

4. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley sobre probidad en la Función Pública. (boletín N° 7616-06).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamenta-rio, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Para el despacho de esta iniciativa, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:


Don Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia; don Claudio Alvarado Andrade, Subsecretario de la misma Cartera; don Sebastián Soto Velasco, Jefe de la División Jurídica de ese Ministerio.; don Alberto Vergara Arteaga, Coordinador de la División Jurídica mencionada; doña Ana María Muñoz Massouh y don Andrés Soto-mayor Morales, abogados de la misma División Jurídica; don Raúl Urrutia Ávila, Presidente del Consejo para la Transparencia; don Raúl Ferrada Ca-rrasco, Director General de la referida institución; don Jorge Correa Sutil, Director de Chile Transparente; don Roberto Guerrero Valenzuela, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica de Chile; don Jorge Clasissac Schnake, Director de Información Política y Asesoramiento del Centro Democracia y Comunidad; don Guillermo Larraín Ríos, ex Superintendente de Valores y Seguros; don Ignacio Errázuriz Rozas, Director Jurídico de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras; don Martín de la Vega, abogado de la Superintendencia mencionada; don Rodrigo Delaveau Swett, Director del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo; don Héctor Mery Romero, Director del Área Municipal de la Fundación Jaime Guzmán; don Jaime González Kazazian, abogado de la Fundación mencionada; don Ramiro Mendoza Zúñiga, Contralor General de la República; don Julio Pallavicini Magnere, Jefe de la División Jurídica de la Contraloría; doña Dorothy Pérez Gutiérrez, Subjefa de la División de Auditoría Administrativa; doña Karina Enríquez Castillo, abogada asesor de la Contraloría; doña Alexandra Guaita Andreani, Contralora Regional de Valparaíso, y don Luis Prieto Pradenas, abogado de la Contraloría Regional.


La Comisión tuvo, asimismo, a la vista un trabajo titulado “Conflictos de interés y declaraciones de patrimonio. Derecho Comparado”, preparado por la abogada de la Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Christine Weidenslaufer von Kretschmann.


Para el despacho de esta iniciativa el Jefe del Estado ha hecho presente la urgencia, la que ha calificado de simple para todos sus trámites constitucionales, por lo que esta Corporación cuenta con un plazo de treinta días corridos para afinar su tramitación, término que vence el 12 de enero próximo, por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala el 13 de diciembre recién pasado.

I. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.


La idea central del proyecto tiene por objeto regular el ejercicio de la función pública desde la perspectiva del cumplimiento del principio de probidad, consagrado en la Constitución Política y en la ley.


Con tal propósito:


a.- Impone la obligación de efectuar una declaración de intereses y patrimonio en las oportunidades que señala a las autoridades públicas y funcionarios del Estado.


b.- Señala el contenido de la declaración de intereses y patrimonio.


c.- Establece las sanciones para el caso de in-cumplimiento de esta obligación.


d.- Impone al Presidente de la República, a los ministros de Estado, a los diputados y senadores, a los consejeros regionales y al Contralor General de la República, la obligación de constituir un mandato de administración discrecional de cartera de valores como una forma de prevenir conflictos de interés.


e.- Señala y describe las distintas formas de mandato.


f.- Indica el contenido del mandato y las medidas de publicidad con que debe otorgarse.


g.- Permite que actúen como mandatarias sólo las personas jurídicas que indica.


h.- Señala las obligaciones y prohibiciones que pesan sobre mandante y mandatario.


i.- Indica los casos en que es obligatorio para el Presidente de la República, los diputados y senadores y el Contralor General de la República enajenar su participación en las empresas que señala.


j.- Señala las entidades encargadas de la fiscalización y cumplimiento de las disposiciones de esta ley, las sanciones que pueden aplicar y el procedimiento de reclamación por las mismas.


k.- Deroga diversas normas legales que quedan comprendidas en las disposiciones de esta ley.


Tal idea, la que el proyecto aprobado por la Comisión desarrolla en sesenta y dos artículos permanentes y tres transitorios, es propia de ley al tenor de lo establecido en los incisos tercero y cuarto del artículo 8° de la Constitución Política, en relación con los números 1) y 2) del artículo 63 de la misma Ley Fundamental.

II. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


De conformidad a lo establecido en los números 2°, 4° y 5° del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


1.- Que los artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 7°, 8°, 10, 13, 15, 17, 18, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 30, 31, 33, 35, 36, 37, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 56, 57, 58, 61, y 62 tienen rango de ley orgánica constitucional en razón de lo establecido en los incisos tercero y cuarto del artículo 8° de la Constitución Política; el artículo 12 tiene igual rango de conformidad a lo dispuesto en el artículo 98 de la Carta Política, y los artículos 14 y 59 comparten dicho rango conforme lo dispone el artículo 77 del mismo cuerpo constitucional.


2.- Que los artículos 39, 46, 47, 54 y 58 son de la competencia de la Comisión de Hacienda.


Además de lo anterior, cabe señalar que los artículos 16, 17, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 41, 43, 47, 53, 55, 56, 57, 58 y 61 b) y d) establecen multas a beneficio fiscal.


3.- Que se aprobó la idea de legislar por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.

III. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS


De acuerdo a lo establecido en el número 7° del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia que se rechaza-ron los siguientes artículos e indicaciones:


1.- Que se rechazaron los artículos 36, 38, 43, 52 y 53.


2.- Que se rechazaron las siguientes indicaciones:


a.- La del Diputado señor Schilling para intercalar en el artículo 4°, el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, siempre deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, los directores, gerentes, apoderados, liquidadores, opera-dores de mesas de dinero de una Administradora de Fondos de Pensiones.”.


b.- La de los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling para sustituir el artículo 7° por el siguiente:


“La declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes del o la cónyuge no divorciado de las personas a que se refiere el párrafo 3° de este Título, independiente del régimen de administración de bienes que hayan pactado. La misma declaración será exigible a la o el conviviente. Además incluirá una declaración de bienes de sus hijos e hijas mayores de edad no emancipados.”.


c.- La del Diputado señor Cardemil para suprimir en el artículo 7° la frase “siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal”.


d.- La del Diputado señor Ceroni para agregar el siguiente inciso segundo en el artículo 7°:


“Esta declaración deberá contener además los bienes de aquellos hijos mayores de edad que participen, en cualquier porcentaje, en sociedades profesionales o de inversión junto a uno o ambos de sus progenitores.”.


e.- La de los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling para suprimir los incisos quinto y sexto del artículo 28.


f.- La de los mismos señores Diputados para agregar al final del último inciso del artículo 28 (pasó a ser 29), sustituyendo el punto final por uno seguido, lo siguiente:


“El Presidente de la República y su cónyuge o conviviente sólo podrán constituir mandato diversificado.”.


g.- La del Diputado señor Rincón para suprimir el número 2) del artículo 54 (pasó a ser 50).


h.- La de los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling para sustituir en los numerales 1) de los incisos primero y segundo del artículo 57 ( pasó a ser 55) la cifra de “ 100.000” por “ 10.000”.


i.- La de los mismos señores Diputados para suprimir en los numerales 1) de los inciso primero y segundo del artículo 57 (pasó a ser 55), la frase “siempre y cuando, la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma” y la coma que la precede.


j.- La de los mismos señores Diputados para sustituir en el inciso segundo del artículo 58 (pasó a ser 56) la expresión “título” por “ ley”.

IV. DIPUTADO INFORMANTE


Se designó Diputado Informante al señor Jorge Burgos Varela.

V. ANTECEDENTES.


1.- El Mensaje fundamenta el proyecto señalando que uno de los consensos más importantes alcanzados en el último tiempo por la comunidad política, lo constituyó la promulgación de las reformas constitucionales del año 2005, las que se concretaron por medio de la ley N° 20.050 y entre las que destacó especialmente el reconocimiento que se hizo, en el artículo 8°, del principio de probidad como una de las bases de nuestra institucionalidad.


El principio de probidad administrativa, definido en el artículo 52 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, como la observación de una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular., se encuentra, según señala el Mensaje, íntimamente relacionado con otros principios fundantes de nuestra institucionalidad, como son el de la servicialidad del Estado, el democrático y el del Estado de Derecho.


Explica, a continuación, que el principio de servicialidad se caracteriza por reconocer la supremacía ontológica de la persona sobre el Estado, primacía que se traduce en que toda autoridad y funcionario público tiene la obligación, a través de su conducta, de contribuir a la promoción del bien común de todos y cada uno de los integrantes de la comunidad nacional, lo que, en otras palabras, significa que tanto las autoridades como los funcionarios públicos deben actuar de manera honesta y leal en el ejercicio de sus funciones.


Agrega que, a su vez, el principio de probidad está íntimamente vinculado a la existencia de un régimen democrático, por cuanto tal sistema político, no sólo tiene una naturaleza procedimental sino también sustantiva y sería, precisamente, este último carácter el que genera-ría mayores grados de legitimidad al sistema democrático, por cuanto parte de él está constituido por el respeto al principio de probidad. En efecto, la actuación honesta de quienes tienen la responsabilidad de conducir al Esta-do, permite la construcción de un régimen en que las autoridades trabajan en forma eficiente y por y para los ciudadanos y no para ellos o sus grupos de interés.


Añade que este principio está también estrecha-mente ligado con el principio del Estado de Derecho, consagrado en el artículo 6° de la Constitución Política, por cuanto este último principio implica la estricta sujeción de la autoridad estatal y de los ciudadanos al ordenamiento jurídico preestablecido. De aquí, entonces, que el artículo citado señale que los preceptos constitucionales, entre los que se encuentra el principio de probidad, obligan tanto a los titulares de los órganos públicos como a toda persona, institución o grupo. 


De todo lo expuesto, desprende el Mensaje que el principio de probidad administrativa importa el deber de desempeñarse con rectitud en el ejercicio de la función pública y siendo esa su finalidad, existe una diversidad de mecanismos destinados a promover y hacer cumplir dicho principio, mecanismos que suponen la existencia de un sujeto fiscalizado y otro fiscalizador. En lo que se refiere a estos últimos, los sistemas jurídicos entregan esa labor, esencialmente, a los propios órganos administrativos o a órganos institucionales independientes como son los tribunales de justicia, pero en un sistema democrático, el mejor ente fiscalizador sería la propia ciudadanía porque es la que tiene el mayor interés en perseguir y denunciar los actos de corrupción.


No obstante, tal control ciudadano implica que las personas tengan acceso a cierta información de las autoridades que les per-mita perseguir las responsabilidades administrativas del caso y uno de los mecanismos que permite este acceso, sería la declaración pública de intereses y de patrimonio de las autoridades y de ciertos funcionarios públicos, cuyo conocimiento permitiría a cualquier persona interesada, contrastar la actuación de la autoridad o funcionario con su correspondiente deber legal, fomentando así la transparencia y disminuyendo, en consecuencia, la práctica del secretismo.


Por lo anterior, una de las finalidades de este proyecto, sería perfeccionar la calidad y cantidad de información que debe incluirse necesariamente en esa declaración, sin perjuicio, además, de que la libre disponibilidad de la información sobre el patrimonio e intereses de las autoridades y ciertos funcionarios, constituye un desincentivo respecto de conductas abusivas, todas las que se quiere erradicar, lo que, no obstante, no significa que no sea necesario establecer otros mecanismos de control, no sólo respecto del cumplimiento de la obligación de efectuar la declaración sino de incluir en ella información fidedigna y completa, para lo cual se entregan facultades fiscalizadoras y sancionadoras a la Contraloría General de la República.


Agrega el Mensaje que no sólo se incentiva con este proyecto el control ciudadano sobre las autoridades públicas por medio del acceso a la información, sino que se consideran también los derechos de los funcionarios públicos en cuanto a ejercer libremente cualquier profesión, industria, comercio u oficio siempre que ello no perturbe el fiel y oportuno cumplimiento de sus deberes funcionarios. Añade que esta normativa no busca prohibir a los funcionarios la práctica de una industria u oficio, sino de hacer pública su dedicación a esa industria u oficio, de forma tal que la ciudadanía pueda comprobar la eventual existencia de un conflicto de intereses en una decisión de la Administración; en otras palabras, empodera a la sociedad civil en el control de la corrupción, pero resguardando plenamente los derechos fundamentales de los funcionarios públicos.


Más adelante, señala que Chile se incorporó a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OECD), entidad que en materia de transparencia y probidad ha fijado altos estándares en los mecanismos que buscan precaver conflictos de interés, reconociendo a la declaración de intereses y patrimonio como la herramienta más eficaz a tales efectos. El proyecto, en consecuencia, se orientaría a adaptar su normativa interna a las exigencias contenidas en las “Directrices para el manejo de conflictos de interés en los servicios públicos.” impartidas por esa Organización.


Comentando el contenido de tales directrices, señala que ellas se basan en cuatro principios que son: el servicio del interés público; la promoción del escrutinio público; la promoción de la responsabilidad y el ejemplo individual, y la generación de una cultura organizacional en que no se toleren los conflictos de interés.


Agrega que en términos generales, esas directrices proponen que los Estados miembros contemplen una declaración inicial con motivo del nombramiento o la asunción de un nuevo cargo en la que el funcionario debe esforzarse por señalar los intereses privados que podrían entrar en conflicto con sus funciones públicas. Contempla, asimismo, una declaración durante el servicio con el objeto de actualizar la declaración inicial en casos de cambios en la situación personal que pudieren dar lugar también a situaciones conflictivas.


En consonancia con las directrices de la OCDE, cita el Mensaje otras alternativas, tomadas del derecho comparado, orienta-das a los mismos fines como son el fideicomiso, consistente en deshacerse de la administración de determinados bienes los que quedan a cargo de un administrador, y la obligación de enajenar que pesa sobre ciertas autoridades y que se produce, en términos generales, cuando la propiedad de determinados bienes encierra, ineludiblemente, un conflicto de intereses.


Efectúa, luego, el Mensaje una reseña general acerca de las disposiciones vigentes y que dicen relación con las materias que trata el proyecto, señalando que en cumplimiento de los principios de transparencia y probidad, las autoridades y funcionarios deben efectuar una declaración de intereses y de patrimonio, indicando que, básicamente, la primera consiste en un detalle de las actividades económicas y profesionales en que participa el declarante y, la segunda, en transparentar el patrimonio de los funcionarios públicos, previendo tanto el enrique-cimiento ilícito como los eventuales conflictos de interés que puede generar la tenencia de determinado tipo de bienes.


Enumera, en seguida, las autoridades obligadas a presentar la declaración de intereses y de patrimonio, señalando que ella comprende al Presidente de la República, los Ministros de Estado, los subsecretarios, los embajadores, los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los jefes superiores de servicios, los oficiales generales y superiores de las Fuerzas Armadas, de Carabineros y de la Policía de Investigaciones y el Director General de esta última, el Contralor General de la República, los consejeros del Banco Central, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales y las demás autoridades y funcionarios de la Administración del Estado hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente.


También están obligados los alcaldes y concejales, los consejeros regionales, el secretario ejecutivo del Consejo Regional y el personal de planta y a contrata de las municipalidades hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente.


Finalmente, están obligados, asimismo, los directores de sociedades anónimas nombrados por el Estado o sus organismos; los gerentes de sociedades anónimas nombrados por directorios integrados mayoritariamente por directores designados por el Estado y los directores y gerentes de empresas del Estado que se rigen por las normas de las sociedades anónimas.


En lo que se refiere al contenido de las declaraciones, éstas deben mencionar las actividades profesionales y económicas del funcionario, entendiendo dentro de las primeras el ejercicio o desempeño de toda profesión u oficio, remunerada o no, cualquiera sea la naturaleza jurídica de la institución a quienes se presten los servicios, incluidas las que no persigan fines de lucro, siempre que en este último caso la colaboración o aporte sea frecuente. En cuanto a las actividades económicas, comprende toda industria, comercio o actividad que produzca o pueda producir beneficios económicos, incluida toda participación en personas jurídicas con o sin fines de lucro.


La declaración de patrimonio, a su vez, debe con-tener una singularización completa de los bienes relevantes de la autoridad o funcionario y el pasivo cuando éste sea superior a cien unidades tributarias mensuales.


Dispone también la normativa la obligación de actualizar estas declaraciones, debiendo la de intereses serlo cada cuatro años y cada vez que ocurra algún hecho relevante que la modifique. La de patrimonio debe también actualizarse cada cuatro años; también cuando el declarante sea nombrado en un nuevo cargo y cuando concluya o cese en el cargo que motivó la declaración.


Establece la ley sanciones tanto para la no presentación oportuna de las declaraciones con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales; como para la falta de actualización con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales. Asimismo, sanciona la inclusión de datos erróneos o inexactos con multa de diez a treinta de dichas unidades y la consideración de este hecho para los efectos de las calificaciones.


Por último, la ley encomienda a la Contraloría General de la República la custodia y archivo de estas declaraciones, organismo que tendrá a su cargo, además, la facilitación de la consulta de tales declaraciones.


Trata, luego, el Mensaje la materia propia de este proyecto y que se refiere a los otros mecanismos relacionados con los principios de transparencia y probidad que no se encuentran regulados en nuestro ordenamiento.


Al efecto, cita la reforma constitucional introducida al artículo 8° de la Carta Política por la ley N° 20.414, en la que junto con consagrar el reconocimiento de la declaración de intereses y de patrimonio, incluye también la necesidad de regular otros tipos de herramientas para prevenir los conflictos de interés de los funcionarios públicos, como son el mandato de administración y la enajenación de activos.


Se refiere al respecto a las experiencias canadiense y estadounidense, señalando que la primera prohíbe a los funcionarios públicos y sus familia tener participación en activos controlados, es decir, aquellos que pueden ser afectados directa o indirectamente por decisiones o políticas del gobierno y, la segunda, que entre las diversas medidas para la prevención de conflictos, incluye los fideicomisos ciegos aprobados y los fideicomisos ciegos diversificados, incluyendo este último un portafolio de activos lo suficientemente amplio como para evitar que las actividades del funcionario puedan influir en el valor de su fideicomiso.


En cuanto a la enajenación de activos, ésta medida sería procedente tratándose de bienes que representen un conflicto manifiesto y que sin su prescindencia la autoridad no podría tomar las decisiones que le competen en forma verdaderamente imparcial o, al menos, que no pueda garantizar que las ha tomado en esa forma. Por ello, en la medida en que un mandato de administración no sea suficiente para prevenir el conflicto de interés, el proyecto establece la figura de la enajenación o renuncia de la participación social de la autoridad en determinadas empresas, sea en forma directa o indirecta, siempre, en este último caso, que se den determinadas características.


Resumiendo las finalidades perseguidas por la iniciativa, el Mensaje reconoce como mecanismo principal en la prevención de conflictos de interés de los funcionarios públicos, la declaración de intereses y patrimonio, potenciando la regulación ya existente y mejorándola en los aspectos que indica; recoge en un sólo cuerpo normativo la regulación vigente sobre dichas declaraciones, la actualiza y establece nuevas obligaciones para las autoridades y funcionarios afectos; unifica la normativa relativa a la materia, incluyendo en este mismo cuerpo legal a otras autoridades que no son parte de la Administración y cuya regulación se encuentra dispersa en otras normativas; extiende la obligación de la declaración de intereses y patrimonio a otras autoridades y funcionarios que no están actualmente afectos a esta obligación como son los miembros del Consejo para la Transparencia, los Defensores Locales, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública y los miembros del Tribunal para la Contratación Pública, y, por último, recoge el mandato constitucional regulando nuevos mecanismos de prevención de conflictos de interés en la función pública, estableciendo la obligación para determinadas autoridades de constituir un mandato de administración discrecional de cartera de valores y, en carácter de última medida, la enajenación de determinados activos que señale la ley.


2.- La Constitución Política en su artículo 8° obliga a los titulares de las funciones públicas, dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.


Su inciso segundo declara públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen y solamente permite la reserva o secreto de dichos actos y resoluciones, sus fundamentos y procedimientos, cuando una ley aprobada con quórum calificado lo autoriza fundándose en que la publicidad afecta el debido cumplimiento de las funciones de los citados órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.


Sus incisos cuarto y quinto, agregados por la re-forma constitucional contenida en la ley N° 20.414, disponen lo siguiente:


“El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.


Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes.”.


3.- La ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/ 19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000.


El Título III de esta ley trata de la probidad administrativa y en su párrafo 3° de la declaración de intereses y patrimonio, materia que especifica en los artículos 57 a 60 D. En dichas disposiciones señala las autoridades y funcionarios obligados a declarar; el carácter público de las declaraciones; la oportunidad en que debe efectuarse la declaración y su correspondiente actualización; las formas de efectuar la declaración y el contenido de las mismas.


El párrafo 4° de este mismo Título trata de la responsabilidad y de las sanciones y en sus artículos 65 y 66 sanciona la no presentación oportuna de la declaración de intereses y patrimonio como también su no actualización; la inclusión a sabiendas de datos relevantes inexactos y la omisión inexcusable de información relevante.


Por último, su artículo 68 da competencia a la Corte de Apelaciones del lugar en que debió presentarse la declaración, para conocer, en única instancia, de las reclamaciones en contra de las sanciones aplicadas.

VI. LEGISLACIÓN COMPARADA.


De conformidad al contenido del trabajo preparado por la Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, pueden distinguirse en relación con la materia que trata el proyecto, las siguientes situaciones:


A.- Marco normativo.

1.- En Estados Unidos de Norteamérica la Ley de Ética Gubernamental de 1978, regula la actividad ética y los posibles conflictos de intereses económicos y financieros de los funcionarios y miembros de los tres poderes del Estado, tanto a nivel estatal como federal. La Ley de Reforma de Ética introdujo, a su vez, los llamados acuerdos éticos y, a nivel federal, cada uno de los poderes del Estado tiene sus propios programas para gestionar los conflictos de intereses de sus empleados y funcionarios.


En este país, asimismo, existen los denominados “códigos de ética” que promueven la integridad señalando los valores funda-mentales del servicio y regulando los procedimientos para resolver los conflictos de intereses que ocurren en el ámbito legislativo y sancionar los actos de los legisladores contrarios a sus normas.


2.- En Canadá la regulación de los conflictos de interés se encuentra en la Ley de Conflictos de Intereses, del año 2006, aplicable a los titulares de cargos públicos, la que también elevó a nivel legislativo el Código de Conflictos de Interés y Post Empleo para los Titulares de Cargos Públicos. Los demás funcionarios están sujetos al Código de Ética y Valores para el Servicio Público.


A su vez, ambas Cámaras canadienses, de acuerdo a la Ley del Parlamento, han adoptado códigos de ética relativos a los conflictos de interés.


3.- En España, la Ley de Conflictos de Intereses de Miembros del Gobierno y de Altos Cargos de la Administración Pública, de 2006, trata en los artículos 11 y 12 de su Título II, la declaración obligatoria de actividades y de bienes y derechos, respectivamente, que afecta a quienes detentan esos cargos de la Administración Pública.


La Ley Orgánica del Régimen Electoral General, de 1985, dispone que los diputados y senadores están obligados a formular una declaración de todas las actividades que puedan constituir causa de incompatibilidad y las demás actividades que les proporcionen ingresos eco-nómicos, tanto al adquirir como al perder su condición de parlamentarios o cuando se modifiquen las circunstancias.


4.- En Argentina, la Ley de Ética de la Función Pública, de 1999, establece un conjunto de deberes, prohibiciones e incompatibilidades aplicables, sin excepción, a todas las personas que se desempeñen en la función pública, en todos sus niveles y jerarquías, en forma permanente o transitoria, por elección popular, por designación directa, por con-curso o por cualquier otro medio legal, extendiendo su aplicación a todos los magistrados, funcionarios y empleados del Estado.


5.- En México, la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, de 2002, establece en su artículo 8° que todo servidor público tiene la obligación de “prestar con oportunidad y veracidad las declaraciones de situación patrimonial, en los términos establecidos por la ley.”, y, en sus artículo 35 a 47 señala detalladamente el régimen de “Registro Patrimonial de los Servidores Públicos.”.


6.- En Francia, la ley N° 88-227, de 1988, relativa a la transparencia financiera de la vida política, impone la obligación de pre-sentar una declaración de situación patrimonial, que permita evaluar la evo-lución de la situación patrimonial de algunos cargos políticos electivos así como la de algunos dirigentes de organismos públicos.


El Código Electoral, a su vez, impone a los parlamentarios la obligación de efectuar una declaración de patrimonio.


B.- Autoridades obligadas a declarar intereses y patrimonio.


A este respecto, el estudio realizado por la Biblioteca hace un distingo entre regímenes parlamentarios, presidencialistas y semi presidencialistas:


1.- En los países con sistema parlamentario, como Canadá y España, están obligados a efectuar declaración de patrimonio y/o intereses los miembros del Gobierno: primer ministro, ministros, secretarios de Estado, miembros del staff ministerial, representantes del Gobierno en provincias y comunidades autónomas, directivos de empresas públicas, jefes de misiones diplomáticas, etc.


Los integrantes de los poderes legislativo y judicial se rigen por normas especiales. En el caso de España, diputados y senado-res están obligados a efectuar esta declaración en los términos ya señalados en el número 3 de la letra A de este capítulo.


2.- En los países con sistema presidencial, como Estados Unidos, Argentina y México, la obligación de declarar pesa sobre todos los altos cargos del Poder Ejecutivo, vale decir, presidente, vicepresidente, ministros, secretarios, subsecretarios, embajadores, etc.; del Poder Legislativo, es decir, senadores y diputados federales; del Poder Judicial, o sea, altas magistraturas federales como los ministros de la Corte Suprema, y de otros órganos independientes como son el Ministerio Público y la Contraloría, etc. 


En el caso de México y Argentina, la obligación se hace extensiva también a todos los funcionarios públicos que ostenten cargos a partir de determinado rango, tanto de los ámbitos administrativo como legislativo y judicial (director, secretario, jefe de departamento).


En el caso de los Estados Unidos la obligación afecta también a los candidatos a los cargos señalados y en Argentina al personal activo de las Fuerzas Armadas.


3.- En el caso de Francia, único de los analizados con régimen semi presidencial, la obligación de declarar la determina el carácter electivo del cargo, como son los miembros del gobierno, es decir, primer ministro, ministros y secretarios de Estado; diputados y senadores, diputados europeos; cargos locales, es decir, alcaldes de comunas con más de treinta mil habitantes, y cargos regionales de elección popular. También la ley incluye otros casos como el de dirigentes de empresas nacionales.


C.- Contenido de la declaración de intereses y/o patrimonio.


En la legislación comparada, las declaraciones de intereses y de patrimonio pueden efectuarse en forma conjunta, como sería el caso de los Estados Unidos y Canadá o separada como en el caso de España.


En los tres países mencionados, la declaración comprende los bienes que componen el patrimonio como también los intereses y las actividades, pero en Argentina, México y Francia el énfasis de la declaración está puesto en el patrimonio del funcionario.


Las declaraciones de intereses y actividades incluyen, normalmente, los cargos de confianza y empleos ocupados fuera del servicio público, con indicación de las fechas; las actividades desempeñadas por sí o en lugar de terceros y las que se vayan a realizar una vez cesado en el cargo ( caso español); acuerdos y compromisos con vistas a futuros empleos; aportes o participaciones en planes de pensiones de un empleador anterior; nombres de personas a quienes se prestaron anteriormente servicios remunerados; reconocimientos con motivo del desempeño del empleo, cargo o comisión.


En el caso de los bienes, se incluyen los ingresos obtenidos con mención del origen y montos ( en el caso de Canadá deben señalarse además los percibidos durante los 12 meses anteriores al nombramiento en el cargo); las inversiones en acciones, bonos, debentures, etc.; participación en sociedades; depósitos bancarios; los inmuebles indicando fecha de la adquisición y su tasación; bienes muebles, regalos aceptados de determinado valor, y pasivos con indicación de los montos, plazos de pago y acreedor.


Argentina, España y México exigen, además, al declarante, acompañar su última presentación ante el respectivo órgano tributario y los tres países mencionados, más Estados Unidos, Canadá y Francia, incluyen en la declaración ciertos bienes, ingresos, débitos y regalos recibidos por el cónyuge o conviviente y por los hijos dependientes.


Finalmente, cabe señalar que, tanto en los Esta-dos Unidos como en Canadá, existen dos tipos de declaraciones atendiendo a la publicidad: las públicas y las confidenciales o reservadas que incluyen bienes que no figuran en las primeras, sea por determinación de la ley o del órgano fiscalizador respectivo.


D.- Oportunidad de efectuar la declaración y actualizarla.


En la legislación comparada se distinguen cinco formas para cumplir con esta obligación.


1° Antes de confirmarse la designación del candidato propuesto.


En el caso de los Estados Unidos el candidato a los cargos de Presidente de la República y a los más altos correspondientes al Poder Ejecutivo, debe, dentro de los cinco días siguientes a su nominación, efectuar la declaración, la que es de carácter netamente preventiva. A partir de la declaración, la Oficina de Ética Gubernamental (O.G.E)., la Casa Blanca y la agencia correspondiente revisan el estado financiero y las relaciones del candidato, exigiéndole, cuando corresponda, tomar todas las medidas necesarias para evitar conflictos de interés antes de ocupar el cargo.


2° Desde el momento de la designación o al momento de asumir el cargo.


En los Estados Unidos el funcionario debe efectuar la declaración pública dentro de treinta días de asumir el cargo; en España, tanto la declaración de actividades como de patrimonio, debe efectuar-se dentro de los tres meses de asumido el cargo; en Francia, la declaración de situación patrimonial debe efectuarse dentro de los dos meses de designado en el cargo o de asumido si se trata de parlamentarios; en Argentina, la declaración debe efectuarse dentro de treinta días hábiles de asumido el cargo.


En el caso de México existe una declaración inicial al ingresar por primera vez al servicio, la que debe efectuarse dentro de los primeros sesenta días luego de tomar posesión de cargo y, en el caso de reingreso al servicio o de cambio de dependencia o entidad, dentro de los sesenta días siguientes al término del último cargo.


Por último, en el caso canadiense, la declaración de carácter reservada debe efectuarse dentro de los sesenta días a contar de la designación, pero, en lo que se refiere a la declaración de carácter público, los plazos varían según lo que la ley señala para cada caso específico: en el caso de la declaración de bienes o para ocupar cargos directivos o la declaración de pasivos superiores a diez mil dólares, ciento veinte días a contar desde el nombramiento; la declaración acerca de regalos o beneficios recibidos y los viajes aceptados, dentro de treinta días a partir de la aceptación.


3° Durante el desempeño del cargo o en el caso de modificaciones en el patrimonio del declarante.


En los Estados Unidos debe efectuarse una declaración anual a más tardar el 15 de mayo del año siguiente al que se refiere la declaración.


En Canadá, ante el Comisionado, dentro de treinta días de producido un cambio sustancial en la declaración reservada del funcionario.


En Argentina y México debe actualizarse la información contenida en las declaraciones anualmente y en Francia los cambios sustanciales de naturaleza patrimonial experimentados por las personas obligadas a declarar mientras permanecen en funciones, deberán darse a conocer cuando los obligados lo juzguen pertinente.


4° Al término del ejercicio de la función pública.


En los Estados Unidos y Argentina debe efectuar-se la declaración pública dentro de los treinta días siguientes al cese de funciones; en España dentro de los tres meses a contar desde la cesación en el cargo y al iniciar una nueva actividad; en México dentro de los sesenta días siguientes al cese en el cargo, y en Francia un mes después de terminado el mandato o el cese en la función o como consecuencia de la disolución de la Asamblea Nacional.


5° A petición del órgano fiscalizador o supervisor respectivo.


En Estados Unidos la declaración reservada o confidencial debe efectuarse a requerimiento del oficial de ética respectivo.


E.- Órgano fiscalizador y existencia de registros de declaraciones.


En la legislación comparada existen diversos tipos de órganos fiscalizadores, ubicados dentro de la Administración Pública o en los otros poderes del Estado.


En Estados Unidos, cada rama del Gobierno Federal es responsable de su propio programa de ética, por lo que los entes que gestionan y fiscalizan el cumplimiento de realizar la declaración de intereses varía. Así, en el caso del Poder Ejecutivo, corresponde a la Oficina de Ética Gubernamental recoger, analizar y registrar las declaraciones como también prevenir a los declarantes de los posibles conflictos de interés que podrían afectarles y de las medidas que podrían tomar para evitarlos. En el Poder Legislativo cada Cámara cuenta con su propia instancia de fiscalización: el Senado con el Comité de Ética y la Cámara de Representantes con el Comité de Estándares de Conducta Oficial. En el Poder Judicial existe un comité encargado de los códigos de conducta de jueces y funcionarios judiciales.


Las declaraciones de patrimonio e intereses se presentan ante el funcionario de ética de la agencia respectiva en la que el funcionario desarrolla sus labores, pero el Presidente de la República, el Vicepresidente y otros casos especiales presentan su declaración ante el Director de la Oficina de Ética Gubernamental.


En Canadá, corresponde al Comisionado de Conflicto de Intereses y Ética aplicar las normas sobre la materia contenidas en la Ley de Conflictos de Interés respecto de los titulares de cargos públicos, y en el Código de la Cámara de los Comunes, respecto de sus integrantes. El Comisionado es designado por el Gobernador General, previa consulta y aprobación de la citada Cámara. El Senado, a su vez, tiene su propio funcionario encargado de la materia.


El Comisionado mantiene un registro en el que constan, entre otros documentos, las declaraciones públicas y los resúmenes de declaraciones, para su consulta pública. En el caso de las declaraciones confidenciales, éstas deben ser revisadas anualmente por el Comisionado y por el titular del cargo de que se trate, pudiendo también el primero hacerlo en cualquier momento de propia iniciativa o a petición de un parlamentario.


En España, las declaraciones de actividades y de patrimonio se efectúan ante la Oficina de Conflictos de Intereses, dependiente del Ministerio de Administraciones Públicas, a la que corresponde la custodia, seguridad e indemnidad de los datos y documentos contenidos en las declaraciones. Esta Oficina lleva además el Registro de Actividades y el Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de Altos Cargos.


En el caso de los senadores y diputados, las declaraciones sobre actividades y bienes se inscriben en un Registro de Intereses existente en cada Cámara y bajo la dependencia directa del respectivo Presidente.


En Argentina, las declaraciones se depositan en los respectivos organismos a que pertenece el declarante, debiendo remitir-se, dentro del plazo de treinta días, una copia a la Comisión Nacional de Ética Pública. El incumplimiento de la obligación de remitir la declaración constituye falta grave del funcionario responsable.


En México, corresponde a la Secretaría de la Función Pública llevar un registro de servidores públicos en que deben inscribirse los datos curriculares de dichos servidores obligados a presentar declaración de situación patrimonial, sus funciones, ingresos, bienes, inversiones, deudas y procedimientos administrativos de que hayan sido objeto. Las declaraciones pueden presentarse en formatos impresos, medios magnéticos con formato impreso o por comunicación electrónica.


Corresponde, asimismo, a la Secretaría efectuar investigaciones o auditorías para verificar la evolución del patrimonio de los servidores que se encuentren en funciones y hasta tres años después de cesados en sus cargos. Estas declaraciones patrimoniales tendrán valor probatorio cuando las solicite a la Secretaría el Ministerio Público o la autoridad judicial, el servidor público interesado o la propia Secretaría con motivo de la sustanciación de procedimientos administrativos.


En Francia, las declaraciones de patrimonio de las autoridades públicas son revisadas por la Comisión para la Transparencia Financiera de la Vida Política, la que si constata evoluciones patrimoniales para las cuales no hay explicación satisfactoria, remite el expediente a las autoridades judiciales, previa solicitud de descargos al interesado.


Esta Comisión está conformada por el Vicepresidente del Consejo de Estado, el primer presidente de la Corte de Casación y el primer presidente del Tribunal de Cuentas, además de seis miembros provenientes de distintos ámbitos tales como jueces, diputados, etc.


F.- Publicidad de la declaración y acceso a la información.


La regla general en la legislación comparada es que las declaraciones de intereses y patrimonio serán de acceso público.


1.-Acceso público o restricción a las declaraciones.


Tanto en Estados Unidos como en Canadá la ley establece declaraciones públicas y declaraciones confidenciales o reservadas.


En Estados Unidos, solamente son reservadas las declaraciones emitidas por los funcionarios de los organismos encargados de tareas de inteligencia y aquellas que se exijan a cualquier funcionario en dicho carácter. Puede accederse a las declaraciones públicas por escrito, identificándose y con el compromiso de no usar la información con fines ilícitos.


En Argentina, las declaraciones pueden consultarse y entregarse copia de ellas a quien lo solicite por escrito, con la debida intervención del organismo que las haya registrado y depositado. Las solicitudes mismas deberán quedar también a disposición del público por todo el tiempo que deban conservarse las declaraciones. No obstante, no podrán usarse las declaraciones para propósitos ilegales o comerciales como tampoco para determinar o establecer la clasificación crediticia del declarante o para efectuar una solicitud de dinero con fines políticos, benéficos o de otra índole.


En España, el régimen de confidencialidad se diferencia atendiendo al tipo de declaración de que se trate. Así el Registro de Actividades es de acceso público, pero el Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales es reservado, al que sólo pueden acceder el interesado mismo, el Congreso de los Diputados y el Senado, los órganos judiciales y el Ministerio Fiscal.


En México, el Registro de Servidores Públicos es de libre acceso, pero la información relativa a la situación patrimonial del servidor solamente pueda hacerse pública con autorización específica de éste. Esta información se mantendrá disponible hasta por los tres años posteriores al cese de funciones.


2.- Publicación de las declaraciones.


En España, las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de los miembros del Gobierno y de los Secretarios de Estado, se publican en el Boletín Oficial, pero se omiten los datos referentes a la localización de los bienes y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus titulares.


En Argentina, las declaraciones se publican en el Boletín Oficial dentro de los noventa días de emitidas.


En Francia, las declaraciones sólo pueden ser comunicadas a petición del declarante o de sus herederos o a requerimiento judicial cuando su comunicación sea útil para resolver un litigio o para llegar a una verdad.. No obstante ello, la Comisión para la Transparencia Financiera de la Vida Política cada tres años o cada vez que le parezca necesario, deberá efectuar un informe sobre la materia y publicarlo en el Diario Oficial, sin referencias nominales de la situación patrimonial de los declarantes.


3.- Obligaciones funcionarias en materia de transparencia y confidencialidad.


En Estados Unidos, todas las agencias del Gobierno, las oficinas de supervisión ética existentes en los Poderes Ejecutivo y Judicial y los Secretarios de la Cámara de Representantes y del Senado, deben poner a disposición del público las declaraciones.


En Canadá, toda la información recibida por el Comisionado debe mantenerse en reserva mientras no se elabore la correspondiente declaración pública.


En España, el personal de la Oficina de Conflicto de Intereses debe mantener en secreto los datos e informaciones que conozca por razón de su trabajo.


En Francia, la Comisión debe asegurar la confidencialidad de las declaraciones como las observaciones formuladas por los declarantes sobre la evolución de su patrimonio.


G.- Sanciones.


En Estados Unidos, quien estando obligado no presente una declaración de patrimonio o intereses o la falsifique, podrá ser sancionado con multa de hasta cincuenta mil dólares y una pena de prisión no superior a un año. La presentación de la declaración fuera de plazo da lugar a una multa de doscientos dólares.


Además de lo anterior, el Presidente, Vicepresidente, secretarios de Estado, jefes de cada agencia gubernamental, la Oficina de Administración de Personal, los comités de ética del Congreso y la Conferencia Judicial podrán tomar otras medidas en contra de quien no presente la declaración o la falsifique.


En Canadá, el incumplimiento de la obligación de efectuar las declaraciones pública o reservada, o los cambios de situación patrimonial, se sanciona con multa de hasta quinientos dólares.


En España, la no declaración de actividades y de bienes y derechos patrimoniales en los correspondientes Registros, no obstante haber sido apercibido para ello, constituye una infracción grave. La declaración efectuada con datos o documentos falsos constituye una infracción muy grave. Ambas se sancionan con la publicación del incumplimiento en el Boletín Oficial del Estado, pero la muy grave comprende, además, la destitución del infractor, la no percepción de la pensión indemnizatoria que la estuviere aparejada, la restitución de las cantidades percibidas indebidamente y la prohibición de nombramiento en cargo público por un período entre cinco y diez años.


Si las infracciones pudieren ser constitutivas de delito, se pondrán los antecedentes en conocimiento del Fiscal General del Estado.


En Argentina, si no se presenta la declaración dentro del plazo correspondiente, debe intimarse al infractor por la autoridad para que cumpla dentro de un plazo de quince días. En caso de que la omisión de la declaración se produzca al ingresar al servicio y no se respetare el plazo fijado por la intimación, se considerará como falta grave y dará lugar a la sanción disciplinaria respectiva. Si la omisión se produce al término del servicio, el responsable no podrá ejercer nuevamente la función pública, sin perjuicio de otras sanciones.


En México, si no se presenta la declaración dentro de plazo, sin causa justificada, se suspenderá al infractor por quince días, si persiste la omisión por los treinta días siguientes a la fecha de la suspensión, la Secretaría declarará sin efecto el contrato. En el caso que la omisión injustificada se produzca al cese del servicio, se inhabilitará al infractor por un año.


Si en la declaración patrimonial se falte deliberadamente a la verdad, el infractor podrá ser suspendido del empleo o cargo por un período entre tres días y tres meses y si la importancia del hecho lo justifica, podrá ser destituido e inhabilitado de uno a cinco años, sin perjuicio de la denuncia al Ministerio Público.


En Francia, el incumplimiento de efectuar la declaración, sea por omitir parte sustancial de los activos o por incurrir en falsedad, dará lugar a una multa de treinta mil euros y, cuando proceda, la prohibición del ejercicio de todos o algunos derechos civiles (derecho a voto, a ser elegido, a ejercer una función jurisdiccional o ser perito ante un órgano jurisdiccional, testificar en juicio y a ser tutor o curador) y la prohibición de ejercer cargos públicos por cinco años.

VI. DISCUSIÓN DEL PROYECTO


1.- Intervenciones recibidas por la Comisión. 

Antes de entrar a la discusión general del proyecto, la Comisión recibió una explicación de su contenido y fines de parte del Ministro Secretario General de la Presidencia y del Jefe de la División Jurídica de ese Ministerio.


a.- Don Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia, procedió a efectuar una reseña del ori-gen de esta iniciativa, señalando que durante el año 2010 se había analizado el proyecto presentado por la anterior Administración, que regulaba la obligación de ciertas autoridades públicas de constituir un mandato especial de administración de patrimonio y de enajenar activos, recibiendo el parecer de distintos expertos. A partir de tal análisis, se había formado un grupo de trabajo integrado con miembros del Ministerio y asesores de parlamentarios que procedió, luego de dos meses, a refundir en una sola iniciativa, el proyecto recién aludido y el presentado en septiembre de 2010 que modifica la ley 
N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en lo referente a la declaración de intereses y patrimonio.


Agregó que el proyecto que ahora se iniciaba, tenía como propósito central dar cumplimiento a la normativa de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) en materia de probidad y transparencia, estableciendo en determinados aspectos, estándares aún más exigentes. Añadió que se legislaba sobre la obligación de constituir un mandato de administración de valores con la finalidad de precaver conflictos de intereses que pudieran presentarse y se perfeccionaba la legislación existente en materia de declaración de intereses y patrimonio. Afirmó que en este nuevo texto se habían recogido las observaciones parlamentarias hechas a la anterior iniciativa y, además, se establecía una aplicación gradual de los instrumentos que permitían velar por la probidad pública y la resolución de los conflictos de interés.


Señaló que durante el estudio realizado, se había enfatizado en la idea de no obstaculizar el ingreso al servicio público de profesionales destacados y se habían fijado algunos criterios para enfrentar los problemas que pudieran producirse. Estos criterios serían los siguientes:


-Reforzar la declaración de patrimonio e intereses para dar cumplimiento a la obligación de transparencia. Para lo anterior se ampliaba la cobertura de la declaración tanto en su contenido como en lo que respecta al número de personas obligadas a declarar.


- Regular el mandato de administración de valores, el que podía ser general o diversificado.


- Establecer, como último recurso, la exigencia de enajenar activos, aplicable a determinados funcionarios públicos, dependiendo del cargo que ocupen.


Finalmente, junto con resaltar la importancia de avanzar en el despacho de esta iniciativa, atendido el momento político que vive el país, señaló que una vez terminado el trabajo realizado por el grupo conformado en el Ministerio, se había sometido el anteproyecto al conocimiento de algunos parlamentarios, incluyéndose las sugerencias efectuadas por éstos en el texto que se presentaba al análisis de esta Comisión.


b.- Don Sebastián Soto Velasco, Jefe de la Di-visión Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia., efectuó una reseña de las disposiciones del proyecto, señalando que, en general, se regulaban separadamente las declaraciones exigibles a las autoridades y funcionarios de la Administración Pública de las que deben efectuar otras autoridades que el proyecto señala; se establecía un formulario único, idéntico para todos los funcionarios y al cual se podría acceder libremente por medio de un sitio electrónico, en reemplazo de los dos que existen hoy día, uno para la declaración de intereses y otro para la de patrimonio; se incluían nuevas autoridades obligadas a declarar como eran los consejeros del Consejo para la Transparencia, los defensores locales, los Ministros del Tribunal para la Contratación Pública y su ministro de fe, y los consejeros del Consejo de la Alta Dirección Pública.; se ampliaba de treinta a sesenta días el plazo para efectuar la declaración, contado desde la fecha de asunción del cargo, en razón de ser necesario más tiempo debido a que la información que se solicita es mayor; se establecía la obligación de actualizar la declaración cada cuatro años o sesenta días después de verificado un hecho relevante que la modifique, y se exigía que la declaración actualizada mantuviera la original y señalara los hechos que motivaron la actualización.


En cuanto al contenido de las declaraciones, señaló que deben describirse y valorizarse las actividades profesionales y económicas, sean o no remuneradas; deben incluirse los inmuebles situados en el país o en el extranjero, ciñéndose en su descripción a las exigencias de la ley y no del reglamento como es actualmente; se incluyen también los vehículos motorizados radicados en el país y demás bienes muebles sujetos a registro público como los derechos de agua y los barcos; los derechos o acciones de cualquier naturaleza, tanto en comunidades como en sociedades, constituidas dentro o fuera del país, indicando la fecha de adquisición y su valor corriente en plaza, según la regulación que detalla la ley; los mandatos de administración de activos que deban hacerse por aplicación de esta normativa; las inversiones que se mantengan en el sistema financiero chileno o extranjero, como sería el caso de fondos mutuos o depósitos a plazo, y los créditos u otras obligaciones pendientes con bancos o instituciones financieras siempre que tengan un valor igual o superior a trescientas unidades tributarias mensuales, con indicación del acreedor.


En lo que se refiere a las responsabilidades y sanciones, señaló que se mantenían las vigentes, pero se sancionaba, además del incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración cuando ello era procedente, la de omitir dicha declaración al producirse el cese de las funciones del declarante y se otorgaba a la Contraloría General de la República facultades para fiscalizar la veracidad e integridad del contenido de la declaración.


En cuanto a las personas obligadas a declarar, que no formaban parte de la Administración Pública, señaló que eran los senadores y diputados, los miembros del escalafón primario del Poder Judicial, los Ministros del Tribunal Constitucional, el Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales y los fiscales adjuntos, los miembros del Consejo del Banco Central, los integrantes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia titulares y suplentes, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y su ministro de fe, y los consejeros del Consejo de la Alta Dirección Pública.


Agregó que la declaración de estas autoridades se regía por las mismas reglas aplicables a los funcionarios de la Administración Pública, salvo en cuanto a las sanciones las que corresponden a las instancias propias de cada entidad.


En lo referido al mandato de administración de valores, señaló que era una forma de enfrentar el posible conflicto de interés en los casos que no parecía suficiente la mera declaración de intereses y de patrimonio y que al respecto se distinguían dos modalidades:


-el mandato general en cuya virtud el mandante entrega la administración de determinados valores considerados conflictivos por la ley, a un tercero independiente, autorizado para ello.


-el mandato diversificado que se caracteriza por exigirse al mandatario la presentación de un plan de liquidación de valores que la ley señala y la posterior administración del producto de esa liquidación.


Dentro de este mismo acápite, señaló que la Superintendencia de Valores y Seguros, conjuntamente con la de Bancos e Instituciones Financieras, podrán dictar normas de carácter general destinadas a definir y regular otras formas de mandato de administración de carteras, como una forma de otorgar cierta flexibilidad a las autoridades obligadas a constituir el mandato.


Respecto de las autoridades obligadas a constituir el mandato, señaló que el Presidente de la República, los senadores y diputados y el Contralor General de la República, deben constituir un mandato sobre la totalidad de sus acciones en sociedades anónimas abiertas y otros valores emitidos por sociedades constituidas en Chile y que se encuentren inscritas en los registros de las Superintendencias de Valores y Seguros o de Bancos e Instituciones Financieras, a diferencia de lo que se proponía en el proyecto anterior en que se exigía un monto determinado de esas acciones o valores.


En cuanto a los ministros, subsecretarios, intendentes y alcaldes la obligación de constituir un mandato sobre tales acciones y valores, surge, únicamente, cuando se vinculen con entidades del sector privado sujetas directamente a la fiscalización o control de los organismos bajo su dependencia o supervigilancia o directamente con el ámbito de su competencia.


En lo que se refiere a las modificaciones al mandato, se dispone que éstas pueden efectuarse sólo una vez al año, sin perjuicio de las instrucciones que el mandante pueda entregar al mandatario cada vez que existan manifiestas alteraciones en el mercado de forma tal que mantener las instrucciones originales pueda resultar gravoso para el patrimonio del primero. En todo caso, la disposición que trata esta materia no puede orientarse a fijar el destino de las inversiones sino únicamente a evitar el riesgo que las alteraciones del mercado puedan significar para la administración del mandato.


En cuanto a quienes pueden ser mandatarios, se señala que pueden serlo las personas jurídicas inscritas en los registros que llevarán la Superintendencia de Valores y Seguros o la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, como también las entidades extranjeras que cumplan con los estándares de la OCDE, según verificación de la Superintendencia respectiva, y que constituyan una garantía irrevocable equivalente al 10% del valor del patrimonio que se entregue en administración, con un tope de mil unidades tributarias mensuales.


En lo que dice relación con la enajenación de activos, considerada como medida extrema en caso de no ser posible evitar el conflicto por cualquiera de los otros mecanismos, señala el proyecto que el Presidente de la República, los parlamentarios y el Contralor General de la República estarán obligados a enajenar su participación: a) en empresas proveedoras de bienes y servicios al Estado o sus organismos que mantengan contratos por cantidades superiores a las cien mil unidades de fomento, siempre que la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la empresa y b) en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción y de empresas que exploten, también a cualquier título, otras concesiones en cuya virtud se encuentren en una posición dominante en el mercado, conforme al reglamento.


Los ministros de Estado están obligados, asimismo, a enajenar su participación en las empresas señaladas en la letra a) siempre que su participación sea también igual o superior al 5% del capital de la empresa y en las empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, vinculadas directamente con el ámbito de su competencia. Igual obligación pesa sobre los subsecretarios e intendentes.


Los superintendentes y los jefes de servicios des-centralizados deben enajenar su participación en aquellas empresas sujetas directamente a su fiscalización y, por último, los alcaldes están obligados a vender su participación en entidades con contratos vigentes con la municipalidad, relacionados con funciones de aseo y ornato en la comuna o exploten, a cualquier título, concesiones municipales.


2.- Discusión general.


El Diputado señor Burgos manifestó pleno acuerdo con tratar en una sola iniciativa la declaración de intereses y de patrimonio y el mandato de administración de valores y enajenación de activos, tal como lo había sugerido la Comisión, pero quiso saber si en lo referente a la declaración de intereses y de patrimonio, se consideraría suficiente la mera afirmación de poseer un determinado porcentaje en la propiedad de una sociedad o se exigiría, además, explicar en qué consiste tal porcentaje.


Asimismo, quiso saber cuál sería la razón de la diferencia que se establece entre los ministros de Estado y los parlamentarios en lo que respecta a la obligación de enajenar, por cuanto los primeros están obligados a desprenderse de su participación en las empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, vinculadas directamente con el ámbito de su competencia y, los segundos, en cambio, del mismo tipo de empresas sujetas a tarifas reguladas, pero, además, de aquellas que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción.


El Diputado señor Díaz destacó la importancia de exigir la declaración de intereses y de patrimonio a los funcionarios que ce-san en sus cargos, cuestión que la actual legislación no contempla y que creía que podría sancionarse con la inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos y no sólo la multa que impone este proyecto.


Asimismo, quiso saber cuáles serían los criterios para determinar que una empresa que explota concesiones que no son de radiodifusión televisiva de libre recepción, tiene una posición dominante en el mercado y, por lo mismo, obliga al Jefe del Estado, a los parlamentarios y al Contralor General a enajenar su participación en ellas.


Finalmente, preguntó si en el ejercicio del mandato general, el mandante podría prohibir al mandatario la enajenación de determinados bienes.


El Diputado señor Squella quiso saber respecto de la obligación de enajenar su participación que pesa sobre los ministros de Estado, en lo que se refiere a empresas sujetas a tarifas reguladas, vinculadas directamente con el ámbito de su competencia. Sostuvo que en tal caso, si por ejemplo, el Ministro de Minería fuera dueño o tuviera participación en una empresa minera, no se vería afectado por esta obligación, cuestión que le parecía claramente inconveniente.


El Diputado señor Harboe, refiriéndose a la obligación del Jefe del Estado, los parlamentarios y el Contralor General, de enajenar su participación en empresas proveedoras del Estado cuyos contratos vigentes, individualmente considerados o en conjunto, superen las cien mil unidades de fomento y en que la participación de la autoridad exceda el 5% del capital de la empresa, señaló que en el caso de que los contratos rebasaran con largueza el tope mencionado de las cien mil unidades de fomento, pero la participación accionaria fuera de sólo un 3%, la autoridad no estaría afecta a la obligación de enajenar no obstante el manifiesto conflicto de interés que habría en tal caso.


Asimismo, pensaba que la obligación de enajenar activos debería extenderse igualmente a otras autoridades como eran el Fis-cal Nacional, los Ministros de la Corte Suprema y los miembros del Consejo para la Transparencia. Igualmente, debería comprender a los consejeros regionales dadas las decisiones que deben adoptar acerca de cuantiosas in-versiones o las determinaciones relativas a adjudicaciones de proyectos.


Por último, creía que tal como sucedía actualmente, en que el parlamentario que tenía negocios con el Estado, cesaba en sus funciones, los Ministros de Estado deberían estar impedidos de tener relaciones comerciales con el Estado por la vía de su participación en empresas proveedoras de servicios, aún cuando su giro no estuviera dentro del ámbito de su competencia.


Cerrado el debate, se aprobó la idea de legislar por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.


3.- Nuevas intervenciones recibidas por la Comisión.


Una vez aprobada la idea de legislar, la Comisión recibió las opiniones de las siguientes personas:


a.- Don Raúl Urrutia Ávila, Presidente del Consejo para la Transparencia.


Señaló que, en términos generales, las observaciones del Consejo se orientaban a introducir los elementos básicos del principio de transparencia en las instituciones que este proyecto pretendía regular, por ello consideraba que para facilitar el acceso de la ciudadanía a las declaraciones de intereses y patrimonio, éstas deberían estar sometidas a las exigencias propias de la transparencia activa y las sanciones que se aplicaran debería publicarse con igual carácter e incorporarse en las cuentas públicas del organismo a que pertenezca la persona obligada. Asimismo, en lo que se refería al mandato de administración discrecional de cartera de va-lores, creía que la escritura de constitución del mandato debería estar permanentemente a disposición del público como un deber de transparencia activa y que las sanciones por las infracciones a esta normativa, deberían figurar en la página web de la superintendencia respectiva y en la del organismo en que se desempeñe el mandante.


En lo que se refería al articulado, señaló que en el caso del artículo 1°, dado que señalaba que regulaba el principio de probidad, creía que debería señalarse que tal principio se encontraba establecido en el artículo 8° de la Constitución Política y definido en el artículo 52 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado.


En el caso del artículo 2°, creía innecesario volver a definir el concepto de probidad administrativa, toda vez que ello ya se encontraba definido en el artículo 52 recién citado y, más aún, por tratarse de una obligación a que están afectos los funcionarios públicos, conforme la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además de lo anterior, habría abundante jurisprudencia que entendía sujetas a las autoridades al cumplimiento de dicho principio en virtud del Estatuto señalado. Por ello creía suficiente mencionar en este artículo las mismas normas señaladas para el artículo 1°.


En lo que respecta al artículo 4°, señaló que desde su designación los consejeros del Consejo para la Transparencia habían cumplido con efectuar la declaración por considerarla una buena práctica, no obstante no estar obligados, como también todos aquellos funcionarios con ingresos superiores a los dos millones de pesos, por ser equivalentes en materia de ingresos a los jefes de departamento.


En el caso de los Embajadores, creía necesario precisar que se trataba de aquellos funcionarios que se desempeñaban en representación del Estado, como también que debería definirse la forma de dar cumplimiento a esta obligación.


Creía, asimismo, debería considerarse la situación de los funcionarios sin dedicación exclusiva, de tal manera de aclarar que sus posibles aumentos patrimoniales no provienen únicamente del ejercicio de la función pública, como también, en el caso de los funcionarios de nivel de jefe de departamento o de división o su equivalente en grado, debería atenderse al monto de sus respectivas remuneraciones, cualquiera fuera la planta a que pertenecieran.


En general, señaló debería incluirse en esta norma, las mismas personas que la ley Orgánica de Bases indicaba en su artículo 57, agregando, además de los funcionarios directivos, los profesionales y técnicos.


En lo que se refiere al artículo 8°, sugirió que, da-do que la declaración de intereses tiene por objeto evitar los conflictos de interés, se incorporen en la declaración todos aquellos antecedentes que permitan verificar su potencial existencia en forma fácil y expedita.


En cuanto al artículo 9°, hizo presente que sola-mente se refería a los funcionarios, siendo que debía extenderse también a las autoridades las que quedarían asimismo sujetas al control de los organismos internos.


En cuanto a la aplicación de sanciones, sostuvo que en el caso de los consejeros del Consejo para la Transparencia, debería aclararse que la propuesta de sanción debería efectuarse al Consejo Directivo, el que resolvería con exclusión del Consejero afectado, y, en el caso de los demás funcionarios obligados, al Director General.


En relación a las obligaciones de publicidad de las declaraciones de intereses y de patrimonio, fue partidario de incluir un deber de transparencia activa a todos aquellos órganos que tengan personas obligadas a efectuar tales declaraciones, la que en el caso de los órganos de la Administración del Estado, podría incluirse en el artículo 7° de la Ley N° 20.285, de Transparencia. Precisó que, en la práctica, tales declaraciones son publicadas en los sitios de transparencia activa de cada servicio e institución, sujetos a la ley mencionada, pero con la modificación que propone se daría un contenido concreto al deber de publicidad y por constituir una forma más perfecta de acceso, permitiría suprimir la exigencia de mantener dichas declaraciones para su consulta pública y el derecho de cualquier persona de obtener una copia protocolizada.


Fue partidario, asimismo, de la publicación de las sanciones aplicadas a las autoridades y funcionarios que no efectúen la declaración o lo hagan en forma extemporánea, a fin de que tengan el mismo nivel de difusión que las declaraciones. La publicación debería hacerse en la página web del órgano o servicio respectivo e incluirse en las cuentas públicas que cada órgano de la Administración del Estado debe efectuar anualmente.


En el caso de los artículos 28, 36, 40 y 48 en lo que se refieren a las normas de carácter general que podrán dictar de consuno las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, fue partidario, en ausencia de alguna disposición relacionada con la publicidad de estas normativas, que se las incluya en las páginas de transparencia activa de las respectivas superintendencias.


Tratándose de los artículos 31 y 32 en lo referente a la constitución del mandato y a las menciones que debe contener la escritura de constitución, propuso que se incluyera la escritura pública de formalización en la página web del organismo a que pertenece el mandante, como parte de las obligaciones de transparencia activa de la institución.


En el caso del artículo 40, consideró que como establece la obligación para ambas Superintendencias de llevar un Registro Especial de Administradores de Mandato, registros que deben estar permanentemente a disposición del público, lo lógico sería aplicar a su respecto las normas de transparencia activa y sujetarlos a las reglas de publicidad que señala el artículo 7° de la Ley de Transparencia.


En lo que se refiere al artículo 47, que establece que el mandatario deberá proveer de fondos al mandante cada vez que éste lo solicite, lo que deberá efectuar con cargo a la parte del patrimonio que administra, señaló que se trataba de una norma que podría crear dificultades, por cuanto si el mandatario señalaba carecer de dinero, el mandante podría por esta vía controlarlo periódicamente.


Respecto del artículo 48, el que dispone que el mandatario deberá entregar anualmente al mandante y a las Superintendencias una memoria o resultado acerca de la situación general del patrimonio administrado, consideró que dada la relevancia de la materia, debería precisarse si tal información es pública o secreta conforme al artículo 21 N° 2 de la Ley de Transparencia, cuestión importante de dilucidar para los efectos del quórum de aprobación de esta norma.


En cuanto a los artículos 37, 41, 54 y 61, que tratan de la publicidad de las sanciones aplicadas al mandante y al mandatario, sugirió que tales sanciones se publicaran en las páginas de transparencia activa de las respectivas Superintendencias y en el caso de las sanciones al mandante, en las páginas correspondientes del organismo público en que se desempeñe.


Por último, refiriéndose al artículo 60, el que sanciona al que no cumpla dentro del plazo con la obligación de enajenar sus derechos o de constituir el mandato de administración, señaló que el inciso segundo de dicho artículo estimaba que la infracción a estas obligaciones podría considerarse como una vulneración grave al principio de probidad administrativa. Al respecto, hizo presente que de acuerdo al artículo 125 del Estatuto Administrativo, tal infracción conllevaba como sanción la destitución. Por tal razón, consideraba necesario precisar cuáles serán las sanciones que se aplicarían frente a dichas infracciones, es decir, si serían las mismas del inciso primero o distintas.


b.- Don Jorge Correa Sutil, Director de Chile Transparente.


Empezó observando que la denominación del proyecto versaba sobre la “probidad en la función pública”, materia que se encontraba tratada en la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado y que, básicamente, seguiría vigente, por lo que podría suscitarse alguna duda relativa a una derogación orgánica de esta última normativa. No obstante, podía observarse que el proyecto se refería más a las cuestiones relacionadas con los conflictos de interés que con la probidad en general.


Refiriéndose directamente al contenido de la iniciativa, señaló que en ella se destacaban fundamentalmente tres aspectos: la declaración de patrimonio e intereses, el mandato de administración y la obligación de enajenar. Nada se decía acerca de la llamada “puerta giratoria” la que suele ser materia de estudio en las legislaciones sobre probidad.


Señaló que el Título I reiteraba lo ya señalado por la Constitución Política y la ley de Bases de la Administración del Estado.


En lo que se refería a la declaración de intereses y patrimonio, la iniciativa perseguía tres objetivos: agrupar la materia en un solo cuerpo normativo; agregar nuevas autoridades obligadas a efectuar la declaración y extender a más bienes tal declaración.


a.- En esta materia, señaló que el proyecto ampliaba el plazo para efectuar la declaración de treinta días, que era el término vigente, a sesenta días, sin que se avizore alguna razón que aconseje tal medida. A su parecer, tal aplazamiento para efectuar la declaración podía entenderse como que ésta no era prioritaria, aumentaba los riesgos para la persona que asume el cargo e incrementaba la posibilidad de que se produjera algún conflicto de interés. Hizo presente que en los sistemas compara-dos la norma era aún más estricta y en países como los Estados Unidos no era posible asumir el cargo antes de efectuar la declaración.


b.- En lo que se refería al contenido de la declaración, señaló que ésta comprendía los intereses y patrimonio del declarante y del cónyuge, casado bajo el régimen de sociedad conyugal, limitación con la que no concordaba por cuanto el patrimonio e intereses de quienes viven bajo el mismo techo, generan en la persona que está tomando una decisión un conflicto de interés al resolver sobre ellos, razón por la que pensaba que la declaración debiera comprender al cónyuge, esté o no casado bajo el régimen de la sociedad conyugal, los hijos menores y los mayores dependientes. Recordó al efecto que en la legislación comparada se incluía, aún, a los convivientes.


c.- Agregó que en la legislación comparada se incluye la historia laboral de los últimos años, de tal modo que el público pueda imponerse de eventuales conflictos de interés.


d.- Concordaba con la existencia de un formato estándar para efectuar la declaración, pero creía conveniente incorporar una norma que permitiera a las entidades auto regularse, pudiendo establecer mayores exigencias, como había sucedido, por ejemplo, con los consejeros del Consejo para la Transparencia.


Hizo presente que en los sistemas comparados, en lo que se refiere a la fiscalización y control, especialmente en los países anglosajones, existe un órgano que asesora y advierte al funcionario que ingresa a la administración, sobre los bienes que debe incluir o no en la declaración y, al respecto, si la declaración se efectuara en el sitio electrónico que señalara la Contraloría, ésta podría contar con una sección especializada que diera tal orientación.


e.- Refiriéndose al artículo 9°, consideró que no era lo suficientemente preciso en cuanto a la identificación del sujeto obliga-do a declarar, como también, respecto del papel de la Contraloría en materia de sanciones, en que la iniciativa solamente le asigna la función de proponerlas, se preguntó qué pasaría si el superior jerárquico que reciba esa propuesta entiende que solamente fue una proposición y que, por lo mismo, no está obligado a imponerla.


f.- Consideró un retroceso que en el caso de los funcionarios judiciales, de los fiscales, de los miembros del Tribunal de la Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales, no se dispusiera la publicación de las declaraciones y su actualización en los respectivos sitios electrónicos.


g.- Creyó necesario, finalmente en esta materia, establecer la obligatoriedad de efectuar la declaración de intereses y de patrimonio a los “asesores clave” de la autoridad, que sin ser funcionarios públicos, suelen tener una gran influencia.


h.- En lo que se refería a las normas sobre enajenación forzada, dijo estar muy de acuerdo con ellas porque precavían la apariencia de conflicto de interés y corrupción que erosionaban el prestigio de la Administración Pública, pero observó lo siguiente:


1° en primer lugar, en la legislación comparada, la obligación de enajenar la participación que se posea en empresas que prestar servicios al Estado, era independiente del monto del contrato, cuestión que le parecía lógica y debería acogerse.


2° Asimismo, creía que la redacción del artículo 57 sólo daba lugar a la obligación de los alcaldes de enajenar su participación en empresas que tuvieran contratos vigentes con los municipios en materia de aseo y ornato, dejando fuera cualquier otro tipo de contrato.


3° Estimó excesivo el plazo de ciento veinte días para enajenar, por cuanto si bien podría ser que algunas ventas generaran complejidades, la enajenación de valores en bolsa no justificarían tanto tiempo y, por el contrario, prolongarían el conflicto.


Declaró tener dudas acerca de la justificación del mandato de administración, el que se limitar a los valores transables en bolsa. Todos los demás conflictos deberán enfrentarse por la vía de la declaración de intereses y de patrimonio y la obligación de enajenar, siendo que hay muchos otros bienes que pueden generar similares conflictos de interés, pero respecto de los cuales no existe la obligación de constituir un mandato de administración.


Reconoció que el mecanismo del fideicomiso ciego había sido adoptado en los países que existe, como un sistema voluntario de muy escasa aplicación, especialmente por el hecho de no existir confianza de que no pueda haber comunicación entre mandante y mandatario, a todo lo cual, debería agregarse, en el caso nacional, que el mecanismo de constitución resultaba muy engorroso.


Agregó que en los países en que se aplica este mecanismo, el fideicomiso ciego comienza cuando los bienes se han vendido y el hecho de permitirse que el mandante instruya al mandatario en el sentido de sólo administrar y no vender, no ayudaría a prevenir el conflicto de intereses porque no habría tal ceguera.


Le parecía lógico aplicar este mecanismo a cargos como los de Jefe del Estado y parlamentarios, dada la periodicidad con que quienes sirven estos cargos están resolviendo sobre un sinnúmero de materias, pero no le parecía tan claro en el caso de ministros e intendentes cuyas obligaciones son limitadas y, si en sus casos hubiera posibilidades de conflicto, por ejemplo por el hecho de tener interés en instituciones que deban fiscalizar, lo más lógico sería extender la obligación de enajenar.


Asimismo, consideraba que lo que disponía el artículo 46, en el sentido de que para los efectos tributarios, se consideraría como patrimonios separados los que administre el mandatario y el mandante, podría prestarse como una forma para pagar menos impuestos.


Por último, reflexionó acerca de que una buena regulación en materia de declaración de intereses y de obligación de enajenar sería suficiente para imponer, por ejemplo, a los parlamentarios, el deber de inhabilitarse en una determinada votación o exponerse a una severa censura pública en razón del conflicto de interés, pero, en lo que se refiere al mandato de administración, que le parecía engorroso y complicado, creía que no se justificaba mucho legislar por cuanto difícilmente se daría de nuevo en el país un Primer Mandatario con tantos intereses.


c.- Don Roberto Guerrero Valenzuela, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica de Chile.


Hizo presente que tenía una buena evaluación inicial de este proyecto, por cuanto recogía muchas de las observaciones que había formulado a la iniciativa sobre la misma materia presentada por la anterior Administración. No obstante no compartía, desde el punto de vista formal, el hecho de que se lo estructurara sobre la base de un artículo único que, a su vez, daba forma a esta nueva iniciativa sobre probidad, por cuanto si bien podría facilitar la discusión parlamentaria también dificulta su aplicación y citación una vez convertida en ley, como ha sucedido con la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.


En lo que se refería al fondo de la iniciativa, señaló que el proyecto había optado por un concepto amplio de probidad, circunstancia que habría hecho conveniente incluir una definición específica de lo que debería entenderse por independencia, pero el artículo 2° se limita, simplemente, a reiterar el concepto de probidad contenido en la ley N° 18.575.


Por otra parte, el proyecto trataba en forma con-junta la declaración de intereses y de patrimonio, el mandato de administración de valores y la obligación de enajenación de activos. A su parecer, el acento debió ponerse en la declaración de intereses y de patrimonio por tratarse de una sociedad transparente que quiere evitar la corrupción en forma frontal. No sería criticable que una autoridad tuviera intereses y patrimonio, sino que lo cuestionable sería ocultar estos aspectos o enriquecerse con ocasión del ejercicio del cargo. Declaró que no eran de su agrado el mandato de administración de valores ni la enajenación obligada de activos, pero reconoció que existía una cierta necesidad de establecerlos y regularlos.


Concordó con incluir en un solo cuerpo legal a todos los sujetos obligados a efectuar la declaración de intereses y patrimonio, pero creía que esta obligación debería extenderse también a otras autoridades en razón de las funciones que desempeñan, como eran los miembros del Consejo Nacional de Televisión y los integrantes del Panel de Expertos de la Ley General de Servicios Eléctricos.


Creía, asimismo, conveniente fortalecer más la herramienta de la declaración de intereses y patrimonio, por cuanto el proyecto contiene un trato bastante disímil al respecto. En efecto, respecto de algunas autoridades se dan amplias facilidades para acceder a las declaraciones, pero tratándose de otras cuyas funciones se encuentran reguladas en leyes especiales, resulta más difícil acceder a su contenido. Recordó, al respecto, que de acuerdo a la ley N° 20.285 todas las reparticiones que forman parte de la Administración Pública, están obligadas a mantener a disposición permanente del público determinados antecedentes en sus sitios electrónicos como también las correspondientes actualizaciones. Por ello, propuso modificar esta última ley para agregar las declaraciones de intereses entre las materias que deben publicarse en las respectivas páginas web e incluir en este proyecto igual obligación respecto de aquellas autoridades que no aparecen impelidas a hacerlo conforme la citada ley de Acceso a la Información Pública. 


En lo que se refiere al articulado mismo, observó lo siguiente:


En el artículo 5°, se encomendaba al reglamento establecer la información adicional que podrá incorporarse a la declaración de intereses, cuestión que creía conveniente ampliar a todo cuanto la autoridad quisiera dar a conocer y que creyera de interés, por cuanto podría ser posible que el reglamento no consignara toda la información que alguien podría desear transparentar.


Respecto del artículo 8° que, en su letra a), seña-la las actividades profesionales y económicas, sean éstas remuneradas, gremiales o de beneficencia, del funcionario, estimó positivo que se valoraran los intereses que no son de naturaleza puramente económica de éste, como son los gremiales o de beneficencia, pero echó de menos que no se incluyeran las actividades realizadas en los últimos veinticuatro o dieciocho meses antes de asumir, ya que ello permitiría, por ejemplo, saber si en el período que en definitiva se establezca, el funcionario fue asesor de una entidad a la que en su nuevo cargo le corresponderá fiscalizar.


Asimismo, hizo presente que en las declaraciones de patrimonio podía observarse mucha disparidad, por cuanto en la letra b) se incluyen los bienes inmuebles y en la letra d) las sociedades en que la autoridad tiene participación. Al respecto, estimaba que lo lógico sería que se declaran los derechos o participación en una sociedad y los bienes de que esta última es dueña.


En lo que decía relación con las normas del proyecto que señalan el lugar en que estarán a disposición del público las declaraciones de intereses de autoridades que no forman parte de la Administración del Estado, creía que lo que correspondía era que se publicaran en los sitios electrónicos de las respectivas entidades, por ser más fácil acceder a ellas por internet que tener que concurrir a los servicios a solicitarlas.


Creía, asimismo, necesario consignar en el proyecto mismo los efectos o consecuencias de las declaraciones, es decir, la obligación funcionaria de abstenerse de participar en actos en que pueda tener algún interés, por cuanto aunque tal consecuencia está establecida en la ley N° 18.575, las disposiciones de esta última no alcanzan a todas las autoridades obligadas a declarar, sin perjuicio, además, del carácter especial de la iniciativa en estudio.


Consideró compleja la disposición contenida en el artículo 35, la que establece que en el caso de existir manifiestas modificaciones en el mercado, el mandante podrá instruir al mandatario para el cambio de sus inversiones, lo que deberá comunicar a la Superintendencia respectiva, la que deberá pronunciarse sobre la procedencia de la modificación e instruir al mandatario para que la efectúe. Creía debía exigirse únicamente la autorización previa de la Superintendencia porque tal como se lo proponía, podría entenderse que las instrucciones debería darlas también este último organismo.


Respecto del artículo 36, que establece que las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, de consuno, deberán regular las condiciones conforme a las cuales se podrán materializar los traspasos de un sistema de administración a otro, señaló que debería precisar más su redacción por cuanto no dejaba claro si el cambio se refería al de mandato general por el diversificado, al cambio de mandatario o al de las inversiones.


En lo que decía relación con el artículo 38, que obligaba a quienes tuvieran alguna pretensión judicial con el mandante, a notificar al mandatario, consideraba que se alteraban las reglas del debido proceso, porque imponían a quien demanda a una autoridad averiguar la identidad del mandatario. En estos casos deberías notificarse igualmente al mandante.


En el artículo 41 en que se mencionan las personas jurídicas que no pueden desempeñarse como mandatarios, entre las que figuraban aquellas cuyos directores o administradores tuvieran alguna relación de parentesco o afinidad con la autoridad o su cónyuge, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, creía debía seguirse la norma que regla los gobiernos corporativos de las empresas y exceptuar a los directores y administradores sino también a los gerentes y ejecutivos principales, como también ampliar el grado de parentesco hasta el tercer grado.


En el caso del artículo 49, que prohíbe las comunicaciones entre mandante y mandatario, creía necesario establecer expresamente que el primero no podrá exigir al segundo que le rinda cuentas mientras esté vigente el mandato y ello por el carácter supletorio que establece el artículo 26 del proyecto para las disposiciones pertinentes del Código Civil que, al no prohibirse expresamente tal rendición de cuentas, podría entenderse que rige la norma del Código y el mandante podría pedir tal rendición.


Respecto de la causal de término del mandato por la fusión o transformación del mandatario según lo establece el número 5) del artículo 54, dijo no entenderla pues la pérdida de habilidad del mandatario para desempeñarse como tal, se asocia más a una disminución de su competencia o grado de independencia, que a las modificaciones de las formas sociales.


Por último, refiriéndose al artículo 57, que trata sobre la obligación de enajenar activos, se establece que quienes sean socios de sociedades de personas, pueden renunciar a ellas en los términos de los artículos 2108 y siguientes del Código Civil. Explicó que este último artículo y los que lo siguen tratan de las condiciones en que puede renunciar un socio y, en general, ésta no puede ser intempestiva ni de mala fe. Como la renuncia es una causal de disolución de la sociedad, creía necesario precisar en este artículo que la renuncia causada por la obligación de enajenar impuesta por la asunción de un determinado cargo, no tendría el carácter de intempestiva, de tal manera de permitir a los socios resolver acerca de la subsistencia de la sociedad, sin que dicha renuncia signifique la disolución automática de la misma.


d.- Don Jorge Claissac Schnake, Director de Información Política y Asesoramiento del Centro Democracia y Comunidad.


Inició su intervención, señalando que la opción tomada por el Gobierno en lo que se refiere a los conflictos de interés era correcta, indicando que la idea que la inspiraba era que existen potenciales conflictos de interés cuando un funcionario posee determinados activos, cuya suerte queda entregada a las decisiones que deba adoptar en el ejercicio de sus atribuciones públicas; en consecuencia, para precaver el conflicto, resultaba obligatorio separar al funcionario de la posibilidad de adoptar esas decisiones o de tales activos.


Hizo presente que esta propuesta se diferenciaba de la iniciativa original presentada por el anterior Gobierno, en que la medida del conflicto era la cuantía del patrimonio del funcionario y no la incidencia que sus decisiones públicas podrían tener sobre ese patrimonio. Lo que realmente importaba no era que el funcionario fuera pobre o rico, sino que la posibilidad de que a partir de las decisiones públicas que adoptara, pudiera engrosar su patrimonio más allá de lo que podría de no mediar tales decisiones.


Agregó que precisamente por esa conceptualización del problema, parecía lógico que las diferentes reglas destinadas a arbitrar estos potenciales conflictos, quedaran incluidas en un mismo cuerpo normativo.


La primera observación que surgía del examen de la iniciativa, se basaba en el hecho de que mientras mayor fuera el riesgo de conflictos, mayor debería ser la herramienta destinada a prevenirlos y, precisamente por ello el sistema se ordenaba desde los mecanismos de transparencia, que permitían conocer el estado patrimonial del funcionario, hasta la enajenación de activos en aquellos casos en que no era posible recurrir a otro camino. El sistema escalonado que se proponía partía entonces del conocimiento de tal situación patrimonial y en base a ese conocimiento, se de-terminaba la necesidad de la constitución de un mandato o de la enajenación, pero, a su juicio, faltaba un elemento de gran importancia como era el deber de abstención, etapa previa al mandato y a la enajenación. Este deber se traduciría no en la simple abstención de firmar los actos administrativos pertinentes, sino que en la completa marginación del funcionario del proceso decisorio, tanto en su fase de sustanciación como de resolución.


Refiriéndose, luego, a las etapas que contempla el proyecto, señaló que para el cumplimiento de sus objetivos, avanzaba en tres direcciones complementarias: la declaración de intereses y de patrimonio; la obligación de ciertas autoridades relativa a la constitución de un mandato de administración discrecional de cartera de valores y, finalmente, la enajenación de activos en aquellos casos excepcionales en que la constitución del mandato no puede resolver el conflicto de interés.


Señaló que la regulación que el proyecto proponía en materia de declaración de intereses y de patrimonio, constituía un avance significativo en la transparencia con que debe ejercerse la función pública, porque sin una regulación adecuada no era posible el control y sin éste, to-das las normas sobre probidad, resultaban inútiles. Destacó la ampliación que se hacía de las personas obligadas a declarar como de los bienes que deben incluirse en la declaración, por lo que podía afirmarse que toda autoridad o funcionario que ocupara una posición de relativa importancia, estaría sujeto a tal obligación. Lo anterior aumentaría significativamente la información disponible y fortalecería las normas sobre probidad pública.


Destacó, asimismo, el hecho que el proyecto obligara a efectuar la declaración a quienes dejaban sus cargos, señalando que con ello se llenaba un vació por cuanto lo importante era contrastar con cuanto se llegaba al cargo y con cuanto se retiraba de él. No obstante, creía que mantener estática la situación durante cuatro años, salvo la producción de hechos significativos o el término del ejercicio del cargo, no era lo más adecuado, por cuanto pensaba que lo mejor era hacer visibles los cambios paulatinos que pudiera experimentar la situación patrimonial del funcionario y si bien, no parecía conducente para ello exigir una declaración anual, sí podría exigirse la publicación de la declaración anual del impuesto a la renta, lo que permitiría contar con una herramienta de control intermedio entre la declaración inicial y la final.


En cuanto a los dos tipos de mandato que con-templa el proyecto, señaló que el general se refería a la entrega de la administración a un tercero de bienes considerados conflictivos, partiendo de la base de que tal desprendimiento impedía o, al menos, limitaba los eventuales conflictos de interés que pudieran producirse. Si tal solución no era posible, se aplicaba el mandato diversificado, en el cual el mandatario debería presentar un plan de liquidación de esos bienes y de la posterior administración del producto de tal liquidación.


Al respecto, creía que el conflicto de interés sola-mente podía evitarse por la vía de separar el patrimonio conflictivo de la esfera de decisiones del funcionario, por cuanto no resultaba suficiente con dejar de administrar sino que resultaba indispensable que la autoridad desconociera cuáles podrían ser los efectos de sus decisiones públicas en sus activos. La falta de ceguera de este tipo de mandato, no solucionaría los conflictos de interés.


Creía, a este respecto, que tratándose de bienes que no debieran ser objeto del mandato diversificado, lo correcto sería contar con una buena regulación del deber de abstención, de tal manera de no re-cargar el patrimonio del funcionario con un mandato innecesario. De no ser suficiente la aplicación del deber de abstención, en tal caso se recurriría al mandato diversificado que podría o no dar lugar a la enajenación de bienes, siendo lo realmente importante que el funcionario no estuviera en condiciones de calcular el efecto de sus decisiones públicas en su patrimonio. Por eso pensaba que el proyecto debería contemplar únicamente el mandato diversificado.


En los casos que no fuera posible evitar el conflicto de interés por medio del mandato, el proyecto contemplaba la enajenación de los activos susceptibles de tal conflicto, medida contemplada como excepcional, característica con la que concordaba.


Señaló que el proyecto obligaba a enajenar, en los casos que se dieran los supuestos que impelieran a ello, al Presidente de la República, Senadores, Diputados, Contralor General de la República, Ministros de Estado, Subsecretarios, Superintendentes y Jefes de Servicios, Intendentes y Alcaldes si se trata de asuntos que se encuentran dentro de la esfera de su competencia. Al respecto, dijo no comprender por qué quedaban fuera de esta obligación y de la de constituir un mandato los Gobernadores Provinciales, quienes serían los únicos funcionarios de la confianza del Jefe del Estado que quedarían fuera de estas obligaciones.


Señaló estar de acuerdo con el catálogo de bienes o derechos que deberían enajenarse, pero no compartía que dicha obligación, tratándose de concesiones en cuya virtud la empresa que la explote se encuentre en una posición dominante en el mercado, afecte únicamente al Jefe del Estado, a los parlamentarios y al Contralor General de la República. Creía que lo lógico sería establecer la obligación para todas las autoridades, atendiendo a si dichas concesiones están o no bajo el ámbito de sus atribuciones, y, en todo caso, cuando corresponda a la autoridad ejercer, directa o indirectamente, funciones de fiscalización o control sobre ellas o resolver prórrogas u otras atribuciones sobre las mismas.


En cuanto a la propuesta del proyecto, en el sentido que la autoridad o funcionario afectado, deberá enajenar o renunciar a la participación en los términos del artículo 2108 del Código Civil, entendía que se señalaba de tal modo para connotar que se trataba de una obligación legal, que autorizaba pasar por sobre el pacto social. Creía que ello buscaba precaver el efecto de la renuncia que significaría la disolución de la sociedad, por lo que si se buscaba evitar ese efecto, convendría decirlo expresamente y no dejarlo sujeto a interpretaciones.


Por último, coincidió con los plazos para la entrada en vigencia de la ley, pero discrepó del término de cuatro meses que el artículo 2° transitorio dispensaba a las autoridades obligadas a adecuar su situación a lo que la ley establece. Le parecía un plazo excesivo respecto del cual no se señalaban fundamentos.


e.- Don Guillermo Larraín Ríos, ex Superintendente de Valores y Seguros.


Señaló que uno de los objetivos del proyecto sería buscar un equilibrio entre el celo por evitar conflictos de interés de las autoridades y el otorgamiento de ciertas facilidades a las personas para incorporarse a la vida pública sin tener que sobrellevar una carga excesiva.


Concordó con la idea de eliminar el límite patrimonial para obligar a la constitución del mandato, dado que lo importante no es el monto del patrimonio de la autoridad, sino la fórmula para evitar que las decisiones que adopte puedan redundar en su propio beneficio.


Sostuvo que en lo que se refiere a la obligación de enajenar, no se consideraba a los hijos y a los cónyuges de la autoridad, seguramente por las posibles implicancias de naturaleza constitucional, como también en lo que se refería a los plazos para la constitución del mandato o para enajenar, no se tomaba en cuenta lo realizado antes de asumir el cargo, recordando al efecto los cuestionamientos formulados al Ministro del Interior del Brasil por aumentos de su patrimonio antes de acceder al cargo, lo que hacía conveniente repensar las disposiciones del proyecto por cuanto el enriquecimiento ilícito podría haberse producido antes.


Señaló, en seguida, que las instituciones encargadas de supervisar las enajenaciones, los mandatos y las declaraciones serían la Contraloría General de la República y las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros. Agregó que el proyecto entregaba al respecto una gran cantidad de atribuciones a la primera, lo que no le parecía bien por cuanto no era conveniente entregar a una sola persona tal cantidad de potestades. Recordó sus opiniones en el sentido de ser partidario de avanzar en la constitución de instituciones no tan unipersonales sino más colegiadas, por cuanto ello sería una condición ineludible para evitar la politización de los entes fiscalizadores.


Por otra parte, contrariamente a lo expresado, creía que el mandato era necesario, especialmente porque en muchos casos exigir la enajenación constituiría un exceso y, a su vez, la declaración de intereses podría no ser suficiente, dado que los activos que se transan en el mercado de valores suelen ser de gran liquidez y para que, a su respecto la declaración fuera útil, debería renovársela semana a semana. Por ello, pensaba que en estos casos el mandato era conveniente.


En lo que respecta a lo expuesto en el Mensaje en el sentido de que la libre disponibilidad de la información contenida en la declaración de intereses y de patrimonio, constituiría un incentivo contra conductas abusivas y daría poder a la sociedad civil, sostuvo que lo señalado no era más que una aspiración para que los funcionarios no hicieran mal uso de sus cargos, pero eso por sí solo no era suficiente, se requerían otras herramientas como era un régimen de fiscalización y sanciones, sin perjuicio del rol que pudiera desempeñar la sociedad civil.


En lo que se refiere a las multas, con el techo de treinta unidades tributarias, le parecía bajo. Creía más adecuado establecer una proporcionalidad entre la falta cometida y la multa a pagar.


Asimismo, en cuanto a la obligatoriedad de efectuar la declaración cuando los derechos, acciones o valores exceden del 10% de participación en la propiedad y, por lo mismo, si es inferior a ese porcentaje, no existiría la obligación, hizo presente que en ocasiones un porcentaje inferior resultaba de gran relevancia para el patrimonio del funcionario.


Igualmente consideró que la sanción al incumplimiento contumaz de efectuar la declaración o de actualizarla, que podía ser de sesenta y un día a tres años de inhabilidad especial temporal para ejercer cualquier cargo o empleo público, sea o no de elección popular, resultaba muy baja, dado que si la infracción se comete en el primer año de electa la persona, perfectamente podría presentarse a la próxima elección, lo que hacía recomendable que la sanción no fuera inferior a cinco años de inhabilidad.


En lo que se refería al mandato, señaló que no tenía sentido dar tal nombre al diversificado, por cuanto realmente se trataba de un plan de liquidación de valores y una posterior adquisición de instrumentos de inversión diversificados. Igualmente, creía positivo acoger la experiencia de los Estados Unidos y establecer un beneficio tributario a favor de quienes estén obligados a enajenar.


En lo tocante al objeto del mandato, señaló que se disponía en el artículo 29 que se debía constituir “sobre la totalidad de sus acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones…”, pero que había otras formas de adquirir acciones, por lo que creía conveniente que se aludiera a títulos representativos de acciones, entre los que se contaban las opciones de compra. Asimismo, añadió que no se regulaba lo concerniente a las acciones que podían adquirirse por medio de ofertas privadas.


En lo que decía relación con las instrucciones que el mandante podía entregar al mandatario, estimaba que existía una cierta ambigüedad, por cuanto el artículo 35 al señalar que “ el mandante podrá instruir al mandatario el cambio de sus inversiones cada vez que existan manifiestos cambios en el mercado”, podría prestarse a abusos difíciles de manejar. Al respecto, creía que el mandato debería contener instrucciones generales lo suficientemente amplias como para que el mandatario pudiera efectuar las modificaciones pertinentes cada vez que se produjeran variaciones en el mercado.


Sobre este mismo tema, señaló que el proyecto permitía que entidades extranjeras pudieran actuar como mandatarias, sin otra exigencia que exigirles una fianza o garantía equivalente al 10% del valor del patrimonio en administración, con un tope de mil unidades tributarias mensuales. Al respecto, sostuvo que sería imposible hacer efectiva la mencionada garantía como también que si ya sería difícil supervisar que no hubiera comunicación entre el mandante y una entidad local, mucho más dificultoso sería hacerlo con una entidad extranjera.


Tampoco le parecía razonable exigir a la Superintendencia respectiva, un pronunciamiento acerca de la procedencia de la modificación del mandato cada vez que se produjeran cambios manifiestos en los mercados, porque ello se traduciría en constantes presiones sobre esta entidad y además, no estaría dentro del rol que le corresponde cumplir.


En lo que se refería a la obligación de enajenar la participación en empresas proveedoras del Estado, señaló que lo importante era determinar cuan relevante resultaba para esa empresa los servicios que prestaba al Estado.


f.- Don Ignacio Errázuriz Rozas, Director Jurídico de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Precisó que de acuerdo a los términos de la iniciativa, a la Superintendencia correspondería, principalmente, registrar y fiscalizar a los bancos que decidan inscribirse en un registro especial de mandata-rios que deberá formarse para la administración de los patrimonios de deter-minadas autoridades públicas; regular, en conjunto con la Superintendencia de Valores y Seguros, materias relacionadas con el mandato de administración que regula el Título III de este proyecto; velar porque las entidades mandatarias cumplan con las obligaciones que se le imponen y, en los casos que corresponda, sancionarlas y, por último, recopilar información. 

Refiriéndose, luego, al articulado mismo, señaló que la obligación que imponía el inciso segundo del artículo 32, de enviar a la Superintendencia de Bancos la escritura de mandato conferido a un banco, dentro de los cinco días hábiles a contar desde su otorgamiento, debería recaer en el mandatario y no en el mandante, ya que la fiscalización de la Superintendencia se ejerce sobre el primero.

Asimismo, debería precisarse que el mandatario debe actuar a nombre propio, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2151 del Código Civil, a fin de mantener el "anonimato" y reserva de la identidad del titular de la transacción, atendido el hecho de que el banco no puede divulgar las decisiones que adopte respecto del patrimonio administrado ni al mandante ni a terceros. De este modo, el banco debería figurar como titular de las acciones y valores del mandante.

Señaló, asimismo, que deberían evaluarse los efectos de la restricción impuesta al mandante, en virtud de los artículos 34 y 35, de instruir cambios al mandato, especialmente cuando las nuevas instrucciones obedecen a manifiestos cambios en los mercados, que puedan provocar detrimento del patrimonio administrado de mantenerse las instrucciones originales, ya que esa situación constituye una evaluación hacia el futuro. Si se quisiera permitir al mandante efectuar cambios en las instrucciones generales cuando ya se ha producido un problema en los mercados que haga suponer que tuvo pérdida en su patrimonio, no se divisa una razón válida para que dicho cambio requiera una aprobación especial de la Superintendencia de Bancos o de la Superintendencia de Valores, según corresponda.
Además de lo anterior, de acuerdo al mismo artículo 35, la Superintendencia de Bancos debe pronunciarse y calificar un cambio al mandato de administración, a petición del mandante, el que no está sujeto a su supervisión, lo cual podría generar una responsabilidad administrativa de alcance poco claro, que surgiría por un acto que no dice relación con la fiscalización de entidades financieras. Asimismo, la Superintendencia deberá calificar una situación de mercado que no es totalmente objetiva, pues la ley no ha establecido una definición ni parámetros a considerar. Además, lo señalado significa encomendar a este organismo calificar si es factible que se produzca un perjuicio al patrimonio administrado, de mantenerse las instrucciones originales del mandato.

Las observaciones mencionadas lo llevaron a recomendar establecer en la ley algunos parámetros más objetivos que definan lo que se entiende por "manifiestos cambios en los mercados".

Por otra parte, indicó como carente de sentido que sea la Superintendencia la que deba instruir al mandatario para efectuar el cambio en las inversiones una vez aprobado, puesto que la alteración de las instrucciones debe efectuarse a través de una modificación al mandato por medio de una escritura pública, motivo por el cual debería reevaluarse el rol de la Superintendencia en esta materia y, eventualmente, radicar en la Contraloría General de la República la responsabilidad de aprobar un cambio al contrato de mandato por razones de mercado, atendido a que el mandante es una autoridad pública sujeta al escrutinio de ese órgano y no al de la Superintendencia.

Sin perjuicio de lo anterior, agregó que parecía necesario aclarar si la Superintendencia debe recibir las modificaciones contractuales al mandato en todos los casos o sólo cuando deba contarse con su aprobación frente a cambios manifiestos en los mercados, e, idealmente, analizar la posibilidad de que sea la Contraloría el organismo encargado de recibir y aprobar las modificaciones que se efectúen al mandato. Si se estimare necesario mantener esta función en manos de la Superintendencia de Bancos, sería preferible que recayera sobre el banco mandatario la obligación de informar a dicha entidad, en el entendido de que sobre él se ejerce la fiscalización. 

Precisó, asimismo, que al momento de celebrar el mandato de administración y en los casos en que el mandatario sea un banco, debería designarse, de común acuerdo por las partes, el nombre del o los mandatarios judiciales, quienes deberán aceptar su nombramiento y tendrán facultades para actuar en representación del mandante. De este modo, las acciones judiciales que afecten el patrimonio que se encuentre bajo la administración del mandatario, deberían ser notificadas a dichos mandatarios judiciales, para lo cual debería modificarse el artículo 38 en el sentido señalado. Ello porque, de acuerdo con este último, las personas que tengan pretensiones judiciales contra el mandante e intenten hacerlas efectivas sobre la parte del patrimonio constituida en mandato general, deberán notificar sus acciones personalmente al mandatario, el cual tendrá, para estos efectos, poder suficiente para actuar en representación del mandante en autos. Esta fórmula obligaría al banco que es mandatario asumir una responsabilidad bastante delicada al designar al abogado que defenderá los derechos del mandante, pues éste podría reclamarle, en caso de que considere que la actuación del representante judicial ha sido negligente. Expresó que a la Superintendencia le corresponde velar porque los bancos no asuman responsabilidades carentes de sentido. En este sentido, se pretende evitar que estas entidades designen al representante judicial del mandante, lo cual podría dar lugar a problemas, ya que permitiría, eventualmente, al mandante demandar al banco si considera que éste ha designado a un abogado inepto o negligente. Recalcó que, por ello, resulta más aconsejable que el mandante acepte de antemano una nómina de abogados que se le proponga y que cumplan con ciertos requisitos, como independencia respecto de aquél, a fin de que asuman la defensa del patrimonio administrado por el banco. 

Señaló, asimismo, que existía una discordancia entre la letra c) del artículo 39 y el inciso tercero del artículo 40, en cuanto al rol que se asigna a la Superintendencia respecto de las entidades extranjeras que se registren como mandatarias, puesto que la primera señala que corresponde a dicho organismo acreditar que cumplen con los estándares internacionales dispuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, mientras que el segundo le encomienda la función de verificar dicho cumplimiento. Además, ambas disposiciones resultan repetitivas, por lo que sería recomendable eliminar el inciso tercero del artículo 40. 

Señaló, asimismo, que los bancos pueden actuar como mandatarios en la administración de bienes de terceros y prestadores de comisiones de confianza, en virtud de lo dispuesto en el N° 16 del artículo 69 de la Ley General de Bancos, actividad que está regulada con más detalle en el Título XII del mismo texto legal. Por ello, en el caso de estas entidades, sería redundante la obligación consagrada para las Superintendencias de Bancos y de Valores en el inciso segundo del artículo 40, en el sentido de establecer, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que quienes deseen desempeñarse como mandatarios deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción en el respectivo registro, toda vez que dicha materia ya cuenta, respecto de los bancos, con la regulación específica que se ha señalado. 

Por lo anterior, el proyecto debería indicar que los bancos se entenderán incorporados al registro por el solo hecho de ser tales, sin perjuicio de que deban cumplir con la normativa especial de esta ley y la que se dicte en relación con los contratos y otros asuntos relacionados al cumplimiento de la misma.

Sostuvo, igualmente, que sería preferible reemplazar, en el inciso final del artículo 40, en el caso de las personas jurídicas constituidas en el extranjero y autorizadas para desempeñarse como mandatarias, la exigencia de constituir una caución o garantía "irrevocable y pagadera a la vista", por el requerimiento de una boleta bancaria de garantía o de una póliza de seguros, que sean emitidas por entidades constituidas en el país, a fin de evitar que se tenga que calificar la procedencia del cobro de dicho instrumento, toda vez que la forma de ejecución de las garantías emitidas en el extranjero, así como la legislación y jurisdicción que les son aplicables, producen bastantes conflictos al momento de hacerlas efectivas, pues en algunos casos debe mediar un arbitraje para su cobro. 

Creía, asimismo, que debería incorporarse, en el artículo 54, entre las causales de término del mandato de administración, la declaración de liquidación forzosa, que se aplica específicamente a los bancos y es equivalente a la declaración de quiebra o insolvencia del mandata-rio. Precisó que los bancos pueden caer en quiebra únicamente en caso de liquidación voluntaria, lo que no ocurre en la práctica.

Agregó que atendiendo a que en virtud de lo dispuesto en el artículo 61, las sanciones por concepto de infracciones al deber de reserva de los mandatarios, consagrado en los artículos 45 y 49, deben ser impuestas por las Superintendencias de Bancos o de Valores, según corresponda, no existe claridad respecto de la manera de acreditar el incumplimiento de dicho deber, lo que puede resultar en extremo difícil, especialmente, cuando se trata de probar que el mandatario ha infringido la prohibición de comunicarse con su mandante para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Por ello, creía que podría ser de utilidad, recurrir a la fórmula de establecer algunas presunciones legales de incumplimiento.

Por último, señaló que dado que las sanciones que imponga la Superintendencia de Bancos a los bancos mandatarios se sujetarán al procedimiento establecido en los artículos 22 y 23 de la Ley General de Bancos, debería aclararse, a fin de evitar contradicciones, que la reclamación ante la Corte de Apelaciones de que trata el artículo 63 no es aplicable a las sanciones impuestas a los bancos en el marco de esta ley.


g.- Don Rodrigo Delaveau Swett, Director del Pro-grama Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo.


Expresó que el proyecto refundía y reordenaba las normas vigentes sobre probidad administrativa, desarrollando la obligación de declarar intereses y patrimonio; y estableciendo la obligación de ciertas autoridades de constituir un fideicomiso ciego o mandato de administración discrecional de cartera de valores, constituyendo en conjunto un todo orgánico sobre probidad en el ejercicio de la función pública.


Añadió que la declaración de intereses y patrimonio ya era una norma vigente; la normativa sobre fideicomiso ciego recogía la experiencia de iniciativas anteriores, agregando, respecto de ciertas autoridades y en casos calificados, la obligación de enajenar algunos bienes, que básica-mente se refería a la propiedad de empresas proveedoras del Estado.


Sostuvo que el proyecto estaba técnicamente bien estructurado y derogaba o modificaba las normas vigentes para lograr una legislación armónica con las demás normas de rango orgánico constitucional.


Dado que el marco constitucional, vigente desde la modificación del año 2010, exigía tanto la declaración de patrimonio e intereses, como la delegación a un tercero de la administración de ciertos bienes y obligaciones (fideicomiso ciego), y obligaba, mediante la ley, a enajenar ciertos bienes, señaló que el proyecto no hacía más que dar cumplimiento a dichos mandatos constitucionales, por lo que, en su concepción general y de detalle, no merecía objeciones de fondo.


Recordó que la preocupación por regular el denominado fideicomiso ciego se gestaba desde cierto tiempo, partiendo en el año 2006 por iniciarse la tramitación del proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín 4716-07), iniciativa presidencial que tuvo numerosos objetivos, uno de los cuales era imponer en la Constitución una obligación de administración de los bienes de una autoridad por un tercero que no rinde cuentas sino hasta el final del ejercicio del mando por parte de la mencionada autoridad. Agregó que la citada iniciativa había sufrido diversas modificaciones, remitiéndose al Senado una disposición que obligaba al Presidente de la República y a las autoridades que señalara una ley orgánica constitucional, la obligación de declarar sus intereses y patrimonio y de encomendar, en los casos en que la ley así lo exigiera, la administración de sus bienes y obligaciones a un tercero, pero no se incluyó la exigencia de enajenación de bienes, por cuanto la Cámara había rechazado tal propuesta. No obstante ello, a fin del año 2009, se publica la ley N° 20.414, reponiendo la posibilidad de que la ley disponga, en situaciones calificadas, la enajenación de todo o parte de los bienes de la autoridad.


Por todo lo señalado, agregó que el proyecto de ley en discusión sólo tenía por objeto dar cumplimiento a un mandato constitucional, que exigía que una ley orgánica constitucional regulara la forma como ciertas autoridades deberán “delegar a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés con el ejercicio de su función pública”.


Expresó que la probidad y la ética pública son conceptos fundamentales para una sociedad democrática. En la medida que el Estado está al servicio de la persona, la probidad pública debe entenderse como la integridad que debe asistir a los llamados a servir los deberes públicos. Además, la probidad demanda responsabilidad por parte del agente público en la medida que debe responder por sus actos y funciones frente a los ciudadanos.


Recordó que inicialmente, en la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, se consagraron las normas sobre probidad administrativa, exigiendo a los funcionarios públicos de grado una declaración de intereses, en el entendido que lo realmente importante era que los administrados pudieran conocer si sus propios intereses pudieran entrar en conflicto con los de alguna autoridad llamada a adoptar una decisión que termine por afectar al privado, de modo que éste tuviera la oportunidad de tomar los resguardos del caso. Posteriormente triunfó la lógica de la declaración de bienes, exigida adicionalmente a la de intereses, tal como se expresa actualmente en la ley orgánica constitucional antes mencionada. Tal declaración puede en algunos casos superponerse a la de los intereses, por ejemplo, cuando éstos consisten en acciones de sociedades.

Finalmente, los criterios se uniformaron en el sentido de que las autoridades deben efectuar ambos tipos de declaración y así ha venido aplicándose la ley vigente, materia en la que el proyecto no formula cambios de fondo.

Explicó que la alternativa más frecuentemente utilizada en la legislación comparada apunta a que el involucrado ceda la administración total de sus bienes, acciones e intereses en forma 'ciega' a un tercero independiente, dotado de completa libertad, autonomía y discreción para llevar a cabo tal labor. Al tercero le está legalmente prohibido consultar o informar al dueño sobre la gestión de los activos. A ello comúnmente se denomina “Fideicomiso 'Ciego'” o “Blind Trust”, el que consiste en un arreglo legal a través del cual un agente (el Fideicomisario) transfiere en forma temporal la administración total de sus activos, negocios y acciones a un tercero independiente (Administrador Fiduciario), el que posee total autonomía, independencia y discreción para gestionar tales activos, sin in-formar ni consultar al Fideicomisario u otras partes interesadas de sus ges-tiones ni de los cambios en la composición de la cartera de activos dejada a su administración (Fideicomiso). El principio básico de esta alternativa sería crear un muro entre una autoridad pública y su patrimonio, para evitar un conflicto de interés en las decisiones que debe adoptar en el ejercicio de su cargo.

Explicó que además de la enajenación de activos, éste es el mecanismo más frecuentemente utilizado en los Estados Unidos, el Reino Unido y Canadá, países en los que la legislación contempla normas y exigencias específicas para estos arreglos, destinadas a asegurar que el Fideicomiso sea efectivamente 'ciego', es decir, que el Fideicomisario no conozca ni tenga influencia alguna sobre la composición y evolución de la cartera puesta en Fideicomiso. Para ello, se debe demostrar que se trata de una cartera ampliamente diversificada de inversiones, títulos y acciones, de tal forma que su poder de mercado e influencia sobre la economía sea marginal, lo que debe además ser verificado por una instancia especializada, como condición para que se autorice tal fideicomiso.

Por otra parte, se debe acreditar y certificar la absoluta independencia del Fiduciario respecto del Fideicomisario para actuar con total autonomía en la gestión de los recursos puestos en Fideicomiso. Asimismo, las comunicaciones entre el Fideicomisario y el Fiduciario están reguladas en la ley y solo pueden efectuarse en forma escrita, debiendo ser previamente revisadas y autorizadas por una autoridad pública independiente, designada para tal efecto. Dicha entidad, dotada de atribuciones y recursos, estará encargada de fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre conflictos de interés, registrar y analizar las declaraciones de patrimonio e intereses de los altos funcionarios, sus parientes, asociados o relacionados, y formular recomendaciones y medidas a tomar de carácter compulsivo.

Además, la legislación estipula que de configurarse un conflicto serio entre el interés económico privado de un funcionario público y el desempeño de sus funciones oficiales, éste deberá tomar medidas para enajenar sus bienes e intereses, o bien transferirlos a una administración independiente y autónoma, u adoptar cualquier otra medida que permita remover efectivamente el conflicto de intereses.

El artículo 8° de la Constitución no obliga a que la ley de probidad disponga la enajenación de ciertos bienes de las autoridades; sólo señala que “podrá considerar otras medidas” y “en situaciones calificadas disponer la enajenación de todos o parte” de los mismos bienes que, conforme a la ley, deban ser objeto de fideicomiso ciego. No existe, entonces, un mandato constitucional para establecer la enajenación. Pero dado que está autorizada, ya no se puede discutir su procedencia desde un punto de vista constitucional.

Sin embargo, manifestó que pueden existir vías igualmente efectivas para evitar dicho conflicto, sin necesariamente limitar en su esencia el derecho de propiedad. En efecto, normas de transparencia u otro tipo de mecanismos más flexibles que hagan creíble que la administración de determinados bienes se rige por criterios autónomos, independientes de la autoridad, es una forma igualmente adecuada de hacerlo, como la misma declaración de bienes e intereses y el fideicomiso ciego. Con todo, reconoció que la obligación de enajenar propuesta en el proyecto de ley no es amplia, sino que se circunscribe, en el caso del Presidente de la República y del Contralor General, a la propiedad de empresas proveedoras de bienes y servicios al Estado u otros organismos públicos, con contratos vigentes que superen las 100 mil unidades de fomento y siempre que la participación de la autoridad supere el 5%. Así, la obligación de enajenar afecta al exceso de ese 5%. 

Más amplia sería la norma que obliga a las mismas autoridades a enajenar las empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción, así como la propiedad de otras empresas concesionarias que ocupen una posición dominante en el mercado. No obstante, creía que el proyecto podría consagrar obligaciones alternativas, para que la autoridad pueda elegir la que más le convenga, o bien, la que mejor sir-va al propósito buscado.

Refiriéndose, en seguida, a la experiencia compa-rada, citó los casos de los Estados Unidos, Inglaterra y Canadá, señalando que:

1.- En los Estados Unidos, los dos principales mecanismos contemplados por la legislación para prevenir los conflictos de interés son la auto inhibición (Disqualification), aplicable en los casos o asuntos en los en que el funcionario o un familiar, cercano o asociado, tenga un interés económico personal involucrado; y la transparencia (Disclosure), declarando detallada y públicamente la fuente, tipo y monto de todos los ingresos, bienes, intereses, acciones, bonos y recursos económicos y financieros que se posean, así como los intereses que podrían verse afectados.

La prevención de eventuales conflictos de interés entre la función pública y los intereses privados para los funcionarios del Gobierno Federal y del Congreso está regulada principalmente en la Ley de Ética Gubernamental de 1978 y en la Ley de Reforma Ética del año 1989, y sus modificaciones. En éstas se establece que las altas autoridades del Gobierno Federal, incluido el Presidente y los Secretarios de Estado, así como los miembros del Congreso y sus funcionarios de nivel superior, y los candidatos que aspiren a estos cargos, están obligados a declarar y divulgar detallada y públicamente la fuente, tipo y monto de todos sus ingresos, bienes, intereses, acciones, bonos y recursos económicos y financieros, así como mantener esta información permanentemente actualizada cada año hasta después de haber dejado su cargo. La ley señala que tales declaraciones están destinadas a prevenir e identificar potenciales conflictos de interés de los funcionarios o candidatos a cargos públicos.

Añadió que la ley estipula que tales declaraciones —con la sola excepción de las correspondientes a funcionarios de los organismos encargados de tareas de Inteligencia— son de acceso público para cualquier persona que la requiera, con la sola obligación de solicitarla por escrito, identificándose y comprometiéndose a no usar tal in-formación con fines ilícitos, los que se describen en la misma ley.

Expresó que la ley de 1978 creó también la Oficina de Ética Gubernamental (Office of Government Ethics, u OGE), como entidad encargada de recoger, registrar y analizar estas declaraciones, como también de detectar, advertir y aconsejar a los individuos respecto de conflictos de interés en que podrían verse envueltos y las medidas preventivas o paliativas para evitarlos.

Asimismo, la Ley de Reforma Ética de 1989 (Ethics Reform Act of 1989), introdujo los “acuerdos éticos” (Ethics Agreements). Éstos consisten en cualquier compromiso oral o escrito efectuado por un declarante (aspirante, propuesto o candidato para ocupar un cargo público) respecto a acciones específicas a adoptar, destinadas a resolver o aliviar un conflicto de interés real o aparente que pueda surgir de ser nominado, tales como inhabilitarse en alguna materia; deshacerse de un instrumento financiero o paquete accionario; renunciar a una determinada posición en una organización, empresa, negocio o entidad; o establecer un “fideicomiso ciego” calificado o diversificado de acuerdo a las normas establecidas para tal efecto. Tales compromisos y su efectivo cumplimiento deben ser registrados y verificados por la Oficina de Ética Gubernamental (OGE), e informar al Senado. Ante un potencial conflicto de interés, la citada Oficina debe aconsejar al afectado respecto de medidas preventivas o paliativas que podría adoptar, las que pueden incluir la enajenación de bienes y activos o la creación de un Fideicomiso Ciego, en el caso de que por el monto y significación de los intereses y activos involucrados y la naturaleza del cargo público de su propietario, se configure un riesgo evidente de conflicto de interés serio.

Manifestó que la ley establece que quien ocupe un cargo público puede eximirse de la obligación de declarar detalladamente sus bienes e intereses acogiéndose a un Fideicomiso Ciego Calificado (Qualified Blind Trust) o bien a un Fideicomiso Diversificado Calificado (Qualified Diversified Trust), si puede demostrar fehacientemente que se trata de una cartera ampliamente diversificada, lo que deberá ser verificado y aprobado a entera satisfacción por el Director de la Oficina de Ética Gubernamental. Por tanto, la ley no obliga a recurrir a un Fideicomiso. Éste se contempla solo como uno de los posibles mecanismos para evitar conflictos de interés.

2.- En Inglaterra, el comportamiento de los miembros del Gobierno está basado en los llamados “Siete Principios de la Vida Pública”: (1) desinterés personal, (2) integridad, (3) objetividad, (4) accountability (responsabilidad y rendición de cuentas), (5) apertura, (6) honestidad, y (7) liderar con el ejemplo, así como en el Código de Conducta Ministerial del cual forman parte.

Tal como en los Estados Unidos, las máximas autoridades del gobierno británico están obligadas a declarar detallada-mente sus bienes e intereses al momento de asumir sus cargos, aunque dicha información no es de inmediato acceso público. Para ello, cada Ministro debe informar personalmente y por escrito al Secretario Permanente del respectivo Ministerio o Departamento Ministerial (un alto oficial perteneciente al Servicio Civil, designado por el Primer Ministro para es-tos efectos) de todos sus bienes, activos e intereses que podrían dar ori-gen a un eventual conflicto de interés, proporcionándole una lista escrita completa de su patrimonio, bienes, acciones e intereses, así como los de sus familiares, cercanos asociados y fiduciarios, y otros intereses privados relevantes, tales como vínculos con organizaciones externas y sus empleadores anteriores. El Secretario Permanente debe registrar y dejar constancia escrita tanto de la información proporcionada como de las sugerencias formuladas al Ministro y las acciones comprometidas y/o emprendidas por éste destinadas a prevenir o evitar un eventual conflicto de intereses.

El Código de Ética para los Ministros (Code of Ethics and Procedural Guidance for Ministers), establece que “los Ministros (incluyendo al Primer Ministro) deben evitar escrupulosamente cualquier peligro de conflicto de intereses, real o aparente, entre su posición ministerial y su interés financiero privado. Con el fin de evitar tal peligro, deberán guiarse por el principio general de que ellos deberán enajenar o deshacerse de cualquier interés financiero que pudiere dar pie a un conflicto de intereses real o aparente, o bien, tomar medidas alternativas para prevenir su eventual ocurrencia”. En este último caso, el Código establece que si por cualquier razón el Ministro no es capaz o no está dispuesto a enajenar la propiedad de sus intereses relevantes, debería considerar medidas alternativas suficientes como para remover el riesgo potencial de un eventual conflicto de intereses, recurriendo para ello al consejo del Secretario Permanente del respectivo Ministerio o Departamento Ministerial y, si fuera necesario, también a asesoría externa. Tal asesoría debería considerar dos tipos de riesgos; los relacionados con los intereses involucrados propiamente tales, y aquellos relacionados con el manejo de las decisiones en las que el Ministro podría participar o influenciar.

Sostuvo que el Código establece que como una alternativa a la enajenación de los bienes y acciones, el Ministro puede colocar todas sus inversiones, y sus derivados, bajo un Fideicomiso Ciego, sin que se le informe sobre los cambios en las inversiones o el esta-do de la cartera. El mismo Código especifica que tal fideicomiso solo será ciego si se trata de una cartera ampliamente distribuida y diversificada de inversiones, administrada por asesores externos. Una vez establecido el Fideicomiso Ciego, el Ministro no deberá participar ni ser consultado o aconsejado respecto de las decisiones sobre adquisición o enajenación de acciones o bienes del portafolio.

Por último, indicó que el Código establece que en la eventualidad de que no fuere posible encontrar una solución satisfactoria para evitar un conflicto entre su cargo público y sus intereses financieros privados, el Ministro debería dejar su cargo.

Por otra parte, el citado Código señala que los Ministros que fueran parte de firmas profesionales o negocios, al asumir sus cargos deberán dejar de ejercer en tales negocios, así como también deberán dejar de tomar parte en el manejo cotidiano de los negocios de la empresa. Asimismo, en el caso de formar parte de directorios de sociedades tanto públicas como privadas, deberán renunciar a tales pues-tos al momento de asumir sus cargos.

3.- En Canadá, señaló que se cuenta con un sistema exclusivo para arreglos de fideicomiso ciego, donde un fideicomisario independiente administra el arreglo financiero, y el servidor civil no tiene conocimiento de las acciones adoptadas en lo que respecta a la venta y compra de las inversiones. Con ello se busca eliminar de forma eficaz el peligro de conflictos de interés. No obstante, la administración del fideicomiso ciego puede resultar costosa, por lo que el Gobierno ha concebido un sistema para el financiamiento público de la creación y administración de los fideicomisos ciegos cuando dichos arreglos se consideran convenientes.

Por último, indicó que en América Latina, la legislación en general no establece el fideicomiso ciego como medio de con-trol de los conflictos de intereses de las autoridades y funcionarios públicos. Sin embargo, se observa un gran interés para avanzar hacia una regulación que incluye esta figura. Tal es el caso, por ejemplo, de Argentina, país que ha debatido este tema como parte de la discusión de una modificación legislativa a su Ley de Ética de la Función Pública.”

Concluyó señalando que resulta particularmente interesante que en la gran mayoría de los casos, la figura del fideicomiso ciego no es obligatoria, sino que constituye una de varias alternativas que la persona puede elegir para evitar los conflictos de interés. Éstas pueden ser transparentar totalmente el patrimonio y los intereses de una persona o, en su defecto, deshacerse temporalmente de la administración. El proyecto que se analiza, en cambio, forzado por la Constitución, discurre sobre la base de que a todo evento debe cederse la administración e incluso la propiedad. La persona afectada con la medida no puede elegir entre diversos caminos para alcanzar el objetivo que se busca, esto es, evitar los conflictos de interés.


h.- Don Héctor Mery Romero, Director del Área Municipal de la Fundación Jaime Guzmán y don Jaime González Kazazian, abogado de la Fundación mencionada.


1.- El señor Mery inició su intervención efectuando una reseña histórica de los que considera los primeros lineamientos en materia de probidad u honestidad en nuestro régimen institucional, remontándose al contenido de una carta enviada por don Diego Portales a su socio Cea, en marzo de 1822, en la que manifiesta su preferencia por el sistema republicano y refiriéndose a como él entiende este sistema y al Gobierno que deben tener las nuevas repúblicas, señala que debe tratarse de: “Un Gobierno fuerte, centralizador, cuyos hombres sean verdaderos modelos de virtud y patriotismo, y así enderezar a los ciudadanos por el camino del orden y las virtudes. Cuando se hayan moralizado, venga el gobierno completamente liberal, libre y lleno de ideales, donde tengan parte todos los ciudadanos. Esto es lo que pienso y todo hombre de mediano criterio pensará igual.”


Agregó que, posteriormente, con la ley orgánica sobre organización y atribuciones de los tribunales, del año 1891, aparecen las primeras regulaciones positivas del conflicto de intereses, al tratar las implicancias y recusaciones que pueden afectar a los jueces. Mucho tiempo después, tanto la Comisión de Ética Pública, el año 1994 y la Agenda de Transparencia y Probidad, el año 2003, se transformaron en los instrumentos pre-cursores de una serie de cuerpos legales que abordan el tema de la probidad en el ejercicio de la función pública.


Asimismo, hizo presente que existen numerosos trata-dos Internacionales vinculados a este ámbito, que han sido suscritos por Chile, y que se encuentran vigentes. Entre ellos se cuentan los siguientes:

a) Convención Interamericana Contra la Corrupción, adoptada en Caracas, Venezuela, el 29 de marzo de 1996, promulgada por el Decreto Supremo Nº 1.879, y publicada en el Diario Oficial el día 2 de febrero de 1998. 


b) Convención para Combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales y su Anexo, de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), adoptada en París, Francia, el 17 de diciembre de 1997, promulgada por el Decreto Supremo Nº 496 y publicada en el Diario Oficial el día 30 de enero de 2002. 


c) Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, adoptada en Palermo, Italia, el 15 de diciembre de 2000, promulgada por el Decreto Supremo Nº 342, y publicada en el Diario Oficial el día 16 de febrero de 2005.


d) Convención de las Naciones Unidas en contra de la Corrupción, adoptada en Nueva York, el 31 de octubre de 2003, promulgada por el Decreto Supremo N° 375, y publicada el día 30 de enero de 2007.

Citó, asimismo, al profesor José Luis Cea, que cuando se tramitaba la reforma constitucional que dio forma al actual artículo 8° de la Carta Fundamental, manifestó que: “El problema de la corrupción, sus secuelas – y la transparencia como su antídoto – motiva esta reforma, llena de sanos propósitos, pero sólo norma formal al fin, cuya vigencia real exige satisfacer difíciles condicionantes de conciencia, culturales y de voluntad política”.


Al efecto recordó que el citado artículo 8° dispone que el ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones, agregando que vinculados a tal norma se encuentran los artículos 52 y 53 de la ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el primero de los cuales dispone que las autoridades de la Administración del Estado, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración Pública, sean de planta o a contrata, deberán dar estricto cumplimiento al principio de la probidad administrativa. Asimismo, agrega que el principio de la probidad administrativa consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.


Por su parte, el artículo 53 establece que el interés general exige el empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y control, para concretar, dentro del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz. Se expresa en el recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas; en lo razonable e imparcial de sus decisiones; en la rectitud de ejecución de las normas, planes, programas y acciones; en la integridad ética y profesional de la administración de los recursos públicos que se gestionan; en la expedición en el cumplimiento de sus funciones legales, y en el acceso ciudadano a la información administrativa, en conformidad a la ley.


Al respecto, señaló que de la lectura de ambos artículos aparecen dos caras del concepto de probidad. En primer lugar, como principio, como una norma de comportamiento y en segundo lugar, como una política, como una recomendación de buenas prácticas de gestión.


Refiriéndose, luego, a la experiencia institucional sobre la materia, señaló que ya en el año 1970, cuando aún no existía un marco conceptual claramente delimitado a nivel legal, ya se consideraba a la probidad como un principio que integra nuestro derecho público. El dictamen 53.873 de la Contraloría General de la República de 1970 disponía que tanto los abogados que pertenecen a las Fuerzas Armadas como aquellos que se desempeñan en la empresa ferrocarriles del Estado, deben inhibirse de actuar en contra del interés patrimonial del Estado o de instituciones que forman parte de él. En tal sentido, deben abstenerse de patrocinar causas en las que exista posibilidad de condena pecuniaria que afecta a un ente público, como tampoco pueden asumir la defensa de personas que se vean obligadas a concurrir a tribunales de carácter judicial o administrativo en que tengan como contraparte a un servicio de la administración en un asunto litigioso de índole patrimonial. 


Más adelante, el mismo dictamen señalaba que aun-que no existe norma expresa en estatuto administrativo que diga relación con la materia, respecto de servidores del Cuerpo de Carabineros y del Banco del Estado, los principios generales de Derecho Administrativo relativos a lealtad y probidad en el desempeño de empleos públicos, se aplican a los servidores del Estado cualquiera sea su régimen estatutario particular, desde el instante en que ellos son inherentes al desempeño de funciones públicas, por lo que el órgano contralor concluía que esos personeros no podrían actuar, desde luego, en contra de los intereses de las reparticiones a que pertenecen, ya que ello vulneraria el deber de de lealtad y, por otra parte, tampoco podrían actuar, en general, en contra de los intereses del Estado prevaliéndose de antecedentes, informaciones y documentos de que puedan haber tenido conocimiento en razón de sus cargos, desde el momento en que, de esa manera, infringirían obligaciones relacionadas con la probidad y honestidad que es dable exigir de los empleados públicos.


Citó, asimismo, el dictamen 35.738, de 6 de junio de 2011, pronunciamiento que se efectuó a petición del Diputado señor Marcelo Díaz respecto de la integración del Consejo Consultivo de la otrora Comisión Nacional del Medio Ambiente. En dicho dictamen se señalaba que era necesario destacar que el artículo 8°, inciso primero, de la Constitución Política de la República, prescribe que “El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones”. 
Más adelante disponía que como era posible observar, la finalidad de la normativa antecitada (artículos 53 y 62) es impedir que intervengan en la resolución, examen o estudio de determinados asuntos o materias aquellos servidores públicos que puedan verse afectados por un conflicto de intereses en el ejercicio de su empleo o función, el cual pueda alterar la imparcialidad con que éstos deben desempeñarse.


Luego, agregaba que, tal como ha sido señalado por la reiterada jurisprudencia administrativa de este Organismo de Control, contenida, entre otros, en los dictámenes N°s. 8.057, 39.453 y 75.078, todos de 2010, comoquiera que el principio de probidad impone a las autoridades o funcionarios respectivos el deber de evitar que sus prerrogativas o esferas de influencia se proyecten en su actividad particular, aun cuando la producción de un conflicto sea sólo potencial. En este punto, conviene tener presente que, tal como ha sido informado, entre otros, en los dictámenes N°s. 73.040, de 2009, y 22.527 y 39.453, ambos de 2010, al tramitarse las mociones parlamentarias que originaron el artículo 8° de la Carta Funda-mental, introducido por la ley N° 20.050, específicamente en el Primer Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, se dejó expresa constancia que desempeña funciones públicas cualquier persona que cumple una actividad pública en procura del interés general, por lo que tales expresiones no se reducen únicamente a quienes revisten la calidad de empleados públicos sometidos al Estatuto Administrativo, siendo dable agregar que dicho criterio no se altera por la circunstancia de que quien ejecute tales labores reciba o no una remuneración o dieta por sus servicios.


Sigue el dictamen señalando que al disponer el mencionado artículo 8° que el ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones, es indudable que este deber alcanza a los miembros del Consejo Consultivo de que se trata, a quienes, por ende, les resultan aplicables los preceptos de la ley N° 18.575 que lo regulan. Ahora bien, atendida la naturaleza de las funciones -antes señaladas- que corresponden al Consejo Consultivo de que se trata, cabe señalar que sus miembros ejercen una función pública y, por ende, se encuentran sujetos al deber de acatar el principio de probidad y las normas que lo regulan.


Basándose en el contenido de estos dictámenes y de otro que también citó, concluyó el señor Mery que los estándares de conducta que se observan en la Administración del Estado, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de Bases, se relacionan con el concepto de culpa levísima consagrado en el artículo 44 del Código Civil, por lo que el estándar que se exige a los funcionarios públicos es más elevado que aquel que se exige al padre de familia. Sin embargo, a continuación el artículo 53 y el artículo 61 N°8 consideran contravenciones al principio de probidad el faltar a los deberes de eficiencia, eficacia y legalidad. Vale decir, se hace alusión a una práctica de buena administración.


Agregó, al respecto, que el proyecto de ley en discusión incurría en la misma dualidad por cuanto los artículos 1°, 2° y 3° proporcionaban los mismos conceptos, esto es, se reforzaban las dos caras del mismo enunciado, pero que si bien era cierto que la probidad comprendía la buena administración, no se debería olvidarse que el estándar de comporta-miento que se exigía a los funcionarios públicos es el que fija el artículo 52 y que aparece manifestado en este proyecto en los artículos 1° y 2°.


2.- El señor González manifestó que este proyecto de ley tiene por objeto establecer los casos en que ciertas autoridades declararán determinados bienes e intereses, o delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública, consagrando además en qué situaciones calificadas, se deberá proceder a la enajenación de todo o parte de esos bienes, siendo la enajenación la ultima ratio, ya que eventualmente se podría generar un conflicto de constitucionalidad en virtud del artículo 19 N° 23 de la Carta Fundamental, cual es el derecho de adquirir el dominio de toda clase de bienes. Señaló que debía tenerse en consideración la redacción del inciso segundo del citado numeral del artículo 19, en cuanto a que los límites que establece esta ley, que es de quórum calificado, deben atenerse al interés nacional.


Añadió que tal como lo comentó el Decano de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile, no comparte la técnica legislativa de utilizar un artículo único. Dicha fórmula muchas veces confunde el trabajo en comisiones y las votaciones de Sala.
Asimismo, expresó que no parece adecuado que algunos de los integrantes del Poder Judicial que están contemplados en este proyecto de ley, no estén expresamente señalados en el artículo 4° que se refiere a las autoridades que se sujetarán a esta norma.


Respecto a la declaración de intereses y patrimonio, sostuvo que resulta primordial favorecer tal declaración en vez de colocar énfasis, a su juicio innecesario, en la constitución de un mandato de administración. 


Señaló que la Fundación es crítica del tratamiento al que son sometidos ciertos instrumentos, como por ejemplo, el mandato de administración que no importa enajenación, dado que no resuelve el problema de fondo, cual es, el conflicto de interés.


Agregó que importa un exceso que la declaración deba efectuarse dentro de los sesenta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo. Asimismo, la actualización también debe contemplar un período razonable, sobre todo si lo que se quiere prevenir es que la autoridad obtenga un enriquecimiento que tenga como causa el ejercicio de un determinado cargo. 


Además de lo señalado no resulta razonable que un reglamento establezca lo que constituye un “hecho relevante”, por cuanto debe ser la ley la que debe señalar los criterios, al menos a modo ejemplar, sobre los hechos que serán considerados como relevantes. La potestad delegatoria no es una facultad que tenga el actual legislador. Además se debe tener a la vista el principio de legalidad que establece la Carta Fundamental.


En el mismo sentido, compartió lo señalado por el profesor Guerrero, en orden a incorporar los bienes que conforman las sociedades y definir lo que se entiende por bienes subyacentes, ya que la actual redacción del artículo 8° no lo satisface. En dicha forma se podrá determinar qué bienes componen efectivamente el patrimonio de la sociedad. Por último, en relación con este tema, sostuvo que resulta necesario que las declaraciones de intereses y patrimonio contengan los debidos respaldos que acrediten lo señalado por el declarante. Ello con el sólo efecto de agilizar la labor de los órganos fiscalizadores que son la Contraloría y las Superintendencias.


Respecto al mandato, indicó que el presente proyecto se refiere al mandato de cartera de valores, que se divide en dos, de administración de valores y el diversificado, que importa enajenación. Al respecto señaló que este contrato tiene por objeto precaver posibles conflictos de intereses, razón por la que se encarga a uno o más terceros autorizados, la administración discrecional de valores que integren su patrimonio, quienes se hacen cargo separadamente de éstos, por cuenta y riesgo del mandante.


Hizo presente que el contenido del artículo del artículo 28 resulta contradictorio; en efecto, su inciso tercero señala que “El Mandan-te podrá instruir al Mandatario la no enajenación de parte o todos los valores que se le entreguen en administración, mas no podrá disponer nuevas inversiones en aquellos valores que se deben enajenar, ni en aquellos que deberán entregarse en Mandato, conforme con lo establecido en esta ley”. Al res-pecto preguntó cuál es el sentido de una norma cómo ésta y cuál es el sentido que la administración la mantenga un tercero o la misma autoridad, si ella sabe que bienes conforman su patrimonio. En virtud de lo expuesto, declaró que debiesen existir dos herramientas de control, la declaración de patrimonio y de intereses y un mandato diversificado de acciones que importe enajenación, pero no un mandato que solo importe administración.


Respecto a la enajenación y el criterio de los activos sensibles, señaló que como lo que se está regulando son eventuales conflictos de intereses en relación a determinados bienes que conforman el patrimonio de una determinada autoridad, el criterio que debería primar en los distintos supuestos de hecho que se refieren a la enajenación, es aquel que pretenda determinar qué activos son sensibles, considerando además un porcentaje de participación o de incidencia en el patrimonio de la autoridad. Al respecto preguntó cuál sería el eventual conflicto de interés de un señor diputado que tiene acciones de una sociedad que transa sus acciones en bolsa y por qué razón debe enajenarlas, si ese hecho ni siquiera es declarado como un hecho esencial por la Sociedad Anónima. 


Añadió que, por lo demás, existen otros mecanismos de control, como la inhabilitación, respecto de los cuales la sola enajenación implica desconocerlos. 


Destacó que, en el caso de las Cámaras, éstas actúan como órganos colegiados, por lo que la imposición de una obligación como ésta parece un exceso. Por ello, el criterio que parecía más razonable importaba considerar dos supuestos: determinar que activos son sensibles y qué porcentaje se tiene en la participación de la sociedad (elección de directores o administradores o socio controlador), o qué porcentaje del patrimonio de la autoridad representa esa participación en la empresa.


Por último, expresó que como los bienes que serán objeto de mandato de cartera diversificado son de tal entidad, parece necesario que se establezca un procedimiento especial de rendición de cuentas, ya que lo señalado en los artículos 680 y 693 del Código de Procedimiento Civil, a todas luces, no es suficiente.


i.- Don Ramiro Mendoza Zúñiga, Contralor General de la República.


Inició su intervención, señalando que, a partir de la dictación de la ley N° 19.653, sobre probidad administrativa aplicable a los órganos de la Administración del Estado, la Contraloría había asumido un rol bastante complejo en lo que se refería al ejercicio de la potestad dictaminan-te, por cuanto desde el año 1999 se habían emitido numerosos dictámenes que habían conformado un núcleo normativo conceptual acerca del principio de probidad, en cuyo marco destacaban las declaraciones de intereses y de patrimonio, pero que, en la práctica, bajo la concepción de la legislación vigente, carecían de utilidad, dada la falta de sanciones, la omisión de reglas que se refieran al cese de funciones de las personas obligadas a efectuar tales declaraciones y la ausencia de facultades para ejercer una fiscalización efectiva respecto del contenido de estas últimas. A lo anterior debía sumarse el pronunciamiento del Tribunal Constitucional sobre la transparencia de las declaraciones, que acabó impidiendo su publicidad. 


Señaló que, a partir de la reforma constitucional del año 2005, especialmente en lo relativo a la modificación introducida en el artículo 8° de la Carta Fundamental, el tema de la transparencia y la probidad habían cobrado notoria importancia. A la vez, desde el año 1997, época en que se modificó la ley orgánica de la Contraloría, se incorporó como una de sus funciones la de asumir el rol de velar por la probidad respecto de la Administración activa, lo cual se había hecho efectivo a través de la aplicación de la normativa vigente, a pesar de la ausencia de instrumentos útiles que permitieran verificar su cumplimiento.

Agregó que el proyecto de ley en análisis constituía un gran esfuerzo transversal desde el punto de vista político, que la Contraloría celebraba y compartía, por cuanto abordaba una materia estrechamente vinculada con sus funciones. No obstante, contrariamente a lo que se pudiera creer, las atribuciones que se le otorgaba representaban una complicación, por cuanto la distraían de su rol fiscalizador y le encomendaban funciones de administración y registro, pero, pese a ello, estaba consciente que tal misión le correspondía por la función de garante de la probidad que tenía y porque el proyecto establecía herramientas que posibilitaban combatir la corrupción.


Agregó que esta iniciativa contenía aspectos que constituían un avance, pero otros, que se traducían en un estancamiento, los que de aprobarse como se los proponía, harían necesarias nuevas modificaciones en lo futuro, con las consiguientes dificultades para las labores de fiscalización.


En lo que se refería a la situación internacional en materia de verificación de las declaraciones de intereses y patrimonio, señaló que el tema de la probidad estaba radicado en un contexto internacional, en que a través de las sugerencias del Banco Mundial y de la OCDE, se instaba a los países a tener una legislación acorde en lo que decía relación con las declaraciones de intereses y de patrimonio de las autoridades.

Explicó que en la actualidad hay 138 países en el mundo que exigen este tipo de declaraciones, de los cuales 97, que representan el 70%, realizan algún tipo de verificación de los datos contenidos en ellas, esto es, la sujetan a un examen de un organismo representativo o bien similar a nuestra Contraloría, como ocurre, en este último caso, con los 21 países de Latinoamérica que contemplan esta exigencia de verificación. A su vez, de los 97 países, 36 efectúan verificaciones sólo en ocasiones particulares, mientras que los 61 restantes, proceden de oficio.

Comentó que 11 países de la OCDE de altos ingresos verifican el contenido de las declaraciones. Se trata de Bélgica, Canadá, Francia, Grecia, Italia, Corea del Sur, Portugal, Slovakia, España, Reino Unido y Estados Unidos. A su turno, en 11 países de Europa del Este y de Asia Central se realizan verificaciones, a saber, en Albania, Bielorusia, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Kazakhstan, Kyrgyz, Lituania, Macedonia, Moldavia, Polonia y Slovenia. Estos Estados han suscrito la Convención de la ONU contra la Corrupción, la cual formula sugerencias en lo que respecta a la forma de efectuar las verificaciones. Agregó que la OEA cuenta también con un modelo de declaraciones de intereses y de patrimonio.


Mediante un gráfico, señaló los porcentajes de verificación de antecedentes de las declaraciones respecto de las distintas autoridades obligadas a efectuarlas, en el ámbito internacional: 


En lo que se refiere al proyecto de ley mismo, señaló que:


1) el mensaje refundía en un solo texto dos materias diferentes que no necesariamente eran complementarias, a saber, las declaraciones de intereses y patrimonio, por una parte, y el mandato o fideicomiso, conjuntamente con la obligación de enajenar activos, por otra.

Al respecto, recordó que, inicialmente, el Ejecutivo había abordado ambos temas en iniciativas separadas como eran el mensaje que regula la obligación de ciertas autoridades públicas de constituir un mandato especial de administración ciega de patrimonio y de enajenar activos, en los casos y forma que indica (boletín N° 5898-07) y el mensaje que modifica la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en lo referente a la declaración de intereses y de patrimonio (boletín N° 7185-07), pero., luego, a partir de un acuerdo de la Comisión, decidió refundir ambas iniciativas en una sola, que es la que actualmente se analiza. 


A su parecer, esta fórmula era errónea por las siguientes razones: 


a) No hay precedentes en otros países de que estas materias hayan sido abordadas conjuntamente.


b) Si bien hay consenso entre el gobierno y la oposición en materia de declaraciones de intereses y patrimonio, no parece haberlo respecto del contenido del mandato de administración de activos, lo cual retrasaría el avance en la tramitación del proyecto, impidiendo que se concreten a la brevedad las modificaciones a las citadas declaraciones, que cuentan con un respaldo transversal. Hay urgencia en esta materia, ya que sería deseable que la nueva normativa alcance a aplicarse en el nuevo proceso eleccionario que se avecina, sobre todo si se tiene en cuenta que la Contraloría cuenta con un sistema informático para efectuar las declaraciones, que podría ajustarse sin problemas y a la brevedad a los cambios que se introduzcan en la legislación, evitando con ello la burocracia que actualmente generan. Precisó que esto último es válido cualquiera sea el rol que se imponga al organismo, que actualmente es depositario de las declaraciones.


c) El boletín N° 7185-07 propone modificar el Título III de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Ad-ministración del Estado, relativo a la probidad, mientras que la iniciativa legal en actual trámite implicaría crear un texto legal aislado sobre la materia. La primera alternativa presenta la ventaja de permitir a los servicios públicos continuar con una práctica que éstos siempre han entendido como integrante de un estatuto de la probidad, conformado por las normas de la referida ley, de la ley N° 19.880, de la ley N° 18.834 aplicable a la administración central, y de otros estatutos que guardan relación con las campañas electorales y su financiamiento. En cambio, la segunda opción, esto es, crear un nuevo cuerpo normativo, representaría una dificultad para interpretar e integrar todas las normas vigentes sobre la materia. En el boletín N° 7185-07, se otorga a la Contraloría la potestad sancionatoria y se establece un sistema de reclamo jurisdiccional con procedimientos que se ajustan a los requerimientos del debido proceso, mientras que, de acuerdo con el boletín N° 7617-06, este organismo sólo está facultado para proponer sanciones y el sistema de reclamos concebido presenta ciertas debilidades.


d) La ley N° 18.175 es la concreción del mandato del artículo 38 de la Carta Fundamental, que previene que una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, de modo que resulta aconsejable que las normas de probidad permanezcan en ella.


e) El boletín N° 7616-06 recoge la mayoría de las normas del boletín N° 7185-07.


Por ello, sugirió continuar con la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en lo referente a la declaración de intereses y de patrimonio (boletín N° 7185-07), que fue ingresado a la Comisión en septiembre de 2010, incorporando en su texto las modificaciones que propone el boletín N° 7616-06, en torno al tema.

2) Los artículos 1°, 2° y 3° del proyecto reproducen textualmente los artículos 8° de la Constitución, y 2°, 3°, 5° y 52 de la ley N° 18.575, repetición que es innecesaria, por lo que deberían ser eliminados del proyecto.


3) Debería modificarse el artículo 57 de la ley N° 18.575, con el fin de incorporar a las nuevas autoridades y sujetos obligados a efectuar la declaración de intereses y patrimonio que son mencionados en el artículo 4° del proyecto.

4) El citado artículo 4° considera como sujetos obliga-dos, en su inciso segundo, a los funcionarios directivos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o jefe de división o su equivalente en grado, y también a los fiscalizadores, en éste último caso independientemente de su grado. Sin embargo, esta norma resulta criticable en los siguientes aspectos: 


a) No exige efectuar la declaración a los profesionales y técnicos, que actualmente están obligados a presentarla, según lo dispone el artículo 57 de la ley N° 18.575. Esta omisión debería ser subsanada, ya que no existen razones para excluirlos, por cuanto es perfectamente posible que un profesional de alto nivel tenga un conflicto de interés.

b) La referencia a los jefes de división es innecesaria, pues basta con señalar que estarán obligados los funcionarios directivos, hasta el nivel de jefe de departamento o sus equivalentes en grado, a fin de evitar confusiones en la aplicación de las normas, toda vez que el Título II de la ley N° 18.575, establece en su artículo 27, que podrán existir sólo los niveles jerárquicos de División, Departamento, Sección y Oficina. La mención de los jefes de división dificulta la interpretación, por cuanto el proyecto pretende extender la obligación hasta el nivel jerárquico de jefe de departamento.


c) Se menciona a los fiscalizadores, pero no se especifica a quiénes se impone la obligación, esto es, si a la totalidad de los funcionarios de los servicios fiscalizadores (SII; Aduanas, Contraloría, en el contexto del decreto ley N° 3.551), o a quienes conforman la planta de fiscalizadores. Por ello, debería definirse, ya sea orgánica, funcional o funcionarialmente, qué se entenderá por fiscalizadores para estos efectos. 


d) No se considera dentro de los sujetos obligados a declarar, a aquellas personas que si bien no tienen la calidad de funcionarios públicos, prestan servicios en la Administración, como es el caso de las contratadas a honorarios, de quienes tienen contratos de trabajo y de los agentes públicos cuyas remuneraciones son equivalentes a las que perciben los jefes de departamento. Sería conveniente incorporarlos, toda vez que no existen razones para excluirlos, por cuanto a su respecto resulta perfectamente posible la existencia de un conflicto de intereses, como por ejemplo el que afecte al asesor del Director del Servicio de Registro Civil que convoca a una licitación que involucra altos montos de dinero, aun cuando aquél esté sujeto a esa forma de contratación. Igual situación puede presentarse con el coordinador del Transantiago, que está a cargo del manejo de este último, y con los jefes de gabinete, que tienen un gran poder decisorio y ejercen influencias importantes. Pese al carácter temporal de estos contratos, quienes tienen estas funciones permanecen en ellas durante un tiempo prolongado. Puntualizó que el conflicto de interés no está centrado en las atribuciones, sino en las posibilidades de ejercer influencia. Al respecto, planteó como alternativa que podría explorarse que en el caso de los contratados a honorarios, corresponda a la Contraloría, a partir de los antecedentes que maneja, determinar quiénes deben cumplir con esta exigencia. 


5) El artículo 5° amplía a sesenta días el plazo vigente para presentar la declaración, que es de treinta días. No obstante, se sugiere mantener la duración actual de dicho término, en concordancia con la práctica internacional, particularmente en atención a que estaría habilitado el sistema informático que permite efectuar las declaraciones en formato digital, en forma más expedita. 


6) El artículo 7° exige que se incluyan en la declaración los bienes del cónyuge en caso de que estén casados bajo régimen de sociedad conyugal, salvo aquellos que correspondan a patrimonios especiales o reservados de la mujer. Sin embargo, en otros ordenamientos jurídicos se consideran, para estos efectos, todos los bienes del grupo familiar del declarante, y aquéllos sobre los cuales “se conducen como dueños”, como sucede en países más avanzados en la materia, como México, lo cual facilita la fiscalización y amplía el alcance de la norma. Incluso, podría pensarse en una declaración que abarque los bienes que pertenecen al conviviente del declarante.


En cuanto a los reparos formulados a la posibilidad de establecer la obligación de incluir en la declaración los bienes del cónyuge, cualquiera sea el régimen patrimonial a que estén sujetos, o los bienes del conviviente, planteó que esta exigencia se encuentra plasmada en el derecho comparado, donde las declaraciones tienen un alcance más amplio, en cuanto deben incluirse en ellas los bienes del grupo familiar, siguiendo las recomendaciones formuladas por la OCDE y del Banco Mundial, en el entendido de que de esta manera se garantiza en mayor medida la utilidad y eficacia de este instrumento. Frente a la objeción de que se estaría forzando a transparentar la situación patrimonial de una persona que no se dedica al servicio público, la cual estaría protegida por el derecho a la intimidad, expresó que quien opta por asumir un cargo o función en este ámbito lo hace con la anuencia de su cónyuge, quien sabe de antemano las cargas y obligaciones que ello implica. Opinó que la única complejidad que podría presentarse es imponer esta obligación a los cónyuges de personas que actualmente están obligadas a efectuar la declaración, sin que exista inconveniente alguno para establecer esta exigencia respecto de futuras autoridades. En esta línea, podría analizarse la posibilidad de que esta última sólo rija para quienes, a partir de la entrada en vigencia de la ley, asuman funciones o cargos que conlleven la obligación de efectuar la declaración de intereses y patrimonio.


7) El artículo 8°, en su letra a), indica que deben declararse las actividades profesionales y económicas, remuneradas, gremiales o de beneficencia en que se participe. Sin embargo, sería conveniente incluir las actividades profesionales y económicas que no son remuneradas. Si bien el conflicto de interés surge, precisamente, por la remuneración, los trabajos ad honorem también podrían generarlo. Asimismo, deberían declararse todas estas actividades realizadas en los dos años previos y las del cónyuge o conviviente, lo cual concuerda con el deber de abstención consagrado en la ley N° 19.880. 


8) El artículo 8°, en su letra a) exige que deben declararse los bienes inmuebles señalando los datos que se deben consignar a su respecto. Sería recomendable que se precise en la declaración el destino que se le da al bien, esto es, si es comercial o personal, para facilitar la verificación.


9) El mismo artículo, en su letra c), incluye los vehículos motorizados entre los bienes que deben ser declarados y encomienda a un reglamento la indicación de otros bienes muebles que deberán incorporarse en la declaración. Se sugiere especificar en la ley que estos últimos son todos aquellos sujetos a inscripción en un registro público, a fin de incorporar las naves y aeronaves, marcas, patentes u otros, sin perjuicio de que en el reglamento puedan añadirse más.


10) En el artículo 9° se obliga a los auditores internos a verificar que se efectúe oportunamente la declaración. Sin embargo, esta fórmula presenta ciertos inconvenientes, toda vez que en virtud del artículo 65 de la ley N° 18.575, esta función corresponde a los jefes de personal de las respectivas instituciones y el cargo de auditor interno, en muchas entidades públicas no existe o no está proveído, con lo que se dificultaría la aplicación de la norma. A modo de ejemplo, de las 345 municipalidades del país, más de 180 carecen de un encargado de control interno. Además, las labores de los auditores no deben ser operativas, sino de fiscalización interna, pues son colaboradores internos de las jefaturas. Por ello, sería preferible que la verificación continúe a cargo de los jefes de personal.

11) Los artículos 9°, 10 y 11 son confusos en cuanto a los procedimientos sancionatorios que establecen. El proyecto asigna obligaciones a tres tipos de sujetos, cuyo incumplimiento implica una falta a sus deberes: el declarante, el encargado de fiscalizar que se efectúe la declaración,- ya sea el jefe de personal o el auditor interno-, y el jefe superior del servicio, que debe velar por ello. Sin embargo, las citadas disposiciones se colocan en el supuesto de que el sujeto que incumple la obligación es el declarante, de modo que no contemplan sanciones para los demás obligados según se ha reseñado. De este modo, el artículo 9° efectúa una suerte de reenvío a las normas sobre responsabilidad disciplinaria común, con lo que deberá incoarse un sumario administrativo en contra de quien deja de verificar la emisión de la declaración o se abstiene de cumplir su deber jerárquico, en tanto que el artículo 10 sanciona a la persona que, estando obligada a efectuar o a actualizar la declaración de intereses y patrimonio, no lo realiza dentro del plazo dispuesto para ello o lo efectúa de manera incompleta. Esta situación dará origen a complicaciones y confusiones en materia de responsabilidad disciplinaria.


En razón de lo anterior, deberían aclararse los procedimientos que se utilizarán. Recordó al efecto que durante la tramitación de las modificaciones introducidas a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para adecuarla a la reforma constitucional de 2005, hubo problemas con los artículos 9° y 10, que dicen relación con los requerimientos de antecedentes y de comparecencia, por cuanto se contemplaba un procedimiento extraordinariamente breve para efectos de que la Contraloría aplicara sanciones a los servicios renuentes a cumplir con la obligación que en ellos se establecía, lo cual fue declarado inconstitucional por el Tribunal Constitucional, en atención a que se estimó que infringía el debido proceso la forma en que se establecían las sanciones en dichos preceptos.

A su juicio, el artículo 10 del proyecto, en cuanto con-signa un procedimiento sancionatorio, puede suscitar el mismo inconveniente y ser considerado inconstitucional, en razón de los términos en que ha sido planteado.

En el boletín N° 7185-07, sin embargo, no existe esta dificultad, por cuanto los preceptos que propone en relación con esta materia no deberían ser objetados por el Tribunal Constitucional y presentan las características apropiadas para la operatividad de las declaraciones.

Para efectos de garantizar el debido proceso, la Contraloría debería notificar el incumplimiento al declarante y establecerse un plazo para presentar la declaración y los descargos, si los hubiere.

12) El artículo 12 faculta a la Contraloría para fiscalizar la integridad y veracidad de las declaraciones y para solicitar información a ciertos organismos que indica expresamente, lo cual constituye una limitación importante. Por ello, se sugiere establecer, en términos generales, la facultad de solicitar información de los organismos públicos, sin restricciones, y consagrar la obligación de estos últimos a proporcionarla, así como también remitirse al artículo 151 de la ley N° 10.336, para que los funcionarios que en ella se mencionan (notarios, archiveros, etc.) estén obligados a entregarla.

13) Debería eliminarse, en el inciso primero del artículo 14, la preposición “para”, a fin de expresar de mejor forma que las sanciones serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva.

14) Los artículos 15 a 25 se refieren a la obligación de efectuar la declaración de intereses y patrimonio que recae en autoridades y funcionarios que no forman parte de la Administración del Estado. Dado que se ha propuesto continuar con la tramitación del boletín N° 7185-07, debería, para tales efectos, modificarse la ley N° 18.575, en lo que respecta a la exigencia aplicable a quienes la integran, y modificarse los estatutos respectivos, en el caso de las autoridades que no forman parte de ella.


15) En relación con la vigencia de la ley, el proyecto propone derogar los artículos de la ley N° 18.575 sobre declaraciones de intereses y de patrimonio, conjuntamente con las normas que rigen esta materia y que son aplicables a los parlamentarios y al Poder Judicial. Asimismo, propone otorgar un plazo de sesenta días para efectuar tales declaraciones, y de cuatro meses para que las autoridades obligadas en virtud de esta ley adecuen su situación a lo que ésta establece, todo lo cual se traduce en que durante seis meses no regirá esta obligación, lo cual constituye un inconveniente que claramente no se previó. A fin de solucionar este problema, se propone dictar una norma transitoria que tenga por objeto mantener vigente la obligación de efectuar la declaración durante el período de vacancia de la ley. 


16) Además de las observaciones formuladas, sugirió introducir una modificación para permitir que, en el marco de una fiscalización, se disponga que un sujeto efectúe la declaración de intereses y patrimonio, pese a no estar obligado por ley a ello, lo que se justificaría por cuanto en el ejercicio de las facultades fiscalizadoras, pueden surgir sospechas respecto de la situación patrimonial de un funcionario. Agregó que en la legislación comparada, los organismos de fiscalización, en el ejercicio de sus funciones, pueden exigir a cualquier funcionario una declaración patrimonial, ante una situación particular.


17). Asimismo, planteó disponer la publicación en la página web de la Contraloría el listado de funcionarios y autoridades sancionados por incumplimiento de la obligación de efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio, medida que habría sido recomendada por el Banco Mundial y la OCDE y de la cual no le parecía que pudiera adolecer de un vicio de constitucionalidad, toda vez que el m ismo artículo 8° de la Carta Política establecía una regla de publicidad. 


18) En lo que respecta al mandato, expresó su inquietud por cuanto la fiscalización de la obligación de constituir mandato que pesa sobre el Contralor ha sido encomendada a la Cámara de Diputados, que tendría facultades sancionatorias respecto de dicha autoridad. Esta situación representa una novedad en el ordenamiento jurídico, ya que actualmente la Cámara puede acusar constitucionalmente al Contralor por notable abandono de deberes. Sin embargo, la omisión de la declaración de intereses y patrimonio y de la constitución del mandato no configuraría dicha causal, por cuanto estas obligaciones se vinculan con su situación personal y no con el cumplimiento de deberes funcionariales. De este modo, resulta difícil pensar de qué manera dicha Corporación podrá sancionar al Contralor. Por ello, sugirió analizar la posibilidad de otorgar a la Corte Suprema la facultad de sancionar el incumplimiento del Contralor en materia de constitución de mandato y declaración de intereses y patrimonio, por cuanto existen precedentes en nuestra legislación, en que el máximo tribunal está facultado para sancionar a los miembros del Consejo del Banco Central y al Fiscal Nacional del Ministerio Público, en caso de incumplimiento de deberes personales. Esta fórmula, además, aparece contemplada en el inciso segundo del artículo 58 del mensaje contenido en el boletín N° 7185-07, por lo cual debería recogerse de dicho proyecto, desechando, entonces, en este aspecto la propuesta de la iniciativa legal en estudio. 


19) En relación con el procedimiento sancionatorio más adecuado para los fines de la ley, recomendó el propuesto en el boletín N° 7185-07, que consagra una suerte de investigación sumaria especial, por cuanto satisface los requerimientos del Tribunal Constitucional en materia de debido proceso. 


20) En lo tocante a la conveniencia de unificar la declaración de intereses y la declaración de patrimonio, hizo presente que la primera está regulada en el artículo 57 de la ley N° 18.575 y la segunda, en el artículo 60 A del mismo texto legal, de modo que se trata de dos tipos de declaraciones. Expresó su conformidad con la idea de que ambas se refundan en un solo instrumento, ya que facilita el trámite. 


21) En lo referente a la especificación de los valores que se declaran, reconoció que el proyecto no exige detallar los bienes que conforman los activos de las sociedades en que la autoridad obligada tiene participación, lo cual constituye una falencia que debería ser abordada. 


4.- Discusión en particular.


Durante la discusión artículo por artículo, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:


Artículo único. 


Establece en sesenta y seis artículos permanentes y dos transitorios la Ley de Probidad en la Función Pública.


Los Diputados señores Burgos y Schilling presentaron una indicación para agregar a continuación de la palabra “Pública” las expresiones “y prevención de los conflictos de interés.”.


Fundamentó el primero de los parlamentarios mencionados su propuesta, en que buena parte de las disposiciones del proyecto apuntaban a regular los conflictos de interés, lo que había llevado a uno de los invitados a sugerir se complementara esta disposición en tal sentido. Agregó que no concordaba con la idea de tratar en disposiciones separadas la declaración de intereses y de patrimonio y las que se refieren a los conflictos de interés.


El Diputado señor Díaz precisó que la denominación que se daba a este proyecto por medio de este artículo, no significaba que se convirtiera en la única disposición vigente en materia de probidad, por cuanto no constituía una derogación tácita de aquellas normas que no suprimiera expresamente, opinión con la que concordó el Diputado señor Cardemil.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que el proyecto pretendía fortalecer la probidad en la función pública y despejar cualquier duda que pudiera existir en materia de conflictos de interés, por medio de la declaración de intereses y de patrimonio, la constitución del mandato de administración y la eventual enajenación.


Agregaron que las razones por las que se trataban es-tas materias en este proyecto, obedecían al hecho que cuando se lo estudió, se pretendió que se constituyera en el desarrollo de las ideas contenidas en el artículo 8° de la Constitución Política y no las del artículo 38, en el que muy difícilmente podrían entenderse comprendidos el mandato de administración y la enajenación.


Por último, no creían que sus disposiciones pudieran envolver una derogación tácita de las demás normas sobre probidad, por cuanto, tal como sucedía con otros cuerpos legales, repetía o invocaba disposiciones de otras leyes sin contradecirlas.


Finalmente, la Comisión concordó con las explicaciones de los representantes del Ejecutivo y acordó, además, acoger la sugerencia de uno de los profesores invitados en el sentido de suprimir este artículo, dar a su contenido la calidad de título de la nueva ley, incorporando en él la indicación de los Diputados señores Burgos y Schilling e iniciando este nuevo texto legal directamente con el que figura como su artículo 1°.


En consecuencia, el título quedó como sigue: “Ley de Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.”.


Se aprobó por mayoría de votos. (9 votos a favor y 1 abstención). Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Cardemil, Cero-ni, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Squella y Walker. Se abstuvo el Diputado señor Calderón. 


Artículo 1°.-


Este artículo, inicial del Título I que trata de las Normas Generales, señala en su primer inciso el objetivo perseguido por esta normativa, cual es el de regular el principio de probidad en el ejercicio de la función pública.


Su inciso segundo agrega que para el debido cumplimiento de este principio, el Presidente de la República, los Ministros de Esta-do, los diputados y senadores y las demás autoridades y funcionarios que determine esta ley, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que se señalan.


Su inciso tercero añade que esta ley determinará los casos y condiciones en que estas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública, y establecerá en qué situaciones calificadas se deberá proceder a la enajenación de todo o parte de esos bienes.


El Diputado señor Harboe hizo presente que tal como se había modificado el título de esta ley, debería también en esta disposición efectuarse igual agregado en el inciso primero, sugerencia con la que la Comisión coincidió.


Ante el planteamiento del Diputado señor Schilling de incluir en el listado que señala el inciso segundo, a los directores de las ad-ministradoras de fondos de pensiones por cuanto tales instituciones manejan recursos de los imponentes y esta norma se refiere a las personas obligadas a respetar el principio de probidad, la Comisión, siguiendo el parecer del Diputado señor Ceroni, consideró que tal alusión, en todo caso, debería quedar en el artículo 4°, norma que se refiere a quienes están obligados a formular la declaración de intereses y de patrimonio.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo, conjuntamente con la sugerencia del Diputado señor Harboe, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Squella y Walker.


Artículo 2°.-


Señala que las autoridades, cualquiera sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración del Estado, deberán dar estricto cumplimiento al principio de probidad de la función pública.


Su inciso segundo agrega que el principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.


Ante la explicación de los representantes del Ejecutivo, en el sentido de que este artículo no introducía innovación alguna, por cuanto se limitaba a reproducir el contenido del artículo 52 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el Diputado señor Harboe expresó que si ello era así y no se hacía referencia al artículo 8° de la Constitución Política ni al citado artículo 52, deberían tenerse en cuenta dos diferencias existentes con esa última disposición, a saber, que la norma en análisis se refiere a la probidad “ en la función pública” y no a la” probidad administrativa” y a que no hace referencia a las responsabilidades que generaría el irrespeto al señalado principio, circunstancia esta última que podría dar pie a sostener que la inobservancia del principio de probidad no tendría sanción.


El Diputado señor Eluchans estimó innecesario hacer referencia al artículo 52 de la Ley de Bases, en primer lugar porque la norma en estudio alude al principio de “probidad en la función pública”, concepto más amplio que la “probidad administrativa” a que se refiere el primero y, en segundo lugar, porque contempla sanciones por la infracción a sus normas, las que, según precisaron los representantes del Ejecutivo, serían más rigurosas que las que impone la Ley de Bases.


Finalmente, la Comisión acordó acoger la sugerencia del Diputado señor Harboe, de agregar un inciso tercero a este artículo, re-produciendo, con adecuaciones, lo señalado en el inciso tercero del artículo 52 de la Ley de Bases. Este inciso sería el siguiente:


“Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones que determine esta ley:”.


Se aprobó el artículo, conjuntamente con la modificación señalada, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Squella y Walker.


Artículo 3°.-


Señala que todo funcionario deberá actuar en el ejercicio de su función en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con eficiencia, eficacia e imparcialidad. Asimismo, deberá siempre velar por la continuidad del servicio público que preste y desempeñar personalmente su cargo.


Su inciso segundo agrega que cualquier persona podrá acceder libremente a desempeñar una función pública, cumpliendo con los requisitos que la Constitución y las leyes establecen.


No se produjo debate, aprobándoselo en los mismos términos, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Squella y Walker.


Artículo 4°.- 


Este artículo, ubicado en el Título II, que trata de la declaración de intereses y patrimonio, encabeza su Párrafo 1° que se refiere al contenido de la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado. (posteriormente, como se dirá al tratar el artículo 7°, se suprimió del epígrafe de este párrafo la referencia a las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado).


Su inciso primero señala las personas y cargos obliga-dos a efectuar una declaración de intereses y patrimonio, indicando que el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y Gobernadores, los Secretarios Regionales Ministeriales, los Jefes Superiores de Servicio, los Embajadores, los Consejeros del Consejo de Defensa del Estado, el Contralor General de la República, los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los Consejeros del Consejo para la Transparencia, los Consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los Defensores Locales, los Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio.


Su inciso segundo agrega que igual obligación recaerá sobre las demás autoridades y funcionarios directivos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o jefe de división o su equivalente en grado, y también sobre los fiscalizadores, en este último caso independientemente de su grado.


Su inciso tercero añade que asimismo deberán efectuar dicha declaración los directores que representen al Estado en las empresas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas (es decir, aquellos que representen al Estado en directorios de sociedades anónimas en que éste o sus organismos tengan un porcentaje de participación que les permita nombrar uno o más).


El Ejecutivo efectuó una propuesta para agregar en la enumeración de funcionarios que hace el inciso primero, a los Consejeros del Consejo Nacional de Televisión, a los integrantes de los Paneles de Expertos creados en la ley N° 19.940 y en la ley N° 20.378 y a los integrantes del Panel Técnico creado por la ley N° 20.410.

En el inciso segundo suprimió la mención de los “jefes de división” y precisó que al referirse a los “fiscalizadores” lo hacía a los funcionarios pertenecientes a esa planta.


Agregó un nuevo inciso tercero para incorporar en la obligación de declarar a las personas que la ley califique como agentes públicos.


En el actual inciso tercero incluyó entre quienes deben efectuar la declaración de intereses y patrimonio “a todos aquellos directores o miembros del consejo superior o consejo de administración de las empresas estatales”.


Agregó un inciso final para disponer que la Contraloría General de la República podrá exigir, por orden singular, a cualquier funcionario que efectúe la declaración de intereses y patrimonio en los términos que establece esta ley, cuando ello sea necesario en el contexto de una auditoria o investigación administrativa que esté llevando a cabo. En tal caso el funcionario deberá efectuar la declaración dentro de los treinta días siguientes al requerimiento.


Explicando la proposición, los representantes del Ejecutivo señalaron que las nuevas menciones incluidas en el inciso primero obedecían a las sugerencias efectuadas por el profesor señor Guerrero y por el Diputado señor Ceroni, en cuanto se trataba de personas que ejercían importantes funciones y que en el caso de los integrantes de los paneles que se mencionan y que desarrollan actividades relacionadas con la resolución de controversias en materia de transporte de energía eléctrica, ajustes de tarifas para el transporte público de Santiago, San Bernardo y Puente Alto y concesiones de obras públicas, respectivamente, se caracterizaban, además, por las altas remuneraciones que percibían.


En el caso del inciso segundo, acogía el planteamiento de la Contraloría y del Diputado señor Ceroni en cuanto a suprimir la mención de los jefes de división por cuanto en algunas reparticiones los jefes de departamento eran de grado inferior a los de división, como también que al precisar que la obligación alcanzaba a los funcionarios de la planta de fiscalizadores, se aclaraban los alcances de la norma por cuanto la propuesta original podría dar a entender que incluía a los funcionarios de los servicios fiscalizadores como Aduanas o el Servicio de Impuesto Internos o la misma Contraloría.


El nuevo inciso tercero acogía un planteamiento de la Contraloría y de los Diputados señores Burgos y Ceroni.


En el actual inciso tercero, que pasaría a ser cuarto, la inclusión no requería mayor explicación como también que el nuevo inciso final que se agregaba, recogía los planteamientos de la Contraloría y del Diputado señor Squella, para permitir que en el marco de una fiscalización, pudiera exigirse la declaración a una persona que no estuviera obligada a ello.


En cuanto a varias preguntas formuladas por los Diputados señores Burgos, Harboe y Squella, señalaron que lo que se pretendía era aumentar el universo de personas obligadas a declarar, pero que en el caso de las personas contratadas a honorarios no se las incluía en la obligación porque tales contratos eran, por definición, temporales, pero que, en todo caso, su identificación y remuneración podían conocerse en virtud de las normas de la ley sobre acceso a la información pública.


Ante una nueva duda manifestada por el Diputado señor Díaz quien, al igual que el Diputado señor Burgos, creía necesario imponer la obligación de declarar a las personas sujetas a honorarios atendiendo al monto de la remuneración que percibieran, como también que la ley de acceso a la información pública, no permitía detectar los conflictos de interés de estas personas, las que en muchos casos ocupaban cargos en la Administración bajo este régimen, en razón de no existir cupos en las plantas de personal, propusieron sustituir el nuevo inciso tercero por el siguiente:


“Deberán también efectuar una declaración de inter-eses y patrimonio aquellas personas que la ley califique como agentes públicos y aquellas contratadas sobre la base de honorarios para prestar ser-vicios de asesoría a la Presidencia, a los ministros y a los subsecretarios, cuando reciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio anual de la recibida por un funcionario que se desempeñe en el nivel de jefe de división, incluidas las asignaciones que correspondan. Mediante resolución del jefe superior del servicio respectivo, se individualizarán los asesores que se encuentren en esta calidad.”.


Asimismo, propusieron agregar en la enumeración que efectúa el inciso primero a “los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral”, propuestas ambas con las que la Comisión concordó.


Finalmente, el Diputado señor Schilling presentó una indicación para agregar el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, siempre deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio los directores, gerentes, apoderados, liquidadores, operadores de mesas de dinero de una Administradora de Fondos de Pensiones.”.


Fundó el Diputado su propuesta en el hecho de que estas personas manejaban los dineros de los imponentes, no obstante lo cual, la Comisión resolvió mayoritariamente que no correspondía tratar tal materia en este proyecto, rechazando la indicación por mayoría de votos ( 2 votos a favor y 8 en contra) Votaron a favor los Diputados señores Díaz y Harboe. En contra lo hicieron los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Eluchans, Cristián Monckeberg y Squella.


Cerrado finalmente el debate, la Comisión acogió la nueva propuesta del Ejecutivo, con las adiciones señaladas, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.


Artículo 5°.- 


Señala que la declaración de intereses y patrimonio será pública y deberá efectuarse dentro de los sesenta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo.


Su inciso segundo agrega que además deberá actualizarse cada cuatro años o transcurridos sesenta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los sesenta días siguientes de concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla.


Su inciso tercero añade que la declaración de intereses y patrimonio actualizada deberá mantener la información incluida en la anterior y contener los hechos que motivaron su actualización.


Su inciso cuarto dispone que un reglamento establecerá los requisitos y forma de la declaración de intereses y patrimonio y contendrá la demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de esta ley.


Su inciso quinto previene que para los efectos de lo dispuesto en este artículo, el reglamento establecerá lo que constituirá un hecho relevante.


Su inciso sexto indica que, asimismo, el reglamento establecerá la información que, de forma voluntaria, podrá incorporarse en la declaración.


El Ejecutivo presentó una nueva propuesta para modificar este artículo en los siguientes términos:


1° En los incisos primero y segundo redujo el plazo para efectuar la declaración o la actualización en caso de producirse un hecho relevante que la modifique, de sesenta a treinta días, acogiendo una propuesta de los Diputados señores Cardemil y Eluchans quienes, fundándose en las prevenciones efectuadas por el Consejo para la Transparencia, la Contraloría y la Fundación Jaime Guzmán, fueron partidarios de mantener el actual plazo para efectuar la declaración de treinta días y no aumentarlo por cuanto ello no sólo incrementaba el riesgo de producirse conflictos de interés, sino que, además, podría interpretarse como que tal declaración no era prioritaria.


2° En el mismo inciso segundo redujo, a sugerencia de los mismos señores Diputados, el plazo para actualizar la declaración de cuatro años a dos, por estimar que mantener estática la declaración durante tanto tiempo, no parecía lo más adecuado.


3° Siguiendo, igualmente el criterio de los mencionados Diputados, agregó en el inciso tercero, después de la palabra “actualizada”, la expresión “o modificada”, a fin de comprender todas las posibilidades que pueden dar lugar a cambios en la declaración.


4° Sustituyó el inciso quinto por el siguiente, acogiendo la opinión del Diputado señor Ceroni y la de la Fundación Jaime Guzmán en el sentido de no parecer lógico ni razonable que la definición de “hecho relevante” quede consignada en el reglamento:


“Para los efectos de esta ley, se entenderá por hecho relevante toda modificación significativa en la conformación y valor del patrimonio efectivo del funcionario o autoridad declarante, mediante la cual se adquieran activos o se contraten pasivos, equivalentes a un 20% o más del patrimonio anteriormente declarado. Tendrá también el carácter de hecho relevante, la adquisición de toda nueva participación societaria, el nombra-miento como director de una corporación o fundación, y la celebración de contratos con el Estado o sus organismos.”.


5° Por último, suprimió el inciso final por estimar, con-forme a la opinión del profesor señor Guerrero, que si se dejaba al reglamento mencionar la demás información que el declarante deseara voluntariamente agregar, podría quedar fuera algún antecedente que éste quisiera publicar.


La Comisión coincidiendo con esta nueva proposición, acogió una sugerencia del Diputado señor Burgos para precisar aún más el carácter de hecho relevante, incluyendo el nombramiento como director de una sociedad y la observación del Diputado señor Cristián Monckeberg en el sentido de encomendar al reglamento no sólo el establecimiento de los requisitos y formas de efectuar la declaración de intereses y patrimonio y sus actualizaciones sino que también sus modificaciones.


Cerrado el debate, se aprobó la propuesta del Ejecutivo con las modificaciones sugeridas por los parlamentarios, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Carde-mil, Ceroni, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo 6°.-


Señala que la declaración de intereses y patrimonio y sus actualizaciones se efectuarán en el sitio electrónico que para tal fin señale la Contraloría General de la República, al cual se accederá desde su página web. Dicho sitio deberá permitir un acceso expedito y brindar las condiciones de seguridad e integridad de los datos ingresados.


Su inciso segundo agrega que la declaración y sus modificaciones revestirán, para todos los efectos legales, la calidad de declaraciones juradas.


La Comisión aprobó este artículo sin mayor debate y sin más modificaciones que la sugerencia planteada por el Diputado señor Díaz en el sentido de sustituir la expresión “efectuarán” por “publicarán” por ser más acorde con los fines de la norma, y reemplazar las expresiones “ desde su página web” por “ desde su propio sitio”.


Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Cardemil, Ceroni,Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Moncke-berg, Squella y Walker.


Artículo 7°.- 


Señala que la declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge de las personas a que se refiere el párrafo 3° de este Título, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.


Sobre esta disposición se produjo un largo debate acerca de dos posiciones doctrinarias: la primera, sustentada por el profesor señor Hernán Corral, estimaba inconstitucional que la declaración de inter-eses y patrimonio a que está afecta la autoridad, obligara también a declarar el patrimonio del cónyuge y de los hijos, por cuanto la disposición constitucional contenida en el artículo 8° claramente se refiere sólo a ciertos funcionarios públicos, en consecuencia, se trataría de una obligación concebida en términos restrictivos, que no podría extenderse a personas que no tienen tal calidad. Además de lo anterior, el patrimonio formaría parte de la vida privada de los individuos, por lo que exigir la declaración a personas que no son las directamente obligadas, afectaría esa garantía constitucional.


La segunda, sostenida por el profesor José Luis Cea, señala que estando el principio de probidad dentro de las bases de la institucionalidad, irradia su fuerza a todo el ordenamiento jurídico, de tal manera que debiera primar sobre cualquier otra disposición que se oponga a ello; en consecuencia, no sería inconstitucional que en la declaración de intereses y patrimonio de una autoridad, se incluyeran los bienes de su cónyuge y de sus hijos dependientes, dado que la probidad sería un principio superior.


Los representantes del Ejecutivo insistieron en mantener la propuesta original, toda vez que parecía de dudosa constitucionalidad incluir en la obligación que afecta a las autoridades de declarar sus intereses y patrimonio, a otras personas respecto de las cuales la Carta Política no impone tal obligación. No era ese el caso del cónyuge casado bajo el régimen de la sociedad conyugal, porque en tal caso, en la práctica, habría un solo patrimonio y, por lo mismo, no se trataría de extender la obligación a personas no afectas a ella.


Los Diputados señores Eluchans y Squella coincidieron con esta opinión, agregando el primero que no le parecía convincente el argumento de la supremacía del principio de probidad, toda vez que el artículo 8°, que lo enuncia, se refiere únicamente a las autoridades y funcionarios.


El Diputado señor Burgos hizo presente que no parecería muy acorde, desde el punto de vista de la transparencia, que una normativa sobre probidad, no exigiera que los bienes de los hijos menores, sujetos a la patria potestad de la autoridad, no se incluyeran en la declaración de intereses y patrimonio de esta última, recordando que la tendencia en la legislación comparada se orientaba a incluir en la declaración los bienes del cónyuge, conviviente e hijos menores, incluso mayores que dependan de la autoridad, en razón de la relación patrimonial que existe entre quienes comparten un mismo hogar. Al respecto, pensaba que la ausencia de una normativa de esta naturaleza, podría traducirse en una omisión que facilitara la vulneración de una ley orientada a la transparencia y no a la protección de la intimidad.


El Diputado señor Squella sostuvo que la circunstancia de que el padre se haga cargo de la administración de los bienes del hijo no emancipado, no significaba una confusión de patrimonios, los que siguen siendo distintos, por lo que su inclusión podría objetarse de constitucionalidad tal como el caso de los bienes del cónyuge separado de bienes.


Cerrado el debate, se aprobó en principio el artículo por mayoría de votos, pero reabierto, luego, se hizo presente una incongruencia entre el texto propuesto por el Ejecutivo que hace referencia a los bienes “del cónyuge de las personas a que se refiere el párrafo 3° de este Título”, el que trata de la declaración de intereses y patrimonio de otras autoridades, distintas de las de la Administración Pública, como son el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y demás que señala ese párrafo, ubicación que daría a este artículo un alcance mayor que el que tiene el párrafo 1° en que se encuentra, se acordó a sugerencia del Diputado señor Eluchans, suprimir las expresiones “de las personas a que se refiere el párrafo 3° de este título”. 


La mencionada modificación hizo, igualmente necesario, a sugerencia del mismo Diputado señor Eluchans, suprimir del epígrafe de este párrafo las expresiones “ de las autoridades y funcionarios de la Ad-ministración del Estado”, de tal manera de darle un alcance también general.


Cerrado nuevamente el debate, se rechazó esta vez el artículo por mayoría de votos, pero quedando abierta la posibilidad de un nuevo análisis ante la insistencia de los Diputados señores Burgos y Calderón de la conveniencia de incluir en la declaración los bienes del hijo no emancipado y, la posición del Diputado señor Eluchans, en el sentido de respetar los derechos de los integrantes de la familia de una autoridad que no comparten ese rango, lo que en manera alguna significaría que por no incluir esos bienes en la declaración vayan a quedar sin sanción testimonios falsos, operaciones fraudulentas o simulaciones por cuanto al respecto serían plenamente aplicables las normas penales.


Reabierto una vez más el debate, el Ejecutivo repuso el texto original de este artículo, sin perjuicio de comprometerse a considerar en el artículo siguiente que se refiere al contenido de la declaración, la situación de los bienes de los hijos no emancipados. El texto, en definitiva, fue el siguiente:


“La declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge del declarante, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.”.


Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Dipu-tados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe y Sque-lla.


Artículo 8°.- 


Dispone que la declaración de intereses y patrimonio deberá contener la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante que se señalan a continuación:


a.- Actividades profesionales y económicas sean éstas remunerada, gremiales o de beneficencia, en que participe la autoridad o el funcionario.


b.- Bienes inmuebles situados en el país con indicación de su avalúo fiscal y su fecha de adquisición, indicando asimismo las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. También deberán incluirse los bienes inmuebles ubicados en el extranjero, caso en el cual deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.


c.- Vehículos motorizados, con indicación de su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal. El reglamento determinará qué otros bienes muebles, sujetos a registro público, deberán incluirse en la declaración, e indicará los datos necesarios para su debida singularización.

d.- Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga la autoridad o funcionario declarante en comunidades o sociedades constituidas en Chile, con indicación del nombre o razón social, giro registrado ante el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valoración, incluyéndose en cuanto resulten aplicables las mismas menciones recién indicadas más las adicionales necesarias para su acertada identificación y valorización. Asimismo, cuando el valor de estos derechos o acciones estuviera determinado por el valor de sus activos subyacentes, deberán aplicarse las reglas contenidas en cada una de las letras del presente artículo a fin de efectuar su valorización. En el caso que los activos subyacentes no tuvieren reglas especiales de valorización de acuerdo al presente artículo, el declarante deberá indicar el valor de mercado de dichos activos a fin de determinar el valor de los derechos o acciones de las sociedades extranjeras respecto de los cuales subyacen los activos respectivos.


e.- Valores, excluyendo aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.


f.- Deberán también declararse los derechos, acciones o valores señalados en las letras d) y e) anteriores, cuando los titulares de los mismos sean comunidades o sociedades en las cuales la autoridad o funcionario posea directamente, o por intermedio de otras personas naturales o jurídicas, un porcentaje del capital o derechos de la sociedad que le permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores o directores, o que califique como controlador en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, o ejerza una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.


Para los efectos de la información requerida en el inciso anterior, solamente se deberá informar el porcentaje de participación indirecta que tenga la autoridad o el funcionario declarante en dichas entidades.


g.- Contratos de mandatos de administración de activos, con indicación de los siguientes antecedentes: individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de el o los contratos, según corresponda; Notaría Pública o Consulado de Chile en el que fueron otorgados, según corresponda; indicando a través de una certificación del mandatario, el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración, a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada. Adicionalmente, se deberá adjuntar al formulario la copia autorizada del instrumento mediante el cual se constituyó el mandato de administración de activos.


h.- Inversiones que se mantengan en el sistema financiero chileno o extranjero, de aquellas que se definan en el reglamento.


i.- La declaración contendrá también una enunciación de aquellos créditos u otras obligaciones con cualquier banco, institución financiera o crediticia, y cuentas por cobrar, saldos de precio, en la medida que tengan un valor igual o superior a las 300 unidades tributarias mensuales, con indicación de la persona acreedora o deudora, según corresponda y fecha de constitución y vencimiento de la respectiva obligación.


Por razones de mayor claridad, se tratarán en forma separada cada una de las letras de este artículo.


Respecto de la letra a., el Diputado señor Burgos, siguiendo las observaciones del profesor señor Guerrero, sugirió que la declaración a que se refiere esta letra, contenga también las actividades realiza-das por el declarante en los últimos meses previos a la asunción del cargo, recordando que la finalidad de esta normativa es prevenir conflictos de interés, los que suelen surgir en gran medida como consecuencia de las labores desarrolladas antes de asumir, sugerencia compartida por los Diputados señores Díaz, Ceroni y Schilling. 


Acogiendo esta sugerencia, el Ejecutivo incluyó un segundo párrafo para disponer que en todo caso, la declaración deberá incluir las actividades señaladas que se hubieren realizado durante los doce meses anteriores a la asunción del cargo, agregando, además, en el primer párrafo de esta misma letra las actividades no remuneradas, para incluir aquellas que pudieran realizarse, por ejemplo, en una ONG que se dedicara al lobby en la tramitación de proyectos de ley.


Se aprobó esta letra con la modificación señalada.


En la letra b., acogiendo el Ejecutivo las observaciones de la Comisión, en el sentido de que la declaración debe ser completa y bastarse por sí misma, por lo que deberían agregarse los demás bienes inmuebles que se tengan a cualquier título, añadió, mediante una nueva propuesta, un segundo párrafo para disponer que también deberán declararse los inmuebles en los mismos términos ya señalados, cuando los tengan, a cualquier título, comunidades o sociedades en las cua-les la autoridad o funcionario posea directamente, o por intermedio de otras personas naturales o jurídicas, un porcentaje del capital o derechos de la sociedad que le permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administra-dores o directores, o que califique como controlador en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, o ejerza una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.


Esta nueva propuesta fue objetada por el Diputado señor Eluchans, por cuanto al declararse los derechos o participaciones que se tienen en una sociedad, resulta necesario individualizar los bienes muebles o inmuebles que ésta posea. Precisó que la autoridad o funcionario no sería dueño de los bienes de la sociedad sino que sólo tiene derechos, acciones o participación en la sociedad propietaria. Para salvar esta situación propuso dos nuevas letras f) y g) que se analizan más adelante.


Mediante una tercera propuesta, el Ejecutivo retiró la anterior y agregó al final del párrafo original, siguiendo una proposición de los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling las siguientes expresiones:


“Asimismo, se deberán incluir aquellas propiedades que se tengan en calidad de usufructuario o fideicomisario, indicándose los datos necesarios para su debida valorización y singularización.”.


Esta nueva propuesta sólo fue objetada en cuanto a la inclusión de propiedades respecto de las que el declarante sólo tiene la calidad de fideicomisario, por cuanto, en realidad, quien está en esta situación no es dueño de nada y solamente tiene una mera expectativa sujeta a una condición, la que difícilmente puede valorizarse y, menos aún, considerar que el bien sobre el que recae forme parte de su patrimonio.


Cerrado el debate, se aprobó esta letra con las dos modificaciones señaladas.


En la letra c. el Ejecutivo propuso, acogiendo un planteamiento de los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling, intercalar después de las palabras “avalúo fiscal”, sustituyendo el punto (.) por una coma (,), lo siguiente “y las naves y aeronaves indicando su tasación y los datos para su debida singularización.”.


Ante una observación del Diputado señor Calderón quien estimó necesario incluir todos los bienes muebles sujetos a registro y otra del Diputado señor Harboe, quien prefirió una redacción más genérica que comprendiera todos los bienes sujetos a registro, ya que en el caso de las naves, las de mayor calado son consideradas inmuebles, se optó, siguiendo una sugerencia del Diputado señor Eluchans, por mantener la pro-puesta en los términos señalados, pero suprimiendo el calificativo de “público” del registro, a fin de comprender todos los tipos de registros existentes.


Se aprobó la propuesta con la supresión señalada.


En la letra d. el Ejecutivo propuso dos modificaciones:

1° incluir, a sugerencia del Diputado señor Calderón, los derechos y acciones que el declarante tenga, no sólo en comunidades o sociedades constituidas en Chile, sino también en empresas constituidas en el país.


2° Precisar, acogiendo una propuesta de los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling, que en el caso de acciones o derechos que se tengan en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero cuyo valor estuviere determinado por el valor de sus activos subyacentes, deberá tratarse de acciones o derechos que no se transan en el mercado.


Se aprobó la propuesta con las modificaciones señala-das, dejando constancia, a petición del Diputado señor Calderón, que en esta letra se entienden comprendidas las empresas individuales de responsabilidad limitada.


La letra e. se aprobó en los mismos términos propuestos.


La letra f. dio lugar a un extenso debate, haciendo notar el Diputado señor Burgos la necesidad de que la declaración fuera completa y no se limitara a una simple mención de porcentajes accionarios en una determinada sociedad, sin especificar qué, efectivamente, implica tal participación. A su juicio, las menciones de esta letra no aclaraban este punto, toda vez que lo que se pretendía era que la declaración abarcara la totalidad del patrimonio, con independencia de la posición que se ocupa en la sociedad de que se trate. Las restricciones que esta letra establecía en el sentido de condicionar la declaración a que los derechos, acciones o valores del declarante le permitieran elegir directores o calificar como controlador de la entidad, deberían ser elementos a considerar para los efectos de determinar la constitución de un mandato de administración de activos o para dar lugar a su enajenación.


El Diputado señor Nicolás Monckeberg, a su vez, coincidió con la crítica anterior, señalando que de acuerdo a la redacción de esta letra, si el declarante es accionista minoritario no tendría necesidad de declarar tales derechos o acciones, como tampoco estaba de acuerdo en que so-lamente se exigiera informar el porcentaje de participación indirecta en comunidades o sociedades, puesto que para cumplir tal requisito, bastaría declarar que por medio de una determinada sociedad, se es dueño de un de-terminado porcentaje en otra, sin incluir el patrimonio de esta última, lo que podría perfectamente ocultar un posible conflicto de interés, opinión que compartió la Diputada señora Turres.


El Diputado señor Eluchans estimó que esta letra no abarcaba todos los supuestos que deberían considerarse en una declaración. Recordó que en la prevención de conflictos de interés, la declaración de intereses y patrimonio, el mandato de administración de activos y la enajenación de bienes eran tres mecanismos distintos. Por ello en el primero debían incluirse todos los intereses y bienes que integran el patrimonio de la autoridad o funcionario, sin considerar, en el caso de las acciones, la influencia que pueda tener en la gestión de la sociedad respectiva. De existir efectivamente esta influencia, entonces debería pasarse al otro mecanismo.


Estuvo de acuerdo con las explicaciones dadas por los representantes del Ejecutivo, en el sentido de que en el caso de las participaciones indirectas en sociedades, no podía exigirse al declarante incluir en la declaración menciones imposibles de cumplir, tales como señalar la participación en otras sociedades que tiene aquella en que es accionista, pero que había situaciones intermedias que debían considerarse, como era el caso de sociedades entre cónyuges, en que el declarante no sólo debería mencionar las acciones que tiene en ella sino también el patrimonio de esa sociedad, en el que pueden haber acciones de otras compañías.


Acogiendo estas observaciones, y sobre la base de un primer texto planteado por el Diputado señor Eluchans, el Ejecutivo propuso sustituir esta letra por la siguiente:


“f. Cuando los derechos o acciones de que sea titular la autoridad o funcionario declarante – conforme a lo que se señala en las letras d. y e. precedentes .- le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella, en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, y los derechos, acciones y va-lores a que se refieren las letras b., d. y e. anteriores y que pertenezcan a dichas comunidades o sociedades, en los términos referidos precedentemente, según corresponda.”.


La Comisión aprobó esta nueva propuesta, sin más cambios que el de agregar, por razones de coherencia con lo aprobado para la letra d., a las empresas entre los dueños de los inmuebles, derechos, acciones y valores que deben declararse.


Nueva letra, pasó a ser g. El Ejecutivo, en razón del debate acerca de los alcances de la declaración de intereses y patrimonio, especialmente en lo que se refiere a la letra f., propuso, también sobre la base de un texto sugerido por el Diputado señor Eluchans, una nueva letra, complementaria de la señalada letra f., del siguiente tenor:


“g. Si en las comunidades o sociedades a que se refiere la letra f. precedente, la autoridad o funcionario tiene la calidad de controlador o influye decisivamente en su administración o gestión, según la ya referida definición de la Ley de Mercado de Valores, también deberán incluirse en la respectiva declaración los bienes a que se refieren las letras b., d. y e. que pertenezcan a dichas comunidades o sociedades.


Y así sucesivamente, se deberán declarar los bienes señalados en las letras b., d. y e. anteriores de todas las comunidades o sociedades que son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por las sociedades que, a su vez, son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por la autoridad o funcionario declarante.”.


Al igual que en el caso anterior, la Comisión aprobó esta proposición incluyendo la mención de las empresas en ambos párrafos y sin perjuicio de modificaciones formales.


La letra g., que pasó a ser i., según la última pro-puesta del Ejecutivo, se aprobó en los términos propuestos originalmente en el proyecto.


La letra h. original, que se suprime, fue explicada por los representantes del Ejecutivo como comprensiva de los derivados y de todos los instrumentos que se crean en el mercado financiero y que de acuerdo al dinamismo con que ello se producía, se optaba por dejar su definición al reglamento.


El Diputado señor Eluchans sostuvo que esta letra debía ser parte de la letra e. que se refiere a los valores, porque, en definitiva, éstos también son inversiones, debiendo, por tanto, efectuarse una remisión al reglamento en esa letra.


La Diputada señora Turres estimó innecesaria esta letra, toda vez que su contenido estaba comprendido en los valores a que se refiere la letra e.


La Comisión, coincidiendo con el parecer de la Diputada, acordó suprimir esta letra por estar contenida en la letra e. sin necesidad de mencionar en ella las inversiones.


La letra i. original, que pasó a ser j, según la última propuesta del Ejecutivo, fue aprobada con la siguiente redacción:


“La declaración contendrá también una enunciación de los créditos provenientes de operaciones de crédito de dinero y demás obligaciones de dinero que adeude el solicitante a cualquier empresa bancaria, institución financiera o crediticia, siempre que el conjunto de dichas obligaciones sea superior al valor de trescientas unidades tributarias mensuales, con prescindencia de la calidad jurídica en que éstas hayan sido contraídas por el declarante.


En este caso, se deberá individualizar la persona acreedora y la fecha de constitución y vencimiento de la respectiva obligación, como también, su naturaleza y el carácter en que ella haya sido asumida por el declarante.”.


Nueva letra, paso a ser h. Los representantes del Ejecutivo explicaron que con el objeto de acoger las observaciones formuladas al debatirse el artículo 7°, se agregaba una nueva letra para comprender en ella la participación que los hijos menores, sujetos a patria potestad, tienen en comunidades o sociedades conjuntamente con el declarante.


El texto de esta letra es el siguiente:


“Cuando los hijos menores del declarante, sujetos a su patria potestad, participen en conjunto con éste en las comunidades, empresas o sociedades referidas precedentemente, deberán también declararse los bienes que les pertenezcan en ellas, de los señalados en los literales d., e., f. y g. anteriores.



Por último, el Ejecutivo agregó un inciso segundo a este artículo, del siguiente tenor:


“La autoridad o funcionario obligado a efectuar su declaración de intereses y patrimonio podrá, además, declarar voluntariamente, otra información distinta a la que se detalla en este artículo. Para estos efectos, el formulario de declaración contemplará un apartado especial que per-mita consignar esta información.”.


El Diputado señor Burgos objetó la redacción de esta norma, proponiendo se permita a la autoridad o funcionario declarar voluntariamente otra información distinta a la que está obligado.


Conforme a lo anterior, el Ejecutivo propuso el siguiente nuevo texto para este inciso:


“La autoridad o funcionario obligado a efectuar su declaración de intereses y patrimonio, podrá declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de interés, distinta a la que se detalla en este artículo.


La Comisión aprobó este inciso en los términos propuestos.


Cerrado finalmente el debate, se aprobó el artículo por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Car-demil, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.


Artículo 9°.-

Este artículo, primero del Párrafo 2°, que trata de las responsabilidades y sanciones asociadas a las infracciones relativas a la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado, señala que las reparticiones encargadas del con-trol interno en los órganos u organismos de la Administración del Estado, tendrán la obligación de verificar que sus funcionarios efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio.


Su inciso segundo agrega que la infracción a las conductas exigibles prescritas en este párrafo, hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que determine la ley. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la infracción.


Ante una primera propuesta del Diputado señor Ceroni para encomendar esta función a las fiscalías internas o unidades fiscalizadoras de los servicios, la Diputada señora Turres objetó la constitucionalidad de tal propuesta, la que sería de iniciativa exclusiva del Ejecutivo y el Diputado señor Squella recordó que según lo señalara el Contralor General, sería más lógico mantener esta labor a cargo de los jefes de personal tal como lo dispone el artículo 65 de la Ley de Bases, por cuanto en muchas reparticiones no existen cargos de auditores internos o no están proveídos, lo que originaría dificultades para la aplicación de la norma.


Igual duda existía respecto a encomendar esta función a los jefes de personal por cuanto, según precisaron los representantes del Ejecutivo, en los Ministerios el Subsecretario es el jefe superior del servicio, salvo en el Servicio Nacional de la Mujer y en el Consejo Nacional de la Cultura, existiendo, además, el cargo de jefe de la división de administración y finanzas y, dentro de ésta, un jefe de recursos humanos. Esta situación podría dar lugar a confusiones porque podría dar pie a interpretaciones acerca de cuál de estos tres cargos debería corresponder al jefe de personal. Por ello, propusieron como algo más acertado, encabezar este artículo con las expresiones “El jefe superior del servicio o quien haga sus veces en los órganos u organismos de la Administración Estado”.


El Diputado señor Díaz concordó con esta última pro-puesta, pero atendiendo a que en algunos organismos el jefe superior del servicio tiene el rango de ministro, creía que la redacción sugerida resultaba demasiado rígida ya que daba a entender que se trataba de una función personal e indelegable, lo que dificultaría en extremo cumplir con esta función, por ello creía que debía establecerse expresamente la posibilidad de delegar.


A su vez, el Diputado señor Burgos, junto con apoyar la entrega de esta función directamente al jefe del servicio, hizo presente la necesidad de concordar la redacción de estas normas, porque ésta, por ejemplo, se refería sólo a la conducta de los funcionarios y otras, en cambio, se remitían a autoridades y funcionarios, distinción que podría entenderse como que algunas normas se aplican sólo a los funcionarios y no a las autoridades.


Por último, el Diputado señor Harboe creyó necesario incluir como titulares de esta función fiscalizadora, también a los intendentes, por cuanto aunque éstos están adscritos a la Subsecretaría del Interior, la capacidad de su titular para fiscalizar quince intendencias y cincuenta y una gobernaciones no siempre sería la mejor.


Cerrado finalmente el debate, el Ejecutivo acogió la propuesta del Diputado y presentó una indicación para sustituir el inciso primero de este artículo por el siguiente:


“El jefe superior del servicio o quien haga sus veces y los intendentes, tendrán la obligación de verificar que todos los funcionarios y autoridades efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio.”.


El segundo inciso se mantuvo en iguales términos, aprobándose finalmente el artículo por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Elu-chans, Harboe y Rincón.


Artículo 10.- 


Señala que si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de interés y patrimonio no lo realiza dentro del plazo dispuesto para ello o lo efectúa de manera incompleta, la Contraloría General de la República podrá apercibir al infractor para que lo efectúe dentro del plazo de diez días y, en caso de incumplimiento, mediante resolución fundada, propondrá la aplicación de una multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Su inciso segundo agrega que si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes al apercibimiento, se aplicará además la suspensión sin goce de remuneraciones o, tratándose de la declaración por cese en el cargo, la sanción de inhabilidad especial temporal de sesenta y un días a tres años, para ejercer cualquier cargo o empleo público, sea o no de elección popular.


Su inciso tercero dispone que de todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.


Su inciso cuarto añade que la sanción correspondiente será propuesta, mediante resolución fundada, por la Contraloría General de la República, al jefe de servicio o a quien haga sus veces. La resolución que imponga la multa y aquéllas que apliquen la suspensión o inhabilidad, serán impugnables en la forma y plazo prescritos en el artículo 14.


Su inciso quinto señala que el monto de la multa aplicable a las autoridades o funcionarios que, habiendo sido destituidos de sus cargos, no efectuaren la declaración de intereses y patrimonio dentro de los sesenta días siguientes de haber cesado en ellos, será de cuarenta y cinco unidades tributarias mensuales por cada mes de incumplimiento.


El Diputado señor Burgos recordó la opinión que al Contralor General había merecido este artículo, en el sentido de que podría adolecer de inconstitucionalidad por atentar contra las normas del debido proceso. Al efecto, rememoró lo ocurrido con la tramitación del proyecto de ley sobre la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el que por dicho motivo fue objetado por el Tribunal Constitucional y hubo de subsanarse el problema mediante otra ley.


El Diputado señor Calderón, a su vez, observó que la sanción de inhabilidad especial temporal de sesenta y un día a tres años para ejercer cualquier cargo o empleo público, prevista en el inciso segundo, era de naturaleza penal por lo que no podría ser impuesta en un procedimiento administrativo y, en consecuencia, adolecería de inconstitucionalidad por infringir el principio de la legalidad del tribunal. Sugirió, en reemplazo, establecer multas.


Acogiendo todas estas observaciones, los representantes del Ejecutivo y la Comisión consensuaron la siguiente redacción para este artículo:


“Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no lo realiza dentro del plazo dispuesto para ello o lo efectúa de manera incompleta, la Contraloría General de la República podrá apercibir al infractor para que lo efectúe dentro del plazo de veinte días, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de veinte días para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Contraloría mediante resolución fundada, propondrá, si corresponde, al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes al apercibimiento, se aplicará además la suspensión sin goce de remuneraciones o, tratándose de la declaración por cese en el cargo, una multa de treinta a cincuenta unidades tributarias mensuales.


De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.


La sanción correspondiente será propuesta, mediante resolución fundada, por la Contraloría General de la República, al jefe de servicio o a quien haga sus veces. La resolución que imponga la multa y aquéllas que apliquen la suspensión, serán impugnables en la forma y plazo prescritos en el artículo 14.


El monto de la multa aplicable a las autoridades o funcionarios que, habiendo sido destituidos de sus cargos, no efectuaren la declaración de intereses y patrimonio dentro de los treinta días siguientes de haber cesado en ellos, será de cuarenta y cinco unidades tributarias mensuales por cada mes de incumplimiento”.


Se aprobó por unanimidad, sin perjuicio de adecuaciones de forma. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Harboe, Rincón y Squella.


Acordado, luego, reabrir el debate, el Diputado señor Harboe planteó una falta de armonía entre la norma aprobada para el artículo 9° y ésta recientemente consensuada. En efecto, el inciso segundo del artículo 9° establecería un sumario administrativo para determinar las sanciones que corresponden por las infracciones a las conductas exigibles en este párrafo, pero el artículo 10, de acuerdo a su última versión, consagraría un procedimiento distinto, en virtud del cual la Contraloría apercibe al infractor y propone al jefe de servicio una sanción, que éste, en definitiva, aplica.


Los representantes del Ejecutivo rebatieron tal argumentación, señalando que el artículo 9°, contenía una fórmula genérica, aplicable al jefe de servicio por su responsabilidad en velar que los funcionarios de su dependencia, efectúen la declaración; en cambio, el artículo 10 establecería un procedimiento sancionatorio aplicable a las autoridades o funcionarios que no realizan la declaración de intereses y patrimonio o la efectúan en forma incompleta.


Por último, el Diputado señor Ceroni presentó una indicación para agregar en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasaría a ser seguido, lo siguiente:


“Además en los sitios del servicio determinado se publicarán la o las personas sancionadas por no efectuar su respectiva declaración.”.


Esta indicación que, en definitiva, quedó como inciso final, sin otra modificación que la sugerida por el Diputado señor Squella en el sentido de intercalar entre las palabras “sitios” y “ del servicio” el término “electrónico”, sin perjuicio, además, de adecuaciones de forma, se aprobó, conjuntamente con el artículo, por unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Eluchans, Har-boe, Rincón, Schilling y Squella.



Artículo 11.-

Establece que la omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


El Diputado señor Squella, junto con señalar no tener claro cuáles podrían ser las razones para la separación o diferenciación que efectúa el proyecto, entre las normas sobre declaraciones de intereses y patrimonio que rigen a las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado y las que son aplicables a otras autoridades que se especifican en el párrafo 3° , señaló que esta iniciativa sancionaba la omisión inexcusable o información inexacta contenida en las declaraciones de intereses y patrimonio, respecto de lo cual, creía debía considerarse lo establecido en el artículo 66 de la Ley de Bases, que para aplicar sanción en estos casos, exigía que el declarante actuara a sabiendas, puesto que podría incurrirse en tales omisiones o inexactitudes en forma involuntaria.


El Ejecutivo, a sugerencia del Diputado mencionado y del Diputado señor Rincón, propuso sustituir las expresiones “o inclusión inexacta de información” por las siguientes “o inclusión a sabiendas de in-formación inexacta”.


Ante la observación que formularan los Diputados señores Harboe y Squella en el sentido de que esta conducta sería más grave que la no presentación de la declaración, lo que exigiría una mayor sanción, opinión que secundó el Diputado señor Calderón recordando que si concurría dolo, incluso habría sanciones penales, se acordó establecer una multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo con las modificaciones señaladas, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Calderón, Cardemil, Díaz, Harboe, Rincón y Squella.


Artículo 12.-


Señala que la Contraloría General de la República podrá fiscalizar la integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio. Para lo anterior, podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la Superintendencia de Valores y Seguros, la Superintendencia de Pensiones, el Conservador de Bienes Raíces, los Registros de Comercio y al Servicio de Registro Civil.


El Ejecutivo, acogiendo una observación formulada por el Contralor General, sugirió intercalar entre las expresiones “Para lo anterior,” y “podrá solicitar”, lo siguiente. “en conformidad con lo dispuesto en el artículo 151 de la ley N° 10.336”, a fin de garantizar la entrega gratuita y obligatoria de la información.


La Comisión acogió en principio esta nueva propuesta, pero dejando constancia, a petición del Diputado señor Harboe, que tal disposición en ningún caso habilitaba a la Contraloría para acceder a la información en poder de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras amparada por el secreto bancario.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo con la modificación señalada, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Calderón, Cardemil, Díaz, Harboe, Rincón y Squella.


Reabierto, posteriormente el debate, los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling presentaron una indicación para intercalar entre las expresiones “Superintendencia de Pensiones” y “ al Con-servador de Bienes Raíces”, los términos “ al Servicio de Impuestos Inter-nos”, y para agregar el siguiente inciso segundo:


“Ninguna de las instituciones mencionadas en el inciso anterior podrá negar la información solicitada por la Contraloría, si la tuviere, pero se extenderá a ella y a sus funcionarios el mismo deber de reserva que las respectivas leyes orgánicas contemplan para dichos organismos y sus funcionarios.”.


Explicando el sentido de la indicación, el Diputado señor Burgos señaló que la fiscalización que realice la Contraloría en relación a la integridad y veracidad de las declaraciones, podría efectuarse en muchas mejores condiciones si pudiera requerir las correspondientes informaciones de parte del Servicio de Impuestos Internos, a lo que agregó el Diputado señor Ceroni que este tipo de facultad era de toda lógica para el desarrollo de una buena fiscalización, razón por la que le extrañaba que no se la hubiera incluido en el texto original.


Ante las dudas de constitucionalidad expresadas por los representantes del Ejecutivo, como también acerca de los alcances de la consulta que se podría hacer al Servicio de Impuestos Internos y que podría comprender materias vinculadas al secreto bancario, el Diputado señor Burgos precisó que no se pretendía acceder a tal información, sino solamente verificar la consistencia entre lo declarado y lo real.


El Diputado señor Díaz dijo no visualizar una inconstitucionalidad en incluir al Servicio de Impuestos Internos entre los organismos a los que la Contraloría podrá requerir información, como tampoco el riesgo de violar el secreto bancario, toda vez que ese mismo problema podría presentarse respecto de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la que sí está sujeta a la consulta del órgano contralor.


Por último, el Diputado señor Rincón hizo presente que no había razón alguna para hacer una distinción entre el Conservador de Bienes Raíces y los Registros de Comercio, bastando con mencionar a los primeros ya que los segundos forman parte de ellos.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo conjuntamente con la indicación y la sugerencia del Diputado señor Rincón, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans, Cristián Monckeberg, Rincón, Schilling y Squella.


Artículo 13.-


Señala que los alcaldes y concejales que no efectúen o actualicen sus declaraciones en la forma y plazos establecidos por esta ley y su reglamento, serán sancionados por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto por los artículos 10 y 11.


Su inciso segundo añade que la sanción que se aplique se notificará al alcalde o concejal y al secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del concejo municipal en la sesión más próxima. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N° 18.695 e incorporarse en el extracto de la misma, que debe ser difundida a la comunidad.


No se produjo debate, aprobándose el artículo en los mismos términos, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Squella y Walker.


Artículo 14.-

Dispone que las sanciones contempladas en los artículos 10, 11 y 13 serán reclamables para ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.


Su inciso segundo agrega que la Corte resolverá una vez oídos los alegatos de las partes y previo informe de la Contraloría General. Dentro de los diez días hábiles siguientes a la audiencia previamente referida, la Corte de Apelaciones dictará su resolución, la que no será susceptible de recurso alguno.


Aprobado en un principio este artículo, sin debate, por unanimidad y en los mismos términos, fue objeto de un nuevo estudio por medio de la correspondiente reapertura del debate, haciéndose presente que la reclamación en contra de las sanciones que podía deducirse ante la Corte de Apelaciones, dejaba en la nebulosa una serie de cuestiones procesales como si la reclamación gozaba o no de preferencia, si era o no procedente la suspensión de la vista de la causa, si se puede o no rendir prueba, si la Corte puede decretar medidas para mejor resolver o si procede la prescripción de la reclamación en el caso de inactividad de las partes. Al respecto, parecía necesario hacer aplicables en forma expresa las disposiciones relativas a las apelaciones.


A su vez, el representante de la Fundación Jaime Guzmán señaló que la reclamación, además de fundada, debiera acompañarse de documentos probatorios, los que podrían constituirse en requisitos de admisibilidad, porque lo normal es que la fundamentación del acto recurrido, sea la misma que se utiliza para impugnarlos. Igualmente, la norma en su inciso segundo, señalaba que la Corte resolvería “una vez oídos los alegatos de las partes”, disposición que por su naturaleza imperativa podría constituirse en un obstáculo para la resolución de la reclamación, por cuanto bastaría para ello que cualquiera de las partes no alegara. Finalmente, creía contrario a las normas de un justo y racional procedimiento, que el fallo no fuera susceptible de recurso alguno.


Acogiendo estas observaciones, el Diputado señor Squella presentó la siguiente indicación sustitutiva para este artículo:


“Las sanciones contempladas en los artículos 10, 11 y 13 serán reclamables para ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también en esa misma resolución informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, sin preferencia para su vista y fallo.”.


Los representantes del Ejecutivo, junto con explicar que el hecho de que una resolución de la Corte no sea susceptible de recurso alguno no tiene nada de novedoso, por cuanto disposiciones similares pueden hallarse en la ley de acceso a la información pública, señalaron que para salvar las observaciones señaladas, creían conveniente otorgar preferencia para la vista y fallo de estas reclamaciones, opinión con la que concordó el Diputado señor Burgos.


Cerrado finalmente el debate, se aprobó la indicación por unanimidad, sin más cambios que otorgando preferencia a estas causas para su vista y fallo. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Squella y Walker.


Artículo 15.-


Este artículo, primero del Párrafo 3° que se refiere a la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades, dispone en su inciso primero que los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de sesenta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de interés y patrimonio ante un notario de su domicilio o de la ciudad donde celebre sus sesiones el Congreso Nacional, o bien ante el Secretario General de la respectiva Corporación.


Su inciso segundo añade que la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo, deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.


Su inciso tercero agrega que el original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio donde celebre sus sesiones el Congreso Nacional, según sea el caso. Además, dentro de quinto día, se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la respectiva Cámara, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado, a su costa. Un facsímil de las declaraciones deberá ser publicado en los sitios electrónicos de la respectiva Corporación.


Su inciso cuarto dispone que sin perjuicio de lo referido en el artículo 5° de esta ley, los diputados y senadores deberán actualizar su declaración entre los sesenta y los treinta días que anteceden a una elección parlamentaria. Asimismo, deberán actualizarla dentro de los sesenta días siguientes a la cesación en el cargo, en el evento de que no repostulen o no sean reelegidos. Los diputados y senadores deberán actualizarla, además, dentro de los sesenta días siguientes desde que ocurra un hecho relevante que la modifique.


Su inciso quinto termina señalando que cumplidos los plazos a que se refiere este artículo, el secretario de cada Cámara publicará la individualización de los parlamentarios que no hubieren efectuado su declaración.


Ante las consultas formuladas por el Diputado señor Burgos, en el sentido de que en el caso de los parlamentarios, lo lógico habría sido que la regulación de la declaración de patrimonio e intereses se mantuviera en su ley orgánica, como tampoco veía la razón para que se exigiera que la declaración se quedara para su consulta en poder del Secretario de la respectiva Corporación, bastando, a su juicio, con la correspondiente publicación en el respectivo sitio electrónico, los representantes del Ejecutivo explicaron que, en primer lugar, se había optado por establecer, tratándose de autoridades que no forman parte de la Administración, esta reglamentación en este proyecto y no en la respectiva ley orgánica, por cuanto lo que se pretendía era contar con un solo cuerpo normativo que regulara esta materia en todos los poderes del Estado, sin perjuicio, además, del riesgo que podría producirse en el caso de no existir uniformidad de criterios para modificar las leyes respectivas, en especial, en lo que se refiere al contenido de la declaración; y, en segundo lugar, si se disponía la mantención de la declaración en poder del Secretario, era porque para el público la que figurara en el sitio electrónico correspondiente podría no dar total certeza de que equivaliera a la realidad, por lo que en la forma propuesta se permitía la verificación pudiéndose solicitar una copia de ella al Secretario.


Ante una nueva consulta del Diputado señor Squella en cuanto a la razón de la diferencia con los integrantes de la Administración Pública, traducida en la exigencia que se hace a los parlamentarios de rendir la declaración ante notario, lo que significa mayores costos y más burocracia y podría entenderse como un acto de desconfianza hacía los secretarios o jefes de personal de las respectivas Cámaras, explicaron que la diferencia se debía a que los primeros estaban sujetos a la jurisdicción de la Contraloría y por ello se establecía que su declaración se hiciera en el sitio electrónico que el órgano contralor señalara. Por la misma razón, respecto de las demás autoridades que no forman parte de la Administración, se mantenían las reglas consagradas en las leyes que las rigen. Igualmente, en el caso de los parlamentarios, lo que parecía una mayor exigencia al requerir la intervención de un notario o ministro de fe, obedecía a que tales declaraciones tenían el carácter de declaración jurada, como expresamente se establecía en el caso de las autoridades y funcionarios de la Administración.


El Diputado señor Díaz hizo presente que el inciso final de este artículo disponía que el Secretario de cada Cámara debería publicar la individualización de los parlamentarios que no cumplieran con la obligación de efectuar la declaración, lo que dejaba fuera a los que hubieran cesado en el cargo que, de acuerdo al inciso cuarto, también estaban obligados a hacer la declaración, razón por las que la Comisión acordó suprimir la expresión “parlamentarios” en el inciso final.


Igualmente, ante la observación del Diputado señor Burgos en el sentido de que las expresiones empleadas en el inciso cuarto “en el evento de que no repostulen o no sean reelegidos”, resultaban restrictivas, por cuanto las funciones parlamentarias terminaban también por otras causales que las indicadas y respecto de las cuales debería ser, asimismo, obligatoria la declaración, la Comisión acordó suprimir dichas expresiones y teniendo en cuenta que en el caso de los parlamentarios que fueren sucesivamente reelectos, podría entenderse que por no cesar en el cargo no los alcanzaría la obligación de declarar, acordó agregar en reemplazo de las ex-presiones suprimidas la frase “ o término de su período”.


Finalmente, la Comisión coincidió con la opinión del Diputado señor Eluchans en cuanto a la conveniencia de mantener la posibilidad de protocolizar la declaración ante un notario con jurisdicción en el territorio donde celebre sus sesiones el Congreso Nacional, porque ello sería la alternativa aplicable en el caso que la declaración se efectuara ante el Secretario de la Corporación respectiva, como también, siguiendo al Diputado señor Nicolás Monckeberg, que en el caso de haberse efectuado la declaración ante notario, debiera ésta protocolizarse ante el mismo ministro de fe, a fin de evitar posibles suspicacias referentes a una intención de ocultar o dificultar el acceso a dicha declaración.


Cerrado finalmente el debate, se aprobó el artículo, conjuntamente con las modificaciones acordadas para los incisos cuarto y quinto, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Harboe, Nicolás Monckeberg y Squella.


Reabierto, posteriormente el debate, el Ejecutivo presentó la siguiente indicación sustitutiva:


“Los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante un nota-rio. Una copia de la misma deberá ser publicada en el sitio electrónico de la respectiva Corporación.


La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.


Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5° de esta ley, los diputados y senadores deberán actualizar su declaración dentro de los treinta días anteriores a una elección parlamentaria. Asimismo, deberán actualizarla dentro de los treinta días siguientes a la cesación en el cargo, en el evento de que no repostulen o no sean reelegidos. Los diputados y senado-res deberán actualizarla, además, dentro de los treinta días siguientes desde que ocurra un hecho relevante que la modifique.


Cumplidos los plazos a que se refiere este artículo, el secretario de cada Cámara publicará la individualización de los parlamentarios que no hubieren efectuado su declaración.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron esta nueva proposición, señalando que se adecuaba su redacción a fin de uniformarla a las disposiciones que sobre igual materia eran aplicables a otras autoridades; se reducía a treinta días el plazo para efectuar y actualizar la declaración, la que debe otorgarse y protocolizarse ante cualquier notario, eliminándose la exigencia de que sea ante un ministro de fe del domicilio del declarante o de la ciudad en que sesione el Congreso y se establece que debe publicarse en el sitio electrónico de la correspondiente corporación. Por último se eliminaba el inciso tercero relativo a la exigencia de protocolizar la declaración.


Ante algunas dudas manifestadas por el Diputado señor Burgos, acerca del sentido de actualizar la declaración treinta días antes de una elección puesto que, en realidad, parecía más propio hablar de una reelección, precisaron que lo que se pretendía era hacer obligatoria la actualización cada vez que hubiera una elección parlamentaria.


La Diputada señora Turres recordó la existencia de períodos diferentes para diputados y senadores, por lo que si bien concordaba con la conveniencia de dar a conocer los intereses y el patrimonio del parlamentario, tanto al inicio como al término de su período y con la actualización de la declaración cuando se produjera algún hecho relevante que lo justificara, carecía de sentido imponer a un senador actualizar su declaración ante cada elección parlamentaria si no iba a tener participación alguna en ella. Por otra parte, no tenía claro cuáles serían las razones para exigir actualizar la declaración antes de cada elección, por cuanto si ello tuviera por objeto prevenir un enriquecimiento exagerado, éste habría podido detectarse por la vía de las modificaciones que habrían tenido que introducirse en ella como consecuencia de la ocurrencia de hechos relevantes. A su juicio, esta exigencia solamente contribuiría a la curiosidad morbosa y a la persecución parlamentaria exacerbada por los medios de comunicación, opinión que respaldó el Diputado señor Eluchans quien estimó que la exigencia de actualizar cada vez que se produzca una hecho relevante, que era realmente lo fundamental, hacía perder todo sentido a la de actualizar antes de un acto eleccionario.


El Diputado señor Harboe señaló que las causales de cesación en los cargos parlamentarios eran bastante más amplias que la no repostulación o no reelección, por lo que creía necesario que se comprendieran todas las causales que contempla la Constitución, tales como inhabilidades e incompatibilidades.


El Diputado señor Schilling coincidiendo con la opinión del Diputado señor Harboe, fue partidario, además, de actualizar dentro de los treinta días siguientes a la cesación en el cargo, como también antes de una elección parlamentaria, como una forma de que la opinión pública pueda conocer la variación que ha experimentado el patrimonio del postulante durante el ejercicio de su cargo. Asimismo, estimó justificado actualizar antes de la cesación en el cargo, ya que entre la elección y el cese pueden modificarse los intereses y el patrimonio de quien, en definitiva, no repostuló o no obtuvo la reelección.


El Diputado señor Rincón se declaró partidario de una redacción más simple, destacando que lo fundamental era la actualización de la declaración cada vez que ocurriera un hecho relevante que la modificara.


Los representantes del Ejecutivo se allanaron a la posibilidad de incluir una frase que englobara todas las causales de cesación y propusieron en reemplazo de los términos “no repostulen o no sean reelegidos” lo siguiente “o al término de su período”, pero se manifestaron a favor de mantener la actualización antes de cada elección, porque ello equivalía a un hecho objetivo, en cambio, la que se producía como consecuencia de la ocurrencia de un hecho relevante, estaba sujeta a la apreciación subjetiva del declarante.


Contrastadas ambas posibilidades, se propusieron dos redacciones para el inciso tercero del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5° de esta ley, los diputados y senadores deberán actualizar su declaración dentro de los treinta días siguientes desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Los diputados y senadores deberán actualizarla, además, dentro de los treinta días anteriores a una elección parlamentaria. Asimismo, deberán actualizarla dentro de los treinta días siguientes a la cesación en el cargo o al término del período.”


Sometida a votación resultó rechazada por mayoría de votos (4 votos a favor y 5 en contra) Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Cardemil, Harboe y Schilling. En contra lo hicieron los Diputados señora Turres y señores Calderón, Eluchans, Rincón y Squella.


La segunda propuesta fue la siguiente:


“Los diputados y senadores deberán actualizar su declaración dentro de los treinta días siguientes desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Asimismo, deberán actualizarla dentro de los treinta días siguientes a la cesación en el cargo o al término de su período.”.


Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Eluchans, Har-boe, Rincón, Schilling y Squella.


Finalmente, la Comisión acordó, asimismo que la publicación que deba hacer el secretario de cada corporación de los parlamentarios renuentes a prestar la declaración o efectuar la actualización, deberá realizarla en el correspondiente sitio electrónico.


Cerrado el debate, se aprobó la nueva redacción para este artículo por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe, Rincón, Schilling y Squella.


Artículo 16.-


Dispone que las respectivas comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria conocerán y resolverán acerca de la aplicación de las sanciones a que se refiere este artículo.


Su inciso segundo añade que si el parlamentario no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera incompleta o no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido por la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda, para que lo efectúe dentro del plazo de diez días y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Su inciso tercero agrega que el procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en con-ciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.


Su inciso cuarto termina señalando que la omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que esta norma, incluida en el párrafo que regula la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades correspondientes a los órganos constitucionales independientes, como eran el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Tribunal Constitucional, el Ministerio Público y el Tribunal Calificador de Elecciones, asignaba la potestad sancionatoria por la falta de la declaración al mismo órgano que, en el caso del Congreso, recaía en la correspondiente Comisión de Ética y Transparencia. Agregaron que el procedimiento era similar al actual, diferenciándose en que se aumentaba la multa en caso de incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración, dejándola en de diez a treinta unidades tributarias mensuales, en concordancia con las demás disposiciones del proyecto y sancionando en forma especial la omisión inexcusable de información o su inclusión inexacta.


Ante la objeción del Diputado señor Rincón, en el sentido de ser muy breve el plazo de diez días que tendría el parlamentario para efectuar la declaración luego de apercibido por la Comisión de Ética, más aún si el mencionado término puede correr en las llamadas semanas distritales, el Diputado señor Cardemil estimó que era un término adecuado por cuanto corría una vez transcurridos los sesenta días para efectuarla. (se rebajó a treinta).


El Diputado señor Squella recordó que la Ley de Bases exigía que en el caso de incurrir el declarante en omisiones inexcusables o informaciones inexactas en su declaración, debería haber procedido a sabiendas, requisito que le parecía lógico incluir en este caso y en los demás de similar naturaleza que trata el proyecto, toda vez que la declaración incluye la información sobre avalúos, determinados sobre la base de apreciaciones subjetivas que podrían ser consideradas incorrectas e incurrirse en erro-res, pero no en forma intencional.


Los representantes del Ejecutivo acogieron las observaciones señaladas, acordándose, asimismo, homologar los plazos y requisitos para efectuar la declaración o actualizarla en todas las disposiciones del proyecto, y elevando la multa en caso de omisión inexcusable o inclusión inexacta de información, a de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, por tratarse de una conducta más grave que la de no efectuar la declaración dentro de plazo. En consecuencia, se elevó de diez a veinte días el plazo para efectuar o rectificar la declaración una vez apercibido por la Comisión de Ética; se aumentó de diez a veinte días el término para contestar los cargos formulados por la citada Comisión; se estableció que la omisión inexcusable o inclusión de información inexacta en la declaración debía ser hecha “a sabiendas” y, por último, se elevó la multa en este último caso, a de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo con las modificaciones señaladas por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Squella y Walker.


Artículo 17.-


Dispone que los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, respectivamente, deberán dentro del plazo de sesenta días desde que hubieren asumido el cargo, efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio ante un notario de la ciudad donde ejerzan su ministerio, o ante el oficial del Registro Civil en aquellas comunas en que no hubiere notario.


Su inciso segundo agrega que la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.


Su inciso tercero añade que el original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio del tribunal a que pertenezca el declarante, y se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la Corte Suprema y de la respectiva Corte de Apelaciones, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado.


Su inciso cuarto señala que sin perjuicio de lo referido en el artículo 5° de esta ley, la declaración deberá ser actualizada dentro de los sesenta días desde que el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los sesenta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.


Su inciso quinto previene que si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera incompleta o no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de diez días, y en caso de in-cumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Su inciso sexto agrega que la omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.

Su inciso séptimo establece que las disposiciones con-tenidas en los incisos precedentes, serán aplicables a los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, regulados por la ley N° 20.322, que Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera.


El Diputado señor Rincón recordó que no era posible protocolizar documentos ante un oficial del Registro Civil, motivo por el cual creía más lógico que tanto la declaración como la protocolización se efectuarán ante un notario, ahorrándose así trámites, toda vez que quien efectuara su declaración ante un oficial del Registro Civil, necesariamente tendría que concurrir a una notaría para los efectos de protocolizarla.


El Diputado señor Burgos, siguiendo las observaciones de Chile Transparente, hizo presente que la norma no contemplaba la obligación de publicar las declaraciones de intereses y patrimonio en los respectivos sitios electrónicos, observación que podía hacerse extensiva respecto de las declaraciones de los fiscales, de los miembros del Tribunal de la Contratación Pública, del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales.


Ante una consulta, los representantes del Ejecutivo señalaron que en lo que atañía al procedimiento sancionatorio, debería estarse a las reglas que al respecto establece el Código Orgánico de Tribunales, por lo que el apercibimiento y la aplicación de las sanciones corresponderá al superior jerárquico, es decir, en algunos casos la Corte Suprema y en otros la Corte de Apelaciones respectiva.


Acogiendo las observaciones formuladas, propusieron un texto sustitutivo para disponer en el inciso primero que la declaración ju-rada de intereses y patrimonio, deberá otorgarse y protocolizarse ante nota-rio, y en cumplimiento del acuerdo de homologar los plazos y requisitos para efectuar las declaraciones o actualizarlas, rebajaron en el mismo inciso el plazo para efectuar la declaración de sesenta a treinta días a contar desde la asunción del cargo y dispusieron su publicación en el sitio electrónico del Poder Judicial; establecieron en el inciso tercero que la declaración debería ser actualizada dentro de treinta días a contar del nuevo nombramiento o dentro de treinta días a contar del cumplimiento del cuatrienio en caso contrario; en el inciso cuarto se fijó un plazo de veinte días a contar del apercibimiento para efectuar la declaración, completarla o actualizarla si no se hubiere hecho oportunamente; en el inciso quinto se elevó la multa a de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales por la omisión inexcusable de información o su proporción inexacta y se exigió incurrir en tales irregularidades a sabiendas.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo con las modificaciones señaladas por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Squella y Walker.


Artículo 18.-


Señala que el Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los mismos términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley. Dicha declaración se efectuará ante un notario en la ciudad donde ejerzan sus funciones, o ante el Oficial del Registro Civil en aquellas comunas en que no hubiere notario.


Su inciso segundo agrega que el original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fuere prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio de la fiscalía a que perteneciere el declarante. Una copia de la protocolización será remitida por el declarante a la oficina de personal de la Fiscalía Nacional y de la respectiva Fiscalía Regional, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado.


Su inciso tercero añade que sin perjuicio de lo referido en el artículo 5° de esta ley, la declaración deberá ser actualizada dentro de los sesenta días desde que el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los sesenta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.


Respecto de este artículo, el Diputado señor Rincón reiteró la observación que efectuara respecto del artículo 17 en cuanto a que la declaración y protocolización deberían efectuarse solamente ante notario, como también la necesidad de que la declaración sea publicada en el sitio electrónico respectivo.


Ante la propuesta de los representantes del Ejecutivo de establecer en una sola norma la obligación de publicar en los respectivos sitios electrónicos las declaraciones de los constreñidos a efectuarla, los Diputados señores Burgos y Eluchans se mostraron partidarios de plantear la exigencia en las normas que se refieren a cada uno de los obligados, a fin de que estas autoridades y funcionarios cuenten con una regulación independiente y autosuficiente.


Ante una consulta del Diputado señor Burgos acerca de si existía equivalencia entre los cargos de los miembros del Poder Judicial y los del Ministerio Público obligados a prestar la declaración, los representantes del Ejecutivo sostuvieron que así era por cuanto en el primero la obligación afectaba a los miembros del escalafón primario, es decir, ministros, fiscales judiciales, jueces de letras y jueces de garantía, secretarios y relatores, y, en el segundo, el Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos.


En consecuencia, acogiendo el Ejecutivo las observaciones específicas a este artículo y el acuerdo de homologación ya adoptado, propuso en el inciso primero establecer que la declaración deberá efectuarse y protocolizarse ante notario y publicarse en el sitio electrónico del Ministerio Público; suprimió el inciso segundo ; y, en el tercero, que pasó a ser segundo, rebajó a treinta días a contar desde la asunción del cargo o treinta días a contar del término del cuadrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento, el plazo para formular la declaración.


Cerrado el debate, se aprobó la nueva propuesta por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.


Artículo 19.-


Previene que si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y de patrimonio, la efectúan de manera incompleta o no la actualizan dentro de plazo, serán apercibidos para que la efectúen dentro de diez días y, en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuesta administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, según el caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Su inciso segundo agrega que la omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Ante la observación del Diputado señor Rincón en el sentido que el procedimiento sancionatorio no alcanzaba al Fiscal Nacional, lo que sería un vacío que debería subsanarse, los representantes del Ejecutivo explicaron que el incumplimiento por parte de los fiscales regionales o fiscales adjuntos daría lugar al apercibimiento y, posibles sanciones, aplica-dos por el correspondiente superior jerárquico, conforme al procedimiento que señala el artículo 48 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, pero en el caso del Fiscal Nacional no hay un superior jerárquico que pueda imponerle sanciones, como tampoco la Contraloría tiene atribuciones para ello. Lo anterior, a su juicio, justificaría que en el caso de incumplimiento, se pusiera eso en conocimiento de la Cámara de Diputados.


El Diputado señor Burgos fue partidario de informar en tales casos no sólo a la Cámara de Diputados sino también a la Corte Suprema ya que ambas instituciones intervienen en la remoción de ese funcionario y de los fiscales regionales. Asimismo, recordó que el Diputado señor Ceroni había presentado una indicación al artículo 10 para que se publicara en los respectivos sitios electrónicos de los servicios, la nómina de las personas sancionadas por no efectuar la declaración, en términos similares a los previstos para los parlamentarios en el inciso final del artículo 15.


El Diputado señor Ceroni creyó necesario poner un tope final para el cumplimiento de la obligación de declarar, por cuanto la simple reiteración de las multas podría permitir finalmente al infractor no declarar. 


Los representantes del Ejecutivo explicaron que en materia administrativa, la reiteración de multas por el retardo era algo muy frecuente y de ninguna manera significaba que la persona sujeta a la correspondiente obligación pueda eximirse de cumplirla. En cuanto a la publicidad de los infractores, señalaron ser partidarios de una indicación de carácter general que presentará el Ejecutivo, la que ciertamente servirá de eficaz disuasivo para el incumplimiento.


Luego de estas explicaciones propusieron un nuevo artículo que, cumpliendo con el acuerdo de homologación de plazos y requisitos ya adoptado:


1.- amplió en el primer inciso de diez a veinte días el plazo para efectuar la declaración una vez apercibido el moroso.


2.- intercaló un inciso segundo del siguiente tenor:


“El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el supe-rior jerárquico que corresponda o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al obligado afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.”.


3.- en el actual inciso segundo, que pasó a ser tercero, estableció que la omisión de información o la inclusión de información inexacta en la declaración, debería ser “ a sabiendas” y elevó la multa por esta infracción a de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales.


Cerrado el debate, se aprobó esta nueva propuesta por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo 20.-


Dispone que los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y el Ministro de Fe al que se refiere el artículo 23 de la ley N° 19.886, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.


Su inciso segundo señala que el original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio del tribunal a que pertenezca el declarante, y se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la Corte Suprema donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado.


Su inciso tercero añade que si el declarante no efectúa, efectúa de manera incompleta o no actualiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de diez días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda.


Su inciso cuarto dispone que dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. La multa a que se refiere este inciso será aplicada por el superior jerárquico en conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 22 de la ley N° 19.886.


Su inciso quinto señala que la que la omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar. 


El Ejecutivo, haciéndose eco de las observaciones formuladas respecto de los artículos anteriores como del acuerdo de homologación de plazos y requisitos para efectuar la declaración, presentó un primer texto sustitutivo que, prescindiendo de algunos errores de redacción, dispuso en el inciso primero que la declaración se otorgará y protocolizará ante notario, sin indicar cuál y que la copia del documento se publicará en el sitio electrónico del tribunal, suprimiendo, en consecuencia, el inciso segundo.


En el inciso tercero, que pasaría a ser segundo, elevó de diez a veinte días el plazo para efectuar la declaración una vez apercibido el renuente a hacerlo.


Intercaló un nuevo inciso, que pasó a ser tercero, del siguiente tenor:


“El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Corte Suprema o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.


En el inciso cuarto, que luego se refundió con el anterior, agregó que la multa a que se refiere este inciso, será aplicada por el superior jerárquico en conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 22 de la ley N° 19.886.


En el inciso quinto, que pasó a ser cuarto, dispuso que la declaración inexacta o con omisiones inexcusables debería ser hecha a sabiendas y elevó la multa a de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales.


Respecto de esta nueva proposición, los representantes del Ejecutivo explicaron que, de acuerdo al inciso final del artículo 22 citado más arriba, el superior jerárquico del Tribunal de Contratación Pública sería la Corte Suprema, el que establece que “Un auto acordado, dictado por la Corte Suprema, regulará las materias relativas a su funcionamiento administrativo interno, velando por la eficaz expedición de los asuntos que conozca el tribunal.”.


Ante la objeción del Diputado señor Calderón, en el sentido de que la norma señalada no permitía colegir que la Corte Suprema fuera el superior jerárquico de este Tribunal, toda vez que se limitaba a establecer que, por medio de un auto acordado, regularía su funcionamiento, señalaron que dicho auto acordado señalaba el procedimiento sancionatorio aplicable, toda vez que el inciso octavo del ya citado artículo 22, sujetaba a dicho Tribunal de Contratación a la superintendencia directiva, correccional y económica de la mencionada Corte.


El Diputado señor Eluchans, para los efectos de evitar dudas, fue partidario de especificar el rango de superior jerárquico de la Corte para los efectos disciplinarios y el Diputado señor Calderón enfatizó en que el procedimiento sancionatorio debería estar establecido en la ley y no en un auto acordado, como también que debería establecerse con certeza a quien correspondía aplicar la sanción, ya que la superintendencia directiva, correccional y económica del alto tribunal no lo transforma necesariamente en superior jerárquico para los efectos disciplinarios.


Acogiendo estas observaciones, el Ejecutivo presentó una nueva propuesta que, en definitiva, refundió el inciso tercero de su última propuesta, con la oración inicial de su inciso cuarto, suprimiendo el resto de éste, con lo cual, quedaba claramente establecido que el procedimiento podría iniciarse de oficio por la Corte y que la multa sería aplicada por ella.


En tal sentido, dicho inciso quedó como sigue:


“El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Corte Suprema o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.”.


Cerrado finalmente el debate, se aprobó la última pro-posición señalada, con la corrección transcrita, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Eluchans, Rincón, Schilling y Squella.


Artículo 21.-

Dispone que los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los mismos términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.


Su inciso segundo agrega que la declaración de intereses y patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública.


Su inciso tercero añade que si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera incompleta o no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de diez días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Constitucional, en pleno. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El Ejecutivo propuso sustituir este artículo para disponer en el inciso primero que la declaración jurada debe ser otorgada y protocolizada ante notario y que una copia de la misma debe ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal. En consecuencia, suprimió el inciso segundo.


En el inciso tercero, que pasó a ser segundo, elevó de diez a veinte días el plazo para que el declarante renuente efectúe su declaración una vez apercibido.


Los representantes del Ejecutivo explicaron, ante una consulta del Diputado señor Calderón, que en el artículo 25 de este proyecto se establecía el procedimiento sancionatorio aplicable a este Tribunal, al de Defensa de la Libre Competencia, al Calificador de Elecciones y a los Electorales Regionales, a fin de evitar repeticiones innecesarias.


Cerrado el debate, se aprobó esta propuesta por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Calderón, Carde-mil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo 22.-


Establece que los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los mismos términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.


Su inciso segundo agrega que la declaración deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública.


Su inciso tercero previene que si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera incompleta o no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de diez días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El Ejecutivo, dada la similitud con lo aprobado respecto del artículo anterior, propuso sustituir este artículo para disponer en el inciso primero que la declaración jurada debe ser otorgada y protocolizada ante notario y que una copia de la misma debe ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal. En consecuencia, suprimió el inciso segundo.


En el inciso tercero, que pasó a ser segundo, elevó de diez a veinte días el plazo para que el declarante renuente efectúe su declaración una vez apercibido.


Se aprobó sin mayor debate, por unanimidad. Participa-ron en la votación los Diputados señores Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo 23.-

Dispone que los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los mismos términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.


Su inciso segundo agrega que la declaración de intereses y patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública.


Su inciso tercero añade que si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera incompleta o no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de diez días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El Ejecutivo, por las mismas razones ya señaladas, propuso sustituir este artículo para disponer en el inciso primero que la declaración jurada debe ser otorgada y protocolizada ante notario y que una copia de la misma debe ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal. En consecuencia, suprimió el inciso segundo.


En el inciso tercero, que pasó a ser segundo, elevó de diez a veinte días el plazo para que el declarante renuente efectúe su declaración una vez apercibido.


Ante una consulta del Diputado señor Squella acerca de la situación aplicable en los casos de los Ministros de este Tribunal que, además, lo son de la Corte Suprema, los representantes del Ejecutivo explicaron que en tal caso dichos Ministros deberán efectuar una sola declaración y publicarla en los sitios electrónicos de ambos tribunales.


Cerrado el debate, se aprobó por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo 24.-


Establece que los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los mismos términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.


Su inciso segundo agrega que la declaración de intereses y patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal Electoral Regional, quien la mantendrá para su consulta pública.


Su inciso tercero añade que si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera incompleta o no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de diez días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El Ejecutivo, por las razones ya señaladas, propuso sustituir este artículo para disponer en el inciso primero que la declaración jurada debe ser otorgada y protocolizada ante notario y que una copia de la misma debe ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal. Suprimió, por tanto, el inciso segundo.


En el inciso tercero, que pasó a ser segundo, elevó de diez a veinte días el plazo para que el declarante renuente efectúe su declaración una vez apercibido.


Se hizo presente respecto de este artículo, que entre los integrantes de estos tribunales, se encuentra también un ministro de Corte de Apelaciones, por lo que a su respecto en lo que se refiere a la declaración y a su publicación, deberá aplicarse la misma solución mencionada al tratar el artículo 23.


Cerrado el debate, se aprobó por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo 25.-

Dispone que en el caso de las infracciones a las que se refieren los artículos 21, 22, 23 y 24, el procedimiento aplicable, se regirá por lo dispuesto en este artículo.


Su inciso segundo agrega que el procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus ministros. La formulación de cargos dará derecho al ministro afectado a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.


Su inciso tercero agrega que la omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento seña-lado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar. 


El Ejecutivo, siguiendo los formatos establecido en los artículos 19 y 20, efectuó una propuesta para sustituir este artículo en el siguiente sentido:


1.- mantuvo en iguales términos el inciso primero.


2.- en el inciso segundo amplió el plazo para contestar los cargos a veinte días.


3.- en el inciso tercero aumentó la multa dejándola en de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales.


Ante las observaciones formuladas por el Diputado señor Calderón, en el sentido de que la titularidad de la acción para iniciar el procedimiento resultaba muy restringida, ya que se circunscribía únicamente a los ministros de los tribunales, en otras palabras, a los mismos organismos de que forman parte los denunciados, lo que denotaba un carácter corporativo, contrario a la transparencia que se pretendería con el ejercicio de la acción, como también, por la misma razón señalada, no parecía lo más adecuado que fuera el mismo tribunal quien impusiera la sanción, ya que solía ocurrir que primaran en casos como éste los intereses de grupo por sobre los públicos, los representantes del Ejecutivo sostuvieron que ello estaba en consonancia con las normas que rigen la potestad sancionadora de los tribunales y con lo ya aprobado respecto de los artículos anteriores. Así, en el caso del Tribunal Constitucional, es este mismo quien aplica, en pleno, las sanciones a sus integrantes, constituyéndose en un eficaz sistema de autorregulación. Por otra parte, creían que lo vital en estos casos sería la publicidad, por cuanto si la ciudadanía se percataba que una declaración no ha sido incorporada en el sitio electrónico pertinente, se generaría una fuerte presión social.


El Diputado señor Cristián Monckeberg sostuvo que la presión social podría valer como argumento únicamente en el caso de las autoridades elegidas por elección popular.


El Diputado señor Calderón fue partidario, para evitar estos posibles problemas, de abrir la facultad de denunciar a cualquier persona interesada, tal como se había establecido en este mismo proyecto res-pecto de los parlamentarios, de los fiscales del Ministerio Público y de los integrantes del Tribunal de Contratación, sugerencia que fue acogida por el Ejecutivo en una nueva propuesta que, además, planteó que la omisión inexcusable o inclusión de información inexacta en la declaración jurada a que hace referencia el inciso tercero, debería ser a sabiendas.


Cerrado el debate, se acogió la última propuesta del Ejecutivo por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Calderón, Cardemil, Ceroni, Eluchans, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo nuevo. ( pasó a ser 26).


La Comisión, teniendo presente una indicación presentada por el Diputado señor Ceroni al artículo 10, para que se publicara en los sitios electrónicos de los respectivos servicios, la nómina de las autoridades y funcionarios sancionados por no efectuar la declaración de intereses y patrimonio, acordó incluir un nuevo artículo con la siguiente redacción:


“Artículo 26.- En los sitios electrónicos del Poder Judicial, del Ministerio Público y de los tribunales mencionados en los artículos 20, 21, 22, 23 y 24 se publicarán los nombres de las respectivas autoridades y funcionarios que hubieren sido sancionados por no efectuar la correspondiente declaración o actualización de intereses y patrimonio.”.


Se aprobó, sin debate, en los mismos términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Car-demil, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.


Artículo 26.- (pasó a ser 27).


Este artículo, que encabeza el primer párrafo del capítulo 1°, el que trata del Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores, inserto a su vez en el Título III, que se refiere al Mandato de Administración y la Enajenación Forzosa, dispone que las autoridades señaladas en este párrafo tendrán la obligación de constituir un mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores, en adelante el “Mandato”, en los casos y en la forma que se establece en esta ley y de enajenar ciertos activos en aquellas situaciones excepcionales.


Su inciso segundo agrega que en lo no previsto en este Título, el Mandato se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil.


No se produjo mayor debate, aprobándose el texto pro-puesto sin otra modificación que sustituir en el inciso primero la expresión “párrafo” por “Título”, por ser eso lo que corresponde.


Se aprobó el artículo por unanimidad con los votos de los Diputados señores Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans y Squella.


No obstante, la Comisión objetó la ubicación de esta norma por cuanto se trataría de una disposición enunciativa de carácter general, que si bien dice relación con la materia que trata este Título, excede el contenido del párrafo 1°, que trata de las definiciones y modalidades y del Capítulo 2°, en que éste se inserta, que trata del mandato de administración discrecional de cartera de valores, y que no se refieren a la enajenación de activos, materia que trata el capítulo siguiente.


Por ello, a sugerencia del Diputado señor Calderón, se optó por crear un capítulo 1° para tratar de las “Generalidades” e insertar en él este artículo, propuesta que se acogió por unanimidad con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.


Como consecuencia de lo anterior, el actual Capítulo 1° pasó a ser 2°.


Artículo 27.- (pasó a ser 28).


Define el mandato a que se refiere esta ley, como un contrato en virtud del cual una autoridad, en la forma y los casos señalados en esta ley, y con el objeto de precaver posibles conflictos de intereses, en-carga a uno o más terceros autorizados, la administración discrecional de valores que integren su patrimonio, quienes se hacen cargo separadamente de éstos, por cuenta propia y riesgo del primero.


Su inciso segundo agrega que la autoridad que confiere el encargo se llama mandante, y el que lo acepta, mandatario.


Se aprobó sin debate, sin otra corrección que la de sustituir en el inciso primero la palabra “ley” por “¨Título”, la primera vez que figura, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Calderón, Car-demil, Ceroni, Díaz, Eluchans y Squella.


Artículo 28.- (pasó a ser 29)


Señala que el mandato admitirá las modalidades de Mandato de Administración General de Cartera, o “Mandato General”; y la de Mandato de Administración Diversificada de Cartera, o “Mandato Diversificado”.


Su inciso segundo define al mandato general como aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la administración amplia y discrecional de sus valores señalados en el artículo 29 (pasó a ser 30). La finalidad del mandato general es la administración libre de una cartera de inversiones sin entregar al mandante ninguna información respecto del destino de los valores entregados en administración, ni el mandante entregar ninguna instrucción respecto del destino de sus inversiones.


Su inciso tercero señala que el mandante podrá instruir al mandatario la no enajenación de parte o todos los valores que se le entreguen en administración, mas no podrá disponer nuevas inversiones en aquellos valores que se deben enajenar, ni en aquellos que deberán entregarse en mandato, conforme con lo establecido en esta ley.


Su inciso cuarto, a su vez, define el mandato diversificado como aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la presentación de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 29 (pasó a ser 30). El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio con el objeto de evitar que las actividades de la autoridad puedan influenciar el valor del mandato. Sin per-juicio de lo dispuesto en el artículo 32 (pasó a ser 33), el plan de liquidación no podrá instruir al mandatario la inversión del producido de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar ni tampoco en aquellos valores que deberán entregarse en mandato, en conformidad a las normas de esta ley.


Su inciso quinto señala que sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia de Valores y Seguros en conjunto con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras podrán dictar normas de carácter general en las que definirán y regularán otras formas de mandato de administración de cartera de terceros, que tengan por objeto precaver posibles conflictos de intereses. Estos mandatos serán gestionados por cuenta y riesgo del mandante y el mandatario estará facultado para decidir su inversión, enajenación y demás actividades que correspondan, en conformidad con las disposiciones contenidas en el contrato de administración de cartera de terceros que deben suscribir ambas partes y a las disposiciones de este Título, según lo señalado en el inciso siguiente.


Su inciso sexto agrega que a los mandatos menciona-dos en el inciso anterior, les serán aplicables las disposiciones de este Título referidas a las prohibiciones de información relativas al mandante y las prohibiciones de recibir instrucciones relativas al mandatario, debiendo cumplir siempre con los estándares que sobre estas materias establece esta ley. Asimismo, le serán aplicables las disposiciones sobre fiscalización y procedimiento de reclamación, y las sanciones que establezcan dichos contratos deberán cumplir con los parámetros establecidos en el capítulo 3° (pasó a ser 4°) de este Título. A estos mandatos no se les aplicarán las normas relativas a oportunidades y causales de modificación del mandato dispuestas en el Párrafo 4° del Título III de esta ley.


Su inciso séptimo indica que la autoridad obligada a constituir mandato podrá optar libremente por una cualquiera de las modalidades referidas precedentemente.


Los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling presentaron tres indicaciones a este artículo:


1.- Por la primera propusieron anteponer en el inciso tercero las expresiones “ Salvo las situaciones contempladas en el artículo 57 de esta ley,”, para excepcionar expresamente de las instrucciones de no enajenación que puede entregar el mandante al mandatario, aquellas referidas a los valores y bienes que de acuerdo al artículo 57 (pasó a ser 53) son de enajenación forzosa. 


Los representantes del Ejecutivo estimaron superflua la indicación toda vez que las hipótesis que hacen exigible la constitución del mandato, son distintas a aquéllas que imponen la obligación de enajenar.


Cerrado el debate, se aprobó la indicación por mayoría de votos ( 4 votos a favor y 2 abstenciones). Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Cristián Monckeberg, Harboe y Squella. Se abstuvieron los Diputados señores Calderón y Gutiérrez.


2.- Por la segunda propusieron suprimir los incisos quinto y sexto.


El Diputado señor Harboe argumentó a favor de la indicación sosteniendo que ambos incisos en cuanto otorgaban a las Superintendencias facultades para dictar normas generales que posibiliten la constitución de otros mandatos, distintos a los que trata este proyecto y que, en consecuencia, su regulación quedaría entregada a la reglamentación que apruebe la autoridad de turno, relativizaban las normas aplicables al mandato que establece esta iniciativa y, por lo mismo, podrían constituir un medio para burlar las normas sobre probidad que consagra.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que los incisos objetados otorgaban atribuciones a las Superintendencias para regular, mediante normas de carácter general, otras formas de mandato que brindaran distintas opciones a autoridades y funcionarios para precaver conflictos de interés. En otras palabras, se buscaba extender la regulación del mandato a personas que no estarán obligadas a constituirlo o que quieran pactarlo por valores diferentes a los que de acuerdo a esta normativa lo hacen exigible. La finalidad, entonces, no sería otra más que la extensión del campo de acción de esta iniciativa.


Cerrado el debate se rechazó la indicación por mayoría de votos ( 2 votos a favor y 4 en contra). Votaron a favor los Diputados seño-res Burgos y Harboe. En contra lo hicieron los Diputados señores Calderón, Gutiérrez, Cristián Monckeberg y Squella. 


3.- Por la tercera, propusieron agregar al final del último inciso, sustituyendo el punto final por uno seguido, lo siguiente. “El Presidente de la República y su cónyuge o conviviente sólo podrán constituir mandato diversificado.”.


El Diputado señor Burgos señaló que con esta indicación se pretendía privar al Jefe del Estado y a su cónyuge o conviviente, de la posibilidad de optar entre las formas de mandato que contempla esta normativa, obligándole a constituir el diversificado que le impone la enajenación de activos. Insistió en la conveniencia de establecer reglas más exigentes para el Presidente de la República a fin de que la suerte de la administración de sus negocios no lo desvíe de la atención de los asuntos que le corresponden en razón de su cargo, especialmente, si es dueño de un patrimonio cuantioso.


Los representantes del Ejecutivo se manifestaron en contra de esta indicación no sólo por la falta de certeza del concepto de con-viviente al que, por lo demás, ninguna otra disposición de esta iniciativa le es aplicable sino porque significaba implantar un régimen especial para el Presidente que no se aplicaba a autoridades similares, como eran los parlamentarios o el Contralor General. Por otra parte, el proyecto no exigía a los cónyuges de las autoridades constituir un mandato y en aquellos casos en que la legislación incluía la figura del conviviente, la evaluación de las situaciones se efectuaba con posterioridad al hecho de que se tratara y no con anterioridad como en el caso que se propone.


El Diputado señor Squella dijo no estar ajeno a la idea de que el Presidente de la República pueda estar afecto a un estatuto distinto al aplicable a las demás autoridades, en razón de sus atribuciones, pero no apoyaba la indicación por la inclusión de la figura del conviviente y porque la regla especial que se pretendía consagrar respecto al Jefe del Estado solamente concernía al mandato diversificado.


Los autores de la indicación se avinieron a retirar la expresión conviviente por parecer un tanto ajena a esta legislación, procediéndose en seguida a su votación.


Cerrado el debate, se obtuvo un doble empate (4 votos), votando a favor los Diputados señores Burgos, Harboe, Rincón y Schilling y en contra los Diputados señores Calderón, Cristián Monckeberg, Gu-tiérrez y Squella.


Puesta en votación nuevamente la indicación, se mantuvo el empate a 4 votos, haciéndolo a favor los Diputados señores Burgos, Ceroni, Harboe y Rincón y en contra los Diputados señores Calderón, Cardemil, Eluchans y Squella.


En consecuencia, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso décimo quinto del artículo 281 del Reglamento de la Corporación, se dio por rechazada la indicación.


Por último, la Comisión acordó, por unanimidad y por razones de forma y de mayor claridad, sustituir el párrafo final del inciso cuarto por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 33, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producido de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar o que deberán entregarse en mandato, en conformidad a las normas de esta ley.”.


Conforme a lo señalado, se aprobó el artículo con la única indicación acogida y la corrección mencionada, por mayoría de votos. (4 votos a favor y 2 abstenciones). Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Cristián Monckeberg, Harboe y Squella. Se abstuvieron los Diputados señores Calderón y Gutiérrez.


Artículo 29.- (pasó a ser 30)


Este artículo, único del párrafo 2°, el que trata del objeto del mandato, dispone que el Presidente de la República, los senadores y diputados y el Contralor General de la República deberán constituir el mandato sobre la totalidad de sus acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile y que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Asimismo, las sociedades o entidades que conforman el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador, o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045, también deberán constituir mandato respecto de los valores señalados en el inciso anterior.


Su inciso segundo agrega que los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y los Alcaldes deberán constituirlo cuan-do valores de su propiedad, de aquellos señalados en los incisos anteriores:


a) se vinculen con las entidades del sector privado sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control del o los organismos sujetos a su dependencia o supervigilancia; o


b) se vinculen directamente con el ámbito de sus competencias.


Los representantes del Ejecutivo explicaron el contenido de esta disposición, señalando que ella se refería a las autoridades obligadas a constituir mandato, distinguiendo entre las que tienen competencia sobre variados aspectos de la Administración del Estado, como sería el caso del Presidente de la República, los parlamentarios y el Contralor General, a los cuales se exige constituir mandato sobre la totalidad de sus valores, y aquellas que tienen competencias específicas sobre determinadas áreas de la Administración, como sería el caso de los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes y los alcaldes, a los que se exige la constitución del mandato respecto de valores vinculados con entidades del sector privado, sujetas directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control de organismos sometidos a su dependencia o supervigilancia; o bien, cuando se vinculen directamente con el ámbito de sus competencias.


Los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling presentaron dos indicaciones a este artículo:


Por la primera propusieron reemplazar las expresiones iniciales del inciso primero por las siguientes: “El Presidente de la República, su cónyuge o conviviente, los Ministros de Estado y los Subsecretarios, los senadores, los diputados, el Presidente de la Corte Suprema, el Presidente del Banco Central y el Contralor General de la República”.


Por la segunda plantearon sustituir los términos iniciales del inciso segundo por los siguientes: “Los intendentes regionales, los secretarios regionales ministeriales, los gobernadores y los alcaldes”.


A su vez, los Diputados señores Cardemil y Eluchans presentaron una indicación para incluir en el inciso segundo a los gobernadores.


Ante las explicaciones del Diputado señor Burgos en el sentido de que ambas indicaciones ampliaban el número de autoridades obligadas a constituir mandato, el Diputado señor Squella dijo entender que se aplique esta obligación a autoridades unipersonales como el Jefe del Estado o los ministros, pero no veía la razón para aplicarla a los integrantes de organismos colegiados como era el caso de los parlamentarios, por cuanto éstos, aunque afectos a las normas sobre probidad, parecía imposible que pudieran llegar a tener el mismo tipo de conflictos de interés de los primeros mencionados por la amplitud de competencia que tienen, sin perjuicio, además, de que los parlamentarios están sujetos a la reglamentación interna de las respectivas ramas del Congreso. Creía que lo lógico sería que el Presi-dente de la República tuviera un trato diferente, no entendiendo con claridad la razón para exigir la constitución de un mandato sobre todas sus acciones a otras autoridades.


El Diputado señor Harboe estimó indispensable incluir entre las autoridades obligadas a constituir mandato sobre la totalidad de sus acciones, a los Presidentes de la Corte Suprema y del Banco Central porque ello estaría en consonancia con la idea que se quiere difundir en cuanto a precaver conflictos de interés de las máximas autoridades del país. En el caso de los subsecretarios, creía también necesaria su inclusión en razón de su calidad de jefes de servicio, condición que los ponía en situación de adoptar decisiones que tenían implicancia en el presupuesto de la Nación.


En el caso de los parlamentarios, si bien su situación no era igual que la del Jefe del Estado o los ministros por cuanto no tenían a su cargo la administración de patrimonios cuantiosos ni les correspondía tomar decisiones que influyeran directamente en materia financiera, su participación en la aprobación de las leyes podría traer como consecuencia la generación de posibles conflictos de interés, opinión que secundó el Diputado señor Burgos quien, no obstante coincidir en que la situación del Jefe del Estado no podía equipararse con la de los parlamentarios, creía difícil que la opinión pública estimara justificada la exclusión de estos últimos de la obligación de constituir el mandato.


El Diputado señor Squella aceptó apoyar la propuesta del Ejecutivo en razón de la señal que se quería dar, sin perjuicio de estimar que, mirada desde otro punto de vista, la obligación que se imponía a los parlamentarios podría considerarse como una traba para postular al Congreso a personas que no están dispuestas a entregar la administración de sus acciones a terceras personas.


Los representantes del Ejecutivo, haciéndose cargo de las objeciones del Diputado señor Squella, explicaron que, precisamente, para evitar el desincentivo al ingreso a la Administración Pública, se había hecho un distingo entre quienes tienen una amplia competencia sobre todas las áreas vinculadas a la Administración y quienes no la tienen.


Por otra parte, creían redundante la inclusión del Presi-dente del Banco Central en esta disposición porque, más adelante, el proyecto exigía a éste y a los consejeros del Banco, la constitución de un mandato sobre los valores que posean en instituciones sujetas a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Por último, señalaron apoyar la inclusión de los gobernadores en el segundo inciso por encontrarse éstos en una situación similar a la de los intendentes y alcaldes.


Cerrado finalmente el debate, se aprobó la primera indicación, sin la mención del cónyuge o conviviente por haberse avenido a ello sus autores, por mayoría de votos ( 5 votos a favor y 4 en contra) Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Harboe, Cristián Monckeberg, Rincón y Schilling. En contra lo hicieron los Diputados señora Turres y señores Calderón, Gutiérrez y Squella.


La segunda indicación, conforme al texto propuesto por los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling, que incluye también la de los Diputados señores Cardemil y Eluchans, se aprobó, asimismo, por mayoría de votos ( 8 votos a favor y 1 en contra). Votaron a favor los Dipu-tados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Gutiérrez, Harboe, Rincón, Schilling y Squella. En contra lo hizo el Diputado señor Cristián Monckeberg.


Posteriormente, reabierto el debate, el Ejecutivo pro-puso:

a) sustituir el encabezamiento del inciso primero aprobado según la primera indicación, por el siguiente:


“El Presidente de la República, los ministros de Estado, los senadores, los diputados, los consejeros regionales y el Contralor General de la República”.


b) Reemplazar el encabezamiento del inciso segundo, aprobado por la segunda indicación, por el siguiente:


“Los subsecretarios, los intendentes regionales, los gobernadores y los alcaldes”.


Al respecto, los representantes del Ejecutivo añadieron a las explicaciones ya señaladas en el debate para no incluir en el primer inciso a los Presidentes de la Corte Suprema y del Banco Central, que la inclusión de los consejeros regionales obedecía a que éstos se encontraban en una categoría diversa a la de los intendentes, tenían una competencia más global debido a su participación en el Consejo, lo que los hacía asemejarse más a los parlamentarios. Ante una objeción del Diputado señor Díaz acerca de las razones para excluir a los intendentes de la obligación de constituir mandato sobre la totalidad de sus valores, señalaron que se debía a que el ámbito de su competencia era restringido, por lo que no se estimaba necesario imponerle la obligación de constituir mandato sobre la totalidad de sus valores, más aún si a su respecto mantenían vigencia la obligación de abstenerse en el caso de posibles conflictos de interés y la de enajenar en determinadas circunstancias. Esa misma competencia restringida hacía que se incluyera a los subsecretarios en el segundo inciso.


Cerrado en definitiva el debate, se aprobó la nueva pro-puesta del Ejecutivo por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella, sin perjuicio de dejar constancia de la mantención, no obstante su voto, del Diputado señor Díaz acerca de sus observaciones.


Artículo 30.- (pasó a ser 31).


Este artículo, primero del párrafo 3°, que trata de las normas comunes a ambos tipos de mandato, señala que el Presidente de la República y los Senadores y Diputados deberán constituir el mandato dentro del período comprendido entre su proclamación como candidatos electos y la fecha en que legalmente les corresponda asumir el cargo. Las demás autoridades señaladas en el artículo 29 (pasó a ser 30)y los parlamentarios designados en conformidad al artículo 51 de la Constitución, deberán hacerlo dentro de los sesenta días siguientes a su designación.


Su inciso segundo agrega que si durante el ejercicio de su cargo se genera alguno de los supuestos contemplados en el artículo anterior respecto de nuevos valores, las autoridades señaladas deberán ampliar el mandato o constituir uno nuevo en el término de treinta días.


Ante la objeción del Diputado señor Ceroni en cuanto al empleo de las palabras “designado” y “designación” en el inciso primero, el Diputado señor Eluchans sugirió sustituirlas por “nominados” y “nominación”, respectivamente.


El Diputado señor Squella estimó más apropiado que el plazo que se otorga a los parlamentarios nominados conforme al artículo 51 de la Constitución para constituir el mandato, se contabilice a partir de la fecha en que hayan asumido el cargo, opinión que compartió la Comisión.


Antes de votar esta proposición, la Comisión dejó constancia que la diferencia entre las autoridades que son sujeto de elección, como el Primer Mandatario y los parlamentarios, y aquellas que son nombradas en su cargos, como el Contralor General, los ministros o los subsecretarios, en lo tocante a la constitución del mandato, se debe a que respecto de las primeras existe un intervalo entre su proclamación como candidatos electos y la asunción de sus cargos, circunstancia que no se da respecto de las segundas, las que asumen al ser nombradas o designadas.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo por unanimidad, sin más cambios que el reemplazo en su inciso primero de la palabra “designados” por “nominados” y la frase “ “a su designación” por “a la fecha en que hayan asumido el cargo”. Participaron en la votación los Diputados señores Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans. Cristián Moncke-berg y Squella.


Artículo 31.- (pasó a ser 32)


Dispone que el mandato se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este párrafo. El contrato consignado en un documento privado no producirá otro efecto que el de obligar al constituyente a otorgar escritura pública dentro del plazo señalado en el artículo precedente.


Los representantes del Ejecutivo explicaron, ante un comentario del Diputado señor Calderón, que los contratos de mandato de que trataba esta disposición eran de naturaleza solemne, siendo la escritura pública un requisito de existencia de los mismos, idea que se reforzaba con lo establecido en la segunda parte del artículo.


El Diputado señor Eluchans señaló que si bien según las reglas generales, los mandatos no tienen que ser aceptados por los mandatarios en el momento en que se los otorga, en este caso si se justifica dicha aceptación coetánea, toda vez que resultaba indispensable que el mandante se desprendiera de la administración de sus bienes por tratarse ello de un requisito esencial para asumir el cargo. Por ello, interpretando el texto propuesto, entendía que éste exigía la concurrencia de mandante y mandatario a la celebración del contrato por escritura pública.


El Diputado señor Calderón señaló que si bien de acuerdo a esa interpretación, la diferencia entre este mandato y el que trata el Código Civil, radicaría en la necesidad de la inmediatez del consentimiento del mandatario en el caso del primero, la redacción propuesta no coincidía exactamente con esa interpretación, puesto que solamente se señala que el mandato se constituye por voluntad del mandante y la aceptación del mandatario, sin que se requiera la simultaneidad de esta última. Creía que lo más lógico era, siguiendo la definición del artículo 2116 del Código Civil, que esta disposición se limitara a exigir que el contrato se celebre por escritura pública, sin hacer referencia al concurso de voluntades.


Ante la observación del Diputado señor Eluchans en el sentido de que eso significaría que el mandante debería otorgar el mandato por escritura pública y, luego, el mandatario, mediante otra escritura pública, aceptar el encargo, lo que no parecía muy razonable, propuso sustituir la primera parte de este artículo, por lo siguiente:


“El mandato se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este párrafo.”.


El Diputado señor Ceroni, a su vez, estimó que la segunda parte de este artículo, que se refería al efecto del mandato consignado en un instrumento privado, no tenía sentido y debía eliminarse.


La Comisión coincidió con ambas propuestas, sin per-juicio de dejar constancia que el mandato debe publicarse en el sitio electrónico que señale el reglamento, de acuerdo a lo señalado en el inciso segundo del artículo 32 (pasó a ser 33), satisfaciendo así la observación formulada por el Consejo para la Transparencia, como también debe incluirse en la declaración de intereses y patrimonio de acuerdo a lo que dispone la letra h. (pasó a ser i) del artículo 8° de este proyecto.


Cerrado el debate, la Comisión, por unanimidad, procedió a sustituir este artículo por el propuesto por el Diputado señor Calderón, suprimiendo, además, la segunda parte del texto original. Participaron en la votación los Diputados señores Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo 32.- (pasó a ser 33).


Se refiere a las menciones que debe contener la escritura pública de mandato, las que son las siguientes:


1) La individualización del mandante, del mandatario y de la modalidad de mandato que se constituye. Respecto de la individualización del mandatario, se deberá indicar su representante legal, la individualización de sus dueños o accionistas controladores y la declaración jurada de independencia en los términos del artículo 41 (pasó a ser 40) de esta ley.


2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.


3) Las instrucciones generales de administración res-pecto de la parte del patrimonio sobre la que se constituye el mandato, en especial en lo referido al riesgo y diversificación de las inversiones, las que deberán ser observadas estrictamente por el mandatario. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en sectores específicos o empresas en particular.


4) Activos específicos respecto de los que se autorice al mandatario a delegar facultades de administración, con las limitaciones establecidas en el artículo 45 (pasó a ser 43) de esta ley.


Su inciso segundo agrega que dentro del plazo de cinco días hábiles desde la fecha de otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, según corresponda, el mandante deberá entregar copia autorizada de dicha escritura a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, la escritura pública antes señalada deberá ser entregada a la Cámara de Diputados para su registro. Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato deberá ser publicada en el sitio web que para estos efectos determine el Reglamento.


Su inciso tercero añade que la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, las cláusulas mínimas que deberá contener el mandato.


Los representantes del Ejecutivo explicaron el sentido de las expresiones “ instrucciones generales” a que se refiere el N° 3 del inciso primero, señalando que, en un sentido amplio, el mandante puede hacer presente al mandatario la existencia de cierto riesgo o diversificación de las inversiones, indicándole que debe invertir en un determinado tipo de acciones o fondos mutuos, motivo por el cual se permite que durante el ejercicio del mandato pueda dar instrucciones en tal sentido al mandatario, como por ejemplo, en una situación de crisis económica, indicarle que asuma un riesgo menor.


Luego de esta aclaración, sugirieron simplificar el encabezamiento de esta norma, sustituyéndolo por el siguiente:


“ “El mandato deberá contener, al menos, las siguientes menciones:”.


La Comisión procedió a tratar separadamente cada número del inciso primero de este artículo.


N° 1. Respecto de este número se acordó simplificar su redacción, la que quedó como sigue:


Individualización del mandante, del mandatario y de la modalidad del mandato que se constituye. Respecto del mandatario deberá identificarse su representante legal y los dueños o accionista controladores, en su caso.”.


N° 2. Se mantuvo en iguales términos.


N° 3. Fue objeto de una larga discusión, acordándose como primera medida suprimir las expresiones “que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato”, puesto que era algo obvio.


En segundo lugar, refiriéndose a la facultad que se concede al mandante para dar instrucciones en materia de diversificación y riesgo, el Diputado señor Burgos estimó un contrasentido que luego de reconocerle esa facultad, se le niegue la posibilidad de indicar el sector en que quiere invertir.


El Diputado señor Harboe fue partidario de facultar al mandante para que excluya ciertos sectores de la posibilidad de inversión de su patrimonio, por cuanto así podrían evitarse faltas involuntarias a la probidad, que podrían generarse por el hecho de invertir el mandatario en sectores sobre las que la autoridad se hubiere pronunciado favorablemente.


Los Diputados señores Burgos y Squella fueron partidarios de suprimir las expresiones “ en especial en lo referido al riesgo y diversificación de las inversiones, las que deberán ser observadas estrictamente por el mandatario”, dejando la mención de lo que se permita o prohíba para los artículos 34 y 35 (pasaron a ser 35 y 36), opinión que sustentó en parte la Diputada señora Turres, quien creyó conveniente permitir que las instrucciones pudieran referirse a áreas en las que tiene interés el mandante y también indicar otras que le son indiferentes, lo que le daría un resguardo en caso de que el mandatario efectuara inversiones distintas a lo esperado y le perjudicara.


Por último, la Comisión, siguiendo el parecer del Diputado señor Burgos en el sentido de restringir las instrucciones a la realización de inversiones en una empresa en particular, como también suprimir las expresiones “las que deberán ser observadas estrictamente por el mandatario”, ya que ello forma parte de las reglas generales aplicables al mandato, aprobó el siguiente texto para este número:


“Las instrucciones generales de administración, en especial en lo referido al riesgo y diversificación de las inversiones. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en alguna empresa en particular.”.


N° 4. Respecto de este número, los representantes del Ejecutivo explicaron que la limitación que se impone a la delegación al mencionar el artículo 45 (pasó a ser 43), dice relación con la prohibición que pesa sobre el mandatario en cuanto a divulgar cualquier información que pueda llevar al público en general o al mandante, a conocer el estado de sus inversiones.


La Diputada señora Turres interpretó este número en el sentido de que la delegación del mandato era de carácter excepcional, por lo que siendo la regla general la no delegación, no tenía sentido incorporar en el contrato de mandato las materias sobre las que podría delegarse el encargo, dado que sería un requisito casi imposible de cumplir.


El Diputado señor Harboe señaló que la inclusión de este número no tenía más sentido que exigir que la circunstancia de la delegación de facultades conste en el contrato; de ahí que fuera partidario de que se mencionara la delegación y se fijaran sus alcances, de tal manera de hacer innecesaria la especificación de los activos sobre los que puede recaer la delegación.


El Diputado señor Squella señaló que al exigir este número la mención de los activos específicos sobre los que puede haber delegación, significaba que lo que se requería era una autorización, también específica, para delegar, de tal manera que si el mandatario delegaba sus facultades respecto de un activo no mencionado expresamente en el contrato, tal delegación debería ser nula.


Los representantes del Ejecutivo sostuvieron que mediante este artículo se pretendía dar una publicidad mínima al contenido del mandato, razón por la cual creían necesario que el contrato contuviera específicamente la existencia de la delegación, debiendo la autoridad expresar su autorización para delegar la administración de sus valores o de una parte de ellos.


Por último, se hizo presente que el artículo 44 (pasó a ser 42) de esta iniciativa previene que el mandatario no podrá delegar el encargo, pero podrá encomendar la administración de negocios específicos a terceros, bajo su exclusiva responsabilidad, siempre que se lo hubiere autorizado expresamente para delegar en la escritura de constitución del mandato, en los términos que señala el número que se está analizando.


Cerrado el debate y votado este número conforme al texto propuesto por el Diputado señor Harboe, el cual se aprobó por mayoría de votos, fue posteriormente reabierto manteniéndose, en definitiva, con adecuaciones de forma, el texto originalmente propuesto.


En lo que se refiere al inciso segundo, el Diputado señor Burgos observó que la escritura pública de mandato otorgada por el Contralor General, debería ser entregada a la Corte Suprema y no a la Cámara de Diputados, como ya se había acordado al tratar de la declaración de intereses y patrimonio.


Asimismo, en lo tocante al inciso tercero, estimó un contrasentido que el encabezamiento de este artículo señalara que el mandato deberá contener, al menos, las menciones que se indican y este inciso encomendara a las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras establecer, conjuntamente, las cláusulas mínimas que debe contener el mandato.


La Comisión acogió ambas observaciones, lo que con lo anteriormente aprobado, llevó al Ejecutivo a proponer un texto sustitutivo del siguiente tenor:


“Artículo 32.-(pasó a ser 33) El mandato deberá con-tener, al menos, las siguientes menciones:


1) Individualización del mandante, del mandatario y de la modalidad del mandato que se constituye. Respecto del mandatario deberá identificarse su representante legal y los dueños o accionistas controlado-res, en su caso.


2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.


3) Las instrucciones generales de administración, en especial en lo referido al riesgo y diversificación de las inversiones. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en alguna empresa en particular.


4) Los activos específicos respecto de los que se auto-rice al mandatario a delegar facultades de administración, con las limitaciones establecidas en el artículo 45 (pasó a ser 43) de esta ley.


Dentro de los cinco días siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entre-gar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda; y, a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, la escritura pública deberá entregarse a la Corte Suprema, para su registro.


Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada de independencia a que se refiere el artículo 41 ( pasó a ser 40) de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. El obligado deberá también publicar en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos. “.


Sobre esta última propuesta, ante una objeción del Diputado señor Rincón, quien estimó que la obligación de remitir la escritura pública de constitución del mandato a las Superintendencia s y a la Contraloría General, debiera recaer en el mandatario, debiendo ser ésta su primera obligación, los representantes del Ejecutivo argumentaron que dicha obligación recaía en el mandante debido a que él era la autoridad obligada a constituir el mandato, sin perjuicio, además, de que también era quien más incentivos tenía para hacerlo, toda vez que su incumplimiento daría lugar a que se lo sancionara.


Cerrado definitivamente el debate, se aprobó la nueva propuesta del Ejecutivo por mayoría de votos. (7 votos a favor y 1 abstención). Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Eluchans, Harboe y Squella. Se abstuvo el Diputado señor Rincón.


Artículo 33.- (paso a ser 34) 


Señala que cada autoridad obligada a otorgar un mandato en los términos de esta ley, deberá designar uno o más mandatarios para la administración de la parte de su patrimonio que corresponda.


Ante las dudas expresadas por el Diputado señor Squella en cuanto a si esta norma se contraponía con la obligación de constituir el mandato en un solo acto, los representantes del Ejecutivo explicaron que las autoridades obligadas podrían constituir varios mandatos, o bien, mandatos posteriores al inicial mientras se encuentren en sus cargos, pero lo que se pretendía era que cada mandato se celebrara en un solo acto y estuviera referido a distintas partes del patrimonio del mandante, por cuanto la administración de cada una de ellas sólo podría encomendarse a un solo mandatario. De aquí, entonces, que cada mandato debe constar en una sola escritura pública, no pudiendo en una de ellas designarse varios mandatarios.


Por último, el Diputado señor Eluchans, junto con señalar que la redacción de esta norma debería ser facultativa y no imperativa, sustituyéndose la forma verbal “deberá” por “ podrá”, señaló que la explicación dada por los representantes del Ejecutivo no parecía estar acorde con el texto propuesto.


Acogiendo todas estas observaciones, el Ejecutivo pro-puso, a fin de aclarar que un mismo mandante podrá constituir varios mandatos y contar con diversos mandatarios, un texto sustitutivo del siguiente tenor:


“Las autoridades obligadas a otorgar mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios.”.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Calderón, Cardemil, Eluchans, Cris-tián Monckeberg, Rincón y Squella.


Artículo 34.- (pasó a ser 35).


Este artículo, primero del párrafo 4°, que se refiere a las modificaciones al mandato, señala que durante la vigencia del mandato, el mandante podrá introducirle modificaciones al mismo una vez al año. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones al mandato a la Contraloría General de la República y, en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, dentro de los dos días hábiles siguientes a aquél en que se instruyó la modificación.


Su inciso segundo agrega que las modificaciones podrán referirse únicamente a las instrucciones generales otorgadas en el acto de constitución del mandato a las que se refiere el número 3) del artículo 32 ( pasó a ser 33) o al cambio del mandatario y deberán cumplir con las solemnidades señaladas en el referido artículo, en lo que fuera procedente.


El Diputado señor Eluchans dijo no tener claras las razones por las que se exige informar de estas modificaciones a la Contraloría General o a la Cámara de Diputados, según el caso, toda vez que ninguna de estas dos instituciones está llamada a pronunciarse sobre la constitución del mandato.


El Diputado señor Calderón señaló no entender el por qué de la limitación de las modificaciones solamente a una vez al año, toda vez que el mandato es un contrato esencialmente revocable. A su juicio, lo importante sería buscar una fórmula para asegurar que las modificaciones se sujeten a los mismos resguardos y controles que para la constitución del mandato. Ante la observación del Diputado señor Harboe en el sentido que la limitación comentada tenía por objeto evitar que el mandante burlara el espíritu de la disposición por la vía de modificar el mandato cuantas veces quisiera, de tal manera que, en la práctica, el mandatario administraría recibiendo instrucciones directas, señaló que la mejor forma de soslayar la obligación del mandatario de no dar a conocer al mandante el estado de sus negocios, sería por la vía de revocar el encargo y constituir uno nuevo. Por ello insistió en que lo lógico sería que el mandante pudiera modificar el mandato cuantas veces quisiera, pero sujetándose en todo a las formalidades que se exigen para constituirlo.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que las modificaciones a que se refiere este artículo son posteriores a las instrucciones generales, razón por la que no se requiere un pronunciamiento pre-vio de parte de la Contraloría o de la Cámara, según el caso. Agregaron que esta norma estaba íntimamente relacionada con el artículo 35 (pasó a ser 36), que admite, sin perjuicio de la modificación que trata la norma en análisis, disponer modificaciones en las instrucciones impartidas al mandatario en el caso que las condiciones del mercado varíen de tal manera, que hagan muy gravoso para el patrimonio del mandante mantener las originales; en todo caso, estas nuevas instrucciones, en atención a su carácter excepcional, requieren la aprobación previa de las entidades reguladoras correspondientes. Por todo lo anterior, y con el objeto de evitar un flujo permanente de información entre mandante y mandatario, se proponía permitir una sola vez en el año modificar las instrucciones generales, sin previa aprobación.


El Diputado señor Cardemil hizo presente que de acuerdo al inciso segundo de este artículo, las modificaciones deben cumplir con las solemnidades de que trata el artículo 31 (pasó a ser 32), es decir otorgarse por escritura pública y publicarse en el sitio electrónico respectivo, agregando los representantes del Ejecutivo que el sistema estaba concebido sobre la base de la publicidad, de tal manera que las modificaciones al mandato también deberán publicarse.


El Diputado señor Calderón insistió en la necesidad de que la redacción de este artículo dejara claramente establecido que las modificaciones del mandato deberán cumplir con las mismas formalidades que se exigen para su constitución, no bastando con la remisión que el inciso final de este artículo hace a las solemnidades señaladas en el artículo 31 (pasó a ser 32), las que comprenden la exigencia de escritura pública, pero no la publicación en el sitio electrónico toda vez que ésta, desde el punto de vista jurídico, no podría ser considerada una solemnidad.


Ante una consulta del Diputado señor Rincón acerca de los alcances de las modificaciones que pueden introducirse en el mandato conforme a este artículo, ya que N° 3 del artículo 32 (pasó a ser 33) prohíbe que las instrucciones puedan referirse a efectuar inversiones en alguna empresa en particular, los representantes el Ejecutivo explicaron que se trataba de instrucciones generales de administración, en especial en lo referido al riesgo y a la diversificación de las inversiones, por lo que se podrá instruir al mandante sobre el grado de riesgo de la inversión, pero no se le podrá ordenar que invierta en una determinada empresa. Por ello, el inciso segundo de este artículo reitera que las instrucciones sólo pueden referirse a las que menciona el N° 3 del artículo 32 (pasó a ser 33).


Finalmente, a sugerencia del Diputado señor Eluchans, quien estimó que las expresiones “ se instruyó la modificación” que figuran al final del inciso primero, podían resultar equívocas porque daban a entender que se trataba de un paso previo a la materialización de la modificación y no a ésta misma, se acordó sustituir tales expresiones por “ se efectuó la modificación”.


Asimismo, se suprimió la posibilidad de que las modificaciones puedan referirse al cambio de mandatario y, conforme a lo ya acordado respecto de la mención que se hace en este artículo a la Cámara de Diputados, se sustituyó dicha mención por otra a la Corte Suprema.



Cerrado finalmente el debate, se aprobó el artículo con-juntamente con las modificaciones señaladas, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Rincón y Squella.


Artículo 35.-(pasó a ser 36).


Señala que sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el mandante podrá instruir al mandatario el cambio de sus inversiones cada vez que existan manifiestos cambios en los mercados, por lo que mantener las instrucciones otorgadas por el mandante pudiese resultar gravoso para el patrimonio de éste. En este caso, el mandante deberá informar a la Superintendencia respectiva, para que ésta dentro de los diez días hábiles siguientes, se pronuncie sobre la procedencia de la modificación e instruya al mandatario a efectuarla.


Su inciso segundo agrega que las modificaciones podrán referirse únicamente a las instrucciones generales otorgadas en el acto de constitución del mandato a las que se refiere el número 3) del artículo 32 (pasó a ser 33) y deberán cumplir con las solemnidades señaladas en dicho artículo, en lo que fuera procedente.


Ante una propuesta de los Diputados señores Burgos, Díaz y Schilling para eliminar este artículo, los representantes del Ejecutivo argumentaron que negar a la autoridad la posibilidad de cambiar sus instrucciones al mandatario cuando existan manifiestos cambios en el mercado que lo perjudican, previamente ponderadas por las entidades reguladoras, sería imponerle una carga demasiado pesada. La instrucción podría consistir, por ejemplo, en señalar cambiar las inversiones en un fondo mutuo a depósitos a plazo, a fin de que los manifiestos cambios en los mercados no afecten del todo su patrimonio.


El Diputado señor Díaz dijo entender el objetivo de la norma, pero dado el carácter subjetivo de la apreciación de existencia de manifiestos cambios en los mercados, se permitiría al mandante cambiar con mucha frecuencia las instrucciones, lo que relativizaría el carácter ciego del mandato, a lo que agregó el Diputado señor Schilling que ello desvirtuaría la idea inspiradora del proyecto al establecer el mandato, esto es, limitar las comunicaciones entre mandante y mandatario.


El Diputado señor Eluchans sostuvo que la norma con-tenía dos elementos que permitirían evitar abusos en su aplicación. En efecto, primero debería haber cambios en los mercados que tuvieran el carácter de manifiestos, y segundo, debería haber una evaluación previa de parte de la respectiva Superintendencia en lo que se refiere a la procedencia de la modificación. Ambos requisitos impedirían que el mecanismo quede entregado exclusivamente a la voluntad del mandante, opinión que apoyó el Diputado señor Cristián Monckeberg, quien sostuvo que no parecía razonable que una vez efectuada la única modificación que podía hacerse en el año al mandato, no fuera posible al mandante variar sus instrucciones ante una crisis económica.


Los representantes del Ejecutivo junto con estimar que en casos de cambios manifiestos de las condiciones del mercado, parecía de toda lógica permitir al mandante dar instrucciones para ajustar su composición de activos a la nueva realidad, admitieron la posibilidad de que la evaluación que corresponda efectuar a las Superintendencias no fuera totalmente objetiva respecto de la declaración que pudiera efectuar una autoridad a la que están subordinadas, como sería el caso del Ministro de Hacienda, por lo que sugirieron encomendar a éstas, una vez transcurrido cierto plazo de la entrada en vigencia de esta ley, determinar, en términos generales, qué debe entenderse por “manifiestos cambios en los mercados”, con lo cual se limitaría enormemente la posibilidad de presiones, sugerencia que recogió el Diputado señor Cristián Monckeberg, quien estimó, siguiendo las opiniones del representante de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la conveniencia de fijar en la ley parámetros más objetivos que permitieran definir mejor tal concepto.


Ante una nueva observación del Diputado señor Díaz, quien hizo presente que la persona obligada a constituir un mandato, se encontraba impelida a ello por el hecho de haber aceptado voluntariamente un cargo que imponía tal exigencia, las que podrían traducirse en consecuencias no siempre favorables a sus intereses particulares, por lo que le parecía ser de demasiada laxitud aceptar la comunicación entre mandante y mandatario mediante la entrega de nuevas instrucciones, en razón de hechos de difícil calificación como eran los cambios manifiestos en las condiciones del mercado, el Diputado señor Calderón estimó tan legítimo velar por la transparencia y probidad como por el resguardo de los bienes de quienes entregan su administración a un tercero, por lo que no parecía lógico consagrar situaciones que, en la práctica, desmotivarían a personas poseedoras de patrimonios cuantiosos, para desempeñar cargos públicos. Por lo tanto, si no existiera total seguridad acerca de que las Superintendencias no fueran permeables a presiones en sus apreciaciones acerca de los cambios manifiestos en los mercados, debería encomendarse tal función a un organismo independiente y con competencia en cuestiones económicas, como sería el caso del Banco Central.


Acogiendo algunas de las observaciones efectuadas, los representantes del Ejecutivo propusieron una nueva redacción para esta norma limitando en estos casos la entrega de nuevas instrucciones solamente una vez al año, propuesta que fue objetada por el Diputado señor Eluchans, quien consideró que en condiciones de inestabilidad de los mercados, los cambios manifiestos podrían producirse muchas veces en el año, por lo que permitir variar las instrucciones sólo una vez, podría ser insuficiente, como también el plazo de diez días acordado a la Superintendencia para pronunciarse sobre la procedencia de las modificaciones, parecía demasiado extenso dada la necesidad de actuar con más agilidad.


Cerrado finalmente el debate, y acogiendo la observación del Diputado señor Eluchans acerca del plazo de diez días y otras del Diputado señor Harboe acerca de la estructura del artículo, se aprobó por mayoría de votos ( 7 votos a favor y 1 abstención), el siguiente texto para esta norma:


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior y tratándose de las instrucciones consignadas en el número 3) del artículo 32 (pasó a ser 33), el mandante podrá, por una sola vez en el año, instruir al mandatario la modificación de sus inversiones cuando existan manifiestos cambios en los mercados que hagan gravoso para el patrimonio del mandante mantener las instrucciones otorgadas. En este caso, el mandante deberá informar a la Superintendencia respectiva, para que ésta, dentro de los cinco días hábiles siguientes, se pronuncie sobre la procedencia de la modificación e instruya al mandatario a efectuarla.


Las modificaciones a que hace referencia este artículo deberán cumplir con las solemnidades exigidas en el artículo anterior.”.


Votaron a favor los Diputados señora Turres y señores Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella. Se abstuvo el Diputado señor Rincón.


Artículo 36.- ( se suprime).


Establece que la Superintendencia de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones Financieras, deberán conjuntamente, mediante norma de carácter general, regular las condiciones conforme a las cuales se podrán materializar los traspasos de un sistema de administración a otro.


Los representantes del Ejecutivo fueron partidarios de suprimir este artículo por cuanto si se otorgaba un mandato nuevo, distinto al anterior, quedaría revocado el antiguo y si solamente se introducían modificaciones, la cuestión se regiría por lo dispuesto en los artículos 34 y 35 (pasa ron a ser 35 y 36).


Cerrado el debate, se rechazó el artículo por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Rincón y Squella.


Artículo 37.-


Esta norma, primera del párrafo 5°, que trata de las obligaciones y prohibiciones del mandato, dispone que la autoridad que haya optado por la modalidad de mandato general, a partir de la constitución del mismo y mientras éste se mantenga vigente, deberá abstenerse de ejecutar cualquier tipo de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario, destinada a instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él. Lo anterior es sin perjuicio de su derecho a efectuar retiros o giros, cuando así lo solicite, y de lo dispuesto en el artículo 32 numeral 3) (pasó a ser 33).


Su inciso segundo agrega que la violación de esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 ( pasó a ser 56) de esta ley.


Los representantes del Ejecutivo propusieron sustituir este artículo por el siguiente:


“La autoridad que haya constituido un mandato, a partir de la constitución del mismo y mientras éste se mantenga vigente, deberá abstenerse de ejecutar cualquier tipo de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario, destinada a instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él.”.


Centrándose el debate en esta propuesta, los representantes del Ejecutivo señalaron que ella recogía en parte una indicación de los Diputados señores Burgos, Ceroni y Schilling, para impedir cualquier contacto del mandante con el mandatario, cualquiera fuera la modalidad del mandato, pero, además, suprimía el inciso segundo por cuanto las sanciones a las infracciones a esta ley, se trataban en el Título siguiente.


Ante una observación del Diputado señor Ceroni, en el sentido de que esta norma entraría en contradicción con los artículo 34 y 35 (pasaron a ser 35 y 36), ya que éstos permitían entregar instrucciones al mandatario para la modificación de las inversiones, la Comisión acordó, a sugerencia del Diputado señor Cardemil, agregar al final de esta proposición las expresiones “ sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley” e, igualmente, acogiendo una observación del Diputado señor Eluchans, suprimir los términos “ a partir de la constitución del mismo y mientras éste se mantenga vigente” por innecesarios.


Cerrado finalmente el debate, se aprobó el artículo con-forme a la propuesta del Ejecutivo, con las modificaciones acordadas, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y seño-res Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Rincón y Squella.


Artículo 38.- (se suprime).


Señala que las personas que tengas pretensiones judiciales contra el mandante e intenten hacerlas efectivas sobre la parte del patrimonio constituida en mandato general, deberán notificar sus acciones personalmente al mandatario, el cual tendrá, para estos efectos, poder suficiente para actuar en representación del mandante en autos. El mandatario podrá delegar la representación del mandante dando aviso a éste.


Su inciso segundo agrega que sin perjuicio de lo anterior, el mandatario deberá informar, dentro de tercer día, tanto al mandante como a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, del hecho de habérsele notificado una acción en su contra y la cuantía de dicha pretensión judicial. En el caso de la comunicación a la Superintendencia respectiva, se acompañará, además, copia de la resolución notificada y la diligencia sobre la que hubiese recaído.


Su inciso tercero añade que las acciones judiciales reguladas en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia y aquéllas de naturaleza penal que se pretendan hacer efectivas sobre la parte del patrimonio constituida en mandato general, deberán notificarse tanto al mandante como al mandatario, conforme a las reglas generales de dichos procedimientos.


Su inciso cuarto previene que en estos casos, el mandatario asumirá la representación del mandante en autos, sin perjuicio de lo cual aquél y el mandante, de común acuerdo, podrán nombrar mandatario judicial a un tercero.


Su inciso quinto termina señalando que para los efectos de este artículo, la delegación de facultades del mandatario a un tercero para representar judicialmente al mandante, no implica su renuncia a dicho poder.


Los representantes del Ejecutivo, acogiendo las observaciones formuladas por los parlamentarios en el sentido de que esta norma alteraba las reglas del debido proceso e imponía al demandante la carga de averiguar la identidad del mandatario, señalaron allanarse a la idea de suprimir esta disposición y hacer aplicables al respecto las reglas generales, con lo cual acogían también en parte una indicación del Diputado señor Ceroni para eliminar el inciso primero.


Sometido a votación este artículo se lo rechazó por unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Calde-rón, Cardemil, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Rincón y Squella.


Artículo 39.- (pasó a ser 38).


Este artículo, primero del párrafo 6°, que trata de las obligaciones y prohibiciones del mandatario, señala que sólo podrán desempeñarse como tales para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:

a) Las corredoras de bolsas, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros;


b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile, con exclusión de los bancos extranjeros autorizados únicamente para mantener oficinas de representación o actuar como agentes de negocios de sus casas matrices, y

c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero, siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente. Dichas entidades deberán cumplir con los estándares internacionales que determine el reglamento, dispuesto por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser acreditada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Valores y Seguros, según corresponda.


El Diputado señor Eluchans fue partidario de dejar abierta la posibilidad de incluir a futuro, otras entidades que la ley autorice para actuar como mandatarias. Ante la observación del Diputado señor Har-boe acerca de la exclusión que se establece de las empresas bancaria ex-tranjeras autorizadas únicamente para mantener oficinas de representación en el país, señaló que las oficinas de representación no tienen las mismas atribuciones que un banco autorizado para operar en el país, agregando el Diputado señor Cardemil que, además, están sujetas a menos controles que los bancos autorizados.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que respecto de los bancos autorizados sólo para mantener oficinas de representación o actuar como agentes de negocios de sus casas matrices, no resulta posible hacer efectiva en sus patrimonios la responsabilidad por las decisiones que adopten en el mercado local, como sucede en cambio con los bancos autorizados para operar como tales, en otras palabras, no están sometidos a la normativa que rige a las entidades bancarias. Por tanto, la exclusión obedece a la necesidad de resguardar el patrimonio de las autoridades obligadas a constituir un mandato y nada tiene que ver con el origen del capital de la institución, sino sólo con su responsabilidad en el mercado financiero chileno.


El Diputado señor Squella consideró que ya que el mandante puede elegir libremente al mandatario, los perjuicios que le pueda acarrear esa decisión son, en algún sentido, de su responsabilidad, por lo que estimaba preferible, en lugar de excluir, ampliar el espectro de potencia-les mandatarios ya que ello favorecía la competencia en este nuevo merca-do.


Los Diputados señores Cardemil y Díaz fueron partidarios más que de restringir las entidades que pueden actuar como mandatarias, extremar los controles y fiscalización de los organismos estatales sobre dichas entidades, ya que en estas actividades se encontraba comprometida la fe pública, de tal manera de poder recurrir ante tales organismos en el ca-so de irregularidades.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que se había intentado ampliar el número de entidades que pueden desempeñarse como mandatarias y que por ello, respecto de las personas jurídicas extranjeras se habían exigido una serie de requisitos para controlarlas como el cumplimiento de los estándares internacionales dispuesto por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, cuestión que debe ser acreditada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, y la constitución de una fianza, según lo señala el artículo 40 ( pasó a ser 39), a fin de poder hacer efectiva la sanción de multa. Así se garantizaría la seriedad de los mandantes y la existencia de muchos oferentes en el mercado.


Ante la consulta del Diputado señor Burgos, en cuanto al sentido de excluir en la letra b) a los bancos extranjeros autorizados únicamente para mantener oficinas de representación o actuar como agentes de negocios de sus casas matrices, si en la letra c) se establece lo contrario, es decir, se permite a las entidades autorizadas para administrar activos, constituidas en el extranjero, actuar como mandatarias, el Diputado señor Eluchans señaló que la exclusión que establecía la letra b) era de carácter absoluta, explicando que en este orden de materias podía distinguirse entre los bancos extranjeros que pueden operar en el país como cualquier institución financiera y las oficinas de representación de bancos extranjeros. El artículo en análisis establecía que sólo podrán desempeñarse como mandatarios los primeros y los segundos sólo si cumplen con el régimen regulatorio especial que señala la letra c).


El mismo Diputado señor Eluchans recordó que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras había hecho notar una discordancia entre la letra c) de este artículo y el inciso tercero del artículo siguiente, consistente en que la primera encomendaba a la Superintendencia que correspondiera, acreditar el cumplimiento por parte de la entidad extranjera autorizada para administrar activos de terceros, de los estándares fijados por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, y, el segundo, en cambio, les encarga verificar dicho cumplimiento. Al respecto, creía podía superarse tal discordancia disponiendo que la acreditación se realizara ante la Superintendencia, de tal manera que ésta esté entonces en situación de verificar dicho cumplimiento, proposición que fue acogida por la Comisión.


Finalmente, los representantes del Ejecutivo, recordando la opinión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en el sentido de exigir a las entidades mencionadas en la letra c) un requisito adicional para el cumplimiento del mandato, consistente en la designación de una persona con amplias facultades de representación de la empresa extranjera, que pueda dar cumplimiento a las informaciones que para efectos de control y fiscalización solicite la Superintendencia, incluidas la aplicación de sanciones, sugirieron agregar al final de esta letra lo siguiente: “ y designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación en conformidad a los términos que señale de carácter general que para estos efectos dictarán en conjunto la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros”, sugerencia que el Ejecutivo concretó mediante la correspondiente indicación.


Cerrado el debate, se aprobó este artículo por unanimidad, sin más cambios que sustituir la letra c) por la siguiente:


“c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero, siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente. Dichas entidades deberán cumplir además con los estándares internacionales que determine el reglamento, dispuesto por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser acreditada ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Valores y Seguros, según corresponda, y designar un apoderado en Chile con amplias facultades de representación en conformidad a los términos que señale de carácter general que para estos efectos dictarán en conjunto la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros.”.


Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Eluchans y Squella.


Reabierto posteriormente el debate precisamente sobre el contenido de la letra c), se hizo presente que la nueva redacción al establecer que las entidades extranjeras autorizadas para administrar activos de terceros, deberían acreditar el cumplimiento de los estándares internacionales dispuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-nómico ante la respectiva Superintendencia y no incluir en ello la obligación de éstas de verificar tal cumplimiento, acción que sí se incluía en el inciso tercero del artículo siguiente, daba a entender que la acreditación y la verificación serían actos que se realizarían separadamente en el tiempo, siendo que lo lógico sería que fueran simultáneos, llevó a la Comisión a revisar el contenido de esta letra a fin de unificar en un solo acto ambas acciones y, sin perjuicio, además, de algunas correcciones de forma, acordó darle la siguiente redacción:


“c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero, siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente. Dichas entidades deberán cumplir, además, con los estándares internacionales que determine el reglamento, dispuesto por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser acreditada ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Valores y Seguros, según corresponda, las que deberán verificar tal circunstancia al momento de inscribir a la entidad en el registro respectivo. Asimismo, deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, las Superintendencias mencionadas.”.


Se aprobó esta nueva redacción por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.


Artículo 40.- (pasó a ser 39).


Dispone que la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberán llevar, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Los registros deberán estar a disposición permanente del público.


Su inciso segundo agrega que la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción en el respectivo registro, quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley.


Su inciso tercero añade que sin perjuicio de lo anterior, las personas jurídicas constituidas en el extranjero y autorizadas para desempeñarse como mandatarios según lo establece el inciso anterior, deberán cumplir con los estándares internacionales dispuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser verificada por la Superintendencia respectiva al momento de proceder al registro de la institución que corresponda.


Su inciso cuarto establece que adicionalmente y con el objeto de garantizar el fiel y oportuno cumplimiento de su mandato, dichos mandatarios deberán constituir una caución o garantía irrevocable y pagadera a la vista, a beneficio fiscal. Esta caución o garantía deberá constituirse al momento de celebrar el primer contrato de mandato y será equivalente al 10% del valor del patrimonio que mediante dicho contrato se entregue en administración, con un tope de mil unidades tributarias mensuales.


Los representantes del Ejecutivo explicaron el contenido de esta disposición señalando que ella regulaba el registro especial en que deberán inscribirse los candidatos a mandatarios y que será llevado por las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros, las que deberán establecer los mecanismos y requisitos para concretar las inscripciones. Agregaron que como se admitía a personas jurídicas extranjeras actuar como mandatarias, se les exigía, además, cumplir con los estándares internacionales fijados por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico y se les imponía constituir una caución o garantía para responder por las posibles sanciones que se les aplicaran.


El Diputado señor Burgos recordó las observaciones formuladas por el Consejo para la Transparencia, en el sentido de que el Registro Especial de Administradores de Mandato debería cumplir con las normas de transparencia activa establecidas en la Ley sobre Acceso a la Información Pública, por cuanto daba cuenta de actos que tendrían efectos sobre terceros.


Asimismo, creía que el inciso tercero era redundante y debería suprimirse, toda vez que no hacía otra cosa más que reiterar lo dispuesto en la letra c) del artículo anterior, que permite a las entidades constituidas en el extranjero desempeñarse como mandatarias.


Acogiendo la primera observación, los representantes del Ejecutivo propusieron agregar al final del inciso primero, antes del punto aparte, lo siguiente: “y deberán ser publicados en los sitios electrónicos de las respectivas Superintendencias.”.


En lo tocante a la reiteración de lo señalado en la letra c) del artículo anterior, reconocieron tal hecho pero estimaron conveniente mantenerlo ya que esta disposición regulaba el Registro Especial de Administradores de Mandato y la inclusión de este inciso daba mayor coherencia a la norma.


Por último, recogiendo la observación formulada por el ex Superintendente de Valores y Seguros, señor Larraín, quien sostuvo que con la redacción propuesta, sería imposible hacer efectiva la garantía que se imponía a las empresas extranjeras autorizadas para desempeñarse como mandatarias, propusieron intercalar en el inciso final, entre las palabras “garantía” y “ deberá constituirse” las expresiones” consistirá en una boleta bancaria de garantía o póliza de seguro, emitida por entidades constituidas en Chile, la que “.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo con las dos modificaciones sugeridas por los representantes del Ejecutivo, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans, Cristián Monckeberg, Squella y Walker.


Reabierto posteriormente el debate como consecuencia de la modificación final introducida a la letra c) del artículo anterior, se acordó suprimir el inciso tercero por cuanto la modificación señalada lo hacía aún más repetitivo de lo que ya lo era.


Se acordó esta última modificación por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.


Artículo 41.- (pasó a ser 40).


Señala que la autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual tenga o haya tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación, y a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores tengan relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad con la autoridad, o su cónyuge.


Su inciso segundo agrega que de manera previa o simultánea a la suscripción del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán emitir una declaración jurada por separado, indicando estar en conocimiento de lo señalado en este artículo y la ausencia de relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato.


El Diputado señor Ceroni, recordando las observaciones del profesor señor Guerrero, quien había propuesto aplicar en estos casos los criterios seguidos respecto de los gobiernos corporativos de las empresas, incluyendo en estas excepciones no sólo a los directores o administradores sino también a los gerentes y ejecutivos, a fin de evitar que la autoridad designe mandatarios a personas jurídicas en que los cargos menciona-dos están ocupados por sus parientes o los de su cónyuge, presentó una indicación para intercalar entre las palabras “administradores” y “tengan relación”, los términos “gerentes y ejecutivos”, propuesta que fue complementada por los representantes del Ejecutivo, quienes propusieron calificar estos cargos como “principales” a fin de guardar coherencia con la normativa sobre dichos gobiernos corporativos y, a la vez, corregida, a sugerencia del Diputado señor Harboe, sustituyendo la conjunción copulativa “y” por la disyuntiva “o”.


El Diputado señor Burgos, conjuntamente con el Diputado señor Ceroni, presentaron una indicación para ampliar el grado de parentesco de segundo a tercer grado de consanguinidad o afinidad, a fin de inhabilitar para ser mandatarias a las personas jurídicas cuyos directores tengan la calidad de primos del mandante o de su cónyuge.


La Comisión acogió las indicaciones y observaciones mencionadas, dejando constancia que en materia de parentesco se estimaba necesario ser más exigente en pro de la transparencia, que lo que exigían las leyes sobre Bases Generales de la Administración del Estado y sobre Sociedades Anónimas.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo por unanimidad, con las indicaciones y enmiendas propuestas. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Squella y Walker.


Artículo 42.- (pasó a ser 41).


Dispone que el mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que haya sido autorizado expresamente por la respectiva Superintendencia.


Su inciso segundo agrega que el incumplimiento de esta obligación será sancionado en conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 (pasó a ser 55) de esta ley.


No se produjo debate, aprobándoselo en iguales términos, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y Wal-ker.


Artículo 43.- (se suprime).


Señala que si el mandatario no pudiere continuar con el mandato, por haber perdido su condición de independiente o por cualquier otra causal, el mandante deberá otorgar un nuevo mandato en los términos de esta ley, dentro del plazo de noventa días desde la comunicación a que hace referencia el artículo anterior o desde la instrucción en ese sentido por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros o de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, para lo cual el mandatario saliente deberá hacer una rendición de cuentas al mandante y proporcionar al nuevo mandatario toda la información necesaria y, en particular, la singularización de los valores bajo su administración. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas a que se refiere este artículo.


Su inciso segundo agrega que sin perjuicio de lo seña-lado en el inciso precedente, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo administrador, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.


Los representantes del Ejecutivo propusieron suprimir este artículo a fin de que a la situación que describe, le sean aplicables las disposiciones generales acerca de la revocación del mandato.


No se produjo debate, rechazándose el artículo por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y seño-res Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Rincón y Squella.


Artículo 44.- ( pasó a ser 42).


Señala que el Mandatario no podrá, en caso alguno, delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante, expresamente, en la escritura de constitución del mandato, conforme con lo estipulado en el número 4) del artículo 32 (paso a ser 33).


Su inciso segundo agrega que el mandatario no podrá encomendar la gestión de negocios específicos a personas que tengan con el mandante algún tipo de vínculo que afecte o pueda afectar su independencia en los términos señalados en el artículo 41 (pasó a ser 40), siendo responsabilidad del mandatario la elección de la o las personas a quienes encargue este tipo de comisiones, las cuales deberán cumplir con todos los demás requerimientos de esta ley, en especial el estar inscritos en el Registro de Mandatarios autorizados por las Superintendencias.


Ante la sugerencia del Diputado señor Walker de simplificar la redacción del inciso segundo, disponiendo solamente que serán aplicables al delegatario los mismos requisitos que la ley exige al mandatario, los representantes del Ejecutivo fueron partidarios de mantener la redacción propuesta, por cuanto resultaba necesario que quedara expresamente establecida la responsabilidad del mandatario de velar por la independencia del delegatario, pues el mandante podría no tener la certidumbre de que este último cumpla con tal requisito.


Cerrado el debate, se aprobó el texto propuesto por el Ejecutivo, sólo con adecuaciones de forma, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Squella y Walker.


Artículo 45.- (pasó a ser 43)

Dispone que el mandatario que administre un mandato general tiene prohibido divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a saber el estado de las inversiones de este último.


Su inciso segundo previene que la violación de este deber de reserva respecto de la gestión y administración de los bienes dados en mandato general, será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 ( pasó a ser 55) de esta ley.


No se produjo debate, aprobándoselo en iguales términos, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Car-demil, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Squella y Walker.


Artículo 46.- (pasó a ser 44)


Dispone que para los efectos tributarios, el patrimonio que administre el mandatario corresponderá a un patrimonio separado del patrimonio del mandante, el que se sujetará en todo a las reglas generales establecidas en la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley 824 de 1974 y, en particular, a la tributación aplicable a las sociedades de personas. Para estos efectos el mandante se considerará respecto de este patrimonio separado, como socio de una sociedad de personas, en conformidad a la ley.


Su inciso segundo agrega que el mandatario será responsable de la declaración y pago de los impuestos que afecten las rentas que genere la parte del patrimonio dada en administración, debiendo, además, entregar al mandante la información y los fondos necesarios para la declaración y pago de los impuestos de este último. Esta información deberá entregarse en términos que no se vulnere lo establecido en los artículos 45 y 49 (pasaron a ser 43 y 47, respectivamente) de la presente ley.


Su inciso tercero señala que los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 50 (pasó a ser 48) de esta ley, constituirán un gasto necesario para producir la renta, conforme al artículo 31 de la Ley de la Renta, sin perjuicio de las facultades generales del Servicio de Impuestos Internos.


Su inciso cuarto indica que el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar las circulares, resoluciones u oficios, según corresponda, para la adecuada interpretación y aplicación de este artículo.


Los representantes del Ejecutivo, haciéndose cargo de las observaciones formuladas por Chile Transparente en el sentido de que esta disposición podría ser una vía para pagar menos impuestos, señalaron haber recibido la asesoría del Servicio de Impuestos Internos quien había desechado tal posibilidad, argumentando que se trataba de una fórmula utilizada en la tributación de los patrimonios separados de una sociedad de personas; luego, no constituía una beneficio tributario para el mandato o para la enajenación de activos.


No obstante lo anterior, propusieron una nueva redacción para esta norma en los siguientes términos:


“-Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al mandante la información necesaria para que este último declare y pague los impuestos que le correspondan por las rentas provenientes de los bienes a que se refiere el artículo 29 (pasó a ser 30) , especialmente aquella que permita al mandante determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del Decreto Ley N° 830, de 1974 y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, con-tenida en el artículo 1° del Decreto Ley N° 824, de 1974.


Esta información deberá entregarse en términos que no se vulnere lo establecido en los artículos 45 y 49 ( pasaron a ser 43 y 47 respectivamente) de la presente ley.


La entrega de bienes objeto del mandato que tenga lugar entre mandante y mandatario con motivo de la constitución o terminación del mismo, no se considerará enajenación para ningún efecto legal.


Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 50 (pasó a ser 48) de esta ley, constituirán un gasto necesario para producir la renta, conforme al artículo 31 de la Ley de la Renta, sin perjuicio de las facultades generales del Servicio de Impuestos Internos.


El Servicio de Impuestos Internos deberá dictar las circulares, resoluciones u oficios, según corresponda, para la adecuada interpretación y aplicación de este artículo.


Explicando esta nueva propuesta, señalaron que se había optado por una solución diversa a la original, que ya no consideraba el patrimonio administrado por el mandatario como separado del patrimonio del mandante, sino que lo regulaba de acuerdo a la forma de tributación general que correspondería al mandante antes de la constitución del mandato


El Diputado señor Eluchans, coincidiendo con el Diputado señor Burgos, estimó acertada la objeción formulada por Chile Transparente al texto original, pero en lo relativo a la nueva propuesta, manifestó aprensiones en el sentido de que al establecer que “ el mandatario deberá proporcionar oportunamente al mandante la información necesaria para que este último declare y pague los impuestos que le correspondan por las rentas provenientes de los bienes a que se refiere el artículo 29…”, (paso a ser 30) podría significar develar información que el mandante no debiera conocer, pero no veía solución a este problema, salvo que se dejara al mandatario confeccionar la declaración de renta respecto del patrimonio que administra.


El Diputado señor Burgos, conjuntamente con los Diputados señores Díaz y Schilling, presentó una indicación al primer inciso para restringir la entrega de la información a la estrictamente necesaria, la que fue acogida por la Comisión.


Ante una objeción del Diputado señor Cardemil a la facultad que se concedía en el inciso final al Servicio de Impuestos Internos para interpretar este artículo, se hizo presente que esa facultad ya la tenía conforme lo dispuesto en el artículo 6° N° 1 del Código Tributario.


Cerrado finalmente el debate, se aprobó la nueva pro-puesta del Ejecutivo, conjuntamente con la indicación presentada, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans y Squella.


Reabierto posteriormente el debate, se hizo presente que el inciso tercero señalaba que la entrega de bienes, objeto del mandato, entre mandante y mandatario con motivo de la constitución o terminación del mismo, no se consideraría enajenación para ningún efecto legal. Al respecto, se estimaba innecesaria tal declaración por cuanto los bienes sujetos a mandato no cambiaban de patrimonio e, incluso, en el caso de la administración de valores por cuenta propia a que hacía alusión el artículo 27 (pasó a ser 28) que podría llevar a entender que habría patrimonios distintos, la constancia de la existencia de un solo patrimonio figuraba en la declaración de intereses y patrimonio a que hacía referencia la letra h.(pasó a ser i) del artículo 8°. En realidad, tal inciso parecía obedecer a la redacción original de esta norma que, para los efectos tributarios, consideraba la parte del patrimonio administrado por el mandatario como separada del patrimonio del mandante.


Los representantes del Ejecutivo argumentaron que dicha disposición había sido consultada con el Servicio de Impuestos Internos, el que había mostrado especial interés en incluir este inciso por cuanto así quedaba absolutamente claro que la entrega de bienes objeto del mandato, no podría ser considerada enajenación para ningún efecto legal.


La Comisión consideró insatisfactorias estas explicaciones y procedió, por unanimidad, a acoger la observación. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.


Acorde con lo anterior, el Ejecutivo presentó una indicación para sustituir esta letra por la siguiente, la que se aprobó por la unanimidad ya señalada:

“c)-Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al mandante la información estrictamente necesaria para que este último declare y pague los impuestos que le correspondan por las rentas provenientes de los bienes a que se refiere el artículo 29 (pasó a ser 30) , especialmente aquella que permita al mandante determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario con-tenido en el artículo 1° del Decreto Ley N° 830, de 1974 y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del Decreto Ley N° 824, de 1974.


Esta información deberá entregarse en términos que no se vulnere lo establecido en los artículos 45 y 49 (pasaron a ser 43 y 47 respectivamente) de la presente ley.


Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 50 (pasó a ser 48) de la presente ley, constituirán un gasto necesario para producir la renta, conforme al artículo 31 de la Ley de la Renta, sin perjuicio de las facultades generales del Servicio de Impuestos Internos.”.



Artículo 47.- (pasó a ser 45).


Dispone que el mandatario deberá proveer de fondos al mandante con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato cada vez que éste así lo solicite, ya sea en efectivo, cheque, vale vista o título representativo de dinero, no pudiendo éste indicar la forma de obtenerlos ni aquél informar la fuente específica.


Su inciso segundo agrega que el mandante no podrá invertir los fondos obtenidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.


Los representantes del Ejecutivo explicaron los alcances de esta disposición, señalando que se trataba de una fórmula en virtud de la cual el mandante podría obtener medios para su subsistencia, sin que ello pudiera considerarse como un mecanismo que permitiera generar un flujo de información entre mandante y mandatario.


El Diputado señor Rincón creyó ver una inconsistencia entre esta norma y el inciso tercero del artículo 49 (pasó a ser 47), que per-mite la comunicación por escrito entre mandante y mandatario, previa aprobación de la correspondiente Superintendencia, comunicación que puede versar, entre otras cosas, acerca de giros a beneficio del mandante, objeción que no compartieron los Diputados señores Harboe y Walker, toda vez que el artículo en análisis regulaba la provisión de fondos al mandante de parte del mandatario y el inciso tercero aludido se refería a la comunicación que hacía este último al primero acerca de los giros efectuados a petición suya. Se trataría de aspectos diferentes.


El Diputado señor Eluchans, junto con aquilatar la importancia de esta norma que, en el caso de no existir, significaría que la persona obligada a constituir un mandato, estaría también obligada a no usufructuar de su patrimonio, planteó la posibilidad de que el mandatario careciera de fondos para atender la solicitud del mandante, caso en el cual creía necesario precisar si estaría facultado para enajenar bienes o contratar empréstitos, cuestión que los representantes del Ejecutivo señalaron que eso debería quedar entregado a la discrecionalidad del mandatario, toda vez que éste no puede informar al mandante sobre la fuente de los recursos ni el último señalar la forma de obtenerlos.


Los representantes del Ejecutivo refiriéndose al inciso segundo y ante algunas observaciones acerca de su pertinencia, estimaron necesaria esta disposición, toda vez que la provisión de fondos a que se refería constituiría un ingreso permanente para el mandante que, aunque de acuerdo a las disposiciones de este proyecto, no podría invertir en bienes sujetos a la obligación de constituir el mandato, siempre parecía más adecuado explicitarlo.


El Diputado señor Harboe estimó innecesario referirse a las distintas formas de proveer de fondos al mandante por parte del mandatario, sugiriendo suprimir las expresiones “ ya sea en efectivo, cheque, vale vista o título representativo de dinero”, para lo cual presentó la correspondiente indicación, explicando, además, que la expresión “fondos” comprendía el dinero.


Asimismo, los Diputados señores Díaz, Harboe y Wal-ker presentaron una indicación para sustituir la frase inicial del inciso según do “El mandante no podrá invertir los fondos obtenidos” por la siguiente: “ En ningún caso, el mandante podrá invertir los fondos referidos” , a fin de enfatizar esta prohibición.


Finalmente, la Comisión dejó constancia que entendía que en las instrucciones generales del mandato a que se refería el N° 3) del artículo 32 (pasó a ser 33), deberían comprenderse las acciones a seguir en el caso de falta de liquidez del patrimonio sujeto a administración, para hacer frente a los requerimientos de fondos del mandante, en el sentido de si el mandatario está o no facultado para enajenar bienes o para contratar préstamos.


Cerrado el debate, y acordado dividir la votación por incisos, se aprobó el primero, con la indicación presentada, por mayoría de votos ( 4 votos a favor y 3 en contra). Votaron a favor los Diputados señores Díaz, Eluchans, Harboe y Walker. En contra lo hicieron los Diputados seño-res Cardemil, Cristián Monckeberg y Rincón.


El inciso segundo se aprobó, igualmente, con la indica-ción presentada por mayoría de votos (6 votos a favor y 1 en contra). Votaron a favor los Diputados señores Cardemil. Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y Walker. En contra lo hizo el Diputado señor Rincón.


Artículo 48.- (pasó a ser 46).


Señala que el mandatario deberá proporcionar anual-mente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una memoria escrita razonada acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.


Su inciso segundo agrega que la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo que deberá contener la memoria y la forma en que ésta deberá ser presentada.


Los representantes del Ejecutivo, haciéndose cargo de algunas observaciones efectuadas por el Consejo para la Transparencia durante la asistencia de sus representantes al debate en general de esta iniciativa, en el sentido de que si la memoria escrita a que hace alusión el inciso primero, sería una información secreta o reservada, o bien, información pública conforme lo dispone el artículo 21 N° 2 de la Ley de Transparencia, señalaron que como la declaración de intereses y patrimonio, debe ser actualizada cada vez que se produce un hecho relevante que la modifica, creían que la señalada memoria debería tener el carácter de secreta, ya que sería suficiente para cumplir con el mandato legal la publicidad de la declaración.


En consecuencia, propusieron intercalar en el inciso primero, entre las palabras “memoria escrita razonada” y “acerca de la situación general”, entre comas, los términos “que tendrá el carácter de reservada”.


Se aprobó sin mayor debate, con la sugerencia indicada, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Harboe y Squella.


Artículo 49.- (pasó a ser 47).


Establece que queda estrictamente prohibido al mandatario comunicarse, por si o por interpósita persona, con el mandante que optó por el mandato general, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato general, según los criterios determinados en el artículo 41 (paso a ser 40).


Su inciso segundo agrega que la infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 (pasó a ser 55) de esta ley.


Su inciso tercero previene que excepcionalmente se permitirá la comunicación por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pretensiones judiciales contra el mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos y modificación a las instrucciones del mandato, en conformidad a la ley.


El Diputado señor Díaz, refiriéndose al inciso tercero, estimó que la excepción que establecía con respecto a la comunicación en-tre mandante y mandatario, ampliaba en demasía lo dispuesto en el artículo 45 (pasó a ser 43), que prohíbe dichas comunicaciones e, incluso, carecía de la justificación que otorga a dicha comunicación el artículo 47 (pasó a ser 45), referido a la solicitud de fondos del mandante al mandatario. A su juicio, este inciso desnaturalizaría la institución, haciendo perder al mandato su carácter de ciego, dada la amplitud de las materias que podría abarcar la comunicación, las que, incluso, podrían dar pie para la modificación de las instrucciones generales.


El Diputado señor Harboe compartió tal opinión, señalando que dicho inciso tercero vulneraba el principio que inspiraba al artículo 45 (pasó a ser 43), por cuanto mientras éste impide al mandatario divulgar cualquier información que permita al público general y al mandante conocer el estado de sus inversiones, aquél consagra una excepción de tanta amplitud que, sin duda, la revelación de los datos que se señalan permitirán al mandante conocer el estado de sus negocios, con independencia de la intervención de la Superintendencia respectiva, agregando el Diputado señor Squella que, además, existía una incongruencia entre el inciso en análisis y el artículo 35 (pasó a ser 36), el que permitía al mandante instruir al mandatario el cambio de sus inversiones cada vez que se produjeran variaciones manifiestas en el mercado, para lo cual solamente deberá informar a la Superintendencia; en cambio, en este caso, requerirá la aprobación previa de esa entidad.


El Diputado señor Burgos creyó necesario analizar la conveniencia de la existencia de dos tipos de mandato, estimando que el que se refiere a la enajenación debería incluirse en el Título que trata de la obligación de enajenar determinados activos y no en el que se refiere a la administración de dichos activos. Al efecto, presentó en conjunto con los Diputados señores Ceroni y Schilling, una indicación para suprimir en el inciso primero la frase “que optó por el Mandato General” y la palabra “General”.


El Diputado señor Ceroni, a su vez, basándose en la opinión del profesor señor Guerrero, propuso intercalar un nuevo inciso para establecer que “El mandante no podrá exigir al mandatario que le rinda cuenta mientras el mandato se mantenga vigente.”, fundándose en la conveniencia de limitar los alcances del carácter supletorio del inciso segundo del artículo 26 (pasó a ser 27), el que hace aplicable, en silencio de esta normativa especial, las disposiciones sobre el mandato civil que reconocen al mandante el derecho a pedir al mandatario que le rinda cuentas, derecho que al no estar expresamente excluido, podría suscitar dudas acerca de si se aplicaría o no en estos casos, por lo que la indicación tenía por objeto resguardar mejor el carácter ciego del mandato.


Los representantes del Ejecutivo acogieron las dos indicaciones presentadas, por las razones ya señaladas y, porque en realidad, este artículo debería referirse a los dos tipos de mandato, sin excepción.


Con respecto a la sugerencia del Diputado señor Díaz de suprimir el inciso tercero, reconocieron que trataba materias ya analiza-das en otras disposiciones, como era el caso de los giros o la declaración de impuesto, pero creían positivo mantenerlo por cuanto regulaba la entrega de la información por la vía de una comunicación escrita, la que deberá contar con la aprobación de la Superintendencia que corresponda.


Finalmente, sin perjuicio de acoger algunas observaciones formales del Diputado señor Eluchans, acordaron suprimir por innecesarias entre las materias que podrían ser objeto de comunicaciones escritas a que se refiere el inciso tercero, las pretensiones judiciales en contra del mandante.


En consecuencia, el texto de este artículo quedó como sigue:


“Queda estrictamente prohibido al mandatario comunicarse, por si o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, según los criterios determinados en el artículo 41 (pasó a ser 40).


El mandante no podrá exigir al mandatario que le rinda cuenta mientras el mandato se mantenga vigente.


La infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 (paso a ser 55) de esta ley.


Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos y modificación a las instrucciones del mandato, en conformidad a esta ley.”.


Acordado dividir la votación, se aprobó el primer inciso con las indicaciones presentadas, el inciso segundo, que pasó a ser tercero, en los mismos términos y el nuevo inciso agregado como segundo, por mayoría de votos ( 7 votos a favor y 1 abstención). Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella. Se abstuvo el Diputado señor Rincón.


El inciso final se aprobó por unanimidad con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Cero-ni, Díaz, Eluchans y Squella.


Artículo 50.- (pasó a ser 48).


Dispone que la constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será de-terminada por las partes en el acto de constitución.


Ante la observación del Diputado señor Burgos acerca de la necesidad de incorporar esta norma, la que no sería más que una aplicación de las reglas generales del mandato contenidas en el Código Civil, los representantes del Ejecutivo reconocieron que así era, pero como el artículo 2117 del código citado, previene que el mandato puede ser gratuito o remunerado, se pretendía por esta vía eliminar la posibilidad de la gratuidad y circunscribir la modalidad para fijar la remuneración únicamente al acuerdo entre las partes, recordando, de paso, que de acuerdo a las reglas generales, la remuneración puede determinarse ya sea por la convención, la ley, la costumbre o el juez.


No se produjo mayor debate, aprobándose la norma en los mismos términos, por unanimidad con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.


Artículo 51.- (pasó a ser 49).

Establece que los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.


El Diputado señor Burgos formuló respecto de esta norma similar observación a la anterior, justificando los representantes del Ejecutivo su inclusión por las razones ya señaladas respecto de dicha disposición.


Se aprobó sin debate, en los mismos términos, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil. Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.


Artículo 52.- (se suprime).


Este artículo, primero del párrafo 7° que se refiere a las normas relativas a la adecuada administración del mandato, dispone que el mandatario deberá, salvo acuerdo en contrario, emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios y responderá por sus actuaciones dolosas o culpables de los perjuicios que causare a la parte del patrimonio del mandante que administra.


El Diputado señor Calderón objetó esta disposición por cuanto en el Código Civil se contemplan reglas sobre la responsabilidad del mandatario y, en el caso que se analiza, podría incluso pactarse una responsabilidad mayor que la que aquél establece, ya que las partes podrían acordar que se responda hasta de la culpa levísima, precisando el Diputado señor Squella que, de acuerdo al artículo 2129 del Código citado, el mandatario responde hasta de la culpa leve.


Por todo lo anterior, se estimó innecesaria esta disposición por cuanto reiteraba preceptos del Código Civil que tienen el carácter de supletorios de las normas de este proyecto, criterio que no fue compartido por el Diputado señor Díaz, quien sostuvo que debería guardarse consistencia con los artículos 50 y 51 ( pasaron 48 y 49, respectivamente), que también reiteran reglas generales.


Cerrado el debate, se rechazó el artículo por mayoría de votos (1 voto a favor y 6 en contra). Votó a favor el Diputado señor Díaz. En contra lo hicieron los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe y Squella.


Artículo 53.- (se suprime).


Dispone que para el cometido de su encargo, el mandatario deberá actuar en el mejor interés del mandante conforme a las instrucciones generales establecidas en la escritura de otorgamiento del mandato. El mandatario, sujetándose a las referidas instrucciones, tendrá las más amplias facultades de administración y disposición de bienes, con las excepciones señaladas expresamente en esta ley. Para estos efectos, la escritura pública de otorgamiento del mandato se deberá considerar como poder y mandato suficiente frente a terceros.


Ante las dudas expresadas por el Diputado señor Eluchans acerca de la necesidad de esta disposición, los representantes del Ejecutivo sostuvieron que, efectivamente, reiteraba reglas generales, salvo en lo que respecta a la consideración de la escritura pública de otorgamiento de mandato como poder suficiente frente a terceros, posición que apoyó el Diputado señor Cardemil ya que la disposición aludía a las excepciones que consagra la iniciativa y como la finalidad de ésta era transparentar y facilitar a la ciudadanía el acceso a la información relativa al patrimonio e intereses de las autoridades, creía conveniente mantenerla.


El Diputado señor Calderón señaló que las excepciones a las reglas generales del mandato a que se refiere este proyecto, se explicaban por si solas, sin necesidad de que esta norma las anunciara, recordando, además, que el mandato, en su esencia, permite al mandatario actuar frente a terceros.


El Diputado señor Harboe se manifestó partidario de eliminar esta disposición no sólo por reiterar disposiciones del Código Civil sino también del mismo proyecto. En efecto, exigir al mandatario actuar en el mejor interés del mandante resultaba una exigencia obvia toda vez que éste respondía hasta de la culpa leve y, más aún, debía ajustar su actuación a las instrucciones generales contenidas en la escritura de mandato, según lo señalado en el N° 3) del artículo 32 (pasó a ser 33) de esta misma iniciativa.


Cerrado el debate, se produjo una primera votación igualada a cuatro votos ( Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Cardemil, Díaz y Squella. En contra lo hicieron los Diputados señores Calderón, Eluchans, Harboe y Rincón. Repetida la votación, se rechazó la disposición por mayoría de votos ( 3 votos a favor y 5 en contra). Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Cardemil y Díaz. En contra lo hicieron los Diputados señores Calderón, Eluchans, Harboe, Rincón y Squella.


Como consecuencia de la supresión de estos dos artículos, se suprimió también el párrafo 7° que los contiene.


Artículo 54.- (pasó a ser 50).


Esta norma, primera del párrafo 8°, que pasa a ser 7°, el que trata del término del mandato y la restitución de los bienes al mandante, señala que el mandato termina por las siguientes causas:


1) Por la cesación de la función pública del mandante;


2) Por la revocación expresa del mandante;


3) Por la renuncia del mandatario:


4) Por la muerte del mandante o la disolución del mandatario;


5) Por la división, fusión o transformación del mandatario;


6) Por la declaración de quiebra o insolvencia del mandatario;


7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 41 (paso a ser 40);


8) Por suspensión del Registro del mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 42, 45 ó 49, ( pasaron a ser 41, 43 y 47, respectivamente), y

9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 40 (pasó a ser 39).


El Diputado señor Ceroni presentó una indicación para eliminar el N° 5, la que fue respaldada por los representantes del Ejecutivo, puesto que ella se basaba en la opinión del profesor señor Guerrero, quien sostuvo que la pérdida de habilidad del mandatario para desempeñarse como tal, se asociaba más bien a una disminución de su competencia o grado de independencia y no a las modificaciones a las formas sociales que éste tuviera.


El Diputado señor Burgos, a su vez, hizo notar que, de acuerdo a las reglas generales, el mandato no sólo termina por la quiebra del mandatario sino también por la del mandante, causal, por tanto, que debería agregarse.


El Diputado señor Díaz recordó que se había discutido la posibilidad de puntualizar la causal de término del mandato por revocación expresa del mandante, como una forma de evitar que este último utilice tal causal como un subterfugio para tomar conocimiento del estado de sus negocios, riesgo que hacía aconsejable tomar medidas de resguardo para evitar tal efecto, opinión que respaldó el Diputado señor Rincón presentando una indicación para suprimir el número 2) de este artículo.


Al respecto, el Diputado señor Squella señaló no ser relevante que en el caso de revocación, el mandante pueda enterarse del estado de sus negocios, toda vez que el mandato ya habrá terminado y, por lo mismo, no podrá entregar instrucciones al mandatario para que obre sobre la base de ese conocimiento.


El Diputado señor Burgos recordó que los temores ex-presados acerca de la causal de la revocación, también pueden darse res-pecto de otras causales como la renuncia del mandatario, agregando el Diputado señor Ceroni que lo ideal sería que el mandante, mientas se encuentra en su cargo, no tenga acceso a información alguna, cuyo conocimiento podría permitirle alcanzar un mejor rendimiento de sus negocios.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que no parecía lógico prohibir la revocación del mandato, razón por la que se había optado por regularla. Al efecto, recordaron que diversas disposiciones del proyecto contemplaban salvaguardias para evitar el conocimiento de sus negocios por parte del mandante. En efecto, el mandatario nunca podrá invertir en negocios que se encuentren en la esfera de competencia de la autoridad que le confirió el encargo, de tal manera que aun cuando esta última conozca el estado de sus negocios, éstos no podrán vincularse a los ámbitos relacionados con las materias de su competencia.


Por otra parte, las normas sobre publicidad del proyecto permiten la existencia de un control social sobre la autoridad, hecho que constituye un factor disuasivo de posibles abusos, sin contar, además, que la revocación trae como consecuencia, la necesidad de constituir un nuevo encargo, con los consiguientes costos asociados a la contratación de un nuevo mandatario.


Por último, ante una duda del Diputado señor Squella acerca de la terminación del mandato por el hecho de cesar en su cargo público el mandante, según lo señala el N° 1), por cuanto si ello acomodaba al mandante no veía por qué el contrato no podría subsistir y no terminar de pleno derecho, el Diputado señor Eluchans señaló que en caso de tal cesación, no se justificaría la continuación del mandato con todas las limitaciones que establece esta normativa, agregando los representantes del Ejecutivo que si bien era posible que el mandante quisiera continuar con el contrato luego de cesado en sus funciones públicas, ello debería quedar sujeto a las condiciones que las partes acordaran, recordando, por su parte, el Diputado señor Burgos que una de las causales del término de este contrato era, precisamente, la cesación de funciones del mandante en los casos en que el encargo se ha constituido en atención a ellas.


Cerrado finalmente el debate, se acogieron las sugerencias formuladas y la indicación del Diputado señor Ceroni y se rechazó la del Diputado señor Rincón.


El texto de este artículo quedó como sigue.


“El mandato termina por las siguientes causales:


1) Por la cesación de la función pública del mandante;


2) Por la revocación expresa del mandante;


3) Por la renuncia del mandatario:


4) Por la muerte del mandante o la disolución del mandatario;


5) Por la quiebra del mandante;


6) Por la declaración de quiebra, liquidación forzosa o insolvencia del mandatario;


7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 41(pasó a ser 40);


8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 42, 45 ó 49, (pasaron a ser 41, 43 y 47), y


9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 40 (paso a ser 39.”.


Se aprobó el artículo por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Rincón y Squella.


Artículo 55.- (pasó a ser 51).


Señala que una vez expirado el mandato por renuncia o pérdida sobreviniente de la calidad de independiente del mandatario, este último, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante la parte del patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, tan pronto como fuere posible; sin perjuicio de ejecutar en el tiempo intermedio aquellos actos que de otro modo se retardarían con perjuicio para el mandante.

Su inciso segundo agrega que en caso de muerte del mandante, el mandatario deberá entenderse, para los efectos del inciso anterior, con los herederos del mandante fallecido.


Su inciso tercero añade que en el caso de disolución del mandatario, la obligación señalada en el inciso primero del presente artículo, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.


Su inciso cuarto previene que en los casos de quiebra del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el síndico hasta la designación del nuevo mandatario.


Su inciso final encomienda al reglamento determinar el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia el inciso primero de este artículo.


Respecto de esta norma, el Diputado señor Rincón re-saltó que en virtud de la renuncia del mandatario o del término del contrato por la pérdida de independencia del mismo, este último debe entregar directamente al mandante el patrimonio que le fue entregado en administración y rendirle cuentas. Sostuvo que con este mecanismo se estaría vulnerando el principio que impide a la autoridad conocer el estado de sus negocios.


El Diputado señor Calderón concordó con tal opinión, por cuanto la renuncia del mandatario o su pérdida de independencia pueden constituir fórmulas para burlar el propósito de privar al mandante de la administración de sus bienes mientras permanezca en su cargo. Estimó necesario establecer resguardos para evitar este efecto, de tal manera que cualquiera fuera la causal de extinción del mandato, no sea posible al mandante recuperar la administración de sus bienes mientras se mantenga desempeñando una función pública, especialmente por el hecho que no se establece un plazo para constituir el nuevo mandato, opinión con la que coincidió el Diputado señor Burgos quien fue partidario de reglar las causales de revocación y renuncia del mandato con el objeto de impedir que en forma intempestiva y sin sujeción a formalidad alguna, se burle el espíritu de la ley, debiendo, no obstante, contemplarse la suficiente cautela de tal manera de evitar que la constitución del mandato devenga en una fórmula imposible de cumplir, como sucedería si se le asigna carácter de irrevocable.


Los representantes del Ejecutivo recordaron al efecto que el inciso final del artículo 43, que la Comisión, a propuesta del Ejecutivo, acordó suprimir, establecía que en el tiempo intermedio entre el término del mandato y la constitución de uno nuevo, el mandatario saliente o su representante, continuarían en sus funciones hasta la designación del nuevo administrador , responsabilizándose de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que sean indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como también del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato. Señalaron que podría fusionarse ese texto con este artículo.


El Diputado señor Díaz argumentó que la solución pro-puesta de reglar la renuncia o calificarla, podría constituir un desincentivo para desempeñarse como mandatario, afectando así el mercado de personas disponibles para estos cargos. A su juicio, lo fundamental era evitar que por medio de la rendición de cuentas, pudiera el mandante conocer el estado de sus negocios, por ello creía que podría optarse por establecer que una vez producido el término del mandato y nombrado el nuevo procurador, el mandatario saliente rindiera cuentas a este último y no al mandante.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que la rendición de cuentas era un elemento esencial del mandato y que la constitución de un nuevo mandato deberá figurar en la declaración de intereses y patrimonio, la que, por lo mismo, deberá actualizarse junto a muchos otros antecedentes propios de la rendición de cuentas. Lo anterior, dado que la declaración y su actualización son públicas, permitirán el acceso a ella no sólo a la ciudadanía sino también al propio mandante.


Al efecto propusieron el siguiente texto para este artículo:


“Expirado el mandato por renuncia o pérdida sobreviniente de la calidad de independiente del mandatario, este último, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante la parte del patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, tan pronto como fuere posible.

En caso de muerte del mandante, el mandatario deberá entenderse, para los efectos del inciso anterior, con los herederos del mandante fallecido.


En el caso de disolución del mandatario, la obligación señalada en el inciso primero de este artículo, deberá ser cumplida íntegra-mente por sus liquidadores.


En los casos de quiebra del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el síndico hasta la designación del nuevo mandatario.


En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.


La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.”.


Explicaron la nueva propuesta señalando que, de acuerdo a lo debatido, incluían en el nuevo inciso quinto lo señalado en el inciso final del artículo 43 original, encomendando al mandatario saliente hacerse cargo de la gestión del patrimonio mandatado en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que sean indispensables, hasta que asuma el nuevo mandatario, con lo cual se evita el inmediato desasimiento de sus funciones, como también, se cautelaba la necesaria transparencia estableciendo la publicidad de la rendición de cuentas, lo que hacía innecesario establecer la irrevocabilidad del mandato.


Por último, cabe reproducir en esta parte del debate, los argumentos esgrimidos respecto del artículo 54 (pasó a ser 50), por cuanto su discusión, dada la íntima relación con la norma en análisis, se efectuó en forma conjunta.


Cerrado el debate, se aprobó la nueva propuesta del Ejecutivo por unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo 56.- (pasó a ser 52).


Establece que al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.


No se produjo debate, aprobándoselo en iguales términos, por mayoría de votos ( 7 votos a favor y 1 en contra). Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Rincón y Squella. En contra lo hizo el Diputado señor Calderón.


Artículo 57.- (pasó a ser 53).


Este artículo, primero del capítulo 3°, que trata de las enajenaciones a que obliga esta ley, señala que el Presidente de la República, los Senadores y Diputados y el Contralor General de la República estarán obligados a enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:


1) empresas proveedoras de bienes o servicios al Esta-do o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.


2) empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción. También deberán enajenar o renunciar a su participación en la propiedad de las empresas que exploten, a cualquier título, otras concesiones, cuando en virtud de ellas la empresa que la explote se encuentre en una posición dominante en el mercado, según así lo establezca el reglamento.


Su inciso segundo agrega que por su parte, los Ministros de Estado deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:


1) empresas proveedoras de bienes o servicios al Esta-do o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.


2) empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.


Su inciso tercero añade que los Subsecretarios y los Intendentes deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.


Su inciso cuarto dispone que los Superintendentes y los Jefes de Servicios de los servicios descentralizados estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de todas aquellas entidades sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a su fiscalización.


Su inciso quinto establece que los Alcaldes estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad cuyo objeto tenga relación con funciones de aseo y ornato de la comuna respectiva, o exploten, a cualquier título, concesiones municipales de cualquier tipo dentro de su comuna.


Su inciso sexto previene que de igual forma y, según corresponda, deberán enajenarse o renunciarse a las participaciones antes señaladas cuando los titulares de éstas sean comunidades o sociedades que conformen el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de Controlador o Miembro del Controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


Su inciso séptimo señala que la enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad o por la entidad propietaria en el caso contemplado en el inciso precedente, dentro del plazo de ciento veinte días siguientes contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo o bien, dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido por ella en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.


Su inciso octavo agrega que la autoridad que no cumpla con la obligación de enajenación o renuncia de su participación en conformidad a lo dispuesto precedentemente, será sancionada según lo dispuesto en el artículo 61 (pasó a ser 55) de esta ley.


Su inciso final indica que la enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributa-rio que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.


Explicando el contenido de esta disposición, los representantes del Ejecutivo señalaron que mediante ella se regulaba la obligación de enajenar de las autoridades sujetas a dicha obligación, las que eran más numerosas que las contempladas en el proyecto boletín N° 5838-07, por cuanto se incorporaba a los jefes de servicios y a los superintendentes; se explicitaban con más rigurosidad los supuestos en que cada una de las autoridades mencionadas estarían obligadas a enajenar y, en el caso del Jefe del Estado, parlamentarios, Contralor General y ministros de Estado, se rebajaba el umbral del valor de los contratos de empresas proveedoras de bienes y servicios al Estado o a sus organismos en que la autoridad tiene participación y que determina la obligación de renunciar o enajenar.


Explicaron, asimismo, que la razón de la regulación separada de la obligación de enajenar o renunciar respecto del Presidente de la República, parlamentarios y el Contralor General, por un lado, y los ministros de Estado, por el otro, se basaba en que las hipótesis que fundaban dichas obligaciones eran distintas, fundamentalmente debido a la amplitud de competencias de los primeros, las decisiones que adoptan y los actos administrativos que dictan, en comparación con los segundos que deben enmarcan su actuación dentro de la esfera que es propia de su cargo.


Ante una posible objeción de constitucionalidad efectuada por la Comisión respecto al número 2) del inciso primero, que obliga a enajenar o renunciar a la participación o propiedad de la autoridad en empresas que exploten concesiones distintas a la radiodifusión televisiva de libre recepción, cuando en virtud de ella la empresa que explota la concesión se encuentra en una posición dominante en el mercado, según lo establezca el reglamento; en otras palabras, correspondería al reglamento definir la posición dominante en el mercado y ello determinaría la obligación de renunciar o enajenar. Lo anterior estaría en conflicto con lo dispuesto en el artículo 19 N° 23, que dispone que solamente una ley de quórum calificado puede establecer limitaciones o requisitos para la adquisición del dominio de algunos bienes, y el artículo 19 N° 24, que prescribe que sólo la ley puede establecer los modos de adquirir la propiedad, usar, gozar y disponer de ella, así como las limitaciones que corresponda. Por otra parte, el N° 21 del citado artículo 19, asegura la libertad de desarrollar cualquier actividad económica siempre que se respeten las normas legales que la regulan pero, en este caso, habría que estar a lo dispuesto en una norma de rango reglamentario. Se señaló que esta aparente dicotomía podría dar pie a reparos del Tribunal Constitucional por lo que convendría tomar resguardos.


El Diputado señor Burgos estimó innecesario imponer la obligación de enajenar al Presidente de la República por cuanto está obligado a constituir el mandato, el que puede ser diversificado, cuestión que fue refutada por los representantes del Ejecutivo, quienes sostuvieron que el ámbito de la obligación de enajenar era más amplio que el del mandato diversificado, toda vez que este último se refiere solamente a valores, en cambio el primero comprende también la participación en empresas, argumento que llevó al Diputado a retirar la indicación presentada al respecto.


El mismo Diputado planteó rebajar el umbral del monto de los contratos con empresas proveedoras del Estado en que la autoridad tenga participación, de cien mil unidades de fomento a diez mil; propuso suprimir el porcentaje de participación en la propiedad de las autoridades e incorporar entre aquellas obligadas a enajenar a los intendentes de las Superintendencias. Respecto de la supresión del porcentaje de participación requerido, señaló que bien la autoridad podría tener un porcentaje en la propiedad de una gran empresa, inferior al 5% que se establece y tener, en cambio, un conflicto de interés, circunstancia que justificaría la obligación de enajenar independientemente de la participación accionaria. Al respecto presentó dos indicaciones en el sentido indicado.


Los representantes del Ejecutivo reconocieron que existe un conflicto de interés si la autoridad tiene participación en la propiedad de una empresa proveedora del Estado, pero afirmaron que la enajenación no era el único camino para enfrentar tal conflicto, por cuanto existía también el deber de abstención; por lo tanto, en el caso en análisis, si la autoridad tenía una participación inferior al 5%, correría para ella el referido deber. Recordaron que la enajenación representaba una vulneración más intensa de derechos, por lo que en atención a la dimensión del conflicto de interés, la Constitución autorizaba en casos excepcionales la enajenación como mecanismo extremo. Agregaron, además, que el porcentaje de participación exigido no era arbitrario sino que se basaba en las disposiciones de la Ley sobre Sociedades Anónimas, en que se contempla para determinar el carácter de relacionadas de las personas. Recordaron, asimismo, que con respecto al proyecto boletín N° 5838-07, el porcentaje del 5% implicaba una significativa rebaja, toda vez que en esa iniciativa se establecía un 25% del capital de la empresa.


En cuanto a las dudas de constitucionalidad formuladas, plantearon exigir, al igual que en el caso del número 1) del inciso primero, una participación superior al 5% del capital de la empresa proveedora con contratos superiores a las cien mil unidades tributarias, sujetando, por tanto, la obligación de renunciar o enajenar a hechos objetivos y no a la circunstancia de ocupar una posición dominante en el mercado, según lo determinara el reglamento, obviando así posibles reparos.


En lo que se refería a la incorporación entre las autoridades obligadas a enajenar a los intendentes de las Superintendencias, señalaron que ello comprendería a los intendentes de las Superintendencias de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras y de Salud, que son las que tienen dichos cargos. Hicieron presente que las dos primeras tiene una regulación más rigurosa que la que establece este proyecto, pero les parecía lógica la indicación porque ello sujetaría a estos cargos a una regulación armónica.


Finalmente, el Diputado señor Ceroni presentó una indicación para agregar un inciso final a este artículo del siguiente tenor:


“Para efectos de este artículo no se considerará como intempestiva la renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en este artículo.”.


La indicación se fundó en la opinión entregada por el profesor señor Guerrero, quien sostuvo la conveniencia de precisar que la renuncia presentada por uno de los socios con el objeto de ocupar un cargo de los señalados en este artículo que le obligan a renunciar, no tuviera la calidad de intempestiva, a fin de evitar el efecto de disolución automática de la sociedad según lo previene el artículo 2112 del Código Civil.


Cerrado finalmente el debate, la Comisión rechazó las dos primeras indicaciones del Diputado señor Burgos (1 voto a favor, 3 en contra y 1 abstención, votando a favor el Diputado señor Burgos, en contra los Diputados señora Turres y señores Cardemil y Squella y absteniéndose el Diputado señor Calderón) y acogió la tercera (4 votos a favor y 1 absten-ción, votando a favor los Diputados señora Turres y señores Burgos, Carde-mil y Squella, absteniéndose el Diputado señor Calderón).


Acogió, asimismo, la indicación del Diputado señor Ceroni por unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil y Squella y las correcciones formuladas por los representantes del Ejecutivo, quedando el texto de este artículo como sigue:


“El Presidente de la República, los Senadores y Diputados y el Contralor General de la República estarán obligados a enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:


1) empresas proveedoras de bienes o servicios al Esta-do o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.


2) empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción. También deberán enajenar o renunciar a su participación en la propiedad de las empresas que exploten, a cualquier título, otras concesiones, cuando la participación de la autoridad sea igual o superior al 5% del capital social de la empresa que explote la concesión y sus contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento.


Por su parte, los Ministros de Estado deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de :


1) empresas proveedoras de bienes o servicios al Esta-do o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.


2) empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.


Los Subsecretarios y los Intendentes deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.


Los Superintendentes, los Intendentes de dichas Superintendencias y los Jefes de Servicios de los servicios descentralizados estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de todas aquellas entidades sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a su fiscalización.


Los Alcaldes estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad cuyo objeto tenga relación con funciones de aseo y ornato de la comuna respectiva, o exploten, a cualquier título, concesiones municipales de cualquier tipo dentro de su comuna.


De igual forma y, según corresponda, deberán enajenarse o renunciarse a las participaciones antes señaladas cuando los titula-res de éstas sean comunidades o sociedades que conformen el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de Controlador o Miembro del Controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad o por la entidad propietaria en el caso contemplado en el inciso precedente, dentro del plazo de ciento veinte días siguientes contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legal-mente le corresponda asumir en el cargo o bien, dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido por ella en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.


La autoridad que no cumpla con la obligación de enajenación o renuncia de su participación en conformidad a lo dispuesto precedentemente, será sancionada según lo dispuesto en el artículo 61 (pasó a ser 55) de esta ley.


La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.


Para los efectos de este artículo, no se considerará como intempestiva la renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición.


Se aprobó el artículo por unanimidad con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil y Squella.


Artículo 58.- (pasó a ser 54).


Este artículo, primero del capítulo 3° (pasó a ser 4°) que trata de la fiscalización y sanciones por la infracción de las disposiciones de este Título y del procedimiento de reclamación, dispone en su inciso primero que corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, velar porque las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios cumplan las normas de la presente ley.


Su inciso segundo agrega que corresponderá a la Contraloría General de la República velar porque las autoridades obligadas en este Título, den cumplimiento a sus disposiciones. En el caso de los senadores y diputados, corresponderá a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley. Por su parte, corresponderá a la Cámara de Diputados velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley, por parte del Contralor General de la República.


Ante un planteamiento del Diputado señor Burgos en cuanto a que el Contralor General debería tener facultades para fiscalizar el cumplimiento de todo lo relativo a esta ley, lo que lo llevó a presentar, conjuntamente con los Diputados señores Ceroni, Díaz y Schilling, una indicación para sustituir en el inciso segundo la expresión “Título” por “ley”, los representantes del Ejecutivo señalaron que las facultades de fiscalización de la Contraloría no se ejercían respecto de todas las materias de esta iniciativa, sino únicamente de las autoridades del Ejecutivo que se mencionan en este Título. 


Asimismo, ante otro planteamiento de los mencionados parlamentarios, para declarar investidas a las Superintendencias y a la Contraloría General de todas las facultades que les entregan las leyes para el ejercicio de las funciones de control y fiscalización que les asigna esta normativa, como también para coordinarse con el Ministerio Público y la Policía de Investigaciones a fin de compartir información, realizar peritajes y, en general, todas las medidas que les permitan ejercer en forma eficaz las funciones de control y fiscalización que les competen, los representantes del Ejecutivo sostuvieron que tanto el Ministerio Público como la Policía de Investigaciones contaban con un marco normativo de actuación que involucraba a los tribunales y a superiores jerárquicos, de tal manera que no veían qué tipo de información podrían compartir con las Superintendencias o la Contraloría sin que ello no significara la intervención los tribunales, especialmente en el caso del Ministerio Público. Recordaron, asimismo, que la declaración de patrimonio e intereses, que esta normativa resguarda con preceptos de transparencia y fiscalización, contiene la información que se requiere conocer.


El Diputado señor Cardemil, acogiendo la opinión de la Contraloría General, en el sentido de que el inciso segundo encomendaba a la Cámara de Diputados velar porque esa Contraloría General cumpliera con las disposiciones de esta normativa y, en consecuencia, dicha Corporación tendría facultades sancionatorias para ello, pero que no se veía cómo la Cámara podría sancionar al Contralor, lo que llevó a sugerir se encomendara tal función a la Corte Suprema, presentó una indicación para sustituir en el inciso segundo la expresión “Cámara de Diputados” por “Corte Suprema”.

Cerrado el debate, se rechazó la indicación de los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling por mayoría de votos (2 votos a favor y 3 en contra). Votaron a favor los Diputados señores Burgos y Cardemil. En contra lo hicieron los Diputados señora Turres y señores Calderón y Squella.


Puesto en votación el artículo, conjuntamente con la indicación del Diputado señor Cardemil, se lo aprobó por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil y Squella.


Posteriormente, como consecuencia del debate habido acerca del artículo 60 ( que pasó a ser 56), se sustituyó en el inciso segundo la expresión “Corte Suprema” por “Cámara de Diputados”, volviendo así al texto original. 


Artículo 59.- (pasó a ser 55).


Señala que para el eficaz ejercicio de las funciones de la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el mandatario designado no podrá negarse a entregar la información que estos organismos les soliciten.


Su inciso segundo agrega que en caso de incumplimiento por parte el mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal, hasta por un monto global por sociedad equivalente a trescientas unidades tributarias mensuales.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que en esta iniciativa, contrariamente a lo que sucedía en el proyecto boletín N° 5838-07, se abordaban conjuntamente la fiscalización del mandato y la obligación de enajenar, es decir, se acogía una petición formulada por la Comisión en ese entonces, en el sentido de unificar las normas de fiscalización sobre estas materias.


En cuanto a una consulta del Diputado señor Burgos acerca del monto de la multa, la que estimaba muy baja, señalaron que en comparación al proyecto anterior, se la había aumentado de cien a trescientas unidades tributarias mensuales, guardando así armonía con otras disposiciones del proyecto que establecen también multas.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo, en los mismos términos, por unanimidad, con los votos de la Diputada señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil y Squella.


Artículo 60.- (pasó a ser 56).

Señala que transcurrido el plazo indicado en el artículo 57 (pasó a ser 53) sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación de la participación de conformidad con lo dispuesto en dicho artículo, o bien, transcurridos los plazos señalados en el artículo 30 (pasó a ser 31) sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será notificada por la Contraloría General de la República de dicha circunstancia. A partir de la notificación, contará con un plazo de diez días para subsanar su situación. Expirado este plazo, la autoridad en mora será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de hasta trescientas unidades tributarias mensuales, la que se irá duplicando por cada mes que la autoridad requerida continúe en situación de incumplimiento.


Su inciso segundo agrega que la infracción a lo dispuesto en el inciso anterior podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que correspondan. En el caso del Presidente de la República y los Ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar esta situación de incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.


Su inciso tercero añade que en el caso del Contralor General de la República, será la misma Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling presentaron una indicación para suprimir la oración final del inciso primero “la que se irá duplicando por cada mes que la autoridad requerida continúe en situación de incumplimiento.”.


El Diputado señor Burgos fundamentó la indicación como una forma de guardar la debida coherencia con otra indicación que los mismos Diputados presentaron a los artículos 61 y 62 (pasaron a ser 57 y 58, respectivamente), para establecer una norma general que autoriza en caso de reincidencia en el incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de esta iniciativa, para sancionar al infractor hasta por el doble del máximo de las multas aplicables.


Los representantes del Ejecutivo recordaron que durante la discusión general, el Consejo para la Transparencia había sugerido seña-lar expresamente las sanciones que se aplicarían a quien no cumpliera con la obligación de enajenar la participación o de constituir el mandato, cuestión que no parecía necesaria efectuar por cuanto tales infracciones importan una vulneración grave al principio de probidad administrativa, la que puede ser sancionada con destitución o alguna otra medida establecida en el Estatuto Administrativo.


Los Diputados señora Turres y señor Squella presenta-ron una indicación para reemplazar en el inciso final los términos “misma Cámara de Diputados” por “Corte Suprema”, por las mismas razones señala-das respecto del artículo 58 (pasó a ser 54).


Cerrado el debate, se aprobó el artículo, conjuntamente con ambas indicaciones, por unanimidad con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil y Squella


Reabierto posteriormente el debate, se hizo presente que el inciso segundo del artículo 58 ( pasó a ser 54) entregaba a la Corte Suprema la función de velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley por parte de la Contraloría General y el inciso tercero de este artículo en análisis, conforme a la indicación aprobada, encomendaba a la misma Corte verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley por parte del órgano contralor. Nada se decía acerca de quien aplicaría las sanciones en caso de incumplimiento, por lo que debería entenderse que ello correspondería al mismo organismo encargado de velar y verificar por tal cumplimiento, es decir, la misma Corte Suprema. Si ello fuera así se crearía una situación anómala, por cuanto de acuerdo al artículo 63 (pasó a ser 59), las reclamaciones en contra de las sanciones deben ser resueltas por la Corte de Apelaciones de Santiago, en otras palabras, la sanción la aplicaría el superior y el pronunciamiento sobre ellas correspondería al inferior.


Además dentro de este mismo procedimiento sancionatorio, se establecía en el inciso segundo de este mismo artículo, que la Contraloría ordenaría la instrucción de los correspondientes sumarios, pero en el caso del Presidente de la República y de los ministros de Estado no ordenaría sumarios sino que pondría la situación de incumplimiento en conocimiento de la Cámara de Diputados “ para los fines que fueran pertinentes”. Tales fines podrían dar pie, incluso, a una acusación constitucional por infringir las leyes. Contrariamente, la Corte Suprema no tendría esta facultad respecto de la Contraloría, debiendo limitarse a la imposición de sanciones.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que lo señalado en el proyecto no obstaba a que la Cámara de Diputados acusara constitucionalmente al Contralor si no cumplía con las obligaciones de declarar intereses y patrimonio o de enajenar que le imponía este proyecto, como asimismo que a la Corte Suprema correspondía velar y verificar dicho cumplimiento, no extendiéndose a la obligación de la misma Contraloría de fiscalizar a los demás obligados por las disposiciones de esta iniciativa.


Finalmente, recordaron que esta función se había asignado originalmente a la Cámara de Diputados y sólo en virtud de una indicación parlamentaria, a sugerencia de la misma Contraloría, se había entrega-do a la Corte Suprema.


Por último, el Diputado señor Díaz presentó una indicación para sustituir en este artículo y en el 58 ( pasó a ser 54), la expresión “Corte Suprema” por “ Cámara de Diputados”, la que se aprobó por mayoría de votos ( 4 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención). Votaron a favor los Diputados señores Díaz, Harboe, Squella y Walker, en contra lo hiso el Diputado señor Cardemil y se abstuvo el Diputado señor Burgos.

Artículo 61.- (pasó a ser 57).

Dispone que la vulneración por el mandante de la obligación contenida en el artículo 37 de esta ley, será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. En caso de reincidencia, el monto de la multa aplicable al mandante se elevará al doble.


Su inciso segundo agrega que adicionalmente, la infracción referida precedentemente, podrá ser considerada además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, para lo cual se procederá conforme a lo establecido en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo anterior, según corresponda.


Su inciso tercero señala que por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 42, 45 y 49 (pasaron a ser 41, 43 y 47, respectivamente) de esta ley, serán sancionadas con multa, a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario. En caso de reincidencia, el monto de la multa se elevará al doble y se aplicará al mandatario, además, la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario en este tipo de contratos.


Los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling presentaron una indicación para suprimir en el inciso primero y en el inciso tercero todo lo que sigue después del punto seguido y que figura destacado, respectivamente.


La indicación fundada en la misma argumentación dada respecto del artículo anterior, se aprobó, conjuntamente con el artículo, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y seño-res Burgos, Calderón, Cardemil y Squella.


Artículo 62.- (pasó a ser 58).


Dispone que las multas que esta ley establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario, serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores, gerentes, dependientes o inspectores de cuentas o liquidadores.


Su inciso segundo añade que los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.


Su inciso tercero indica que, por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997.


Su inciso cuarto agrega que las sanciones establecidas en esta ley para las autoridades señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.


Su inciso quinto establece que en todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


Los Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Schilling presentaron una indicación para intercalar en este artículo el siguiente inciso cuarto, pasando el actual a ser quinto:


“En caso de reincidencia en el cumplimiento de cualquiera de las normas de esta ley, el infractor podrá ser sancionado hasta por el doble del máximo de las multas aplicables. Se considerará reincidencia una nueva infracción a cualquiera de las disposiciones de esta ley. En caso que sea el mandatario el que reincida, se aplicará la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario respecto de los contratos regidos por esta ley.”.


La indicación, ya anunciada y fundada al tratar el artículo 60 (pasó a ser 56), fue acogida por los representantes del Ejecutivo quienes consideraron que abarcaba hipótesis no contempladas en el proyecto, incluida la cancelación de la inscripción para actuar como mandatario, con lo cual resultaba ser más rigurosa que la propuesta original.


Cerrado el debate, se aprobó la indicación conjuntamente con el artículo, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil y Squella.


Artículo 63.- (pasó a ser 59).


Dispone que las sanciones contempladas en este párrafo serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.


Su inciso segundo agrega que la reclamación deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y acompañar los documentos o antecedentes probatorios en que se base. La Corte de Apelaciones resolverá en cuenta, previo informe del afectado, dentro de los seis días hábiles siguientes de recibidos por la secretaría del tribunal los antecedentes o aquellos otros que mande agregar de oficio. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno. 

Los representantes del Ejecutivo, teniendo en considera-ción las observaciones efectuadas a este artículo por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en el sentido de que el procedimiento de reclamación que se establece por esta norma, no es aplicable a las sanciones que imponga la Superintendencia a los bancos mandatarios, el que se regirá por los artículos 22 y 23 de la Ley General de Bancos, propusieron un texto sustitutivo que, además, se ciñe a lo aprobado al respecto en el artículo 14 de esta iniciativa, en lo que se refiere al procedimiento de reclamo por la sanción a las infracciones de las normas que regulan la declaración de intereses y patrimonio.


El nuevo texto es el siguiente:


“Las sanciones contempladas en este párrafo, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.


La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.


En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley.”.


Cerrado el debate, se aprobó el nuevo texto, en los mis-mos términos, por mayoría de votos ( 8 votos a favor y 1 abstención). Votaron a favor los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Eluchans, Schilling y Squella. Se abstuvo el Diputado señor Rincón.


Artículo 64.- (pasó a ser 59).


Modifica el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, disposición que en su inciso primero y en lo que interesa a este informe, se-ñala lo siguiente:


“Las personas naturales o jurídicas que estén obligadas a retener el impuesto, deberán presentar al Servicio o a la oficina que éste designe, antes del 15 de marzo de cada año, un informe en que expresen con detalle los nombres y direcciones de las personas a las cuales hayan efectuado durante el año anterior el pago que motivó la obligación de retener, así como el monto de la suma pagada y de la cantidad retenida en la forma y cumpliendo las especificaciones que indique la Dirección. No obstante, la Dirección podrá liberar del referido informe a determinadas personas o grupos de personas o respecto de un determinado tributo sujeto a retención.”.


La modificación agrega un inciso final a este artículo del siguiente tenor:


“Del mismo modo le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado antes del 15 de marzo de cada año y deberá cumplir con las exigencias que al efecto establezca el Servicio de Impuestos Internos.”.


Los representantes del Ejecutivo propusieron un texto sustitutivo para este artículo con la siguiente redacción, la que fue recogida por el Ejecutivo mediante la correspondiente indicación:


“Del mismo modo le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”.


Explicaron esta modificación como una consecuencia de lo resuelto acerca del artículo 46 (pasó a ser 44), es decir, considerar la si-tuación del mandante respecto del patrimonio que administra el mandatario, de acuerdo a la forma de tributación general que correspondería al primero en forma previa a la constitución del mandato. De aquí, entonces, que el pa-trimonio dado en administración no se considere separadamente del que conserva el mandante y, por lo mismo, corresponderá al mandatario efectuar las correspondientes retenciones de impuestos por los pagos que haga al mandante.


Cerrado el debate, se aprobó la nueva propuesta por unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans y Squella.

Artículo 65.- pasó a ser 61).


Introduce cinco modificaciones en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central.


a.- Por la primera reemplaza el inciso final del artículo 14 por los tres siguientes:


“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus car-gos, deberán declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio del Banco, la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. La declaración jurada debe-rá efectuarse en los términos antedichos, con las mismas formalidades, al momento de dejar el cargo.


Asimismo, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, la exigencia de efectuar la declaración jura-da de intereses y patrimonio a que se refieren los artículos 5°, 7° y 8° de la Ley sobre Probidad Pública, sirviendo como ministro de fe y depositario el Vicepresidente del Banco, quien dará copia a quien lo solicite, a costa del peticionario. 


La declaración de intereses y patrimonio antedicha, deberá efectuarse dentro de los sesenta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo. Además deberá actualizarse cada cuatro años o transcurridos sesenta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, la misma actualización deberá efectuarse dentro de los sesenta días siguientes de concluir sus funciones el declarante.”.


b) Por la segunda intercala el siguiente artículo 14 bis, pasando el actual a ser 14 ter:


“Artículo 14 bis.- Si el declarante no efectúa de manera oportuna o no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo.


Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al Consejero afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, 
dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes contados desde la última diligencia.


No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que imponga la multa, para efectuar la declaración omitida. Si así lo hiciere la multa se rebajará a la mitad.


En todo caso, el Consejero afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69.


La omisión inexcusable o la inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


c) Por la tercera incorpora en el Párrafo I del Título II, el siguiente artículo 14 quáter:


“Artículo 14 quáter.- Los miembros del Consejo, cuyo patrimonio esté conformado por bonos u otro tipo de inversión en títulos de renta fija emitidos por empresas bancarias; así como por acciones o cual-quiera de las inversiones mencionadas en otra institución sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, deberán dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que asuman legalmente sus funciones, constituir por escritura pública otorgada en una notaría del domicilio del Banco, el mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores a que se refiere la ley que establece la obligación de ciertas autoridades públicas de constituir el referido mandato especial. Se entenderán excluidos de esta obligación únicamente los bienes, derechos e inversiones que exceptúe la referida ley. 


Una copia de dicha escritura pública deberá publicarse por una sola vez en el mismo sitio electrónico institucional en que el Banco da cumplimiento a las disposiciones del artículo 65 bis de esta ley, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de otorgamiento de la mencionada escritura pública de constitución del Mandato. En el mismo plazo, y para efectos de su custodia y fines de información general, el Consejero respectivo deberá remitir copia autorizada de la escritura pública de constitución del referido mandato, al ministro de fe del Banco. 


El consejero que con posterioridad a la constitución del mandato a que se refiere esta disposición, adquiera cualquier activo de los señalados en el inciso primero, deberá ampliar dicho mandato o constituir uno nuevo, dentro del plazo de treinta días desde que se produzca el hecho, debiendo observar las mismas formalidades descritas en los incisos precedentes.


Sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 14 de esta ley, y dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de asunción en el cargo, los miembros del Consejo estarán obligados a enajenar o renunciar a la totalidad de la participación que posean en la propiedad de empresas proveedoras de bienes y servicios al Banco, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre que la participación del consejero exceda el 5% del capital de dicha empresa; como también en entidades que se encuentren sujetas a la exigencia de autorización, licencia, permiso o informe previo del Banco, que incida en el desarrollo de su objeto estatutario. En todo caso, el producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar.


De igual forma, deberá enajenarse la participación en los valores antes señalados que pertenezcan a sociedades o entidades que conformen el Grupo Empresarial en que el consejero tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


Si por cualquier causa algún miembro del Consejo adquiriere una participación en alguna de las empresas a que se refieren los incisos anteriores, estarán obligados a enajenarla en el plazo de treinta días desde que se verifique el hecho.”.


d) Por la cuarta agrega al final del inciso segundo del artículo 15, a continuación del punto seguido que se suprime, la siguiente oración:

“o, que incumplan la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores o de enajenación de acciones o renuncia de participación social prevista en el artículo 14 quáter.”.


e) Por la quinta agrega el siguiente artículo 10 transitorio:


“ Artículo 10.- Los Consejeros en actual ejercicio deberán dar cumplimiento a las obligaciones a que se refiere el artículo 14 quáter, dentro del mismo plazo previsto para las demás autoridades sujetas a las disposiciones de la ley que establece la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores y de enajenación de activos.”.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que con esta disposición se pretendía actualizar las normas sobre declaración de intereses y patrimonio contenidas en la ley orgánica del Banco Central, pero que en razón de las modificaciones que se habían efectuado al proyecto en el transcurso del debate, se hacía necesario, a fin de guardar coherencia con lo ya aprobado, efectuar algunas rectificaciones tales como disminución de plazos, obligación de protocolizar las declaraciones y publicarlas en el sitio electrónico de la institución.


Asimismo, ante una observación del Diputado señor Burgos, señalaron que la obligación de declarar patrimonio e intereses no afectaría únicamente a los consejeros sino también a los empleados superiores de la Institución, como también que la misma ley orgánica del Banco contemplaba disposiciones que impedían al consejero intervenir y votar en acuerdos en que tuviera algún interés de carácter patrimonial, o, en el caso de afectarle alguna inhabilidad de las que señala el artículo 13, no sería considerado para los efectos de determinar el quórum respectivo.


De acuerdo a lo anterior, propusieron una nueva pro-puesta para este artículo del siguiente tenor (las diferencias con el texto original figuran destacadas):


“Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840:


a).- Reemplázase el inciso final del artículo 14, por los siguientes incisos:


“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio del Banco, la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. La declaración jurada deberá efectuarse en los términos antedichos, con las mismas formalidades, al momento de dejar el cargo.


Asimismo, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, la exigencia de efectuar la declaración jura-da de intereses y patrimonio a que se refieren los artículos 5°, 7° y 8° de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Intereses, otorgada y protocolizada ante notario, ciñéndose para ello a los requisitos y formalidades aplicables a las demás autoridades sujetas a dicha obligación. Una copia de la respectiva declaración debe-rá ser publicada en el sitio electrónico del Banco. Dicha exigencia será también aplicable, en los mismos términos mencionados, a las personas que desempeñen los cargos de Fiscal, Revisor General y a todas aquellas otras que de conformidad con el Reglamento del Personal del Banco, tengan el carácter de empleados superiores de la institución, como asimismo, a quien ejerza la función de ministro de fe en las actuaciones del Consejo y del Banco.


La declaración de intereses y patrimonio antedicha, deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo. Además, deberá actualizarse cada cuatro años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, la misma actualización deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante.”.


b) Intercálase el siguiente artículo 14 bis, pasando el actual a ser 14 ter:


“Artículo 14 bis.- Si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera incompleta o no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, será apercibido para que la realice o complemente dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al declarante afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes contados desde la última diligencia.


(Suprime inciso tercero)


En todo caso, el declarante afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69.


La omisión inexcusable o la inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará, tratándose de los consejeros, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar. En el caso de los demás declarantes, el Consejo adoptará las sanciones y demás medidas que correspondan.”.


c) Incorpórase en el Párrafo I del Título II, el siguiente artículo 14 quáter, nuevo:


“Artículo 14 quáter.- Los miembros del Consejo, cuyo patrimonio esté conformado por bonos u otro tipo de inversión en títulos de renta fija emitidos por empresas bancarias; así como por acciones o cual-quiera de las inversiones mencionadas en otra institución sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, deberán dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que asuman legalmente sus funciones, constituir por escritura pública, el mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores a que se refiere la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Intereses.


Una copia de dicha escritura pública deberá publicarse por una sola vez en el mismo sitio electrónico institucional en que el Banco da cumplimiento a las disposiciones del artículo 65 bis de esta ley, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de otorgamiento de la mencionada escritura pública de constitución del Mandato. En el mismo plazo, y para efectos de su custodia y fines de información general, el consejero respectivo deberá remitir copia autorizada de la escritura pública de constitución del referido mandato, al ministro de fe del Banco. El consejero sujeto a los requisitos aplicables a las demás autoridades, podrá igualmente modificar las instrucciones generales del mandato para lo cual deberá dar cumplimiento a las formalidades indicadas precedentemente.


El consejero que con posterioridad a la constitución del mandato a que se refiere esta disposición, adquiera cualquier activo de los señalados en el inciso primero, deberá ampliar dicho mandato o constituir uno nuevo, dentro del plazo de treinta días desde que se produzca el hecho, debiendo observar las mismas formalidades descritas en los incisos precedentes.


Sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 14 de esta ley, y dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de asunción en el cargo, los miembros del Consejo estarán obligados a enajenar o renunciar a la totalidad de la participación que posean en la propiedad de empresas proveedoras de bienes y servicios al Banco, cuyos contratos vigentes en un período anual superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre que la participación del consejero exceda el 5% del capital de dicha empresa; como también en entidades que se encuentren sujetas a la exigencia de autorización, licencia, permiso o informe previo del Banco, que incida en el desarrollo de su objeto estatutario. En todo caso, el producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar.


De igual forma, deberá enajenarse la participación en los valores antes señalados que pertenezcan a sociedades o entidades que conformen el Grupo Empresarial en que el consejero tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


Si por cualquier causa algún miembro del Consejo adquiriere una participación en alguna de las empresas a que se refieren los incisos anteriores, estarán obligados a enajenarla en el plazo de treinta días desde que se verifique el hecho.”.


d) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15 por el siguiente:


Igual acusación podrá ser deducida contra los miembros del Consejo que omitan inexcusablemente o incluyan a sabiendas información inexacta en la declaración de incompatibilidades o, de intereses y patrimonio, a que se refiere el artículo 14; o que incumplan la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores o de enajenación de acciones o renuncia de participación social prevista en el artículo 14 quáter.”.


e) Derógase la letra b) del artículo 23, pasando la letra c) a ser b).


f) Agrégase el siguiente artículo 10 transitorio, nuevo:


“Artículo 10.- Los consejeros en actual ejercicio deberán dar cumplimiento a las obligaciones a que se refiere el artículo 14 quáter, dentro del mismo plazo previsto para las demás autoridades sujetas a las disposiciones de la ley que establece la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores y de enajenación de activos.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron las modificaciones a este artículo, señalando que se ampliaban los sujetos obligados a efectuar la declaración de intereses y patrimonio, incluyéndose ahora a quienes desempeñen los cargos de fiscal, revisor general y todas aquellas otras autoridades que conforme al Reglamento del Personal del Banco, tengan el carácter de empleados superiores de la Institución, como también quien ejerza las funciones de ministro de fe en las actuaciones del Consejo y del Banco. Ante una consulta, señalaron que de acuerdo al citado Reglamento de Personal, el gerente general está incluido dentro de los empleados superiores, por lo que, en consecuencia, está asimismo afecto a la obligación de declarar intereses y patrimonio.


El Diputado señor Schilling presentó una indicación para suprimir en el inciso primero del artículo 14, (no comprendido en el texto original) todo lo que sigue a continuación del punto seguido, el que pasa a ser final.


Dicho inciso señala lo siguiente:


“La calidad de consejero será incompatible con todo cargo o servicio, sea o no remunerado, que se preste en el sector privado. No obstante, los consejeros podrán desempeñar funciones en corporaciones o fundaciones, públicas o privadas, que no persigan fines de lucro, siempre que por ellas no perciban remuneración.”.


El Diputado señor Burgos apoyó la indicación por cuanto, a su juicio, no parecía conveniente que los consejeros desempeñaran funciones en corporaciones o fundaciones que, aunque no tuvieran fines de lucro, podrían estar vinculadas a instituciones bancarias relacionadas con el Banco Central.


El Diputado señor Cristián Monckeberg, aunque de acuerdo en principio con la indicación, consideró muy amplia la prohibición que se imponía, la que, a su parecer, debería limitarse únicamente a las entidades que tuvieran vinculaciones con el Banco Central, opinión que compartió el Diputado señor Squella, quien se mostró partidario de emplear algún término de alcances más restrictivos que la expresión “vinculaciones” propuesta por el Diputado señor Cristián Monckeberg.

El Diputado señor Díaz sostuvo, en apoyo de la indicación, que parecía plenamente razonable que los consejeros del Banco Central, en razón de las funciones que desarrollan, observaran un deber de abstención de carácter general, opinión con la que discrepó el Diputado señor Eluchans quien, aún cuando admitió que parecía poco aceptable que el consejero formara, por ejemplo, parte de una fundación que tuviera vinculaciones con un banco o una institución financiera y tuviera alguna deuda con ellos, nunca podría influir para que el pago de la deuda se realizara en forma diferente a la pactada o la que establece la ley.


Cerrado el debate, y votada separadamente la indicación, se la aprobó por mayoría de votos (5 votos a favor, 3 en contra y 1 abstención). Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Calderón, Ceroni, Díaz y Cristián Monckeberg. En contra lo hicieron los Diputados señores Cardemil, Eluchans y Squella. Se abstuvo la Diputada señora Turres.


Puesto en votación el artículo, se lo aprobó por unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calde-rón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo 66.- (pasó a ser 62).


Deroga las siguientes disposiciones, todas ellas relacionadas con la obligación de efectuar la declaración de intereses y patrimonio de los funcionarios de las instituciones que se señalan:


1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65,66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.


4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto re-fundido, coordinado y sistematizado de la ley 
N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.


5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2005.


7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.


8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribuna-les Electorales Regionales.


No se produjo debate, aprobándoselo por unanimidad, en los mismos términos, con los votos de los Diputados señora Turres y se-ñores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Schilling y Squella.


Artículo primero transitorio.


Dispone que dentro del plazo de noventa días contados desde su publicación, deberá dictarse el reglamento de la presente ley.


Su inciso segundo agrega que esta ley comenzará a regir tres meses después de dictado el reglamento.


Artículo segundo transitorio.


Señala que las autoridades obligadas en virtud de esta ley deberán adecuar su situación a lo que ésta establece, dentro del plazo de cuatro meses desde su entrada en vigencia.


Se acordó analizar ambas normas en forma conjunta, dada la relación existente entre ellas.


Los representantes del Ejecutivo precisaron, ante una observación que en su oportunidad hiciera el Contralor General, que en momento alguno dejaría de regir la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado sin que estuviera vigente la nueva ley, de tal manera que las normas sobre probidad siempre serán aplicables a las autoridades, ya sean las antiguas que por este proyecto se derogan, o las que se proponen.


El Diputado señor Harboe señaló que el plazo de cuatro meses que otorgaba el artículo segundo para que las autoridades obligadas adecuaran su situación a la nueva normativa, parecía excesivo, por cuanto si de acuerdo al artículo primero, el reglamento deberá dictarse dentro de tres meses y cuatro meses después de su dictación, entrará a regir la ley, quiere decir que la autoridad conocerá con siete meses de anticipación la normativa por la que deberá regirse. Al respecto quería conocer las razones del plazo fijado para la entrada en vigencia de la ley.


Los representantes del Ejecutivo sostuvieron que los plazos que se proponían eran los necesarios porque el reglamento deberá especificar algunas cuestiones relevantes en materia de mandato y enajenación y ese término, permitirá a los afectados adecuarse a esas especificaciones reglamentarias que no figurarán en la ley.


El Diputado señor Harboe presentó una indicación para reducir en el inciso segundo el plazo de cuatro meses a tres.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo primero en los mismos términos y el segundo, con la indicación del Diputado señor Harboe, ambos por unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.


Artículo transitorio nuevo (pasó a ser tercero).


El Ejecutivo presentó una indicación para agregar el siguiente artículo transitorio:


“Desde la entrada en vigencia de esta ley, la referencia efectuada en otras normas a la obligación de presentar una declaración de intereses y una declaración de patrimonio, se entenderá hecha a la presente ley.”.


No se produjo, aprobándosela en los mismos términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.

-o-
VII. INFORME DE LA CORTE SUPREMA


La Excma. Corte Suprema mediante oficio N° 95, de 8 de junio de 2011 emite informe acerca de los artículos 14, 17, 38 (suprimido), 62 (pasó a ser 58), 63 (pasó a ser 59) y 66 
N° 3 (pasó a ser 62 N° 3).


1.- a) Respecto del artículo 14, el que da competencia a la Corte de Apelaciones respectiva para conocer de las sanciones ( multa y suspensión) aplicables a las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado por las infracciones relacionadas con la declaración de intereses y patrimonio, b) el artículo 62 (pasó a ser 58), que señala que las multas que esta ley impone a las personas que se desempeñan como mandatarios, se aplicarán por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, según corresponda, de acuerdo a los procedimientos descritos en la Ley de Bancos o en el decreto ley N° 3538, respectivamente, el primero de los cuales contempla una reclamación ante la Corte de Apelaciones respectiva, y el segundo ante el juez de letras en lo civil que corresponda, y c) el artículo 63 (pasó a ser 59) que da competencia a la Corte de Apelaciones de Santiago para conocer de las sanciones por las infracciones a la obligación de constituir un mandato de administración discrecional de cartera o de enajenar o renunciar a la propiedad o su participación en la pro-piedad de determinadas empresas, señala:


En primer lugar, ser partidaria de que se entregue tal conocimiento en primera instancia a un juez de letras en lo civil; de no existir acuerdo para lo anterior, cree que debiera uniformarse el procedimiento por cuanto, refiriéndose al caso de los artículos 14 y 63, indica que el primero señala que la Corte resolverá una vez oídos los alegatos de las partes, y el segundo que conocerá en cuenta. Al respecto, declara ser favorable al conocimiento en cuenta, salvo que alguna de las partes solicite alegatos.


En segundo lugar, reitera lo ya señalado en otras oportunidades, en cuanto a instituir en nuestro ordenamiento los tribunales contencioso-administrativos, dada la proliferación inorgánica distribuida en diversos cuerpos legales de procedimientos sobre materias de esta naturaleza.


2..- En lo que se refiere al artículo 38, que la Comisión acordó suprimir, que se refiere a las personas a quienes debe practicarse las notificaciones de determinadas acciones judiciales que se ejerzan en relación a la parte del patrimonio constituido en mandato general, señala pronunciarse favorablemente.


3.- Respecto de las disposiciones contenidas en los artículos 17, que unifica la normativa aplicable a la declaración de intereses y patrimonio de los miembros del escalafón primario y de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, y 66 N° 3 ( pasó a ser 62N° 3), que deroga los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales, disposiciones que concretan actualmente esa obligación, estima que no existen razones justificadas para sustraer la regulación de tal obligación del Código citado, toda vez que éste es el cuerpo normativo encargado de regular todas aquellas cuestiones relacionadas con la organización y atribuciones de los tribunales y los deberes y obligaciones de los funcionarios que ellos trabajan.

-o-

Por las razones señaladas y por las que indicará oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE LEY DE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y DE
PREVENCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS:

TÍTULO I

NORMAS GENERALES.


Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención de conflictos de interés.


Para el debido cumplimiento del principio de probidad, el Presidente de la República, los ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que determine esta ley, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que se señalan.


Así también, esta ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública y establecerá en qué situaciones calificadas, se deberá proceder a la enajenación de todo o parte de esos bienes.


Artículo 2°.- Las autoridades, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración del Estado, deberán dar estricto cumplimiento al principio de probidad en la función pública.


El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.


Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones que determine esta ley.


Artículo 3°.- Todo funcionario público deberá actuar en el ejercicio de su función en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con eficiencia, eficacia e imparcialidad. Asimismo, deberá siempre velar por la continuidad del servicio público que preste y desempeñar personalmente su cargo.


Cualquiera persona podrá acceder libremente a desempeñar una función pública, cumpliendo con los requisitos que la Constitución y las leyes establecen.

TÍTULO II

DE LA DECLARACIÓN DE INTERESES Y PATRIMONIO

Párrafo 1°

Del contenido de la declaración de intereses y patrimonio


Artículo 4°.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, el Contralor General de la República, los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Consejo Nacional de Televisión, los integrantes de los Paneles de Expertos creados en la ley N° 19.940 y en la ley N° 20.378, los integrantes del Panel Técnico creado por la ley N° 20.410, los defensores locales, los alcaldes, concejales y consejeros regionales deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio.


Igual obligación recaerá sobre las demás autoridades y funcionarios directivos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente en grado, y también sobre los funcionarios de la planta de fiscalizadores, en este último caso independientemente de su grado.



Deberán también efectuar una declaración de intereses y patrimonio aquellas personas que la ley califique como agentes públicos y aquellas contratadas sobre la base de honorarios para prestar servicios de asesoría a la Presidencia, a los ministros y a los subsecretarios, cuando reciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio anual de la recibida por un funcionario que se desempeñe en el nivel de jefe de división, incluidas las asignaciones que correspondan. Mediante resolución del jefe superior del servicio respectivo, se individualizarán los asesores que se encuentren en esta calidad.


Asimismo, deberán efectuar dicha declaración los directores que representen al Estado en las empresas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y, en general, todos aquellos directores o miembros del consejo superior o consejo de administración de las empresas estatales.


La Contraloría General de la República podrá exigir, por orden singular, a cualquier funcionario, que efectúe una declaración de intereses y patrimonio en los términos de esta ley, cuando así sea necesario en el contexto de una auditoría o investigación administrativa que esté llevando a cabo. En tal caso, el funcionario deberá efectuar su declaración dentro de los treinta días siguientes al requerimiento del órgano contralor.


Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio será pública y deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de asunción del cargo.


Además deberá actualizarse cada dos años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla.


La declaración de intereses y patrimonio actualizada o modificada, deberá mantener la información incluida en la anterior y contener los hechos que motivaron su actualización.


Un reglamento establecerá los requisitos y forma de la declaración de intereses y patrimonio, su actualización y modificaciones, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de esta ley.


Para estos efectos, se entenderá por hecho relevante toda modificación significativa en la conformación y valor del patrimonio efectivo del funcionario o autoridad declarante, mediante la cual se adquieran activos o se contraten pasivos, equivalentes a un 20% o más del patrimonio anteriormente declarado. Tendrá también el carácter de hecho relevante, la adquisición de toda nueva participación societaria, el nombra-miento como director de una sociedad, corporación o fundación, y la celebración de contratos con el Estado o sus organismos.


Artículo 6°.- La declaración de intereses y patrimonio y sus actualizaciones, se publicarán en el sitio electrónico que para tal fin señale la Contraloría General de la República, al cual se accederá desde su propio sitio, el que deberá permitir un acceso expedito y brindar las condiciones de seguridad e integridad de los datos ingresados.


La declaración y sus modificaciones revestirán, para todos los efectos legales, la calidad de declaraciones juradas.


Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge del declarante, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.


Artículo 8°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante que se señalan a continuación:


a.- Actividades profesionales y económicas sean éstas remuneradas, no remuneradas, gremiales o de beneficencia, en que participe la autoridad o el funcionario.


En todo caso, la declaración deberá incluir las actividades señaladas precedentemente, realizadas durante los doce meses anteriores a la fecha de asunción en el cargo.


b.- Bienes inmuebles situados en el país con indicación de su avalúo fiscal y su fecha de adquisición, indicando asimismo las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. También deberán incluirse los bienes inmuebles ubicados en el extranjero, caso en el cual deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones. Asimismo, se deberán incluir aquellos que se tengan en calidad de usufructuario, indicándose los datos necesarios para su debida valorización y singularización.


c.- Vehículos motorizados, con indicación de su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves indicando su tasación y los datos para su debida singularización. El reglamento determinará qué otros bienes muebles, sujetos a registro, deberán incluirse en la declaración, e indicará los datos necesarios para su debida singularización.


d.- Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga la autoridad o funcionario declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile, con indicación del nombre o razón social, giro registrado ante el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización, incluyéndose en cuanto resulten aplicables, las mismas menciones recién indicadas más las adicionales necesarias para su acertada identificación y valorización. Asimismo, cuando dichas acciones o derechos no se transen en el mercado y el valor de éstos estuviera determinado por el valor de sus activos subyacentes, deberán aplicarse las reglas contenidas en cada una de las letras de este artículo a fin de efectuar su valorización. En el caso que los activos subyacentes no tuvieren reglas especiales de valorización de acuerdo a este artículo, el declarante deberá indicar el valor de mercado de dichos activos, a fin de determinar el valor de los derechos o acciones de las sociedades extranjeras respecto de los cuales subyacen los activos respectivos.


e.- Valores, excluyendo aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.


f.- Cuando los derechos o acciones de que sea titular la autoridad o funcionario declarante – conforme a lo que se señala en las letras d. y e. precedentes .- le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella, en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, y los derechos, acciones y valores a que se refieren las letras b., d. y e. anteriores y que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente, según corresponda.


g. Si en las comunidades, sociedades o empresas a que se refiere la letra f. precedente, la autoridad o funcionario tiene la calidad de controlador o influye decisivamente en su administración o gestión, según la ya referida definición de la Ley de Mercado de Valores, también deberán incluirse en la respectiva declaración los bienes a que se refieren las letras b., d. y e. que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas.


Asimismo, se deberán declarar los bienes señalados en las letras b., d. y e. anteriores de todas las comunidades, sociedades o empresas que son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por las comunidades, sociedades o empresas que, a su vez, son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por la autoridad o funcionario declarante.


h. Cuando los hijos menores del declarante, sujetos a su patria potestad, participen en conjunto con éste en las comunidades, empresas o sociedades referidas precedentemente, deberán también declararse los bienes que les pertenezcan en ellas, de los señalados en los literales d., e.,f. y g.. 


i. Contratos de mandato de administración de activos, con indicación de los siguientes antecedentes: individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de el o los contratos, según corresponda; notaría pública o consulado de Chile en el que fueron otorgados, según corresponda; indicando, por medio de una certificación del mandatario, el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada. Adicionalmente, se deberá adjuntar al formulario la copia autorizada del instrumento mediante el cual se constituyó el mandato de administración de activos.


j. La declaración contendrá también una enunciación de los créditos provenientes de operaciones de crédito de dinero y demás obligaciones de dinero que adeude el solicitante a cualquier empresa bancaria, institución financiera o crediticia, siempre que el conjunto de dichas obligaciones sea superior al valor de trescientas unidades tributarias mensuales, con prescindencia de la calidad jurídica en que éstas hayan sido contraídas por el declarante.


En este caso, se deberá individualizar la persona acreedora y la fecha de constitución y vencimiento de la respectiva obligación, como también, su naturaleza y el carácter en que ella haya sido asumida por el declarante.


La autoridad o funcionario obligado a efectuar su declaración de intereses y patrimonio, podrá declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de interés, distinta a la que se detalla en este artículo.

Párrafo 2°

De las responsabilidades y sanciones asociadas a las infracciones relativas a la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado.


Artículo 9°.- El jefe superior del servicio o quien haga sus veces y los intendentes, tendrán la obligación de verificar que todos los funcionarios y autoridades efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio.



La infracción a las conductas exigibles prescritas en este párrafo hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que determine la ley. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la infracción.


Artículo 10.- Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no lo realiza dentro del plazo dispuesto para ello o lo efectúa de manera incompleta, la Contraloría General de la República podrá apercibir al infractor para que lo realice dentro del plazo de veinte días, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de veinte días para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Contraloría mediante resolución fundada, propondrá, si corresponde, al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes al apercibimiento, se aplicará además la suspensión sin goce de remuneraciones o, tratándose de la declaración por cese en el cargo, una multa de treinta a cincuenta unidades tributarias mensuales.


De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.

El monto de la multa aplicable a las autoridades o funcionarios que, habiendo sido destituidos de sus cargos, no efectuaren la declaración de intereses y patrimonio dentro de los treinta días siguientes de haber cesado en ellos, será de cuarenta y cinco unidades tributarias mensuales por cada mes de incumplimiento.


La resolución que imponga la multa y aquéllas que apliquen la suspensión, serán impugnables en la forma y plazo prescritos en el artículo 14.


Además, en los sitios electrónicos del respectivo servicio, se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas por no efectuar la correspondiente declaración.


Artículo 11.- La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 12.- La Contraloría General de la República podrá fiscalizar la integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio. Para lo anterior, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 151 de la ley N° 10.336, podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, al Conservador de Bienes Raíces y al Servicio de Registro Civil.


Ninguna de las instituciones mencionadas en el inciso anterior podrá negar la información solicitada por la Contraloría, si la tuviere, pero se extenderá a ella y a sus funcionarios el mismo deber de reserva que las respectivas leyes orgánicas contemplan para dichos organismo y sus funcionarios.


Artículo 13.- Los alcaldes y concejales que no efectúen o no actualicen sus declaraciones en la forma y plazos establecidos por esta ley y su reglamento, serán sancionados por la Contraloría General de la Re-pública conforme a lo dispuesto en los artículos 10 y 11.


La sanción que se aplique se notificará al alcalde o concejal y al secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del concejo municipal en la sesión más próxima. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N° 18.695 e incorporarse en el extracto de la misma, que debe ser difundida a la comunidad.


Artículo 14.- Las sanciones contempladas en los artículos 10, 11 y 13 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

Párrafo 3°

De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades.


Artículo 15.- Los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante un notario. Una copia de la misma deberá ser publicada en el sitio electrónico de la respectiva Corporación.


La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°.


Los diputados y senadores deberán actualizar su declaración dentro de los treinta días siguientes desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Asimismo, deberán actualizarla dentro de los treinta días siguientes a la cesación en el cargo o al término del período.


Cumplidos los plazos a que se refiere este artículo, el secretario de cada Cámara publicará en el sitio electrónico que corresponda, la individualización de los parlamentarios que no hubieren efectuado su declaración. 


Artículo 16.- Las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, conocerán y resolverán acerca de la aplicación de las sanciones a las que se refiere este artículo.


Si el parlamentario no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido por la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda, para que lo realice dentro del plazo de veinte días y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia de cualquier interesa-do. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de in-formación inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 17.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, respectivamente, deberán, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario. Una copia de la misma deberá ser publicada en el sitio electrónico del Poder Judicial.


La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°.


Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5°, la declaración deberá ser actualizada dentro de los treinta días desde que el funciona-rio fuere nombrado en su nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que lo realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de in-formación inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Las disposiciones contenidas en los incisos precedentes, serán aplicables a los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, regulados por la ley N° 20.322, que Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera.


Artículo 18.- El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Dicha declaración será otorgada y protocolizada ante notario, y se publicará en el sitio electrónico del Ministerio Público.


Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5°, la declaración deberá ser actualizada dentro de los treinta días desde que el funciona-rio fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.


Artículo 19.- Si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, la efectúan de manera incompleta o no la actualizan dentro de plazo, serán apercibidos para que la realicen dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al obligado afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de in-formación inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 20.-Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y el Ministro de Fe al que se refiere el artículo 23 de la ley N° 19.886, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que lo realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Corte Suprema o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de in-formación inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 21.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publica-da en el sitio electrónico del Tribunal Constitucional.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Constitucional en pleno. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 22.- Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 23.- Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 24.- Los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publica-da en el sitio electrónico del tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 25.- En el caso de las infracciones a que se refieren los artículos 21, 22, 23 y 24, el procedimiento aplicable se podrá iniciar de oficio por el respectivo Tribunal o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período proba-torio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 26.- En los sitios electrónicos del Poder Judicial, del Ministerio Público y de los tribunales mencionados en los artículos 20,21, 22, 23 y 24 se publicarán los nombres de las respectivas autoridades y funcionarios que hubieren sido sancionados por no efectuar la correspondiente declaración de intereses y patrimonio.

TÍTULO III

DEL MANDATO DE ADMINISTRACIÓN Y LA ENAJENACIÓN FORZOSA

CAPÍTULO 1°

GENERALIDADES


Artículo 27.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores, en adelante el “Mandato”, en los casos y en la forma que se establece en esta ley y de enajenar ciertos activos en aquellas situaciones excepcionales.


En todo lo no previsto en el presente Título, el Mandato se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil.

“CAPÍTULO 2°

DEL MANDATO DE ADMINISTRACIÓN DISCRECIONAL DE CARTERA DE VALORES

Párrafo 1°

Definición y modalidades.


Artículo 28.- El Mandato a que se refiere este Título, es un contrato en virtud del cual una autoridad, en la forma y los casos seña-lados en esta ley, y con el objeto de precaver posibles conflictos de interés, encarga a uno o más terceros autorizados, la administración discrecional de valores que integren su patrimonio, quienes se hacen cargo separadamente de éstos, por cuenta propia y riesgo del primero.


La autoridad que confiere el encargo se llama mandante, y el que lo acepta, mandatario.


Artículo 29.- El Mandato admitirá las modalidades de Mandato de Administración General de Cartera, o “Mandato General”; y la de Mandato de Administración Diversificada de Cartera, o “Mandato Diversificado”.


El Mandato General es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la administración amplia y discrecional de sus valores señalados en el artículo 30. La finalidad del Mandato General es la administración libre de una cartera de inversiones sin entregar al mandante ninguna información respecto del destino de los valores entregados en administración, ni el mandante entregar ninguna instrucción respecto del destino de sus inversiones.


Salvo las situaciones contempladas en el artículo 53, el mandante podrá instruir al mandatario la no enajenación de parte o todos los valores que se le entreguen en administración, mas no podrá disponer nuevas inversiones en aquellos valores que se deben enajenar, ni en aquéllos que deberán entregarse en mandato, conforme con lo establecido en esta ley.


El Mandato Diversificado es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la presentación de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 30. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio con el objeto de evitar que las actividades de la autoridad puedan influenciar el valor del mandato. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 33, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producido de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar o que deberán entregarse en mandato, en conformidad a las normas de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia de Valores y Seguros en conjunto con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrán dictar normas de carácter general en las que definirán y regularán otras formas de mandato de administración de cartera de terceros, que tengan por objeto precaver posibles conflictos de interés. Estos mandatos serán gestionados por cuenta y riesgo del mandante y el mandatario estará facultado para decidir su inversión, enajenación y demás actividades que correspondan, en conformidad con las disposiciones contenidas en el contrato de administración de cartera de terceros que deben suscribir ambas partes y a las disposiciones de este Título, según lo señalado en el inciso siguiente.


A los mandatos mencionados en el inciso anterior, les serán aplicables las disposiciones de este Título referidas a las prohibiciones de información relativas al mandante y las prohibiciones de recibir instrucciones relativas al mandatario, debiendo cumplir siempre con los estándares que sobre estas materias establece esta ley. Asimismo, le serán aplicables las disposiciones sobre fiscalización y procedimiento de reclamación, y las sanciones que establezcan dichos contratos deberán cumplir con los parámetros establecidos en el capítulo 4° de este Título. A estos mandatos no se les aplicarán las normas relativas a oportunidades y causales de modificación del mandato dispuestas en el Párrafo 4° de este Capítulo.


La autoridad obligada a constituir mandato podrá optar libremente por cualquiera de las modalidades referidas precedentemente.

Párrafo 2°

Objeto del mandato


Artículo 30.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los senadores, los diputados, los consejeros regionales y el Contralor General de la República deberán constituir el mandato sobre la totalidad de sus acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile y que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Asimismo, las sociedades o entidades que conforman el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador, o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045, también deberán constituir mandato respecto de los valores señalados.


Los subsecretarios, los intendentes regionales, los gobernadores y los alcaldes deberán constituirlo cuando valores de su propiedad, de aquellos señalados en el inciso anterior:


a) se vinculen con las entidades del sector privado sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control del o los organismos sujetos a su dependencia o supervigilancia; o


b) se vinculen directamente con el ámbito de sus competencias.

Párrafo 3°

Normas comunes a ambos tipos de mandato


Artículo 31.- El Presidente de la República y los senadores y diputados deberán constituir el mandato dentro del período comprendido entre su proclamación como candidatos electos y la fecha en que legal-mente les corresponda asumir el cargo. Las demás autoridades señaladas en el artículo 30 y los parlamentarios nominados en conformidad al artículo 51 de la Constitución, deberán hacerlo dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de asunción del cargo.


Asimismo, si durante el ejercicio de su cargo se genera alguno de los supuestos contemplados en el artículo anterior respecto de nuevos valores, las autoridades señaladas deberán ampliar el mandato o constituir uno nuevo en el término de treinta días.


Artículo 32.- El mandato se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este párrafo.


Artículo 33.- El mandato deberá contener, al menos, las siguientes menciones:


1) Individualización del mandante, del mandatario y de la modalidad del mandato que se constituye. Respecto del mandatario deberá identificarse su representante legal y los dueños o accionistas controlado-res, en su caso.


2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.


3) Las instrucciones generales de administración, en especial en lo referido al riesgo y diversificación de las inversiones. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en alguna empresa en particular.


4) Los activos específicos respecto de los que se auto-rice al mandatario a delegar facultades de administración, con las limitaciones establecidas en el artículo 43.


Dentro de los cinco días siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entre-gar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, la escritura pública deberá entregarse a la Cámara de Diputados, para su registro.


Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada de independencia a que se refiere el artículo 40 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. El obligado deberá también publicar en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos. 


Artículo 34.- Las autoridades obligadas a otorgar mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios. 

Párrafo 4°

Modificaciones al mandato.


Artículo 35.- Durante la vigencia del mandato, el mandante podrá introducirle modificaciones una vez al año. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República y, en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, dentro de los dos días hábiles siguientes a aquél en que se efectuó la modificación.


Las modificaciones podrán referirse únicamente a las instrucciones generales otorgadas en el acto de constitución del mandato a las que se refiere el número 3) del artículo 33 y deberán cumplir con las solemnidades señaladas en el referido artículo, en lo que fuera procedente.


Artículo 36.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior y tratándose de las instrucciones consignadas en el número 3) del artículo 33, el mandante podrá, por una sola vez en el año, instruir al mandatario la modificación de sus inversiones cuando existan manifiestos cambios en los mercados que hagan gravoso para el patrimonio del mandante mantener las instrucciones otorgadas. En este caso, el mandante deberá informar a la Superintendencia respectiva, para que ésta, dentro de los cinco días hábiles siguientes, se pronuncie sobre la procedencia de la modificación e instruya al mandatario a efectuarla.


Las modificaciones a que hace referencia este artículo deberán cumplir con las solemnidades exigidas en el artículo anterior.

Párrafo 5°

Obligaciones y prohibiciones del mandante


Artículo 37.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario destinada a instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.

Párrafo 6°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario


Artículo 38.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:


a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros;


b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile, con exclusión de los bancos extranjeros autorizados únicamente para mantener oficinas de representación o actuar como agentes de negocios de sus casas matrices, y


c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero, siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente. Dichas entidades deberán cumplir, además, con los estándares internacionales que determine el reglamento, dispuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser acreditada ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Valores y Seguros, según corresponda, las que deberán verificar tal circunstancia al momento de inscribir a la entidad en el registro respectivo. Asimismo, deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, las Superintendencias mencionadas.


Artículo 39.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Los registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.


Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción en el respectivo registro, quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley.


Adicionalmente y con el objeto de garantizar el fiel y oportuno cumplimiento de su mandato, dichos mandatarios deberán constituir una caución o garantía irrevocable y pagadera a la vista, a beneficio fiscal. Esta caución o garantía deberá constituirse al momento de celebrar el primer contrato de mandato, constará en boleta bancaria de garantía o póliza de seguro, emitida por entidades instituidas en Chile y será equivalente al 10% del valor del patrimonio que mediante dicho contrato se entregue en administración, con un tope de mil unidades tributarias mensuales.


Artículo 40.- La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual tenga o haya tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación, y a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad con la autoridad, o su cónyuge.


De manera previa o simultánea a la suscripción del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán emitir una declaración jurada por separado, indicando estar en conocimiento de lo señalado en este artículo y la ausencia de relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato.


Artículo 41.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que haya sido autorizado expresamente por la respectiva Superintendencia.


El incumplimiento de esta obligación será sancionado en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.


Artículo 42.- El Mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante, expresamente, en la escritura de constitución del mandato, conforme con lo estipulado en el número 4) del artículo 33.


El mandatario no podrá encomendar la gestión de negocios específicos a personas que tengan con el mandante algún tipo de vínculo que afecte o pueda afectar su independencia en los términos señalados en el artículo 40, siendo responsabilidad del mandatario la elección de la o las personas a quienes encargue este tipo de comisiones, las cuales deberán cumplir con todos los demás requerimientos de esta ley, en especial el estar inscritas en el Registro de Mandatarios autorizados por las Superintendencias.


Artículo 43.- El mandatario que administre un mandato general tiene prohibido divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a saber el estado de las inversiones de este último.


La violación de este deber de reserva respecto de la gestión y administración de los bienes dados en mandato general, será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.


Artículo 44.-Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al mandante la información estrictamente necesaria para que este último declare y pague los impuestos que le correspondan por las rentas provenientes de los bienes a que se refiere el artículo 30, especialmente aquella que permita al mandante determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974 y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974.


Esta información deberá entregarse en términos que no se vulnere lo establecido en los artículos 43 y 47.


Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 48, constituirán un gasto necesario para producir la renta, conforme al artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sin perjuicio de las facultades generales del Servicio de Impuestos Internos.


El Servicio de Impuestos Internos deberá dictar las circulares, resoluciones u oficios, según corresponda, para la adecuada interpretación y aplicación de este artículo.


Artículo 45.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.


En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.


Artículo 46.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una memoria escrita razonada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.


Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la memoria y la forma en que ésta deberá ser presentada.


Artículo 47.- Queda estrictamente prohibido al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, según los criterios determina-dos en el artículo 40.


El mandante no podrá exigir al mandatario que le rinda cuenta mientras el mandato se mantenga vigente.


La infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.


Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos y modificación a las instrucciones del mandato, en conformidad a esta ley


Artículo 48.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.


Artículo 49.- Los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.

Párrafo 7°

Término del mandato y restitución de los bienes al mandante


Artículo 50.- El mandato termina por las siguientes causales:


1) Por la cesación de la función pública del mandante;


2) Por la revocación expresa del mandante;


3) Por la renuncia del mandatario:


4) Por la muerte del mandante o la disolución del mandatario;


5) Por la declaración de quiebra o insolvencia del mandante;


6) Por la declaración de quiebra, liquidación forzosa o insolvencia del mandatario;


7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 40;


8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 41, 43 ó 47, y 


9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 39.


Artículo 51.- Expirado el mandato por renuncia o pérdida sobreviniente de la calidad de independiente del mandatario, este último, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante la parte del patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, tan pronto como fuere posible. 


En caso de muerte del mandante, el mandatario deberá entenderse, para los efectos del inciso anterior, con los herederos del mandante fallecido.


En el caso de disolución del mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.


En los casos de quiebra del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el síndico hasta la designación del nuevo mandatario.


En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.


La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.


Artículo 52.- Al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.

“CAPÍTULO 3°

DE LAS ENAJENACIONES A QUE OBLIGA ESTA LEY.


Artículo 53.- El Presidente de la República, los senado-res y diputados y el Contralor General de la República estarán obligados a enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:


1) empresas proveedoras de bienes o servicios al Esta-do o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.


2) empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción. También deberán enajenar o renunciar a su participación en la propiedad de las empresas que exploten, a cualquier título, otras concesiones, cuando la participación de la autoridad sea igual o superior al 5% del capital social de la empresa que explote la concesión y sus contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento.


Por su parte, los ministros de Estado deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:


1) empresas proveedoras de bienes o servicios al Esta-do o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.


2) empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.


Los subsecretarios y los intendentes deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.


Los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios de los servicios descentralizados estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de todas aquellas entidades sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a su fiscalización.


Los alcaldes estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad cuyo objeto diga relación con funciones de aseo y ornato de la comuna respectiva, o exploten, a cualquier título, concesiones municipales de cualquier tipo dentro de su comuna.


De igual forma y, según corresponda, deberán enajenarse o renunciarse a las participaciones antes señaladas cuando los titula-res de éstas sean comunidades o sociedades que conformen el grupo empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad o por la entidad propietaria en el caso contemplado en el inciso precedente, dentro del plazo de ciento veinte días siguientes contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legal-mente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido por ella en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.


La autoridad que no cumpla con la obligación de enajenación o renuncia de su participación en conformidad a lo dispuesto precedentemente, será sancionada según lo establecido en el artículo 56.


La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.


Para los efectos de este artículo, no se considerará como intempestiva la renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición.

“CAPÍTULO 4°

FISCALIZACIÓN Y SANCIONES POR LA INFRACCIÓN DE LAS DISPO-SICIONES DE ESTE TÍTULO Y PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN.


Artículo 54.- Corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, velar porque las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios cumplan las normas de esta ley.


Corresponderá a la Contraloría General de la República velar porque las autoridades obligadas en este Título, den cumplimiento a sus disposiciones. En el caso de los senadores y diputados, corresponderá a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley. Por su parte, corresponderá a la Cámara de Diputados velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley, por parte del Contralor General de la República.


Artículo 55.- Para el eficaz ejercicio de las funciones de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el mandatario designado no podrá negarse a entregar la información que estos organismos le soliciten.


En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal, hasta por un monto global por sociedad equivalente a trescientas unidades tributarias mensuales.


Artículo 56.- Transcurrido el plazo señalado en el artículo 53 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación de la participación en conformidad con lo dispuesto en dicho artículo, o bien, transcurridos los plazos señalados en el artículo 31 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será notificada por la Contraloría General de la República de dicha circunstancia. A partir de la notificación, contará con un plazo de diez días para subsanar su situación. Expirado este plazo, la autoridad en mora será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de hasta trescientas unidades tributarias mensuales.


La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan. En el caso del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar esta situación de incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.


En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Artículo 57.- La vulneración por el mandante de la obligación contenida en el artículo 37, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción.


Adicionalmente, la infracción referida, podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, para lo cual se procederá conforme a lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo anterior, según corresponda.


Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 41, 43 y 47, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.


Artículo 58.- Las multas que esta ley establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores, gerentes, dependientes o inspectores de cuentas o liquidadores.


Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.


Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997.


En caso de reincidencia en el incumplimiento de cual-quiera de las normas de esta ley, el infractor podrá ser sancionado hasta por el doble del máximo de las multas aplicables. Se considerará reincidencia una nueva infracción a cualquiera de las disposiciones de esta ley. En caso que sea el mandatario el que reincida, se aplicará la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario respecto de los contratos regidos por esta ley.


Las sanciones establecidas en esta ley para las autoridades señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.


En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


Artículo 59.- Las sanciones contempladas en este Capítulo, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.


La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.


En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley.


Artículo 60.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. “. 


Artículo 61.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840:


a) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:


1.- Suprímense en el inciso primero las expresiones que siguen al punto seguido, el que pasa a ser punto final.


2.- Sustitúyese el inciso final por los tres siguientes:


“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio del Banco, la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. La declaración jurada deberá efectuarse en los términos antedichos, con las mismas formalidades, al momento de dejar el cargo.


Asimismo, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, la exigencia de efectuar la declaración jura-da de intereses y patrimonio a que se refieren los artículos 5°, 7° y 8° de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés, otorgada y protocolizada ante notario, ciñéndose para ello a los requisitos y formalidades aplicables a las demás autoridades sujetas a dicha obligación. Una copia de la respectiva declaración deberá ser publicada en el sitio electrónico del Banco. Dicha exigencia será también aplicable, en los mismos términos mencionados, a las personas que desempeñen los cargos de Fiscal, Revisor General y a todas aquellas otras que de conformidad con el Reglamento del Personal del Banco, tengan el carácter de empleados superiores de la institución, como asimismo, a quien ejerza la función de ministro de fe en las actuaciones del Consejo y del Banco.


La declaración de intereses y patrimonio antedicha, deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo. Además, deberá actualizarse cada cuatro años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, la misma actualización deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante.”.


b) Intercálase el siguiente artículo 14 bis, pasando el actual a ser 14 ter:


“Artículo 14 bis.- Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice o complemente dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al declarante afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes contados desde la última diligencia.


En todo caso, el declarante afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69.


La omisión inexcusable o la inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará, tratándose de los consejeros, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar. En el caso de los demás declarantes, el Consejo adoptará las sanciones y demás medidas que correspondan.”.


c) Incorpórase en el Párrafo I del Título II, el siguiente artículo 14 quáter, nuevo:


“Artículo 14 quáter.- Los miembros del Consejo, cuyo patrimonio esté conformado por bonos u otro tipo de inversión en títulos de renta fija emitidos por empresas bancarias; así como por acciones o cual-quiera de las inversiones mencionadas en otra institución sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, deberán dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que asuman legalmente sus funciones, constituir por escritura pública, el mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores a que se refiere la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.


Una copia de dicha escritura pública deberá publicarse por una sola vez en el mismo sitio electrónico institucional en que el Banco da cumplimiento a las disposiciones del artículo 65 bis de esta ley, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de constitución del mandato. En el mismo plazo, y para efectos de su custodia y fines de información general, el consejero respectivo deberá remitir copia autorizada de la referida escritura, al ministro de fe del Banco. El consejero sujeto a los requisitos aplicables a las demás autoridades, podrá igualmente modificar las instrucciones generales del mandato para lo cual deberá dar cumplimiento a las formalidades indicadas precedentemente.


El consejero que con posterioridad a la constitución del mandato a que se refiere esta disposición, adquiera cualquier activo de los señalados en el inciso primero, deberá ampliar dicho mandato o constituir uno nuevo, dentro del plazo de treinta días desde que se produzca el hecho, debiendo observar las mismas formalidades descritas en los incisos precedentes.


Sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 14 de esta ley, y dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de asunción en el cargo, los miembros del Consejo estarán obligados a enajenar o renunciar a la totalidad de la participación que posean en la propiedad de empresas proveedoras de bienes y servicios al Banco, cuyos contratos vigentes en un período anual superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre que la participación del consejero exceda el 5% del capital de dicha empresa; como también en entidades que se encuentren sujetas a la exigencia de autorización, licencia, permiso o informe previo del Banco, que incida en el desarrollo de su objeto estatutario. En todo caso, el producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar.


De igual forma, deberá enajenarse la participación en los valores antes señalados que pertenezcan a sociedades o entidades que conformen el grupo empresarial en que el consejero tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


Si por cualquier causa algún miembro del Consejo adquiriere una participación en alguna de las empresas a que se refieren los incisos anteriores, estarán obligados a enajenarla en el plazo de treinta días desde que se verifique el hecho.”.


d) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15 por el siguiente:


“Igual acusación podrá ser deducida contra los miembros del Consejo que omitan inexcusablemente o incluyan a sabiendas in-formación inexacta en la declaración de incompatibilidades o, de intereses y patrimonio, a que se refiere el artículo 14; o que incumplan la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores o de enajenación de acciones o renuncia de participación social prevista en el artículo 14 quáter.”.


e) Derógase la letra b) del artículo 23, pasando la letra c) a ser b).


f) Agrégase el siguiente artículo 10 transitorio:


“Artículo 10.- Los consejeros en actual ejercicio deberán dar cumplimiento a las obligaciones a que se refiere el artículo 14 quáter, dentro del mismo plazo previsto para las demás autoridades sujetas a las disposiciones de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.”.


Artículo 62.- Deróganse las siguientes disposiciones:


1) El párrafo 3° “ De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65,66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.


4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto re-fundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.


5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2005.


7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.


8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribuna-les Electorales Regionales.

“ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- El reglamento de esta ley deberá dictarse dentro del plazo de noventa días contados desde la publicación de la misma.


Esta ley comenzará a regir tres meses después de la dictación del reglamento.


Artículo segundo.- Las autoridades obligadas en virtud de esta ley, deberán adecuar su situación a lo que ésta establece, dentro del plazo de tres meses desde su entrada en vigencia.


Artículo tercero.- Desde la entrada en vigencia de esta ley, la referencia efectuada en otras normas a la obligación de presentar una declaración de intereses y una declaración de patrimonio, se entenderá hecha a esta ley.

-o-

Sala de la Comisión, a 20 de diciembre de 2011.


Acordado en sesiones de fechas 1, 7, 8, 14, 15, 21 y 22 de junio; 19 y 20 de julio; 2, 3, 16 y 31 de agosto; 6, 7 y 28 de septiembre; 5, 12 y 19 de octubre, y 2 y 9 de noviembre y 20 de diciembre del año en curso, con la asistencia de los Diputados señor Alberto Cardemil Herrera (Presidente), señora Marisol Turres Figueroa y señores Pedro Araya Guerrero, Jorge Burgos Varela, Giovanni Calderón Bassi, Guillermo Ceroni Fuentes, Aldo Cornejo González, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda, Felipe Harboe Bascuñán, Cristián Monckeberg Bruner, Ricardo Rincón González y Arturo Squella Ovalle.


En reemplazo del Diputado señor Jorge Burgos Varela asistió a una sesión el Diputado señor René Saffirio Espinoza; en reemplazo del Diputado señor Aldo Cornejo González asistieron a diversas sesiones los Diputados señores René Saffirio Espinoza, Gabriel Silber Romo y Matías Walker Prieto; en reemplazo del Diputado señor Marcelo Díaz Díaz asistió el Diputado señor Marcelo Schilling Rodríguez; en reemplazo del Diputado señor Edmundo Eluchans Urenda asistió el Diputado señor Romilio Gutiérrez Pino, y en reemplazo del Diputado señor Cristián Monckeberg Bruner asistió a una sesión el Diputado señor Nicolás Moncke-berg Díaz.

(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Abogado Secretario de la Comisión.”
5. Primer Informe de la Comisión de Familia referido a tres proyectos de ley, refundidos, que modifican el Código Civil y otras leyes, regulando el régimen patrimonial de la Sociedad Conyugal. (boletines números 5970-18, 7567-07, 7727-18).
“Honorable Cámara:

La Comisión de Familia pasa a informar, en primer trámite constitucional y reglamentario, los proyectos de ley de la referencia, con urgencia calificada de SUMA, refundidos de conformidad con el artículo 17 A de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, en consideración a que todos proponen modificar el Código Civil, en materia de régimen de sociedad conyugal; el primero, por orden de ingreso (julio de 2008), corresponde a una iniciativa de las diputadas señoras María Antonieta Saa Díaz, Alejandra Sepúlveda Orbenes, y de los diputados señores Pedro Araya Guerrero y Alfonso De Urresti Longton, y de los ex diputados señores Marco Enríquez-Ominami Gumucio, Álvaro Escobar Rufatt y Esteban Valenzuela Van Treek; el segundo, se inició en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República e ingresó en abril del año en curso, y el tercero, de iniciativa de las diputadas señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D’Albora y María Antonieta Saa Díaz, y de los diputados señores Pedro Araya Guerrero, Guillermo Ceroni Fuentes, Hugo Gutiérrez Galvez, José Miguel Ortiz Novoa, Gaspar Rivas Sánchez, René Saffirio Espinoza y Marcelo Schilling Rodríguez e ingresó en junio del año en curso.


Asistió tanto a explicar el Mensaje como al debate, la Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt Zaldívar, acompañada por la Jefa del Departamento de Reformas Legales, señora Andrea Barros Iverson.

Asimismo, concurrieron invitados por la Comisión a dar su opinión las siguientes personas e instituciones: 

- La señora Carolina Schmidt Zaldívar, Ministra del SERNAM; la señora Cecilia Pérez Jara, Subdirectora del SERNAM; la señora Andrea Barros Iverson, Jefa del Departamento de Reformas Legales del SERNAM; el señor Alejandro Fernández González, Jefe de Gabinete de la Ministra del SERNAM; la señora Carmen Domínguez Hidalgo, Profesora de Derecho Civil de la Pontificia Universidad Católica de Chile; la señora Carolina Salinas Suárez; Profesora de Derecho Civil de la Pontificia Universidad Católica de Chile; el señor Diego Correa Ramírez, Abogado; la Doctora en Derecho y Profesora de Derecho Civil de la Universidad de Chile, señora Fabiola Lathrop Gómez; el Profesor de Derecho Civil de la Universidad Católica de Valparaíso, señor José Antonio Galván Bernabeu; la Abogado, señora Mónica Jottar Nasrallah; la Abogada del Instituto Nacional de Derechos Humanos; señora Paula Salvo del Canto; el Alcalde de la Pintana, señor Jaime Pavez Moreno; el Jefe de Gabinete del Alcalde de la Pintana, señor Diego Iglesias Carranza; los Abogados del Programa “Papás a la Pinta” de la Municipalidad de La Pintana, señores Cristián Muñoz Muñoz y Sonalí Julio Bunster; los Periodistas de la Municipalidad de La Pintana, señora Silvia Aranda Martínez y Alaín Alarcón Vega.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS

1.- Idea matriz o fundamental del proyecto

Las tres iniciativas proponen modificar el régimen patrimonial de sociedad conyugal, tanto en el Código Civil como en las normas que se refieren a ella, con el propósito de establecer la igualdad entre los cónyuges, equiparar sus facultades y establecer, en consecuencia, la plena capacidad de la mujer en la administración de sus bienes.

2.- Normas de quórum especial

No existen normas con ese carácter.

3.- Trámite de hacienda

El proyecto no contiene normas que deban ser conocidas por esta Comisión

4.- Votación en general del proyecto

La Comisión, procedió a su aprobación en general, por la unanimidad de nueve de sus integrantes presentes en la votación.

5.- Artículos e indicaciones rechazadas

Artículos Rechazados

A.- Boletín N°7727-18 
“ARTÍCULO PRIMERO.- En lo que respecta a las siguientes modificaciones propuestas al Código Civil:

1.-El N°1, que propone sustituir los incisos primero y segundo del artículo 25, por los siguientes textos:

“Art. 25.- Las palabras persona, ser humano y otras semejantes que tengan un sentido general, se aplicarán siempre a individuos de la especie humana, sin distinción de sexo.

Las palabras hombre, viudo, adulto, niño y otras semejantes, se entenderán comprender en las disposiciones de las leyes al sexo masculino, a menos que, por la naturaleza de éstas o el contexto incluyan a ambos sexos.”.

2.- El N°2, que propone enmendar el artículo 44, del Código Civil, del modo que sigue:

“Reemplázanse las frases “los hombres” por “las personas” y “un buen padre de familia” por “personas diligentes que emplean ordinariamente en sus negocios propios.”.

3.- El N°3, que propone agregar el siguiente artículo 131 bis:

“Art. 131 bis.- La mujer y el marido tienen los derechos y obligaciones que la ley prevé.”.

4.-El N°4, que propone agregar en el inciso primero del artículo 134, la siguiente frase inicial:

“Cualquiera sea el régimen de bienes que exista entre los cónyuges.”

5.- El N°5, que sugiere reemplazar el artículo 135 por el siguiente:

“Art 135.- Por el hecho del matrimonio se contrae el régimen de sociedad conyugal entre los cónyuges.

Si el marido y la mujer pactaren el régimen de sociedad conyugal, se entenderá que ambos cónyuges serán coadministradores de la sociedad, a menos que en ese mismo acto señalaren si el cónyuge administrador será el marido o la mujer.

Los que se hayan casado en país extranjero se mirarán en Chile como separados de bienes, a menos que probaren lo contrario o inscriban su matrimonio en el registro de la Primera Sección de la Comuna de Santiago, y pacten en ese acto sociedad conyugal o régimen de participación en los gananciales, dejándose constancia de ello en dicha inscripción.".

6.- El N°6, que propone reemplazar en el artículo 136 la palabra "marido" por la frase "cónyuge administrador" y la frase "la mujer" por "cónyuge no administrador" y los guarismos "166" y "167" por "151" y "151 bis".

7.- El N°7, en cuanto propone sustituir en el artículo 137 la frase "y 166" por "151 y 151 bis". 

8.- El N°8, en cuanto propone reemplazar la palabra “mujer" por "el cónyuge administrador".

9.- El N° 9, que propone modificar el artículo 138 bis, del modo que sigue:

a) En el inciso primero: Reemplazar la palabra "marido" por "cónyuge administrador", las dos veces que aparece en el texto; la frase "de la mujer" por "del otro cónyuge" y las palabras "autorizarla" por "autorizarlo".

b) En los incisos segundo y tercero: Sustituir la frase "la mujer" por "el cónyuge no administrador"; y la palabra "marido" por la frase "cónyuge administrador"; una y otra las dos veces que aparece en el texto.

c) En el inciso segundo: Reemplazar la frase "166 y 167" por "151 y 151 bis".

10.- El N° 10, que propone sustituir el epígrafe del párrafo 3, por el siguiente:

“3. Excepciones relativas al patrimonio reservado o especial de la mujer o el marido”

11.- El N° 11, que propone reemplazar el artículo 150, por el siguiente:

“Art. 150.- El cónyuge no administrador de cualquier edad podrá dedicarse libremente al ejercicio de un empleo, oficio, profesión o industria.

Si la administración la tuviere el marido, la mujer que desempeñare algún empleo o que ejerza una profesión, oficio o industria de forma separada de los del marido, se considerará separada de bienes respecto del ejercicio de ese empleo, oficio, profesión o industria y de lo que en ello se obtenga, no obstante cualquier estipulación en contrario; pero sí fuere menor de dieciocho años, necesitará autorización judicial con conocimiento de causa para gravar y enajenar los bienes raíces.

Si la administración la tuviere la mujer, el marido que desempeñare algún empleo o que ejerza una profesión, oficio o industria separado de los de la mujer, tendrá la administración de esos bienes, sujeto empero a las limitaciones contempladas en el artículo 1749 bis; aplicándose también en el presente inciso, lo señalado en la segunda parte del inciso precedente.

Incumbe al cónyuge no administrador, acreditar tanto respecto del marido o la mujer, según fuere el caso, como de terceros, el origen y dominio de los bienes adquiridos en conformidad a este artículo. Para este efecto podrá servirse de todos los medios de prueba establecidos por la ley.

Los terceros que contraten con el cónyuge no administrador quedarán a cubierto de toda reclamación que pudieren interponer éste o el administrador sus herederos o cesionarios, fundada en la circunstancia de haber obrado el cónyuge no administrador fuera de los términos del presente artículo, siempre que, no tratándose de bienes comprendidos en los artículos 1754 y 1755, se haya acreditado por la mujer o el marido, según el caso, mediante instrumentos públicos o privados, a los que se hará referencia en el instrumento que se otorgue al efecto, que ejerce o ha ejercido un empleo, oficio, profesión o industria separados de los de su marido o mujer.

Los actos o contratos celebrados por la mujer o el marido en esta administración separada, obligarán los bienes comprendidos en ella y los que administre con arreglo a las disposiciones de los artículos 151 y 151 bis, y no obligarán los del cónyuge administrador sino con arreglo al artículo 161.

Los acreedores del cónyuge administrador no tendrán acción sobre los bienes que el otro cónyuge administre en virtud de este artículo, a menos que probaren que el contrato celebrado por él cedió en utilidad del cónyuge no administrador o de la familia común.

Disuelta la sociedad conyugal, los bienes a que este artículo se refiere entrarán en la partición de los gananciales; a menos que la mujer o el marido en su caso, o los herederos de uno u otro, renunciaren a estos últimos, en cuyo caso el cónyuge administrador no responderá por las obligaciones contraídas por la mujer o el marido, según el caso en su administración separada.

Si la mujer o el marido en su caso, renunciaren a los gananciales, el cónyuge administrador responderá a esas obligaciones hasta concurrencia del valor de la mitad de esos bienes que existan al disolverse la sociedad. Mas para gozar de este beneficio, deberá probar el exceso de la contribución que se le exige con arreglo al artículo 1777.".

12.-El N°12, que propone que el párrafo 4 pase a ser el nuevo Título VI-A del Libro Primero, reemplazando su epígrafe por el siguiente: 

“Título VI-A” “DEL REGIMEN DE SEPARACIÓN DE BIENES”

13.- El Nº13, que propone intercalar un nuevo numeral que pasa a ser 12:

“Agrégase el siguiente párrafo 1° del siguiente tenor: ‘1. Regla General’ ”.

14.- El Nº14, que propone reemplazar el artículo 152 por el siguiente: 

“Art. 152.- En el régimen de separación de bienes, los patrimonios del marido y la mujer se mantienen separados, y cada uno de los cónyuges administra, goza y dispone libremente de lo suyo con plena independencia del otro; sin perjuicio de las limitaciones contempladas en el párrafo 2 del Título precedente”.

15.- El Nº15, que propone agregar el siguiente numeral que pasa a ser 13:

“Agréguese el siguiente nuevo párrafo 2 con el siguiente epígrafe: ‘2.- De la simple separación de bienes y por decreto judicial’ ”.

16.- El Nº16, que propone reemplazar el artículo 153 por el siguiente:

“Art. 153.- El régimen de separación de bienes se origina por convención de las partes, por disposición de la ley o en virtud de sentencia judicial.

El marido y la mujer no podrán renunciar a la facultad de pedir la separación de bienes a que les dan derecho las leyes.”.

17.- El Nº17, que propone reemplazar la frase "la mujer" por "el cónyuge administrador", y la palabra autorizado" por "autorizada".

18.- El Nº18, que propone introducir en el artículo 155, las siguientes modificaciones:

“Reemplázase la frase ‘del marido’ por ‘del cónyuge administrador’, las tres veces que aparece en el texto.

Reemplázase la frase ‘el marido’ por ‘el cónyuge administrador’.

Reemplázase la frase ‘la mujer’ por ‘el cónyuge administrador’, las dos veces que aparece en el texto.

19.- El Nº19, que propone reemplazar en el artículo 156, la palabra ‘ésta’ por ‘este’, y la frase ‘de la mujer’ por ‘del cónyuge administrador’; y reemplazar la frase ‘del marido’ por ‘del cónyuge administrador’.

20.- El Nº20, que propone agregar en el inciso primero del artículo 158, después de la palabra “gananciales” la frase “o en sociedad conyugal con coadministración”.

21.- El Nª21, que introduce las siguientes modificaciones en el artículo 166 que pasa a ser artículo 151 nuevo: 

“a.- Reemplázase la frase ‘Si a la mujer casada’ por ‘Si al cónyuge no administrador’;

b.- Después de la palabra ‘marido’, agrégase la frase ‘o la mujer, según el caso,’; 

c.- Reemplázase la frase ‘la mujer’ por el ‘cónyuge no administrador’;

d.- En el número primero, agrégase después de la palabra ‘mujer’ la frase ‘o el marido, según el caso;

e.- En el número segundo, reemplázase la palabra ‘marido’ por la frase ‘cónyuge administrador’; agrégase después de la palabra ‘mujer’ la frase ‘o el marido, según el caso’; y la frase ‘la mujer’ por el ‘cónyuge no administrador’, y

f.- En el número tercero, reemplázase la frase ‘la mujer’ por ‘el cónyuge no administrador’ “.

22) El Nº 22, que propone que en el artículo 167 que pasa a ser el nuevo artículo 151 bis, después de la palabra “mujer”, se agregue la frase “o el marido, según el caso”.

23.- El Nº 23, que propone agregar un nuevo numeral que pasa a ser 15, de tal modo que el párrafo 5 pasa a ser el nuevo Título VI-B del Libro Primero, reemplazando su epígrafe por el siguiente: “Título VI-B”, “NORMAS PROPIAS RELATIVAS A LA SEPARACIÓN JUDICIAL”.

24.- El Nº 25, que propone reemplazar en el inciso primero del artículo 407, los guarismos “ocho” y “cinco” por “cuatro” y “dos” respectivamente.

25.- El Nº26, que propone agregar en el artículo 457, después de la palabra "niño", la frase "o niña".

26.- El Nº27, que propone reemplazar en el inciso primero del artículo 585, la palabra "hombres" por la frase "seres humanos".

27.- El Nº28, que propone reemplazar, en el inciso primero del artículo 646, la palabra "hombre" por la frase "ser humano".

28.- El Nº29, que propone reemplazar, en el inciso primero del artículo 818, la frase “propios de un buen padre de familia" por "que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios".

29.- El Nº30, que propone modificar el artículo 1225 del Código Civil en el sentido de reemplazar en su inciso cuarto la frase “El marido requerirá el consentimiento de la mujer casada” por “El cónyuge administrador requerirá el consentimiento del otro cónyuge casado”.

30.- El Nº 31, que propone reemplazar en el artículo 1255, la palabra “maridos” por “cónyuges administradores”.

31.- El Nº 32, que propone reemplazar, el artículo 1287, la frase “y el marido de la mujer heredera que no esté separada de bienes” por “y el cónyuge administrador del otro que fuere heredero, que no está separado de bienes”.

32.- El Nº33, que propone modificar el artículo 1322 del Código Civil en el sentido de reemplazar en su inciso segundo la frase:

“Pero el marido no habrá menester esta autorización para provocar la partición de los bienes en que tenga parte su mujer; le bastará el consentimiento de su mujer” por “Pero el cónyuge administrador no habrá menester esta autorización para provocar la partición de los bienes en que tenga parte el marido o la mujer, según el caso; le bastará el consentimiento de éste”.

33.- El Nº34, que propone modificar el artículo 1326 del Código Civil en el sentido de reemplazar en su inciso segundo la frase “la mujer casada cuyos bienes administre el marido; bastará en tal caso el consentimiento de la mujer” por “el marido o la mujer casado cuyos bienes administre el otro cónyuge; bastará el consentimiento del cónyuge no administrador”.

34.- El Nº35, que propone reemplazar en el artículo 1579 la frase “los maridos por sus mujeres en cuanto tengan la administración de los bienes de éstas” por “los maridos o mujeres, según el caso, por sus cónyuges en cuanto tengan la administración de los bienes de éstos”.

35.- El Nº37, que propone sustituir, en el artículo 1720, los guarismos "167" por "151 bis" las dos veces que aparece en el texto.

36.- El Nº38, que propone reemplazar el artículo 1725 por el siguiente: 

“1° De todos los bienes a título oneroso que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio;

2° De los ingresos y remuneraciones provenientes del trabajo material o intelectual, conjunto o separado de los cónyuges, devengados durante el matrimonio;

3° De los frutos, rentas, pensiones, intereses y lucros de cualquier naturaleza que provengan, sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de cada uno de los cónyuges, y que se devenguen durante el matrimonio;

4° De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio”.

37.- El Nº39, que propone agregar el siguiente artículo 1725 bis nuevo:

"Art 1725 bis.- Si uno de los cónyuges administrare la sociedad conyugal, el haber de ésta se compone:

1° De todos los bienes a título oneroso que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio;

2° De los ingresos y remuneraciones provenientes del trabajo material o intelectual, conjunto o separado de los cónyuges, devengados durante el matrimonio;

3° De los frutos, rentas, pensiones, intereses y lucros de cualquier naturaleza que provengan, sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de cada uno de los cónyuges, y que se devenguen durante el matrimonio;

4° De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiriere; quedando obligada la sociedad a pagar la correspondiente recompensa.

Pero podrán los cónyuges eximir de la comunión cualquiera parte de sus especies muebles, designándolas en las capitulaciones matrimoniales;

5° Del dinero que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio o durante él adquiriere; obligándose la sociedad a pagar la correspondiente recompensa."

38.- El Nº40, que propone, agregar en el inciso segundo del artículo 1726, la siguiente frase inicial antes de la palabra "si": 

"En el caso de que la sociedad fuese administrada por uno de los cónyuges,"

39.- El Nº42, que propone, agregar en el inciso segundo del artículo 1732, la siguiente frase inicial antes de la palabra "si":

"En el caso de que la sociedad fuese administrada por uno de los cónyuges, tendrá aplicación lo señalado en el inciso anterior respecto de los inmuebles; y"

40.- El Nº 43, letra d) que agrega, en el inciso séptimo, la frase inicial antes de la palabra "la": 

"En el caso de que la sociedad fuese administrada por uno de los cónyuges,"; y reemplázase la frase "de la mujer" por "del cónyuge no administrador" y la frase "ésta" por "este".

41.- El Nº 44, letra e), que agrega, en el inciso final, la siguiente frase inicial antes de la palabra “si”:
“En el caso de que la sociedad fuere administrada por uno de los cónyuges,”

42.- El Nº 45, que propone que en el artículo 1738, el inciso segundo pasa a ser tercero, al que se agrega la siguiente frase inicial antes de la palabra "si": 

“En el caso de que la sociedad fuere administrada por uno de los cónyuges,"

43.- El Nº 46, que propone reemplazar el artículo 1749 por el siguiente: 

“Art. 1749.- El marido y la mujer son coadministradores de la sociedad conyugal, y están sujetos, empero a las obligaciones y limitaciones que por el presente título se le imponen y a las que hayan contraído por las capitulaciones matrimoniales, sin perjuicio de las contempladas en el párrafo 2 del Título VI del Libro Primero.

Para enajenar o gravar voluntariamente, o para prometer enajenar o gravar, los bienes raíces que hayan adquirido a título oneroso durante el matrimonio, ambos cónyuges deberán concurrir interviniendo expresa y directamente en el acto.

Del mismo modo, ambos cónyuges también deberán intervenir en el mismo acto, para arrendar o ceder la tenencia de los bienes raíces a que se refiere el inciso anterior, incluidas las prórrogas que se hubiesen pactado.

Los requisitos y limitaciones señaladas en los incisos precedentes, se aplicarán también cuando uno de los cónyuges se constituya en aval, codeudor solidario o fiador respecto de las obligaciones contraídas por terceros, como también para otorgar cualquiera otra clase de caución respecto de esas mismas obligaciones.

En los casos antedichos, podrá uno de los cónyuges otorgar mandato especial constituido por escritura pública.

 Si uno de los cónyuges se negare sin justo motivo a celebrar un acto señalado en los incisos segundo, tercero o cuarto, el juez con conocimiento del otro cónyuge podrá suplir el consentimiento de éste. Podrá asimismo, ser suplida por el juez en caso de algún impedimento, como el de menor edad, demencia, ausencia real o aparente u otro, y de la demora se siguiere perjuicio. El juez deberá tomar los resguardos al dar dicha autorización hasta que el impedimento antes mencionado se subsane, para evitar todo fraude al otro cónyuge. Pero no podrá suplirse dicho consentimiento, si el otro cónyuge se opusiere a la donación de los bienes sociales.

Los vehículos motorizados, las acciones de sociedades anónimas o participaciones en sociedades civiles o comerciales u otros bienes muebles que fueren de cualquier modo registrables, adquiridos a título oneroso durante el matrimonio, inscrito en el registro respectivo a nombre de uno de los cónyuges, éste tendrá la libre administración de esos bienes. Si estuviere a nombre de ambos, el marido y la mujer serán coadministradores, y en tal caso se aplicarán los requisitos y limitaciones establecidas en el presente artículo.

Respecto de los demás bienes muebles adquiridos a título oneroso durante el matrimonio, se presumirá el dominio a aquel de los cónyuges que fuere dueño del inmueble al que pertenecen o accedan aquellos, salvo que el otro cónyuge mediante documento como factura, tarjeta de crédito, boleta o por otro medio legal que pruebe haberlo adquirido”.

44.- El Nº 47, que propone incorporar el siguiente artículo 1749 bis nuevo: 

“Art. 1749 bis.- La administración de la sociedad conyugal será ejercida por aquel de los cónyuges que haya sido designado como tal de común acuerdo, sujeto, empero a las limitaciones a las obligaciones y limitaciones que por el presente Título se le imponen y a las que haya contraído en las capitulaciones matrimoniales, sin perjuicio de las contempladas en el párrafo 2 del Título VI del Libro Primero.

Como administrador de la sociedad conyugal, el marido o la mujer, según quien hubiere sido designado para ello, ejercerá los derechos del otro cónyuge, que siendo socio de una sociedad civil o comercial se casare, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 150.

El cónyuge administrador no podrá enajenar o gravar voluntariamente, ni prometer enajenar o gravar los bienes raíces sociales, sin autorización del otro.

No podrá tampoco, sin dicha autorización, disponer entre vivos a título gratuito de los bienes sociales, salvo el caso del artículo 1735, ni dar en arriendo o ceder la tenencia de los bienes raíces o sociales urbanos por más de dos años, ni los rústicos por más de cuatro, incluidas las prórrogas que hubiere pactado el cónyuge administrador. 

Si el cónyuge administrador se constituye aval, codeudor solidario, fiador u otorga cualquier otra caución respecto de obligaciones contraídas por terceros, sólo obligará sus bienes propios.

En los casos a que se refiere el inciso anterior, para obligar los bienes sociales necesitará la autorización del otro cónyuge.

La autorización deberá ser específica y otorgada por escrito, o por escritura pública si el acto exigiere esta solemnidad, o interviniendo expresa y directamente de cualquier modo en el mismo. Podrá prestarse en todo caso por medio de mandato especial que conste por escrito o por escritura pública según el caso.

La autorización a que se refiere el presente artículo podrá ser suplida por el juez, con conocimiento de causa y citación del cónyuge no administrador, si éste la negare sin justo motivo. Podrá asimismo ser suplida por el juez en caso de algún impedimento del cónyuge no administrador, como el de menor edad, demencia, ausencia real o aparente u otro, y de la demora se siguiere perjuicio. El juez deberá tomar los resguardos al dar dicha autorización hasta que el impedimento antes mencionado se subsane, para evitar todo fraude al otro cónyuge. Pero no podrá suplirse dicha autorización si el cónyuge no administrador se opusiere a la donación de los bienes sociales”.

45.- El Nº 48, que propone reemplazar, en el artículo 1753, la frase “la mujer” por el cónyuge no administrador”, la palabra “marido” por la frase “cónyuge administrador” y la frase “de la mujer” por “cónyuge no administrador”.

46.- El Nº 49, que propone, reemplazar en el artículo 1754, la frase “de la mujer” por “del cónyuge no administrador” y la frase “La mujer” por “El cónyuge no administrador”.

47.- El Nº 50, que propone reemplazar, en el artículo 1755, la frase “de la mujer” por “del cónyuge no administrador” las dos veces que aparece en el texto, la frase “el marido” por “cónyuge administrador” y la frase “la mujer estuviere imposibilitada” por “éste estuviere imposibilitado”.

48.- El Nº 51, que propone intercalar un nuevo numeral. “En el artículo 1756, reemplázase la frase “de la mujer” por “del cónyuge no administrador”, la frase “el marido” por “cónyuge administrador”, la palabra “ocho” por “cuatro”, la palabra “cinco” por “dos” y agrégase después del guarismo”1749” la palabra ‘bis’ ”.

49.- El Nº 52, que propone modificar el artículo 1757 del Código Civil, en el sentido de agregar después del guarismo “1749” agrégase la palabra “bis” las dos veces que aparece en el texto;”, y “Reemplázase la frase, ‘la mujer’ por ‘el cónyuge no administrador’ y la frase ‘de la mujer’ por ‘del cónyuge no administrador’ ”.

50.- El Nº 54, que propone sustituir la frase “166 y 167” por “151 y 151 bis”.

51.- El Nº55, que propone agregar, “en el artículo 1761, después del guarismo ‘1749’, la palabra ‘bis’.”

52.- El Nº56, que propone introducir, en el artículo 1765, las siguientes modificaciones:

“Entre las palabras ‘sociedad’ y ‘se’, agrégase la frase ‘se forma una comunidad entre los cónyuges o entre el cónyuge sobreviviente y los herederos del cónyuge fallecido’. Sustitúyase la frase ‘se procederá inmediatamente’ por ‘debiendo procederse de inmediato’.

53.- El Nº 57, que propone introducir, en el artículo 1767, las siguientes modificaciones: “a) Después de la palabra ‘mujer’, agrégase la frase ‘o el marido en su caso,’ b) Elimínese la frase ‘antes del matrimonio o’.”

54.- El Nº58, que propone reemplazar el artículo 1773, por el siguiente: “Art. 1773.- Si la sociedad conyugal fuere coadministrada por ambos cónyuges, el marido y la mujer que no hubiere renunciado a los gananciales, se dividirán por mitad la masa común a la que tuvieren derecho.”.

55.- El Nº59, que propone que: “El artículo 1773 pase a ser los incisos primero y segundo del artículo 1774 y el actual inciso primero pase a ser tercero, y agregar la siguiente frase inicial en su inciso primero antes de la palabra ‘la’: ‘Si la sociedad conyugal fuere administrada por el marido,’”.

56.- El Nº60, que propone agregar, en el artículo 1777, en el inciso primero la siguiente frase inicial antes de la palabra “la”: "Si la sociedad conyugal fuere administrada por el marido,".

57.- El Nº61, que propone reemplazar en el inciso primero la frase inicial “el marido” por la siguiente “Si la sociedad conyugal fuere administrada por el marido, éste”.

58.- El Nº62, que propone agregar el siguiente artículo 1780 bis nuevo: 

"Art. 1780 bis.- Si la sociedad conyugal fuere administrada por la mujer, lo dispuesto en el presente párrafo para la mujer se aplicará también al marido, pero éste no gozará del beneficio a que se refieren los artículos 1774, 1777 y 1778, si la mujer se hubiere dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común, y por ello no hubiere podido desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante el matrimonio, o lo hubiere hecho en menor medida de lo que podía y quería, y el patrimonio reservado del marido tuviere mas bienes que obligaciones, en cuyo caso se aplicará lo señalado en el artículo 1773.

La prueba de lo señalado en el inciso anterior corresponderá al marido.”.

59.- El Nº63, que propone agregar, en el epígrafe del párrafo 6 del Título XXII, después de la palabra “mujer”, la frase “o el marido”.

60.- El Nº64, que propone agregar, en el artículo 1781, entre las palabras “sociedad” y “la”, la frase “sea que hubiere coadministración de ambos cónyuges o recayere la administración en el marido”.

61.- El Nº66, que propone, agregar, en el artículo 1784, entre las palabras “conserva” y “sus”, la frase “su patrimonio reservado”.

62.- El Nº67, que propone agregar el siguiente artículo 1785 bis nuevo: 

“Art. 1785 bis.- Si la sociedad conyugal fuere administrada por la mujer, lo dispuesto en el presente párrafo para la mujer se aplicará también al marido, pero en este caso no podrá renunciar a los gananciales, si la mujer se hubiere dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común, y por ello no hubiere podido desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante el matrimonio, o lo hubiere hecho en menor medida de lo que podía y quería, y el patrimonio reservado del marido tuviere mas bienes que obligaciones.

La prueba de lo señalado en el inciso anterior corresponderá al marido.”.

63.- El Nº68, que propone eliminar, en el artículo 1791-1, las frases “del Código Civil” y “de ese mismo Código”.

64.- El Nº69, que propone sustituir, en el artículo 1792-2, la frase “el párrafo 1” por “los párrafos 1 y “2” y eliminar la frase “del Código Civil”.

65.- El Nº70, que propone reemplazar, en el artículo 1939, la frase "de un buen padre de familia" por "una persona diligente emplea ordinariamente en sus negocios propios".

66.- El Nº71, que propone reemplazar, en el artículo 1979, la frase "buen padre de familia" por la siguiente "persona diligente emplea ordinariamente en sus negocios propios".

67.- El Nº72, que propone reemplazar, en el inciso primero del artículo 2288, la frase "de un buen padre de familia" por "de una persona diligente emplea ordinariamente en sus negocios propios".

68.- El Nº73, que propone reemplazar, en el inciso primero del artículo 2323, la frase "de un buen padre de familia" por "de una persona diligente emplea ordinariamente en sus negocios propios".

69.- El Nº74, que propone reemplazar, en el artículo 2394, la frase "buen padre de familia" por "persona diligente emplea en sus negocios propios”.

70.- El Nº75, que propone reemplazar, en el artículo 2466, la frase "marido sobre los bienes de la mujer" por "cónyuge administrador sobre los bienes del otro cónyuge".

71.- El Nº76, que propone reemplazar, en el artículo 2483, la frase "la mujer" por "el cónyuge no administrador" las dos veces que aparece en el texto, la frase "del marido" por "del cónyuge administrador" y "el marido" por "el cónyuge administrador".

72.- El Nº77, que propone reemplazar, en el artículo 2509, la frase "La mujer casada" por "El cónyuge no administrador casado", y eliminar el inciso tercero.”

“ARTÍCULO SEGUNDO.- En lo que respecta a las siguientes modificaciones propuestas a Ley Nº 4.808 sobre Registro Civil:

73.- El Nº4, letra a) que propone reemplazar el numeral 4º por el artículo 4 por el siguiente: 

“Las sentencias ejecutoriadas en que se declare la nulidad del matrimonio o se decrete la separación judicial o el divorcio; la separación de bienes; los instrumentos en que se estipulen las capitulaciones matrimoniales; la designación del marido o la mujer como administrador de la sociedad conyugal; las sentencias ejecutoriadas que declaren la interdicción de los cónyuges, las que concedan al cónyuge o a un curador la administración extraordinaria de la sociedad conyugal y las escrituras públicas o actas en que se modifique el régimen de bienes en el matrimonio. Estas subinscripciones podrán solicitarse también del Conservador del Registro Civil, quien ordenará que se haga la subinscripción en el libro de la comuna que corresponda.".

Letra b) Que en el artículo 38 en el inciso segundo sustituye la letra o, por una coma (,) y agrega después de la palabra "gananciales" la frase “la designación del marido o la mujer como administrador de la sociedad conyugal".

74.- En el inciso tercero, propone que el punto final (.) pase a ser coma (,) y se agregue la siguiente frase: "con administración conjunta de ambos cónyuges".

“ARTÍCULO TERCERO.- En lo que respecta a las siguientes modificaciones propuestas al Código de Comercio:

75.- En el artículo 22, (letra c), número 1º, que propone reemplazar la frase "marido alguna responsabilidad a favor de la mujer" por "cónyuge administrador de la sociedad conyugal a favor del otro"

76.- En el artículo 22, (letra c), número 2º, que propone reemplazar "cónyuge administrador" y la frase "a su mujer divorciada o separada de bienes" por "al otro cónyuge divorciado, separado judicialmente o separado de bienes".

77.- En el artículo 23, (letra d), que propone eliminar la palabra “marido”.

78.- En el artículo 338, (letra e), que propone eliminar la frase “y la mujer casada” y la palabra “marido”.

79.- En el artículo 349, (letra f), inciso segundo, que propone eliminar la frase “y la mujer casada que no esté totalmente separada de bienes” y reemplazar la palabra “necesitan” por “necesita”.

80.- En el artículo 349, inciso tercero, que propone eliminar la frase “y la mujer casada” por “su marido”.

81.- En el artículo 556, (letra g), que propone reemplazar la frase “de un diligente padre de familia” por “de una persona diligente emplea ordinariamente en sus negocios propios”.

“ARTÍCULO SEXTO.- En lo que respecta a las siguientes modificaciones propuestas a la Ley Nº 18.196 sobre normas complementarias de Administración Financiera, personal y de incidencia presupuestaria:

82.- Que propone reemplazar el artículo inciso segundo del artículo 41 de la Ley por el siguiente: 

“La mujer casada, en sociedad conyugal, sea que la administración la tuviere uno o ambos cónyuges, o en participación en los gananciales, y fuere beneficiaria del subsidio habitacional del Estado, se presumirá de derecho separada de bienes para la celebración o disposición de los contratos de compraventa, mutuo o hipotecas relacionadas exclusivamente con la adquisición para la cual se haya otorgado dicho subsidio”.”.

B.- Boletín N° 7567-07 (Mensaje).

“ARTICULO PRIMERO.- En lo que respecta a las siguientes modificaciones propuestas al Código Civil:

1.-El N°1, letra b) que propone agregar, después del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: 

“Si pactan el régimen de sociedad conyugal, en ese mismo acto deberán expresar el nombre del cónyuge administrador, de lo contrario se entenderá que ambos cónyuges coadministrarán la sociedad conyugal, rigiéndose en ambos casos según las reglas que se expondrán en el título De la sociedad conyugal.”.

2.- El Nº 8, que propone reemplazar el artículo 150 por el siguiente: 

“Artículo 150.- El cónyuge no administrador, que desempeñe algún empleo o que ejerza una profesión, oficio o industria, de forma separada de los del cónyuge administrador, se considerará separado de bienes respecto del ejercicio de ese empleo, oficio, profesión o industria y de lo que en ellos obtenga, no obstante cualquiera estipulación en contrario; pero si fuere menor de edad, necesitará autorización judicial, con conocimiento de causa, para gravar y enajenar los bienes raíces. Todo lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el número 3º del artículo 1725”.

“Incumbe al cónyuge no administrador acreditar, tanto respecto del administrador como de terceros, el origen y dominio de los bienes adquiridos en conformidad a este artículo. Para este efecto, podrá servirse de todos los medios de prueba establecidos por la ley.

Los terceros que contraten con el cónyuge no administrador quedarán a cubierto de toda reclamación que pudieren interponer éste o el administrador, sus herederos o cesionarios, fundada en la circunstancia de haber obrado fuera de los términos del presente artículo, siempre que se haya acreditado por el cónyuge no administrador, mediante instrumentos públicos o privados, a los que se hará referencia en el instrumento que se otorgue al efecto, que ejerce o ha ejercido un empleo, oficio, profesión o industria separados de los del cónyuge administrador.

Los actos o contratos celebrados por el cónyuge no administrador en esta administración separada, obligarán los bienes comprendidos en ella y los que administre con arreglo a las disposiciones del artículo 166, y no obligarán los del administrador sino con arreglo al artículo 161. 
Los acreedores del cónyuge administrador no tendrán acción sobre los bienes que el otro cónyuge administre en virtud de este artículo, a menos que probaren que el contrato celebrado por él cedió en utilidad del no administrador o de la familia común.

Disuelta la sociedad conyugal, los bienes a que este artículo se refiere entrarán en la partición de los gananciales; a menos que el cónyuge no administrador o sus herederos renunciaren a estos últimos, en cuyo caso el cónyuge administrador no responderá por las obligaciones contraídas por el primero en su administración separada, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1781.

Si el cónyuge no administrador o sus herederos aceptaren los gananciales, el administrador responderá a esas obligaciones hasta concurrencia del valor de la mitad de esos bienes que existan al disolverse la sociedad. Más, para gozar de este beneficio, deberá probar el exceso de la contribución que se le exige con arreglo al artículo 1777”.

3.- El Nº11, letras a), b) y c), que en el artículo 155 introduce las siguientes modificaciones: a) Reemplázase la frase “del marido” por “del cónyuge administrador”, todas las veces que aparece; b) Reemplázase la frase “el marido” por “el cónyuge administrador”; y c) Reemplázase la frase “la mujer” por “el cónyuge no administrador”, todas las veces que aparece;”.

4.- El Nº31, que propone introducir en el artículo 1719, las siguientes modificaciones: a) Reemplázase la frase “La mujer” por “El cónyuge no administrador”. b) Reemplázase la palabra “marido” por “otro”.

5.- El Nº35, letra b), que propone introducir las siguientes modificaciones en el artículo 1725, número 4º, letra i):

“Reemplázase la frase ‘Aportare al matrimonio, o durante él adquiriere; quedando obligada la sociedad a pagar la correspondiente recompensa.’ por ‘adquiriere durante el matrimonio.’, y ‘número 4º, letra ii) ‘“Elimínase su inciso segundo.’ “.

6.- El Nº57, que propone reemplazar, en el artículo 1767, la frase “La mujer” por “El cónyuge no administrador”.

7.- El Nº 61, que propone reemplazar el título del Párrafo 6 del Título XXII del Libro IV, por el siguiente: 

“§ 6, De la renuncia de los gananciales hecha por el cónyuge no administrador después de la disolución de la sociedad”.

8.- El Nº 62, que propone introducir las siguientes modificaciones en el artículo 1781: 

“a)
Reemplázase, la frase “la mujer” por “el cónyuge no administrador”.

b) Reemplázase la frase “a la mujer” por “al cónyuge no administrador”.

c) Agréguese, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: ‘Tampoco se permitirá la renuncia en caso que el cónyuge administrador se hubiere dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común y por ello no hubiere podido desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante el matrimonio, o lo hubiere hecho en menor medida de lo que podía y quería, y el patrimonio reservado del no administrador tuviere más bienes que obligaciones’ “.

8.- El Nº 63, que propone reemplazar, en el artículo 1782, la frase “la mujer” por “el cónyuge no administrador”, todas las veces que aparece.

9.- El Nº 64, que propone reemplazar, en el artículo 1783:

a) la frase “la mujer” por “el cónyuge no administrador”;

b) la palabra “marido” por “cónyuge administrador”.

10. El Nº65, que propone reemplazar, en el artículo 1784, la frase “La mujer” por “El cónyuge no administrador”.

11.- El Nº 66, que propone reemplazar, en el artículo 1785, la frase “de la mujer” por “del cónyuge no administrador” y la palabra “marido” por “cónyuge administrador”.

12.- El Nº 69, que propone eliminar, la frase “del marido sobre los bienes de la mujer, ni él”.

13.- El Nº 71, que propone, introducir en el artículo 2483, las siguientes modificaciones:

a) Reemplazar, en el inciso primero, la frase “la mujer” por “un cónyuge” y la frase “marido” por “”.

14.- En el Nº 73, que propone introducir, en el artículo 2509, letra a), la siguiente modificación: “Se elimina el número 2º del inciso segundo”.

“ARTÍCULO SEXTO: En lo que respecta a la siguiente modificación propuesta al Código de Procedimiento Penal.

15.- El Nº 6, que propone reemplazar el artículo 384 del Código de Procedimiento Penal, por el siguiente: “El mandamiento de embargo decretado contra los bienes del cónyuge casado en sociedad conyugal, se trabará en sus bienes propios, en los de la sociedad conyugal o en los de ambos.”.”.

C.- Boletín N°5970-18 

ARTÍCULO ÚNICO: En lo que respecta a las siguientes modificaciones al Código Civil:

- En su Letra b) que propone sustituir el artículo 1724 del Código Civil por el siguiente: 

“Los frutos de las cosas donadas, heredadas o legadas a alguno de los cónyuges no pertenecerán, en caso alguno, a la sociedad conyugal".

- En su letra c) que propone agregar al artículo 1725 número 2, a continuación de la palabra "matrimonio" y antes del punto y coma, la siguiente expresión: "con la excepción prevista en el artículo anterior".

- En su letra d) que propone sustituir el inciso segundo del artículo 1726 por el siguiente:

"Lo previsto en el inciso anterior también se aplicará si el bien adquirido es mueble."

- En su letra e) que propone introducir las siguientes modificaciones al artículo 1749: 

i) “Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión ‘mujer', la siguiente expresión: "con la excepción de los bienes que haya adquirido o adquiera durante la vigencia de la sociedad conyugal por herencia, legado o donación." 

ii) “Derógase el inciso tercero del artículo 1749 del Código Civil pasando los actuales incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo a ser tercero, cuarto, quinto, sexto, y séptimo respectivamente"

- En su letra f) que propone agregar un nuevo inciso segundo al artículo 1753, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y final. 

"Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará a los frutos de los bienes propios de la mujer que ella adquiera por herencia, legado o donación."

Indicaciones Rechazadas

Al Código Civil:

1.- De la Diputada señora Saa, que propone agregar el siguiente artículo 1757 bis nuevo: 

“Si la sociedad conyugal fuere administrada por la mujer, se aplicará lo dispuesto en el artículo precedente”. 

2.- De la Diputada señora Saa, que propone reemplazar el artículo 1773, por el siguiente: 

“Art. 1773: Si la sociedad conyugal fuere coadministrada por ambos cónyuges, el marido y la mujer se dividirán por mitad la masa común a la que tuvieren derecho.” 

3.- De la Diputada señora Saa, que agrega el siguiente artículo 1780 bis nuevo: 

“Art. 1780 bis: Si la sociedad conyugal fuere administrada por la mujer, el marido no gozará del beneficio a que se refieren los artículos 1774, 1777 y 1778.” 

4.- Del Diputado señor Ceroni, que propone reemplazar el artículo 1784 por el siguiente: 

“Art. 1784. La mujer que renuncia a los gananciales conserva sus bienes reservados o reservados sociales, según el caso, derechos y obligaciones a las recompensas e indemnizaciones señaladas precedentemente.

5.- De la Diputada Saa, que propone agregar el siguiente artículo 1785 bis nuevo: 

“Art. 1785 bis. Si la sociedad conyugal fuere administrada por la mujer, el marido no tendrá la facultad de renunciar a los gananciales”.

Al Mensaje:

1.- De la Diputada señora Zalaquett, para agregar a las modificaciones propuestas mediante su numeral 8) al artículo 150 del Código Civil, el siguiente inciso final: 

“Si el titular del patrimonio reservado ocultare o distrajere bienes, deberá restituirlos doblados.”

2.- De la Diputada señora Zalaquett, que propone reemplazar la letra c) del número 62) al inciso primero del artículo 1781, por el siguiente: “Tampoco se permitirá la renuncia al marido titular del patrimonio reservado, cuando la mujer fuere el cónyuge administrador.” 

A la ley Nº 18.196 sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria.

Del Diputado señor Rivas, que propone sustituir el inciso segundo del artículo 41 por el siguiente: 

“La mujer casada en sociedad conyugal, sea que la administración la tuviere uno o ambos cónyuges o participación en los gananciales, fuere beneficiaria del subsidio habitacional del Estado, se le entenderá siempre, para dicho efecto como separada de bienes, y podrá celebrar contratos de compraventa, mutuo o hipoteca y en general cualquier acto jurídico que sirva de título traslaticio de dominio relacionados con la adquisición para lo cual se haya otorgado dicho subsidio.”.

N°6.- DIPUTADO INFORMANTE

Diputada señora Mónica Zalaquett Said (Presidenta).

II. ANTECEDENTES GENERALES

De hecho:

Fundamentos de los proyectos de ley.-

a) Moción contenida en el boletín N°5970-18.-

De las señoras diputadas y señores diputados y ex diputados que se indican: Pedro Araya, Alfonso De Urresti, Marco Enríquez-Ominami, Álvaro Escobar, María Antonieta Saa, Alejandra Sepúlveda y Esteban Valenzuela. 

Sus autores señalan que resulta incomprensible que en el siglo XXI, la anhelada igualdad entre los derechos de hombres y mujeres no haya alcanzado a lo que resulta tan obvio: la administración de los bienes que se adquiere a título de herencia, legado o donación, situación que padece la mujer por estar casada bajo el régimen de sociedad conyugal, toda vez, que es el marido como administrador de la sociedad conyugal el que toma las decisiones, negocia, suscribe, percibe y gasta, respecto de bienes que no son suyos sino de su mujer, y, lo que resulta aún más absurdo, es que la mujer, titular del derecho de propiedad, concurre a los actos jurídicos que realice el marido respecto de sus propios bienes sólo para autorizarlo pero sin la capacidad de disposición de los mismos.

Avalan la presentación de la iniciativa, -sostienen sus autores-, en que la realidad del actuar de los matrimonios chilenos demuestra que no es común que pacten capitulaciones matrimoniales para sustraer ciertos bienes de la administración del marido, como tampoco hacer donaciones, herencias o legado a la mujer, con la condición de que no los administre el marido porque, por una parte, no existe la cultura de otorgar testamento, y, por otra parte, cláusulas de ese tipo pueden ocasionar problemas familiares por cuanto en el afán de proteger a la mujer, se puede actuar en desmedro de la confianza que se tiene al marido de ésta.

b) Mensaje contenido en el boletín N° 7567-07 
Evolución de los regímenes matrimoniales

El Mensaje indica que el Código Civil de 1855, sólo contempló el régimen de sociedad conyugal, siendo este el más antiguo de nuestro ordenamiento jurídico, influenciado por el derecho español, el cual establecía la potestad marital. Sin embargo, Andrés Bello estableció modificaciones en el derecho chileno, como supresión de los privilegios de la dote, materia sustituida por las normas sobre donaciones por causa de matrimonio; la separación de bienes, extendiéndola al caso de mal estado de los negocios del marido y; la protección de los bienes propios de la mujer, al establecerse la norma de que sólo pueden ser enajenados previa voluntad de la mujer y decreto judicial.

Así, en el Chile de entonces, las personas sólo podían contraer matrimonio bajo el régimen de sociedad conyugal y, de modo excepcional, como consecuencia de una sanción o del divorcio, se producía el efecto de la separación total de bienes. En virtud de las capitulaciones matrimoniales, los cónyuges sólo podían pactar la separación parcial de bienes. El marido administraba sin restricciones los bienes sociales, incluso los inmuebles, y la mujer carecía de todo derecho en la administración de los bienes provenientes de su actividad económica independiente.

Agrega, que esta situación se mantuvo hasta 1925, año en que comienza una evolución con la dictación del decreto ley Nº 328, el cual permitió pactar separación total de bienes en las capitulaciones matrimoniales. Desde entonces, el régimen de sociedad conyugal quedó como el régimen legal matrimonial: aquel que regía si los cónyuges no pactaban expresamente separación total de bienes. 

Este mismo decreto ley consagró el patrimonio reservado de la mujer casada, el cual sufrió modificaciones en el año 1934 por la ley N°5.551, que aumentó la capacidad de la mujer en la libre administración de los bienes obtenidos por su trabajo de forma independiente del marido. 

Asimismo, un nuevo avance se produjo en el año 1943 por la ley 7.612, la cual permitió sustituir el régimen de sociedad conyugal por el de separación de bienes durante el matrimonio. 

La gran última reforma en esta materia se produjo en el año 1994, por medio de la ley N°19.335, que creó el régimen de participación en los gananciales, facultando a los contrayentes para pactarlo antes de la celebración del matrimonio, al momento de ella o bien durante el matrimonio, sustituyendo la sociedad conyugal o separación total de bienes por este nuevo régimen. 

Fundamento de la modificación
Explica la iniciativa, que no obstante los avances mediante las reformas legales señaladas, la sociedad conyugal mantuvo importantes asimetrías en las facultades de los cónyuges, ya que la regla general siguió siendo que la mujer no administrara sus bienes propios. Dichas asimetrías se mantienen hasta el día de hoy, de modo que sus bienes raíces propios son administrados por el marido como también los bienes muebles aportados al matrimonio o adquiridos a título gratuito durante la vigencia del régimen.
Precisa, que sin perjuicio de los avances en materia de regímenes matrimoniales, la mujer casada en sociedad conyugal tuvo el tratamiento legal de incapaz hasta 1989, año en el cual la ley Nº 18.802 reconoció su plena capacidad. Sin embargo, aún existen resabios de incapacidad en las normas sobre administración de la sociedad conyugal. Recalca, que la situación descrita ha llevado a que resulte aconsejable actualizar el estatuto originalmente concebido, a fin de facilitar que ambos cónyuges compartan roles, en la medida de lo posible.
Por todo lo anterior, se hace necesaria la modificación al régimen económico matrimonial de sociedad conyugal, dando a la mujer las mismas facultades de administración que el marido.
Necesidad de reformar la sociedad conyugal.
En los fundamentos se señala que además, en el régimen de sociedad conyugal, el marido pasa a tener la administración de los bienes propios de la mujer, tanto los inmuebles que tenía antes de contraer matrimonio como los que adquiere a título gratuito durante la vigencia del régimen. Así, en la actualidad el marido no sólo es el administrador de la sociedad conyugal, sino que también de los bienes propios de la mujer.
Por lo tanto, las normas que consagran esta inhabilidad de la mujer para administrar la sociedad conyugal así como sus bienes propios, deben ser modificadas a fin de reconocer la plena capacidad de la mujer y la igualdad de derechos entre ella y el hombre.
Conveniencia de mantener la sociedad conyugal como el régimen supletorio legal matrimonial.

Asimismo, precisa que el régimen de sociedad conyugal contempla ciertos beneficios favorables para aquellas mujeres que más tiempo han destinado al cuidado de los hijos y a las labores del hogar y que, por lo mismo, han reunido menores ingresos que el marido. Así, las ventajas que para ellas reporta este régimen y que justifica que se mantenga como el régimen legal matrimonial son:
1.-El régimen de sociedad conyugal reconoce igual valor al trabajo de ambos cónyuges, al repartir por mitades las ganancias adquiridas durante el matrimonio, valorando el aporte de quien dedica más tiempo al cuidado de los hijos y del hogar.
2.-La mujer tiene derecho a la mitad de los gananciales que el marido ha reunido.

3.-La mujer administra libremente lo que obtiene producto de su trabajo ejercido de forma independiente del marido, por medio de su patrimonio reservado.

4.-La mujer puede elegir el patrimonio más abundante: el reservado o la mitad de los gananciales. Así, si ella ha cuidado mejor su patrimonio que el marido, puede renunciar a los gananciales y quedarse con su patrimonio reservado.

5.-Se pueden dejar bienes para que sean administrados de forma independiente por la mujer, mediante el pacto de separación parcial de bienes en las capitulaciones matrimoniales celebradas antes del matrimonio.

6.-En caso de administración fraudulenta o descuidada del marido, puede pedir la separación de bienes.

7.-Tiene el beneficio de emolumentos: una vez que se disuelve la sociedad conyugal ella va a responder de las deudas sociales sólo hasta la concurrencia de la mitad de lo que haya recibido como gananciales.

8.-Puede no responder de las deudas sociales renunciando a los gananciales de la sociedad conyugal.

9.-En la liquidación de la sociedad, la mujer tiene derecho a pagarse de las recompensas antes que el marido.

10.-Siempre podrán los cónyuges pactar el régimen de separación total de bienes o participación en los gananciales antes o al momento de la celebración del matrimonio como también sustituir durante el matrimonio el régimen de sociedad conyugal por separación total de bienes o participación en los gananciales. 

Objetivo del proyecto

El proyecto de ley se basa en tres principios: (i) igualdad ante la ley de marido y mujer, (ii) plena capacidad de ambos cónyuges y, (iii) protección económica del cónyuge que se ha dedicado al cuidado de los hijos o del hogar o que ha trabajado en menor medida de lo que hubiese querido o podido por estas causas. 

Así, el principal objetivo es establecer la igualdad entre hombre y mujer en la sociedad conyugal, a fin de equiparar sus facultades, velando por ejercicio de todas sus capacidades y derechos mediante la derogación de la calidad de jefe de la sociedad conyugal del marido, de su calidad de administrador ordinario de la sociedad conyugal y sustraer de la sociedad conyugal los bienes propios de la mujer, de forma que puedan ser administrador por ella, independientemente de quien sea el administrador. Por medio de la reforma se busca que la mujer pueda administrar libremente tanto sus bienes propios -los cuales se verán enriquecidos por aquellos que actualmente integran el haber relativo- como también la sociedad conyugal.

Respecto de la administración de la sociedad conyugal, se busca armonizar la igualdad ante la ley del marido y mujer con la autonomía de los cónyuges y la eficiencia en la administración, asegurando el buen funcionamiento, la responsabilidad y la seguridad de los terceros que contraten.

Añade el Mensaje, que a su vez, las reformas propuestas buscan modernizar y simplificar la sociedad conyugal, con el fin que sea más beneficiosa para ambos cónyuges si trabajan, como también, para quien se dedica principalmente al cuidado de los hijos y del hogar, y para los hijos y para los terceros que contratan sobre bienes sociales. Así, se evita que se generen recompensas y se elimina el haber relativo, cuyos bienes pasan a ser propios, quedando la sociedad conyugal con un sólo haber: el social. Respecto del resguardo al cónyuge que más tiempo se ha dedicado al cuidado de los hijos y del hogar, se establecen reformas para asegurar que quien sea el administrador de la sociedad conyugal, cuente con bienes a administrar y con los cuáles cubrir las necesidades de la familia común, como también que participe de las ganancias del cónyuge no administrador, eliminándole en este caso la posibilidad de renunciar a los gananciales de la sociedad y quedarse con su patrimonio reservado, debiéndolo compartir con el cónyuge administrador. 

c) Moción contenida en el boletín N°7727-18 .-

De la Diputada señora María Antonieta Saa Díaz, y cuenta con la adhesión de las señoras diputadas y señores diputados que se indican: Pedro Araya Guerrero, Guillermo Ceroni Fuentes, Carolina Goic Boroevic, Hugo Gutiérrez Gálvez, Adriana Muñoz D'Albora, José Miguel Ortiz Novoa, Gaspar Rivas Sánchez, René Saffirio Espinoza y Marcelo Schilling Rodríguez.

La iniciativa se fundamenta en antecedentes históricos y socios jurídicos y entrega una mirada retrospectiva de la situación de la mujer respecto del marido, en la administración de la familia y los bienes, partiendo por el tercer milenio AC, la Edad Media, y los siglos XIX y XX, concluyendo que las sociedades han sido inicialmente matri ¬igualitarias, donde la mujer ha tenido la más amplia participación pero que generalmente se trató de sociedades o comunidades a veces reducidas, y, que entre los múltiples factores, la expansión territorial lleva consigo la transformación y la consecuente involución entorno a familias de tipo patriarcales. Sea como fuere este último sistema que sirve de fundamento a un sistema basado en la administración y jefatura marital como régimen matrimonial, en ningún caso ha sido la regla general en la historia de la humanidad, sino el producto de una determinada etapa histórica de la humanidad.

Agrega, que un factor fuertemente condicionante, es el socioeconómico, cuando las sociedades tienen estructuras económicas preferentemente agrarias (lo es en muchas de la Época Antigua, en las distintas fases de la Edad Media y también Post Edad Media), la división o partición de la propiedad se hace más difícil, la cual incluso tiene un reconocimiento legal a través del mayorazgo (transmisión de la herencia de la propiedad a través del hijo mayor), y genera como consecuencia que la defensa de esa porción o territorio se le asigna al hombre, la que viene a ser reforzada con los aportes de la mujer o su familia, pero es el hombre en su rol de marido respecto de la mujer o de padre respecto de sus hijos, quien detenta las decisiones económicas, todo dentro del contexto de ser el hombre proveedor y la mujer en el ámbito doméstico. Debido a ello es que jurídicamente se hacen equivalentes la mujer y los hijos, denominándolos relativamente incapaces.

Precisa, que por su parte, la Época Contemporánea se caracteriza por un proceso de cambio social y económico, la cual como parte de éste incluye la urbanización e industrialización, siendo ése el componente estructural que rompe la rigidez de las sociedades preponderantemente agrarias. Las sociedades preponderantemente urbanas e industriales priorizan la capacidad sin importar básicamente el sexo y la consiguiente disminución del número de hijos permite a la mujer ir integrándose en mayor proporción en la fuerza laboral, que a su vez va produciendo una mayor democratización en las relaciones familiares, y que al ser empíricamente relevante hace necesario un cambio en el derecho de familia y especialmente en el régimen matrimonial.

En consecuencia, manifiesta en sus fundamentos que son factores estructurales los que posibilitan que un régimen matrimonial basado en la potestad marital, de paso a otro basado en la colaboración conyugal.

Concluye, en que el retardo en la modificación legal implica un desfase entre la estructura social y la equivalencia jurídica subsecuente, y que, en tal sentido, Chile es el único país de Occidente, que aún en la actualidad mantiene un régimen matrimonial desigualitario denominado sociedad conyugal basado en la administración del marido, salvo algunas excepciones, entre las que se cuenta el patrimonio reservado de la mujer, considerándose la sociedad conyugal como el legal y supletorio aunque exista otros dos regímenes alternativos: el de separación de bienes y el de participación en los gananciales.

De derecho:

Con el propósito de facilitar el entendimiento de las modificaciones propuestas en las iniciativas en estudio, esta Secretaría consigna algunos conceptos básicos directamente relacionados con la materia, contenidos en el Código Civil. 

ALGUNOS CONCEPTOS BÁSICOS SOBRE REGÍMENES PATRIMONIALES

La legislación chilena contempla tres regímenes económicos matrimoniales: sociedad conyugal, separación total de bienes y participación en los gananciales, y constituyen el estatuto jurídico que regla las relaciones pecuniarias de los cónyuges entre sí y respecto de terceros; asimismo, permiten saber, según el régimen que se elija, cómo contribuyen los cónyuges a la necesidad del hogar común, sobre la titularidad de la propiedad de los bienes adquiridos durante la vigencia del régimen, quién administra los bienes, qué patrimonio responde por las obligaciones contraídas vigente el régimen y cuál es el destino de los bienes adquiridos durante el régimen una vez producida su disolución

Sistema chileno: La sociedad conyugal es el régimen supletorio. Esto significa que si al momento de casarse los contrayentes nada dicen respecto del sistema que regirá sus relaciones patrimoniales entre ambos y respecto de su familia y de terceros, automáticamente y por mandato legal quedan sujetos a élla.

¿Qué es la sociedad conyugal? 

 En este sistema el patrimonio de ambos cónyuges forma uno solo, común para ambos, que es administrado por el marido. Esto incluye tanto el patrimonio que cada uno tenía antes de casarse como lo que adquieran durante su vigencia.

¿Qué son los regímenes convencionales?

 Son los que se pactan, en virtud del principio de la autonomía de la voluntad, por los contrayentes al momento mismo del matrimonio, o con posterioridad para cambiar el régimen de sociedad conyugal contraído, ya sea expresamente manifestado o de modo supletorio: 
a).-Separación total de bienes: Los patrimonios de cada cónyuge y su administración se mantienen separados antes y durante el vínculo matrimonial. Es decir, “lo que es mío es mío y lo que es tuyo es tuyo”.

b).-Participación en los gananciales: En este régimen los patrimonios se mantienen separados, pero si el régimen se termina (por divorcio, por ejemplo) el cónyuge que adquirió bienes de mayor valor debe compensar al que obtuvo menos, para que ambos queden iguales.

¿Cuándo se elije el régimen patrimonial que se quiere para el matrimonio?

En el caso de sociedad conyugal, puede pactarse antes de la celebración del matrimonio o en el mismo acto de su celebración (capitulaciones matrimoniales). Si nada se dice, opera “por defecto”.

En el caso de separación total de bienes, puede pactarse antes de la celebración del matrimonio, en el mismo acto de su celebración (capitulaciones matrimoniales) o durante el matrimonio. 

- En el caso de participación en los gananciales, puede pactarse antes de la celebración del matrimonio o en el mismo acto de su celebración (capitulaciones matrimoniales) o durante el matrimonio.

Si se está casado bajo sociedad conyugal, 

¿se puede cambiar de régimen?

Durante el matrimonio, el régimen de sociedad conyugal puede ser sustituido por el de participación en los gananciales o por el de separación total. También puede substituirse la separación total por participación en los gananciales y viceversa. 

Excepcionalmente, la mujer puede demandar pasar a separación judicial de bienes si el marido ha incurrido en conductas como abandono del hogar, insolvencia o no auxiliar al cónyuge.

¿Qué régimen patrimonial tienen las personas casadas en el extranjero?

Las personas casadas en el extranjero se consideran casadas con separación de bienes en Chile, a menos que inscriban su matrimonio en el Registro de la Primera Sección de la Comuna de Santiago, y pacten sociedad conyugal o participación en los gananciales.

¿Quién es dueño de los bienes en la sociedad conyugal?

La sociedad conyugal es dueña de los bienes que ingresan a ella, los cuales son administrados exclusivamente por el marido, quien, sin embargo, necesitará la autorización de la mujer para realizar determinados actos, como por ejemplo, constituir una hipoteca sobre bienes raíces o venderlos.

No obstante, es posible que la mujer adquiera un patrimonio fuera de la sociedad conyugal, administrado por ella, producto del desempeño de algún empleo o ejercicio de algún oficio, profesión o industria, separados de los su marido, denominado “patrimonio reservado” (regulado en el art. 150 del CC).

¿Cómo se administra la sociedad conyugal?

Según la ley, el marido es el jefe de la sociedad conyugal y como tal, administra los bienes sociales y los de su mujer. (1749 CC).

¿Qué son los haberes de la sociedad conyugal?

La administración de la sociedad conyugal que ejerce el marido recae sobre los dos haberes o patrimonios que la componen: el absoluto y el relativo.

Haber absoluto

El haber absoluto está compuesto por todos aquellos bienes que ingresan a la sociedad conyugal en forma definitiva y que se dividen por mitades entre marido y mujer como gananciales.

Conformado por: las remuneraciones devengadas durante el matrimonio, los bienes muebles e inmuebles adquiridos a título oneroso por el marido o mujer durante el matrimonio y los frutos tanto de los bienes propios de los cónyuges como de los bienes sociales.
Haber relativo

Está conformado por todos los bienes muebles que ingresan a la sociedad conyugal pero que al momento de la liquidación de la misma se deben recompensar al cónyuge que los aportó, no formando parte de los gananciales.
Conformado por: los dineros y bienes que los cónyuges aportan al matrimonio o los que adquieran a título gratuito durante la vigencia del régimen, entre otros. Así el marido administra, por ejemplo, la casa y los ahorros que la mujer tenía antes de casarse o los dineros que hereda.
¿Qué derechos tiene la mujer sobre los bienes en una sociedad conyugal?

La mujer por sí sola no tiene derecho alguno sobre los bienes sociales durante la sociedad conyugal (1752 del CC), sin perjuicio del estatuto de los bienes familiares y de ser titular de patrimonio reservado, el cual, como se dijo, administra libre y separadamente de su marido. 

¿Cómo se disuelve la sociedad conyugal?

Causas principales o consecuenciales:

- Principales: Pacto de sustitución del Régimen (art. 1723 CC); sentencia de separación total de bienes (art. 155 CC);
- Consecuenciales: Por el hecho de terminarse el matrimonio; muerte de uno de los cónyuges; sentencia de divorcio o nulidad; muerte presuntiva; separación judicial (art. 34 LMC)

¿Qué pasa con los bienes cuando una sociedad conyugal se termina?

Se produce una comunidad entre los cónyuges, o entre el cónyuge sobreviviente y los herederos del otro, quienes pueden pedir la liquidación de la sociedad conyugal. En la liquidación deberán descontarse determinados bienes y dividirse por mitades los bienes que queden a título de gananciales.

¿Qué pasa con los bienes cuando un matrimonio con separación de bienes se termina?

Cada uno se queda con su propio patrimonio, es decir, con lo que cada uno adquirió a su nombre antes y durante la vigencia del régimen.

¿Qué pasa con los bienes cuando un matrimonio con participación en los gananciales se termina?

Deben calcularse las ganancias que cada uno obtuvo durante el matrimonio, como dineros, bienes o propiedades. Aquel cónyuge que tenga más ganancias debe dar al otro la mitad de la diferencia entre ambos.

¿Cómo se reparten los bienes materiales (auto, casa, propiedades, etc.) cuándo se termina un matrimonio en sociedad conyugal?

Se deben valorizar los bienes, tarea que puede hacerse de común acuerdo o por orden de un juez. Así, cada uno puede adjudicarse bienes de acuerdo a su valor monetario, aunque también es posible liquidarlos para repartir dinero y no bienes.

Situación de la mujer casada en sociedad conyugal con patrimonio reservado. ¿Qué pasa con él si se divorcia?

Al tener la mujer un patrimonio separado de la sociedad conyugal, al momento del término de ésta tiene dos opciones:

-Incluir su patrimonio reservado en el de la sociedad para luego hacer la repartición de bienes, o mantenerlo excluido.

- Renunciar a los gananciales, es decir, a lo que haya crecido el patrimonio común mientras duró el régimen y quedarse sólo con su patrimonio reservado.

- LEGISLACIÓN COMPARADA 

España

En España existe coadministración en la sociedad de gananciales, que es el régimen supletorio, pero hay que estar, en primer lugar, a lo pactado por los cónyuges o futuros cónyuges en las capitulaciones matrimoniales siempre y cuando lo estipulado no sea contrario a la ley, a las buenas costumbres o limite la igualdad de derechos que corresponde a cada uno de ellos, o si en caso de modificar el régimen existiendo matrimonio, se perjudiquen derechos adquiridos por terceros. En este sentido, no existe obstáculo para que, mediante la autonomía de la voluntad, se establezca un sistema distinto al de la cogestión sin que esto suponga salir del régimen legal. La administración o gestión de la sociedad, entonces, es conjunta, pero existen, sin embargo, ciertas excepciones, tales como la defensa de los bienes gananciales, los gastos de urgencia, la disposición de frutos y productos de bienes privativos, entre otros, que pueden realizar separadamente cada uno de los cónyuges.

Francia

En Francia, cada uno de los cónyuges puede administrar y disponer individualmente de los bienes comunes. Sin embargo, la realización de ciertos actos relativos a ellos requiere de la voluntad conjunta de ambos cónyuges o de la autorización judicial supletoria: para la disposición a título gratuito entre vivos y su afectación a deudas de terceros; para la enajenación o gravamen de inmuebles y ciertos muebles; y para darlos en arriendo.

Alemania

En Alemania, el régimen supletorio corresponde a una participación en los gananciales en su modalidad crediticia, pero existe la comunidad de bienes como régimen alternativo. En efecto, en cuanto al régimen de comunidad se trata de una comunidad amplia a la que ingresan los bienes que tienen los cónyuges al contraer el régimen y los que adquieran a título oneroso durante el mismo. Corresponde a ambos cónyuges la administración conjunta de este patrimonio común, a menos que hayan pactado otra forma en las capitulaciones matrimoniales. Además del patrimonio común, cada cónyuge puede tener un patrimonio propio que administra separadamente del otro.

 Argentina

La Reforma al CC, de 1968, trató de compatibilizar el sistema tradicional de sociedad conyugal con administración exclusiva del marido, con uno más moderno. La igualdad de los cónyuges se tradujo en una administración conjunta para los actos importantes y el reconocimiento de la plena capacidad de la mujer casada. El ordenamiento jurídico argentino estableció un régimen de administración indistinto respecto de los bienes propios y de los gananciales adquiridos con el trabajo personal de cada cónyuge o por cualquier otro título legítimo, con la salvedad de los bienes gananciales cuyo registro sea obligatorio, o aportes, transformación o fusión de sociedades y disposición del inmueble propio de uno de ellos en que está radicado el hogar conyugal si hubiere hijos menores o incapaces. Estos últimos actos exigen administración y disposición conjuntas.

-o-
III. DESCRIPCIÓN Y CONTENIDO DE LOS PROYECTOS

1.- BOLETÍN N°5970-18.- MOCIÓN: De las señoras diputadas y señores diputados y ex diputados que se indican: Pedro Araya, Alfonso De Urresti, Marco Enríquez-Ominami, Álvaro Escobar, María Antonieta Saa, Alejandra Sepúlveda y Esteban Valenzuela. 

DESCRIPCIÓN

-Consagra el derecho de la mujer casada bajo el régimen de sociedad conyugal para administrar los bienes propios que adquiera a título de herencia, legado o donación, que actualmente administra el marido, a pesar de que la mujer mantiene la titularidad sobre estos bienes.

-Propone que cada cónyuge administre y disponga libremente de los bienes propios adquiridos por sucesión por causa de muerte o por donación entre vivos, lo que actualmente sólo corresponde al marido.
CONTENIDO
La iniciativa consta de un artículo único mediante el que, a través de sus cuatro letras, propone una modificación específica en el Código Civil, esto es, permitir a la mujer casada bajo el régimen de sociedad conyugal administrar libremente parte de sus bienes propios para lo cual, deroga los artículos 166 y 167, referido a la separación parcial de bienes, esto es, los bienes legados o donados a la mujer con la expresa condición de que no lo administre el marido; modifica los artículos 1725 N°2; 1749 y 1753, y sustituye el artículo 1726, todos, referidos al haber relativo de la sociedad conyugal que administra el marido, y que incluye los bienes propios de la mujer.

2.- BOLETÍN N° 7567-07.- MENSAJE

DESCRIPCIÓN

La iniciativa, tiene tres grandes objetivos específicos:

1.-Permitir a los cónyuges pactar cuál de los dos administrará la sociedad conyugal y por ende, quien podrá ser titular del patrimonio reservado, lo que actualmente es entregado sólo al marido y a la mujer, respectivamente;

2.-Otorgar la administración de los bienes del haber relativo y bienes propios al cónyuge propietario. En la actualidad, son administrados solamente por el marido; y

3.-Eliminar las restricciones que recaen sobre la mujer casada bajo sociedad conyugal, para ser comerciante y celebrar contrato de sociedad colectiva.

Lo anterior, se plasma introduciendo cambios en los siguientes cuerpos legales, cuyos textos refundidos, coordinados y sistematizados fueron fijados por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia: Código Civil; ley Nº 4.808, sobre Registro Civil; ley N° 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias; ley N° 16.271 sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones; asimismo, propone modificaciones en el Código de Comercio; Código de Procedimiento Penal y Código de Minería.

CONTENIDO

A).-Modificaciones en el Código Civil.

1.-Administración de la sociedad conyugal.

-Termina con la designación del marido como jefe de la misma

El proyecto modifica las normas de administración de la sociedad conyugal -que actualmente queda entregada al marido-, eliminando el artículo que designa a éste como jefe de la sociedad y como único administrador ordinario de la misma. 
-Se designa por acuerdo de ambos

En su reemplazo, se faculta a los cónyuges para que elijan de común acuerdo cuál de ellos ejercerá la administración ordinaria de la sociedad conyugal.
El acuerdo que confiere a uno de los cónyuges –marido o mujer- la administración, se puede adoptar antes, durante o después de la celebración del matrimonio, lo que permite cambiar de administrador cuando los contrayentes o cónyuges lo estimen necesario.

-Supletoriamente administran ambos

A falta de acuerdo entre los cónyuges sobre quién ejercerá la administración, el proyecto establece una administración supletoria ejercida conjuntamente entre ambos. Sin embargo, siempre existe el derecho a cambiar al cónyuge administrador o a designarlo, por lo que la administración supletoria no configura una situación irreversible.
-Protección a los terceros

A fin de dar seguridad jurídica a los terceros, todo cambio en la designación del administrador debe subinscribirse al margen de la inscripción del matrimonio.

2.-Administración de los bienes sociales.

Puede ser marido o mujer, o ambos

El proyecto distingue entre bienes propios -cuya administración corresponde exclusivamente al cónyuge propietario- y bienes sociales -cuya administración corresponde al cónyuge administrador de la sociedad conyugal.

Las responsabilidades que actualmente corresponden al marido como administrador de los bienes sociales pasan a ser del cónyuge que ejerza dicha administración, marido o mujer.

Dentro de los bienes sociales se incluye el aporte que debe hacer el patrimonio reservado del cónyuge no administrador a la sociedad conyugal, a fin de satisfacer las necesidades de la familia común, en proporción a sus facultades. Esto, como una forma de explicitar que son ambos cónyuges quienes deben proveer a las necesidades de la familia y como modo de compensar la disminución de los bienes que conforman la sociedad conyugal, al eliminarse su haber relativo.

Al mismo tiempo, se mantienen las limitaciones a la administración de la sociedad conyugal, como la prohibición de enajenar o gravar voluntariamente o prometer enajenar o gravar los bienes raíces sociales por parte del cónyuge administrador sin autorización del otro, entre otras.

A su vez, se incluye al cónyuge no administrador como titular de la acción de separación total de bienes en caso de mala administración de la sociedad conyugal por parte del administrador.

3.- Administración de los bienes propios.

-Cada uno administra lo suyo

Se entiende por bienes propios de cada cónyuge todos los bienes inmuebles que los cónyuges tienen al momento de casarse y los inmuebles adquiridos a título gratuito durante el matrimonio.
Además, se consideran bienes propios aquellos que en la actualidad ingresan al haber relativo de la sociedad conyugal:
-Los dineros que los cónyuges aporten al matrimonio;

-Los dineros que los cónyuges reciben a título gratuito durante el matrimonio;

-Los bienes muebles que los cónyuges aporten al matrimonio;

-Los bienes muebles que los cónyuges adquieran a título gratuito durante el matrimonio;

-La donación remuneratoria en ciertos casos;

-Los bienes muebles adquiridos a título oneroso durante la sociedad, cuando la causa o el título de la adquisición ha precedido a ella.

En cuanto a la forma de administración de estos bienes, cada cónyuge los administra con absoluta libertad.

De este modo, se elimina el haber relativo de la sociedad conyugal y la sociedad pasa a estar conformada por un sólo patrimonio, integrado por aquellos bienes que actualmente componen el haber absoluto.

4.-Patrimonio reservado

Sólo puede tenerlo el cónyuge no administrador de la sociedad conyugal

Como marido o mujer pueden ser administradores de la sociedad conyugal, se modifica el actual patrimonio reservado de la mujer casada en sociedad conyugal, en orden a que la titularidad del mismo corresponde a cualquiera de los cónyuges mientras no ejerza la administración de la sociedad conyugal, manteniéndose intactas las actuales reglas aplicables al patrimonio reservado. Si los cónyuges acuerdan cambio del administrador o ello se decreta judicialmente, el cónyuge que pasa a ser el nuevo administrador deja de tener el patrimonio reservado.
Para realizar el cambio de administrador, se debe hacer previamente un cálculo simulado de liquidación de la sociedad, a fin de que el cónyuge no administrador tenga un crédito por lo ganado en el ejercicio de su patrimonio reservado, el cual pueda hacer valer al disolverse y liquidarse la sociedad conyugal.
5.-Administración extraordinaria de la sociedad conyugal.

En caso de que el cónyuge que tenga la administración de la sociedad conyugal sea declarado interdicto o se encontrare ausente (se desconoce su paradero o ha dejado de comunicarse con su familia originando perjuicios a ella o a terceros), el otro cónyuge asume la administración de la sociedad conyugal, si es nombrado curador del cónyuge ausente o interdicto.
Con la presentación de la demanda de curaduría y previa autorización judicial, se puede conceder la facultad de asumir provisoriamente la administración de la sociedad conyugal, a fin de que el nuevo administrador pueda disponer de los bienes cuando de la demora se siguiere perjuicios, previo otorgamiento de garantía real o personal.
En caso que el cónyuge obtuviere la administración provisoria y dispusiere de los bienes sociales de mala fe, debe restituir doblados los bienes que hubiese dispuesto.
La administración provisoria debe subinscribirse al margen de la respectiva inscripción matrimonial.

En el mismo sentido, se deroga en la administración extraordinaria el requisito de solicitar autorización al juez para realizar aquellos actos que en la administración ordinaria el cónyuge administrador debe pedirle autorización al que no administra. Así, aquel de los cónyuges que tenga la administración extraordinaria de la sociedad conyugal, puede ejecutar por sí solo los actos para cuya validez el cónyuge administrador de la sociedad conyugal ordinaria necesitaba del consentimiento del cónyuge no administrador. La exigencia de autorización por parte del juez se mantiene para la disposición de los bienes propios del otro cónyuge.
B).-Modificaciones en la ley N° 4.808, sobre Registro Civil.

En concordancia con la modificación propuesta en el Código Civil, se deja establecido que en el acto del matrimonio, los cónyuges podrán designar al cónyuge administrador, y que el oficial del Registro Civil debe manifestar a los contrayentes, que si nada dicen, se entenderán casados en sociedad conyugal.
Además, se establece que en el libro de matrimonios debe inscribirse la identificación del cónyuge administrador de la sociedad conyugal.

C.-Modificaciones en el Código de Comercio.

Con el propósito de eliminar toda traba en el ejercicio de actividades de comercio por parte de la mujer casada bajo el régimen de sociedad conyugal, y en concordancia con las modificaciones propuestas en el Código Civil, se derogan los artículos 14 y 16, que actualmente impiden ser comerciante a la cónyuge casada bajo régimen de sociedad conyugal, por lo que le estará permitido ejercer dicha actividad sin necesidad de estar separada de bienes de su marido.

Asimismo, se hace innecesario que el marido autorice a su cónyuge para celebrar el contrato de sociedad colectiva, toda vez que dichas exigencias son eliminadas del artículo 349.

Finalmente, se modifican las normas contenidas en la Ley de Quiebras que hacen referencia al marido en cuanto administrador de la sociedad conyugal.

D).-Modificaciones en el Código de Procedimiento Penal.

El mandamiento de embargo decretado contra cualquiera de los cónyuges
 casados bajo régimen de sociedad conyugal se puede trabar sobre los bienes de la sociedad conyugal o sobre los bienes propios del cónyuge deudor.

E).-Modificaciones en el Código de Minería.

Actualmente, en materia de capacidad para adquirir derechos mineros, el artículo 24 del Código de Minería contiene una norma que sólo se justifica en la antigua incapacidad relativa de la mujer casada bajo régimen de sociedad conyugal, puesto que se autoriza a determinadas personas incapaces a hacer manifestaciones sin necesidad del consentimiento o autorización de sus respectivos representantes legales.

La mujer casada no necesita ser representada legalmente, puesto que es plenamente capaz, por lo que se elimina toda referencia a la misma que se encuentre contenida en dicho artículo.

3.- BOLETIN N°7727-18 MOCION De las diputadas señoras Carolina Goic, Adriana Muñoz y María Antonieta Saa, y de los diputados señores Pedro Araya, Guillermo Ceroni, Hugo Gutiérrez, José Miguel Ortiz, Gaspar Rivas, René Saffirio y Marcelo Schilling. 

DESCRIPCIÓN

-Propone establecer como régimen legal la sociedad conyugal con administración conjunta. Por voluntad de las partes, pueden acordar administración unilateral por cualquiera de los cónyuges.

- Diferencia los bienes que componen el haber social dependiendo si la administración es conjunta o unilateral.
-Tratándose de la administración unilateral, el haber social se compone de los mismos bienes que actualmente conforman el haber absoluto, deja vigente el haber relativo y la posibilidad de excluir determinados bienes de la administración unilateral.
-Si la administración es conjunta, el haber social se compone de todos los bienes adquiridos a título oneroso, las remuneraciones de los cónyuges, frutos de los bienes propios y sociales y los bienes fungibles y de carácter mueble que tenían antes de la vigencia del régimen.
-Deja como bien propio los bienes raíces aportados o adquiridos a título gratuito durante la vigencia del régimen.

-Respecto de los bienes muebles adquiridos a título gratuito durante la vigencia, ingresan al haber relativo sólo cuando la administración es unilateral, cuando es conjunta, ingresan al haber absoluto.

-Con todo, cualquiera fuese el régimen matrimonial y si estuviere casada la mujer en sociedad conyugal independiente de la modalidad de administración conjunta o de uno de los cónyuges, se considerará siempre separada de bienes si fuere beneficiaria del subsidio habitacional del Estado.

CONTENIDO


La iniciativa consta de seis artículos permanentes y uno transitorio, mediante los que se proponen diversas modificaciones en el Código Civil –como se señalará a continuación, y en otros cuerpos legales para las adecuaciones del caso, a saber:

A).-Modificaciones en el Código Civil

-Adecuación Lingüística:

 La actual normativa resulta confusa cuando en un mismo párrafo se hace mención a las palabras ser humano y hombres, por ello se establece una adecuación en la redacción de las terminologías para que las palabras hombre y otras semejantes se entiendan referidas al sexo masculino, y que las palabras mujer y otras semejantes se refieran al sexo femenino.

-Administración de la sociedad conyugal:
Se propone establecer como régimen legal y supletorio de la voluntad de las partes el de sociedad conyugal con administración conjunta basado en que ambos, marido y mujer administren de consuno bienes relevantes; dejando subsistente como meramente alternativo el régimen matrimonial con administración del marido, se agrega además el de la mujer, con las limitaciones para uno u otro.

Si la administración es conjunta, el marido y la mujer tendrán el haber propio que conforman los bienes a título gratuito, los obtenidos en virtud de herencia, legado o donación, el haber social que incluye los obtenidos a título oneroso, los obtenidos en virtud del producto del trabajo. Si la administración la tuviere el hombre o la mujer, precisamente por haber un administrador debe además contemplar el haber relativo, que son los que ingresan al haber del cónyuge administrador, pero con la obligación de devolverlos a la disolución del régimen.

- Sociedad conyugal con administración conjunta:

Se elimina la facultad para la mujer de poder renunciar a los gananciales con anterioridad a la celebración del matrimonio.

Cada cónyuge administra libremente los bienes inmuebles adquiridos a título gratuito, esto es, los que se obtienen en virtud de herencia, legado o donación. Respecto de los bienes sociales, esto es, los adquiridos a título oneroso, requiere el consentimiento conjunto parta enajenar, gravar o prometer enajenar o gravar estos bienes. De igual manera, requerirá el consentimiento del otro en caso de que uno de ellos se constituya en aval o codeudor solidario. Tendrá también cada cónyuge la libre administración de los bienes respecto de los muebles registrables (vehículos motorizados y acciones de sociedades anónimas) y respecto de los demás bienes muebles, se presumirá el dominio a aquel de los cónyuges que fuere dueño del inmueble al que pertenece o accede, salvo que el interesado pruebe ser del suyo, valiéndose de instrumentos tales como factura, tarjeta de crédito, boleta u otro medio legal.

La responsabilidad frente a los terceros acreedores: cada cónyuge responde con sus bienes y no con los del otro cónyuge, salvo que se hubiere beneficiado, pero sólo hasta la concurrencia de dicho beneficio.

Al final del régimen, con los bienes sociales aportados por los cónyuges se forma una comunidad, la que se dividirá por mitades entre ambos cónyuges. Se mantiene la excepción de facultar sólo a la mujer de renunciar a los gananciales, y si renuncia, conservar los bienes que adquiera en virtud del ejercicio de empleo, profesión oficio o industria.
- Sociedad conyugal con administración de la mujer:

La mujer administra los bienes propios de él y los de su marido obtenidos en virtud de herencia, legado o donación y los sociales, es decir, los obtenidos a título oneroso. La limitación es que requiere el consentimiento del marido para enajenar o gravar los inmuebles o prometer enajenar o gravar, y arrendar por más de dos años un bien urbano, o por más de cuatro años si se trata de un bien rural; como también si se constituyere como aval o codeudora solidaria. Pero respecto de los muebles, se hace dueña de los de su marido, con la obligación de devolver a la disolución, el valor adquisitivo al tiempo del aporte.

La excepción a lo anteriormente señalado se refiere a los bienes que el marido adquiere en el ejercicio de su empleo, profesión oficio o industria, los que éste podrá administrar, pero no disponer sino con la autorización de la mujer. También los que él obtiene a título gratuito con la condición impuesta por el testador o donante en orden a que no lo administre la mujer.

En este contexto, para los acreedores hay dos patrimonios: el de la mujer y el del marido, pudiendo hacer valer los créditos en los bienes respecto de quien contrajo la obligación y sólo en los del otro cónyuge en la medida que hubiere sido beneficiado pero hasta la concurrencia de dicho beneficio.

Al final del régimen el marido puede optar si renuncia a los gananciales y conserva su patrimonio reservado o incorpora los bienes reservados conjuntamente con los bienes sociales aportados por la mujer a la masa común que se parte por mitades.
Todo lo anterior tiene como excepción cuando la mujer administradora se dedica al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común, y por ello no hubieran podido desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante el matrimonio, o lo hubiere hecho en menor medida de lo que podía y quería, y el patrimonio reservado del marido tuviere mas bienes que obligaciones; en este caso se aplica la normativa general de partir la masa común por mitades con al aporte de ambos cónyuges.
En todo caso se estará a lo que diga la mujer y la prueba corresponderá al marido.

-Normas Transitorias de la Sociedad Conyugal con anterioridad a la vigencia de la ley 

Se trata de normas transitorias respecto de los matrimonios celebrados con anterioridad a la fecha de vigencia de la ley.

Se faculta de inmediato a la mujer para recibir los frutos o rentas, así como recibir los pagos que correspondan a ella. La mujer podrá aceptar o repudiar la asignación por causa de muerte, proceder a la partición de herencia o de bienes raíces; Sin perjuicio de lo anterior, se faculta a la mujer para solicitar la separación de bienes sin expresión de causa, la que deberá ser decretada por el juez. 

-Propuesta de cambio jurídico de la sociedad conyugal con enfoque de género
Ejemplos y argumentos contenidos en la moción:

-En la administración conjunta, se otorga excepcionalmente la facultad a la mujer para que renuncie a los gananciales por cuanto puede haber deudas y sucede que en la realidad a las mujeres se les otorgan menos créditos comparativamente en relación con el hombre;
-No pueden ser enteramente equivalentes en forma inversa la administración del marido y la mujer, por ejemplo, tratándose del patrimonio reservado, dado que en la sociedad las mujeres obtienen comparativamente en promedio menos remuneración que los hombres y detentan cuantitativamente cargos ejecutivos en menor proporción.
-De esta manera, si la administración es del marido, la mujer puede administrar y disponer libremente del producto de su trabajo, pero si la administración es de la mujer deba el marido solicitar autorización de la mujer para actos relevantes relacionados con los bienes inmuebles.
-Lo propio sucede con la renuncia a los gananciales: si el marido administra la mujer podrá o no renunciar, y además se le entregan primero las deducciones de la sociedad conyugal y tiene el beneficio de emolumento. En cambio si administra la mujer, el marido podrá renunciar, siempre que la mujer no se dedicare al cuidado de los hijos o al hogar o recibiere remuneración en menor medida de lo que podía y quería, dado que en ese caso se aplicaría la regla general de partir la masa común.

-La mujer es beneficiaria del subsidio habitacional del Estado y se le considere siempre separada de bienes, precisamente por la situación precaria en que se encuentra.

-Las adecuaciones lingüísticas van en la misma línea, es decir no proyectan pautas discriminatorias.
-Todo lo anterior, se reafirma en virtud de que el Estado es suscriptor de diversos tratados y Convenios Internacionales, entre los que se cuenta la Declaración Universal de Derechos Humanos, que señala que los hombres y las mujeres tendrán los mismos derechos en cuanto al matrimonio; lo que se refuerza con lal Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación en Contra de la Mujer.

B).- Modificaciones en la ley N°4.808 sobre Registro Civil

Por una parte, con el propósito de efectuar las suscripciones a que dan origen las modificaciones propuestas en el Código Civil, y, por la otra parte, propone adecuaciones lingüísticas referidas al género.
C).- Modificaciones en el Código de Minería, en el de Procedimiento Penal y en la ley N° 18.196 sobre Normas Complementarias de Administración Financiera y Presupuestaria

Todas, con el objeto de adaptar la capacidad relativa de la mujer casada bajo régimen de sociedad conyugal, a la plena capacidad que proponen sus autores en la iniciativa.

IV. INTERVENCIONES ANTE LA COMISIÓN

- Señora Carolina Schmidt Zaldívar Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, quien asistió acompañada por la Subdirectora del Servicio señora Cecilia Pérez Jara; la Jefa del Departamento de Reformas Legales, señora Andrea Barros Iverson y la Asesora Legislativa, señora Francisca Junemann.
Inició su presentación reconociendo el trabajo contenido en el proyecto de iniciativa de la Diputada señora Saa, (boletín N° 1707-18) que en el año 2007 despachara la Cámara de Diputados y cuya tramitación se encuentra detenida desde entonces en el Senado

Explicó que si bien es cierto, tanto esa iniciativa con la actualmente en discusión buscan modificar el régimen patrimonial de sociedad conyugal, no es posible realizar indicaciones al proyecto en el Senado en consideración a que aquel consagra como idea matriz la supresión de la sociedad conyugal como régimen patrimonial supletorio y su reemplazo por uno nuevo: el régimen de gananciales; en tanto que, en el proyecto presentado por el Ejecutivo y actualmente en estudio, su idea matriz es mantener la sociedad conyugal como régimen supletorio legal, sin eliminar, ni crear otro régimen patrimonial o institución familiar
- Respecto del Mensaje actualmente en estudio.

Señaló que en nuestra legislación existen tres regímenes matrimoniales: la Sociedad Conyugal (desde 1855); la separación de Bienes (desde 1925) y la Participación en los Gananciales (desde 1994).
-Un poco de historia:
Señaló que en el año 1925 se establece el patrimonio reservado de la mujer casada en sociedad conyugal, permitiéndole administrar lo obtenido por el ejercicio de un trabajo. Luego, en el año 1943, se permite sustituir durante el matrimonio la sociedad conyugal por separación de bienes. Más tarde en el año 1989, se elimina del Código Civil la consagración expresa de la incapacidad relativa de la mujer casada en sociedad conyugal.
Agregó que en el año 2001, Chile toma el compromiso con la Comisión Interamericana de DDHH de derogar las normas de la sociedad conyugal que establecen discriminaciones en contra de la mujer.
Características de la sociedad conyugal:
Respecto de este punto enumeró lo siguiente:

1. Es una sociedad de bienes que se forma entre los cónyuges al contraer matrimonio.

2. Objetivo: dividir en partes iguales entre marido y mujer los gananciales obtenidos por la sociedad. Reconoce económicamente como iguales el valor del aporte de ambos cónyuges a la familia, tanto de quién ha trabajado más remuneradamente como de quién más tiempo ha destinado al cuidado de los hijos y del hogar.

3. La ley establece al marido como jefe exclusivo de la sociedad conyugal. En tal sentido, sólo el hombre puede administrar los bienes de la sociedad conyugal; los bienes inmuebles propios que la mujer tiene antes de casarse o hereda durante el matrimonio y los bienes muebles que la mujer tiene antes de casarse o hereda durante el matrimonio, aún sin el consentimiento de la mujer.
4. El patrimonio social está compuesto por dos haberes: el absoluto y el relativo. Explicó que el haber absoluto se conforma por bienes que ingresan en forma definitiva a la sociedad y que serán divididos como gananciales (sueldos ganados durante el matrimonio, lo comprado con ellos y los frutos de los bienes propios, como el arriendo de la casa heredada). Por su parte, respecto del haber relativo, explicó que se forma con bienes que ingresan a la sociedad, pero que serán recompensados a los cónyuges, sin formar parte de los gananciales (ahorros antes del matrimonio, dineros heredados).

5. Existencia de un Patrimonio reservado de la mujer casada en sociedad conyugal, el que puede administrar libremente lo ganado en el ejercicio de un trabajo. Al término de la sociedad conyugal puede quedarse con el patrimonio más abundante: la mitad de los gananciales de la sociedad o su patrimonio reservado.

6. Es el régimen matrimonial supletorio: de no pactarse expresamente separación de bienes o participación en los gananciales.

- Antecedentes Estadísticos.

 Expuso a los integrantes de la Comisión, el siguiente cuadro estadístico:

	
	Matrimonios
	Sociedad Conyugal
	Separación de Bienes
	Participación en los Gananciales

	% año 2000
	
	67.4%
	29.6%
	2.9%

	2000
	 67.397 
	 45.454 
	 19.960 
	 1.983 

	2002
	 62.166 
	 40.568 
	 19.944 
	 1.654 

	2004
	 54.122 
	 34.434 
	 18.449 
	 1.239 

	2006
	 59.323 
	 35.785 
	 22.023 
	 1.515 

	2008
	 57.404 
	 31.654 
	 24.307 
	 1.443 

	2010
	 62.170 
	 33.888 
	 26.808 
	 1.474 

	% año 2010
	
	54.5%
	43.1%
	2.3%


- Principales problemas de la sociedad conyugal.

Al respecto señaló lo siguiente:

1.- No reconoce la plena capacidad de la mujer para administrar sus bienes propios y los de la sociedad. No solo la discrimina, sino que la ley la trata en ciertas materias como un menor de edad.
2.- El marido puede administrar sin el consentimiento de la mujer los ahorros y bienes muebles que ella tiene al momento de casarse o herede durante el matrimonio.

3.- Es un régimen complejo: el patrimonio tiene dos haberes y sólo uno es parte de los gananciales, el absoluto. Los bienes del haber relativo deben ser recompensados al cónyuge que los aportó. Todo esto, hace que su liquidación sea engorrosa.

4.- Si el marido se va o cae en una incapacidad, deja a la mujer imposibilitada de disponer de los bienes sociales de manera inmediata para poder cubrir las necesidades de la familia. Tiene que probar en un juicio la ausencia o incapacidad del marido y ser nombrada por el juez como curadora del mismo, para poder disponer de sus bienes propios y los bienes sociales.

- Objetivos del proyecto originado en un Mensaje y contenido en el boletín N°7567-07:

Destacó como objetivo primordial el hacer efectiva la plena capacidad de la mujer casada en sociedad conyugal, conciliándola con la protección económica del cónyuge que más tiempo dedica al cuidado de los hijos y del hogar, y enumeró los siguientes puntos:

1.- Hacer efectiva la plena capacidad de la mujer casada en sociedad conyugal.

2.- Terminar con la jefatura exclusiva del marido en la sociedad conyugal, respecto de este punto destacó que el matrimonio se compone por dos personas igualmente capaces y ambas deben tener las mismas posibilidades y tomar decisiones libremente entre ellos.

3.- Mantener la protección económica del cónyuge que más tiempo ha dedicado al cuidado de los hijos y/o del hogar. 

4.- Simplificar el régimen: aumentando los bienes que son propios de cada cónyuge y administrados por ellos, facilitando la administración y liquidación de la sociedad. 
5.- Mantener a la sociedad conyugal como el régimen supletorio. Explicó que las razón es que este régimen patrimonial es el régimen que mejor protege al cónyuge que más tiempo dedica al cuidado de los hijos y del hogar porque reconoce el valor que ello significa para la familia y para el desarrollo profesional y económico del otro cónyuge. Por ello, le da el derecho a obtener la mitad de los gananciales de la sociedad y además extiende la comunidad de vida matrimonial al plano económico: reconoce que lo ganado por cada uno son ganancias del matrimonio.

- Reformas propuestas en el proyecto.

1.-Administración de la sociedad conyugal:

Señaló que en primer lugar, el proyecto establece que el marido o mujer podrán administrar la sociedad conyugal a decisión de ellos, la forma de establecerlo es al momento de contraer matrimonio, en acta de matrimonio ante Oficial del Registro Civil o bien posteriormente: cambiando de administrador, mediante escritura pública subinscrita.
En segundo lugar, destacó que el proyecto establece la administración conjunta, y en tal sentido, marido y mujer podrán ejercer en forma conjunta la administración de la sociedad conyugal, si no designan a uno de ellos como administrador. 

2.-Administración de los bienes sociales:

Señaló que ambos cónyuges deberán proveer a las necesidades de la familia común. En tal sentido, el cónyuge no administrador deberá aportar de su patrimonio reservado lo necesario para cubrir las necesidades de la familia de acuerdo a sus facultades y tal aporte entrará al patrimonio de la sociedad conyugal y será administrado por el cónyuge administrador.

Asimismo, destacó que el proyecto mantiene las limitaciones del administrador para disponer de ciertos bienes sociales, como enajenar o gravar bienes raíces sólo con la autorización del no administrador. Ello, recalcó, como protección a la familia. 

Agregó que el cónyuge no administrador podrá pedir judicialmente la separación total de bienes en caso de mala administración de la sociedad por parte cónyuge administrador.

3.- Patrimonio Reservado.

En lo que se refiere a este punto, explicó que el cónyuge no administrador será el titular del patrimonio reservado. Destacó que el proyecto protege al cónyuge que ha dedicado más tiempo al cuidado de los hijos y del hogar, así cuando el cónyuge administrador se hubiese dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar y por ello no hubiese podido realizar una actividad remunerada o lo hubiese hecho en menor medida de lo que podía o quería, el cónyuge no administrador deberá ingresar su patrimonio reservado a los gananciales de la sociedad.
Explicó que en caso de coadministración de la sociedad: ninguno de los cónyuges tendrá patrimonio reservado y en el evento de cambio de administrador: si el cónyuge no administrador pasa a tomar la administración de la sociedad, su patrimonio reservado pasará a formar parte del patrimonio social y tendrá un crédito a su favor que hará valer al liquidarse el régimen. 

4. Bienes propios.
Expresó que son bienes propios de cada cónyuge todos los bienes inmuebles que tienen al momento de casarse o reciben a título gratuito durante el régimen. Asimismo, explicó que pasarán a ser bienes propios de cada cónyuge los dineros y muebles que los cónyuges tienen antes de casarse o reciben gratuitamente durante el régimen y de ese modo, el patrimonio de la sociedad conyugal pasa a estará conformado por los bienes que actualmente componen el haber absoluto, adicionándose el aporte que el cónyuge no administrador hará de su patrimonio reservado para cubrir las necesidades de la familia.

5. Administración extraordinaria de la sociedad conyugal:

Señaló que a través del proyecto se crea la administración extraordinaria provisoria de la sociedad conyugal, cuando el administrador se ausenta o cae en incapacidad (por enfermedad, accidente u otro) el cónyuge no administrador podrá obtener la administración extraordinaria provisoria de la sociedad, con el fin de disponer de forma inmediata de bienes para cubrir los gastos de la familia.
El Tribunal de Familia la concederá cuando provee la demanda de curaduría y en el evento de que el cónyuge no administrador obtuviere de mala fe la administración extraordinaria provisoria, deberá restituir doblados los bienes que hubiese dispuesto.

Asimismo, apuntó que el proyecto deroga en la administración extraordinaria el requisito de autorización judicial, por lo tanto, el administrador extraordinario podrá realizar por sí mismo los actos que requieren del consentimiento de ambos cónyuges.
Como comentario final destacó que es necesario hacer efectiva la capacidad de la mujer casada en sociedad conyugal, valorando el aporte que significa el cuidado de los hijos y del hogar, protegiendo siempre a la familia.
Recalcó que cuando la mujer ejerce su derecho de asumir la administración de la sociedad conyugal, asume también la responsabilidad de esa administración, sin perjuicio de ello, el proyecto establece como resguardo la prohibición de renuncia a los gananciales, en el caso de haber adquirido el marido una cantidad importante de bienes en su patrimonio reservado, por lo que tendrá la obligación de aportarlos al haber común.

-Señora Paula Salvo del Canto, Abogado de Dirección del Instituto de Derechos Humanos.
Manifestó que la sociedad conyugal es el régimen mayoritario en Chile. En el año 2011 el 54,5% de las personas que contrajeron matrimonio lo hicieron bajo dicho régimen, un 43,1% bajo el régimen de separación de bienes y solo el 2,3% bajo la modalidad de participación en los gananciales. Estas cifras, más que representar un alto nivel de adhesión respecto del primero, dan cuenta de su estatus de régimen supletorio y del desconocimiento sobre las consecuencias jurídicas que uno u otro sistema traen aparejadas.
Recalcó que lo cierto es que más de la mitad de los matrimonios en Chile han adoptado un régimen patrimonial que discrimina a las mujeres en su capacidad para administrar bienes, sean propios o comunes y que este atributo, de acuerdo a la ley sólo lo tendrían los hombres por el hecho de ser tales.
Señaló que la norma vigente tenía su justificación en una realidad social y económica distinta–de fines del siglo XIX- en la que las relaciones de género se expresaban dicotómica y subordinadamente, esto es, con maridos, jefes de familia y proveedores, y mujeres cumpliendo roles domésticos, de cuidado y crianza. Difícilmente se aplicaban, en esa época, principios de igualdad que abarcaran a las mujeres porque estas no eran sujetos de derechos humanos en igualdad con los varones, y así lo reflejaban las normas jurídicas.
Esta realidad, agregó, ha cambiado en múltiples sentidos. Por una parte, las mujeres consiguieron el voto y con ello su participación en igualdad de condiciones con los varones, cuestión que ha tardado demasiado en permear el mundo privado, en el que aún quedan resabios de desigualdad como el que se menciona. Por otra parte, hizo hincapié en que el ingreso de las mujeres al mercado laboral las hace igual de aptas para disponer y administrar de bienes propios, comunes y ajenos, sin tener que recurrir al juez cuando el marido no lo autoriza. Hoy las mujeres están mucho más empoderadas que en el pasado y se asumen como plenas titulares de derechos humanos.
Manifestó que la presentación por parte del Ejecutivo del “Proyecto de ley que modifica el Código Civil y otras leyes, regulando el régimen patrimonial de sociedad conyugal” resulta una buena y esperada noticia en cuanto permite que cualquiera de los cónyuges pueda administrar los bienes comunes al interior del matrimonio, a decisión de los contrayentes, estableciendo una administración conjunta solo en caso de que no se produzca dicha designación.

Esta nueva regulación que según su parecer, debe ser aprobada por el parlamento, recoge el principio de igualdad de derechos y no discriminación entre hombres y mujeres consagrada en la Declaración Universal de Derechos Humanos y, de manera más clara y precisa, en la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer aprobada en el año 1979 por la Asamblea General de Naciones Unidas y ratificada por Chile el año 1989. Precisó que en dicho tratado internacional, se condena la discriminación contra la mujer en todas sus formas, comprometiéndose los Estados a consagrar en sus constituciones nacionales y en cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad ante y en la ley entre el hombre y la mujer, debiendo asegurar por todos los medios apropiados la realización práctica de dicho precepto.
Sin perjuicio de lo anterior, señaló que no todo es buena noticia en relación a este proyecto puesto que se mantiene la institución del patrimonio reservado para el cónyuge no administrador, desvirtuándose la idea original de igualdad en la gestión patrimonial. La sociedad conyugal, si se mantiene el nombre, debe ser un lugar donde ambos cónyuges incorporan lo adquirido durante la vigencia del matrimonio, donde ambas soportan las cargas de la familia y se benefician del haber común. Mantener el patrimonio reservado por ejemplo para el hombre cuando la mujer sea la que administra los bienes, es dejar las cosas como están en la práctica, habida cuenta que las mujeres ganan en promedio un 30% menos que los hombres y que un alto porcentaje de ellas realiza un trabajo no remunerado en el hogar.
- Señor Diego Correa Ramírez, abogado, ejercicio libre de la profesión en materia de familia
Señaló, refiriéndose a la iniciativa del Ejecutivo, que el proyecto de ley que modifica el régimen de sociedad conyugal, debe enfocarse en tres aspectos importantísimos: en primer lugar quien ejerce la administración, en segundo término la existencia de patrimonio reservado, y en tercer lugar, la posibilidad de optar a la renuncia de los gananciales al momento de disolución del régimen.

1) Administración de la sociedad conyugal

Manifestó que el proyecto de ley introduce la posibilidad de que la administración pueda ser ejercida conjuntamente por ambos cónyuges o por una administración unilateral ejecutada por el marido y/ o por la mujer, y en caso de administración conjunta, se establece un criterio de igualdad entre los cónyuges, y que pasa ser la regla general, en el evento de si no existe manifestación en contrario en las capitulaciones matrimoniales.
En esta última hipótesis, ambos cónyuges administran conjuntamente ciertos bienes raíces o inmuebles adquiridos a título oneroso durante el matrimonio, lo que implica que ciertos actos requieren el consentimiento conjunto y se refieren básicamente a enajenar, gravar o prometer enajenar o gravar los bienes raíces, como también arrendar o ceder la tenencia a título oneroso.

Agregó que en el proyecto del Ejecutivo respecto de los bienes muebles se presume que los actos de uno de los cónyuges cuenta con la autorización del otro, y en esta situación realizó una observación en el sentido de que estima indispensable distinguir si los bienes muebles son o no registrables, para efectos de aplicar la presunción.

En la hipótesis de administración unilateral, señaló que el cónyuge administrador requerirá la autorización del no administrador para los actos contemplado en el artículo 1749 bis del proyecto. En este caso, la sociedad conyugal debiera componerse de un haber social y bienes propios tal como en el caso anterior, pero también de un haber relativo compuesto por bienes muebles o dinero que los cónyuges aportaren al matrimonio y como lo recibe el cónyuge administrador, éste debe recompensas al no administrador a la disolución de la sociedad conyugal.

2) Existencia de Patrimonio Reservado

Señaló que en la hipótesis de administración conjunta de la sociedad conyugal, pareciera ser ilógica la idea de admitir la existencia de un patrimonio reservado. Situación muy distinta ocurre si la sociedad conyugal la administra el marido o la mujer. En el primer caso, la mujer goza de patrimonio reservado, esto es, se subentiende que está separada de bienes respecto de lo que obtenga con el producto de su trabajo, independiente del marido, pudiendo administrar y disponer libremente de los bienes adquiridos en virtud de dicho patrimonio.

En la segunda hipótesis, el marido debiera tener un patrimonio reservado restringido, esto es, puede administrar los bienes que obtenga con el producto de su trabajo pero no disponer de ellos, sino con autorización de la mujer.

Expresó que esta situación es importante respecto de la responsabilidad frente a terceros, así en caso de administración conjunta, los acreedores podrán dirigirse contra ambos cónyuges, por deudas sociales; en caso de administración unilateral del marido y/o de la mujer, responde el administrador de los bienes sociales, y el otro cónyuge hasta concurrencia del provecho, si lo hubiere, hasta el valor de éste y respecto de los bienes propios, cada cónyuge responde por las deudas contraída por la administración de sus bienes.
Destacó que lo anterior es de una tremenda sensatez, toda vez que según estudios de la Superintendencia de Bancos, la tasa de morosidad de deudas es menor en la mujer que en el hombre, situación que se mantiene a menor nivel socioeconómico de la mujer.

3) Renuncia a los Gananciales

Expresó que respecto de éste tópico, debe distinguirse según la clase de administración. La mujer en todo caso, siempre debiera poder renunciar a los gananciales. En el evento de administración conjunta, la mujer debe tener la facultad de opción en orden a renunciar a los gananciales y mantener sus bienes obtenidos con el producto de su trabajo o incorporar estos bienes a la masa común que se partirá por mitad entre ambos cónyuges.

Agregó que en caso de administración separada, hay que distinguir si administra el marido o la mujer. En el primer caso, la mujer puede renunciar la los gananciales. En el evento de que administrare la mujer, el marido puede renunciar a los gananciales, salvo que la mujer se hubiese dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común y no hubiese desarrollado labor remunerativa o lo hizo en menor medida de lo que podía y quería, estableciéndose una hipótesis similar a la del artículo 61 de la ley de matrimonio civil, que incorpora la compensación económica matrimonial. En este caso, debe invertirse la carga de la prueba, y debiese ser el marido el que deba acreditar el trabajo doméstico de la mujer.

- Señora Mónica Jottar Nasrallah, Abogado Magíster y profesora de Derecho Civil de la Universidad Gabriela Mistral.

Señaló que a su juicio, el proyecto es equivocado desde un doble punto de vista. En primer lugar, en lo que dice relación al objetivo del proyecto, y los principios a los que éste apunta y en segundo lugar, en lo que respecta a la supuesta mejoría de la mujer casada en sociedad conyugal.

I.- Observaciones respecto de los principios del proyecto:

a) En lo que respecta a la igualdad ante la ley de marido y mujer:

Expresó que el régimen de sociedad conyugal se aplica, precisamente, cuando marido y mujer no se encuentran en un plano de igualdad, desde el punto de vista económico, laboral y de capacidad para generar ingresos. En tal sentido, señaló que dicho régimen tiene lugar, generalmente, en el evento de que la mujer no trabaje o bien, si lo hace, sus ingresos son inferiores al de su cónyuge y que justamente, frente a esta desigualdad económica entre ambos cónyuges, el legislador la suple con una superioridad jurídica a favor de la mujer otorgándole una serie de derechos, de modo que medie entre los cónyuges un justo equilibrio. Tales derechos son los que el proyecto pretende eliminar y por la vía de la igualdad, sólo consigue una desprotección de la mujer, en calidad de cónyuge más débil.

b) En lo que respecta a la plena capacidad de ambos cónyuges.
Con la dictación de la ley N° 18.802, en junio de 1989, se le reconoció a la mujer casada en sociedad conyugal plena capacidad, al igual que el marido, por lo que señaló que no se entiende el objetivo que el proyecto quiere alcanzar, sin perjuicio de lo anterior, señaló entender que existe una discriminación en contra de la mujer en lo que dice relación con las facultades con que administra sus bienes propios, pero recalcó que ello es un problema de administración y no de capacidad, ya que este último se encuentra superado. Agregó que quizá lo razonable sería introducir modificaciones dirigidas, concretamente, a otorgar mayores facultades a la mujer casada en sociedad conyugal en la administración de sus bienes propios. Sin embargo, volver a plantear la discusión en relación a la capacidad o incapacidad de la mujer casada en sociedad conyugal es retroceder al año 1989, en que el tema quedó zanjado por cuanto desde ese año a la mujer se le reconoció su plena capacidad.

c) En lo que respecta a la protección económica del cónyuge que se haya dedicado al cuidado de los hijos o al hogar y que trabajó en mejor medida de lo que podía o quería

Señaló que este objetivo sólo viene a confundir dos instituciones jurídicas completamente distintas: el régimen patrimonial de sociedad conyugal que se pretende modificar, con la compensación económica, que es una consecuencia del término del matrimonio por divorcio, nulidad u otra causal legal. Distinto es el caso de otros regímenes patrimoniales, que descansan en una igualdad efectiva de ambos cónyuges, como ocurre con la separación de bienes. 

II.- Observaciones respecto de la mejoría en la condición jurídica de la mujer casada en sociedad conyugal.
Manifestó que a través del proyecto, la mujer no sólo no mejora su condición sino que la disminuye ostensiblemente. Lo anterior porque la mujer que administre la sociedad conyugal, en virtud del texto propuesto por el Ejecutivo, pasa a perder una serie de derechos que enumeró y explico, como a continuación se señala:

1° Derecho de hacer efectivo su crédito en los bienes sociales y si éstos fueren insuficientes, en los bienes del marido, consagrado en el artículo 1773 del Código Civil.

Explicó que una vez que se disuelve la sociedad conyugal por alguna de las causales contempladas en el artículo 1764 del Código Civil, se forma una comunidad entre los cónyuges que debe ser liquidada. Agregó que la liquidación consiste en el conjunto de operaciones que tiene por objetivo establecer si existen o no gananciales y, en caso afirmativo, partirlo por mitad entre los cónyuges, reintegrar las recompensas que la sociedad adeuda a los cónyuges o que éstos adeudan a la sociedad y reglamentar el pasivo de la sociedad conyugal. Agregó que esta operación implica la facción de inventario de los bienes; su tasación y la formación del acervo común y retiro de los bienes propios de cada cónyuge. Precisamente en esta última operación que la mujer puede hacer sus deducciones antes que su marido, y caso de ser insuficientes los bienes sociales, puede hacer efectivo su crédito en los bienes de éste.

2° Derecho de pago preferente, consagrado en el Art. 2481 N° 3 del C. Civil, a favor de la mujer que sea acreedora del marido.

Explicó que la mujer es, respecto de su marido, una acreedora que goza de un privilegio de cuarta clase (Art. 2481 N° 3 del C. Civil). Esto significa que la mujer no concurre con los demás acreedores en un plano de igualdad, sino que goza de una preferencia de pago otorgada directamente por el legislador en su favor.

3° Beneficio de emolumento, consagrado en el artículo 1777 del C. Civil, en virtud del cual la mujer o sus herederos limitan su responsabilidad respecto de las deudas sociales respondiendo solo hasta la mitad de sus gananciales.

Señaló que actualmente este beneficio la mujer lo puede hacer valer en contra de un acreedor de la sociedad y también en contra de su marido. Así, por ejemplo, si la mujer paga una deuda social por un monto superior a su mitad de gananciales, puede hacer valer este beneficio demandando al marido para que le reembolse el exceso.

4° Litis expensa, consagradas en el artículo 136, segunda parte del C. Civil, como un derecho de la mujer casada en sociedad conyugal, para que el marido le provea de las expensas para la litis (de los gastos para litigar) que éste (el marido) siga en su contra.
5° Patrimonio reservado de la mujer casada, facultad consagrada en el artículo 150 del C. Civil solo respecto de la mujer.

Señaló que son bienes reservados de la mujer casada, los que ella adquiere con su trabajo separado de su marido, lo que adquiere con ellos y los frutos de unos y otros. Para que se forme este patrimonio se requiere, primero, que la mujer trabaje; segundo, que el trabajo sea remunerado; tercero, que se desarrolle durante la vigencia de la sociedad conyugal, y cuarto que se trate de un trabajo separado del marido. Señaló que en la actualidad, este patrimonio, que es especial y que cuenta con un activo y un pasivo, constituye una protección que la ley otorga a la mujer que trabaja.
6° Renuncia a los gananciales, derecho que solo puede ejercer la mujer en la actualidad, conforme al artículo 1719 y 1981 del C. Civil.
- Señora Fabiola Lathrop Gómez, Doctora en Derecho y Profesora de Derecho Civil de la Universidad de Chile, sesión N°46 del 6 de julio.

Señaló que durante la vida matrimonial existe un “patrimonio familiar” que asume directa e inmediatamente las necesidades de los cónyuges y de los hijos, que garantiza la estabilidad económica de la familia, fortaleciendo así los lazos de asistencia familiar recíproca y que el proyecto del Mensaje presenta, desde este punto de vista, la ventaja de reforzar la solidaridad económica familiar: a) al establecer una comunidad actual de bienes; b) al permitir la coadministración de los bienes sociales. Además, claro está, de apegarse al principio de igualdad conyugal y a los estándares internacionales de derechos humanos, al derogar la jefatura actual del hombre en el régimen de bienes del matrimonio.

Manifestó que un punto a relevar también es que reconoce mayor libertad a los cónyuges en el aspecto patrimonial, en cuanto pueden pactar sociedad conyugal si se están separando convencionalmente (artículo 166 CC), o bien, conforme al pacto de sustitución de régimen de bienes general del artículo 1723 CC (esta norma contempla ahora un inciso final que lo permite), lo que constituye una gran modificación respecto al estado actual de la legislación, en que la sociedad conyugal no tiene origen consensual.

Sin embargo, expresó, que existen diversos aspectos del Proyecto que, a su juicio, pueden mejorarse y que son, fundamentalmente, los siguientes:

- El principio de igualdad conyugal y su impacto en la administración del régimen.

 Expresó que en su opinión, en el proyecto del Mensaje sigue existiendo un concepto errado de igualdad y, en este sentido, no destierra totalmente las discriminaciones que hoy establece la sociedad conyugal en contra de la mujer y del marido. En efecto, explicó que se concibe el régimen de comunidad de bienes como un estatuto protector de la mujer, al considerarla el sujeto “débil” de la relación matrimonial. Así, el Mensaje señala que el régimen de sociedad conyugal actual contempla beneficios favorables para las mujeres que más tiempo han destinado a los hijos y a las labores del hogar y que, por lo mismo, han reunido menos ingresos que el marido. Por esta razón, sobreviven en el proyecto las correcciones que, a lo largo de los años, habían sido introducidas a la sociedad conyugal de Bello para contrarrestar la incapacidad de la mujer casada en dicho régimen respecto de la administración de sus bienes propios y de los bienes sociales.

Explicó que estas correcciones provenían y provienen de la idea preconcebida y anacrónica que reafirma y consolida a la mujer en el ámbito privado de la familia y del cuidado de los hijos, para reservar, por su parte, al hombre la esfera de lo público y de la provisión económica, lo cual constituye una discriminación arbitraria por razón de género. Una norma discrimina a la mujer cuando tiene no solo por objeto menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos sino también cuando lo tiene por resultado en las más diversas esferas. 

Agregó que estas reglas de protección que sobreviven en el Proyecto del Mensaje se basan en un supuesto errado de la igualdad entre marido y mujer y responden a un excesivo paternalismo legal. Explicó que uno de los elementos que avalan esta crítica es el correctivo del patrimonio reservado de la mujer casada en sociedad conyugal, institución que el Proyecto concibe ahora tanto para la mujer como para el hombre. Este correctivo es, hasta cierto punto, un mito pues, por regla general, dicho peculio es de fuerza económica inferior al de la sociedad conyugal y al patrimonio del marido, dada la diferencia de ingresos que aún subiste en Chile entre hombre y mujer.

Manifestó que en el proyecto sobrevive el patrimonio reservado a favor del cónyuge no administrador, pudiendo tanto el hombre como la mujer ser su titular (no se dice expresamente se entiende que si hay coadministración no existe este patrimonio en ninguno de los cónyuges). A través de esta figura, y partiendo del presupuesto de que el hombre es quien continuará administrando la sociedad de bienes si sigue reproduciéndose lo que hasta ahora la aplicación de la sociedad conyugal significaba (es decir, que administre el marido), se pretende proteger a la mujer que desempeña un trabajo separado del de su marido. Ello se desprende del Mensaje al afirmarse que el patrimonio del artículo 150 CC constituye un beneficio para la mujer casada en sociedad conyugal.

Agregó que por otro lado, y advirtiéndose una vez más la protección a favor de la mujer, si fuera el caso contrario, es decir, si la mujer es quien administra y se ha dedicado al cuidado de los hijos y las labores del hogar común sin poder generar ese patrimonio reservado, se establece una regla de protección en el nuevo artículo 1781 CC, de acuerdo al cual, el cónyuge no administrador cuyo patrimonio reservado tuviere más bienes que obligaciones no podrá renunciar a los gananciales en caso que el cónyuge administrador se hubiere dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común y por ello no hubiere podido desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante el matrimonio, o lo hubiere hecho en menor medida de lo que podía y quería. Enfatizó que esta imposibilidad de renunciar constituye, a su juicio, un excesivo paternalismo, que no es congruente, por lo demás, con la posibilidad de renunciar a la compensación económica en ciertos casos.

A mayor abundamiento, expresó, que esta disposición puede provocar colisiones y confusiones con la compensación económica por divorcio o nulidad regulada en la Ley de Matrimonio Civil, como por ejemplo saber si deben concurrir todos los requisitos de la compensación económica para que se genere esa prohibición . Actualmente, el objetivo de proteger al cónyuge que se ha dedicado principalmente al cuidado de los hijos y del hogar se logra con la compensación económica al disolverse el matrimonio por divorcio o nulidad, por lo que, a su entender, se podría estar generando una protección excesiva.

Por otra parte, manifestó que en caso de que exista un administrador de la sociedad conyugal, se asegura que éste cuente con los bienes a administrar y con los cuales satisfacer las necesidades de la familia en común, a través del cumplimiento de una obligación que se impone al titular del patrimonio reservado de efectuar un aporte. Esto –se señala obedece a la necesidad de que sean ambos cónyuges los que provean a la familia en común y, por otro lado, constituye una forma de compensar la eliminación del haber relativo. Recalcó que este deber ya se encuentra contenido en el artículo 160 CC y que dicha norma señala que, en el estado de separación, ambos cónyuges deben proveer a las necesidades de la familia común en proporción de sus facultades y que el juez, en caso necesario, reglará la contribución. La reiteración tiene por objeto, precisamente, otorgar bienes con los que administrar la sociedad, bienes que, como veremos, pueden ser muy escasos.

En suma, y para concluir la crítica realizada por la señora Lathrop a la supervivencia del patrimonio reservado, expresó que lo cierto es que si los bienes que hasta ahora forman parte del haber relativo pasan a ser propios, no se entiende la razón por la cual se mantiene el patrimonio reservado, paralelamente al haber propio. Explicó que en este juego de disposiciones protectoras es donde se diluye la solidaridad patrimonial que inspira el Proyecto del Mensaje y que constituye, como decía, su elemento distintivo y positivo frente a iniciativas anteriores. Agregó que la existencia del patrimonio reservado y la posibilidad del cónyuge no administrador (que en el espíritu del Mensaje tiene rostro femenino) de renunciar a los gananciales antes del matrimonio o después de la disolución de la sociedad (del mismo modo que hoy se prevé en el artículo 1719 CC), hacen desaparecer el carácter comunitario del régimen propuesto. Además, enfatizó, que en caso de existir este patrimonio reservado, se hace más engorroso el funcionamiento del régimen tanto durante como al momento de la disolución. Por último, es posible que se replique la práctica actualmente existente de exigir la concurrencia del marido al otorgamiento de ciertos actos pese a que la mujer contrata en virtud del artículo 150 CC.

A su juicio, el régimen del patrimonio reservado no se justifica y discrimina a los cónyuges. Para el cónyuge administrador este régimen es de comunidad; en cambio, para el cónyuge no administrador se trata de un híbrido entre comunidad y separación de bienes. Si al cónyuge no administrador no le conviene la administración del cónyuge administrador, puede renunciar a los gananciales y quedarse con lo que haya obtenido del trabajo separado. El cónyuge no administrador, salvo la hipótesis mencionada antes que se asemeja a los presupuestos de la compensación económica, siempre puede quedarse con los bienes que administra separadamente, por lo que para él no es un régimen de comunidad, sino de separación. En este sentido, agregó, que si le conviene la administración del socio administrador no renuncia a los gananciales y si le conviene quedarse con lo que haya administrado separadamente, entonces, renuncia a los gananciales y se queda con lo que ha administrado separadamente. Enfatizó que este era un mecanismo planteado para proteger a la mujer casada en sociedad conyugal, pero que no puede justificarse en el régimen actual; menos aun en el caso de que los cónyuges opten por un cónyuge administrador, que debe actuar mediante mecanismos que hacen la administración prácticamente conjunta.

Por último, manifestó que las legislaciones que han aceptado la coadministración no han creado este patrimonio especial, de manera que nuestro ordenamiento contaría con una institución exótica y sui generis.

- Mecanismos de administración del régimen.

En cuanto a la administración de los bienes sociales, siguiendo el espíritu del proyecto, señaló que la redacción debiera ajustarse más al principio de la coadministración como regla general y no a la necesidad inicial y presupuesta de designar un cónyuge administrador, como se desprende del artículo 1749 CC nuevo . Ya que no se ha optado por una administración indistinta, con el objeto de apegarse realmente al principio de igualdad que inspira el Mensaje, debiera reforzarse la coadministración y no la administración individual, sin descartarla para ciertos casos.

Señaló que el Mensaje, así como está redactado, introduce una regla que supone subordinar a uno de ellos a las decisiones del otro, tal como ocurre hoy en día con la sociedad conyugal . La administración del haber social por uno solo de los cónyuges y el énfasis del Mensaje en cuanto a que el administrador sea determinado al inicio del régimen por los cónyuges, podría significar, en la práctica, una perpetuación de los roles actualmente existentes al interno de la familia.
Agregó que esto se deja entrever también en los artículos transitorios, en cuanto se señala que los actualmente casados en sociedad conyugal pueden pactar la sustitución del administrador de acuerdo al artículo 1723 CC, pero no se refiere a si pueden convenir la coadministración.

Pues bien, si existe coadministración entre los cónyuges, ésta se verifica en que en los siguientes actos deben concurrir ambos:

1. La enajenación o gravamen voluntario de los bienes raíces sociales 

2. La promesa de enajenación o gravamen de los bienes raíces sociales

3. La disposición entre vivos a título gratuito de los bienes sociales, salvo el caso del artículo 1735 CC, es decir, las de poca monta atendida la fuerza del haber social.

4. El arrendamiento o cesión de tenencia de los bienes raíces sociales urbanos por más de cinco años, y de los rústicos por más de ocho, incluidas las prórrogas que se hubieren pactado

5. La constitución de aval, codeudor solidario, fiador u otorgamiento de cualquier caución respecto de obligaciones contraídas por terceros que involucren bienes sociales.

Señaló que se trata de un espectro considerable de actos, al menos los de mayor importancia.

En el “resto de los casos”, al tenor del texto del Mensaje, se presume que los actos realizados por uno de ellos cuentan con la autorización del otro, es decir, a grandes rasgos, tratándose de actos referidos a bienes muebles, se presume la coadministración (por ejemplo, en actos de mera administración).

Luego planteó, que a principal falencia del Proyecto a su juicio en esta parte está, los casos de conflicto entre coadministradores. A modo de ejemplo preguntó: ¿qué pasa si no existe acuerdo en la coadministración, es decir, si uno quiere vender y el otro no?

Señalo que el Mensaje soluciona los casos de negativa del cónyuge no administrador, es decir, cuando no hay coadministración (artículo 1749 CC), pero no en los de conflicto entre coadministradores.

Por otra parte, expresó que en el nuevo artículo 150 inciso penúltimo CC se prevé la hipótesis de pacto de cambio de administrador, ante lo cual cabe la duda de si es posible acordar la coadministración de una sociedad de bienes que partió con administración individual (el artículo 1723 CC reformado no se refiere a estas hipótesis) y si, de ser posible que se pacte dicha coadministración, se generaría igualmente el crédito a que se refiere el artículo 1781 CC.

Manifestó que surge también la duda acerca de si puede dejar de ejercerse el cargo unilateralmente y qué sucede si, así sucediendo, el otro no quisiere asumir la administración.

Recalcó, en cuanto a la posibilidad de modificar la titularidad de la administración, que se entiende que no existe límite para ello, lo que puede crear problemas frente a la seguridad jurídica y protección de terceros.

En otro orden de ideas, señaló que para que este sistema de gestión conjunta sea funcional y operativo no debiera ser necesaria una actuación mancomunada de los cónyuges, sino permitirse la actuación individual en ciertos casos. En este sentido, recalcó que debiera reconocerse libre iniciativa de cada cónyuge, la posibilidad de solicitar la intervención judicial supletoria y el reconocimiento de esferas de actuación y gestión preferente. La igualdad tiene como finalidad erradicar la tradicional gestión unilateral excluyente, no la imposición de una coparticipación de ambos cónyuges en todas las actuaciones que afecten al patrimonio común. Sostener esta hipótesis no sólo perjudica la fluidez de las relaciones jurídicas sino que, además, supone inseguridad en el tráfico jurídico. Manifestó, asimismo, que deben darse más facultades de actuación al cónyuge que no administra. Citó como ejemplo el nuevo artículo 137 inciso segundo CC, que reitera la existente referida a la mujer casada en sociedad conyugal, y establece que las compras que haga al fiado de objetos muebles naturalmente destinados al consumo ordinario de la familia, obligan al cónyuge administrador en sus bienes y en los de la sociedad conyugal; y obligan además los bienes propios del cónyuge no administrador, hasta concurrencia del beneficio particular que le reportara el acto, comprendiendo en este beneficio el de la familia común en la parte en que de derecho haya ella debido proveer a las necesidades de ésta. Recalcó que debiera extenderse el ámbito de injerencia para determinados actos, como los de urgencia.

A mayor abundamiento, señaló que el proyecto del Mensaje se centra en la disposición de los bienes (se señala, por ejemplo, “el cónyuge administrador no podrá enajenar o gravar voluntariamente ni prometer enajenar o gravar los bienes raíces sociales sin autorización del otro”), pero ¿qué sucede con la simple administración? ¿Ésta sí puede efectuarla el no administrador en ciertos y determinados casos? Las hipótesis de administración y disposición han sido tratadas separadamente en otras legislaciones, como la española.

Contradictoriamente, por otra parte, y diluyéndose también el principio de la solidaridad conyugal, al eliminarse el haber relativo de la sociedad conyugal se restringe al mínimo el ámbito de los bienes sociales gestionados por el cónyuge administrador. En los supuestos en que el cónyuge no administrador realice un trabajo remunerado y tenga, en consecuencia, su patrimonio reservado, el cónyuge administrador de la sociedad conyugal, en realidad, administrará principalmente sus bienes propios y el fruto de su propio trabajo, replicándose la administración desequilibrada de la sociedad conyugal.

Hizo hincapié en que además, el cónyuge no administrador solo responde de las deudas sociales hasta la mitad de sus gananciales.

A continuación, hizo una breve referencia a cómo se ha abordado la coadministración en el Derecho comparado.

Señaló que la tendencia en el Derecho comparado era, hasta hace poco tiempo atrás, la administración conjunta, por regla general, e indistinta, de forma excepcional. Sin embargo, esta fuerte inclinación a favor de la administración conjunta en el Derecho Europeo se revirtió en los años setenta y la tendencia actual es el establecimiento de una actuación indistinta, como regla general, y conjunta respecto de los actos patrimoniales más relevantes. En efecto, manifestó, el criterio general en materia de coparticipación es que ella se requiere para los actos de administración extraordinaria, es decir, aquellos que implican un mayor peligro o repercusión para la economía de la familia (“un accord mutuel pour les actes les plus lourds de consèquences”). Detalló que en Italia, el sistema de cogestión se restringe fuertemente a través de varios mecanismos. Uno de ellos consiste en hacer ingresar ciertos bienes al patrimonio común sólo al momento de su liquidación, como los bienes destinados al ejercicio de la empresa de uno de los cónyuges y su incremento (artículos 178 y 179 del Codice). Un criterio distinto se adopta en el Derecho portugués, conforme al cual, a pesar que los rendimientos del trabajo personal ingresan a la comunidad (artículo 1724, letra a) del CC portugués), su enajenación, gravámenes y administración corresponde a quien lo ejerce (artículos 1678, 2, a) y 1682, 2 del CC portugués).

- Protección en la administración de régimen

Expresó, en primer término, si existiendo administrador individual, el otro cónyuge no administrador se niega a otorgar la autorización , puede recurrirse a la justicia . Por otro lado, para garantizar el funcionamiento de la sociedad conyugal, se mantiene la administración extraordinaria y especial del artículo 138 CC y una hipótesis especial diversa en el 1724 bis CC. Respecto de las administraciones del artículo 138, éstas son importantes pues solo en ellas el cónyuge no administrador tiene derechos sobre los bienes sociales. Lo dice expresamente el artículo 1752 CC. Existe, además, la posibilidad de solicitar separación de bienes.

Entonces, expresó, en primer término, se mantiene la administración extraordinaria en el inciso primero del artículo 138 CC, en los siguientes términos:

Si por impedimento de larga o indefinida duración, como el de interdicción, el de prolongada ausencia, o desaparecimiento, se suspende la administración del cónyuge no administrador, se observará lo dispuesto en el párrafo 4º del título De la sociedad conyugal , es decir, aclaró, lo relativo a la administración extraordinaria. Agregó que ésta última está regulada en el artículo 1758 CC, en un mecanismo, a su juicio, engorroso. Así, son supuestos de ella, que el administrador sea declarado interdicto y que el administrador se encuentre ausente, es decir: se desconoce su paradero o ha dejado de comunicarse con su familia originando perjuicios a ella o a terceros. Agregó que son requisitos de la administración extraordinaria, que el no administrador debe ser nombrado curador y que el no administrador debe obtener autorización judicial. Por otra parte, especificó que el juez puede autorizar provisoriamente a disponer de los bienes solo si de la demora siguieren perjuicios (no se señala en contra de quién, de manera que puede entenderse tanto contra el cónyuge, la familia y/o terceros) o si se otorga garantía real o personal. La administración provisoria debe subinscribirse.

A su juicio, la curaduría debiera ser opcional, pues parece excesivo que deba obtenerse primero la curaduría, además de la existencia de perjuicio. Los efectos de esta administración extraordinaria son que aquel de los cónyuges que tenga la administración extraordinaria de la sociedad conyugal podrá ejecutar por sí solo los actos para cuya validez el cónyuge administrador necesitaba el consentimiento del cónyuge no administrador, respecto de los bienes sociales (para los propios del administrador no, pero como es curador se entiende que también administra los propios).
En segundo lugar, señaló, se mantiene también la administración especial del inciso segundo del artículo 138 CC, en los siguientes términos: “Si el impedimento no fuere de larga o indefinida duración, el cónyuge no administrador podrá actuar respecto de los bienes del cónyuge administrador y los de la sociedad conyugal con autorización del juez, con conocimiento de causa, cuando de la demora se siguiere perjuicio. Respecto de los bienes sociales sólo se necesitará la autorización del juez indicada en aquellos actos en que fuere necesario que concurrieren ambos cónyuges, es decir, la mayoría y de mayor importancia”. Es decir, se requiere autorización judicial en la administración de los bienes propios del administrador y en la administración de los bienes sociales que requieren autorización de ambos cónyuges, es decir, enajenación o gravamen voluntario de los bienes raíces sociales; promesa de enajenación o gravamen de los bienes raíces sociales; disposición entre vivos a título gratuito de los bienes sociales, salvo el caso del artículo 1735 CC, es decir, las de poca monta atendido el haber social; arrendamiento o cesión de tenencia de los bienes raíces sociales urbanos por más de cinco años, y de los rústicos por más de ocho, incluidas las prórrogas que se hubieren pactado; la constitución de aval, codeudor solidario, fiador u otorgamiento de cualquier caución respecto de obligaciones contraídas por terceros que involucre bienes sociales.
Explicó que esto quiere decir que si se trata de actos en que normalmente no se requiere la autorización de ambos cónyuges, quien administre extraordinariamente la sociedad conyugal no requiere autorización judicial, aunque sí se exige el requisito de que de la demora se siguiere perjuicio. Es decir, si el administrador se niega a realizar un acto individual, aislado, sobre un bien mueble, ¿esta sería la norma a aplicar? ¿Qué pasa en situaciones de separación de hecho donde sigue habiendo contacto entre los cónyuges, es decir, el impedimento no es de larga e indefinida duración? ¿Se aplica esta norma? ¿O tiene solo la posibilidad de pedir separación de bienes de los artículos 155 y siguientes? Las diferencias entre esta administración especial y la extraordinaria es que en la especial no se requiere curaduría y se exige autorización judicial solo en estos casos señalados.

En tercer lugar, agregó, se plantea en el artículo 1724 bis CC una hipótesis nueva, diversa de la administración extraordinaria y de la administración especial. Se trata de que, en caso de insolvencia, administración fraudulenta o mal estado de los negocios por administración errónea o descuidada del cónyuge administrador, siempre que no exista acuerdo entre ambos, podrá el cónyuge no administrador solicitar judicialmente ejercer la administración de la sociedad.

Este caso, recalcó, es diverso de la administración especial del artículo 138 inciso segundo CC, en cuanto se refiere a los bienes de la sociedad y no a los propios del administrador y en él no hay mención al impedimento de no larga e indefinida duración, ni tampoco se requiere el conocimiento de causa del juez ni que de la demora se siguiere perjuicio. Se trata, en suma, de una administración de carácter más general, en cuanto no exige la autorización del juez para aquellos actos en que fuere necesario que concurrieren ambos cónyuges (como sí lo exige en el caso de la administración especial).

Opinó que la ubicación de esta norma, alejada del Libro I en donde están las dos administraciones mencionadas, da lugar a confusiones.
En cuarto lugar, especificó que existe también la posibilidad de solicitar la separación de bienes. En efecto, el cónyuge no administrador puede solicitar la separación de bienes si la administración es fraudulenta, si hay insolvencia, si se han vulnerado los artículos 131 (deber de guardarse fe, socorro, ayuda mutua, respeto y protección recíproca) y 134 (proveer a las necesidades de la familia) del CC, si se incurre en causal de separación matrimonial judicial, en caso de ausencia injustificada por más de un año, o si ha habido mala fe en la administración del cónyuge administrador respecto de sus bienes propios, punto que recalcó, llama la atención, pues se exige la mala fe respecto de sus propios bienes y que la exigencia no se refiera únicamente a los bienes de carácter social.

Manifestó que algunas de estas hipótesis caen en el mencionado artículo 1724 bis CC, por lo que, en estas situaciones, existirá el derecho alternativo a solicitar judicialmente la administración, o bien, a solicitar la separación de bienes.

En general, señaló, la regulación referida a la protección de la administración está dispersa en el articulado propuesto y los supuestos de procedencia de estas cuatro figuras son similares por lo que puede llamar a confusión su regulación.

- Cuestiones que podrían incluirse en el proyecto 

En este punto, la señora Lathrop hizo un breve comentario respecto de los bienes familiares, y señaló que una de las críticas formuladas a los regímenes que no contamplan una comunidad actual de bienes durante la vigencia del matrimonio, es que atentan contra la solidaridad conyugal y familiar que debe regir las relaciones entre los contrayentes, en tal sentido, hizo hincapié en que si bien es cierto que estos sistemas no garantizan idealmente la solidaridad conyugal, ello puede ser corregido por la institución de los bienes familiares.

En efecto, explicó, cabe recordar que este instituto surgió con ocasión de la regulación de la participación en los gananciales del año 1994, como mecanismo equilibrante y estabilizador de la economía conyugal al proteger la vivienda familiar de posibles agresiones externas. De la misma forma, en la “comunidad de gananciales”, la declaración de bienes familiares venía a “suplir” esa coadministración que, de otro modo, la comunidad actual de bienes demandaría y que, por cierto, ha sido objeto de críticas en los países que la han consagrado pues estaría generando un funcionamiento engorroso de activos, pasivos, créditos y recompensas que en nada se condicen con la tendencia a simplificar el comercio jurídico.

Agregó que las reformas que introducía el proyecto anterior sobre modificación de la sociedad conyugal corregían un sinnúmero de deficiencias de la regulación de los bienes familiares, posibilitando y facilitando notablemente el acceso y la constitución de los bienes familiares, de manera que este instituto podía llegar a transformarse en una herramienta útil, eficaz y, por qué no, indispensable, cualquiera fuera el régimen de bienes del matrimonio que se adopte. Razones por las cuales, enfatizó, dichas reformas y modificaciones debieran reponerse en el estudio del proyecto actual.

En segundo lugar, manifestó, bajo el supuesto de que uno de los principios inspiradores del Mensaje es la igualdad, deben reponerse las normas del proyecto de “comunidad de gananciales” (Boletín 1707-18) que modificaban ciertas palabras de uso común.
Recalcó que no debiera excluirse, la posibilidad de reorganizar el articulado de los regímenes patrimoniales del matrimonio en el Libro I del CC, luego del tratamiento del estatuto primario e, incluso, esta reforma sería una buena oportunidad para plantear los principios generales del sistema de bienes del matrimonio, la posibilidad de permitir regímenes patrimoniales abiertos que cumplan con las normas de orden público (que ella agruparía en una parte preliminar), agrupar los criterios de renuncia a los gananciales, en la participación en los gananciales (hoy prohibido), la renuncia a los gananciales en la sociedad conyugal (que hoy está permitida) y la renuncia a la compensación económica.

- Modificaciones menores

Finalizando su exposición, la señora Lathrop realizó una serie de observaciones respecto de las modificaciones que plantea el texto del Ejecutivo y que eventualmente dejarían ciertas dudas en su aplicación.

- En el inciso penúltimo del artículo 150 CC, señaló que no queda claro a qué se refiere la frase “señalar que no existe” el crédito de preliquidación del régimen. ¿Es una hipótesis diversa de la renuncia? ¿Qué sucede si no se señala que no existe? ¿Se entiende que se renuncia?

- En el inciso final de esta norma se establece que las deudas contraídas en el ejercicio del patrimonio reservado pueden ser ejecutadas en los bienes de ese patrimonio, dándose a entender que estos bienes pasan a ser sociales cuando, en realidad, siempre lo han sido (el patrimonio reservado solo nace al momento de la liquidación y tiene carácter transitorio). Al parecer, explicó, lo que ha pasado a ser social es el crédito. De no ser así, se estaría frente a un derecho real para perseguir únicamente los bienes que forman parte de ese patrimonio en dicho momento.

- En el elenco de las partidas del haber social, sería recomendable expresar el carácter oneroso que, en la redacción actual del CC, se desprende mediante ejercicio interpretativo y a contrario sensus (por ejemplo, en el numeral 4°). En el numeral nuevo 3° del artículo 1725, sería aconsejable establecer que el aporte no lo hace el patrimonio reservado del cónyuge no administrador sino el cónyuge no administrador que es titular de dicho patrimonio, pues el patrimonio no es sujeto de derecho.

- En las modificaciones a la Ley 14.908 no se ha previsto qué sucede si, habiendo coadministración, uno de los cónyuges es condenado a pagar alimentos, igualmente se puede autorizar al cónyuge no administrador para actuar conforme al artículo 138 inciso segundo CC, es decir, con administración especial de la sociedad sin que sea necesario acreditar el perjuicio que de la demora se siguiere que allí se exige. Esto, porque la modificación parte de la base de que existe administración individual y no conjunta.

- Comentarios finales respecto del proyecto.

Estima que el proyecto del Ejecutivo presenta la ventaja de intentar igualar jurídicamente a los cónyuges y que fomenta la solidaridad familiar patrimonial a través de la comunidad actual de bienes y la coadministración. Sin embargo, se observa una permanente tensión entre reproducir beneficios que la legislación actual concede a la mujer casada en sociedad conyugal, es decir, mantenerle cierta autonomía patrimonial y permitir la administración individual, por una parte, y estimular la participación conjunta en la administración, por otra, lo que genera un sistema híbrido.

Recomendó que debería descartarse la existencia del patrimonio reservado y establecer la coadministración como regla general, aunque dando libertad para modificar el régimen general supletorio, estableciendo excepciones genéricas, o bien, casos acotados, en que se permita la actuación indistinta (defensa de los bienes sociales, gastos de urgencia, disposición de frutos y productos de bienes privativos).
- Señor José Antonio Galván Bernabeu, Doctor en Derecho y profesor de Derecho Civil de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso.

Observó en primer término que la reforma en examen abarca materias propias de la regulación de la sociedad conyugal, como también otras pertenecientes al derecho sucesorio en que las primeras inciden, pero que por razones de tiempo centró su exposición en la regulación propuesta en relación a la sociedad conyugal y particularmente en las normas relacionadas con la administración que estimó de mayor relevancia o significación en función de los principios que las fundamentan e informan.

En efecto, señaló que el proyecto de reforma contenido en el Boletín N°7567-07, modifica el régimen de la sociedad conyugal en el ámbito de las normas que gobiernan la administración en relación con la persona del titular llamado a ejercerla, de suerte que la persona del marido o de la mujer o ambos llamados a ejercerla lo harán prácticamente con las mismas facultades y limitaciones actualmente existentes.

Manifestó que el régimen de administración vigente atribuye al marido no sólo la titularidad en relación con el patrimonio social, sino que también respecto del patrimonio propio de la mujer. Dicha regulación ha sido calificada de anacrónica y contraria al principio de igualdad que debe presidir e informar la normativa referida no sólo a las relaciones personales entre marido y mujer sino también a sus relaciones patrimoniales. Siendo dicho principio de igualdad uno de los fundamentos en que descansa la iniciativa de reforma, se propone eliminar la administración por el marido de los bienes de su mujer radicándola en ella en cuanto propietaria de los mismos con lo cual se da consistencia al sistema al reconocer a la mujer casada los mismos poderes que una mujer soltera tiene o ejerce respecto de su patrimonio. Señaló que se salva así la deuda que mantuvo el legislador de la ley N°18.802, que a pesar de tener como fundamento el referido principio de igualdad lo limitó en su aplicación al ámbito de los deberes y derechos entre cónyuges.

Agregó que el otro ámbito significativo de la reforma se sitúa también en el campo de la administración, ahora con referencia a la administración ordinaria del patrimonio social, propiciándose que la administración de los bienes gananciales a falta de acuerdo de los cónyuges para atribuirla a uno u otro, corresponda a ambos cónyuges de consuno, esto es, en forma conjunta. Esta fórmula la adoptan otros ordenamientos jurídicos, cual es el caso del código civil español a contar de la reforma del año 1981 y el código peruano a contar del año 1984. En el derecho chileno actual hay también situaciones de administración conjunta en el caso de la pluralidad de mandatarios y guardadores y en la comunidad. Cabe señalar que en el caso que opere la administración conjunta podría plantearse la discusión o mejor la duda sobre la procedencia del patrimonio reservado para cualquiera de los cónyuges, puesto que el artículo 150 en su nuevo texto lo consagra como una prerrogativa del cónyuge no administrador y en la hipótesis que comentamos ambos son coadministradores. Ello al menos reclama una aclaración o precisión no meramente técnica, ya que dice relación con una materia que la propia iniciativa considera esencial, toda vez que hace aplicable por primera vez al marido la figura del patrimonio reservado que nació como una medida especial de protección de los intereses de la mujer casada en sociedad conyugal. Las disposiciones concernidas por la aclaración son las contenidas en los artículos 140 y 150, según su nuevo texto.

Volviendo a la administración conjunta, señaló, resta decir que la actuación de consuno regirá para los actos de mayor significación económica, que son los actualmente existentes, presumiéndose que para los demás se cuenta con la autorización del otro cónyuge, a cuyo respecto pareciera conveniente precisar que la presunción es de derecho con miras hacer operativo el mecanismo propuesto.

En síntesis: administración individual merced a un acuerdo o conjunta por disposición de la ley, en caso de desacuerdo.

Luego se refirió a la administración del patrimonio social por la mujer en virtud de un acuerdo con su marido, fórmula que recalcó, puede ser aplaudida al permitir el legislador que sean los propios cónyuges quienes decidan la persona del administrador, y es en todo caso, un acuerdo que provoca la importante consecuencia jurídica de no hacer aplicable al cónyuge administrador la figura del patrimonio reservado. Señaló que ello podría conducir en la práctica a que las mujeres que se casen bajo régimen de sociedad conyugal renuncien a la posibilidad de ejercer la administración social con miras a mantener la posibilidad de tener un patrimonio reservado, con lo cual el marido seguirá siendo el administrador, ahora no por mandato legal como ocurre en la actualidad, sino por un acuerdo con su mujer; acuerdo que al menos respecto de la mujer viene determinado o mejor dicho motivado mas por circunstancias meramente legales que por una decisión plenamente voluntaria.

Para finalizar, el profesor destacó algunos aspectos de la reforma que a su juicio requieren de perfeccionamientos, especialmente de cara a las medidas de protección de los derechos de los terceros que contraten con los cónyuges.

En primer lugar hizo presente que el nuevo artículo 178, impide al cónyuge titular de patrimonio reservado renunciar a los gananciales en las situaciones que indica. Ello podría generar dificultades a la hora de hipotecar a favor de terceros, generalmente bancos, bienes raíces adquiridos en ejercicio de dicho patrimonio reservado, terceros que seguramente exigirán al constituyente una declaración o comparecencia del cónyuge administrador, desnaturalizándose con ello uno de los efectos particulares de dicho patrimonio. 

La reforma al artículo 1723 abre por primera vez la posibilidad que la sociedad conyugal no inicial reemplace o sustituya a otro régimen matrimonial, lo que significa prescindir de los fundamentos de la norma que lo impedía, que no era sino evitar incertidumbres respecto de terceros. De perseverarse en el cambio no se divisa la razón para no hacerlo extensivo al régimen de participación en los gananciales.

También, recalcó, en el contexto de mecanismos de protección de los terceros, se hace necesario establecer un período mínimo de duración del acuerdo conducente a la administración individual de la sociedad conyugal. En efecto, la seguridad jurídica y la tutela de los terceros que contratan con los cónyuges es una exigencia común a cualquier régimen económico matrimonial.
Concluyó expresando que la reforma en comento con los perfeccionamientos propuestos da respuesta al imperativo de igualdad en el trato jurídico que el legislador debe dispensar a quienes deciden contraer matrimonio bajo régimen de sociedad conyugal.

-Intervención de la Ministra Directora del SERNAM en respuesta a las observaciones hechas precedentemente

1.- Respecto de las observaciones de la abogada Mónica Jottar.

- En lo que dice relación con la igualdad ante la ley de marido y mujer, y a la opinión de que en el matrimonio no existe igualdad entre marido y mujer, sino que justamente la sociedad conyugal existe porque son desiguales y que las modificaciones desprotegen a la mujer, que es el cónyuge más débil, la señora Ministra señaló que la profesora Jottar confunde igualdad jurídica con igualdad económica, laboral, etc. La igualdad jurídica se refiere a la igualdad de derechos entre marido y mujer y no a la igualdad de la situación económica, laboral etc. Por lo tanto: argumento errado.

- En lo que dice relación con la plena capacidad de ambos cónyuges, en cuanto a que el proyecto vuelve a plantear la discusión sobre la plena capacidad.de la mujer, tema que ya estaría zanjado. 
La señora Ministra señaló que la profesora confunde la declaración de la capacidad de la mujer casada en sociedad conyugal con el derecho a ejercicio de esta capacidad, El proyecto no pone en discusión la declaración de capacidad sino el efectivo ejercicio de la misma. La capacidad se hace efectiva cuando ésta se puede ejercer mediante derechos concretos, como la administración de bienes.

- En lo que dice relación con la protección del cónyuge que más tiempo ha dedicado al cuidado de los hijos y el hogar, en el sentido de criticar la prohibición de renuncia a los gananciales del cónyuge no administrador ya que lleva a confusión con la compensación económica en caso de divorcio o nulidad. La señora Ministra señaló que el proyecto no confunde, sino que refuerza el concepto del derecho de familia chileno de protección a quién ha dedicado más tiempo al cuidado de los hijos y del hogar y mantiene coherencias en la legislación.

- Respecto de la idea de que en el proyecto la mujer empeora su situación, ya que pierde una serie de beneficios que hoy tiene, la señora Ministra recalcó que todos los derechos que actualmente tiene la mujer casada en sociedad conyugal se justifican por ser el marido el jefe y administrador exclusivo de ésta, por lo tanto son protecciones que se dan a la mujer por carecer de esta facultad y/o ante una mala administración del marido. Por lo tanto, si la mujer es la administradora de la sociedad o coadministra, estos derechos pierden su razón de ser.

2.- Respecto de las observaciones de la profesora Fabiola Lathrop.

- En lo que dice relación al comentario de que el proyecto tiene un concepto errado de igualdad y no destierra todas las discriminaciones que hay hacia la mujer y el marido, respondiendo a un excesivo paternalismo legal.
La Ministra señaló que dicha crítica se centra en el rechazo hacia cualquier tipo de protección a la mujer y que la profesora no está de acuerdo con el principio del proyecto de proteger al cónyuge que más tiempo ha dedicado al cuidado de los hijos y del hogar. Por ello, su postura tiene una diferencia esencial con la del Ministerio, en que justamente se ha querido mantener la protección debido a la realidad de la mujer chilena. En concepto de la Ministra la profesora considera que el proyecto consolida a la mujer en el ámbito del cuidado de los hijos y del hogar.

- En lo que dice relación con no comprender la razón para mantener el patrimonio reservado, ya que ello no responde a un principio de igualdad de los cónyuges y hace desaparecer el carácter comunitario del régimen.

La señora Ministra señaló que el patrimonio reservado permite que el cónyuge no administrador administre lo que gana en virtud de su trabajo, sin perjuicio de que debe realizar aportes a la sociedad conyugal para el mantenimiento de la familia, por lo mismo, en la medida que ambos cónyuges son iguales, los dos deben tener el derecho a tener su patrimonio reservado.

- Señor Hernán Corral Talciani, Doctor en Derecho y Profesor de Derecho Civil de la Universidad de los Andes.

I. Comentarios generales

a) Reforma al régimen de sociedad conyugal

Señaló que su opinión es en general, favorable al diseño de la reforma contemplada en el proyecto de ley presentado por el Poder Ejecutivo, y con el cual coinciden sustancialmente las mociones de los Diputados Araya, De Urresti, Saa y Sepúlveda y ex Diputados Enríquez, Escobar y Valenzuela, boletín Nº 5970-18, y de los Diputados Araya, Ceroni, Goic, Gutiérrez, Muñoz, Ortíz, Rivas, Saa, Saffirio y Schilling, boletín 7727-18. 

Fundamentó esta opinión positiva en cuatro razones fundamentales: 

1ª) Se mantiene un régimen de comunidad de bienes actual, más congruente con la idea de matrimonio y con la idiosincracia de la población. No se copian regímenes foráneos sino que se adapta o moderniza nuestro propio sistema.
2ª) Se establecen reglas de administración que cumplen a la vez con tres objetivos valiosos: logran equidad entre los cónyuges, permiten flexibilidad para elegir distintos modelos, y además para transitar de uno a otro, y dan seguridad a los terceros.

3ª) Se mantiene patrimonio reservado, que es una de las instituciones que más ha beneficiado a la mujer de sectores bajos y medios, desde que fuera creada en 1925. 

4ª) Se simplifica el régimen, terminando con el haber relativo o aparente, con la separación especial del art. 166 CC y otorgando a la mujer la administración de sus bienes propios, lo que además pone fin a una discriminación que podría impugnarse de inconstitucional no sólo por razones de igualdad sino también de respeto a la propiedad.
Con todo ello, se cumplen, a su parecer, las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, pero sin renunciar al modelo de comunidad actual, tal como han hecho otros países latinoamericanos (Argentina, Perú, Colombia, Ecuador).
b) Expresiones "sexistas"

Expresó que las mociones mencionadas se preocupan de sustituir las expresiones que, según la sensibilidad actual, pueden parecer sexistas: hombre, padre de familia, niño, etc. Sin negar que este propósito puede ser razonable, sugirió que se discutan como una iniciativa distinta (en la que no sólo se incluya al Código Civil sino el resto de la legislación fundamental). Ya es suficientemente compleja la reforma del régimen de bienes y conviene focalizar toda la atención en ella. 

II. Sobre el activo de la sociedad conyugal y los bienes propios

a) Supresión del haber relativo.
Señaló que comparte la idea de suprimir el haber relativo: esto es, muebles aportados o adquiridos a título gratuito durante el régimen. La verdad es que es muy difícil de entender que los muebles aportados pasen a ser administrados por otro cónyuge que no es su adquirente. Además, señaló, su experiencia indica que las recompensas nunca se liquidan realmente.
Manifestó que no cree que esto disminuya las fuerzas del patrimonio conyugal: hoy día éstas no se basan ni en muebles aportados ni en adquisiciones gratuitas. Además, no hay que olvidar que estos bienes no son realmente sociales, porque la sociedad debe su valor, por lo que tampoco se podían contar como respaldo económico.
Finalmente, nada impide que siendo bienes propios, el cónyuge propietario los aporte a la sociedad mediante convenio en las capitulaciones matrimoniales o bien, ofrecerlos en garantía para fortalecer la opción de un crédito que se pide a favor de la sociedad.
b) Corrección del art. 1725

Estima que hay que perfeccionar el art. 1725 Nº 4, porque señala que entran a la sociedad los muebles adquiridos durante el matrimonio, mientras que el Nº 5 dice que entran todos los bienes adquiridos a título oneroso. A contrario sensu, podría concluirse que el Nº 4 se refiere a muebles adquiridos a título gratuito.
Sugiere sustituir completamente el artículo para variar su numeración y dejar sólo los actuales Nº 1, 2 y 5. Sobre el Nº 3, realiza una propuesta más abajo.
c) Distinción de composición según forma de administración

No comparte la idea de la moción 7727-18 de distinguir la composición del patrimonio social de acuerdo a la forma de administración. Complejiza demasiado el sistema, sobre todo atendido que la forma de administración puede ser variada por los cónyuges, lo que implicaría que ingresaran o no ingresaran al haber social bienes distintos según cómo se han producido esos cambios; recalcó, generaría incertidumbres para los cónyuges y para terceros. 
d) Aporte del patrimonio reservado

Aunque entiende la idea del aporte del patrimonio reservado a los bienes sociales contemplada en el Nº 3 del art. 1725, le parece que ello queda suficientemente resguardado por la norma del art. 160 CC, que señala que los cónyuges separados deben contribuir a las necesidades de la familia común en proporción a sus facultades.
Manifestó que bastaría, si se quiere aclarar, que esta contribución ingresa al haber social, mediante una mención de dicho precepto en el art. 1725 Nº 3.
e) Supresión de la separación legal parcial

Señaló que estos bienes (legados, herencias y donaciones hechas a la mujer bajo la condición de que el marido no administre) son ahora bienes propios porque son adquisiciones a título gratuito. Le parece bien que desaparezca este estatuto especial. La única diferencia es que, siendo bienes propios, todos sus frutos entran al haber social, mientras que bajo el régimen del actual art. 166 del Código, a los frutos y las adquisiciones se les aplicaba la opción del patrimonio reservado (art. 150 CC). Pero a su juicio es una diferencia mínima que no justificaría mantener la institución.

f) Mantención de separación parcial: bienes propios y separación parcial pactada en capitulaciones

Manifestó que existe un riesgo de confusión en el proyecto entre bienes propios del cónyuge no administrador y bienes que componen una separación parcial convencional. En efecto, se dice que respecto de los bienes propios el cónyuge no administrador se entiende separado de bienes. Pero no queda claro si se mezclarían estos bienes con los de la separación parcial pactada en capitulaciones. La diferencia residiría en que los frutos de los bienes propios son sociales, no así los de los bienes de la separación parcial.
Además, no queda muy claro en qué consistiría la separación parcial convenida en capitulaciones (salvo la rara hipótesis de que se acuerde una suma o pensión periódica al cónyuge no administrador), porque los bienes que los esposos tengan antes del matrimonio son bienes propios y no tendría sentido excluir por convención de la sociedad lo que ya la ley ha dejado fuera de ella.
Expresó que quizás convenga suprimir también la posibilidad de separación parcial, y respecto de los bienes propios, decir simplemente que su disposición y administración pertenece a cada uno de los cónyuges, de esta manera, sólo existirían bienes propios de la mujer y del marido, bienes sociales y, eventualmente, patrimonio reservado.
III. Sobre la administración de la sociedad

a) Administración ordinaria

Manifestó estar de acuerdo con la fórmula de que los cónyuges puedan optar entre unificar la gestión en uno de ellos o administrar conjuntamente el haber social. Esto da mayor espacio de autonomía a los cónyuges para elegir la fórmula que más acomoda a sus habilidades, situación patrimonial o situación matrimonial (segundas o terceras uniones) y para ajustarla según las variaciones que experimenten en el desarrollo de su vida conyugal.
Agregó que le parece bien la posibilidad de que puedan modificar este acuerdo, garantizándose la seguridad de terceros (mediante subinscripción al margen de la inscripción matrimonial), pero aclararía que también los cónyuges pueden pasar de administración unificada a administración conjunta, o de esta a la unificada en manos de un cónyuge.

Señaló tener dudas de si es necesario que se modifique la administración por resolución judicial como se contempla en el art. 1724 bis del Proyecto del Ejecutivo. Para casos de impedimento temporal o indefinido le parece suficiente la administración extraordinaria o la autorización judicial para actuaciones específicas previstas en el art. 138. Si se trata de mala administración o administración fraudulenta el remedio es que se pueda pedir la separación judicial, la que más adelante propuso flexibilizar.
Sobre la administración conjunta, señaló tener la impresión de que la regla debiera ser que, además de los actos que necesitan autorización de ambos cónyuges en la administración unificada, se debe siempre contar con el consentimiento de ambos cónyuges para todos los actos de disposición o administración de toda clase de bienes. No pondría la presunción que se propone en el proyecto de que siempre se cuenta con el consentimiento del otro (inciso final que se agrega al art. 1749) porque termina por desmentir el propósito de administración compartida y se convierte en un régimen de administración indistinta (cualquier cónyuge puede disponer de los bienes sociales).

En consecuencia, la regla a su juicio, debería ser la concurrencia de ambos cónyuges y sólo exceptuaría aquellos bienes sujetos a un registro público que podrán ser enajenados por el cónyuge que aparece como propietario de ellos en esos registros, sin perjuicio de las recompensas que se generen internamente entre los cónyuges. En este sentido coincido con el criterio de la moción 7727-18, aunque sugiere redactarlo de un modo más sintético: bienes sujetos a registro público (así se comprenden los automóviles, las acciones, pertenencias mineras, derechos de aguas, etc.).
b) Sobre administración extraordinaria

Manifestó que frente a lo previsto en el art. 138, no parece tan necesario que se decrete provisionalmente la administración extraordinaria desde que se pide y sin rendir prueba (son casos que pueden ser muy controvertidos, por ejemplo si el marido está aquejado o no de una demencia senil; si está realmente ausente o no) menos aún si el cónyuge que administra extraordinariamente no tiene que sujetarse a ninguna restricción para disponer de los bienes sociales, lo que a su parecer, resulta excesivo y la sanción civil dispuesta no siempre será suficiente para evitar actos fraudulentos.
Además, resulta inexplicable que el administrador extraordinario que está llamado a ejercer esta función frente a una situación de vulnerabilidad del otro cónyuge (es un curador de un incapaz o ausente), tenga facultades más amplias que el administrador ordinario. Propuso que para los mismos actos que el administrador ordinario necesitaba la autorización del otro cónyuge, se necesite autorización de la justicia. 

c) Sobre intervención del no administrador en casos de impedimento temporal

El art. 138 del proyecto señaló que puede ser importante en situaciones en las que existe separación de hecho y la mujer necesita hacer algún acto sobre bienes sociales o bienes del marido y no logra ubicarlo, recalcó que es uno de los problemas que han causado mayores críticas al funcionamiento de la sociedad conyugal. No obstante lo anterior, da la impresión de que bastaría con aclarar que en estos casos, el cónyuge no administrador podrá realizar actos de disposición o administración sobre bienes propios del otro cónyuge o de los bienes sociales previa autorización de la justicia. Pero no, como pretende el proyecto del Ejecutivo, que el cónyuge no administrador pueda proceder sobre los bienes sociales sólo para los actos que necesitan autorización de ambos cónyuges según el art. 1749, pues esto significaría que el cónyuge podría decidir por sí mismo si el otro está o no impedido y realizar cualquier acto que no esté incluido en el art. 1749 sobre bienes sociales. A su juicio esta facultad tan omnímoda puede dar pie a abusos y a entrabar la administración del cónyuge administrador.

Precisó que a su juicio, es mejor mantener que para cualquier acto de disposición o administración sobre bienes sociales, se debe pedir autorización de la justicia.
Hizo notar que el precepto del Ejecutivo en este punto no impone que se cite al marido, de modo que no es necesario notificarlo, basta que se acredite ante el juez de que realmente está impedido de manifestar su voluntad, aunque sea por ausencia. En tal sentido, podría aclararse que se entiende impedido el cónyuge que se encuentra ausente y no puede ser ubicado después de las diligencias que ordene realizar el tribunal de familia.
IV. Sobre el patrimonio reservado

Celebró que se mantenga la institución, pero le preocupa que en el modo en que está planteado por el Mensaje pueda ser mal utilizada por un marido inescrupuloso. Es cierto que el proyecto impide la renuncia a los gananciales al cónyuge que no se haya dedicado al hogar (art. 1781), pero esto puede introducir un factor de excesiva litigiosidad, ya se ve en los juicios de compensación económica por divorcio lo que cuesta definir cuándo un cónyuge ha trabajado fuera del hogar pero no en la medida en que "podía y quería" (la jurisprudencia de los tribunales de familia es muy variada).

Manifestó ser partidario de conceder el patrimonio reservado y la facultad de renunciar a los gananciales sólo en favor de la mujer, como medida de discriminación positiva, tomando en cuenta la actual situación de la realidad chilena en materia de equidad de género.

Si se quiere se puede dar al varón el derecho a oponerse a la renuncia a los gananciales que haga la mujer con bienes reservados, pero poniendo bajo su carga la prueba de que no se ha dedicado al cuidado del hogar o de los hijos.

Agregó que la objeción de que en este caso si se designa a la mujer como administradora el marido no podría gestionar ni su propio sueldo, no le parece tan fuerte; de partida porque respecto del dinero y bienes muebles existe la presunción respecto de terceros de que el dueño es el que le hizo entrega de ese bien (art. 1739 inc. 4º). Por lo demás, no es infrecuente que existan maridos que prefieren que sea la mujer la que administre sus ingresos, dejándoles a ellos lo necesario para sus gastos. Por otra parte, en un caso de discordia, siempre el marido no administrador podrá exigir que la mujer administradora cumpla con el deber de dar lo necesario para su sustento y gastos (vestuario, alimentación, salud), conforme al art. 134.

Manifestó que si la propuesta anterior no se acepta, le parece razonable lo que se dispone en la moción 7727-18, en el sentido de otorgar un patrimonio reservado al marido pero con restricciones respecto de la disposición de sus bienes (las del art. 1749) y condicionando la renuncia a los gananciales a que pruebe que la mujer no se ha dedicado al hogar. Piensa, sin embargo, que aun cuando aquí se impone la carga de la prueba al marido, igual se abre la puerta para el litigio, por lo que en este caso, sería mejor dar al marido un patrimonio reservado pero sin facultad para renunciar los gananciales (es decir, al final del régimen los bienes reservados siempre se reputarán gananciales y deberá compartirlos con la mujer).

Señaló que la propuesta de la moción 7727-18 de que para los bienes adquiridos con subsidio total o parcial del Estado la mujer se entienda separada de bienes, quedaría mejor ubicada a mi juicio si se presume de derecho que estos bienes han sido adquiridos conforme al art. 150 CC. 

V. Observaciones menores

Observó que hay bastantes normas que podrían perfeccionarse, entre las que destacó las siguientes:

- Cree que hay que estudiar mejor todo lo que se refiere a las deudas sociales y personales, ya sea respecto de terceros (obligación a las deudas) como entre los cónyuges (contribución a las deudas). Por ejemplo, en el art. 1740 se propone que sean obligaciones sociales las contraídas por cualquiera de los cónyuges, lo que no se condice con la posibilidad de que haya un administrador. A su juicio, debiera decir que son sociales las deudas contraídas por el cónyuge administrador, y las del no administrador en los casos en los que procedió sobre los bienes sociales por impedimento del administrador de conformidad con el art. 138.
- Otra disposición que su parecer debiera ajustarse es la del 1751 inc. 3º, que en el texto que se propone parece absurdo: si el no administrador se obliga solidariamente con el administrador no obliga sus bienes propios. Esto era para la mujer que no podía realizar actos sobre sus bienes propios, pero ahora que se da libertad a ambos cónyuges para disponer de sus bienes propios no tiene sentido limitar (¿para qué serviría la caución?).
- Es necesario también abordar el tema del pasivo y la obligación a las deudas en el caso de administración conjunta. En este sentido y a su parecer, es más completa la moción 7727-18 que se preocupa de este problema en su art. 1757 bis. Asimismo, recomendó que debieran adecuarse las normas sobre liquidación de la sociedad conyugal. No se justifican privilegios del cónyuge no administrador: deducción previa de recompensas, beneficio de emolumento, si la administración ha sido conjunta.

- Enfatizó que no parece correcto que se dé acción a los acreedores para embargar bienes sociales y propios de los cónyuges por un delito de uno de ellos, de acuerdo a la modificación propuesta para el art. 384 del Código Procedimiento Penal. Actualmente se refiere a la mujer casada en sociedad conyugal, por lo tanto la referencia debería ser al cónyuge no administrador, en el sentido de que puedan responder también por sus actos delictivos los bienes sociales, pero no los bienes propios del otro cónyuge. Por eso, le parece más razonable lo que propone en este punto la moción 7727-18.
No está de acuerdo con eliminar la suspensión de prescripción para el cónyuge no administrador en el actual art. 2509 del CC. Estima que basta con sustituir la mención de la mujer casada en sociedad conyugal, por cónyuge no administrador, como sugiere la moción 7727-18.
VI. Algunas propuestas personales

a) Posibilidad de flexibilizar acceso a la separación de bienes

Uno de los problemas mayores son las separaciones de hecho en las que se prolonga la sociedad conyugal porque no se recurre a la separación judicial de bienes ni tampoco se ocupa la convencional.
Para evitar este problema sugirió que se estudie la posibilidad de que la mujer que no es cónyuge administrador pueda declarar unilateralmente su voluntad de pasar al régimen de separación mediante un acta otorgada ante notario u Oficial del Registro Civil, que deberá subinscribirse al margen de la inscripción de matrimonio, desde ese momento, los bienes sociales se considerarán una comunidad, podrán liquidarse o administrarse por cualquiera de los comuneros según el art. 2081 aplicable por mandato del art. 2305 CC.
Es cierto que en este caso se podrá aplicar la presunción del art. 1739 inc. final que determina que se presume que los bienes que se adquieran durante la indivisión se han adquirido invirtiendo los bienes comunes, de modo que cuando se liquide la sociedad, se deberá recompensa. Pero es una norma que parece justa y que incentiva que la comunidad dejada por la disolución sea prontamente liquidada. Los problemas de liquidación de las comunidades en general tienen que ver con la imposición de un arbitraje forzoso que es muy oneroso y burocrático para patrimonios que no son de envergadura. Pero esto, señaló se aparta del tema de la sociedad conyugal y nos introduce en la necesidad de que se regule un procedimiento de división de comunidades que sea más simplificada y que sea de competencia de los jueces de familia o civiles (según el tipo de comunidad). Algo se intentó en la Ley de Matrimonio Civil para los casos de separación judicial y divorcio, pero la normativa ha sido insuficiente, porque dispone que deben pedirlo ambas partes y proporcionando "antecedentes suficientes": los jueces se niegan a liquidar excusándose en que no ha habido petición de ambos o que no son suficientes los antecedentes.
Manifestó que algunos pueden pensar que es excesivo que se dé a uno de los cónyuges la facultad unilateral de disolver la sociedad conyugal sin el consentimiento e incluso sin el conocimiento del otro cónyuge, por lo que en tal caso, propone que la decisión de la mujer se haga valer ante el juez de familia el que debería notificarla al otro cónyuge. Si este no dice nada o no impugna el juez manda inscribir la separación en el Registro Civil. Si el marido se opone y prueba ante el juez que es perjudicial para los intereses de la familia, se denegará, pudiendo la mujer ejercer las otras acciones que le correspondan: separación judicial de bienes, separación de los cónyuges, divorcio. Si el marido no es ubicable, se decretará notificación por avisos en los diarios.
b) Eliminación de renuncia a los gananciales anticipada

Enfatizó que la renuncia a los gananciales al momento de pactar capitulaciones matrimoniales no tiene hoy ningún sentido. Tampoco se la observa en la práctica. Además, es contraria a los intereses del cónyuge más débil, por lo que propone eliminarla y limitar esta renuncia una vez disuelta la sociedad conyugal.
c) Capitulaciones matrimoniales

Manifestó que esta es otra institución que está en desuso, pero que podría prestar utilidad si fuera más accesible y menos solemne. Propuso que se puedan otorgar capitulaciones a través de acta ante Oficial del Registro Civil otorgada al momento de la manifestación del matrimonio, y después subinscrita al margen de la inscripción matrimonial. Asimismo, señaló que ampliaría su contenido para disponer que algunos bienes aportados ingresen a la sociedad conyugal o para confeccionar el inventario de la participación en los gananciales, o cualesquiera otras estipulaciones lícitas que quisieren hacer los contrayentes.
Señaló además que en ellas aclararía que no es posible renunciar anticipadamente a la compensación económica por nulidad o divorcio, cuestión que se ha discutido y hay opiniones en doctrina favorables a esta renuncia anticipada por no prohibirla expresamente la ley (aunque son minoritarias). La cuestión aún no ha sido planteada ante los tribunales.

d) Matrimonios contraídos en el extranjero.
Propuso repensar la norma que se da para los matrimonios contraídos en el extranjero en el art. 135 inc. 2º, principalmente porque es incongruente que el legislador cambie para ellos el régimen supletorio legal que se considera conveniente para los matrimonios celebrados en Chile. Debería establecerse que estos cónyuges si no pactan separación o participación se entenderán casados en sociedad conyugal. Además precisó que aplicaría la norma sólo a los extranjeros que pasen a residir en Chile. Para los transeúntes quizá por exigencias del tráfico jurídico sea mejor considerarlos separados de bienes. También recomendó aclarar que la norma no se aplica a los matrimonios entre dos chilenos que se casan en el extranjero, porque para estos se aplica la sociedad conyugal por imperativo del art. 15 Nº 2 del Código Civil.
e) Posibilidad de permitir reingreso al régimen de sociedad conyugal
Señaló que en el artículo transitorio del proyecto se permite a los matrimonios contraídos con anterioridad a la entrada en vigor de la ley que puedan pactar la administración, pero se omite la posibilidad de que puedan pactar pasar del régimen de separación de bienes o de participación en los gananciales a la nueva sociedad conyugal que se diseña en el proyecto. Si lo que se quiere es revitalizar este régimen, parece de toda justicia y conveniencia que se permita este tránsito (máxime si el proyecto del Ejecutivo permite transitar de separación a sociedad conyugal en sus artículos permanentes).
f) Necesidad de reforma tributaria para evitar discriminación

Para finalizar, señaló que aunque esta materia requiere iniciativa del Ejecutivo, resulta urgente revisar la situación tributaria en la que se encuentra la sociedad conyugal por una interpretación, a mi juicio, exagerada del art. 1750 del Código Civil, que dispone que para terceros el marido se reputa dueño exclusivo de los bienes sociales. Se da la paradoja de que la ley trata mejor a los no casados o a los casados con separación de bienes que a los casados en sociedad conyugal. Esta es una discriminación arbitraria que no tiene justificación alguna, y que pugna con los principios constitucionales no sólo de igualdad ante la ley sino de protección a la familia. Recalcó que es un incentivo perverso para los matrimonios de profesionales o de clase media emergente, que aunque se hayan casado en sociedad conyugal, en poco tiempo se separan de bienes, forzados por esta discriminación tributaria al régimen legal.
- Señora Camila Maturana Kesten, abogado, Corporación Humanas

I.- Antecedentes normativos: igualdad y no discriminación

Señaló en primer término, que la igualdad de derechos entre hombres y mujeres y la prohibición de la discriminación en base al sexo de las personas -materia de los proyectos de ley en debate- constituye un principio fundamental del derecho internacional de los derechos humanos y se encuentra reconocida por la propia Constitución Política.

En efecto, destacó, la Constitución Política de la República de Chile comienza declarando que “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos” (Bases de la institucionalidad, Art. 1º inc. 1). Más adelante asegura a “todas las personas:… la igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupos privilegiados... Hombres y mujeres son iguales ante la ley” y “la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos” (De los derechos y deberes constitucionales, Art. 19 Nº 2 y Nº 3).

Asimismo, el resguardo al derecho a la igualdad no se agota con su reconocimiento constitucional puesto que su protección se amplía mediante la incorporación de los estándares internacionales en la materia. Ello, por cuanto la Constitución reconoce “los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana” y dispone que “es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes” (Bases de la institucionalidad, Art. 5º inc. 2).

Enfatizó que los principios de igualdad y de no discriminación constituyen pilares del derecho internacional de los derechos humanos, así como de las normativas constitucionales de los Estados democráticos. En conformidad a ello, los Estados –incluso el Estado de Chile- están obligados a respetar y garantizar los derechos y libertades a todos los individuos dentro de su territorio, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social . De ello deriva la específica obligación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad de derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales ; tal como lo recoge y desarrolla la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (conocida como CEDAW por sus siglas en inglés).

Explicó que estos principios de igualdad y de no discriminación deben extenderse a la protección que los Estados brindan a las familias, dado que el derecho internacional reconoce: “La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y el Estado” . Los Estados tienen, por tanto, la obligación de adoptar medidas, especialmente legislativas, para garantizar la protección igualitaria de los derechos de las personas en sus relaciones familiares, sin discriminación alguna.

En particular, el Estado de Chile se encuentra obligado a garantizar la igualdad de derechos entre los cónyuges dado que la CEDAW dispone al respecto:

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: … c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su disolución; … h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como oneroso.
Señaló que pese al conjunto de tratados internacionales que el Estado de Chile ha ratificado y a la reforma constitucional que en 1999 dispuso la igualdad de derechos entre hombres y mujeres , lo cierto es que la legislación nacional todavía discrimina a las mujeres por el sólo hecho de ser mujeres, privándolas del ejercicio pleno de sus derechos humanos. Las disposiciones contenidas en el Código Civil sobre el régimen patrimonial de sociedad conyugal contravienen abiertamente la igualdad de derechos y la prohibición de discriminación en base al sexo. Ello por cuanto privan a las mujeres de todo derecho a los bienes sociales mientras se encuentre vigente el régimen, así como de su patrimonio propio, subordinándolas al marido y limitando severamente su capacidad jurídica; todo ello únicamente fundado en el hecho de ser mujer.

Esta grave violación a los derechos humanos de las mujeres chilenas ha sido reiteradamente motivo de recriminación al Estado chileno en diversos foros internacionales de que participa. De hecho, desde hace más de una década diversos organismos internacionales le vienen reprochando al Estado de Chile la mantención de estas normas discriminatorias y le han recomendado modificar la legislación para reconocer iguales derechos a hombres y mujeres, cuestión que a la fecha no se ha corregido.

En particular, manifestó que el Comité de Derechos Humanos –que vigila el cumplimiento del Pacto internacional de derechos civiles y políticos- en dos oportunidades ya se ha pronunciado en tal sentido, en 1999 y 2007:

El Comité se siente profundamente preocupado por las disposiciones jurídicas vigentes que discriminan a la mujer en el matrimonio. Las reformas jurídicas en virtud de las cuales las parejas casadas pueden optar por no someterse a las disposiciones discriminatorias, como las relativas al régimen de bienes y la patria potestad, no eliminan la discriminación en las disposiciones jurídicas fundamentales que sólo pueden ser modificadas con el consentimiento del cónyuge. Por consiguiente: Es preciso abolir toda ley que establezca discriminación entre el hombre y la mujer.

Aún cuando el Comité toma nota del progreso normativo realizado para eliminar la discriminación de género, continúa preocupado por la persistencia de la legislación en materia familiar que discrimina a las mujeres en su capacidad de administrar su patrimonio, tales como el régimen supletorio de sociedad conyugal. (Artículos 3 y 26 del Pacto). El Estado Parte debería acelerar la adopción por el senado de la ley que abrogue la sociedad conyugal como régimen legal supletorio y su sustitución por uno de comunidad en los gananciales.

En la misma línea, hizo referencia a las recomendaciones del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, en 1999 y 2006:

Para el Comité es motivo de preocupación la desprotección de las mujeres en materia de derecho de familia, lo cual limita, entre otras cosas, la capacidad de la mujer para administrar sus propios bienes o los bienes poseídos en común. Esos aspectos resultan gravemente discriminatorios para la mujer, tanto en sus relaciones familiares como en lo que atañe al pleno ejercicio de sus derechos económicos y sociales. El Comité recomienda al Gobierno que elabore y apoye enérgicamente leyes que… reconozcan derechos iguales a ambos cónyuges en la administración de los bienes durante el matrimonio y derechos iguales en relación con esos bienes en caso de divorcio.

Al mismo tiempo que acoge con beneplácito las reformas legislativas realizadas desde 1999, y la voluntad política declarada del Estado Parte en el sentido de aplicar plenamente la Convención, al Comité le preocupa el lento progreso en la introducción de nuevas reformas legales, en particular el proyecto de ley por el que se establece un nuevo régimen patrimonial por el que se concede al marido y a la mujer iguales derechos y obligaciones, que ha estado pendiente desde 1995.

Específicamente, destacó que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en 2004 reprochó la discriminación contenida en el Código de Comercio:

El Comité observa que el artículo 349 del Código de Comercio discrimina a las mujeres que no optan por el régimen matrimonial de separación de bienes el Comité recomienda al Estado Parte que enmiende el artículo 349 del Código del Comercio para garantizar que la mujer pueda ejercer sus actividades comerciales en igualdad de condiciones con el hombre.
Además, hizo presente que en marzo de 2007 el Estado de Chile suscribió ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos un acuerdo de solución amistosa para poner fin al procedimiento iniciado en su contra en 2001. En éste, el Estado se obligó a adecuar su legislación interna a los estándares de derechos humanos establecidos en los tratados internacionales vigentes, en especial en lo referido al principio de igualdad y no discriminación, derogando las normas que discriminan a las mujeres; lo que no se ha cumplido hasta la fecha.

Asimismo, hizo presente el compromiso asumido por el Estado ante el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas durante el Examen Periódico Universal en 2009:

Chile examinó las recomendaciones formuladas durante el dialogo interactivo y dio su apoyo a las que figuran a continuación: 51. Reformar el régimen patrimonial de sociedad conyugal para cumplir las diferentes obligaciones internacionales contraídas
II.- Respecto del proyecto de ley que modifica el código civil y otras leyes regulando el régimen patrimonial de sociedad conyugal.

Señaló que el Presidente de la República -tras diversos anuncios formulados en 2010- ha presentado el 5 de abril de 2011 un proyecto de ley que reforma el régimen patrimonial de sociedad conyugal . Ello, en consonancia con lo expresado en el Programa de Gobierno de la Coalición Por El Cambio en orden a “fortalecer y ampliar los derechos de las personas... corregir o erradicar las trabas, requisitos o normas que impiden la plena vigencia y disfrute de los derechos de las personas... Chile está inserto en la comunidad internacional y en una institucionalidad de derecho internacional que convencionalmente le obliga... debe emprenderse también una política clara contra la discriminación y a favor de la igualdad de trato en una sociedad democrática” (Programa de Gobierno, Págs. 151-153).

Manifestó que Corporación Humanas valora la presentación del Mensaje Presidencial que busca poner fin a la abierta discriminación contra las mujeres consagrada en la regulación de la sociedad conyugal, por la vía de proponer la derogación de las normas que impiden el pleno ejercicio de sus derechos y avanzando hacia la igualdad de derechos entre hombres y mujeres reconocida en la Constitución y los tratados internacionales.
Señaló que se trata de una iniciativa bien orientada por cuanto se basa en tres principios de la mayor relevancia: (i) igualdad ante la ley de marido y mujer, (ii) plena capacidad de ambos cónyuges, y (iii) protección económica del cónyuge que se ha dedicado al cuidado de los hijos o del hogar o que ha trabajado en menor medida de lo que hubiese querido o podido por estas causas (Mensaje, Pág. 4). No obstante, observó, del análisis de los contenidos propuestos se observa que en algunas materias relevantes, dichos objetivos no serían alcanzados.

Asimismo, se valora la moción propuesta por las diputadas María Antonieta Saa (PPD), Adriana Muñoz (PPD) y Carolina Goic (DC) junto a los diputados Pedro Araya (PRI), Guillermo Ceroni (PPD), Hugo Gutiérrez (PC), José Miguel Ortiz (DC), Gaspar Rivas (RN), René Saffirio (DC) y Marcelo Schilling (PS) ; por orientarse en un sentido similar.

Enfatizó que dado el evidente retraso con que el Estado de Chile se encuentra enfrentando la responsabilidad internacional derivada del incumplimiento de obligaciones sustantivas en materia de igualdad de derechos y no discriminación, se espera que el Poder Legislativo aborde esta discusión con la celeridad que ello amerita.

III.- Principales puntos de preocupación de Corporación Humanas en relación con la presente reforma legislativa.

- Libre elección del régimen patrimonial: derogación regla supletoria

Señaló que en nuestro país -como es sabido- existen tres regímenes patrimoniales: la sociedad conyugal, la separación de bienes y la participación gananciales, instituyéndose la sociedad conyugal como régimen legal a falta de declaración expresa de voluntad de los contrayentes. Sustentados en diversos principios, estos regímenes regulan las relaciones pecuniarias de los cónyuges entre sí y respecto de terceros.

Precisó que la sociedad conyugal extiende -a diferencia de los otros regímenes de bienes- la comunidad de vida que importa el matrimonio al ámbito patrimonial, valorando tanto la contribución económica realizada por uno o ambos cónyuges como el aporte que representa el cuidado del hogar común y de los/as hijos/as que la pareja pueda tener. En función de la solidaridad patrimonial que busca este régimen se constituye un patrimonio común respecto de ciertos bienes a ser repartido al término del mismo (sea por cambio de régimen o por término del matrimonio).

Destacó que la propiedad del haber social corresponde a ambos cónyuges y por ende, su administración y goce deben ser compartidos entre los cónyuges. Ello -como ha sido ampliamente reprochado-, no es así bajo la legislación vigente que instituye al marido como jefe de la sociedad conyugal, dueño de ésta y pleno administrador tanto de los bienes comunes como del patrimonio propio de la mujer, aun cuando se disponen ciertos resguardos respecto de la disposición de algunos bienes de mayor significación. Sólo al momento de disolución de la sociedad conyugal llega a materializarse la propiedad común entre los cónyuges, con la salvedad de que algunas mujeres –las que han realizado una actividad remunerada separada del marido y disponen de un patrimonio propio- pueden optar entre participar de los bienes comunes o quedarse con su patrimonio reservado.

Explicó que en el régimen de separación de bienes y en el de participación en gananciales, en cambio, no se constituye un patrimonio común. Puesto que su objetivo es resguardar las facultades individuales de los cónyuges en cuanto a la titularidad patrimonial, disposición, administración y goce de sus bienes, se mantienen separados los patrimonios de los cónyuges durante la vigencia y al término del mismo. De este modo se garantizan las facultades plenas de cada contrayente en orden a administrar, disponer y gozar de los bienes que tenían al momento de contraer matrimonio así como de los que adquieran a título gratuito u oneroso durante su vigencia. Señaló que estos regímenes, a diferencia de la sociedad conyugal, no buscan extender la comunidad de vida al plano patrimonial y es del todo razonable que la legislación permita a quienes contraen matrimonio adoptar una decisión en tal sentido. No obstante, observó, la participación en gananciales creada en 1994 apunta a constituirse en una solución intermedia en que, manteniéndose los patrimonios separados durante la vigencia del régimen de bienes, llegue a conformarse una comunidad al término de éste, pero de carácter crediticio.

Tanto el Mensaje presidencial como la moción parlamentaria conservan la existencia de los tres regímenes de bienes referidos pero refuerzan la sociedad conyugal como el régimen de bienes por excelencia, al mantener su vigencia y continuar estableciéndola como régimen supletorio, es decir, el que rige entre los cónyuges a falta de una declaración expresa de voluntad en sentido diverso.

Destacó que Corporación Humanas considera adecuado que la legislación permita diversas alternativas de regulación patrimonial pero cuestiona la supremacía de la sociedad conyugal propuesta. Dado que las personas tienen diversas formas de entender el compromiso que implica el matrimonio –para algunas se materializa en el plano de las relaciones personales sin extenderse al ámbito patrimonial y para otras sí lo incluye-, la legislación no impone un único régimen de bienes. Destacó que no le corresponde al legislador priorizar uno de éstos por la vía de establecer un régimen supletorio, sino asegurar que los contrayentes disponen de información clara, completa y comprensible para que puedan decidir entre uno u otro régimen patrimonial.

- Derogación de la jefatura de la sociedad conyugal a cargo del marido

Precisó que en lo fundamental, tanto la propuesta gubernamental como la moción, plantean eliminar la norma que instituye al marido como jefe de la sociedad conyugal, único dueño y administrador de la misma cuestión que, evidentemente, Corporación Humanas comparte. Se pretende así poner término a la discriminación legal que subordina a la mujer al marido y le priva de los atributos del derecho de propiedad respecto de los bienes comunes, tal como lo exige la Constitución y los tratados internacionales vigentes.

- Término de la administración del patrimonio propio de la mujer por el marido

En la misma línea, agregó que las iniciativas en debate pondrían fin a la actual incapacidad jurídica de la mujer para disponer y administrar su patrimonio propio, por tratarse de una discriminación inaceptable y en abierta contravención a la igualdad jurídica entre hombres y mujeres consagrada por la Constitución e instrumentos internacionales.

- Composición del haber social y patrimonios propios

Explicó respecto de este punto, que el Mensaje presidencial mantiene la sociedad conyugal como un régimen de comunidad parcial, es decir, se integra con algunos de los bienes y conjuntamente con el haber social se reconoce a los cónyuges un patrimonio propio. No obstante, se plantea una modificación sustantiva respecto de los bienes que componen cada uno de estos patrimonios, limitando los bienes que ingresan al haber social y por ende ampliando la esfera de propiedad individual de cada cónyuge (patrimonio propio).

Agregó que la propuesta gubernamental plantea la eliminación del denominado haber relativo, compuesto básicamente por el dinero y bienes muebles que los cónyuges aportaren o adquieren durante el matrimonio a título gratuito. En la normativa vigente estos bienes ingresan al haber social que el marido detenta en calidad de propietario, administra y goza; pero dan derecho a las denominadas recompensas que se hacen efectivas sólo al momento de la liquidación de la sociedad conyugal. La eliminación del haber relativo junto con ampliar el patrimonio propio de cada cónyuge, simplificaría la regulación normativa del régimen y particularmente el modo de liquidar la sociedad conyugal al eliminarse la figura de las recompensas por dichos bienes.

De acuerdo al Mensaje, el patrimonio social (haber de la sociedad conyugal) se compondría de: 1º De los salarios y emolumentos de todo género de empleos y oficios, devengados durante el matrimonio; 2º De los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquiera naturaleza, que provenga, sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de cada uno de los cónyuges, y que se devenguen durante el matrimonio; 3º Del aporte que el patrimonio reservado del cónyuge no administrador deba hacer a las necesidades de la familia común, en proporción a sus facultades; 4º De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges adquiriere durante el matrimonio; 5º De todos los bienes que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio a título oneroso (Código Civil Art. 1725 Boletín Nº 7567-07) .

En tanto, el patrimonio propio de cada cónyuge –cuya titularidad, disposición y administración el Mensaje acertadamente encomienda a cada uno de éstos- se compone de los bienes inmuebles que tenía al momento de contraer matrimonio (aportados) y los bienes inmuebles adquiridos a título gratuito (donación, herencia o legado) durante el régimen de sociedad conyugal. En conformidad a la propuesta, además, integrarían el patrimonio de cada cónyuge los dineros y bienes muebles aportados así como los bienes muebles adquiridos a título gratuito.

- Eliminación del patrimonio reservado

El Mensaje plantea, adecuadamente, la eliminación del patrimonio reservado de la mujer que “desempeñe algún empleo o que ejerza una profesión, oficio o industria, separados de los de su marido”. Aunque, como se analiza más adelante, se propone la existencia de un patrimonio reservado para el cónyuge no administrador, reconociéndose la facultad a los cónyuges de definir quién de ellos administrará el patrimonio social y, por ende, facultando al otro a excluir de la sociedad conyugal el producto de su trabajo.

De un modo similar, la moción contempla la subsistencia del patrimonio reservado para la mujer cuando la sociedad conyugal es administrada por el marido y también se le conferiría al marido sujeto a ciertas limitaciones en sus facultades de disposición, si la administración se encomienda a la mujer. 

Sin embargo, enfatizó que desde la perspectiva de la igualdad entre marido y mujer que la propuesta busca consagrar y atendiendo a las características de un régimen de bienes como la sociedad conyugal, resulta absolutamente cuestionable preservar esta institución. El patrimonio reservado representa un quiebre a las bases que definen la existencia de la sociedad conyugal: una pareja ha definido un plan de vida juntos, formalizan su unión mediante el matrimonio y deciden extender esta comunidad de vida también al plano material compartiendo los bienes que juntos o durante la vida en común van adquiriendo. Mantener al margen de esta comunidad económica todo aquello que uno de los cónyuges adquiere como resultado de su actividad laboral remunerada constituye, por definición, lo contrario. De hecho, precisamente la protección de la independencia económica de los cónyuges que así lo requieren y definen se encuentra amparada en el régimen de separación de bienes en que –como es sabido- no llega a constituirse ningún patrimonio conjunto pues los cónyuges han decidido que su vínculo personal y afectivo no se extienda al plano de los bienes materiales.

Destacó que el patrimonio reservado llegó a instituirse en la legislación chilena como un derecho de las mujeres casadas en sociedad conyugal en atención a la desmejorada situación en que se encontraban –y se encuentran todavía- bajo este régimen de bienes, subordinadas por completo a su marido, excluidas de la propiedad y de toda facultad respecto de los bienes sociales, y privadas de la capacidad jurídica para actuar respecto de su patrimonio propio. En tal sentido, explicó que en un régimen reformado en que ambos tendrían plena capacidad para actuar en la vida jurídica y económica, plena titularidad y facultades respecto de su patrimonio propio, propiedad compartida respecto de los bienes sociales y en que se busca asegurar la igualdad de derechos no cabe que ninguno de los contrayentes pueda excepcionar el producto de su trabajo del patrimonio social, pues para ello existen otros regímenes de bienes.

Enfatizó que la plena igualdad de derechos entre los cónyuges a que el Estado de Chile se encuentra obligado por disposición de la propia Constitución y de los tratados internacionales vigentes, no puede ser cumplida de mantenerse el patrimonio reservado como un derecho de uno de los cónyuges. Si bien la posibilidad de que los propios contrayentes definan quien desempeñará el rol de administrador y que ello faculta al otro a la titularidad del patrimonio reservado resguarda lo que se denomina igualdad formal, lo cierto es que ello no asegura que se alcance el objetivo buscado en la presente reforma: la plena igualdad entre los contrayentes y terminar con la discriminación contra las mujeres.

Manifestó que la propuesta contenida en las iniciativas en debate, igualitaria desde un punto de vista estrictamente formal, permitiría que cualquiera de los cónyuges, hombre o mujer, ejerza la administración de los bienes sociales, y que el otro pueda gozar de un patrimonio reservado. No obstante, dados los roles tradicionales imperantes en la sociedad chilena son las mujeres quienes desempeñan mayoritariamente el trabajo no remunerado de cuidado de los/as hijos/as y del hogar común, y los hombres, preferentemente el trabajo remunerado; y cuando ambos participan del mercado laboral, la brecha salarial perjudica a las mujeres con salarios inferiores a lo que se suma la denominada doble jornada. Sin pretenderlo, la normativa propuesta viene a reforzar esta desigualdad al permitir que el marido tenga el derecho al patrimonio reservado si la mujer administra el haber social.

Señaló que la salvedad propuesta por el Mensaje en el artículo 1781 para el caso en que “el cónyuge administrador se hubiere dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común y por ello no hubiere podido desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante el matrimonio, o lo hubiere hecho en menor medida de lo que podía y quería” en que se impide al titular de patrimonio reservado quedarse con éste al disolverse el régimen; a su juicio, no resulta suficiente y posiblemente generará muchas más complicaciones y controversias judiciales que la eliminación del patrimonio reservado. Tampoco resulta suficiente la precaución contenida en la moción en cuanto a exigir la autorización de la mujer para ciertos actos de disposición que realice el marido respecto de su patrimonio reservado.

Destacó que para Corporación Humanas es necesaria la eliminación del patrimonio reservado. Respecto de la mujer que trabaja separada del marido –tal como lo formula el Mensaje- pues no se justifica su mantención si se consagra la plena capacidad jurídica de la mujer, se elimina su subordinación al marido y se reconoce la igualdad de derechos sin discriminación en base al sexo. Y también el patrimonio reservado para el cónyuge no administrador que se propone pues en nada contribuye a los fines perseguidos por el régimen de sociedad conyugal ni asegura un avance real hacia la igualdad plena entre hombres y mujeres.

- Coadministración del patrimonio social

Señaló que los proyectos en debate apuntan al fin de la titularidad exclusiva del patrimonio social en manos del marido, derogándose su calidad legal de jefe de la sociedad conyugal. Se reconocería de este modo la propiedad conjunta que los cónyuges –tanto el marido como la mujer-detentan respecto de los bienes sociales.

Sin embargo, observó, las iniciativas plantean que el patrimonio social pueda ser administrado por uno de los cónyuges, a elección de éstos, que pasa a denominarse cónyuge administrador. En complemento a ello se sustituyen por cónyuge administrador, las referencias normativas actuales al marido en el Código Civil. La elección de quien administra la sociedad conyugal y puede disponer de estos bienes correspondería a ambos cónyuges y en el evento de no acordar un cónyuge administrador se establecería una administración conjunta (regla supletoria). Como se ha criticado previamente, las propuestas resguardan al cónyuge no administrador el derecho a tener un patrimonio reservado compuesto por los bienes que adquiera producto de su trabajo.

Señaló que junto con valorar el término de la titularidad y administración social en manos exclusivas del marido por su evidente carácter discriminatorio en razón del sexo, Corporación Humanas considera que la administración del haber social debe corresponder a ambos cónyuges, pues la coadministración representa mejor el significado y propósito de un régimen de bienes como la sociedad conyugal. El patrimonio común del matrimonio conformado principalmente por los bienes que se van adquiriendo producto del trabajo de los cónyuges es de ambos, y las decisiones que se adopten al respecto deben corresponder a ambos. Más que una regla supletoria a falta de acuerdo respecto de quien detentará el rol de cónyuge administrador –como se propone en el Mensaje y la Moción-, la coadministración debe ser la regulación legal de la sociedad conyugal, para quienes definan someterse a este régimen de bienes.

- Plena capacidad jurídica de la mujer

Señaló que de los proyectos en análisis destacan un conjunto de disposiciones que buscan consagrar la plena capacidad jurídica de la mujer que la Ley Nº 18.802 de 1989 no llegó a materializar. Ello representa un importante avance en la actual situación de discriminación contra las mujeres, al plantearse la derogación de diversas normas que limitan la capacidad de la mujer casada en sociedad conyugal: se propone derogar los artículos 14 y 16 del Código de Comercio que actualmente impiden ser comerciante a la mujer casada bajo régimen de sociedad conyugal; se plantea modificar el artículo 349 del Código de Comercio, eliminando la necesidad de autorización del marido para que la mujer celebre contrato de sociedad colectiva; se busca reemplazar el artículo 24 del Código de Minería en relación con los pedimientos y manifestaciones mineros, eliminándose la mención a las mujeres casadas en sociedad conyugal; se plantea cambiar el artículo 384 del Código de Procedimiento Penal; así como diversas modificaciones a la Ley de Quiebras y otras correcciones al lenguaje en distintas normas del ordenamiento jurídico nacional.

IV.- Propuestas de Corporación Humanas.

Finalmente, destacó que para que el régimen de sociedad conyugal garantice efectivamente la igualdad de derechos entre hombres y mujeres así como sus objetivos de solidaridad patrimonial, la reforma legislativa debe contemplar:

1. Eliminación del carácter supletorio de la sociedad conyugal.

Manifestó que se debe garantizar que los contrayentes o cónyuges puedan libremente elegir entre los regímenes patrimoniales existentes sin priorizar por uno de éstos, asegurado que todas las personas dispongan de información clara, completa y comprensible. Ello requiere modificar la propuesta que dispone la sociedad conyugal como régimen legal a falta de declaración expresa de voluntad de los contrayentes.

2. Derogación de la calidad de jefe de la sociedad conyugal que la legislación actual reserva al marido.

Tal como lo proponen las iniciativas, destacó que se debe poner término a la actual privación de la mujer de la titularidad, capacidad de disposición y administración del patrimonio social y reconocer que dichos bienes son comunes y pertenecen a ambos tanto durante la vigencia del régimen así como una vez finalizado.

3. Reconocimiento de la capacidad jurídica de la mujer de administrar su patrimonio propio.

Manifestó que tal como lo plantean los proyectos en debate, se debe eliminar la facultad privativa del marido de disponer y administrar los bienes propios de la mujer y reconocer a cada uno de los cónyuges plena autonomía para administrar y disponer de su patrimonio propio.

4. Eliminación de la institución del patrimonio reservado por ser contrario a los fines de la sociedad conyugal.

Asimismo, tal como proponen las iniciativas comentadas, destacó que se debe derogar el patrimonio reservado de la mujer casada en sociedad conyugal; pero además se requiere modificar la propuesta que pretende otorgar dicho derecho al cónyuge no administrador. En un régimen de igualdad de derechos y solidaridad patrimonial no corresponde consagrar el derecho de ninguno de los cónyuges a reservar para sí y excluir del patrimonio social el producto de su actividad laboral remunerada, pues para ello se dispone de otros regímenes de bienes.

5. Administración del patrimonio social por ambos cónyuges.

Señaló que consagrar efectivamente la igualdad de derechos entre hombres y mujeres exige que el haber social, de propiedad de ambos cónyuges, sea administrado por ambos, confiriéndoles tanto al marido como a la mujer facultades de administración y disposición aunque resguardando que ciertos actos jurídicos de mayor relevancia sean realizados de común acuerdo. Debe modificarse la propuesta que consagra la administración conjunta sólo como regla supletoria a falta de designación de un cónyuge administrador.

6. Plena capacidad jurídica de la mujer.

Por último señaló que tal como lo plantean las iniciativas, deben modificarse todas las normas del ordenamiento jurídico nacional que discriminan a las mujeres casadas en sociedad conyugal privándoles de la capacidad de actuar en la vida jurídica y subordinándolas al marido en el ejercicio de sus derechos.

V. SÍNTESIS DE LA DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y ACUERDOS ADOPTADOS

Discusión y Votación del Proyecto 

1.-En general

-Discusión

La unanimidad de los integrantes estuvo muy de acuerdo con la necesidad de legislar sobre la materia, pero igualmente, y en tal sentido, la mayoría hizo presente su disconformidad con que no se hubiera aprovechado lo avanzado ya en la materia, tratado a propósito de una iniciativa de la Diputada señora María Antonieta Saa , y que tuvo un largo debate en su Primer Trámite Constitucional logrando aprobar un texto, y que sin embargo, se encuentra actualmente en el Senado y detenida su tramitación desde el año 2008, de modo que consideraron que hubiera sido preferible que el Ejecutivo presentara en esa instancia una indicación sustitutiva.

Sobre el particular, la Ministra del SERNAM explicó que si bien es cierto ambas iniciativas buscan modificar el régimen patrimonial de sociedad conyugal, no fue posible presentar indicaciones al proyecto que se encuentra en el Senado en consideración a que su objetivo es la supresión de la sociedad conyugal como régimen patrimonial supletorio y su reemplazo por uno nuevo denominado comunidad de gananciales, en tanto que, en el proyecto presentado por el Ejecutivo y actualmente en estudio, su idea matriz es mantener la sociedad conyugal como régimen supletorio legal, sin eliminar ni crear otro régimen patrimonial o institución familiar.

En cuanto al fondo, los diputados y diputadas integrantes de la Comisión debatieron en cuanto a la idea de legislar sobre la materia en estudio la que consideraron de gran trascendencia porque apunta en el sentido correcto en cuanto cambia el régimen de administración vigente que atribuye al marido no sólo la titularidad en relación con el patrimonio social, sino que también respecto del patrimonio propio de la mujer, y, en consecuencia, deroga la calidad de jefe de la sociedad conyugal del marido y su condición de administrador ordinario de la sociedad conyugal, calidades consideradas anacrónicas y contrarias al principio de igualdad que debe presidir e informar la normativa referida no sólo a las relaciones personales entre marido y mujer sino también a sus relaciones patrimoniales. 

De mismo modo, destacaron la ventaja que presentan los proyectos refundidos en cuanto refuerzan la solidaridad económica familiar al establecer una comunidad actual de bienes; permiten la coadministración de los bienes sociales, y, principalmente, en cuanto se apegan al principio de igualdad conyugal y a los estándares internacionales de derechos humanos, particularmente al derogar la jefatura actual del hombre en el régimen de bienes del matrimonio.

Por lo anterior, la Comisión, por una parte, valoró que el proyecto del Ejecutivo se base en principios fundamentales como son la igualdad ante la ley de marido y mujer, la plena capacidad de ambos cónyuges y la protección económica del cónyuge que se ha dedicado al cuidado de los hijos o del hogar o que ha trabajado en menor medida de lo que hubiese querido o podido por estas causas, pero, por otra parte, no todos sus integrantes coincidieron plenamente con la forma en que el Mensaje aborda materias primordiales como la administración de la sociedad conyugal o su patrimonio reservado, razón por la que anunciaron sus discrepancias y su acuerdo con el planteamiento de las mociones, pero en el entendido de aportar con una visión distinta en una materia tan trascendente como son las normas a las que deben ceñirse los cónyuges respecto de la regulación de sus bienes.

En tal sentido, valoraron igualmente las exposiciones hechas por los destacados profesores y especialistas que concurrieron a la Comisión, y, particularmente, llamó la atención de sus integrantes sus opiniones tan diversas, toda vez, que algunos plantearon que el proyecto del Ejecutivo representa un paternalismo legal cuando confunde dos instituciones trascendentales como son la sociedad conyugal y las capitulaciones en favor de la mujer, lo que dice relación con no comprender que las sucesivas reformas realizadas al ordenamiento jurídico en los últimos 20 años, se han orientado a otorgar mayor autonomía privada a los cónyuges como es la posibilidad de solicitar el divorcio o la separación judicial, aprensiones respecto de las que no estuvieron de acuerdo la mayoría de las diputadas y diputados integrantes porque estimaron que es correcto que el acento se ponga en valorar el tiempo que la mujer dedica como primera prioridad al cuidado de los hijos y de la casa. En el mismo sentido, también la mayoría de los integrantes discreparon con algunos profesores en cuanto criticaron que en el proyecto se perpetúan reglas donde por ejemplo, se prohíbe a uno de los cónyuges, el marido, renunciar a los gananciales, cuando el cónyuge administrador es la mujer y se haya dedicado mayoritariamente al cuidado del hogar y los hijos, porque por muy loable que sea su objeto de protección a la mujer, se deja de lado esa larga trayectoria de dar mayor autonomía a los cónyuges. Otros, por su parte, plantearon que si lo que el proyecto quiere alcanzar es terminar con la discriminación en contra de la mujer en lo que dice relación con las facultades con que administra sus bienes propios, se trata de un problema de administración y no de capacidad, ya que este último se encuentra superado a partir de la modificación del año 1989.
En resumen, los integrantes de la Comisión estuvieron todos de acuerdo en valorar la idea de legislar pero en el entendido que el debate en particular debía centrase básicamente en definir cuál es el mejor sistema para la inmensa mayoría de las mujeres chilenas.
Votación


La Comisión, luego de recibir las opiniones, explicaciones y observaciones de las personas invitadas a exponer, anteriormente individualizadas, que permitieron a sus miembros conocer en mejor forma el proyecto en informe, procedió a aprobar la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes presentes, señoras diputadas y señores diputados que se indican: Ramón Barros Montero, María Angélica Cristi Marfil, Carolina Goic Boroevic, María José Hoffmann Opazo, Karla Rubilar Barahona, María Antonieta Saa Díaz, Marcela Sabat Fernández, Jorge Sabag Villalobos y Mónica Zalaquett Said (Presidenta). 

2.- En particular

ACUERDOS ADOPTADOS

Los proyectos refundidos fueron tratados en particular en la forma que sigue :

I.-Modificaciones propuestas en el Código Civil

“TÍTULO PRELIMINAR

Párrafo 5: Definición de varias palabras de uso frecuente en las leyes

En cuanto a este párrafo, el boletín N° 7727-18 , que “Modifica el Código Civil y otras leyes en el régimen de sociedad conyugal” contiene dos modificaciones; la Secretaria de la Comisión hizo presente que no tienen relación con las ideas matrices de los proyectos de ley refundidos, toda vez, que éstas están orientadas a la modificación del estatuto patrimonial de la sociedad conyugal para establecer la igualdad entre los cónyuges y equiparar sus facultades, y, en consecuencia, la plena capacidad de la mujer en la administración de sus bienes, y lo propuesto por aquélla, dice relación con sustituir expresiones de género que considera anacrónicas y que no se condicen con la realidad actual -como los términos hombre, viudo, adulto, niño y padre de familia-, ante lo cual, la Comisión solicitó a la autora de la moción, Diputada señora Saa, y a algunos de sus patrocinantes presentes ingresar otro proyecto de ley con las modificaciones pretendidas, para que, por una parte, sean tratadas en forma separada y en su propio mérito, de modo que no sólo se incluya al Código Civil sino que al resto de la legislación, y, por otra parte, porque ya es suficientemente compleja la reforma del régimen de bienes y conviene focalizar la atención y centrar todo el debate en ella.

Por lo anterior, la Comisión rechazó, respecto de este párrafo, los siguientes textos propuestos en el boletín N° 7727-18:

En el ARTÍCULO PRIMERO:

1).-El N°1, que propone sustituir los incisos primero y segundo del artículo 25 del Código Civil, por los siguientes textos:

“Art. 25.- Las palabras persona, ser humano y otras semejantes que tengan un sentido general, se aplicarán siempre a individuos de la especie humana, sin distinción de sexo.

Las palabras hombre, viudo, adulto, niño y otras semejantes, se entenderán comprender en las disposiciones de las leyes al sexo masculino, a menos que, por la naturaleza de éstas o el contexto incluyan a ambos sexos.”.

2).- El N°2, que propone enmendar el artículo 44 , del Código Civil, del modo que sigue:

“Reemplázase la frase “los hombres” por “las personas” y la frase “un buen padre de familia” por “personas diligentes que emplean ordinariamente en sus negocios propios.”.

En cuanto a los demás títulos, los acuerdos del tratamiento en particular de las iniciativas son los siguientes: 

“TÍTULO VI: OBLIGACIONES Y DERECHOS ENTRE LOS CÓNYUGES

Párrafo 1: Reglas generales

-Boletín N°7727-18 : Modificaciones propuestas

Artículo nuevo:

Para intercalar un artículo 131 bis, con el siguiente texto:

“Art. 131 bis.- La mujer y el marido tienen los derechos y obligaciones que la ley prevé.”.

La mayoría de los integrantes fueron contestes en considerar que la modificación propuesta es redundante, toda vez, que tanto el propio Título como la Ley de Matrimonio Civil, lo consagra.

Puesta en votación la norma propuesta fue rechazada por la mayoría de sus integrantes presentes señoras Hoffman y Zalaquett (Presidenta) y los señores Barros, Bauer y Sabag. Votaron a favor las señoras Goic, Muñoz y Saa y el señor Schilling. 

Al artículo 134:

a) Para agregar en el inciso primero, la siguiente frase inicial:

“Cualquiera sea el régimen de bienes que exista entre los cónyuges.”

La Comisión compartió el sentido de la indicación en cuanto su espíritu es plasmar la obligación que les asiste a ambos cónyuges de contribuir a las necesidades de la familia, sin embargo, a proposición del Ejecutivo presente en el debate, sus integrantes señoras diputadas Muñoz, Rubilar, Saa y Zalaquett (Presidenta) y señores diputados Jarpa, Sabag y Schilling, concordaron y aprobaron por unanimidad el siguiente texto, en su reemplazo:

“Para agregar, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma (,), la siguiente frase:

“para lo cual deberá considera el aporte que realiza el cónyuge que se dedica al cuidado de los hijos o del hogar común.”.

Lo anterior, porque estimaron pertinente, en forma unánime, por una parte, incluir el reconocimiento al trabajo no remunerado del cónyuge a cargo del cuidado del hogar, -en general la mujer-, y, por otra, para que éste deba ser estimado por el juez para reglar en caso de desacuerdo la obligación de contribuir a las necesidades de la familia en común.

A la indicación aprobada por unanimidad se sumó con posterioridad, la Diputada señora Marcela Sabat Fernández.

-En cuanto el régimen de Sociedad Conyugal

Al artículo 135 

Respecto de este artículo que consagra, en su inciso primero, el nacimiento de la sociedad conyugal conjuntamente con el inicio del matrimonio, a menos que los contrayentes pacten un régimen distinto de bienes, y, en su inciso segundo, la excepción a la regla, constituida por el estatuto de las personas que se han casado en el extranjero, en cuyo caso la sociedad conyugal no comienza con el matrimonio, sino con posterioridad, como se explicará, tanto el Mensaje como una de las mociones, proponen modificaciones en sus dos incisos, a saber:

Inciso primero: Régimen supletorio legal para matrimonios contraídos en Chile.

Mensaje:

La propuesta del Ejecutivo conserva el texto actual, en cuanto a que por el hecho del matrimonio se contrae sociedad conyugal, pero precisa la remisión que realiza la norma al título de la sociedad conyugal, en el sentido de señalar que su administración, -la que reemplaza- se realizará conforme a esas disposiciones, con el siguiente texto:

“Por el hecho del matrimonio se contrae sociedad de bienes entre los cónyuges, cuya administración se realizará según las reglas que se expondrán en el título De la sociedad conyugal”.

Moción

Por su parte, la propuesta de la Moción de la Diputada señora Saa y sus copatrocinadores, establece de forma inmediata, que dicha administración le corresponde a ambos cónyuges, salvo que en el mismo acto señalaren que la administración es unilateral:

"Por el hecho del matrimonio se contrae el régimen de sociedad conyugal entre los cónyuges.

Si el marido y la mujer pactaren el régimen de sociedad conyugal, se entenderá que ambos cónyuges serán coadministradores de la sociedad, a menos que en ese mismo acto señalaren si el cónyuge administrador será el marido o la mujer”.

En su mayoría los integrantes de la comisión estimaron mejor propuesta la del Ejecutivo, la que respeta la redacción y espíritu original del libro I, del Código Civil, donde se establecen normas de carácter general. 

Puesta en votación la modificación del Ejecutivo, esta fue aprobada por la mayoría de sus integrantes presentes señoras Cristi, Rubilar y Zalaquett (Presidenta) y señores Barros, Bauer y Sabag. Votaron en contra las señoras Goic, Muñoz y Saa y el señor Schilling. 

Por su parte, puesta en votación la modificación del boletín 7727-18, fue rechazada por siete votos en contra, de las señoras Cristi, Hoffman, Rubilar y Zalaquett y señores Barros, Bauer y Sabag y cinco a favor, de las señoras Goic, Muñoz, Saa y señores Jarpa y Schilling.

Inciso segundo: régimen supletorio legal para matrimonios celebrados en el extranjero.

Se platearon tres modificación a este inciso, la del Mensaje boletín N°7567-07; la de la Moción boletín N°7727-18 y la de una indicación nacida del debate y propuesta por el Ejecutivo, que hicieron suya los integrantes de la Comisión.

Ambos proyectos proponen dejar vigente la disposición actual, en el sentido de aplicar respecto de los matrimonios celebrados en el extranjero, el régimen de separación total de bienes, salvo pacto en contrario. Luego, ambas propuestas según sus planteamientos sobre la administración (preferencia por la administración indistinta, en cuanto al Ejecutivo, o conjunta, la Moción), establecieron los requisitos de dicho pacto, como se señala:

Texto propuesto en el Mensaje:

Para agregar después del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:

“Si pactan el régimen de sociedad conyugal, en ese mismo acto deberán expresar el nombre del cónyuge administrador, de lo contrario se entenderá que ambos cónyuges coadministrarán la sociedad conyugal, rigiéndose en ambos casos según las reglas que se expondrán en el título De la sociedad conyugal.”.

Texto propuesto por la Moción:

“Los que se hayan casado en país extranjero se mirarán en Chile como separados de bienes, a menos que probaren lo contrario o inscriban su matrimonio en el registro de la Primera Sección de la Comuna de Santiago, y pacten en ese acto sociedad conyugal o régimen de participación en los gananciales, dejándose constancia de ello en dicha inscripción.".

Los integrantes de la Comisión concordaron con lo manifestado por los profesores que concurrieron como invitados a exponer, en cuanto a que es incongruente que el legislador cambie para los extranjeros el régimen supletorio legal que se considera conveniente para los matrimonios celebrados en Chile, de manera que debería establecerse que si estos cónyuges no pactan separación o participación se entenderán casados sociedad conyugal.

En tal sentido, las señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Rubilar, Saa y Zalaquett (Presidenta), y los señores Barros, Bauer, Sabag y Schilling estuvieron contestes en rechazar las proposiciones contenidas en los proyectos y concordar la siguiente indicación con el objeto de, por una parte, establecer derechamente como régimen supletorio legal de los extranjeros la sociedad conyugal, y, por otra parte, eliminar el requisito plasmado en el texto actual que exige que dicho pacto sea inscrito en el Registro de la Primea Sección de la Comuna de Santiago (Servicio de Registro Civil de la comuna de Recoleta), haciendo más operativo la norma.

El texto de la indicación es el siguiente:

“Los que se hayan casado en país extranjero, sean o no chilenos , se mirarán en Chile como casados en sociedad conyugal, a menos que inscriban su matrimonio en el Registro Civil y pacten en ese acto separación total de bienes o régimen de participación en los gananciales, dejándose constancia de ello en la inscripción. En ese mismo acto podrán designar administrador de la sociedad conyugal.”.

Puesta en votación la indicación citada, fue aprobada por la unanimidad de las señoras diputadas y señores diputados presentes señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Rubilar, Saa y Zalaquett (Presidenta) y señores Barros, Bauer, Sabag y Schilling.

En consecuencia, las propuestas tanto del Ejecutivo contenida en el Mensaje, como la de la Moción, fueron rechazadas por la misma votación anterior.

Al artículo 136 

Respecto de este artículo que trata sobre los auxilios que se deben los cónyuges, y, particularmente el que debe el marido a la mujer -cuando ésta no tiene bienes suficientes respecto de su administración separada- para sus acciones o defensas judiciales en su contra llamadas expensas para la litis, el Mensaje plantea modificaciones, las que, tienen por objeto adaptar el texto actual a la modificación esencial, la que se contiene igualmente en ambos proyectos en discusión, esto es, el que cualquiera de los cónyuges pueda administrar la sociedad conyugal, por ende, al tenor de ella, el derecho que le asiste al cónyuge no administrador de ser proveído por el administrador, -sea el marido o la mujer- de los bienes suficientes para las litis (generalmente demandas por alimentos) que éste o ésta no administrador tiene en su contra.
Texto del Ejecutivo:

“Para reemplazar la frase que comienza con “El marido deberá, además” hasta el punto final, por “En el caso que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal, aquel de los cónyuges que tenga la administración deberá proveer al otro de las expensas para la litis que éste siga en su contra, si no tiene los bienes a que se refieren los artículos 150 y 166, o ellos fueren insuficientes.”.

Texto de la Moción

Por su parte, la moción igualmente propone reemplazar en el artículo 136 la palabra "marido" por la frase "cónyuge administrador" y la frase "la mujer" por "cónyuge no administrador" y los guarismos "166" y "167" por "151" y "151 bis".

La Comisión, compartiendo la idea de la indicación, sin embargo, procedió a rechazarla en cuanto a su texto por hacer referencia a una norma que fue sustituida por lo anteriormente aprobado, y, aunque no es incompatible en cuanto al fondo, lo es en cuanto al tenor literal de las palabras.
Tanto la aprobación como el rechazo de los textos propuestos, lo fueron por la unanimidad de los integrantes presentes señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Rubilar, Saa y Zalaquett (Presidenta) y señores Barros, Bauer, Sabag y Schilling.

Al artículo 137 

En cuanto a esta disposición que trata sobre las obligaciones que recaen sobre los bienes del cónyuge no administrador, tanto el Mensaje como la Moción plantearon propuestas de adecuación respecto de lo anteriormente aprobado, en cuanto a que los actos que celebre el cónyuge no administrador sólo lo obligan en lo bienes que digan relación con su patrimonio reservado y los que administra bajo el estatuto de la separación de bienes, esto es, sus bienes propios, de modo que ambas fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Rubilar, Saa y Zalaquett (Presidenta) y señores Barros, Bauer, Jarpa, Sabag y Schilling.

Los textos son los siguientes:

Mensaje:

“Reemplázase el artículo 137, por el siguiente:
“Artículo 137.- Los actos y contratos que celebre el cónyuge no administrador de la sociedad conyugal, sólo lo obligan en los bienes que administre según los artículos 150 y 166.

Con todo, las compras que haga al fiado de objetos muebles naturalmente destinados al consumo ordinario de la familia, obligan al cónyuge administrador en sus bienes y en los de la sociedad conyugal; y obligan además los bienes propios del cónyuge no administrador, hasta concurrencia del beneficio particular que le reportara el acto, comprendiendo en este beneficio el de la familia común en la parte en que de derecho haya ella debido proveer a las necesidades de ésta.”.

Moción:

Plantea modificar el artículo 137, reemplazando la frase "y 166" por "151 y 151 bis", y la palabra "marido" por la frase "cónyuge administrador" y la frase "mujer" por "cónyuge no administrador".

La Comisión, por igual votación, aprobó sólo lo que dice relación con la adecuación de las palabras, coincidente con lo aprobado propuesto por el Ejecutivo.

Al artículo 138
Respecto de esta norma, que se refiere a la administración extraordinaria y especial de la sociedad conyugal, se aprobaron por la unanimidad de los integrantes presentes, las dos proposiciones hechas cuyo propósito es adecuar los términos “marido” por “cónyuge administrador” y “mujer” por “cónyuge no administrador”.

- Al artículo 138 bis:

 El Ejecutivo, respecto de esta norma que se refiere a la autorización en subsidio de la justicia ante negativa injustificada del marido respecto de la disposición por parte de la mujer de un bien propio, propone derogarla. 

Por su parte, la Moción la deja vigente y adapta su contenido formalmente con las modificaciones esenciales que promueve el resto del articulado propuesto, con el siguiente texto:

“En el artículo 138 bis, introdúcense las siguientes modificaciones: 

En el inciso primero:

Reemplázase la palabra "marido" por "cónyuge administrador", las dos veces que aparece en el texto; la frase "de la mujer" por "del otro cónyuge" y las palabras "autorizarla" por "autorizarlo".

-En los incisos segundo y tercero.

Reemplázase la frase "la mujer" por "el cónyuge no administrador"; y la palabra "marido" por la frase "cónyuge administrador"; una y otra las dos veces que aparece en el texto.

-En el inciso segundo reemplázase la frase "166 y 167" por "151 y 151 bis.".

Los integrantes de la Comisión estuvieron todos de acuerdo con la derogación porque es coherente con lo aprobado, en cuanto a que se excluye de la administración de la sociedad conyugal a los bienes propios de cada cónyuge, pudiendo ahora el dueño o dueña disponer de ellos libremente sin necesidad del consentimiento o autorización del otro.

La referida derogación fue aprobada por la mayoría de los integrantes presentes señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Rubilar y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Sabag y Schilling. Se abstuvieron la señora Saa y señor Jarpa.
-A los artículos 139 y 140 

Estos artículos, referido, el primero, a la curaduría del cónyuge menor para la administración de la sociedad conyugal, y, el segundo, que contiene las excepciones y modificaciones a las reglas sobre derechos y obligaciones entre cónyuges, fueron objeto de modificaciones por parte del Ejecutivo, con el propósito de adaptar su contenido a lo ya aprobado, y reemplazar la expresión “el marido” por “el cónyuge” para adecuar formalmente la norma a la modificación esencial que se contiene en el proyecto: cualquiera de los cónyuges puede administrar la sociedad conyugal.

Por su parte en el artículo 140 se sustituye en el numeral 2° del artículo, la referencia a la mujer que ejercita una profesión, industria, empleo u oficio, por cónyuge no administrador, para adecuar formalmente la norma a la modificación propuesta que permitirá que aquel de los cónyuges que no tenga la administración de la sociedad conyugal pueda tener patrimonio reservado, en los términos del nuevo artículo 150, más adelante explicado.

Puesta en votación las modificaciones señaladas fueron aprobadas por la unanimidad de las señoras diputadas y señores diputados presentes (señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Rubilar, Saa y Zalaquett (Presidenta) y señores Barros, Bauer, Jarpa, Sabag y Schilling).

Párrafo 3. Excepciones relativas a la profesión u oficio de la mujer

Al artículo 150: Patrimonio Reservado

La legislación actual establece que sólo la mujer casada de cualquier edad bajo el régimen de sociedad conyugal, es titular del patrimonio reservado, el que se origina producto del ejercicio en forma separada del marido, de una profesión, oficio o industria y de lo que de ellos se obtenga, es decir, lo que con ellos adquiere y los frutos de unos y de otros, bienes que, a la disolución de la sociedad conyugal, entran a la partición de los gananciales (el acervo líquido partible, una vez efectuadas las acumulaciones y las deducciones que correspondan en cada caso), salvo que, la mujer o sus herederos renuncien a estos últimos y opten por quedarse con su patrimonio reservado .

Respecto de esta institución, tanto el Mensaje como una de las mociones en estudio proponen sendas modificaciones, a saber: 

En cuanto a los incisos primero y segundo :

Mensaje: 

En términos generales, propone lo siguiente:

1.-Destinatario

El titular del Patrimonio Reservado será el cónyuge no administrador, el cual, como se explicará al analizar la administración de la sociedad conyugal, podrá ser el marido o la mujer. 

El proyecto, contempla que a falta de designación, como norma supletoria, ambos cónyuges administrarán en forma conjunta, en cuyo caso, no existirá patrimonio reservado.

2.-Iguales reglas para marido y mujer:
El cónyuge no administrador, sea el marido o la mujer, respecto de los bienes que obtenga producto de su trabajo, se considerará separado de bienes.

Moción (Boletín N°7727-18)

1.- Destinatario:
El cónyuge no administrador de cualquier edad que se dedique libremente al ejercicio de un empleo, oficio, profesión o industria, sea el marido o la mujer.

2.-Establece reglas específicas, según la administración la ejerza el marido o la mujer.
Administración por el marido: La mujer (no administradora) se entenderá, respecto de lo que obtenga producto de su trabajo, separada de bienes.

Administración por la mujer: El marido (no administrador) igualmente se entenderá separado de bienes respecto de la administración de su patrimonio reservado, pero con la limitación de requerir de la autorización de la mujer para disponer de ciertos bienes, en la misma forma que para los bienes sociales.

-o-
Las ideas centrales esbozadas, las proponen las iniciativas con los siguientes textos.

a) Para reemplazar los incisos primero y segundo, del artículo 150, del Código Civil, de la forma que sigue:

Mensaje

“Art. 150.- El cónyuge no administrador, que desempeñe algún empleo o que ejerza una profesión, oficio o industria, de forma separada de los del cónyuge administrador, se considerará separado de bienes respecto del ejercicio de ese empleo, oficio, profesión o industria y de lo que en ellos obtenga, no obstante cualquiera estipulación en contrario; pero si fuere menor de edad, necesitará autorización judicial, con conocimiento de causa, para gravar y enajenar los bienes raíces. Todo lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el número 3º del artículo 1725.

Moción 

“Art. 150.- El cónyuge no administrador de cualquier edad podrá dedicarse libremente al ejercicio de un empleo, oficio, profesión o industria.

Si la administración la tuviere el marido, la mujer que desempeñare algún empleo o que ejerza una profesión, oficio o industria de forma separada de los del marido, se considerará separada de bienes respecto del ejercicio de ese empleo, oficio, profesión o industria y de lo que en ello se obtenga, no obstante cualquier estipulación en contrario; pero sí fuere menor de dieciocho años, necesitará autorización judicial con conocimiento de causa para gravar y enajenar los bienes raíces.

Si la administración la tuviere la mujer, el marido que desempeñare algún empleo o que ejerza una profesión, oficio o industria separado de los de la mujer, tendrá la administración de esos bienes, sujeto empero a las limitaciones contempladas en el artículo 1749 bis; aplicándose también en el presente inciso, lo señalado en la segunda parte del inciso precedente”.

-o-
Respecto de las modificaciones planteadas, las que se refieren al titular de la institución jurídica Patrimonio Reservado -actualmente sólo la mujer-, la Comisión centró su debate en analizar cuál sería la mejor solución para la mujer que, aún cuando ejerza una actividad remunerada separada de su marido, generalmente seguirá siendo, por regla general, el cónyuge económicamente más débil en la sociedad conyugal.
En el contexto de las audiencias recibidas, y de los textos propuestos, las opciones planteadas por la Comisión en el debate se pueden resumir del modo que se indica:

1.- Eliminar el patrimonio reservado de la legislación, pues no se justifica ni con la supuesta equiparación de derechos que buscan ambos proyectos, ni con la solidaridad patrimonial que supone la sociedad conyugal, garantizando eso sí, la coadministración.

2.-Reconocer patrimonio reservado a ambos cónyuges, con prohibición (generalmente al marido) de renunciar a los gananciales para quedarse con el patrimonio reservado, cuando el cónyuge administrador sea el económicamente más débil (generalmente la mujer). Ello en consideración a la “equiparación de derechos y deberes” de ambos cónyuges en la sociedad conyugal.
3.-Dejar el patrimonio reservado igualmente para cualquiera de los cónyuges que no administra la sociedad conyugal, pero, en consideración a la desigualdad real, principalmente salarial entre hombres y mujeres, al patrimonio reservado del marido se le establecen limitaciones de disposición, esto es, el que deberá comparecer la mujer para dar su autorización en determinado actos, tal como ocurre actualmente, por ejemplo, con la venta y arriendo de bienes raíces.
Los integrantes de la Comisión, debatieron respecto de las distintas opciones pero coincidentes en manifestar su inquietud respecto de cuál es la consecuencia para la mujer de dejar de contar con la posibilidad de administrar y disponer de un patrimonio reservado, en consideración de que constituye una conquista histórica muy importante, por lo que, en principio, la mayoría de sus miembros manifestaron sus aprensiones respecto de si la modificación propuesta en el proyecto del Ejecutivo, -que lo hace extensivo también al marido-, es una ganancia o una pérdida para las mujeres.

Al respecto, algunas señoras diputadas y señores diputados, siguiendo la moción de la Diputada señora Saa, defendieron esa propuesta porque, fundamentaron, parte del principio de reconocer el patrimonio reservado con prerrogativas exclusivas para la mujer, esto es, establece limitaciones en la disposición de los bienes que componen el patrimonio reservado cuando su titular es el hombre, es decir, con derechos atenuados para éste, porque necesitará de la autorización de la mujer para disponer de los bienes de su patrimonio reservado; la norma, en consideración a que si bien se pueden tomar resguardos a la disolución del régimen, como ambos proyectos lo hacen consagrando la prohibición al marido de renunciar a los gananciales en caso de que sea la mujer la que administre la sociedad conyugal, sin embargo, sostuvieron de que de nada sirve si el hombre, durante la vigencia del régimen pudo disponer de sus bienes del patrimonio reservado libremente y deshacerse de ellos antes del término de la sociedad conyugal.

Por su parte, otros integrantes de la Comisión, siguiendo la línea argumental del proyecto del Ejecutivo, concordaron en que si uno de los supuestos para no eliminar el patrimonio reservado es la discriminación que sufren las mujeres en nuestra sociedad, sería igualmente discriminatorio conservarlo sólo para éstas en el contexto de lo que propone el Mensaje, donde ambos pueden administrar la sociedad conyugal, en igualdad de condiciones.

Concordaron, asimismo, que los resguardos para el caso de que sea la mujer quien administre la sociedad conyugal están, de alguna manera, debidamente contemplados en el proyecto del Ejecutivo cuando establece que lo que adquiera cualquiera de los cónyuges en virtud de su trabajo, pasa a formar parte del haber social (que administraría la mujer); lo anterior, porque de conformidad con el nuevo artículo 1725 N°3, el cónyuge no administrador (el marido), debe realizar aportes con cargo a su patrimonio reservado a las necesidades de la familia en común. Por otra parte, se establece una sanción en caso de ocultación o distracción dolosa de bienes del patrimonio reservado y finalmente, en caso de disolución del régimen, y el marido sea el titular del patrimonio reservado, es decir, cuando la mujer haya sido la administradora, tiene éste prohibida la renuncia de los gananciales.

En el debate, el Diputado señor Sabag consideró, por una parte, que estos resguardos son insuficientes y, principalmente, llevaría a judicializar los problemas patrimoniales, pues de no realizar el marido el aporte que ordena el nuevo 1725 N°3, la mujer tendría que demandarlo para que lo haga, y, por otra parte, existe una desigualdad de hecho sobre todo en el ámbito patrimonial, y el dar la posibilidad que el marido tenga patrimonio reservado, redundará en que la mujer administradora de la sociedad conyugal sólo disponga de una “cáscara” de bienes, que de nada le vale administrar, de manera que él mantendría el patrimonio reservado sólo para la mujer.

Al respecto presentó una indicación del siguiente tenor:

“Para agregar, en el inciso segundo del artículo 150 del Código Civil, después el párrafo “La mujer casada, que desempeñe algún empleo o ejerza una profesión, oficio o industria separados de los de su marido”, la frase “y que no sea cónyuge administrador”.

Su autor, señor Sabag, explicó que su indicación es incompatible tanto con el texto del mensaje como de la moción, pues considera que las modificaciones que éstas plantean, desnaturalizan la institución del patrimonio reservado, en consideración principalmente, a las diferencias salariales entre hombres y mujeres. En su indicación sólo la mujer puede ser titular de dicho patrimonio. Hizo presente que respecto de la propuesta del Ejecutivo, ésta sólo establece mecanismos de resguardos al final, a la disolución de la sociedad conyugal, demasiado tarde si el marido es el titular del patrimonio reservado y puede disponer de éste libremente.

Respecto de la indicación, la representante del Ejecutivo , recalcó que en la medida que no se le reconozca patrimonio reservado al hombre o se le reconozca pero atenuado, producirá el nefasto efecto práctico de que ningún hombre quiera que la mujer sea la administradora del régimen, perpetuando ahora, la desigualdad que existe actualmente.

Sin embargo, la Comisión coincidió en que todas las modificaciones propuestas avanzan mucho porque se reconocen las habilidades y las capacidades que tiene la mujer chilena para administrar sus propios bienes, pero igualmente, no existe claridad sobre hasta dónde hacer una discriminación positiva a favor de la mujer, porque las mujeres chilenas hoy ganan menos que los hombres y muchas no trabajan, entonces en el fondo el patrimonio de la sociedad conyugal está conformado por el ingreso del hombre.

Los integrantes de la Comisión coincidieron en la necesidad de escuchar, como medida para mejor resolver, a dos profesores que les permitieran contar con mayores elementos respecto de si establecer un patrimonio reservado sólo para la mujer o para ambos cónyuges, siendo invitados el abogado señor Diego Correa y la profesora de Derecho Civil, señora Carmen Domínguez.

Audiencias para mejor resolver

Sobre lo establecido en el proyecto, el abogado Correa señaló que lo esencial es no otorgar una regulación excesivamente engorrosa respecto del patrimonio reservado tanto del hombre como el de la mujer, sino que se debe simplificar la regulación de la sociedad conyugal. Lo que se debe incentivar es un aporte común de ambos cónyuges a la vida matrimonial y en ese sentido, es importante que el cónyuge no administrador tenga la suficiente transcendencia para no terminar perjudicando las modificaciones al cónyuge más débil que generalmente es la mujer, de modo que la mujer debe tener un patrimonio reservado del cual pueda disponer libremente y con amplias facultades.

Respecto del patrimonio reservado del marido, señaló ser partidario de que éste tenga dicho patrimonio, pero con facultades de disposición limitadas (tal como las que rigen actualmente para los bienes de la sociedad conyugal en el artículo 1749) y como lo establece la moción.

Agregó que la modificación que propone el Mensaje en el artículo1725 N°3 -aporte que debe realizar en cónyuge no administrador a las necesidades de la familia en común-, el texto no determina cuál es el aporte, ni a cuánto asciende, por lo que se perjudicaría la situación de la mujer que deberá demandar al marido.
En cuanto a la renuncia a los gananciales que podría realizar el hombre en caso de ser titular del patrimonio reservado, debiera limitarse o ser subsidiaria o con autorización judicial, finalmente, recalcó, que le parece sensato mantener dichas limitaciones como una forma de discriminación positiva para la mujer.

Por su parte, la señora Domínguez precisó que era necesario contextualizar el alcance de la reforma, pues a su entender, no se trata de una modificación esencial para la mujer como se ha pretendido. Recalcó que para la realidad socioeconómica de la gran mayoría del país, quien administre los bienes propios de la mujer (bienes que se tenía al tiempo del matrimonio o que se adquieren a título gratuito durante la vigencia del matrimonio) no constituye un problema simplemente porque esos bienes no existen, esa es la situación de la mayor parte de las mujeres, como asimismo, para un gran porcentaje de los matrimonios en Chile, no existe preocupación ni siquiera por los regímenes de bienes, cualquiera sea, simplemente porque carecen de bienes o sólo cuentan con uno adquirido con subsidio, por ende el alcance del proyecto no puede plantearse como un tema prioritario para la gran mayoría de los chilenos.

Respecto de las reglas legales que regulan la sociedad conyugal, la apariencia de un poder del marido cede frente a los poderes que a la mujer se le entregan para la administración de los bienes y que, según explicó, no aparecen evidentes porque quedan cubiertos por la técnica de las limitaciones a las facultades del marido (art.1749), pero a pesar de ello, estas limitaciones determinan la necesaria intervención de la mujer en la decisión que haya de tomarse para los actos esenciales de disposición y gravamen de sus bienes sociales y propios, de forma que si ella emplea adecuadamente sus poderes -lo que pasa por conocerlos- la intervención del marido se limitará a la actuación formal en el acto dispositivo.
En términos prácticos, enfatizó, la mujer tiene poderes de intervención en la administración que, en el hecho, la hacen en la mayor parte de los casos coadministradora, y de allí que a su juicio establecer la administración conjunta como regla supletoria es, en verdad, explicitar lo que hoy, en la práctica existe en la mayor parte de los casos. Como prueba señaló que en tribunales no hay ingresos de autorizaciones judiciales supletorias, por lo que no visualiza el problema en hacer concurrir la voluntad de ambos en los actos de administración conjunta porque ello no entorpecerá ni judicializará más la relación porque si no ha sucedido con los bienes raíces, no se ve porqué hubiese de suceder con los bienes muebles y en actos de menor trascendencia.

Explicitó que la sociedad conyugal despliega una utilidad evidente tanto para la situación familiar como para la mujer, particularmente respecto de la mujer casada que trabaja, por el artículo 150 del Código Civil y la opción de la renuncia a los gananciales que supone para quedarse con el patrimonio reservado, si es mayor que lo adquirido por la sociedad conyugal.

En cuanto a la situación de la mujer cónyuge más débil que no quiere la ruptura matrimonial porque depende económicamente del marido, que es la situación prototipo de cónyuge más débil en Chile, la sociedad conyugal es la única herramienta que le permite tener un cierto poder negociador en caso de divorcio, sobre todo si es unilateral, en la subsecuente liquidación de los gananciales.

En suma, a su juicio el patrimonio reservado debe mantenerse sólo para la mujer casada en sociedad conyugal porque es un beneficio otorgado exclusivamente a la mujer como contrapartida al hecho de que el marido es el administrador de todos los bienes sociales y de los bienes propios no sólo suyos sino también de la mujer, como asimismo, al existir este derecho a formar un patrimonio reservado, la mujer que trabaja fuera del hogar cuenta con una opción inmejorable para ella: al término de la sociedad conyugal puede elegir entre quedarse con los bienes que ha adquirido dentro de su patrimonio reservado, liberándose así de las deudas contraídas por el marido. En cambio, si la administración del marido ha sido óptima, ella puede optar por sumar a los gananciales reunidos por el marido lo que ella ha ganado dentro del patrimonio reservado y llevar el 50% del monto total.

Consideró que con el proyecto del Ejecutivo en trámite la situación cambiará para la mujer. En efecto, se le otorga al marido derecho a patrimonio reservado cuando hayan elegido que sea ella quien administre los bienes sociales. De ese modo, resultaría que la mujer administradora, en realidad, no tendría -en la mayor parte de los matrimonios en Chile- bienes algunos que administrar pues los bienes con que cuenta el matrimonio son los que el marido obtiene de su trabajo y ellos, ahora, formarán parte de su patrimonio reservado. En otros términos, aunque a la mujer se le otorgara la facultad de administrar los bienes sociales podría suceder que no tenga nada que administrar porque el único que trabaja remuneradamente es el marido. Se le habrá dado entonces la facultad de administrar pero sin utilidad alguna en definitiva.

Señaló que si bien es cierto para evitar lo descrito, el proyecto introduce algunos límites para el patrimonio reservado que puede formar el marido, estima que ellos no son suficientes y además suponen alterar el sentido y utilidad misma del patrimonio reservado: Así, respecto de la modificación propuesta para el art. 1725 del Mensaje en que se incorpora al haber social "el aporte de patrimonio reservado del cónyuge no administrador deba hacer a las necesidades de la familia común, en proporción a sus facultades", límite que a su entender es notoriamente insuficiente, pues supone una declaración de principios que tendrá que ser materializada, en caso de conflicto, por la decisión de un juez porque el problema esencial que plantea es ¿cuál es esa proporción?, respuesta que dependerá del caso y del criterio judicial, lo que por cierto, es exactamente lo mismo que hoy se tiene en relación a la situación de pago de alimentos de los padres respecto de sus hijos, cuando no están los primeros casados en sociedad conyugal.
Manifestó que la modificación en este punto supone un detrimento de la situación actual de la mujer en la que, si bien es cierto, no tiene derecho a administrar los bienes sociales o propios por sí sola, si tiene, en el derecho y en la práctica, poderes de coadministración mediante las autorizaciones que deben serle solicitadas para realizar actos relevantes en los bienes sociales y respecto de sus bienes propios, tiene, por una parte, el poder de negar su autorización para actos de disposición por parte del marido y éste simplemente no puede celebrar acto alguno, y, por otra parte, el que sus necesidades y las de la familia sean cubiertas por los bienes que obtiene el marido por su trabajo remunerado y se trata de todas sus necesidades y no de un porcentaje indeterminado y no fijo de las mismas como sucedería de ser aprobado el proyecto propuesto por el Ejecutivo, y además tiene asegurado que ella tendrá derecho al 50% de los gananciales generados durante esa administración al tiempo de la liquidación.

Por otra parte, si bien, conforme a la propuesta original del Ejecutivo, la mujer, si es que prueba "haberse dedicado al cuidado de los hijos o a las labores del hogar común" entonces tendría ese derecho al 50% pues el marido no administrador no podrá renunciar a los gananciales, pero no tiene, sin embargo, un derecho asegurado pues deberá probarlo con las mismas dificultades que hoy tiene para poder acreditar su derecho a compensación económica.

Además, como el marido tiene derecho a un patrimonio reservado según el proyecto, sin restricciones en su administración es perfectamente posible que al tiempo de la disolución no existan gananciales por haberse desprendido de ellos el marido. En efecto, en la mayor parte de los matrimonios casados bajo sociedad conyugal no existen dos sueldos o dos fuentes de ingresos sino que uno que es el del marido.

Insistió en su intervención que cualquier modificación al patrimonio reservado debe realizarse en base a los derechos que actualmente tiene la mujer casada en sociedad conyugal, los que perdería eventualmente al tenor de las modificaciones propuestas.

Finalmente, hizo presente que la modificación propuesta por el Mensaje al artículo 1725 N°3, en cuanto prescribe que el cónyuge no administrador debe concurrir con su patrimonio reservado a las necesidades de la familia común en proporción a sus facultades, señaló que nunca se ha entendido que dicha obligación de aporte exista respecto de la mujer titular de patrimonio reservado. A mayor abundamiento el artículo 160 del Código Civil se refiere al estado de separación de bienes (total y no parcial), y es la sociedad conyugal quien debe soportar el costo de mantenimiento de los cónyuges y de la familia en común, en virtud del artículo 1740 N°5 del CC.
-o-
Los integrantes de la Comisión, recogiendo los argumentos esbozados por los expositores estuvieron contestes en la necesidad de mantener el patrimonio reservado como un derecho exclusivo para la mujer casada en sociedad conyugal, y, en tal sentido, se manifestaron completamente de acuerdo con la indicación presentada por el Diputado señor Sabag que apunta a la exclusividad de la mujer como titular de patrimonio reservado pero siempre y cuando no sea cónyuge administrador, es decir, anteponiéndose a la aprobación de las iniciativas en estudio, las que, promueven que tanto el hombre como la mujer puedan ser administradores de la sociedad conyugal.

La Ministra del SERNAM, comparando la proposición del Mensaje, con la indicación del Diputado Sabag, indicó que esta última constituye la única prerrogativa o mecanismo de protección para la mujer casada bajo sociedad conyugal en que se la mantiene como titular exclusiva, cuando no es administradora de la sociedad conyugal porque el resto de derechos de que goza la mujer casada en sociedad conyugal se entendían o justificaban en cuanto ésta era privada de la administración de los bienes sociales e incluso de sus bienes propios, por ende, y atendido que el Mensaje por una parte le permite administrar la sociedad conyugal –sea unilateralmente o como coadministradora- y le restituye la administración de sus bienes propios, correspondería entonces en aras de la justa equiparación en el rol de los cónyuges dentro de este régimen, que el patrimonio reservado y sus derechos sean reconocidos al cónyuge no administrador, sea el marido o la mujer.

Puesta en votación la indicación del Diputado Sabag que modifica sólo el inciso segundo del artículo 150, fue aprobada por la unanimidad de las señoras diputadas y señores diputados presentes, señoras Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag.
Por la misma votación se entienden rechazadas las propuestas de modificación de los incisos primero y segundo tanto del Mensaje como de la Moción.

En cuanto al resto de los incisos del artículo 150 (incisos terceros, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo.)

Tanto el Mensaje como la Moción proponen modificaciones al resto de las disposiciones actuales del artículo en estudio para adecuarlas al sentido de sus proposiciones; efectivamente, proponen reemplazar los términos “la mujer” por “cónyuge no administrador” y “marido” por “cónyuge administrador”, cuando se refieren a la acreditación del patrimonio reservado, el pasivo de éste, la protección de terceros que contraten con la mujer, la disolución de la sociedad conyugal y la renuncia a los gananciales.
En consideración a que las modificaciones propuestas por ambos proyectos suponen la aprobación de otras enmiendas -que fueron rechazadas- se procedió a la votación inmediata de las mismas, siendo rechazadas por la misma votación anterior.

En cuanto a los incisos noveno y décimos (nuevos).

El Mensaje propone incorporar dos nuevos incisos finales en el artículo 150, relativos al caso de cambio de cónyuge administrador, cuando éste es titular del patrimonio reservado. El texto propuesto es el siguiente:

“En caso que se pacte cambio de cónyuge administrador y el actual titular del patrimonio reservado pase a ejercer la administración de la sociedad conyugal, los bienes a que se refiere este artículo se regirán por las reglas de administración de la sociedad conyugal y se le aplicarán todas las normas relativas a los bienes sociales. Sin embargo, tendrá derecho a que se determine un crédito a su favor, equivalente a lo que habría obtenido en el supuesto que a la fecha de cambio de cónyuge administrador se hubiese producido la disolución de la sociedad conyugal y hubiera renunciado a los gananciales, en conformidad al artículo 1781. El cónyuge podrá, en la escritura a que se refiere el artículo 1723, optar por ser titular de este crédito, renunciar a él o señalar que no existe. Este crédito, debidamente reajustado, sólo podrá hacerse exigible una vez disuelta la sociedad conyugal y tendrá el mismo tratamiento que se da a los gananciales.

En el caso anterior, las deudas contraídas en el ejercicio del patrimonio reservado podrán ser ejecutadas en los bienes de éste que hayan pasado a ser sociales”.

Los integrantes de la Comisión repararon en la importancia de incorporar esta disposición para la debida coherencia de sus normas, toda vez, que ya fueron aprobadas disposiciones que hacen referencia al pacto de sustitución de administrador de la sociedad conyugal . Sin embargo, repararon de la lectura de la modificación que ésta fue redactada en el entendido que cualquiera de los cónyuges pueda ser titular del patrimonio reservado, cuestión desestimada según lo explicado más arriba.

Por lo anterior, los integrantes presentes formularon una indicación en el sentido de reemplazar la expresión “el actual titular del patrimonio reservado” por “la mujer” y la expresión “El cónyuge” por “La mujer”.

La modificación propuesta con la indicación referida fueron aprobadas por la unanimidad de las señoras diputadas y señores diputados presentes señoras Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag. 

En cuanto al inciso décimo primero (nuevo)

Se propone mediante una indicación formulada por el Ejecutivo y que hizo suya la Comisión, la incorporación de un inciso final acorde con la idea de que cualquiera de los cónyuges puede ser titular del patrimonio reservado, y que según ya se explicó, fue desestimada.

El texto propuesto es el siguiente:

“Si el titular del patrimonio reservado ocultare o distrajere bienes, deberá restituirlos doblados.”

Puesto en votación se rechaza por la unanimidad de de las señoras diputadas y señores diputados presentes señoras Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag. 

Párrafo 4. Excepciones relativas a la separación de bienes

Respecto de este párrafo, la Moción contenida en el boletín 7727-18 propone, por una parte, alterar el orden actual de su numeración y epígrafe en el sentido de pasar a ser éste el Título VI –A del Libro Primero “Del Régimen de Separación de Bienes”, y propone incorporar un nuevo párrafo 1° a este nuevo Título VI-A; el fundamento de su autora, Diputada señora Saa, fue que la modificación responde a una necesidad de orden y esquematización del régimen de separación de bienes; por otra parte, propone modificar el artículo 152 del Código Civil, con que se inicia el párrafo, con el siguiente texto:

“Art. 152. .- En el régimen de separación de bienes, los patrimonios del marido y la mujer se mantienen separados, y cada uno de los cónyuges administra, goza y dispone libremente de lo suyo con plena independencia del otro; sin perjuicio de las limitaciones contempladas en el párrafo 2 del Título precedente.”.

Los integrantes de la Comisión no consideraron pertinente alterar el orden actual del Título, por cuanto la numeración de los párrafos tiene su propia lógica de desarrollo en relación al artículo 140, en donde se señala que las reglas del párrafo 1 (reglas generales) sufren modificaciones o excepciones cuando existen bienes familiares, patrimonio reservado, separación de bienes, separación judicial y régimen de participación en los gananciales. Respecto de las primeras cuatro situaciones, la norma señala expresamente que se desarrollan en “los párrafos siguientes”.
Puesta en votación la referida modificación fue rechazada por cinco votos, señoras Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag, y uno a favor, señora Saa. Se abstuvieron las señoras Goic y Muñoz.

Igualmente, la Moción propone incorporar un nuevo párrafo con el nombre “Párrafo 2.- De la simple separación de bienes y por decreto judicial”, coherente con la propuesta de incorporar un nuevo Título VI –A, tal como se explicó más arriba y con los mismos argumentos esbozados. En consideración a que esta modificación es consecuencia de aquélla, se entiende rechazada por la misma votación anterior.

Art. 153
Tanto el Mensaje como la moción proponen modificaciones a este artículo que establece la irrenunciabilidad del derecho de pedir la separación de bienes. Así mientras que el Mensaje propone la adecuación formal de reemplazar la expresión “la mujer” por “El cónyuge no administrador”, y que es coherente con la idea central del proyecto, la moción propone reemplazar la totalidad del artículo por el texto que sigue:

“Art. 153.- El régimen de separación de bienes se origina por convención de las partes, por disposición de la ley o en virtud de sentencia judicial.

El marido y la mujer no podrán renunciar a la facultad de pedir la separación de bienes a que les dan derecho las leyes.”.

Como se observa del texto propuesto, corresponde en sus respectivos incisos a los actuales artículos 152 y 153, adecuando formalmente éste último en el mismo sentido que lo hace el Ejecutivo, esto es, establecer la irrenunciabilidad del derecho de pedir la separación de bienes para ambos cónyuges, siguiendo los textos de la moción, anteriormente rechazados.

Puesta en votación la propuesta del Mensaje, esta fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes señoras Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag.

Por su parte la proposición contenida en la Moción fue rechazada por cinco votos, señoras Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag, y uno a favor, señora Saa. Se abstuvieron las señoras Goic y Muñoz.

Artículos 154 al 158
Tanto el Mensaje como la Moción proponen modificar estos artículos que regulan la separación judicial de bienes y que corresponden en su mayoría a adecuaciones formales que guardan relación con las ideas centrales de las iniciativas, sustituyendo expresiones como “mujer” por “cónyuge no administrador” o bien “marido” por “cónyuge administrador” y “esta” por “este”.

En consideración a que guardan relación y coherencia con las modificaciones anteriormente aprobadas por el Mensaje, los integrantes de la Comisión fueron contestes en su aprobación.

Sin perjuicio de lo anterior, sus integrantes repararon en que respecto de las modificaciones propuestas por el Ejecutivo al inciso tercero del artículo 155, se realizaba una reforma de fondo, mediante la cual introduce una nueva causal para que el cónyuge no administrador pueda solicitar separación de bienes: la mala administración del cónyuge administrador respecto de sus bienes propios.

Si bien es cierto que mediante las modificaciones del Mensaje, el cónyuge administrador ya no tiene facultades de administración sobre los bienes propios del cónyuge no administrador, se explicó por la asesora del SERNAM, presente durante el debate, que esta nueva causal que se incorpora, se establece un mecanismo preventivo para proteger al cónyuge no administrador ante los primeros indicios de una eventual mala administración, pues por cierto, si el cónyuge administrador es irresponsable en el manejo y disposición de sus bienes propios, la misma suerte podrían correr los bienes sociales que están bajo su administración.

Los integrantes de la Comisión valoraron el sentido de la modificación y sin duda representa una eficaz herramienta para evitar el detrimento patrimonial efectivo del haber social.

Puestas en votación las modificaciones propuestas en el Mensaje, éstas fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag.

Artículo 165
Respecto de este artículo que se refiere en su inciso primero, a la irrevocabilidad de la separación de bienes de fuente legal y judicial, y en su inciso segundo, a la posibilidad de pactar participación en los gananciales si la separación de bienes es de origen convencional o bien ha tenido la reanudación de la vida en común luego de una separación judicial, el Mensaje propone reemplazar su inciso segundo por el texto que sigue:

"Tratándose de separación convencional, y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 40 de la Ley de Matrimonio Civil, los cónyuges podrán pactar el régimen de sociedad conyugal o de participación en los gananciales, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 1723.”.

Los integrantes de la Comisión valoraron positivamente la modificación, en consideración a la posibilidad de pactar sociedad conyugal, opción actualmente vedada a los matrimonios celebrados en Chile por lo que puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión señoras Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag.

Artículos 166 y 167
Ambas mociones contienen modificaciones a estos artículos, referidos a los bienes que –aparte de su eventual patrimonio reservado- la mujer puede administrar libremente, de forma separada de su marido. Así, en la Moción 5970-18 se propone derogarlos y la Moción 7727-18 propone introducir modificaciones formales acordes a la idea central de su propio texto.


En consideración a la aprobación previa de modificaciones propuestas en el Mensaje que eliminan la administración del marido sobre los bienes propios de la mujer, y por ende, para dar continuidad y coherencia al texto final, los integrantes de la Comisión fueron contestes en la necesidad de derogar las normas.


Puesta en votación la derogación de los artículos propuesta por el boletín 5970-18 fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículo 167 bis (nuevo)

El Mensaje propone introducir un artículo nuevo referido a la administración de los bienes propios de los cónyuges. Sobre el particular, se establece que los cónyuges se considerarán separados parcialmente de bienes respecto de su administración.

El texto propuesto es el siguiente:

“El cónyuge no administrador se mirará como separado de bienes respecto de la administración de sus bienes propios. En dicho caso, se aplicarán las reglas siguientes:

1º Una vez disuelta la sociedad conyugal, las obligaciones contraídas en su administración separada podrán perseguirse sobre todos sus bienes.

2º Los acreedores del cónyuge administrador no tendrán acción sobre los bienes que administre en virtud de este artículo, a menos que probaren que el contrato celebrado por él cedió en utilidad del cónyuge no administrador o de la familia común.

3º Pertenecerán a la sociedad conyugal los frutos de las cosas que administre separadamente, que se devenguen durante el matrimonio, y todo lo que con ellos se adquiera”

Los integrantes de la Comisión fueron contestes en la necesidad de introducir una nueva regulación respecto de estos bienes que desde ahora y en coherencia con lo previamente aprobado por la Comisión, cada cónyuge podrá administrar libremente. Asimismo, valoraron del texto propuesto, que los frutos de estos bienes, pertenezcan a la sociedad conyugal.

Puesta en votación la modificación propuesta fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Párrafo 5. Excepciones relativas a la separación judicial

El boletín N° 7727-18 propone sustituir el epígrafe y numeración de este párrafo, en el sentido siguiente: “Título VI-B normas propias relativas a la separación judicial”.

Puesta en votación la modificación propuesta, fue rechazada por 7 votos, señoras Cristi, Muñoz, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag. Se abstuvieron las diputadas señoras Goic y Saa.

Artículo 252
Respecto de este artículo que regula el derecho de goce que tiene el padre o madre sobre los bienes de los hijos sujetos a patria potestad, se presentó una indicación formulada por el Ejecutivo y que hicieron suya los integrantes de la Comisión, que adapta formalmente su texto a las modificaciones previamente aprobadas relativas al hecho de que cualquiera de los cónyuges puede administrar la sociedad conyugal.

El texto de la indicación es el siguiente:

Para reemplazar en su inciso tercero la frase “a la madre casada en sociedad conyugal, esta se considerará separada parcialmente de bienes” por “al cónyuge no administrador de la sociedad conyugal, éste se considerará separado parcialmente de bienes”.

Puesta en votación la referida indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag.

Artículo 310
La moción 7727-18 propone reemplazar este artículo, referido a la posesión notoria de estado civil. La modificación propuesta consiste, en palabras de su autora, señora Saa, en equiparar los roles de marido y mujer en la legislación, y por ende declarar procedente la prueba del estado civil en esta hipótesis, como algo recíproco entre los cónyuges y no basado simplemente en haber sido recibida la mujer como cónyuge del marido.

Es texto propuesto es el siguiente:


a) Reemplázase la frase “la mujer recibida” por la palabra “recibidos”


b) Sustitúyese la expresión “su marido” por “ambos”.


Puesta en votación la referida modificación esta fue aprobada por 8 votos a favor, señoras Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag. Se abstuvo la Diputada señora Cristi.

Artículo 407
La moción de las Diputada señora Saa propone modificar esta norma referida a limitaciones para la celebración de contratos de arriendo por parte de tutores y curadores que recaigan sobre bienes raíces de sus pupilos. Se propone disminuir el plazo máximo de duración de este tipo de contratos (de 8 a 4 tratándose de bienes raíces rústicos y de 5 a 2 en los bienes raíces urbanos).

Su autora justificó la modificación propuesta en el sentido de hacer más estrictos los mecanismos de protección de los niños, niñas o adolescentes sujetos a tutela o curatela.

Si bien los integrantes de la Comisión valoraron los argumentos de la modificación propuesta, en su mayoría consideraron que escapa a las ideas matrices de los proyectos en estudio, por lo que puesta en votación fue rechazada por 8 votos en contra, señoras Cristi, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag, y uno a favor, señora Saa. Se abstuvo la Diputada señora Goic.

Artículos 449 y 450
El Mensaje propone modificaciones formales a estos artículos referidos a la curaduría entre cónyuges casados en sociedad conyugal, las que responden a la necesidad de dar coherencia al articulado del Código, conforme a lo previamente aprobado en orden a que cualquiera de los cónyuges puede administrar los bienes sociales.

Puestas en votación las modificaciones propuestas, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag.

Artículo 457
Respecto de este artículo referido a la administración de bienes del demente, considerado jurídicamente como incapaz absoluto, y la obligación para quien lo tiene bajo su cuidado de solicitar la interdicción una vez que éste cumpla la mayoría de edad, se presenta una propuesta de modificación por parte de la moción cuyo objetivo es incluir a continuación de la palabra “niño” la expresión “o niña” ya que a juicio de su autora, podría entenderse que su aplicación no se extiende a los dementes de sexo femenino.

Puesta en votación la modificación propuesta ésta fue rechazada por cinco votos en contra señoras Cristi y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag, y tres a favor, señoras Goic, Muñoz y Saa. Se abstuvo la Diputada señorita Sabat.

Artículos 463, 477 y 493
El Mensaje propone adecuaciones formales a estos artículos, acordes con la idea central del proyecto, en el sentido de que cualquiera de los cónyuges o ambos pueden administrar la sociedad conyugal.

Puestas en votación las modificaciones propuestas, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes señoras Cristi, Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag.

Artículos 585 y 646
La moción propone sustituir la palabra “hombre” que aparece mencionada en ambos artículos, por la frase “seres humanos”.
Puestas en votación las referidas modificaciones fueron rechazadas por 4 votos en contra, señoras Cristi y Zalaquett y señores Bauer y Monckeberg y 3 a favor, señoras Goic, Muñoz y Saa. Se abstuvo la señorita Sabat.

Artículo 810
Respecto de esta norma, inserta en la regulación del derecho real de usufructo, el Mensaje propone su modificación en el sentido de eliminar las frases “y el del marido como administrador de la sociedad conyugal, en los bienes de la mujer” y “y del título de la sociedad conyugal”, en consideración a la aprobación previa del nuevo artículo 167 bis, en donde se regula el derecho de goce de la sociedad sobre los frutos de los bienes propios de los cónyuges.

Puesta en votación la modificación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes señoras Cristi, Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag.

Artículo 818
La moción propone modificar este artículo en el sentido de reemplazar la expresión “propios de un buen padre de familia” por “que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios”.

Para la mayoría de los integrantes de la Comisión la modificación no guarda relación alguna con las ideas matrices de los proyectos en discusión, por lo que puesta en votación fue rechazada por 7 votos en contra (señoras Cristi, Goic, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag) y uno a favor (señora Saa). Se abstuvo la señora Muñoz.

Artículo 1225, 1255, 1287, 1322 y 1326
Respecto de estas normas, insertas en la regulación de las asignaciones testamentarias, tanto el Mensaje como la Moción proponen modificaciones, así mientras el Ejecutivo propone eliminar en todas ellas la referencia y competencia del marido respecto de las asignaciones deferidas a la mujer casada en sociedad conyugal, en concordancia con la idea central previamente aprobada (cada cónyuge administra libremente sus bienes propios), la Moción propone adecuarlas formalmente a su texto, sustituyendo las expresiones “marido” y “mujer” por “cónyuge administrador” y “cónyuge no administrador” respectivamente.
Respecto de esta última propuesta, los señores parlamentarios repararon en que la Moción es incompatible con la idea central previamente aprobada, ya que al tenor de su texto, mantiene la administración de los bienes propios del cónyuge no administrador, en manos del administrador.

En consideración a lo anterior y puesta en votación las modificaciones propuestas por el Mensaje, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag. Por la misma votación se entienden rechazadas las modificaciones propuestas por la Moción.

Artículo 1579
Respecto de esta norma, inserta en la regulación del pago, y la persona que puede recibirlo válidamente, el mensaje propone una modificación formal que elimina la referencia a los maridos, como sujetos autorizados para recibir los pagos realizados a la mujer casada en sociedad conyugal, como titular de créditos respecto de su patrimonio propio. La moción, por su parte, propone adecuar formalmente a su propio texto la norma, sustituyendo la expresión “los maridos por sus mujeres en cuanto tengan la administración de los bienes de éstas” por “los maridos o mujeres, según el caso, por sus cónyuges en cuanto tengan la administración de los bienes de éstos”.

En consideración a lo anterior y puesta en votación la modificación propuesta por el Mensaje, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes señoras Cristi, Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag. Por la misma votación se entienden rechazadas las modificaciones propuestas por la Moción.

Artículo 1715
Respecto de este artículo referido a las capitulaciones matrimoniales y las materias que pueden ser pactadas por los cónyuges a través de ellas al momento de contraer matrimonio, el Mensaje propone agregar en su inciso segundo -y en concordancia con lo previamente aprobado respecto de la administración de la sociedad conyugal-, a cuál de los cónyuges le corresponderá ejercer la administración de la sociedad conyugal.

Los integrantes de la Comisión fueron contestes en la necesidad de ampliar el objeto de las capitulaciones matrimoniales, de manera de dar la mayor libertad posible a los cónyuges para decidir quién de ellos ejercerá la administración de los bienes sociales.

Puesta en votación la modificación fue aprobada por la misma votación anterior.

Artículo 1719
Tanto el Mensaje como la Moción proponen modificaciones respecto de este artículo referido a la renuncia a los gananciales que puede efectuar la mujer casada en sociedad conyugal, y ambas adaptan formalmente el texto del artículo, en base a la idea original de establecer la posibilidad de patrimonio reservado tanto para el marido como para la mujer, sustituyendo la expresión “la mujer” por cónyuge administrador y la palabra “marido” por “otro”, modificación que debe descartarse en razón de las modificaciones previamente aprobadas respecto del artículo 150 referido al patrimonio reservado, en donde se conserva este derecho sólo para la mujer que no sea administradora de la sociedad conyugal.
Sin perjuicio de lo anterior, los integrantes de la Comisión repararon que la Moción de la Diputada señora Saa excluye la posibilidad de renuncia a los gananciales antes del matrimonio, lo que les pareció un acierto -en concordancia además con las opiniones vertidas por los expertos invitados a exponer sobre el particular, como asimismo, el hecho de que a través del mecanismo de la renuncia a los gananciales, se otorga la posibilidad a la mujer de conservar los bienes y ganancias obtenidas de su patrimonio reservado, sin que ingresen al haber social, decisión que no podrá tomar fundadamente sino una vez disuelta la sociedad conyugal.

Por lo anterior, los integrantes de la Comisión aprobaron la propuesta de la Moción por la unanimidad de sus integrantes presentes señoras Cristi, Saa y Zalaquett y señores Bauer y Schillling, adecuando texto con una indicación de todos sus integrantes en orden a sustituir la expresión “el cónyuge no administrador” por “la mujer”.

Por la misma votación se entiende rechazada la propuesta del Ejecutivo.

Artículo 1720
Ambas iniciativas proponen adecuaciones formales, acordes con su propio texto, respecto de esta norma referida al pacto de separación parcial o total de bienes que puede realizarse en las capitulaciones matrimoniales. Dichas adecuaciones consisten en remisiones a disposiciones cuyas modificaciones propuestas por el Mensaje han sido previamente aprobadas, (artículo 167 bis nuevo), por lo que puesta en votación el texto del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Saa y Zalaquett y señores Monckeberg, Sabag y Schilling.

Por la misma votación se entiende rechazada la propuesta de la moción.

Artículo 1723
Respecto de este artículo referido al pacto de sustitución del régimen de sociedad conyugal y sus formalidades, el Mensaje propone diversas modificaciones las cuales son complementadas con proposiciones formuladas tanto por el Ejecutivo en el debate, y que hizo suyas la Comisión, como por los integrantes presentes al momento de la votación.

Respecto de la inmutabilidad de los regímenes matrimoniales y la irrevocabilidad del pacto de sustitución del régimen.

Las modificaciones propuestas apuntan a ampliar el objeto del pacto de sustitución de régimen a alternativas relacionadas con modificaciones previamente aprobadas (posibilidad de cambiar el cónyuge que ejerce la administración de la sociedad) o actualmente vedadas o en duda (posibilidad de pactar nuevamente sociedad conyugal una vez que se ha pactado otro régimen).

Las opciones actualmente vigentes son: sustituir la sociedad conyugal por separación de bienes o participación en los gananciales; sustituir la separación de bienes por participación en los gananciales o viceversa, pero está prohibido para quienes se casaron bajo los regímenes de separación de bienes o participación en los gananciales pactar sociedad conyugal con posterioridad a la celebración del matrimonio.

En virtud de las modificaciones propuestas tanto por el Mensaje como por las surgidas en el debate, y, luego de las audiencias recibidas, las opciones fueron las siguientes:

- Sustitución del cónyuge administrador de la sociedad conyugal;

- Sustitución de sociedad conyugal por participación en los gananciales o separación de bienes;

- Sustitución de separación de bienes por participación en los gananciales y viceversa;

- Sustitución de participación en los gananciales o separación de bienes por sociedad conyugal.

Los integrantes valoraron la iniciativa por cuanto incorpora más opciones a los cónyuges y consideraron que mantener la limitación de volver a sociedad conyugal no se justifica si éste es actualmente el régimen legal para los matrimonios celebrados en Chile, y con las modificaciones previamente aprobadas, lo será también para los matrimonios celebrados en el extranjero y que quieran hacer valer su matrimonio en Chile, de conformidad con el nuevo inciso segundo del artículo 135.

Respecto de la sustitución del cónyuge administrador y la existencia de patrimonio reservado.

En consonancia con las modificaciones ya descritas al artículo, se incorpora un nuevo inciso que se hace cargo de la situación en la que la administración de la sociedad conyugal la asume el otro cónyuge, titular de patrimonio reservado y se establece la obligación de determinar el crédito a favor de éste último, si renuncia a él o el crédito no existe en la misma escritura donde se pacta este cambio de administrador.

El texto propuesto es el siguiente:

“Sin perjuicio de los requisitos establecidos en los incisos precedentes, en la misma escritura de cambio del cónyuge administrador de la sociedad conyugal, cuando hubiere existido patrimonio reservado del cónyuge que pasa a ser administrador, deberá determinarse el crédito a que se refiere el inciso penúltimo del artículo 150 y declararse que se es titular del crédito, se renuncia o no existe, o bien, declarar que no es procedente determinar el crédito ya que no se tiene derecho a él en conformidad a los artículos 150 y 1781.”.

Considerando la aprobación previa del artículo 150 (cuyo nuevo texto precisa la forma de determinar el crédito en referencia), los integrantes de la Comisión fueron contestes en la necesidad de incorporar el texto, pero para una mayor claridad vía indicación intercalaron entre las expresiones “se renuncia” y “o no existe” la frase “a éste”, para un mejor entendimiento de la norma.

Puestas en votación las modificaciones propuestas tanto por el texto del Mensaje como por las indicaciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes señoras Saa y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículo 1724
Respecto de esta norma, la moción 5970-18 propone una modificación en virtud de la cual señala que en ningún caso los frutos de los bienes adquiridos a título gratuito pertenecerán a la sociedad conyugal, que fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes señoras Saa y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling, por ser incompatibles con las modificaciones previamente aprobadas y que establecen el derecho de goce de la sociedad respecto de los frutos tantos de los bienes sociales como de los bienes propios de los cónyuges. 

1724 bis nuevo
El Mensaje propone incorporar este nuevo artículo a través del cual se establece un mecanismo de protección para el cónyuge no administrador ante una mala administración.

El texto propuesto es el siguiente:

“Artículo 1724 bis.- En caso de insolvencia, administración fraudulenta o mal estado de los negocios por administración errónea o descuidada del cónyuge administrador, podrá el cónyuge no administrador solicitar judicialmente ejercer la administración de la sociedad, si no hubiere acuerdo entre ellos.”

Los integrantes de la Comisión valoraron la incorporación de mecanismos de protección para el cónyuge no administrador, propiciando primeramente el acuerdo de los cónyuges previo a recurrir a tribunales.

Puesta en votación la modificación propuesta fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes señoras Saa y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículo 1725
Respecto de este artículo referido al haber de la sociedad conyugal se presentan modificaciones tanto del Mensaje, las mociones e indicaciones formuladas por el Ejecutivo en el debate y que hizo suya la Comisión, complementarias al texto propuesto.

Haber de la Sociedad Conyugal: Consideraciones previas.

La sociedad conyugal implica una comunidad de bienes que representa un patrimonio diverso al de los cónyuges, y si bien el Código Civil no lo dice expresamente, la Doctrina concluye que el sistema chileno consagra tres tipos haberes, es decir de activos o bienes integrantes.

En primer lugar, se encuentra el haber absoluto, el cual se forma por bienes aportados por los cónyuges sin derecho a recompensa posterior. Luego, el haber relativo, el que también se forma por los bienes de los cónyuges, mas con derecho a recompensa para ellos al momento de culminar el régimen. Finalmente se encuentra el haber propio formado por los bienes que la ley permite continúen en el patrimonio personal de cada cónyuge. El artículo en estudio contempla los dos primeros tipos de haberes.

Ahora bien, para determinar qué bienes ingresan a uno u otro, el legislador ha establecido las siguientes pautas:

a) Carácter gratuito u oneroso del título de adquisición del bien.

b) Naturaleza mueble o inmueble del bien adquirido o aportado.

c) Fecha de adquisición del bien: bien adquirido o aportado (que ya tenía al momento de iniciarse la sociedad conyugal).

En base a lo anterior, se puede concluir lo siguiente:

- Todo bien, sea mueble o inmueble adquirido a título oneroso, durante la vigencia de la sociedad conyugal ingresa al haber absoluto de la sociedad conyugal.

- Los bienes de carácter inmueble aportados o adquiridos a título gratuito durante la vigencia de la sociedad conyugal, ingresan al haber propio del cónyuge aportante o adquirente.

- Los bienes de carácter mueble aportados o adquiridos a título gratuito durante la vigencia de la sociedad conyugal, ingresan al haber relativo de la sociedad conyugal, quien deberá al cónyuge aportante o adquirente la respectiva recompensa.

Análisis de las modificaciones propuestas

- Mensaje e indicaciones complementarias.

En primer lugar, se reemplazaba en el texto original del Mensaje el numeral tercero de la norma en estudio, estableciendo una obligación de aporte al titular del patrimonio reservado en proporción a sus facultades. Luego, mediante la indicación complementaria , dicha obligación sería determinada de acuerdo con el artículo 160 del Código Civil.
Si bien dichas modificaciones eran acordes con el texto del Mensaje, los integrantes de la Comisión, repararon en que éstas tenían sentido cuando existía la posibilidad de que el marido fuera titular de patrimonio reservado y como un mecanismo de protección a la mujer administradora de la sociedad conyugal, idea que fue descartada previamente al votarse el texto definitivo del artículo 150.

En segundo lugar, el Mensaje proponía modificar el numeral cuarto, en el sentido de suprimir la referencia al derecho de recompensa, respecto de los bienes de naturaleza mueble aportado o adquirido durante el matrimonio, por cuanto con las modificaciones previamente aprobadas, estos bienes pasan a ser bienes propios y regulados por el nuevo artículo 167 bis. Luego, mediante la indicación se sustituye dicha modificación, suprimiendo derechamente el numeral y dejar subsistentes los numerales 1° (salarios y emolumentos de los cónyuges devengados durante el matrimonio) 2° (derecho de goce de la sociedad sobre los frutos de los bienes sociales y propios de los cónyuges) y 5° (de todos los bienes adquiridos a título oneroso), todo ello en vista a simplificar el régimen.

Tal como se explicó, los integrantes de la Comisión fueron contestes en considerar sólo esta última modificación, la que tiene como finalidad última suprimir el haber relativo de la sociedad conyugal y dejar subsistente sólo el haber absoluto y el haber propio de los cónyuges, tal como ha sido previamente aprobado.

- Mociones

El Boletín 5970-18 propone adecuar el numeral 2° de la norma (derecho de goce de la sociedad conyugal respecto de los frutos de los bienes sociales y propios), excluyendo a los frutos provenientes de los bienes adquiridos a título gratuito durante la vigencia de la sociedad conyugal, acorde con la idea central de su propio texto.

Por su parte la moción 7727-18 propone sustituir el artículo completo y agregar un nuevo artículo 1725 bis complementario, todo ello en vista a distinguir la composición del haber social, dependiendo de quién ejerza la administración de la sociedad conyugal. Se presentó además y en forma complementaria a la sustitución del artículo 1725, una indicación que agrega un nuevo numeral a su texto, incorporando la obligación de aporte del titular del patrimonio reservado.

Analizadas en su mérito las modificaciones propuestas por ambas mociones, los integrantes de la Comisión repararon en que éstas son incompatibles con lo previamente aprobado, principalmente, en lo que dice relación a la eliminación del haber relativo de la sociedad conyugal.

En consideración a lo anterior y puesta en votación la indicación formulada por el Ejecutivo en orden a suprimir los numerales 3° y 4° (ya que éstos se subsumen en el numeral 5°) fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Saa y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Por la misma votación se entienden rechazadas las otras modificaciones propuestas al artículo.

Artículo 1725 bis nuevo
La moción 7727-18 propone establecer este nuevo artículo complementario a las modificaciones que propuso respecto del artículo 1725 y que fueron previamente rechazadas, tal como se explicó.
Por la misma votación se entiende rechazada la incorporación de este nuevo artículo.

Artículo 1726
Respecto de este artículo, referido a las adquisiciones a título gratuito, y complementarias al artículo 1725 (haber social) tanto el Mensaje como las mociones proponen modificaciones a su inciso segundo coherentes a su propio texto y de las cuales sólo se sometió a votación la referida al Mensaje, por ser la única coherente con las ideas centrales previamente aprobadas y que deroga el inciso segundo de la norma.

Puesta en votación la referida modificación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Saa y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling. Por la misma votación se entienden rechazadas las otras propuestas.

Artículo 1728
La Moción presenta modificaciones a este artículo que establece reglas para determinar el destino de un bien inmueble que accede a un inmueble propio de uno de los cónyuges.
La modificación propuesta propone sustituir la frase “una finca propia” por “un inmueble propio” y la frase “la antigua finca” por “el antiguo inmueble”.

La mayoría de los integrantes presentes valoraron la iniciativa por cuanto actualiza la terminología del Código Civil, aun cuando el artículo 568 del Código Civil señala: “Inmuebles o fincas o bienes raíces son las cosas que no pueden transportarse de un lugar a otro; como las tierras y las minas, y las que adhieren permanentemente a ellas, como los edificios y los árboles, es decir, el concepto mismo del CC señala que son sinónimos.
Puesta en votación la referida modificación fue aprobada por 6 votos a favor señoras Cristi, Goic, Hoffman, Saa y Zalaquett y señor Bauer. Se abstuvo el señor Schilling.

Artículo 1731
Respecto de este artículo referido a las reglas para determinar el destino del tesoro encontrado en un bien inmueble propio o social, el Mensaje propone modificarlo en el sentido de señalar que éste pertenecerá al haber propio del cónyuge o a la sociedad respectivamente, adecuando el texto a las ideas previamente aprobadas y que suprimen el haber relativo de la sociedad conyugal.

Puesta en votación la referida modificación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes señoras Cristi, Goic, Saa y Zalaquett y señores Bauer y Schilling.

Artículo 1732
Respecto de norma complementaria al artículo 1725 (haber social) se proponen modificaciones tanto por el Mensaje como por la Moción, de las cuales sólo las propuestas por el Mensajes fueron sometidas a votación, por ser coherentes con lo ya aprobado.

Puesta en votación fue aprobada por la misma votación anterior.

Artículo 1733
Tanto el Mensaje como la Moción proponen modificaciones respecto de este artículo que regula la figura de la subrogación de un inmueble social por un inmueble o valores propios de uno de los cónyuges.

El Mensaje propone eliminar el inciso final del artículo que se refiere a la subrogación de un bien propio de la mujer en donde se requiere la autorización de ésta, referencia redundante en consideración a que el texto que se dejaría vigente es perfectamente aplicable, por las modificaciones previamente aprobadas, a los bienes propios de cualquiera de los cónyuges.

Por su parte, la Moción propone introducir una frase inicial al inciso segundo y al inciso final de la norma, en virtud de las cuales pretende distinguir el efecto que produce la subrogación, dependiendo de quién administre la sociedad conyugal, incompatibles con lo previamente aprobado.

En consideración a lo expuesto, fueron aprobadas las modificaciones propuestas por el Mensaje y las de la Moción que sean compatibles con éstas, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Saa y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Schilling.

Artículo 1736
Respecto de esta norma que excluye del haber social los bienes adquiridos a título oneroso cuando la causa de su adquisición ha precedido a la sociedad conyugal, tanto el Mensaje como la Moción proponen modificaciones. Así, en Mensaje propone eliminar el inciso final de la norma, en razón de hacer compatible su texto con las modificaciones previamente aprobadas y que dicen relación con la supresión del haber relativo.

Por su parte, la moción propone modificaciones relacionadas en primer lugar, con su propio texto y que modifica el inciso final del artículo, las que fueron descartadas por los integrantes de la Comisión, por ser previamente rechazadas (determinación del haber social dependiendo de quién ejerza la administración de la sociedad) y ser incompatibles con la supresión de dicho inciso propuesta por el Ejecutivo, y, en segundo lugar, con aclarar formalmente el texto del artículo precisando los bienes que no pertenecen a la sociedad, según el principio sentado en el inciso primero de la norma y que a juicio de los integrantes de la Comisión les pareció pertinente incorporar.

Puesta en votación la modificaciones señaladas Mensaje y aquellas de la moción compatibles con ésta, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Saa y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Schilling.

Artículo 1738
Esta norma, referida a las donaciones remuneratorias realizadas a los cónyuges, fue objeto de modificaciones tanto del Mensaje como de la Moción, cada una de ellas acordes con sus ideas centrales, y de las cuales sólo consideró la propuesta del Ejecutivo por ser adecuaciones formales, compatibles con lo previamente aprobado.

Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes, señoras Cristi, Goic, Saa y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Schilling.

Artículo 1740
Respecto de este artículo, referido al pasivo de la sociedad conyugal, el Mensaje propone adecuaciones formales a su numeral segundo y a su inciso final, compatibles con lo previamente aprobado y que dicen relación con la idea de que cualquiera de los cónyuges puede administrar la sociedad conyugal. Las modificaciones propuestas son del siguiente tenor:

- En el numeral segundo, se sustituye en su inciso primero la frase “el marido, o la mujer, con autorización del marido, o de la justicia en subsidio, y que no fueren personales de aquél o de ésta,” por “cualquiera de los cónyuges y que no fueren personales de ellos,”; y en el inciso segundo se reemplaza la palabra “marido” por “cónyuge administrador”.

- En el inciso final del artículo se reemplaza la frase “la mujer” por “el cónyuge no administrador” y la palabra “marido” por “cónyuge administrador”.

Puestas en votación las referidas modificaciones, se aprobaron por la misma votación anterior.

Título XXII: DE LAS CONVENCIONES MATRIMONIALES Y DE LA SOCIEDAD CONYUGAL
Párrafo 3° De la administración ordinaria de los bienes de la sociedad

Al artículo 1749
Respecto de esta norma, que se refiere a la administración ordinaria de la sociedad conyugal y que regula en su inciso primero la determinación del administrador de la misma, y en sus incisos posteriores los derechos y limitaciones que a éste le corresponden en la disposición de los bienes sociales, tanto el Mensaje como las dos mociones proponen modificaciones.

- Inciso primero: determinación del administrador de la sociedad conyugal.

Tanto el Mensaje como una de las iniciativas parlamentarias plantean modificar la regla actualmente existente que establece que la administración ordinaria de la sociedad conyugal le corresponde de manera exclusiva al marido. En el Mensaje, se promueve la libertad de los cónyuges en orden a determinar si es el marido o la mujer quién ejercerá la administración, y, en caso de no existir acuerdo, se establece como regla supletoria la coadministración; la Moción en cambio, plantea la coadministración o administración conjunta de ambos cónyuges. 

Por su parte la segunda de las iniciativas parlamentarias correspondiente al boletín 5970-18, no modifica la regla actualmente existente, y sólo se limita a excluir de la administración ordinaria –que seguiría ejerciendo el marido- aquellos bienes adquiridos a título gratuito por la mujer.

Los textos propuestos son los siguientes:

Mensaje:

Para reemplazar, en el inciso primero, la frase “El marido es jefe de la sociedad conyugal, y como tal administra los bienes sociales y los de su mujer; sujeto, empero” por “La administración de la sociedad conyugal será ejercida por aquel de los cónyuges que haya sido designado como tal de común acuerdo, sujeto”.

Moción 7727-18:

Para sustituir el artículo 1749 por el siguiente:

“Art. 1749.- El marido y la mujer son coadministradores de la sociedad conyugal, y están sujetos, empero a las obligaciones y limitaciones que por el presente título se le imponen y a las que hayan contraído por las capitulaciones matrimoniales, sin perjuicio de las contempladas en el párrafo 2 del Título VI del Libro Primero.

Moción 5970-18:

Para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión "mujer”, la siguiente expresión: "con la excepción de los bienes que haya adquirido o adquiera durante la vigencia de la sociedad conyugal por herencia, legado o donación."

-o-
Todos los integrantes de la Comisión fueron contestes en la necesidad de cambiar la regla actualmente existente y otorgar igualdad de condiciones a ambos cónyuges en las decisiones de carácter patrimonial respecto de aquellos bienes que forman parte del haber social, pero hubo dudas respecto del mecanismo a adoptar para la determinación del administrador de la sociedad conyugal.

La primera postura, plasmada en la moción y sostenida durante el debate principalmente por los integrantes autores de la misma, estuvo por establecer la coadministración como regla general, en consideración a que consideraron que es esa fórmula la que a su entender se adhiere de mejor manera con la solidaridad patrimonial que es propio del régimen de sociedad conyugal. Así, quienes apoyaron esta idea e hicieron eco de lo afirmado por algunos de los expositores expertos durante la discusión general del proyecto, en el sentido de promover la corresponsabilidad de ambos cónyuges, quienes, al optar por este régimen han decidido llevar proyecto de vida en común, al ámbito patrimonial, característica que por lo demás lo distingue de los otros dos sistemas actualmente vigentes en nuestro ordenamiento.
A mayor abundamiento, sostuvieron durante el debate, que en general cuando las personas se casan no conocen las implicancias de optar por uno u otro régimen, menos entonces decidirán algo distinto respecto de la administración, donde si nada dicen, y al tenor del texto del Ejecutivo, seguirán optando por la administración del marido , de modo que consideraron mejor partir con la coadministración como regla primera, por cuanto se trata de establecer un régimen igualitario que promueva la corresponsabilidad.

La segunda postura, plasmada en el texto del Mensaje y defendida durante el debate por los demás integrantes de la Comisión que no participaron de la Moción, promueve la libertad de los cónyuges para determinar quién de ellos ejercerá la administración de los bienes sociales, es decir, el mecanismo contemplado aquí es la administración indistinta o unilateral, bajo el principio de la autonomía de la voluntad, expresada por los cónyuges, y estableciéndose en subsidio, -como regla supletoria en caso de no designar a uno o simplemente en el silencio- la coadministración o administración conjunta.

Al respecto, a la mayoría de los integrantes de la Comisión les pareció que ese era el camino más acertado para colocar en igualdad de condiciones a ambos cónyuges, porque les permite elegir libremente la fórmula que más acomoda a sus habilidades, situación patrimonial o matrimonial, razón por la que reconocieron el valor de la propuesta del Ejecutivo que no excluye ni limita en caso alguno, la posibilidad de pactar derechamente la coadministración, contemplándose en el texto propuesto, diversas reglas que suponen la existencia de este mecanismo de administración.

Puesto en votación el argumento esbozado anteriormente que se contiene en la proposición primera planteada por el Ejecutivo para modificar el articulo 1749, fue aprobado por la mayoría de los integrantes presentes señoras Cristi, Goic, Hoffman, Saa, Sabat, y Zalaquett (Presidenta) y señores Barros, Bauer, Jarpa, y Sabag y dos votos en contra, señora Muñoz y señor Schilling. La señora Saa votó a favor porque consideró, al menos, el texto un avance; por su parte, el fundamento de los votos en contra fue la marcada preferencia por la coadministración, como regla única.
Por la misma votación se entienden rechazados los textos propuestos respecto del inciso primero, en ambas iniciativas parlamentarias, por ser incompatibles con lo aprobado.

- Inciso segundo: derechos que le corresponden al marido administrador de la sociedad conyugal

Tanto el Mensaje como la iniciativa parlamentaria proponen reemplazar el actual inciso segundo de la norma en comento, referida al ejercicio de derechos sociales por parte del marido como administrador de la sociedad conyugal, y de los bienes cuya titularidad le corresponda a su mujer.

El texto del Ejecutivo, consecuente con el texto propuesto para el inciso primero de la norma, establece como regla de aplicación supletoria, a falta de acuerdo entre los cónyuges respecto de la persona del administrador de la sociedad conyugal, la administración conjunta de ambos cónyuges. Por su parte, la Moción parlamentaria, establece como inciso segundo, el requisito de comparecencia de ambos cónyuges para la celebración de actos de disposición de bienes raíces sociales, en el contexto de una administración conjunta.

Los textos propuestos son los siguientes:

Texto del Mensaje:

Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“A falta de designación, se entenderá que ambos cónyuges administrarán de forma conjunta”.

Texto de la Moción:

“Para enajenar o gravar voluntariamente, o para prometer enajenar o gravar, los bienes raíces que hayan adquirido a título oneroso durante el matrimonio, ambos cónyuges deberán concurrir interviniendo expresa y directamente en el acto”.

En consideración a la aprobación del texto propuesto por el Mensaje para el inciso primero, y que el requisito propuesto por la Moción para la disposición de bienes raíces sociales, se contempla por el Ejecutivo en los incisos que más adelante serán explicados, la mayoría de sus integrantes estuvieron contestes en aprobar la modificación que se propone en el Mensaje, por la misma votación anterior, quedando por tanto, rechazada la propuesta por la Moción.

- Incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo: limitaciones para el administrador de los bienes raíces sociales y requisito de la autorización del cónyuge no administrador.

Respecto de estas disposiciones tanto el Mensaje como ambas iniciativas parlamentarias proponen modificaciones que responden a adecuaciones acordes con las ideas esenciales contempladas en cada uno de los textos, a saber:

Texto del Mensaje

Mantiene los requisitos actualmente existentes (autorización del otro cónyuge) para la celebración de los actos y contratos que se precisan en la norma, sustituyendo las expresiones “marido” por “cónyuge administrador” y “mujer” por “cónyuge no administrador” u “el otro cónyuge” o derechamente eliminando la expresión mujer, según sea quien administre, y propone, además, el siguiente texto:

“Para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:

El cónyuge administrador no podrá enajenar o gravar voluntariamente ni prometer enajenar o gravar los bienes raíces sociales sin autorización del otro”.

Moción (boletín N° 5970-18)

Propone únicamente derogar el inciso tercero de la norma en análisis, esto es, la prohibición impuesta al marido como jefe de la sociedad conyugal de enajenar o gravar los bienes raíces sociales y los derechos hereditarios de la mujer, sin autorización de ésta, proposición que se justificaría en el entendido de haberse aprobado la primera proposición contenida en este boletín, esto es, la que dice relación con la excepción por parte del marido como jefe de la sociedad conyugal de administrar los bienes propios de la mujer adquiridos a titulo gratuito.

Respecto de la proposición de fondo contenida en esta iniciativa, todos los integrantes de la Comisión estuvieron muy de acuerdo, en cuanto termina con la administración por parte del marido de los bienes propios de la mujer, sin embargo, no pudo incorporarse como se presentara porque no se condice con lo aprobado hasta ahora, en cuanto se termina con la administración del marido como jefe absoluto de la sociedad conyugal.

El texto propuesto por esta iniciativa, es el siguiente:

“Derógase el inciso tercero del artículo 1749 del Código Civil pasando los actuales incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo a ser tercero, cuarto, quinto, sexto, y séptimo respectivame”.

Moción boletín Nª 7727-18)

Hace extensivo el requisito de comparecencia de ambos cónyuges a los actos y contratos que actualmente se establecen en la norma, en caso de coadministración o administración conjunta; regula el caso de negativa injustificada de uno de los cónyuges para la suscripción del acto o contrato y el procedimiento para el otorgamiento de autorización judicial en subsidio en dicho evento, y finalmente, regula la disposición de bienes muebles que forman parte de la sociedad conyugal, estableciendo la libre disposición del cónyuge propietario para aquellos sujetos a sistema registral (vehículos motorizados y acciones) y una presunción de dominio respecto de aquellos que se adhieren o acceden al inmueble de propiedad de cualquiera de los cónyuges, para los demás casos.

Lo anterior, lo presenta la iniciativa con el siguiente texto:

“Del mismo modo, ambos cónyuges también deberán intervenir en el mismo acto, para arrendar o ceder la tenencia de los bienes raíces a que se refiere el inciso anterior, incluidas las prórrogas que se hubiesen pactado.

Los requisitos y limitaciones señaladas en los incisos precedentes, se aplicarán también cuando uno de los cónyuges se constituya en aval, codeudor solidario o fiador respecto de las obligaciones contraídas por terceros, como también para otorgar cualquiera otra clase de caución respecto de esas mismas obligaciones.

En los casos antedichos, podrá uno de los cónyuges otorgar mandato especial constituido por escritura pública.
Si uno de los cónyuges se negare sin justo motivo a celebrar un acto señalado en los incisos segundo, tercero o cuarto, el juez con conocimiento del otro cónyuge podrá suplir el consentimiento de éste. Podrá asimismo, ser suplida por el juez en caso de algún impedimento, como el de menor edad, demencia, ausencia real o aparente u otro, y de la demora se siguiere perjuicio. El juez deberá tomar los resguardos al dar dicha autorización hasta que el impedimento antes mencionado se subsane, para evitar todo fraude al otro cónyuge. Pero no podrá suplirse dicho consentimiento, si el otro cónyuge se opusiere a la donación de los bienes sociales.

Los vehículos motorizados, las acciones de sociedades anónimas o participaciones en sociedades civiles o comerciales u otros bienes muebles que fueren de cualquier modo registrables, adquiridos a título oneroso durante el matrimonio, inscrito en el registro respectivo a nombre de uno de los cónyuges, éste tendrá la libre administración de esos bienes. Si estuviere a nombre de ambos, el marido y la mujer serán coadministradores, y en tal caso se aplicarán los requisitos y limitaciones establecidas en el presente artículo.

Respecto de los demás bienes muebles adquiridos a título oneroso durante el matrimonio, se presumirá el dominio a aquel de los cónyuges que fuere dueño del inmueble al que pertenecen o accedan aquellos, salvo que el otro cónyuge mediante documento como factura, tarjeta de crédito, boleta o por otro medio legal que pruebe haberlo adquirido.”.

Puestas en votación las referidas modificaciones, se aprueba la propuesta del Ejecutivo para guardar coherencia con lo ya votado, por 11 votos a favor, de las señoras Cristi, Goic, Hoffman, Saa, Sabat, y Zalaquett (Presidenta) y señores Barros, Bauer, Jarpa, y Sabag, y dos votos en contra, de la señora Muñoz y señor Schilling.

Por la misma votación se entienden rechazados los textos propuestos en ambas iniciativas parlamentarias respecto del resto de los incisos del artículo.

Inciso final nuevo: presunción de autorización.

El texto del Mensaje propone la incorporación de un inciso final que hace extensivo el requisito de comparecencia de ambos cónyuges en los actos y contratos ya mencionados, y establece una presunción de autorización del cónyuge coadministrador para los demás actos y contratos no mencionados en la norma.
El texto propuesto es el siguiente:

“Del mismo modo, cuando la sociedad fuere coadministrada por los cónyuges, se necesitará la concurrencia de ambos para celebrar los actos señalados en los incisos precedentes. En el resto de los casos, se presume que los actos realizados por uno de ellos cuentan con la autorización del otro.”.

Puesta en votación la referida modificación fue aprobada por 8 votos a favor, de las señoras Cristi, Hoffman, Sabat y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, y Sabag, y 5 votos en contra, de las señoras Goic, Muñoz, Saa y señores Jarpa y Schilling.

Artículo 1749 bis (nuevo).

El texto de la moción parlamentaria 7727-18 establece como propuesta de modificación la incorporación de un nuevo artículo que regula los derechos y limitaciones que rigen para el cónyuge administrador en caso de administración unilateral; la hipótesis de negativa injustificada de autorización por parte del cónyuge no administrador y un caso especial de administración de la sociedad conyugal, en caso de impedimento y del cual se sigue perjuicio.

El texto propuesto es el siguiente:

Incorpórase el siguiente artículo 1749 bis nuevo:

“Art. 1749 bis.- La administración de la sociedad conyugal será ejercida por aquel de los cónyuges que haya sido designado como tal de común acuerdo, sujeto, empero a las limitaciones a las obligaciones y limitaciones que por el presente Título se le imponen y a las que haya contraído en las capitulaciones matrimoniales, sin perjuicio de las contempladas en el párrafo 2 del Título VI del Libro Primero.

Como administrador de la sociedad conyugal, el marido o la mujer, según quien hubiere sido designado para ello, ejercerá los derechos del otro cónyuge, que siendo socio de una sociedad civil o comercial se casare, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 150.

El cónyuge administrador no podrá enajenar o gravar voluntariamente, ni prometer enajenar o gravar los bienes raíces sociales, sin autorización del otro.

No podrá tampoco, sin dicha autorización, disponer entre vivos a título gratuito de los bienes sociales, salvo el caso del artículo 1735, ni dar en arriendo o ceder la tenencia de los bienes raíces o sociales urbanos por más de dos años, ni los rústicos por más de cuatro, incluidas las prórrogas que hubiere pactado el cónyuge administrador.
Si el cónyuge administrador se constituye aval, codeudor solidario, fiador u otorga cualquier otra caución respecto de obligaciones contraídas por terceros, sólo obligará sus bienes propios.

En los casos a que se refiere el inciso anterior, para obligar los bienes sociales necesitará la autorización del otro cónyuge.

La autorización deberá ser específica y otorgada por escrito, o por escritura pública si el acto exigiere esta solemnidad, o interviniendo expresa y directamente de cualquier modo en el mismo. Podrá prestarse en todo caso por medio de mandato especial que conste por escrito o por escritura pública según el caso.

La autorización a que se refiere el presente artículo podrá ser suplida por el juez, con conocimiento de causa y citación del cónyuge no administrador, si éste la negare sin justo motivo. Podrá asimismo ser suplida por el juez en caso de algún impedimento del cónyuge no administrador, como el de menor edad, demencia, ausencia real o aparente u otro, y de la demora se siguiere perjuicio. El juez deberá tomar los resguardos al dar dicha autorización hasta que el impedimento antes mencionado se subsane, para evitar todo fraude al otro cónyuge. Pero no podrá suplirse dicha autorización si el cónyuge no administrador se opusiere a la donación de los bienes sociales.”.

En consideración con lo ya aprobado, propuesto por el Mensaje, respecto del articulo 1749, el que según su nueva redacción regula la administración de la sociedad conyugal tanto en caso de administración unilateral como conjunta, como para el artículo 138, que regula las hipótesis de administración extraordinaria (impedimento de larga o indefinida duración) y especial (otros impedimentos de carácter temporal de los cuales se sigue perjuicio para la sociedad), la mayoría de los integrantes de la Comisión fueron contestes en el rechazo de esta modificación, para guardar la debida coherencia entre los textos aprobados.

Puesta en votación la modificación descrita, es rechazada por 7 votos en contra, de las señoras señoras Cristi, Hoffman, Sabat y Zalaquett y señores Barros, Bauer y Sabag, y 5 votos a favor, de las señoras Goic, Muñoz y Saa y señores Jarpa y Schilling.

Artículos 1750, 1751 y 1752
El mensaje promueve diversas modificaciones coherentes con lo ya aprobado respecto de estos artículos que regulan la responsabilidad frente a terceros del marido como administrador de la sociedad conyugal; los bienes sobre los cuales los terceros acreedores puedan hacer valer sus créditos y las deudas contraídas por la mujer cuando excepcionalmente ejerce la administración de la sociedad conyugal.

Las modificaciones propuestas, todas en el mismo sentido, sustituyen cada vez que aparece la palabra “el marido”, por “cónyuge administrador”, y “mujer”, en su caso”, por “cónyuge no administrador”

En consideración a que las modificaciones propuestas corresponden a adecuaciones formales acordes con los textos previamente acordados, fueron aprobadas por la unanimidad de las diputadas y diputados presentes, señoras Cristi, Goic, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquet (Presidenta) y señores Barros, Bauer, Jarpa, Monckeberg, Schilling y Sabag.

Artículo 1753
Respecto de esta norma, -que se refiere al derecho de goce que la mujer casada en sociedad conyugal no tiene respecto de los frutos de sus bienes propios, aun cuando ésta renuncie a los gananciales, toda vez, que le corresponde tal goce a la sociedad conyugal que administra el marido, -pero con recompensa al momento de la disolución de la sociedad conyugal, sin perjuicio de los derechos de la mujer divorciada o separada de bienes que tiene la plena administración de sus bienes-, tanto el mensaje como las mociones parlamentarias presentan modificaciones.

El texto del Ejecutivo contiene modificaciones a la norma, tanto de fondo, eliminando el referido derecho de goce, y de forma, adecuando el sentido del proyecto en el sentido de reemplazar la expresión “mujer” por “cónyuge no administrador” y la frase “de la mujer divorciada o separada de bienes” por “del cónyuge separado judicialmente o separado de bienes”.

Por su parte la Moción 5970-18, siendo consecuente con las modificaciones anteriores propuestas por su texto, exceptúa del referido derecho de goce los frutos de los bienes propios de la mujer adquiridos a título gratuito.

Por último, la Moción 7727-18 adecua formalmente la norma reemplazando las expresiones “mujer” y “marido”, por “cónyuge no administrador” y “cónyuge administrador” respectivamente, dejando vigente el referido derecho de goce.

Los integrantes de la Comisión repararon en que si bien en un primer momento la propuesta de fondo del Ejecutivo se entiende consecuente con las modificaciones mediante las cuales se excluye de la administración de la sociedad conyugal los bienes propios de los cónyuges, quienes podrán administrarlos libremente, no es menos cierto que respecto del artículo 1725 N°2, en donde se establece el derecho de goce de la sociedad conyugal sobre los frutos (sin distinción: civiles y naturales) tanto de los bienes sociales como de los bienes propios de los cónyuges, no hubo propuesta alguna en orden a dejar sin vigencia este derecho de goce respecto de los bienes propios de la mujer.

En el mismo orden de ideas, y siguiendo con la lógica de las ideas matrices de las modificaciones propuestas por el Ejecutivo, esto es, la posibilidad de que cualquiera de los cónyuges pueda ejercer la administración de la sociedad y la protección del cónyuge patrimonialmente más débil, la eliminación de este derecho de goce, podría llevar a desmejorar la situación de la mujer administradora de la sociedad conyugal quien, eventualmente podría verse privada de contar con bienes suficientes para soportar las cargas de la familia en común.

En consideración a los argumentos esbozados, los integrantes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Rubilar, Saa y Zalaquett (Presidenta), y los señores Barros, Bauer, Sabag y Schilling estuvieron contestes en rechazar en parte las propuestas contenidas en el Mensaje, y concordar una indicación con el objeto de dejar vigente este derecho de goce, y limitar su modificación al reemplazo de la expresión “marido” por “cónyuge administrador.

La aprobación de la referida indicación, como el rechazo de la modificación de fondo del Ejecutivo, al tenor de lo ya explicado, fue acordado por la unanimidad de las señoras diputadas y señores diputados presentes, señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett (Presidenta) y señores Bauer, Barros, Jarpa, Monckeberg y Schilling.

Por la misma votación se entienden rechazadas las modificaciones propuestas por ambas mociones parlamentarias.

Artículos 1754 -1756
Respecto de estas disposiciones que regulan en su conjunto la administración de los bienes propios de la mujer, tanto el Mensaje como la Moción 7727-18 proponen modificaciones. Así el Mensaje propone derechamente su eliminación, acorde con la idea esencial del proyecto que excluye a los bienes propios de la administración de la sociedad conyugal, y la Moción, por su parte, adapta formalmente la redacción reemplazando las expresiones “marido” y “mujer” por “cónyuge administrador” y “cónyuge no administrador” respectivamente.

En atención a las modificaciones anteriores, las que ya suponen la administración independiente de los cónyuges respecto de sus bienes propios, la eliminación de las referidas normas fue aprobada por 12 votos a favor, señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Sabat y Zalaquett (Presidenta) y señores Bauer, Barros, Jarpa, Monkeberg, Sabag y Schilling y un voto en contra, señora Saa).

Respecto de las propuestas de la moción, se entienden rechazadas al haberse eliminado el artículo a que se refieren.

Artículo 1757
Respecto de esta disposición, que establece la sanción por la omisión de la autorización de la mujer, cuando así lo exige la ley para determinados actos de disposición tanto de los bienes sociales como de sus bienes propios, tanto el mensaje como la moción proponen modificaciones. Así, el Mensaje establece modificaciones de carácter formal concordantes con la derogación de las disposiciones anteriormente explicada. En efecto, el texto del Ejecutivo elimina la referencia que hace la norma a los artículos 1754, 1755 y 1756.
Puesta en votación la referida modificación del Ejecutivo fue aprobada por 12 votos a favor, señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Sabat y Zalaquett (Presidenta) y señores Bauer, Barros, Jarpa, Monckeberg, Sabag y Schilling y un voto en contra, de la señora Saa.

Por su parte, la moción propone igualmente adecuaciones de carácter formal, las que se consideraron inicialmente incompatibles con lo previamente aprobado; sin embargo, los integrantes de la Comisión repararon que la segunda modificación propuesta por el texto de la señora Saa y que sustituye en los incisos segundo y tercero las expresiones “la mujer” y “de la mujer” por “el cónyuge no administrador” y “del cónyuge no administrador” respectivamente, era pertinente incorporar por cuanto es compatible con lo previamente aprobado y da coherencia al texto con las ideas centrales ya acordadas, por lo que puesta en votación la referida modificación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett (Presidenta) y señores Bauer, Barros, Jarpa, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículo 1757 bis (nuevo)


La moción 7727-18 propone agregar un nuevo artículo, mediante el cual establece un mecanismo de limitación de responsabilidad por las deudas contraídas por los cónyuges en un sistema de coadministración, distinguiendo si éstas fueron contraídas por uno o por ambos. 

El texto es el siguiente:

“Art. 1757 bis.- Si la sociedad conyugal fuere coadministrada por el marido y la mujer, cada cónyuge es responsable de las deudas por él contraídas, de manera que los acreedores podrán perseguir sus derechos en los bienes sociales que estuvieren a nombre del cónyuge deudor, y subsidiariamente en los bienes propios de éste, y solo podrán perseguir en los demás bienes sociales en cuanto se probare haber cedido utilidad en favor del otro cónyuge, pero solo hasta la concurrencia del beneficio que le hubiere reportado el acto.
Si ambos cónyuges han contraído la deuda, los acreedores podrán perseguir sus derechos en la totalidad de los bienes sociales, y subsidiariamente en los propios de uno u otro cónyuge.”.
La autora del proyecto Diputada señora Saa, explicó que tras esta propuesta se busca regular el pasivo de la sociedad conyugal para dar certeza a terceros en un sistema de coadministración, aspecto que a su entender, no viene reglado en el texto propuesto por el Ejecutivo.

Puesta en votación la referida modificación fue aprobada por 9 votos a favor, de las señoras Goic, Muñoz, Saa y Zalaquett (Presidenta) y señores Bauer, Barros, Jarpa, Sabag y Schilling; dos votos en contra, de la señora Cristi y señor Monckeberg y se abstuvieron las señoras Hoffman y Sabat.

Artículo 1758
Respecto de esta disposición referida a la administración extraordinaria de la sociedad conyugal que ejerce la mujer como curadora de su marido, el Mensaje propone modificarlo en el sentido de reemplazar su texto para adecuarlo formalmente al resto del articulado ya aprobado y a la idea matriz consistente en que cualquiera de los cónyuges puede administrar la sociedad conyugal, ergo, cualquiera puede ejercer esta administración extraordinaria configurada en virtud de la interdicción o larga ausencia del cónyuge administrador.

Puesta en votación la referida modificación fue aprobada por 12 votos a favor, de las señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Sabat y Zalaquett (Presidenta) y señores Bauer, Barros, Jarpa, Monkeberg, Sabag y Schilling) y un voto en contra (señora Saa).

Artículo 1758 bis (nuevo)
El texto del Ejecutivo propone la introducción de esta disposición, mediante la cual establece una especie de administración extraordinaria provisoria tanto de la sociedad conyugal como de los bienes propios del cónyuge administrador, cuando éste queda sujeto a curaduría del cónyuge no administrador.

El texto propuesto es el siguiente:

“Artículo 1758 bis.- Solicitada por el cónyuge no administrador la curaduría del cónyuge administrador, el juez podrá conferir la administración provisoria de los bienes sociales y de los bienes propios de éste, a fin de que pueda disponer de ellos, previo otorgamiento de garantía real o personal, cuando de la demora se siguieren perjuicios.

En caso de solicitarse la administración provisoria de mala fe, deberá restituir doblados los bienes de los que hubiese dispuesto.

La resolución que otorgue la administración provisoria deberá subinscribirse al margen de la respectiva inscripción matrimonial.”.

Si bien los integrantes de la Comisión fueron contestes en la necesidad de contemplar un mecanismo provisorio y general de administración de los bienes sociales para evitar perjuicios a la sociedad, manifestaron sus dudas respecto de la sanción que contempla el artículo en caso de mal uso de esta facultad.

En tal sentido, llamó su atención que respecto de la administración ordinaria no se contemple una sanción similar, y, por otra parte, no se contemple una solución en caso de mala administración efectiva.

La asesora del SERNAM , presente en el debate explicó que en este caso y a diferencia de lo que ocurre en la administración ordinaria, en donde si hay mala administración o administración fraudulenta, el cónyuge no administrador puede solicitar la separación judicial de bienes, en la disposición en análisis, hay un incapaz que no puede por sí, salvaguardar sus derechos. En dicha situación de desequilibrio juega un rol fundamental la labor del Juez, quien ejercerá esta facultad sólo en cuanto se rinda caución y se pruebe el perjuicio.

Asimismo, señaló que es una medida de carácter provisorio, previa a la designación definitiva de curador, momento a partir del cual comienzan a regir las reglas de la administración extraordinaria, reguladas en el artículo siguiente.
Recalcó además que la sanción que contempla la modificación se encuentra reconocida en situaciones similares de mala fé y su incorporación no excluye de la posibilidad de demandar indemnización de perjuicios conforme a las reglas generales.

Asimismo, y haciendo eco de lo señalado por algunos expertos durante la discusión general del proyecto , algunos integrantes de la Comisión repararon en que el problema no estaba en la sanción, sino más bien en la peligrosidad de otorgar una facultad tan amplia de disposición en una situación en que los resguardos legales debieran ser más altos, en consideración precisamente a la situación de incapacidad que afecta al administrador, sobre todo si el no administrador podrá disponer, sin ningún tipo de limitación, los bienes propios del cónyuge sujeto a su curatela.

La Comisión, siguiendo la línea argumental anterior, concordó, por una parte, que esta modificación es consecuente con la del artículo posterior en donde se elimina la exigencia de contar con autorización judicial para disponer de bienes sociales en el contexto de una administración extraordinaria, y, por otra parte, en que los mecanismos preventivos de uso indebido de esta facultad, -que tiene efecto temporal limitado- están debidamente consagrados en el texto propuesto.


La norma fue aprobada por 10 votos a favor, de las señoras Cristi; Hoffman, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett y señores Barros, Monckeberg, Sabag y Schilling.
Artículo 1759
Respecto de este artículo que regula las facultades de la mujer en el ejercicio de la administración extraordinaria de la sociedad conyugal, el Mensaje establece diversas modificaciones, algunas, adecuaciones formales y otras de fondo, tal como se explicará.

El texto propuesto es el siguiente:

a) En el inciso primero:

i. Reemplázase la frase “La mujer que tenga la” por “El cónyuge no administrador que tenga la”;

ii. Reemplázase la frase “el marido” por “el cónyuge administrador”;

b) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:

“No obstante lo establecido en el inciso anterior, aquel de los cónyuges que tenga la administración extraordinaria de la sociedad conyugal podrá ejecutar por sí solo los actos para cuya validez el cónyuge administrador necesitaba el consentimiento del cónyuge no administrador, respecto de los bienes sociales. En caso que la facultad establecida en este inciso se ejerza de mala fe para perjudicar al otro cónyuge o al haber social, deberá restituir doblados los bienes de que hubiese dispuesto.

c) En el inciso tercero, reemplázase la frase “No podrá tampoco, sin dicha autorización,” por “No podrá”.

d) En el inciso cuarto, reemplázase la palabra “marido” por “cónyuge administrador”.

e) En el inciso sexto:

i. Reemplázase la frase “la mujer” por “el cónyuge no administrador”;

ii. Reemplázase la frase “codeudora solidaria, fiadora” por “codeudor solidario, fiador”;

iii. Reemplázase la frase “artículos 150, 166 y 167” por “artículos 150 y 166.”

f) En el inciso séptimo, reemplázase la palabra “marido” por “cónyuge administrador”.”

Los integrantes de la Comisión fueron contestes en la necesidad de adecuar formalmente el artículo conforme con la idea central del proyecto en el sentido de que cualquiera de los cónyuges puede administrar la sociedad conyugal y otras adecuaciones de referencia a artículos previamente derogados, por lo que la discusión estuvo centrada en la modificación propuesta en la letra b), la que se entiende complementada con una indicación formulada por el Ejecutivo y que hizo suya la Comisión, en el sentido de incorporar una frase final al nuevo inciso propuesto.

Mediante las referidas modificaciones -y concordante con la propuesta previa respecto del artículo 1758 bis-, se elimina de la administración extraordinaria el requisito de contar con autorización judicial –previo conocimiento de causa- para la disposición de bienes raíces sociales, otorgando una autorización legal general, y, por el sólo hecho de la administración extraordinaria, respecto de todos aquellos actos en los que conforme a las normas ya aprobadas, se requiera del consentimiento del otro cónyuge. Asimismo, establece la sanción para el caso de que esta facultad se ejerza dolosamente, para causar perjuicio a la sociedad o al otro cónyuge, dejando a salvo el derecho del afectado para reclamar la indemnización de perjuicios, si éstos fueren superiores.

Los integrantes de la Comisión estuvieron de acuerdo con las modificaciones propuestas, por cuanto flexibiliza la administración extraordinaria cuya duración es indefinida en el tiempo, y es concordante con la modificación del artículo anterior.

Puesta en votación las referidas modificaciones fue aprobada por la unanimidad de las señoras diputadas y señores diputados presentes, señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquett (Presidenta) y señores Barros, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículos 1760 a 1763
Respecto de estos artículos que fijan el resto de normas que forman el estatuto de la administración extraordinaria de la sociedad conyugal, el Mensaje promueve diversas modificaciones coherentes con lo ya aprobado, todas en el mismo sentido: sustituyen cada vez que aparece la palabra “mujer administradora” o “mujer” por “cónyuge no administrador”, y marido por “cónyuge administrador”.

En consideración a que las modificaciones propuestas corresponden a adecuaciones formales acordes con los textos previamente acordados, fueron aprobadas por la unanimidad de las diputadas y diputados presentes, señoras Cristi, Goic, Hoffman, Muñoz, Saa, Sabat y Zalaquet (Presidenta) y señores Barros, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículo 1765
La Moción propone modificar este artículo referido a las diligencias posteriores a la disolución de la sociedad conyugal, en el sentido de precisar que al término de ésta se forma una comunidad entre los cónyuges y plasmar la obligación de realizar la confección de inventario y tasación de los bienes.

Los integrantes de la Comisión discreparon sobre la necesidad de esta modificación, por lo que puesta en votación fue rechazada por 5 votos en contra, señoras Hoffman y Zalaquett y señores Barros, Monckeberg y Sabag, uno a favor, señora Saa. Se abstuvieron los señores Rivas (en reemplazo de la Diputada Sabat) y Schilling.

Artículo 1767
Respecto de esta norma referida al beneficio de inventario con el que se entiende que acepta la mujer los gananciales que le corresponden una vez disuelta la sociedad conyugal, tanto el Mensaje como la Moción presentan modificaciones acordes a su propio texto e ideas centrales, las que ya fueron rechazadas por la Comisión, relativas a la posibilidad de que el marido fuera titular de patrimonio reservado.


No obstante lo anterior, y recogiendo las observaciones de los expositores, la Comisión fue conteste en rescatar de la propuesta de la Moción, en cuanto al hecho de limitar la renuncia de los gananciales a sólo una vez disuelta la sociedad conyugal. En tal sentido, se presentó la siguiente indicación por los integrantes presentes de la Comisión:

Reemplázase el artículo 1767 por el siguiente:

“La mujer que no haya renunciado a los gananciales, se entenderá que los acepta con beneficio de inventario.”

Puesta en votación la referida indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Goic, Hoffman, Saa y Zalaquett y señores Barros, Monckeberg, Rivas, Sabag y Schilling. Por la misma votación se entienden rechazadas las modificaciones contenidas tanto en el Mensaje como en la Moción.

Artículo 1773
Respecto de este artículo que establece el derecho de deducción preferente que tiene la mujer respecto de su marido, para el pago de los valores que pudieren corresponderle una vez disuelta la sociedad conyugal, tanto el Mensaje como la Moción proponen modificaciones pero contrapuestas. Así, mientras el Mensaje adapta el texto en el sentido de reemplazar las expresiones “marido” y “mujer” por “cónyuge administrador” y “cónyuge no administrador” respectivamente, la Moción, acorde con su propio texto, suprime este derecho en caso de coadministración y establece que en tal caso, ambos cónyuges se dividirán por la mitad la masa común a la que tuvieren derecho.

La señora Saa hizo presente que su opinión era conservar todos los mecanismos y derechos que contempla la legislación actualmente para la mujer casada en sociedad conyugal, sólo para ésta, y aún cuando pueda ser administradora de la sociedad conyugal, como medidas de discriminación positiva, en consideración al nivel de desigualdad entre hombre y mujer que existe en nuestra sociedad y que llama a ser cautelosos en la equiparación de derechos que pretende introducirse por el Ejecutivo, por ende no le parecen razonables las modificaciones por éste propuestas y que vayan en la línea de extender estos mecanismos de protección al marido, razón por la que presentó una indicación a su propio texto, el cual, contenido en su moción establecía lo siguiente:

“Si la sociedad conyugal fuere coadministrada por ambos cónyuges, el marido y la mujer que no hubieren renunciado a los gananciales, se dividirán por mitad la masa común a la que estuvieren derecho”.

La indicación, por su parte, es del siguiente tenor:

“Si la sociedad conyugal fuere coadministrada por ambos cónyuges, el marido y la mujer se dividirán por la mitad la masa común a la que tuvieren derecho”

Al respecto, la Ministra del SERNAM, señora Carolina Schmidt, señaló que todos los mecanismos de resguardo actualmente establecidos para la mujer casada en sociedad conyugal, tienen sentido como mecanismos de protección ante una administración ineficiente o irresponsable por parte del marido, en cuanto éste administra no sólo los bienes sociales sino también los propios de la mujer. Por lo anterior y en atención a las modificaciones que ya han sido aprobadas, estos mecanismos no dicen relación con la condición de hombre o mujer, sino con la calidad de ser o no cónyuge administrador. Los deberes que se establecen son consecuentes con los derechos otorgados: la mujer como administradora de la sociedad conyugal, debe responsabilizarse por las decisiones que tome como tal.

Sin perjuicio de lo anterior, valoró la idea de la proposición de la señora Saa, en cuanto resuelve la situación de estos mecanismos en caso de coadministrador, donde hay una responsabilidad compartida en cuanto a las resultas del régimen, señalando que se dividirán la masa común por mitades.

Los integrantes de la Comisión en su mayoría fueron contestes en los argumentos esbozados por el Ejecutivo, y estuvieron de acuerdo en la disparidad que significaría el limitar estos mecanismos sólo cuando el marido administrara la sociedad conyugal y en beneficio sólo de la mujer, y no en la hipótesis contraria, lo que por lo demás, provocaría un desincentivo en los hombres para casarse en sociedad conyugal.
Sin embargo, igualmente estuvieron de acuerdo en rescatar la idea de la señora Saa, como complementaria al texto del Ejecutivo, para dejar establecido que cuando ambos cónyuges son administradores, la masa común se dividirá, al momento de la disolución por mitades.
En consonancia con lo anteriormente expuesto, acordaron agregar el siguiente texto como letra c) a la proposición del Ejecutivo:

“Si la sociedad conyugal fuere coadministrada por ambos cónyuges, el marido y la mujer se dividirán por la mitad la masa común a la que tuvieren derecho”

El texto del Ejecutivo, con la indicación señalada, fue aprobado por la mayoría de sus integrantes presentes señoras Cristi, Hoffman, Saa y Zalaquett y señores Barros, Monckeberg, Sabag y Schilling. Se abstuvo el señor Rivas.

Por igual votación se rechazó el texto primitivo de la moción.

Artículos 1777 y 1778
Respecto de estos artículos referidos el primero de ellos, al beneficio de emolumento para la mujer casada en sociedad conyugal, y el segundo, a la responsabilidad del marido frente a terceros acreedores, tanto la Moción como el Mensaje proponen modificaciones coherentes con lo previamente expuesto sobre el derecho de deducción preferente: mientras el texto del Ejecutivo adapta formalmente y lo aplica respecto del cónyuge no administrador, sea marido o mujer, la moción lo limita sólo al caso en que el marido administre la sociedad conyugal.

Puesta en votación la modificación del Ejecutivo fue aprobada por 6 votos a favor, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Barros, Monckeberg y Schilling, y 2 en contra, señora Saa y señor Sabag. Por la misma votación en contrario, se entiende rechazada la propuesta de la moción. 

1780 bis (nuevo) 

Tanto la moción como una indicación de la misma señora Saa a su proposición, proponen introducir un nuevo artículo coherente con su propio texto, pero incompatibles con las ideas previamente aprobadas.

Los textos propuestos son los siguientes:

Moción:

“Art. 1780 bis.- Si la sociedad conyugal fuere administrada por la mujer, lo dispuesto en el presente párrafo para la mujer se aplicará también al marido, pero éste no gozará del beneficio a que se refieren los artículos 1774, 1777 y 1778, si la mujer se hubiere dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común, y por ello no hubiere podido desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante el matrimonio, o lo hubiere hecho en menor medida de lo que podía y quería, y el patrimonio reservado del marido tuviere mas bienes que obligaciones, en cuyo caso se aplicará lo señalado en el artículo 1773.

La prueba de lo señalado en el inciso anterior corresponderá al marido.”.

Indicación:

“Art. 1780 bis: Si la sociedad conyugal fuere administrada por la mujer, el marido no gozará del beneficio a que se refieren los artículos 1774, 1777 y 1778.” 

Puestas en votación las modificaciones propuestas, fueron rechazadas por 8 votos en contra, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling. Se abstuvo la señora Saa.

Párrafo 6. De la renuncia a los gananciales hecha por parte de la mujer después de la disolución de la sociedad conyugal.
Respecto de las modificaciones que se proponen a partir del epígrafe de este párrafo, y que comprende los artículos 1781 al 1784, tanto las del Mensaje como las de la Moción y las indicaciones complementarias a éstas, fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, señoras Cristi, Hoffman, Saa y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Jarpa, Monckeberg, Sabag y Schilling, por cuanto en su mayoría parten de la base que tanto el marido como la mujer pueden ser titular de patrimonio reservado, idea previamente discutida y rechazada por la Comisión.

Sin perjuicio de lo anterior, los integrantes de la Comisión se detuvieron en dos propuestas de modificación de la moción que fueron consideradas en su propio mérito por cuanto su texto no era incoherente con lo previamente aprobado.

Así respecto del artículo 1781, la moción propone incorporar entre las palabras “sociedad” y “la” la frase “sea que hubiere coadministración de ambos cónyuges o recayere la administración en el marido. El fundamento de la modificación propuesta es precisar que esta renuncia proceda sea que haya coadministración o administración unilateral del marido.

Al respecto los integrantes en su mayoría consideraron redundante, por cuanto si hay coadministración, no hay patrimonio reservado, y sólo la mujer es titular de patrimonio reservado.

Puesta en votación la modificación propuesta fue rechazada por 8 votos en contra, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling, y uno a favor, señora Saa.

Por otra parte, respecto del inciso segundo del artículo 1782, referido a la nulidad de la renuncia a los gananciales, la moción propone incorporar una nueva causal: la fuerza, cuando ésta ha sido utilizada para inducir a la mujer o a sus herederos a renunciar.

Esta modificación fue valorada por la mayoría de los integrantes de la Comisión, por lo que puesta en votación fue aprobada por 8 votos a favor, señoras Cristi, Saa y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling. Se abstuvo la señora Hoffman.

1785 bis nuevo
La moción y una indicación de la diputada Saa a su propio texto, proponen introducir un nuevo artículo mediante el cual se prohíbe la renuncia a los gananciales por parte del marido. Los textos propuestos son los siguientes:

Moción:

“Art. 1785 bis.- Si la sociedad conyugal fuere administrada por la mujer, lo dispuesto en el presente párrafo para la mujer se aplicará también al marido, pero en este caso no podrá renunciar a los gananciales, si la mujer se hubiere dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común, y por ello no hubiere podido desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante el matrimonio, o lo hubiere hecho en menor medida de lo que podía y quería, y el patrimonio reservado del marido tuviere mas bienes que obligaciones.

La prueba de lo señalado en el inciso anterior corresponderá al marido.”.

Indicación:

“Art. 1785 bis. Si la sociedad conyugal fuere administrada por la mujer, el marido no tendrá la facultad de renunciar a los gananciales.”

Ambos textos puestos en votación, fueron rechazados por 8 votos en contra, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling, y uno a favor, señora Saa.

Artículo 1792-1
Respecto de esta norma, referida al régimen de participación en los gananciales la Moción propone suprimir las frases “del Código Civil” y “de ese mismo Código” de su texto.

Puesta en votación fue rechazada por 8 votos en contra, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling, y uno a favor, señora Saa.

Artículo 1792-2
Respecto de esta norma la moción propone modificar su inciso segundo sustituyendo la expresión “el párrafo 1” por los párrafos 1 y 2” y eliminar la expresión “del Código Civil”.

Puesta en votación fue rechazada por 7 votos en contra, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg y Sabag, uno a favor, señora Saa. Se abstuvo el señor Schilling.

Artículo 1785
El Mensaje propone adecuar formalmente el texto de la norma, a su idea original consistente en reconocer al marido la posibilidad de ser titular de patrimonio reservado, idea que fue descartada en el debate.

Por lo anterior, puesta en votación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, señoras Cristi, Hoffman, Saa, Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículos 1939, 1979, 2288, 2323 y 2394

En todos estos artículos, referidos a materias de arrendamiento, gestión de negocios ajenos, responsabilidad extracontractual y prenda, la moción propone sustituir la expresión “buen padre de familia” por “una persona diligente emplea ordinariamente en sus negocios propios”. Todas ellas rechazadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señoras Cristi, Hoffman, Saa, Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículos 1969 y 2171
Respecto de estos artículos, referido el primero, a los contratos de arrendamiento realizados por administradores de bienes ajenos (entre ellos el marido por los bienes de su mujer) y el segundo, al mandato conferido por la mujer a su marido, el Mensaje propone modificaciones que adecuan formalmente su texto a las ideas previamente aprobadas por la Comisión, por lo que puestas en votación fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes, señoras Cristi, Hoffman, Saa, Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículo 2466
Respecto del inciso final de este artículo, referido a la inembargabilidad del derecho de goce que tiene la sociedad sobre los frutos de los bienes propios de los cónyuges, se proponen modificaciones tanto por el Mensaje, como por la Moción y una proposición formulada por el Ejecutivo que hizo suya la Comisión y que reemplaza la modificación propuesta en el Mensaje.

Mediante la moción se propone sustituir la expresión “marido sobre los bienes de la mujer” por “cónyuge administrador sobre los bienes del otro cónyuge”. Puesta en votación fue rechazada por 7 votos en contra, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg y Sabag, uno a favor, señora Saa. Se abstuvo el señor Schilling.

Mediante la indicación se adapta formalmente su texto en el sentido de precisar que no es el marido o el cónyuge administrador quien es el titular de este derecho de goce, sino más bien, es la sociedad conyugal. Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, señoras Cristi, Hoffman, Saa, Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículos 2481, 2483, 2484 y 2509
Respecto de estos artículos referidos a la prelación de créditos y a la prescripción ordinaria, se proponen modificaciones formales tanto por el Mensaje, cuyas propuestas originales son reemplazadas o complementadas vía indicaciones que hizo suya la Comisión, y por la Moción.

En consideración a que las propuestas del Ejecutivo, con sus respectivas indicaciones adaptan su texto a las ideas previamente aprobadas por la Comisión, puestas en votación fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes, señoras Cristi, Hoffman, Saa, Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling. Por la misma unanimidad fueron rechazadas las propuestas de la moción.

II.-Modificaciones propuestas en la ley N° 4.408 sobre Registro Civil

Al artículo 4
Tanto el mensaje como la moción proponen adecuaciones al numeral cuarto de este artículo referido a las inscripciones relacionadas con sentencias que declaran la nulidad del matrimonio, la separación judicial o el divorcio, como asimismo, las capitulaciones matrimoniales.

Mediante el texto del Ejecutivo se adapta formalmente su contenido a las modificaciones previamente aprobadas por la Comisión, por lo que puestas en votación fueron aprobadas por la misma votación anterior, y rechazadas las propuestas por la Moción, las que dicen relación con su propio texto, igualmente rechazado.

Al artículo 38
Tanto el Mensaje como la Moción proponen modificaciones a este artículo, que buscan adaptar formalmente su texto a las modificaciones previamente aprobadas, pero con redacciones distintas. Al respecto, para la mayoría de los integrantes de la Comisión la propuesta del Ejecutivo fue considerada de una mejor técnica, por lo que puesta en votación fue aprobada por 8 votos a favor, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling, y uno a favor, señora Saa. Por la misma votación en contrario se entienden rechazadas las propuestas de la Moción.

Al artículo 53
La moción propone respecto de este artículo suprimir de su inciso segundo la expresión “por una mujer, o”, en consideración, a que no se entiende la razón de cuando una mujer es oficial de registro civil, parte de sus funciones deban ser realizadas por un oficial adjunto.

Para la mayoría de los integrantes de la Comisión, la inquietud pareció pertinente, por lo que puesta en votación fue aprobada por 7 votos a favor, señoras Saa y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling. Se abstuvieron las señoras Cristi y Hoffman.

III.- Modificaciones propuestas en la ley N°14.908 sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias y ley N° 16.671 sobre impuesto a la herencia, asignaciones y donaciones.

El mensaje propone modificar en dichos cuerpos legales, los artículos 9 y 17 respectivamente, para adaptar su contenido a las modificaciones previamente sancionadas, por lo que fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes, señoras Cristi, Hoffman, Saa y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

IV.- Modificaciones propuestas en el Código de Comercio

Artículos 14 y 16
Tanto el mensaje como la moción proponen derogar estos artículos referidos a las limitaciones de la mujer para ejercer actividades comerciales, sin autorización del marido, consideradas abiertamente discriminatorias.
Ambas propuestas fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes, señoras Cristi, Hoffman, Saa y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

Artículos 22, 23, 338, 349 y 556

El resto de las modificaciones propuestas al Código de Comercio por el texto del Mensaje fueron aprobadas por la misma votación anterior, por adaptar formalmente su redacción y contenido a las modificaciones previamente aprobadas, las que dicen relación con eliminar la referencia al marido en la toma de razón en el Registro de Comercio; la referencia a la mujer en la regulación excepcional de los factores de comercio, toda vez, que no es necesario incluirla puesto que actuará con plena capacidad; y con la eliminación de la referencia a la mujer respecto de las personas que necesitan autorización para celebrar una sociedad colectiva.

V.-Modificaciones propuestas en la ley N°18.175 que modifica la ley de quiebras.

Artículos 48 y 64

La Comisión, aprobó igualmente, por la unanimidad de los integrantes presentes, señoras Cristi, Hoffman, Saa y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling, las modificaciones cuyo objeto es eliminar la referencia a la mujer casada, regulándose la situación de quiebra de cualquiera de los cónyuges separado total o parcialmente de bienes; se elimina la referencia a la quiebra del menor adulto y al usufructo legal que conserva el fallido (el marido), respecto de los bienes de la mujer, o el padre o madre respecto de sus bienes personales y de sus hijos. 

VI.- Modificaciones propuesta en el Código de Procedimiento Penal

Artículo 384
Tanto el Mensaje como la Moción proponen reemplazar este artículo, referido al embargo sobre los bienes propios de la mujer casada en sociedad conyugal, para adecuarlo formalmente a las modificaciones previamente aprobadas por la Comisión. Los textos propuestos son los siguientes:

Mensaje:

 “El mandamiento de embargo decretado contra los bienes del cónyuge casado en sociedad conyugal, se trabará en sus bienes propios, en los de la sociedad conyugal o en los de ambos.”

Moción:

“Art. 384.- El mandamiento de embargo decretado contra los bienes de uno o ambos cónyuges, se estará a lo dispuesto en los artículos 150 y 1750 al 1757 bis del Código Civil.”

Analizadas ambas propuestas los integrantes de la Comisión advirtieron que la redacción de la propuesta de la moción representa de mejor manera el espíritu de las modificaciones ya realizadas, por lo que fue aprobada por la misma votación anterior. Por igual votación se rechazó la propuesta del Mensaje.

VII.- Modificaciones propuestas en el Código de Minería

Artículo 24
Tanto el mensaje como la moción proponen eliminar la limitación existente para la mujer casada en sociedad conyugal para hacer pedimentos o manifestaciones, toda vez, que no necesitará representante legal por su plena capacidad; ambas propuestas fueron aprobadas por la misma votación anterior.

VIII.- Modificaciones propuestas en la ley N° 18.196 sobre normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria.

Artículo 41
Respecto de este artículo, la moción y una indicación del diputado Rivas, proponen reemplazar el inciso segundo de esta disposición, referida a la presunción de separación de bienes respecto de la mujer casada en sociedad conyugal, beneficiaria de subsidio estatal. Ambas consideradas redundantes por la mayoría de los integrantes de la Comisión, por lo que fueron rechazadas por 8 votos en contra, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Barros, Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling, y uno a favor, señora Saa.

IX.- Otras modificaciones propuestas que no se refieren a textos legales actualmente vigentes 

El Mensaje propone, en su artículo 8ª, que en todas aquellas normas no modificadas específicamente por esta ley, se entenderá que toda referencia hecha al marido en cuanto administrador de la sociedad conyugal, se efectuará al cónyuge administrador de la misma, y que toda referencia hecha a la mujer casada en sociedad conyugal se entenderá hecha al cónyuge no administrador de ésta.

La nueva disposición fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes, señoras Cristi, Hoffman, Saa y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg, Sabag y Schilling.

XII.-Artículos transitorios 

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

Respecto de este artículo, referido a la aplicación de las modificaciones incorporadas a los matrimonios celebrados con anterioridad a su entrada en vigencia, ambas iniciativas proponen modificaciones. Así, el Mensaje que se complementa con una indicación formulada por el Ejecutivo y que hizo suya la Comisión, otorga la posibilidad de pactar sustitución de cónyuge administrador, pero con expresa mención a que dicho pacto no afectará los derechos válidamente adquiridos por terceros. 

El texto del Ejecutivo es el siguiente:

“Los cónyuges casados bajo el régimen de sociedad conyugal, podrán pactar la sustitución del administrador de la sociedad, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 1723 del Código Civil.

Dicho pacto no perjudicará en caso alguno los derechos válidamente adquiridos por terceros respecto de la mujer o el marido”.

Por su parte la moción establece derechamente un régimen intermedio para las mujeres que actualmente están casadas en sociedad conyugal, esto es, la ley actualmente vigente pero con reformas acordes con las ideas centrales de su propio texto, referidas a la adquisición de bienes a título gratuito por parte de la mujer, goce de los frutos provenientes de sus bienes propios, autorizaciones de la mujer al marido para disponer de sus bienes propios, aceptación de herencias o legados que se hayan diferido a ésta, derecho a pedir separación de bienes y reafirma en esta norma transitoria, que la mujer se considerará separada de bienes respectos de aquellos que adquiera con subsidio habitacional del estado.

La autora de la moción, señora Saa, explicó que mediante esta disposición transitoria, se establece un régimen especial para las mujeres que ya se encuentran casadas en sociedad conyugal, con el fin de hacerle aplicable los mismos beneficios que se están introduciendo. Agregó que su propuesta es en respuesta al texto original del Mensaje que no hacía aplicables sus modificaciones a los matrimonios celebrados con anterioridad a la entrada en vigencia de sus normas.

Por su parte, se explicó por la asesora del SERNAM, que el texto del Ejecutivo hace aplicable las modificaciones ya aprobadas a los matrimonios ya contraídos, mientras que la moción no lo hace y por eso establece este régimen de excepción.

Por lo anterior los integrantes de la Comisión, consideraron pertinente el texto del Ejecutivo puesto en votación fue aprobado por 6 votos a favor, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag y uno en contra, señora Saa. 

Por la misma votación en contrario, se entienden rechazadas la propuesta de modificación de la Moción.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO:

Respecto de este artículo se procedió a su votación sin debate, siendo aprobado por 6 votos a favor, señoras Cristi, Hoffman y Zalaquett y señores Bauer, Monckeberg y Sabag y uno en contra, señora Saa. 

El texto aprobado es el siguiente:

“La presente ley empezará a regir 180 días después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

-o-
Por las razones señaladas y consideraciones que expondrá el señor Diputado Informante, la Comisión de Familia recomienda aprobar el siguiente

“PROYECTO DE LEY

Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil:

1.- Agrégase, en el inciso segundo del artículo 134, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma (,), la siguiente frase:

 “para lo cual deberá considera el aporte que realiza el cónyuge que se dedica al cuidado de los hijos o del hogar común”.

2.- Enmiéndase, el artículo 135 de la forma que sigue:


a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:

 “Por el hecho del matrimonio se contrae sociedad de bienes entre los cónyuges, cuya administración se realizará según las reglas que se expondrán en el título De la sociedad conyugal.

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Los que se hayan casado en país extranjero, sean o no chilenos, se mirarán en Chile como casados en sociedad conyugal, a menos que inscriban su matrimonio en el Registro Civil y pacten en ese acto separación total de bienes o régimen de participación en los gananciales, dejándose constancia de ello en la inscripción. En ese mismo acto podrán designar administrador de la sociedad conyugal.".

3.-Reemplázase el párrafo segundo del artículo 136, por el siguiente:


 “En caso de que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal, el cónyuge que tenga la administración deberá proveer al otro de las expensas para la litis que éste siga en su contra, si no tiene los bienes a que se refieren los artículos 150 y 167 bis, o ellos fueren insuficientes.”.

4.-Sustitúyese el artículo 137, por el siguiente:


“Art. 137. Los actos y contratos que celebre el cónyuge no administrador de la sociedad conyugal, sólo lo obligan en los bienes que administre según los artículos 150 y 167 bis.

Con todo, las compras que haga al fiado de objetos muebles naturalmente destinados al consumo ordinario de la familia, obligan al cónyuge administrador en sus bienes y en los de la sociedad conyugal; y obligan además los bienes propios del cónyuge no administrador, hasta concurrencia del beneficio particular que le reportara el acto, comprendiendo en este beneficio el de la familia común en la parte en que de derecho haya ella debido proveer a las necesidades de ésta.”.

5.-Modifícase el artículo 138, de la forma que sigue:

a) En el inciso primero, reemplázase la palabra “marido”, por “cónyuge no administrador”;

b) Sustitúyese, el inciso segundo por el siguiente:

“Si el impedimento no fuere de larga o indefinida duración, el cónyuge no administrador podrá actuar respecto de los bienes del cónyuge administrador y los de la sociedad conyugal, con autorización del juez con conocimiento de causa, cuando de la demora se siguiere perjuicio. Respecto de los bienes sociales, sólo se necesitará la autorización del juez indicada en aquellos actos en que fuere necesario que concurrieren ambos cónyuges.”; y

c) En el inciso tercero, reemplázase la palabra “marido” por “cónyuge administrador”, las dos veces que aparece y la frase “La mujer” por “El cónyuge no administrador”.

6.- Derógase el artículo 138 bis.

7.- Reemplázase, en el artículo 139, la frase “El marido” por “El cónyuge”.

8.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 150:

a) Agrégase, en su inciso segundo, entre las expresiones “de su marido” y “se considerará” la frase “y que no sea cónyuge administrador,”.

b) Elimínase, en su inciso cuarto, la frase “no tratándose de bienes comprendidos en los artículos 1754 y 1755”.

c) Sustitúyese, en su inciso quinto, la locución “166” por “167 bis” y elimínase, en su inciso quinto, la frase “y 167”.

d) Agréganse, los siguientes incisos noveno y décimo nuevos:

“En caso que se pacte cambio de cónyuge administrador y la mujer pase a ejercer la administración de la sociedad conyugal, los bienes a que se refiere este artículo se regirán por las reglas de administración de la sociedad conyugal y se le aplicarán todas las normas relativas a los bienes sociales. Sin embargo, tendrá derecho a que se determine un crédito a su favor, equivalente a lo que habría obtenido en el supuesto que a la fecha de cambio de cónyuge administrador se hubiese producido la disolución de la sociedad conyugal y hubiera renunciado a los gananciales, en conformidad al artículo 1781. La mujer podrá, en la escritura a que se refiere el artículo 1723, optar por ser titular de este crédito, renunciar a él o señalar que no existe. Este crédito, debidamente reajustado, sólo podrá hacerse exigible una vez disuelta la sociedad conyugal y tendrá el mismo tratamiento que se da a los gananciales.

En el caso anterior, las deudas contraídas en el ejercicio del patrimonio reservado podrán ser ejecutadas en los bienes de éste que hayan pasado a ser sociales”.

9.- En el artículo 153, sustitúyese la frase “la mujer” por “el cónyuge no administrador”.

10.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 154:

a) Sustitúyese la expresión “la mujer” por “el cónyuge no administrador”

b) Reemplázase la palabra “autorizada” por “autorizado”

11.- Modifícase el artículo 155 de la forma que sigue:

a) Reemplázase la frase “del marido” por “el cónyuge administrador” todas las veces que aparece mencionado en el texto.

b) Sustitúyese la expresión “el marido” por “el cónyuge administrador” la vez que aparece mencionado en el texto.

c) Reemplázase la frase “la mujer” por “el cónyuge no administrador” todas las veces que aparece en el texto.

d) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,) la frase “o mala administración del cónyuge administrador respecto de sus bienes propios”.

12.- Modifícase el artículo 156 de la forma que sigue:

a) Reemplázase la frase “de la mujer” por “del cónyuge no administrador”, todas las veces que aparece mencionado en el texto.

b) Sustitúyese, en el inciso primero, la palabra “ésta” por “éste”.

13.- Reemplázase en el artículo 157 la expresión “del marido” por “del cónyuge administrador”

14.- Sustitúyese en el artículo 158 la frase “marido o de la mujer” por “cónyuge administrador o del no administrador”.

15.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 165:

a) Reemplázase la expresión “además en el caso del”, por “y sin perjuicio de lo establecido en el”.

b) Elimínase la locución “por una sola vez el”.

c) Agrégase, entre las frases “podrán pactar” y “participación en los gananciales” la frase “el régimen de sociedad conyugal o de”.

16.- Deróganse los artículos 166 y 167.

17.- Intercálase el siguiente artículo 167 bis nuevo:

“Art. 167 bis. El cónyuge no administrador se mirará como separado de bienes respecto de la administración de sus bienes propios. En dicho caso, se aplicarán las reglas siguientes:

1º Una vez disuelta la sociedad conyugal, las obligaciones contraídas en su administración separada podrán perseguirse sobre todos sus bienes.

2º Los acreedores del cónyuge administrador no tendrán acción sobre los bienes que administre en virtud de este artículo, a menos que probaren que el contrato celebrado por él cedió en utilidad del cónyuge no administrador o de la familia común.

3º Pertenecerán a la sociedad conyugal los frutos de las cosas que administre separadamente, que se devenguen durante el matrimonio, y todo lo que con ellos se adquiera.”.

18.- Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 252, la frase “a la madre casada en sociedad conyugal, ésta se considerará separada” por la oración “al cónyuge no administrador de la sociedad conyugal, éste se considerará separado”.

19.- Modifícase el artículo 310 de la forma que sigue:

a) Reemplázase la frase “la mujer recibida” por la palabra “recibidos”.

b) Sustitúyese la expresión “su marido” por “ambos”.

20.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 449:

a) Sustitúyese el inciso primero por el que sigue:

“El curador del cónyuge administrador disipador administrará la sociedad conyugal en cuanto ésta subsista. El curador del disipador, sea o no el cónyuge administrador, ejercerá de pleno derecho la guarda de los hijos en caso que el cónyuge no sujeto a curaduría, por cualquier razón, no ejerza la patria potestad.”

b) Elimínase su inciso segundo.

21.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 450, la oración “La mujer casada en sociedad conyugal cuyo marido disipador sea sujeto a curaduría,” por “Si el cónyuge administrador de la sociedad conyugal es declarado disipador, el otro,”

22.- Modifícase el artículo 463 de la forma que sigue:

a) En el inciso primero, reemplázase la frase “La mujer curadora de su marido” por “El marido o mujer curador de su cónyuge”.

b) En el inciso segundo, sustitúyese la palabra “marido” por “cónyuge”.

23.- Reemplázase en el artículo 477 la frase inicial “Si el ausente ha dejado” por “Si el cónyuge administrador ausente ha dejado marido o”.

24.- Elimínase en el artículo 493 la locución “, maridos,” las dos veces que aparece mencionado en el texto.

25.- Suprímese, en el artículo 810 las frases “y el del marido, como administrador de la sociedad conyugal, en los bienes de la mujer”, y “y del título De la sociedad conyugal”.

26.- Elimínase, el inciso final del artículo 1225.

27.- Suprímese, en el artículo 1255, la palabra “marido”.

28.- Elimínase, en el inciso segundo del artículo 1287, la frase “y el marido de la mujer heredera, que no esté separada de bienes.”, pasando a ser la coma (,) que le precede, punto final.

29.- Suprímese, el inciso segundo del artículo 1322.

30.- Elimínase, el inciso segundo del artículo 1326

31.- Surpímese, en el artículo 1579, la frase “los maridos por sus mujeres en cuanto tengan la administración de los bienes de éstas;”.

32.- Agrégase, en el inciso segundo del artículo 1715, a continuación de la palabra “pactarse”, la frase “cuál de los cónyuges asume la administración de la sociedad conyugal,”.

33.- Suprímese, en el inciso primero del artículo 1719, la frase “antes del matrimonio”.

34.- Reemplázase, en el artículo 1720, el guarismo “167” por “167 bis”, las dos veces que aparece mencionado en el texto.

35.- Modifícase el artículo 1723 de la forma que sigue:

a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “mayores de edad podrán” la frase “sustituir el cónyuge administrador de la sociedad conyugal y”.

b) Reemplázase, la frase final del inciso primero, por la siguiente: "También podrán sustituir la separación total por el régimen de sociedad conyugal o de participación en los gananciales y el de participación en los gananciales por el de sociedad conyugal.”

c) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto y quinto a ser quinto y sexto, respectivamente:

“Sin perjuicio de los requisitos establecidos en los incisos precedentes, en la misma escritura de cambio del cónyuge administrador de la sociedad conyugal, cuando hubiere existido patrimonio reservado del cónyuge que pasa a ser administrador, deberá determinarse el crédito a que se refiere el inciso penúltimo del artículo 150 y declararse que se es titular del crédito, se renuncia a éste o no existe, o, en su caso, declarar que no es procedente determinar el crédito porque no se tiene derecho a él en conformidad con los artículos 150 y 1781.”.

36.- Introdúcese el siguiente artículo 1724 bis nuevo:

“Art. 1724 bis. En caso de insolvencia, administración fraudulenta o mal estado de los negocios por administración errónea o descuidada del cónyuge administrador, podrá el cónyuge no administrador solicitar judicialmente ejercer la administración de la sociedad, si no hubiere acuerdo entre ellos.”

37.- Suprímese, en el artículo 1725, los numerales 3 y 4.

38.- Elimínase, el inciso segundo del artículo 1726.

39.-Sustitúyense, en el artículo 1728, las frases “una finca propia” y “la antigua finca”, por, “un inmueble propio” y “antiguo inmueble”, respectivamente.

40.- Reemplázase, el artículo 1731 por el que sigue:
“Art 1731. La parte del tesoro, que según la ley pertenece al que lo encuentra, y la que pertenece al dueño del terreno donde se encuentra, se considerará bien propio del cónyuge que corresponda. Si el terreno es bien social, la parte que corresponde al dueño pertenecerá a la sociedad.”.

41.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1732:

a) Intercálase, en su inciso primero, entre las palabras “Los” e “inmuebles” la expresión “muebles o”

b) Elimínase su inciso segundo.

42.- Enmiéndase el artículo 1733 de la forma que sigue:

a) En el inciso tercero, sustitúyense las frases "una finca a otra" por "un inmueble a otro"; "de la antigua finca" por "del antiguo inmueble"; "de la nueva” por "del nuevo"; "de la nueva finca" por "del antiguo inmueble", y "de la antigua" por "del nuevo".

b) En el inciso cuarto, reemplázase la palabra "fincas" por “inmuebles”.

c) En el inciso sexto, sustitúyese la frase "de la finca" por "del inmueble" las dos veces que aparece en el texto; y la palabra "finca" por "inmueble".

d) Elimínase su inciso final.

43.- Modifícase el artículo 1736 en la forma que sigue: 

a) En el inciso primero, después de la palabra “consiguiente” agrégase la frase “no pertenecerán a la sociedad”.

b) En el número 1º, elimínase la frase “No pertenecerán a la sociedad”.

c) En los números 2º, 3º y 4º, suprímase la palabra “Ni”.

d) En el número 7º, elimínase la frase inicial “También pertenecerán al cónyuge”, y agrégase, a continuación de la expresión “los bienes que”, la palabra “se”, y reemplázase el término “adquiera” por “adquieran”.

e) Elimínase el inciso final.

44.- Reemplázase, el inciso segundo del artículo 1738, por el siguiente:

“Si la donación remuneratoria es de cosas muebles, éstos no ingresarán al haber social e incrementarán el haber propio del cónyuge donatario, si los servicios no daban acción contra la persona servida o si los servicios se prestaron antes de la sociedad”. 

45.- Modifícase el artículo 1740 de la forma que sigue:

a) En el número 2°:

1.-- En su inciso primero, reemplázase la frase “el marido, o la mujer con autorización del marido, o de la justicia en subsidio, y que no fueren personales de aquél o ésta” por “cualquiera de los cónyuges y que no fueren personales de ellos,”

2.--En el inciso segundo, sustitúyese la palabra “marido” por “cónyuge administrador”

b) En el inciso final:

Reemplázase la frase “la mujer” por “el cónyuge no administrador”; y el sustantivo “marido” por “cónyuge administrador”.

46.- Enmiéndase el artículo 1749 de la forma que sigue:

 a) Reemplázase, en su inciso primero la oración inicial: “El marido es jefe de la sociedad conyugal, y como tal administra los bienes sociales y los de su mujer; sujeto, empero”, por la siguiente: “La administración de la sociedad conyugal será ejercida por el cónyuge que de común acuerdo haya sido designado como tal, sujeto”.

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“A falta de designación, se entenderá que ambos cónyuges administrarán de forma conjunta”.

c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“El cónyuge administrador no podrá enajenar o gravar voluntariamente ni prometer enajenar o gravar los bienes raíces sociales sin autorización del otro”.

d) En el inciso quinto, sustitúyese la palabra “marido” por la frase “cónyuge administrador”.

e) En el inciso sexto, reemplázase la frase “de la mujer” por “del otro cónyuge”.

f) En el inciso séptimo, elimínanse los términos “de la mujer”.

g) En el inciso octavo:

Reemplázanse las frases “citada la mujer, si ésta”, por “citado el cónyuge no administrador, si éste”; “de la mujer”, por “del cónyuge no administrador”; y “la mujer”, por “el cónyuge no administrador”.

h) Agrégase el siguiente inciso final:

“Del mismo modo, cuando la sociedad fuere coadministrada por los cónyuges, se necesitará la concurrencia ambos para celebrar los actos señalados en los incisos precedentes. En el resto de los casos, se presume que los actos realizados por uno de ellos cuentan con la autorización del otro.”.

47.- Reemplázase el artículo 1750 por el siguiente:

“Art. 1750.- El cónyuge administrador es, respecto de terceros, dueño de los bienes sociales, como si ellos y sus bienes propios formasen un solo patrimonio, de manera que durante la sociedad sus acreedores podrán perseguir tanto los bienes de éste como los bienes sociales; sin perjuicio de los abonos o compensaciones que a consecuencia de ello deba el cónyuge administrador a la sociedad o la sociedad a éste.

Podrán, con todo, los acreedores, perseguir sus derechos sobre los bienes del cónyuge no administrador, en virtud de un contrato celebrado por ellos con el cónyuge administrador, en cuanto se probare haber cedido el contrato en utilidad personal del cónyuge no administrador, como en el pago de sus deudas anteriores al matrimonio.”

48.- Sustitúyese el artículo 1751 por el siguiente:

“Art. 1751.- Toda deuda contraída por el cónyuge no administrador con mandato general o especial del otro es, respecto de terceros, deuda del cónyuge administrador y por consiguiente de la sociedad; y el acreedor no podrá perseguir el pago de esta deuda sobre los bienes propios del cónyuge no administrador, sino sobre los bienes de la sociedad y sobre los bienes propios del cónyuge administrador; sin perjuicio de los prevenido en el inciso segundo del artículo precedente.

Si el cónyuge no administrador contrata a su propio nombre, regirá lo dispuesto en el artículo 2151.

Los contratos celebrados por el cónyuge administrador y el otro cónyuge de consuno o aquellos en que el no administrador se obligue solidaria o subsidiariamente con el administrador, no valdrán contra los bienes propios del no administrador, salvo en los casos y términos del señalado inciso segundo y sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 137.”

49.- Reemplázase en el artículo 1752 la frase inicial “La mujer por sí sola” por “el cónyuge administrador por sí solo” y el guarismo “145” por “138”.

50.- Sustitúyese en el artículo 1753 la palabra “marido” por “cónyuge administrador”, la única vez que aparece mencionada en el texto.

51.- Deróganse los artículo 1754, 1755 y 1756.

52.- Enmiéndase el artículo 1757 del modo que sigue:

a) En su inciso primero, suprímense los guarismos 1754, 1755 y 1756.

b) En su inciso segundo, reemplázase la expresión “la mujer” por “cónyuge no administrador”

c) En su inciso tercero, sustitúyese la frase “de la mujer” por “del cónyuge administrador”

53.- Intercálase el siguiente artículo 1757 bis nuevo:

“Art. 1757 bis.- Si la sociedad conyugal fuere coadministrada por el marido y la mujer, cada cónyuge es responsable de las deudas por él contraídas, de manera que los acreedores podrán perseguir sus derechos en los bienes sociales que estuvieren a nombre del cónyuge deudor, y subsidiariamente en los bienes propios de éste, y solo podrán perseguir en los demás bienes sociales en cuanto se probare haber cedido utilidad en favor del otro cónyuge, pero sólo hasta la concurrencia del beneficio que le hubiere reportado el acto.
Si ambos cónyuges han contraído la deuda, los acreedores podrán perseguir sus derechos en la totalidad de los bienes sociales, y subsidiariamente en los propios de uno u otro cónyuge.”.

54.- Sustitúyese el artículo 1758 por el siguiente:

“Art. 1758.- El cónyuge no administrador que en caso de interdicción del otro, o por larga ausencia de éste sin comunicación con su familia, hubiere sido nombrado curador del otro, o curador de sus bienes, tendrá por el mismo hecho la administración de la sociedad conyugal.

Si por incapacidad o excusa del cónyuge no administrador se encargaren estas curadurías a otra persona, dirigirá el curador la administración de la sociedad conyugal.”

55.- Incorpórase el siguiente artículo 1758 bis nuevo:

“Art 1758 bis.- Solicitada por el cónyuge no administrador la curaduría del cónyuge administrador, el juez podrá conferir la administración provisoria de los bienes sociales y de los bienes propios de éste, a fin de que pueda disponer de ellos, previo otorgamiento de garantía real o personal, cuando de la demora se siguieren perjuicios.

En caso de solicitarse la administración provisoria de mala fe, deberá restituir doblados los bienes de los que hubiese dispuesto.

La resolución que otorgue la administración provisoria deberá subinscribirse al margen de la respectiva inscripción matrimonial.”.

56.- Modifícase el artículo 1759 de la forma que sigue:

a) En su inciso primero, reemplázanse las frases “La mujer que tenga la”, por “El cónyuge no administrador que tenga la”; y “el marido” por “el cónyuge administrador”;

b) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:

“No obstante lo establecido en el inciso anterior, el cónyuge que tenga la administración extraordinaria de la sociedad conyugal podrá ejecutar por sí solo los actos para cuya validez el cónyuge administrador necesitaba el consentimiento del cónyuge no administrador, respecto de los bienes sociales. En caso que la facultad establecida en este inciso se ejerza de mala fe para perjudicar al otro cónyuge o al haber social, deberá restituir doblados los bienes de que hubiese dispuesto, sin perjuicio del derecho del afectado a reclamar la indemnización de perjuicios si estos fueran mayores”.
c) En el inciso tercero, reemplázase la frase “No podrá tampoco, sin dicha autorización,” por “No podrá”.

d) En el inciso cuarto, sustitúyese la palabra “marido” por “cónyuge administrador”.

e) En el inciso sexto, reemplázanse las frases “la mujer” por “el cónyuge no administrador”; “codeudora solidaria, fiadora”, por “codeudor solidario, fiador”; y “artículos 166 y 167” por “artículo 167 bis.”

f) En el inciso séptimo, reemplázase la palabra “marido” por “cónyuge administrador”.

57.- Reemplázanse, en el artículo 1760, las frases “la mujer administradora” por “el cónyuge no administrador que tuviere la administración extraordinaria”; “marido” por la frase “cónyuge administrador”; y “la mujer” por “el cónyuge no administrador”.

58.- Modifícase el artículo 1761 de la forma que sigue:

a) En su inciso primero, sustitúyese la frase “La mujer administradora” por “El cónyuge no administrador” y la frase “marido” por “cónyuge administrador”.

b) En su inciso segundo, reemplázase el sustantivo “la mujer” por “el cónyuge no administrador” y el vocablo “autorizada” por “autorizado”.

59.- Sustitúyese, en el artículo 1762, las frases “La mujer” por “El cónyuge no administrador” y “párrafo 3” por “párrafo 4”.

60.- Reemplázase en el artículo 1763 la frase “el marido” por “el cónyuge administrador”.

61.- Sustitúyese el artículo 1767 por el siguiente:

“Art. 1767. La mujer que no haya renunciado a los gananciales, se entenderá que los acepta con beneficio de inventario.”.

62.- Enmiéndase el artículo 1773 de la forma que sigue:

a) En el inciso primero, reemplázanse las frases “la mujer hará antes que el marido”, por “El cónyuge no administrador hará antes que el otro”; y “a la mujer o al marido”, por “a uno u otro”.

b) En el inciso segundo, sustitúyense los términos “La mujer”, por “El cónyuge no administrador”; y “marido” por “otro cónyuge”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Si la sociedad conyugal fuere coadministrada por ambos cónyuges, el marido y la mujer se dividirán por mitad la masa común a la que tuvieren derecho.”.

63.- Sustitúyese, en el artículo 1777, la frase inicial “La mujer” por “El cónyuge no administrador”.

64.-Reemplázanse, en el artículo 1778, las palabras “El marido” por “El cónyuge administrador”; y “la mujer” por “el cónyuge no administrador”.

65.- Intercálase, en el inciso segundo del artículo 1782, entre los términos “por” y “engaño”, la palabra “fuerza, seguida de una coma (,)”.

66.- Elimínase, en el artículo 1969 la frase “y del otro cónyuge”.

67.- Reemplázase el artículo 2171 por el siguiente:

"Art. 2171.- Si el cónyuge no administrador de la sociedad conyugal ha conferido mandato antes del matrimonio, subsiste el mandato en lo referido a actos o contratos relativos a bienes cuya administración le corresponda."

68.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 2466, la frase “del marido sobre los bienes de la mujer”, por la oración "de los bienes de la sociedad conyugal sobre los bienes propios de los cónyuges".

69.- Sustitúyese el numeral 3° del artículo 2481, por el siguiente:

3° “Los de los cónyuges no administradores por causa de la administración de los bienes sociales sobre los bienes del cónyuge administrador, incluidos los que le correspondan como gananciales, o, en su caso, los que tuvieren los cónyuges como resultado del régimen de participación en los gananciales;". 

70.- Modifícase el artículo 2483 en la forma que sigue:

a) En su inciso primero, reemplázase su párrafo inicial, hasta la palabra marido, incluida ésta, por el siguiente:

"La preferencia del número 3º, en caso de haber sociedad conyugal, y las de los números 4º, 5º y 6º, se entienden constituidas a favor de los bienes gananciales que correspondan al cónyuge no administrador, o de los bienes que pertenezcan a los respectivos hijos bajo patria potestad, y personas en tutela o curaduría y hayan entrado en poder del cónyuge administrador,”

b) En su inciso segundo, sustitúyese la frase “la mujer contra el marido”, por “del cónyuge no administrador contra el administrador”.

71.- Reemplázase el artículo 2484 por el siguiente:

“Art. 2484.- Los matrimonios celebrados en país extranjero que deban producir efectos en Chile dará, a los créditos del cónyuge sobre los bienes del otro cónyuge existentes en territorio chileno, el mismo derecho de preferencia que dan los matrimonios celebrados en Chile.”.

72.- Modifícase el artículo 2509 en la forma que sigue:

a) En su inciso segundo, sustitúyese su numeral 2° por el siguiente: 

“2º El cónyuge no administrador en sociedad conyugal mientras dure ésta.”

b) Elimínase el inciso tercero.

Artículo 2º.-Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°4.808 sobre Registro Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:

1.- Modifícase su artículo 4, numeral cuarto, del modo que sigue:

a) Agrégase, a continuación de la frase “capitulaciones matrimoniales”, la oración antecedida por una coma (,) “la identificación del cónyuge administrador en el caso de la sociedad conyugal”;

b) Reemplázase la frase "a la mujer" por "al cónyuge no administrador" y la frase "marido" por "cónyuge administrador".

2.- En el artículo 38:

a) Agrégase, en su inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,) la siguiente frase final: “y designar al cónyuge administrador, en caso de casarse bajo el régimen de sociedad conyugal”.

b) Incorpórase, en su inciso tercero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,) la siguiente frase final: “y si no designaren al cónyuge administrador, administrarán los bienes sociales de forma conjunta.

3.- Elimínase, en el inciso segundo del artículo 53, la frase “por una mujer, o”.

Artículo 3º.- Introdúcese la siguiente modificación en la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia: 

Reemplázase, en el número 2 del artículo 19, la frase “a la mujer” por “al cónyuge no administrador”.

Artículo 4º.- Introdúcese la siguiente modificación en la ley Nº 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia: 

Sustitúyese, en el inciso quinto del artículo 7° la palabra “marido” por “cónyuge administrador”.

Artículo 5º.- Modifícase el Código de Comercio en la forma que se señala:

1.- Deróganse los artículos 14 y 16.

2.- Enmiéndase el artículo 22, del modo que sigue:

a) En el número 1º, sustitúyase la frase “al marido alguna responsabilidad a favor de la mujer”, por “a uno de los cónyuges alguna responsabilidad respecto del otro”.

b) En el número 2º, reemplázase la frase “el marido deba entregar a su mujer divorciada o separada de bienes” por “uno de los cónyuges deba entregar al otro del que se ha separado judicialmente o separado de bienes”.

3.- Elimínase, en el artículo 23, la palabra “marido” la única vez que aparece mencionada en el texto.

4.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 338 por el siguiente:

“Sin embargo, pueden serlo el hijo de familia y el menor emancipado que hubieren cumplido diecisiete años, siendo autorizados expresamente por su padre o curador para contratar con el comitente y desempeñar la factoría”.

5.- Modifícase el artículo 349 del modo que sigue:

a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente: ”El menor adulto necesita autorización especial para celebrar el contrato de sociedad colectiva, la cual será conferida por la justicia ordinaria.”.

b) Suprímese su inciso tercero.

Artículo 6º.-: Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.175, que modifica la Ley de Quiebras y fija su nuevo texto, incorporada al Libro IV del Código de Comercio:

1.- Reemplázase el artículo 48, por el siguiente:

“ARTÍCULO 48.- La quiebra de cualquiera de los cónyuges separado total o parcialmente de bienes solo comprenderá sus bienes propios, sin perjuicio de las responsabilidades que tuviere el otro cónyuge o la sociedad conyugal, en su caso.”

2.- Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 64, la oración “personales de la mujer e hijos, de los que tenga el usufructo legal, quedará sujeta a la intervención del síndico mientras subsista el derecho del marido, padre o madre en falencia.”, por la siguiente “sobre los cuales tenga el usufructo legal, quedará sujeta a la intervención del síndico mientras subsista su derecho.”

Artículo 7º.-Reemplázase el artículo 384 del Código de Procedimiento Penal por el que sigue:

“Artículo 384.- El mandamiento de embargo decretado contra los bienes de uno o ambos cónyuges, se trabará en los bienes que corresponda según lo dispuesto en los artículos 150 y 1750 al 1757 bis del Código Civil.”.

Artículo 8º.- Elimínase en el artículo 24 del Código de Minería, la frase “las mujeres casadas en régimen de sociedad conyugal”.

Artículo 9º.- En todas aquellas normas no modificadas específicamente por esta ley, se entenderá que toda referencia hecha al marido en cuanto administrador de la sociedad conyugal, se efectuará al cónyuge administrador de la misma, y que toda referencia hecha a la mujer casada en sociedad conyugal, se entenderá hecha al cónyuge no administrador de ésta.

Artículos transitorios

Artículo primero.- Los cónyuges casados bajo el régimen de sociedad conyugal, podrán pactar la sustitución del administrador de la sociedad, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 1723 del Código Civil.

Dicho pacto no perjudicará en caso alguno los derechos válidamente adquiridos por terceros respecto de la mujer o el marido.

Artículo segundo.- Esta ley empezará a regir 180 días después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

-o-
Se designó Diputada Informante, a la Presidenta de la Comisión señora Mónica Zalaquett Said.

Se adjunta comparado como parte integrante de este informe, y que da cuenta de las modificaciones introducidas.

Se efectuaron las correcciones que permite el artículo 15, del Reglamento de la Corporación.

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones celebradas los días 8, y 22 de junio, 6, 13 y 20 de julio, 3, 10, 17 y 31 de agosto, 28 de septiembre, 5, 12 y 19 de octubre, 2, 9, 16 y 23 de noviembre, todos de 2011, con la asistencia de las señoras y señores diputadas y diputados que a continuación se indican: Ramón Barros Montero, Eugenio Bauer Jouanne, María Angélica Cristi Marfil, Carlina Goic Boroevic, María José Hoffmann Opazo, Carlos Abel Jarpa Wewar, Nicolás Monckeberg Díaz, Adriana Muñoz D’Albora, Karla Rubilar Barahona, María Antonieta Saa Díaz, Marcela Sabat Fernández, Jorge Sabag Villalobos, Marcelo Schilling Rodríguez y Mónica Zalaquett Said (Presidenta).

Cabe dejar constancia que a partir de la sesión 51ª, realizada el 10 de agosto de 2011, la Diputada Karla Rubilar Barahona fue reemplazada en forma permanente por el Diputado Nicolás Monckeberg Díaz.

Asimismo, se produjeron los siguientes reemplazos temporales: en la sesión 56ª, realizada el día 7 de septiembre de 2011, asistió la Diputada Karla Rubilar Barahona, en reemplazo del Diputado señor Nicolás Monckeberg Díaz; en la sesión 57ª, realizada el día 28 de septiembre de 2011, asistió el Diputado Enrique Van Rysselberghe Herrera, en reemplazo de la Diputada señora Mónica Zalaquett Said; y en la sesión 64ª, realizada el día 23 de noviembre de 2011, asistió el Diputado Gaspar Rivas Sánchez, en reemplazo de la Diputada Marcela Sabat Fernández.

Asistió también la Diputada Claudia Nogueira Fernández.

Sala de la Comisión, a 2 de enero de 2012

(Fdo.): MARÍA EUGENIA SILVA FERRER, Abogado Secretaria de la Comisión.”
6. Moción de los señores diputados Moreira, Bobadilla; Espinoza, don Fidel; Hasbún, Hernández, Vallespín y Von Mühlenbrock, y de las diputadas señoras Nogueira, doña Claudia; Sepúlveda, doña Alejandra, y Zalaquett, doña Mónica.


Limita a 69 años la edad para conducir vehículos de transporte de pasajeros, de carga y de trabajo pesado.
“La seguridad en las autopistas, carreteras y caminos ha ido erigiéndose día a día como uno de los principios a través del cual toda la institucionalidad legal referida al tránsito se ha ido formando. El número creciente de accidentes, ha intensificado de sobremanera la necesidad clara y manifiesta de centrar las normas referidas al tránsito en la seguridad, con la finalidad de minimizar la tasa de muertes y lesionados a consecuencia de nefastos sucesos ocurridos en nuestro país.

Uno de los elementos que indudablemente atenta contra la seguridad, lo constituye la escasa cultura de la conducción responsable, razón por la cual más allá de las medidas de prevención y seguridad que se puedan implementar en los vehículos motorizados, son en definitiva los propios automovilistas los causantes principales de los accidentes de tránsito en los que son protagonistas éstos y terceros, como asimismo la propiedad pública y privada.

En efecto, pensamos que en nuestro país, la legislación debe estar revestida de normas que apunten a formar una conciencia o una cultura del tránsito, no sólo de automovilistas, sino que además a nivel de peatones, ciclistas, motoristas e incluso en la generalidad de la comunidad.

Es por lo anterior que la presente iniciativa apunta a fortalecer los niveles de seguridad en las vías, a partir del elemento humano que implica el tránsito. En efecto, uno de los ámbitos en donde mayor preponderancia tiene el elemento humano en materia de tránsito lo constituye el manejo de automóviles de gran tamaño, especialmente en lo que dice relación con el transporte de personas en la locomoción colectiva. Es así como el presente proyecto de ley busca restringir a los mayores de 69 años la posibilidad de conducir vehículos pesados como automóviles y buces destinados a la locomoción colectiva de pasajeros, camiones de carga y en todos aquellos casos donde se exija licencia clase A.

Pensamos que el manejo de estas máquinas requiere del máximo de destrezas, y frente a ello las personas que superan el umbral de los 69 años no se encuentran aptas en un 100% para desempeñarse en esta clase de trabajo, habida consideración de las dificultades que implica la labor al volante de un vehículo que a partir de sus dimensiones requieres de facultades especiales que escapan de la regla existente en materia de conducción de vehículos. A lo anterior se le suma otro elemento no menos importante cual es que el chofer lleva a su cargo personas que se trasladan de un lugar a otro, vale decir hay un componente humano que claramente no se pueden preterir.

Que es por lo anterior que existen motivos más que evidentes para pensar que ciertas personas, a partir de condiciones biológicas, no poseen las aptitudes para desempeñarse en ciertos y determinados trabajos, entre los cuales precisamente destaca la locomoción colectiva.

“PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Incorpórese un nuevo inciso segundo en el artículo 12 en la ley 18.290 sobre tránsito en el siguiente sentido:

"Sin embargo, las personas al cumplir 69 años por el sólo ministerio de la ley pasaran a poseer licencia no profesional de acuerdo a las prescripciones establecidas en este artículo"
7. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 29 de diciembre de 2011.


Oficio N° 7.055


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 29 de diciembre en curso en el proceso Rol N° 2087-11-INH, sobre inhabilidad parlamentaria presentada en contra de la Senadora Eva Von Baer Jahn.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PATRICIO MELERO ABAROA

CÁMARA DE DIPUTADOS

PEDRO MONTT S/N

VALPARAÍSO.”

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista.





